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§ 1

COVID-19. Normas Estatales y Autonómicas para Colectivos 
Vulnerables

En nuestra sociedad, parte de la población vive en situación de vulnerabilidad y cada vez 
son más las personas y familias que se enfrentan al riesgo de la exclusión, presentando 
carencias en distintas áreas de su vida como las relaciones sociales, el empleo y los 
recursos tanto económicos como personales.

La propagación del COVID–19 entre personas vulnerables hace necesario avanzar en 
la adopción de medidas organizativas y de coordinación, orientadas a reducir el riesgo de 
contagio, así como a tratar de la forma más adecuada a las personas que sufran esta 
enfermedad.

Las medidas de protección son básicas en los colectivos vulnerables, más al tratarse de 
infecciones por virus nuevos a los que nuestro sistema inmune no está acostumbrado y para 
los que aún no existe vacuna.

Siguiendo la línea de la OMS no hay certezas de quiénes corren el riesgo de padecer la 
enfermedad, aunque señala que los colectivos más vulnerables son los constituidos 
principalmente por personas de edad avanzada con enfermedades crónicas y patologías 
previas.

El presente Código Electrónico pretende recopilar, de manera permanentemente 
actualizada, consolidada y gratuita, todas aquellas normas dirigidas principalmente a la 
protección de estos colectivos y que regulan la situación de emergencia sanitaria ocasionada 
por el COVID-19.

 

NORMATIVA DE LAS CCAA Y CIUDADES AUTÓNOMAS

Actualizado a 8 de junio de 2020 

 

COMUNIDAD AUTÓNOMA DE ANDALUCÍA

 

Resolución de 8 de mayo de 2020, de la Dirección General de Planificación y Centros, 
por la que se efectúa la convocatoria de subvenciones en régimen de concurrencia 
competitiva a las escuelas-hogar, para facilitar la escolarización del alumnado cuyas 
situaciones personales o familiares aconsejen su acogida en régimen de familia sustitutoria, 
para el curso escolar 2020/21. (BOJA 18/05/2020)

https://www.juntadeandalucia.es/eboja/2020/93/
BOJA20-093-00005-5097-01_00172497.pdf
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Extracto de Resolución de 8 de mayo de 2020, de la Dirección General de Planificación 
y Centros, por la que se efectúa la convocatoria de subvenciones en régimen de 
concurrencia competitiva a las escuelas-hogar, para facilitar la escolarización del alumnado 
cuyas situaciones personales o familiares aconsejen su acogida en régimen de familia 
sustitutoria, para el curso escolar 2020/21. (BOJA 18/05/2020)

https://www.juntadeandalucia.es/eboja/2020/93/s1.html

Resolución de 28 de abril de 2020, de la Dirección General de Coordinación de 
Políticas Migratorias, por la que se reconoce y cuantifica la obligación máxima reconocida 
para cada uno de los municipios beneficiarios del Decreto-ley 9/2020, modificado por la 
Orden de 20 de abril de 2020, por el que se aprueba el Programa andaluz de colaboración 
financiera específica extraordinaria con los municipios de las provincias de Almería y Huelva 
en cuyos territorios existen asentamientos chabolistas de personas inmigrantes destinada a 
atender las necesidades básicas de estas personas, como consecuencia de la crisis 
sanitaria-epidemiológica causada por el coronavirus (COVID-19).(BOJA 11/05/2020)

https://www.juntadeandalucia.es/boja/2020/88/1

Acuerdo de 29 de abril de 2020, del Consejo de Gobierno, por el que se toman en 
consideración las actuaciones realizadas por la Consejería de Igualdad, Políticas Sociales y 
Conciliación para conceder una ayuda a la Federación de Bancos de Alimentos de 
Andalucía, Ceuta y Melilla para la provisión y reparto de alimentos a personas en situación 
de vulnerabbilidad ocasionada por el COVID-19. (BOJA 6/05/2020)

https://www.juntadeandalucia.es/eboja/2020/85/
BOJA20-085-00002-4806-01_00172215.pdf

Acuerdo de 29 de abril de 2020, del Consejo de Gobierno, por el que se toman en 
consideración las medidas económicas de carácter extraordinario, para fortalecer la 
prestación del servicio a personas en situación de dependencia, en los centros residenciales 
adoptadas por la Consejería de Igualdad, Políticas Sociales y Conciliación.

https://www.juntadeandalucia.es/boja/2020/522/
BOJA20-522-00003-4785-01_00172195.pdf

Acuerdo de 22 de abril de 2020, del Consejo de Gobierno, por el que se toma 
conocimiento de las indicaciones realizadas por la Consejería de Salud y Familias sobre 
vacunaciones durante el período de estado de alarma. (BOJA Extraordinario 23/04/20220)

https://www.juntadeandalucia.es/eboja/2020/519/
BOJA20-519-00003-4691-01_00172101.pdf

Acuerdo de 22 de abril de 2020, del Consejo de Gobierno, por el que se toma 
conocimiento del informe sobre la respuesta del sistema sanitario ante los efectos de la 
infección por COVID-19 en centros residenciales y en domicilios de Andalucía a fecha 22 de 
abril.

https://www.juntadeandalucia.es/eboja/2020/519/
BOJA20-519-00005-4689-01_00172099.pdf

Acuerdo de 22 de abril de 2020, del Consejo de Gobierno, por el que se toman en 
consideración las medidas económicas de carácter extraordinario de apoyo a los centros 
residenciales adoptadas por la Consejería de Igualdad, Políticas Sociales y Conciliación. 
(BOJA Extraordinario 23/04/20220)

https://www.juntadeandalucia.es/eboja/2020/519/
BOJA20-519-00002-4690-01_00172100.pdf

Acuerdo de 22 de abril de 2020, del Consejo de Gobierno, por el que se toma en 
consideración la Orden de 18 de abril de 2020, de la Consejería de Igualdad, Políticas 
Sociales y Conciliación, por la que se establecen las cantidades a percibir por las Entidades 
Locales para la financiación de las prestaciones básicas de servicios sociales 
correspondientes al Fondo Social Extraordinario regulado en el Real Decreto-ley 8/2020, de 
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17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y 
social del COVID-19. (BOJA Extraordinario 23/04/20220)

https://www.juntadeandalucia.es/eboja/2020/519/
BOJA20-519-00002-4690-01_00172100.pdf

Orden de 18 de abril de 2020, por la que se establecen las cantidades a percibir por las 
Entidades Locales para la financiación de las prestaciones básicas de servicios sociales 
correspondientes al Fondo Social Extraordinario regulado en el RDL 8/2020, de 17 de marzo, 
de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del 
COVID-19. (BOJA 21/04/2020)

https://www.juntadeandalucia.es/eboja/2020/75/
BOJA20-075-00005-4615-01_00172025.pdf

ACUERDO de 15 de abril de 2020, del Consejo de Gobierno,por el que se toma en 
consideración la Orden de la Consejera de Igualdad, Políticas Sociales y Conciliación, 
relativa a la contratación de recurso residencial para personas mayores, personas con 
discapacidad y otros colectivos en situación de emergencia social, debido a la alerta 
sanitaria provocada por el COVID-19 (BOJA 16/04/2020).

https://www.juntadeandalucia.es/eboja/2020/517/
BOJA20-517-00004-4579-01_00171989.pdf

ACUERDO de 15 de abril de 2020, del Consejo de Gobierno, por el que se toma 
conocimiento del Programa de humanización para pacientes hospitalizados y personas 
usuarias de centros residenciales de mayores en aislamiento debido al COVID-19 (BOJA 
16/04/2020).

https://www.juntadeandalucia.es/eboja/2020/517/
BOJA20-517-00002-4588-01_00171998.pdf

DECRETO-LEY 9/2020, de 15 de abril, por el que se establecen medidas urgentes 
complementarias en el ámbito económico y social como consecuencia de la situación 
ocasionada por el coronavirus (COVID-19) (BOJA 15/04/2020).

https://www.juntadeandalucia.es/eboja/2020/516/ 
BOJA20-516-00043-4583-01_00171993.pdf

ACUERDO de 8 de abril de 2020, del Consejo de Gobierno, por el que se toma 
conocimiento de las medidas adoptadas, por parte de la Consejería de Salud y Familias, en 
relación a la habilitación de dos líneas de atención telefónica destinadas a las familias, ante 
la situación de estado de alarma derivado de la pandemia por coronavirus COVID-19: una de 
atención psicológica de las familias en general y otra específica para la atención infantil 
temprana (BOJA 9/04/2020).

https://www.juntadeandalucia.es/eboja/2020/514/ 
BOJA20-514-00003-4520-01_00171930.pdf

RESOLUCIÓN de 8 de abril de 2020,de la Intervención General de la Junta de 
Andalucía, sobre fiscalización previa de los pagos realizados al amparo del artículo 11 del 
Decreto-ley 3/2020, de 16 de marzo, de medidas de apoyo financiero y tributario al sector 
económico, de agilización de actuaciones administrativas y de medidas de emergencia social 
para luchar contra los efectos de la evolución del coronavirus (COVID-19) (BOJA 
15/04/2020).

https://www.juntadeandalucia.es/eboja/2020/71/ 
BOJA20-071-00004-4543-01_00171943.pdf

ACUERDO de 8 de abril de 2020,del Consejo de Gobierno, por el que se toma 
conocimiento de una nueva ampliación del número de alumnado beneficiario del Programa 
de Refuerzo de Alimentación Infantil, en el marco de la crisis del COVID-19 (BOJA 
9/04/2020).
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https://www.juntadeandalucia.es/eboja/2020/514/ 
BOJA20-514-00002-4516-01_00171924.pdf

Resolución de 2 de abril de 2020,del Parlamento de Andalucía, por la que se ordena la 
publicación del acuerdo de convalidación del Decreto-ley 3/2020, de 16 de marzo, de 
Medidas de apoyo financiero y tributario al sector económico, de agilización de actuaciones 
administrativas y de medidas de emergencia social, para luchar contra los efectos de la 
evolución del coronavirus (COVID-19).(BOJA 21/04/2020)

https://www.juntadeandalucia.es/eboja/2020/75/
BOJA20-075-00001-4572-01_00171982.pdf

ACUERDO de 30 de marzo de 2020, del Consejo de Gobierno,por el que se toma 
conocimiento de las medidas implementadas por la Consejería de Igualdad, Políticas 
Sociales y Conciliación y se concretan las medidas económicas adoptadas en el Acuerdo de 
13 de marzo de 2020, por el que el Consejo de Gobierno toma conocimiento de las medidas 
de contención con carácter extraordinario adoptadas por la Consejería de Igualdad, Políticas 
Sociales y Conciliación, en relación con los Centros de día para personas mayores, Centros 
de día y Centros ocupacionales para personas con discapacidad (BOJA 30/03/2020).

https://www.juntadeandalucia.es/eboja/2020/512/
BOJA20-512-00002-4400-01_00171810.pdf

ORDEN de 13 de marzo de 2020, por la que se adoptan medidas preventivas de salud 
pública en la Comunidad de Andalucía como consecuencia de la situación y evolución del 
coronavirus (COVID-19) (BOJA 13/03/2020; corrección BOJA 14/03/2020).

https://www.juntadeandalucia.es/eboja/2020/505/
BOJA20-505-00007-4118-01_00171533.pdf

Orden de 25 de abril de 2020, por la que se modifica y prorroga la de 13 de 
marzo de 2020 por la que se adoptan medidas preventivas de salud pública en la 
Comunidad Autónoma de Andalucía como consecuencia de la situación y evolución 
del coronavirus (COVID-19). (BOJA Extraordinario de 25/04/2020)

https://www.juntadeandalucia.es/eboja/2020/520/
BOJA20-520-00003-4727-01_00172137.pdf

INSTRUCCIÓN de 12 de marzo de 2020, de la Dirección General de Personas 
Mayores y Pensiones no Contributivas, por la que se autoriza la suspensión temporal de 
la actividad de los centros de participación activa de titularidad de la Junta de Andalucía 
(BOJA 17/03/2020).

https://www.juntadeandalucia.es/eboja/2020/52/
BOJA20-052-00002-4041-01_00171461.pdf

 

COMUNIDAD AUTÓNOMA DE ARAGÓN

 

RESOLUCIÓN de 27 de abril de 2020, del Director Gerente del Instituto Aragonés de 
Servicios Sociales, por la que se modifica la fecha de revisión del grado de discapacidad 
reconocido con carácter revisable. ( BOA 11/05/2020)

Enlace al Diario Oficial de Aragón

DECRETO-LEY 2/2020, de 28 de abril, del Gobierno de Aragón, por el que se adoptan 
medidas adicionales para responder al impacto generado por el COVID-19 en la Comunidad 
Autónoma de Aragón.(BOA 29/04/20220)

Enlace al Diario Oficial de Aragón

ORDEN SAN/330/2020, de 17 de abril, sobre medidas de prevención de contagio por 
coronavirus COVID-19 en el ámbito domiciliario. (BOA 20/04/2020) 
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Enlace al Diario Oficial de Aragón

ORDEN SAN/298/2020, de 7 de abril, por la que se adoptan medidas relacionadas con la 
obtención de información de las entidades de acción social titulares de centros sociales de 
carácter residencial, para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el 
COVID-19. (BOA 08/04/2020)

Enlace al Diario Oficial de Aragón

ANUNCIOde la Dirección General de Vivienda y Rehabilitación y de la Dirección General 
de Patrimonio y Organización, para la aplicación de las medidas económicas, establecidas 
en el Real Decreto-Ley 11/2020, de 31 de marzo, a los arrendatarios de viviendas habituales 
y prestatarios con o sin garantía hipotecaria, de la Administración de la Comunidad 
Autónoma de Aragón. (BOA 15/04/2020)

Enlace al Diario Oficial de Aragón

DECRETO-LEY 1/2020, de 25 de marzo, del Gobierno de Aragón, por el que se adoptan 
medidas urgentes para responder al impacto generado por el COVID-19 en la Comunidad 
Autónoma de Aragón. (BOA 25/03/2020)

Enlace al Diario Oficial de Aragón  

Orden CDS/312/2020, de 25 de marzo, por la que se establecen las bases reguladoras 
para la concesión de subvenciones en el ámbito del Instituto Aragonés de Servicios Sociales

Enlace al Diario Oficial de Aragón

CORRECCIÓN de errores de la Orden CDS/312/2020, de 25 de marzo, por la 
que se establecen las bases reguladoras para la concesión de subvenciones en el 
ámbito del Instituto Aragonés de Servicios Sociales

Enlace al Diario Oficial de Aragón

 

ORDEN de 21 de marzo de 2020, de la Consejera de Sanidad, sobre medidas 
relativas a residencias de personas mayores y centros sociosanitarios, con motivo de la 
situación de crisis sanitaria provocada por el COVID-19 (BOA 21/03/20).

Enlace Boletín Oficial de Aragón

ANUNCIO de la Dirección General de Vivienda y Rehabilitación y de la Dirección 
General de Patrimonio y Organización, para la aplicación de las medidas económicas, 
establecidas en el Real Decreto-Ley 11/2020, de 31 de marzo, a los arrendatarios de 
viviendas habituales y prestatarios con o sin garantía hipotecaria, de la Administración de la 
Comunidad Autónoma de Aragón. (BOA 15/04/2020)

Enlace al Diario Oficial de Aragón

 

COMUNIDAD AUTÓNOMA DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

Resolución de 28 de mayo de 2020, de la Consejería de Derechos Sociales y 
Bienestar, por la que se establecen los requisitos y condiciones para la realización de visitas 
en las viviendas tuteladas, centros residenciales de personas con discapacidad y centros 
residenciales para personas mayores, así como la realización de paseos. (BOPA 
28/05/2020)

https://sede.asturias.es/bopa/2020/05/28/2020-03619.pdf

Resolución de 16 de abril de 2020, de la Consejería de Derechos Sociales y Bienestar, 
por la que se convocan ayudas para contribuir a minimizar el impacto económico y social del 
COVID-19 en los alquileres de vivienda habitual (BOPA 17/04/2020)

      https://sede.asturias.es/bopa/2020/04/17/2020-02994.pdf
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Rectificada en BOPA de 23/04/2020

https://sede.asturias.es/bopa/2020/04/23/2020-03026.pdf 

Resolución de 15 de abril de 2020, de la Consejería de Derechos Sociales y Bienestar, 
de modificación de la Resolución de 20 de diciembre de 2019, por la que se aprueba el Plan 
Estratégico de Subvenciones para el período 2020-2022 .(BOPA 17/04/2020)

https://sede.asturias.es/bopa/2020/04/17/2020-02969.pdf

ACUERDO de 23 de marzo de 2020, del Consejo de Gobierno, por el que se adoptan 
medidas urgentes de coordinación, apoyo y fomento de los servicios sociales de atención 
domiciliaria y de alojamiento alternativo temporal para transeúntes durante el tiempo de 
vigencia del estado de alarma y se autoriza el gasto y la concesión directa de subvenciones 
a las Entidades Locales para las prestaciones sociales básicas.(BOPA 24/03/2020)

https://sede.asturias.es/bopa/2020/03/24/2020-02797.pdf

Resolución de 18 de marzo de 2020, de la Consejería de Presidencia, por la que se 
rectifica la Resolución de 16 de marzo de 2020, de la Consejera de Presidencia, por la que 
se determinan los servicios esenciales en la Administración de Justicia de la Comunidad 
Autónoma del Principado de Asturias. (BOPA 20/03/2020)

https://sede.asturias.es/bopa/2020/03/20/2020-02768.pdf

Resolución de 18 de marzo de 2020, de la Dirección Gerencia del Servicio de Salud del 
Principado de Asturias, por la que se establecen criterios para la adopción de medidas 
organizativas de la prestación de servicios del personal estatuario de los centros 
asistenciales del Servicio de Salud del Principado de Asturias durante la vigencia del estado 
de alarma, así como el número de efectivos necesarios para garantizar el funcionamiento de 
tales servicios. (BOPA 20/03/2020)

https://sede.asturias.es/bopa/2020/03/13/20200313Su2.pdf

Resolución 18 de marzo de 2020, de la Consejería de Derechos Sociales y Bienestar, 
por la que se autoriza el cierre de los Puntos de Encuentro Familiar del Principado de 
Asturias (BOPA 19/03/2020)

https://sede.asturias.es/bopa/2020/03/19/2020-02761.pdf

Resolución de 18 de marzo de 2020, de la Consejería de Derechos Sociales y 
Bienestar, por la que se rectifica el anexo I de la Resolución de 16 de marzo de 2020, de la 
Consejería de Derechos Sociales y Bienestar, por el que se regula la prestación de servicios 
de los empleados públicos en la Consejería de Derechos Sociales y Bienestar, y del 
organismo autónomo Establecimientos Residenciales para Ancianos de Asturias (ERA) 
durante la vigencia del estado de alarma. (BOPA 19/03/2020)

https://sede.asturias.es/bopa/2020/03/19/2020-02757.pdf

Resolución de 11 de mayo de 2020, de la Consejería de Derechos Sociales y 
Bienestar, por la que se procede a la modificación de la Resolución de 18 de marzo 
de 2020, de la Consejería de Derechos Sociales y Bienestar, por la que se autoriza el 
cierre de los Puntos de Encuentro Familiar del Principado de Asturias. (BOPA 
12/05/2020)

https://sedemovil.asturias.es/bopa/2020/05/12/2020-03244.pdf

ACUERDO de 12 de marzo de 2020, del Consejo de Gobierno, sobre medidas 
preventivas y recomendaciones relacionadas con la infección del SARS CoV-2 (COVID-19). 
(BOPA 13/03/2020).

https://sedemovil.asturias.es/bopa/2020/03/13/2020-02687.pdf

RESOLUCIÓN de 13 de marzo de 2020, de la Consejería de Salud, por la que se 
adoptan medidas en materia de salud pública en relación con la capacidad asistencial de 
centros sanitarios y sociosanitarios (BOPA 13/03/2020).
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https://sede.asturias.es/bopa/2020/03/13/20200313Su2.pdf
https://sede.asturias.es/bopa/2020/03/19/2020-02761.pdf
https://sede.asturias.es/bopa/2020/03/19/2020-02757.pdf
https://sedemovil.asturias.es/bopa/2020/05/12/2020-03244.pdf
https://sedemovil.asturias.es/bopa/2020/03/13/2020-02687.pdf


https://sede.asturias.es/bopa/2020/03/13/20200313Su3.pdf

RESOLUCIÓN de 13 de marzo de 2020, de la Consejería de Salud por la que se 
adoptan medidas en materia de salud pública en relación con los Centros de Día, Centros de 
Día de Atención Integral Diurna, Centros de a Apoyo a la Integración, Unidades de Atención 
Infantil Temprana, ETOF y todos los programas de terapia e EITAF (BOPA 13/03/2020).

https://sede.asturias.es/bopa/2020/03/13/20200313Su1.pdf

RESOLUCIÓN de 11 de marzo de 2020, de la Consejería de Salud,por la que se 
adoptan medidas en materia de salud pública en relación con los centros sociales de 
personas mayores del Principado de Asturias (BOPA 12/03/2020).

https://sede.asturias.es/bopa/2020/03/12/2020-02632.pdf

 

COMUNIDAD AUTÓNOMA DE LAS ILLES BALEARS
Resolución del presidente del Instituto Balear de la Vivienda para aprobar la medida 

urgente y extraordinaria para los inquilinos de locales comerciales y las entidades con 
viviendas cedidas titularidad de IBAVI para hacer frente al impacto económico y social del 
Covid-19 19 (BOIB 30/05/2020)

http://www.caib.es/eboibfront/es/2020/11195/634580/resolucion-del-presidente-del-
instituto-balear-de-

Resolución de la consejera de Asuntos Sociales y Deportes de 25 de mayo de 2020 por 
la que se modifica la Resolución de la consejera de Asuntos Sociales y Deportes de 11 
de mayo de 2020 por la que se dictan instrucciones en relación con la reactivación de los 
servicios sociales de atención a personas mayores en situación de dependencia, a personas 
con discapacidad o diagnóstico de salud mental y de atención temprana durante el periodo 
de alarma ocasionada por la COVID-19 (BOIB 27/05/2020)

https://www.caib.es/eboibfront/es/2020/11194/634488/resolucion-de-la-consejera-de-
asuntos-sociales-y-d

Resolución de la consejera de Asuntos Sociales y Deportes de 25 de mayo de 2020 por 
la que se modifica la Resolución de la consejera de Asuntos Sociales y Deportes de 11 
de mayo de 2020 por la que se dictan instrucciones en relación con las visitas a los servicios 
sociales de tipo residencial y a las viviendas supervisadas para personas mayores en 
situación de dependencia, personas con discapacidad o diagnóstico de salud mental, 
durante el periodo de alarma ocasionada por la COVID-19 (BOIB 27/05/2020)

https://www.caib.es/eboibfront/es/2020/11194/634490/resolucion-de-la-consejera-de-
asuntos-sociales-y-d

Resolución de la consejera de Asuntos Sociales y Deportes de 25 de mayo de 2020 por 
la que se modifica la Resolución de la consejera de Asuntos Sociales y Deportes de 11 
de mayo de 2020 por la que se dictan Resolución de la consejera de Asuntos Sociales y 
Deportes de 25 de mayo de 2020 por la que se dictan instrucciones con relación a los 
ingresos de personas a los servicios sociales de tipo residencial y a las viviendas 
supervisadas para personas mayores en situación de dependencia, personas con 
discapacidad o con diagnóstico de salud mental, durante el periodo de alarma ocasionada 
por la COVID-19

https://www.caib.es/eboibfront/es/2020/11194/634492/resolucion-de-la-consejera-de-
asuntos-sociales-y-d

 

Decreto ley 8/2020, de 13 de mayo de medidas urgentes y extraordinarias para el 
impulso de la actividad económica y la simplificación administrativa en el ámbito de las 
administraciones públicas de las Illes Balears para paliar los efectos de la crisis ocasionada 
por la COVID-19 (BOIB Extraordinario 15/05/2020)
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https://www.caib.es/eboibfront/es/2020/11194/634488/resolucion-de-la-consejera-de-asuntos-sociales-y-d
https://www.caib.es/eboibfront/es/2020/11194/634490/resolucion-de-la-consejera-de-asuntos-sociales-y-d
https://www.caib.es/eboibfront/es/2020/11194/634490/resolucion-de-la-consejera-de-asuntos-sociales-y-d
https://www.caib.es/eboibfront/es/2020/11194/634492/resolucion-de-la-consejera-de-asuntos-sociales-y-d
https://www.caib.es/eboibfront/es/2020/11194/634492/resolucion-de-la-consejera-de-asuntos-sociales-y-d


http://www.caib.es/eboibfront/es/2020/11184/634209/decreto-ley-8-2020-de-13-de-mayo-
de-medidas-urgent

CORRECCIÓN de errores en BOIB 30/05/2020

http://www.caib.es/eboibfront/es/2020/11195/634594/correccion-de-errores-del-decreto-
ley-8-2020-de-13

Se modifica por:

DECRETO LEY 9/2020, de 25 de mayo , de medidas urgentes de protección del 
territorio de las Illes Balears (BOIB 25/05/2020).

Resolución por la que se dictan instrucciones con relación a los ingresos de personas a 
los servicios sociales de tipo residencial y a las viviendas supervisadas para personas 
mayores, en situación de dependencia, personas con discapacidad o con diagnóstico de 
salud mental, durante el periodo de alarma ocasionada por la COVID-19 (BOIB 8/05/2020)

http://www.caib.es/eboibfront/es/2020/11170/633938/resolucion-por-la-que-se-dictan-
instrucciones-con-

Resolución del consejero de Movilidad y Vivienda, a propuesta del director general 
de Vivienda, por la que se aprueba la primera concesión parcial de las ayudas para el 
alquiler de viviendas durante el año 2019 y se reconoce la obligación a favor de 321 
beneficiarios de la ayuda destinada a subvencionar el alquiler, de conformidad con la 
Resolución del consejero de Movilidad y Vivienda de 2 de septiembre de 2019, por la que se 
convocan las ayudas para el alquiler de viviendas durante el año 2019, en el marco del Real 
Decreto 106/2019, de 9 de marzo, por el que se regula el Plan Estatal de Vivienda 
2018-20218 (BOIB 5/05/2020)

Resolución de levantamiento de suspensión en procedimientos de protección de 
menores. (BORM 5/05/2020)

https://www.borm.es/services/anuncio/ano/2020/numero/2124/pdf?id=784604

http://www.caib.es/eboibfront/es/2020/11168/633904/resolucion-del-consejero-de-
movilidad-y-vivienda-a

ACUERDO del Consejo de Gobiernode 1 de mayo de 2020 por el que se dispone la 
distribución de tarjetas de prepago para familias de alumnos en situación de vulnerabilidad 
económica (BOIB 2/05/2020).

http://www.caib.es/eboibfront/pdf/es/2020/69/1057762

Resolución del consejero de Movilidad y Vivienda por la que se modifica la 
convocatoria de ayudas del año 2019 para el alquiler de viviendas, en el marco del Real 
Decreto 106/2019, de 9 de marzo, por el que se regula el Plan Estatal de Vivienda 
2018-2021, aprobada por la Resolución del consejero de Movilidad y Vivienda de 2 de 
septiembre de 2019 (BOIB 28/04/2020)

http://www.caib.es/eboibfront/es/2020/11160/633823/resolucion-del-consejero-de-
movilidad-y-vivienda-p

Resolución del consejero de Movilidad y Vivienda por la que se modifica la 
convocatoria de las ayudas autonómicas para el alquiler de viviendas durante el año 
2018, convocadas por la Resolución del consejero de Movilidad y Vivienda de 27 de 
diciembre de 2019 (BOIB 25/04/20220)

http://www.caib.es/eboibfront/es/2020/11158/633794/resolucion-del-consejero-de-
movilidad-y-vivienda-p

MODIFICACIÓN DE LA RESOLUCIÓN del presidente del Instituto Balear de la Vivienda 
para aprobar una medida urgente y extraordinaria para las personas inquilinas de IBAVI y 
hacer frente al impacto económico y social del COVID-19 (BOIB 11/04/2020).

http://www.caib.es/eboibfront/pdf/es/2020/55/1057171
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http://www.caib.es/eboibfront/es/2020/11195/634594/correccion-de-errores-del-decreto-ley-8-2020-de-13
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http://www.caib.es/eboibfront/es/2020/11170/633938/resolucion-por-la-que-se-dictan-instrucciones-con-
https://www.borm.es/services/anuncio/ano/2020/numero/2124/pdf?id=784604
http://www.caib.es/eboibfront/es/2020/11168/633904/resolucion-del-consejero-de-movilidad-y-vivienda-a
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http://www.caib.es/eboibfront/pdf/es/2020/69/1057762
http://www.caib.es/eboibfront/es/2020/11160/633823/resolucion-del-consejero-de-movilidad-y-vivienda-p
http://www.caib.es/eboibfront/es/2020/11160/633823/resolucion-del-consejero-de-movilidad-y-vivienda-p
http://www.caib.es/eboibfront/es/2020/11158/633794/resolucion-del-consejero-de-movilidad-y-vivienda-p
http://www.caib.es/eboibfront/es/2020/11158/633794/resolucion-del-consejero-de-movilidad-y-vivienda-p
http://www.caib.es/eboibfront/pdf/es/2020/55/1057171


ACUERDO del Consejo de Gobierno de 16 de marzo de 2020 por el que se 
establecen medidas de especial protección de las personas mayores en las residencias y los 
centros de menores (BOIB 16/03/2020).

http://www.caib.es/eboibfront/es/2020/11134/633313/acuerdo-del-consejo-de-gobierno-
de-16-de-marzo-de-

 

COMUNIDAD AUTÓNOMA DE CANARIAS

ORDEN conjunta de 29 de mayo de 2020, por la que se establecen medidas para los 
centros y demás establecimientos residenciales de personas mayores y con discapacidad 
durante la situación de crisis sanitaria ocasionada por la pandemia derivada de la COVID-19 
y sus consecuencias en la Comunidad Autónoma de Canarias. (BOC 27/05/2020)

http://www.gobiernodecanarias.org/boc/2020/106/001.html

ORDEN de 21 de mayo de 2020, por la que se aprueba una instrucción interpretativa 
sobre diversos artículos del Decreto ley 6/2020, de 17 de abril, de medidas urgentes de 
carácter social dirigidas a las personas en situación de vulnerabilidad como consecuencia de 
la crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19. (BOC 29/05/2020)

http://www.gobiernodecanarias.org/boc/2020/105/009.html

ORDEN de 30 de abril de 2020, por la que se acuerda autorizar las prórrogas 
automáticas de los plazos de vencimiento de la revisión del grado de discapacidad 
reconocido con carácter temporal y revisable, así como de los plazos para la renovación de 
las tarjetas de estacionamiento de transporte privado en el ámbito de la Comunidad 
Autónoma de Canarias. (BOC 12/05/2020)

http://www.gobiernodecanarias.org/boc/2020/092/004.html

DECRETO ley 9/2020, de 7 de mayo, de modificación del Decreto ley 6/2020, de 17 de 
abril, de medidas urgentes de carácter social dirigidas a las personas en situación de 
vulnerabilidad como consecuencia de la crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19. (BOC 
8/05/2020)

http://www.gobiernodecanarias.org/boc/2020/090/001.html

Resolución de 3 de mayo de 2020, del Presidente, por la que se resuelve iniciar la 
tramitación del procedimiento de concesión directa de las ayudas para contribuir a minimizar 
el impacto económico y social del COVID-19 en los alquileres de vivienda habitual, fijando el 
plazo y el modo de presentación de solicitudes. (BOC 7/05/2020)

http://www.gobiernodecanarias.org/boc/2020/089/005.html

Resolución de 15 de abril de 2020, por la que se ordena la publicación del Convenio de 
Colaboración entre la Consejería de Educación, Universidades, Cultura y Deportes y 
Caixabank, S.A., para la entrega de tarjetas prepago a las familias del alumnado comensal 
de los centros educativos públicos no universitarios que se encuentren en situación 
económica crítica con el fin de canalizar el suministro de alimentos de primera necesidad 
financiado con fondos públicos.(BOC 30/04/2020)

http://www.gobiernodecanarias.org/boc/2020/085/006.html

 Resolución de 21 de abril de 2020, de la Directora, de ampliación del plazo de 
finalización de los proyectos establecido en la Resolución de 5 de septiembre de 2019, por la 
que se conceden subvenciones en el ámbito de la colaboración con la Comunidad 
Autónoma, Universidades e Instituciones sin ánimo de lucro con centro de trabajo en esta 
Comunidad Autónoma, que contraten a trabajadores desempleados para la realización de 
obras y servicios de interés general y social, en el ejercicio 2019, como causa de la 
declaración del estado de alarma por COVID-19. (BOC 29/04/2020)

http://www.gobiernodecanarias.org/boc/2020/084/003.html
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ORDEN de 14 de abril de 2020, por la que se modifica el Plan Estratégico de 
Subvenciones del Servicio Canario de Empleo para el periodo 2018-2020. (BOC 
29/04/20220)

http://www.gobiernodecanarias.org/boc/2020/084/001.html

DECRETO ley 6/2020, de 17 de abril, de medidas urgentes de carácter social dirigidas a 
las personas en situación de vulnerabilidad como consecuencia de la crisis sanitaria 
ocasionada por el COVID-19. (boc 22/04/2020)

http://www.gobiernodecanarias.org/boc/2020/079/001.html. 

Resolución de 8 de abril de 2020, de la Directora, por la que se acuerda la 
continuación de la tramitación de procedimientos administrativos considerados 
indispensables para el interés general o para el funcionamiento básico de los servicios en el 
ámbito competencial de este organismo.(BOC 16/04/2020)

 http://www.gobiernodecanarias.org/boc/2020/075/002.html
 

COMUNIDAD AUTÓNOMA DE CANTABRIA
 

Ley de Cantabria 2/2020, de 28 de mayo, de Concesión de Ayudas Económicas para 
mejorar las rentas de personas trabajadoras afectadas por expedientes de regulación 
temporal de empleo en el contexto de la crisis ocasionada por la pandemia de COVID-19. 
(BOC Extraordinario 28/05/2020)

https://boc.cantabria.es/boces/verAnuncioAction.do?idAnuBlob=350029

Ley de Cantabria 3/2020, de 28 de mayo, de Agilización en la Gestión de las Ayudas a 
tramitar por la Sociedad de Desarrollo Regional de Cantabria, S.A. (SODERCAN) para 
atender a las situaciones económicas derivadas de la pandemia causada por el 
COVID-19. (BOC Extraordinario 28/05/2020)

https://boc.cantabria.es/boces/verAnuncioAction.do?idAnuBlob=350030

Orden EPS/12/2020, de 30 de abril de 2020, de la consejera de Empleo y Políticas 
Sociales por la que se dispone la percepción temporal de una cuantía complementaria para 
los perceptores de renta social básica que tengan a su cargo menores de edad.(BOC 
Extraordianrio 1/01/2020)

https://boc.cantabria.es/boces/verAnuncioAction.do?idAnuBlob=349547

Decreto 19/2020, de 31 de marzo de 2020, por el que se regula el procedimiento de 
concesión y pago del programa de ayudas al alquiler de vivienda y del programa de ayudas 
a personas en situación de desahucio o lanzamiento de su vivienda habitual durante el plazo 
de vigencia del estado de alarma declarado por Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, y 
de sus posibles prórrogas. (BOC 31/03/2020)

https://boc.cantabria.es/boces/verAnuncioAction.do?idAnuBlob=349258

RESOLUCIÓN por la que se dictan instrucciones sobre el procedimiento de modificación 
temporal de la prestación de servicios de personal sanitario para adaptarlos a las 
necesidades de atención en las residencias de personas mayores y otros centros 
sociosanitarios (BOC 27/03/2020).

https://boc.cantabria.es/boces/verAnuncioAction.do?idAnuBlob=349195

Notificación del ACUERDO de Consejo de Gobierno por el que se declara la 
suspensión extraordinaria del pago del recibo del alquiler de vivienda o de las cuotas de 
amortización de capital e intereses de las viviendas de promoción pública durante dos 
meses, para las personas que acrediten que han perdido definitiva o temporalmente el 
empleo o han tenido una considerable disminución de ingresos en la unidad de convivencia 
a causa del brote epidémico (BOC 27/03/2020).

https://boc.cantabria.es/boces/verAnuncioAction.do?idAnuBlob=349172
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Resolución de 24 de marzo de 2020, por la que se acuerda la no suspensión de 
diferentes procedimientos relativos a la tramitación de ayudas concedidas por la Consejería 
de Empleo y Políticas Sociales, durante la vigencia del Estado de Alarma y sus posibles 
prórrogas. (BOC 25/03/2020)

https://boc.cantabria.es/boces/verAnuncioAction.do?idAnuBlob=349128

 

COMUNIDAD AUTÓNOMA DE CASTILLA-LA MANCHA

 

Resolución de 27/05/2020, de la Consejería de Sanidad, por la que se adoptan medidas 
en relación con las visitas a viviendas tuteladas y centros residenciales de personas con 
discapacidad y centros residenciales de mayores. (DOCM 29/05/2020)

Enlace Diario Oficial de Castilla-La Mancha

Resolución de 27/05/2020, de la Consejería de Sanidad, por la que se establecen los 
requisitos para el retorno de personas usuarias con derecho a reserva de plaza a los centros 
de servicios sociales especializados de carácter residencial por razones de urgencia social. 
(DOCM 28/05/2020)

Enlace Diario Oficial de Castilla-La Mancha

Resolución de 20/05/2020, de la Consejería de Bienestar Social, por la que se prorroga 
la vigencia de determinadas acreditaciones en materia de entidades, centros y servicios 
sociales, como consecuencia de la crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19. [NID 
2020/3080] (DOCM 22/05/2020)

Enlace Diario Oficial de Castilla-La Mancha

Resolución de 20/05/2020, de la Dirección General de Discapacidad, por la que se 
prorroga la validez de la calificación del grado de discapacidad reconocida con carácter 
revisable. [NID 2020/3077](DOCM 22/05/2020)

Enlace Diario Oficial de Castilla-La Mancha

Decreto 15/2020, de 12 de mayo, por el que se regula la concesión directa de ayudas de 
emergencia excepcional destinadas a personas que se encuentren en situación de dificultad 
económica y social para cubrir necesidades básicas, como consecuencia de la crisis 
ocasionada por el COVID-19 durante 2020. Extracto BDNS (Identif.): 505826. [NID 
2020/2965] (DOCM 18/05/2020)

Enlace Diario Oficial de Castilla-La Mancha

Resolución de 13/05/2020, de la Dirección General de Discapacidad, por la que se 
acuerda la continuación del procedimiento administrativo de declaración y calificación del 
grado de discapacidad, para el funcionamiento básico de los servicios sociales como 
consecuencia de la crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19. [NID 2020/2958] (DOCM 
16/05/2020)

Enlace Diario Oficial de Castilla-La Mancha

Resolución de 13/05/2020, de la Dirección General de Discapacidad, por la que se 
acuerda la continuación del procedimiento administrativo de declaración y calificación del 
grado de discapacidad, para el funcionamiento básico de los servicios sociales como 
consecuencia de la crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19. [NID 2020/2958] (DOCM 
15/05/2020)

Enlace Diario Oficial de Castilla-La Mancha

Resolución de 11/05/2020, de la Consejería de Fomento, por la que se convocan las 
ayudas para contribuir a minimizar el impacto económico y social del COVID-19 en los 
alquileres de vivienda habitual del Plan estatal de vivienda 2018-2021, modificado por la 
Orden TMA/336/2020, de 9 de abril en cumplimiento del Real Decreto 11/2020, de 31 de 
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marzo y se establecen las reglas de gestión, concesión y pago de las citadas ayudas. 
Extracto BDNS (Identif.): 505597. [NID 2020/2924] ](DOCM 13/05/2020)

Enlace Diario Oficial de Castilla-La Mancha

Resolución de 11/05/2020, de la Consejería de Fomento, por la que se convocan las 
ayudas para contribuir a minimizar el impacto económico y social del COVID-19 en los 
alquileres de vivienda habitual del Plan estatal de vivienda 2018-2021, modificado por la 
Orden TMA/336/2020, de 9 de abril en cumplimiento del Real Decreto 11/2020, de 31 de 
marzo y se establecen las reglas de gestión, concesión y pago de las citadas ayudas. 
Extracto BDNS (Identif.): 505597. [NID 2020/2924] ](DOCM 13/05/2020)

Enlace Diario Oficial de Castilla-La Mancha

Instrucción de 22/04/2020, de la Dirección General de Recursos Humanos, por la que 
se aprueba el procedimiento de valoración de las personas trabajadoras en las residencias 
para personas mayores de Castilla-La Mancha con relación a la exposición a COVID-19. 
(DOCM 28/04/2020)

Enlace al Diario Oficial de Castilla-La Mancha

RESOLUCIÓN de 16/04/2020, de la Consejería de Bienestar Social, por la que se 
prorroga el derecho a la percepción de la prestación del ingreso mínimo de solidaridad, de 
aquellas personas perceptoras que durante el estado de alarma tuvieran que haber 
solicitado la renovación o la renovación excepcional de la prestación, así como la de 
aquellas que se encontraran en alguno de los supuestos que dan derecho a la no 
interrupción (DOCM 20/04/2020).

Enlace al Diario Oficial de Castilla-La Mancha

DECRETO 12/2020, de 7 de abril, por el que se regula la concesión directa de 
subvenciones, con carácter urgente y excepcional, a diversas entidades de iniciativa social 
para el mantenimiento de centros destinados a menores afectados por medidas de 
protección y reforma, motivada por la crisis ocasionada por el COVID-19 (DOCM 8/04/2020).

Enlace al Diario Oficial de Castilla-La Mancha

Corrección (DOCM 16/04/2020).

Enlace al Diario Oficial de Castilla-La Mancha

RESOLUCIÓN de 06/04/2020, de la Consejería de Bienestar Social, por la que se 
prorroga la vigencia de los títulos de familia numerosa expedidos por Castilla-La Mancha, 
cuya caducidad se produzca durante la vigencia del estado de alarma (DOCM 14/04/2020).

Enlace al Diario Oficial de Castilla-La Mancha

Orden 49/2020, de 5 de abril, de la Consejería de Hacienda y Administraciones 
Públicas, por la que se modifica la Orden 47/2020, de 3 de abril, por la que se dispone la 
reincorporación temporal del personal de servicios sociales con dispensa absoluta de 
asistencia al puesto de trabajo por ejercicio de funciones sindicales. (DOCM 06/04/2020)

Enlace al Diario Oficial de Castilla-La Mancha

Orden 47/2020, de 3 de abril, de la Consejería de Hacienda y Administraciones 
Públicas, por la que se dispone la reincorporación temporal del personal de servicios 
sociales con dispensa absoluta de asistencia al puesto de trabajo por ejercicio de funciones 
sindicales.

Enlace al Diario Oficial de Castilla-La Mancha

ORDEN 46/2020, de 2 de abril, de la Consejería de Fomento, por la que se establecen 
medidas de protección de los adjudicatarios del parque público de vivienda regional en 
relación con la situación de emergencia provocada por el COVID-19 (DOCM 3/04/2020).

Enlace al Diario Oficial de Castilla-La Mancha
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https://docm.castillalamancha.es/portaldocm/descargarArchivo.do?ruta=2020/04/20/pdf/2020_2644.pdf&tipo=rutaDocm
https://docm.castillalamancha.es/portaldocm/descargarArchivo.do?ruta=2020/04/08/pdf/2020_2615.pdf&tipo=rutaDocm
https://docm.castillalamancha.es/portaldocm/descargarArchivo.do?ruta=2020/04/16/pdf/2020_2632.pdf&tipo=rutaDocm
https://docm.castillalamancha.es/portaldocm/descargarArchivo.do?ruta=2020/04/14/pdf/2020_2619.pdf&tipo=rutaDocm
https://docm.castillalamancha.es/portaldocm/descargarArchivo.do?ruta=2020/04/06/pdf/2020_2592.pdf&tipo=rutaDocm
https://docm.castillalamancha.es/portaldocm/descargarArchivo.do?ruta=2020/04/04/pdf/2020_2580.pdf&tipo=rutaDocm
https://docm.castillalamancha.es/portaldocm/descargarArchivo.do?ruta=2020/04/03/pdf/2020_2569.pdf&tipo=rutaDocm


RESOLUCIÓN de 02/04/2020, de la Dirección General de Vivienda, por la que se 
adoptan medidas de protección sanitaria extraordinaria en el cobro de recibos (modelos 050) 
relacionados del parque público de vivienda cedidos en régimen de alquiler o venta con 
precio aplazado (DOCM 3/04/2020).

Enlace Diario Oficial de Castilla-La Mancha

RESOLUCIÓN de 27/03/2020, de la Consejería de Bienestar Social, por la que se 
acuerda la continuación de diversos procedimientos administrativos indispensables de la 
Dirección General de Infancia y Familia para el funcionamiento básico de los servicios 
sociales como consecuencia de la crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19 (DOCM 
1/04/2020).

Enlace Diario Oficial de Castilla-La Mancha

RESOLUCIÓN de 25/03/2020, de la Consejería de Bienestar Social, por la que se 
acuerda la continuación de diversos procedimientos administrativos indispensables de la 
Dirección General de Discapacidad para el funcionamiento básico de los servicios sociales 
como consecuencia de la crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19 (DOCM 30/03/2020).

Enlace Diario Oficial de Castilla-La Mancha

RESOLUCIÓN de 20/03/2020, de la Consejería de Sanidad, por la que se acuerdan 
medidas excepcionales en relación con las actuaciones sanitarias en las residencias para 
personas mayores, independientemente de su titularidad y tipología de gestión, como 
salvaguarda de la salud pública a causa del COVID-19 (DOCM 21/03/2020).

Enlace Diario Oficial de Castilla-La Mancha

Modificada por:

RESOLUCIÓN de 01/04/2020 , de la Consejería de Sanidad, por la que se modifica la 
Resolución de 20/03/2020 por la que se acuerdan medidas excepcionales en relación con 
las actuaciones sanitarias en las residencias para personas mayores, independientemente 
de su titularidad y tipología de gestión, como salvaguarda de la salud pública a causa del 
COVID-19 (DOCM 3/04/2020).

Enlace Diario Oficial de Castilla-La Mancha

 

COMUNIDAD DE CASTILLA Y LEÓN
 

EXTRACTO de la Resolución de 20 de mayo de 2020, del Presidente del Servicio 
Público de Empleo de Castilla y León, por la que se convocan las subvenciones, 
cofinanciadas por el Fondo Social Europeo, destinadas a fomentar el autoempleo de los 
trabajadores desempleados que hayan perdido su empleo desde el inicio de la declaración 
del estado de alarma decretado por la situación de crisis sanitaria ocasionada por el 
COVID-19, en la Comunidad de Castilla y León, para el año 2020. (BOCYL 25/05/2020)

http://bocyl.jcyl.es/boletines/2020/05/25/pdf/BOCYL-D-25052020-3.pdf

EXTRACTO de la Resolución de 20 de mayo de 2020, del Presidente del Servicio 
Público de Empleo de Castilla y León, por la que se convocan las subvenciones dirigidas a 
incentivar en la Comunidad de Castilla y León la contratación de trabajadores que por su 
edad tienen mayores dificultades de acceso al mercado laboral y hayan sido despedidos o 
provengan de empresas que han cerrado desde el inicio del estado de alarma decretado por 
causa del COVID-19, para el año 2020. (BOCYL 25/05/2020)

http://bocyl.jcyl.es/boletines/2020/05/25/pdf/BOCYL-D-25052020-4.pdf

ORDEN EEI/383/2020, de 8 de mayo, por la que se establecen las bases reguladoras de 
las subvenciones, cofinanciadas por el Fondo Social Europeo, destinadas a fomentar el 
autoempleo de los trabajadores desempleados que hayan perdido su empleo desde el inicio 
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https://docm.castillalamancha.es/portaldocm/descargarArchivo.do?ruta=2020/04/03/pdf/2020_2570.pdf&tipo=rutaDocm
https://docm.castillalamancha.es/portaldocm/descargarArchivo.do?ruta=2020/04/01/pdf/2020_2504.pdf&tipo=rutaDocm
https://docm.castillalamancha.es/portaldocm/descargarArchivo.do?ruta=2020/03/30/pdf/2020_2486.pdf&tipo=rutaDocm
https://docm.castillalamancha.es/portaldocm/descargarArchivo.do?ruta=2020/03/21/pdf/2020_2460.pdf&tipo=rutaDocm
https://docm.castillalamancha.es/portaldocm/descargarArchivo.do?ruta=2020/04/03/pdf/2020_2568.pdf&tipo=rutaDocm
http://bocyl.jcyl.es/boletines/2020/05/25/pdf/BOCYL-D-25052020-3.pdf
http://bocyl.jcyl.es/boletines/2020/05/25/pdf/BOCYL-D-25052020-4.pdf


de la declaración del estado de alarma decretado por la situación de crisis sanitaria 
ocasionada por el COVID-19, en la Comunidad de Castilla y León.(BOCYL 12/05/2020)

http://bocyl.jcyl.es/boletines/2020/05/12/pdf/BOCYL-D-12052020-2.pdf

ORDEN EEI/384/2020, de 8 de mayo, por la que se establecen las bases reguladoras de 
las subvenciones dirigidas a incentivar en la Comunidad de Castilla y León la contratación de 
trabajadores que por su edad tienen mayores dificultades de acceso al mercado laboral y 
hayan sido despedidos o provengan de empresas que han cerrado desde el inicio del estado 
de alarma decretado por causa del COVID-19.(BOCYL 12/05/2020)

http://bocyl.jcyl.es/boletines/2020/05/12/pdf/BOCYL-D-12052020-3.pdf

ORDEN FYM/374/2020, de 5 de mayo, por la que se convocan ayudas para contribuir a 
minimizar el impacto económico y social del COVID-19 en los alquileres de vivienda habitual.
(BOCYL 7/05/2020)

http://bocyl.jcyl.es/boletines/2020/05/07/pdf/BOCYL-D-07052020-1.pdf

CORRECCIÓN de errores de la Orden FYM/374/2020, de 5 de mayo, por la que 
se convocan ayudas para contribuir a minimizar el impacto económico y social del 
COVID-19 en los alquileres de vivienda habitual.(BOCYL 12/05/2020)

http://bocyl.jcyl.es/boletines/2020/05/12/pdf/BOCYL-D-12052020-6.pdf

EXTRACTO de la Orden FYM/374/2020, de 5 de mayo, por la que se convocan ayudas 
para contribuir a minimizar el impacto económico y social del COVID-19 en los alquileres de 
vivienda habitual. (BOCyL 7/05/20220)

http://bocyl.jcyl.es/boletines/2020/05/07/pdf/BOCYL-D-07052020-2.pdf

ORDEN EEI/368/2020, de 29 de abril, por la que se establecen las bases reguladoras 
de una línea de ayuda destinada, en el ámbito de Castilla y León, a personas trabajadoras 
afectadas por expedientes de regulación de empleo de suspensión de contratos de trabajo o 
reducción de la jornada como consecuencia del COVID-19. (BOCY L 30/04/2020)

http://bocyl.jcyl.es/boletines/2020/04/30/pdf/BOCYL-D-30042020-4.pdf

RESOLUCIÓN de 27 de abril de 2020, de la Gerencia de Servicios Sociales de Castilla 
y León, para la adecuación de la aplicación de la Orden SND/370/2020, de 25 de abril, sobre 
las condiciones en las que deben desarrollarse los desplazamientos por parte de la 
población infantil durante la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, en 
relación con los niños y niñas que se encuentran bajo la guarda de la Administración de la 
Comunidad Autónoma de Castilla y León..(BOCYL 28/04/2020)

http://bocyl.jcyl.es/boletines/2020/04/28/pdf/BOCYL-D-28042020-5.pdf

ORDEN EYH/353/2020, de 24 de abril, por la que se modifica la Orden EYH/959/2017, 
de 31 de octubre, por la que se aprueban las bases reguladoras para la concesión de 
subvenciones destinadas a la conciliación de la vida personal, familiar y laboral en Castilla y 
León.

http://bocyl.jcyl.es/boletines/2020/04/27/pdf/BOCYL-D-27042020-2.pdf

DECRETO-LEY 2/2020, de 16 de abril, de medidas urgentes y extraordinarias para la 
protección de las personas y las empresas de Castilla y León frente al impacto económico y 
social del COVID-19 (BOCyL 17/04/2020).

http://bocyl.jcyl.es/boletines/2020/04/18/pdf/BOCYL-D-18042020-1.pdf

 

COMUNIDAD AUTÓNOMA DE CATALUÑA

 

DECRETO LEY 21/2020, de 2 de junio, de medidas urgentes de carácter económico, 
cultural y social..(DOGC 4/06/2020)
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https://portaldogc.gencat.cat/utilsEADOP/PDF/8147/1796765.pdf

RESOLUCIÓN TSF/981/2020, de 8 de mayo, por la que se adoptan medidas 
extraordinarias y de flexibilización de las actuaciones subvencionables relativas a la 
Resolución TSF/928/2020, de 20 de abril, por la que se abre la convocatoria para el año 
2020 para la concesión de subvenciones destinadas a las entidades sin ánimo de lucro para 
la realización del Programa de medidas activas de inserción para personas destinatarias de 
la renta garantizada de ciudadanía (DOGC núm. 8127, de 6.5.2020, ref. BDNS 503477), 
derivadas de las medidas adoptadas en relación con la crisis sanitaria ocasionada por la 
COVID-19./ DOGC 12/05/2020)

https://portaldogc.gencat.cat/utilsEADOP/PDF/8131/1793932.pdf

RESOLUCIÓN TSF/982/2020, de 8 de mayo, por la que se adoptan medidas 
extraordinarias y de flexibilización de las actuaciones subvencionables relativas a la 
Resolución TSF/926/2020, de 20 de abril, por la que se convocan las subvenciones para la 
realización de los servicios integrales de orientación, acompañamiento y apoyo a la inserción 
de las personas con discapacidad o trastornos de la salud mental, para el año 2020 (DOGC 
núm. 8127, de 6.5.2020, ref. BDNS 503471), derivadas de las medidas adoptadas en 
relación con la crisis sanitaria ocasionada por la COVID-19. (DOGC 12/05/2020)

https://portaldogc.gencat.cat/utilsEADOP/PDF/8131/1793944.pdf

DECRETO LEY 16/2020, de 5 de mayo, de medidas urgentes complementarias en 
materia de transparencia, ayudas de carácter social, contratación y movilidad para hacer 
frente a la COVID-19..(DOGC 7/05/20220)

https://portaldogc.gencat.cat/utilsEADOP/PDF/8128/1793471.pdf

RESOLUCIÓN TSF/916/2020, de 28 de abril, por la que se aprueba la convocatoria de 
la prestación extraordinaria para suministros básicos prevista en el capítulo III del Decreto 
ley 14/2020, de 28 de abril, por el que se adoptan medidas en relación con el Sistema 
sanitario integral de utilización pública de Cataluña, en el ámbito tributario y social, para 
paliar los efectos de la pandemia generada por la COVID-19 y de adopción de otras medidas 
urgentes con el mismo objetivo (ref. BDNS 504305). (DOGC 29/04/20202)

https://portaldogc.gencat.cat/utilsEADOP/PDF/8123/1792937.pdf

DECRETO LEY 13/2020, de 21 de abril, por el que se adoptan medidas urgentes de 
carácter estructural y organizativo, así como medidas en el ámbito de las entidades del 
sector público de la Administración de la Generalidad. (DOGC 23/04/20220)

https://portaldogc.gencat.cat/utilsEADOP/PDF/8119/1792468.pdf

DECRETO LEY 11/2020, de 7 de abril, por el que se adoptan medidas económicas, 
sociales y administrativas para paliar los efectos de la pandemia generada por la COVID-19 
y otras complementarias (DOGC 9/04/2020).

https://portaldogc.gencat.cat/utilsEADOP/PDF/8107/1791798.pdf

RESOLUCIÓN TSF/819/2020, de 7 de abril, por la que se prorroga la vigencia del 
reconocimiento y de los títulos de familia numerosa y monoparental expedidos por la 
Comunidad Autónoma de Cataluña. DOGC 08/04/2020)

https://portaldogc.gencat.cat/utilsEADOP/PDF/8106/1791727.pdf

DECRETO LEY 10/2020, de 27 de marzo, por el que se establecen nuevas medidas 
extraordinarias para hacer frente al impacto sanitario, económico y social del COVID-19 
(DOGC 28/03/2020).

https://portaldogc.gencat.cat/utilsEADOP/PDF/8098/1791070.pdf

RESOLUCIÓN TES/783/2020, de 26 de marzo, por la que se establece una moratoria 
en el pago del alquiler y cuotas de amortización de viviendas y locales gestionados por la 
Agencia de la Vivienda de Cataluña.

https://portaldogc.gencat.cat/utilsEADOP/PDF/8096B/1790927.pdf
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RESOLUCIÓN TES/1145/2020, de 27 de mayo, por la que se suspende la 
facturación del mes de junio relativa al pago de los alquileres y las cuotas de 
amortización afectados por la Resolución TES/783/2020, de 26 de marzo, se amplía 
el periodo de prorrateo a que hace referencia el apartado 3 de esta Resolución y se 
levanta la moratoria que en ella se establece, excepto para las personas 
arrendatarias de la vivienda habitual en situación de vulnerabilidad económica.
(DOGC 2/06/2020)

https://portaldogc.gencat.cat/utilsEADOP/PDF/8145/1796239.pdf

RESOLUCIÓN TSF/758/2020, de 20 de marzo, por la que se concretan las medidas 
organizativas y de recursos humanos excepcionales en el ámbito de las residencias y 
centros diurnos de atención a personas mayores, personas con discapacidad y personas con 
enfermedad mental, así como en los servicios de ayuda a domicilio, en aplicación de la 
Resolución SLT/737/2020, de 13 de marzo, por la que se adoptan medidas complementarias 
para la prevención y el control de la infección por el SARS-CoV-2 (DOGC 20/03/2020).

https://portaldogc.gencat.cat/utilsEADOP/PDF/8090A/1790536.pdf

 

COMUNIDAD AUTÓNOMA DE EXTREMADURA

Orden de 19 de mayo de 2020 por la que se establecen reglas para efectuar 
modificaciones en el cumplimiento y acreditación de requisitos y condiciones por parte de los 
beneficiarios de las subvenciones del ámbito de la Dirección General de Vivienda afectadas 
por las medidas adoptadas en la declaración del estado de alarma. (DOE 29/05/2020)

http://doe.gobex.es/pdfs/doe/2020/1030o/20050076.pdf

Resolución de 21 de mayo de 2020, del Vicepresidente Segundo y Consejero, por la 
que se modifican las franjas horarias para la realización de paseos y actividad física de 
los menores de 14 años y los mayores de 70 años en Extremadura. (DOE 22/05/2020)

http://doe.gobex.es/pdfs/doe/2020/980o/20060806.pdf

Resolución de 14 de mayo de 2020, de la Secretaría General, por la que se convocan 
las subvenciones del programa de ayudas para contribuir a minimizar el impacto económico 
y social del COVID-19 en los alquileres de vivienda habitual. (DOE 18/05/2020)

http://doe.gobex.es/pdfs/doe/2020/940o/20060778.pdf

Extracto de la Resolución de 14 de mayo de 2020, de la Secretaría General, por la 
que se establece la convocatoria del programa de ayudas para contribuir a minimizar el 
impacto económico y social del COVID-19 en los alquileres de vivienda habitual, para el 
ejercicio 2020. (DOE 18/05/2020)

http://doe.gobex.es/pdfs/doe/2020/940o/20060779.pdf
Corrección de errores del Extracto de la Resolución de 14 de mayo de 2020, 

de la Secretaría General, por la que se establece la convocatoria del programa de 
ayudas para contribuir a minimizar el impacto económico y social del COVID-19 en 
los alquileres de vivienda habitual, para el ejercicio 2020. (DOE 22/05/2020)

http://doe.gobex.es/pdfs/doe/2020/980o/20060802.pdf 

Resolución de 12 de mayo de 2020, del Vicepresidente Segundo y Consejero, por la 
que se dispone el régimen de funcionamiento de los servicios sociales de atención 
residencial, atención diurna, atención domiciliaria y otros servicios de promoción de la 
autonomía en Extremadura, en aplicación de la Orden SND/399/2020, de 9 de mayo, para la 
flexibilización de determinadas restricciones de ámbito nacional, establecidas tras la 
declaración del estado de alarma en aplicación de la fase 1 del Plan para la transición hacia 
una nueva normalidad. (DOE 13/05/2020)

http://doe.gobex.es/pdfs/doe/2020/910o/20060768.pdf

Resolución de 12 de mayo de 2020, del Vicepresidente Segundo y Consejero, por la 
que se dispone el régimen de funcionamiento de los servicios sociales de atención 
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residencial, atención diurna, atención domiciliaria y otros servicios de promoción de la 
autonomía en Extremadura, en aplicación de la Orden SND/399/2020, de 9 de mayo, para la 
flexibilización de determinadas restricciones de ámbito nacional, establecidas tras la 
declaración del estado de alarma en aplicación de la fase 1 del Plan para la transición hacia 
una nueva normalidad. (DOE 13/05/2020)

http://doe.gobex.es/pdfs/doe/2020/910o/20060768.pdf

Orden de 30 de abril de 2020 por la que se aprueban las bases reguladoras de las 
subvenciones del programa de ayudas para contribuir a minimizar el impacto económico y 
social del COVID-19 en los alquileres de vivienda habitual, incorporado al Plan Estatal de 
Vivienda 2018-2021.(DOE 4/05/20220)

http://doe.gobex.es/pdfs/doe/2020/840o/20050065.pdf

Orden de 21 de abril de 2020 por la que establecen reglas para efectuar modificaciones 
en el cumplimiento y acreditación de los requisitos y obligaciones de los beneficiarios de 
subvenciones tramitadas por el Servicio de Orientación e Intermediación del Servicio 
Extremeño Público de Empleo, como consecuencia de la situación y evolución del 
COVID-19. (DOE 30/04/2020)

http://doe.gobex.es/pdfs/doe/2020/830o/20050064.pdf

Orden de 24 de abril de 2020 por la que se acuerdan medidas extraordinarias para la 
realización de Programas de Aprendizaje a lo Largo de la Vida en la Comunidad Autónoma 
de Extremadura, durante el curso 2019/2020, ante la suspensión temporal de los programas 
presenciales como consecuencia de la situación y evolución del COVID-19(DOE 30/04/2020)

http://doe.gobex.es/pdfs/doe/2020/830o/20050061.pdf
Decreto-ley 5/2020, de 3 de abril, por el que se aprueban medidas urgentes y 

extraordinarias en materia de política social y sanitaria
https://www.boe.es/boe/dias/2020/04/22/pdfs/BOE-A-2020-4560.pdf

Resolución de 27 de marzo de 2020, del Vicepresidente Segundo y Consejero, sobre 
medidas preventivas y recomendaciones relativas a los servicios sociales de atención 
residencial, atención diurna, atención domiciliaria y otros servicios de promoción de la 
autonomía de titularidad pública y privada. (DOE 30/03/2020)

http://doe.gobex.es/pdfs/doe/2020/620o/20060677.pdf

Corrección de errores de la Resolución de 27 de marzo de 2020, del Vicepresidente 
Segundo y Consejero, sobre medidas preventivas y recomendaciones relativas a los 
servicios sociales de atención residencial, atención diurna, atención domiciliaria y otros 
servicios de promoción de la autonomía de titularidad pública y privada (DOE 01/04/2020)

http://doe.gobex.es/pdfs/doe/2020/640o/20060682.pdf

Resolución de 13 de abril de 2020, del Vicepresidente Segundo y Consejero, por la que 
se modifica la Resolución de 27 de marzo de 2020 sobre medidas preventivas y 
recomendaciones relativas a los servicios sociales de atención residencial, atención diurna, 
atención domiciliaria y otros servicios de promoción de la autonomía de titularidad pública y 
privad (DOE 15/04/2020)

http://doe.gobex.es/pdfs/doe/2020/720o/20060703.pdf

Corrección de errores de la Resolución de 13 de abril de 2020, del Vicepresidente 
Segundo y Consejero, por la que se modifica la Resolución de 27 de marzo de 2020 sobre 
medidas preventivas y recomendaciones relativas a los servicios sociales de atención 
residencial, atención diurna, atención domiciliaria y otros servicios de promoción de la 
autonomía de titularidad pública y privada (DOE 20/04/2020)

http://doe.gobex.es/pdfs/doe/2020/750o/20060709.pdf

RESOLUCIÓN de 30 de marzo de 2020, del Vicepresidente Segundo y Consejero, 
por la que se adoptan medidas excepcionales de intervención sanitaria mientras se 
prolongue la declaración del estado de alarma para garantizar la prestación de servicios en 
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materia sanitaria en los centros de mayores de carácter residencial de la Comunidad 
Autónoma de Extremadura (DOE 3/04/2020).

http://doe.gobex.es/pdfs/doe/2020/660o/20060692.pdf

Resolución de 13 de marzo de 2020, del Vicepresidente Segundo y Consejero, sobre 
medidas preventivas en materia de salud pública relativas a las personas usuarias de plazas 
públicas financiadas por la Junta de Extremadura en servicios sociales especializados de 
atención a la discapacidad y al trastorno mental grave en Extremadura. (DOE 14/03/2020)

http://doe.gobex.es/pdfs/doe/2020/10e/20060611.pdf

COMUNIDAD AUTÓNOMA DE GALICIA

RESOLUCIÓN de 20 de mayo de 2020, de la Secretaría General de la Igualdad, por la 
que se modifica parcialmente la Resolución de 3 de julio de 2019 por la que se 
establecen las bases que regirán la concesión de subvenciones a entidades sin ánimo de 
lucro para programas de diseño e implementación de itinerarios personalizados y acciones 
específicas que favorezcan la inserción sociolaboral de mujeres en situación de violencia de 
género en la Comunidad Autónoma de Galicia, y se procede a su convocatoria para los años 
2019 y 2020, afectada por las consecuencias del estado de alarma para la gestión de la 
situación de crisis sanitaria causada por el COVID-19.(DOG 27/05/2020)

https://www.xunta.gal/dog/Publicados/2020/20200527/
AnuncioG0244-200520-0001_es.pdf

ORDEN de 19 de mayo de 2020 por la que se modifica la Orden de 4 de abril de 2019 
por la que se establecen las bases reguladoras de las ayudas y subvenciones para los 
talleres de empleo dirigidos a personas jóvenes incluidas en el fichero del Sistema nacional 
de garantía juvenil, en el ámbito de la Comunidad Autónoma de Galicia, y se procede a su 
convocatoria para el año 2019 (código de procedimiento TR353B), a consecuencia de la 
situación creada por la evolución de la epidemia del COVID-19.(DOG 27/05/2020)

https://www.xunta.gal/dog/Publicados/2020/20200527/
AnuncioG0424-220520-0001_es.pdf

EXTRACTO de la Resolución de 19 de mayo de 2020 por la que se establecen las 
bases reguladoras de las subvenciones del Programa de ayudas para contribuir a minimizar 
el impacto económico y social del COVID-19 en los alquileres de vivienda habitual, y se 
convocan para el año 2020 (código de procedimiento VI432E). (DOG 22/05/2020)

https://www.xunta.gal/dog/Publicados/2020/20200522/
AnuncioC3Q2-190520-0009_es.pdf

ORDEN de 17 de abril de 2020 por la que se modifica la Orden de 2 de agosto de 2019 
por la que se establecen las bases reguladoras para las ayudas al alquiler de vivienda del 
Plan estatal de vivienda 2018-2021, y se procede a su convocatoria para el año 2019, con 
carácter plurianual (códigos de procedimiento VI432A y VI432B).(DOG 22/04/22020)

https://www.xunta.gal/dog/Publicados/2020/20200422/
AnuncioG0532-170420-0001_es.html 

ORDEN de 27 de marzo de 2020 por la que se establecen las bases reguladoras de las 
ayudas de carácter directo a las familias del alumnado beneficiario de bolsas de comedor 
escolar en los centros públicos no universitarios gestionados por esta consellería durante la 
situación de suspensión del servicio de comedor a consecuencia del COVID-19, con 
levantamiento de los plazos de suspensióndel procedimiento (código de procedimiento 
ED601B).(DOG 30/03/2020)

https://www.xunta.gal/dog/Publicados/2020/20200330/
AnuncioG0534-270320-0001_es.pdf
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COMUNIDAD DE MADRID

Orden de 22 de mayo de 2020, del Consejero de Vivienda y Administración Local, por la 
que se declara el importe del crédito presupuestario disponible para la concesión directa de 
las ayudas para contribuir a minimizar el impacto económico y social del COVID-19 en los 
alquileres de vivienda habitual, en el marco del Plan Estatal de Vivienda 2018-2021 (DOCM 
29 /05/2020)

http://www.bocm.es/boletin/CM_Orden_BOCM/2020/05/29/BOCM-20200529-2.PDF

ORDEN 527/2020, de 26 de mayo, de la Consejería de Sanidad, por la que se modifican 
las franjas horarias para la realización de paseos y actividad física de los menores de 
catorce años.

http://www.bocm.es/boletin/CM_Orden_BOCM/2020/05/27/BOCM-20200527-1.PDF

Extracto de la Orden de 11 de mayo de 2020, del Consejero de Vivienda y 
Administración Local, por la que se convocan las subvenciones para contribuir a minimizar el 
impacto económico y social del COVID-19 en los alquileres de vivienda habitual (BOCM 
12/05/2020)

http://www.bocm.es/boletin/CM_Orden_BOCM/2020/05/12/BOCM-20200512-1.PDF

Orden de 11 de mayo de 2020, del Consejero de Vivienda y Administración Local, por la 
que se convocan las subvenciones para contribuir a minimizar el impacto económico y social 
del COVID-19 en los alquileres de vivienda habitual BOCM 12/05/2020)

http://www.bocm.es/boletin/CM_Orden_BOCM/2020/05/12/BOCM-20200512-2.PDF

ORDEN 381/2020, de 3 de abril, de la Consejería de Políticas Sociales, Familias, 
Igualdad y Natalidad, por la que se habilitan determinados espacios de los establecimientos 
hoteleros en la Comunidad de Madrid para uso residencial de mayores (DOCM 8/04/2020)

http://www.bocm.es/boletin/CM_Orden_BOCM/2020/04/08/BOCM-20200408-1.PDF

DECRETO 25/2020, de 1 de abril, del Consejo de Gobierno, por el que se modifica el 
Decreto 226/1998, de 30 de diciembre, por el que se regula la reducción del precio de la 
renta de las viviendas administradas por el Instituto de la Vivienda de Madrid (BOCM 
2/04/2020).

http://www.bocm.es/boletin/CM_Orden_BOCM/2020/04/02/BOCM-20200402-2.PDF

ORDEN 1/2020, de 27 de marzo, conjunta de la Consejería de Sanidad y de la 
Consejería de Políticas Sociales, Familias, Igualdad y Natalidad, por la que se dictan 
instrucciones para la aplicación de la Orden SND/275/2020, de 23 de marzo, de adopción de 
medidas relativas a las residencias de personas mayores y centros socio-sanitarios, ante la 
situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19 (BOCM 28/03/2020).

http://www.bocm.es/boletin/CM_Orden_BOCM/2020/03/28/BOCM-20200328-1.PDF

RESOLUCIÓN 1201/2020, de 23 de marzo, del Director Gerente, por la que se 
establece un período de carencia en la renta de arrendamiento de locales de la Agencia de 
Vivienda Social para hacer frente al impacto económico y social ocasionado por el COVID-19 
(BOCM 27/03/2020).

http://www.bocm.es/boletin/CM_Orden_BOCM/2020/03/27/BOCM-20200327-18.PDF

RESOLUCIÓN de 11 de marzo de 2020, de la Dirección General de Salud Pública de la 
Comunidad de Madrid, por la que se adoptan medidas en materia de salud pública en 
relación con la actividad de los centros ocupacionales que prestan atención a personas con 
discapacidad intelectual y los servicios sociales de atención temprana a menores (BOCM 
12/03/2020).

http://www.bocm.es/boletin/CM_Orden_BOCM/2020/03/12/BOCM-20200312-2.PDF

RESOLUCIÓN de 6 de marzo de 2020, de la Dirección General de Salud Pública de la 
Comunidad de Madrid, por la que se adoptan medidas en materia de salud pública en 

COVID-19: COLECTIVOS VULNERABLES

§ 1  COVID-19. Normas Estatales y Autonómicas para Colectivos Vulnerables

– 19 –

http://www.bocm.es/boletin/CM_Orden_BOCM/2020/05/29/BOCM-20200529-2.PDF
http://www.bocm.es/boletin/CM_Orden_BOCM/2020/05/27/BOCM-20200527-1.PDF
http://www.bocm.es/boletin/CM_Orden_BOCM/2020/05/12/BOCM-20200512-1.PDF
http://www.bocm.es/boletin/CM_Orden_BOCM/2020/05/12/BOCM-20200512-2.PDF
http://www.bocm.es/boletin/CM_Orden_BOCM/2020/04/08/BOCM-20200408-1.PDF
http://www.bocm.es/boletin/CM_Orden_BOCM/2020/04/02/BOCM-20200402-2.PDF
http://www.bocm.es/boletin/CM_Orden_BOCM/2020/03/28/BOCM-20200328-1.PDF
http://www.bocm.es/boletin/CM_Orden_BOCM/2020/03/27/BOCM-20200327-18.PDF
http://www.bocm.es/boletin/CM_Orden_BOCM/2020/03/12/BOCM-20200312-2.PDF


relación con la actividad de los centros de mayores, en las tipologías de hogares y clubes y 
servicios de convivencia familiar y social (BOCM 7/03/2020).

http://www.bocm.es/boletin/CM_Orden_BOCM/2020/03/07/BOCM-20200307-1.PDF

 

COMUNIDAD AUTÓNOMA DE LA REGIÓN DE MURCIA

Extracto de la Orden de 26 de mayo de 2020, de la Consejería de Fomento e 
Infraestructuras por la que se convocan las ayudas para contribuir a minimizar el impacto 
económico y social del COVID-19 en los alquileres de vivienda habitual en la Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia.(BORM 30/05/2020)

https://www.borm.es/services/anuncio/ano/2020/numero/2529/pdf?id=785009

Orden de 26 de mayo de 2020, de la Consejería de Fomento e Infraestructuras por la 
que se convocan las ayudas para contribuir a minimizar el impacto económico y social del 
COVID-19 en los alquileres de vivienda habitual en la Comunidad Autónoma de la Región de 
Murcia. (BORM 27/05/2020)

https://www.borm.es/services/anuncio/ano/2020/numero/2429/pdf?id=784909

Resolución de 12 de mayo de 2020 de la Directora General del Servicio Regional de 
Empleo y Formación, por la que se amplía el plazo fijado para el inicio de los proyectos del 
Programa de Empleo Público Local, subvencionados con cargo a la convocatoria aprobada 
mediante Resolución de 24 de octubre de 2019, del Director General del Organismo, por 
circunstancias excepcionales debido el estado de alarma para la gestión de la situación de 
crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19.(BORM 16/05/2020)

https://www.borm.es/services/anuncio/ano/2020/numero/2260/pdf?id=784740

Decreto n.º 28/2020, de 7 de mayo, por el que se regula la concesión directa de 
subvenciones a Ayuntamientos y mancomunidades de servicios sociales de la Región de 
Murcia para el desarrollo de prestaciones básicas de servicios sociales de atención primaria 
para hacer frente a situaciones extraordinarias derivadas del COVID-19. 19 (BORM 
11/05/2020)

https://www.borm.es/services/anuncio/ano/2020/numero/2189/pdf?id=784669

Resolución de levantamiento de suspensión en procedimientos de protección de 
menores. (BORM 5/05/2020)

https://www.borm.es/services/anuncio/ano/2020/numero/2124/pdf?id=784604

Decreto-Ley n.º 3/2020, de 23 de abril, de mitigación del impacto socioeconómico del 
COVID-19 en el área de vivienda e infraestructuras.(BORM 28/04/20220)

https://www.borm.es/services/anuncio/ano/2020/numero/2066/pdf?id=784542

Resolución por la que se dictan instrucciones para la tramitación de expedientes de 
solicitud o renovación de títulos de familia numerosa relativos a sectores de la población más 
vulnerables durante la declaración del estado de alarma.(BORM 28/04/20202)

https://www.borm.es/services/anuncio/ano/2020/numero/2067/pdf?id=784543

Resolución de la Directora Gerente del Instituto Murciano de Acción Social por la que se 
prorrogan durante doce meses la declaración de discapacidad y la tarjeta acreditativa de tal 
condición cuya vigencia temporal venza antes del 31 de diciembre de 2020. .(BORM 
28/04/20202)

https://www.borm.es/services/anuncio/ano/2020/numero/2068/pdf?id=784544

ORDEN conjunta de la Consejería de Mujer, Igualdad, LGTBI, Familia y Política 
Social y de la Consejería de Salud, por la que se adoptan medidas complementarias para 
la aplicación de las Órdenes Ministeriales SND/265/2020, de 19 de marzo, SND/275/2020, 
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de 23 de marzo, y SDN 295/2020, de 26 de marzo, relativas a centros de servicios sociales y 
sociosanitarios de carácter residencial (BORM 28/03/2020).

https://www.borm.es/services/anuncio/ano/2020/numero/1846/pdf?id=784273

RESOLUCIÓN relativa a los plazos de los procedimientos relativos a los Títulos de 
Familia Numerosa y los efectos sobre ellos de la declaración del Estado de Alarma (BORM 
27/03/2020).

https://www.borm.es/services/anuncio/ano/2020/numero/1830/pdf?id=784257

COMUNIDAD FORAL DE NAVARRA

 

ORDEN FORAL 161/2020, de 25 de mayo, de la Consejera de Derechos Sociales, por 
la que se establecen requisitos y condiciones para la recepción de visitas en viviendas 
tuteladas, centros residenciales de personas con discapacidad y centros residenciales de 
personas mayores y para los paseos de sus residentes. (BON 27/05/2020)

https://bon.navarra.es/es/anuncio/-/texto/2020/113/0

ORDEN FORAL 68E/2020, de 7 de mayo, de la Consejera de Derechos Sociales, por la 
que se aprueba la convocatoria de subvenciones en materia de acción humanitaria 
especializada en situaciones de emergencia durante el año 2020. Identificación BDNS: 
505644. (BON 20/05/2020)

https://bon.navarra.es/es/anuncio/-/texto/2020/107/0

LEY FORAL 7/2020, de 6 de abril, por la que se aprueban medidas urgentes para 
responder al impacto generado por la crisis sanitaria del coronavirus (COVID-19). (BON 
09/04/2020) https://bon.navarra.es/es/anuncio/-/texto/2020/76/1

LEY FORAL 6/2020, de 6 de abril, por la que se aprueban medidas urgentes para 
responder al impacto generado por la crisis sanitaria del coronavirus (COVID-19). ( BON 
09/04/2020)

https://bon.navarra.es/es/anuncio/-/texto/2020/76/0

ORDEN FORAL 147/2020, de 3 de abril, de la Consejera de Derechos Sociales, por la 
que se completan las medidas que cabe adoptar para intervenir en centros socio-sanitarios 
durante el estado de alarma y se identifica un centro a efectos de la adopción de medidas 
previstas en la Orden Foral 141/2020, de 30 de marzo, de la Consejera de Derechos 
Sociales, y las establecidas en esta Orden Foral.(BON 06/04/2020)

https://bon.navarra.es/es/anuncio/-/texto/2020/73/2

ORDEN FORAL 61E/2020, de 6 de abril, de la Consejera de Derechos Sociales, por la 
que se aprueba la convocatoria de subvenciones a entidades locales para el año 2020 
destinada al desarrollo de Proyectos de Empleo Social Protegido. Identificación BDNS: 
502267. (BON 20/04/2020)

https://bon.navarra.es/es/anuncio/-/texto/2020/81/3

ORDEN FORAL 141/2020, de 30 de marzo, de la Consejera de Derechos Sociales, por 
la que se prevén medidas en aplicación de la Orden SND/275/2020, de 23 de marzo, en 
centros socio-sanitarios afectados por el COVID-19 y se modifica la organización de las 
residencias de ancianos de Sangüesa y de Miranda de Arga y se nombra una directora de 
centro provisional dependiente de la Agencia Navarra de Autonomía y Desarrollo de las 
Personas para dirigir y coordinar la actividad asistencial de estas últimas). (BON 01/04/2020)

https://bon.navarra.es/es/anuncio/-/texto/2020/69/1

ORDEN FORAL 55E/2020, de 27 de marzo, de la Consejera de Derechos Sociales, por 
la que se aprueba la convocatoria de la subvención “Subvenciones a entidades 
colaboradoras del programa de Vivienda de Integración Social y otras actuaciones de 
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acompañamiento en materia de vivienda en 2020”. Identificación BDNS: 501358. (BON 
20/04/2020)

https://bon.navarra.es/es/anuncio/-/texto/2020/81/1
 

ORDEN FORAL 56E/2020, de 27 de marzo, de la Consejera de Derechos Sociales, por 
la que se aprueba la convocatoria “Subvenciones a entidades sin ánimo de lucro para 
Programas comunitarios de interés social a favor de personas desempleadas para el año 
2020” Identificación BDNS: 501353. (BON 20/04/2020)

https://bon.navarra.es/es/anuncio/-/texto/2020/81/2

DECRETO-LEY FORAL 2/2020, de 25 de marzo, por el que se aprueban medidas 
urgentes para responder al impacto generado por la crisis sanitaria del coronavirus 
(COVID-19). (BON 26/03/2020)

https://bon.navarra.es/es/anuncio/-/texto/2020/65/0

DECRETO-LEY FORAL 1/2020, de 18 de marzo, por el que se aprueban medidas 
urgentes para responder al impacto generado por la crisis sanitaria del coronavirus 
(COVID-19) (BON 19/03/2020).

https://bon.navarra.es/es/anuncio/-/texto/2020/58/0

 

ORDEN FORAL 130/2020, de 17 de marzo, de la Consejera de Derechos Sociales, por 
la que se adoptan medidas preventivas y recomendaciones en el ámbito de Servicios 
Sociales de Base (SSB), Centros de Servicios Sociales (CSS), Equipos de Incorporación 
Sociolaboral (EISOL), Equipos de Atención a la Infancia y Adolescencia (EAIA), Equipos de 
Atención Integral a Víctimas de Violencia de Género (EAIV), Equipos de Incorporación Social 
en el ámbito de la Vivienda (EISOVI) y Servicios de Acogida para Personas sin Hogar a 
aplicar durante el periodo de estado de alarma como consecuencia de la evolución 
epidemiológica del coronavirus (COVID-19) (BON 20/03/2020).

https://bon.navarra.es/es/anuncio/-/texto/2020/60/0

ORDEN FORAL 157/2020, de 5 de mayo, de la Consejera de Derechos 
Sociales, por la que se modifica la Orden Foral 130/2020, de 17 de marzo, de la 
Consejera de Derechos Sociales, por la que se adoptan medidas preventivas y 
recomendaciones en el ámbito de Servicios Sociales de Base (SSB), Centros de 
Servicios Sociales (CSS), Equipos de Incorporación Sociolaboral (EISOL), Equipos 
de Atención a la Infancia y Adolescencia (EAIA), Equipos de Atención Integral a 
Víctimas de Violencia de Género (EAIV), Equipos de Incorporación Social en el 
ámbito de la Vivienda (EISOVI) y Servicios de Acogida para Personas sin Hogar a 
aplicar durante el periodo de estado de alarma como consecuencia de la evolución 
epidemiológica del coronavirus (COVID-19) y se insta a la adopción de medidas 
preventivas para la protección de personas residentes o usuarias de los servicios 
sociales y del personal que los presta. (BON 11/05/2020) (BON 11/05/2020)

https://bon.navarra.es/es/anuncio/-/texto/2020/97/2

ORDEN FORAL 132/2020, de 17 de marzo, de la Consejera de Derechos Sociales, por 
la que se adoptan medidas preventivas y recomendaciones en el ámbito de las personas 
mayores, personas con discapacidad y ámbito de menores a aplicar durante el periodo de 
estado de alarma como consecuencia de la evolución epidemiológica del coronavirus 
(COVID-19) (BON 20/03/2020).

https://bon.navarra.es/es/anuncio/-/texto/2020/60/1

ORDEN FORAL 158/2020, de 6 de mayo, de la Consejera de Derechos 
Sociales, por la que se modifica la Orden Foral 132/2020, de 17 de marzo, de la 
Consejera de Derechos Sociales, por la que se adoptan medidas preventivas y 
recomendaciones en el ámbito de las personas mayores, personas con discapacidad 
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y ámbito de menores a aplicar durante el periodo de estado de alarma como 
consecuencia de la evolución epidemiológica del coronavirus (COVID-19). (BON 
11/05/2020)

https://bon.navarra.es/es/anuncio/-/texto/2020/97/3

ORDEN FORAL 130/2020, de 17 de marzo, de la Consejera de Derechos Sociales, por 
la que se adoptan medidas preventivas y recomendaciones en el ámbito de Servicios 
Sociales de Base (SSB), Centros de Servicios Sociales (CSS), Equipos de Incorporación 
Sociolaboral (EISOL), Equipos de Atención a la Infancia y Adolescencia (EAIA), Equipos de 
Atención Integral a Víctimas de Violencia de Género (EAIV), Equipos de Incorporación Social 
en el ámbito de la Vivienda (EISOVI) y Servicios de Acogida para Personas sin Hogar a 
aplicar durante el periodo de estado de alarma como consecuencia de la evolución 
epidemiológica del coronavirus (COVID-19).(BON 20/03/2020)

https://bon.navarra.es/es/anuncio/-/texto/2020/60/0

ORDEN FORAL 51/2020, de 18 de marzo, del Consejero de Presidencia, Igualdad, 
Función Pública e Interior, por la que se determinan los servicios públicos esenciales a 
efectos de la aplicación de las medidas en materia de personal contempladas en el Decreto-
ley Foral 1/2020, de 18 de marzo, por el que se aprueban medidas urgentes para responder 
al impacto generado por la crisis sanitaria del coronavirus (COVID-19).(BON 19/3/2020)

https://bon.navarra.es/es/anuncio/-/texto/2020/58/1
 

COMUNIDAD AUTÓNOMA DEL PAÍS VASCO

ORDEN de 30 de abril de 2020, del Consejero de Medio Ambiente, Planificación 
Territorial y Vivienda, por la que se regulan y convocan ayudas al alquiler de vivienda libre 
para hacer frente a las situaciones de vulnerabilidad económica y social como consecuencia 
de la crisis sanitaria derivada del Covid-19. (BOPAV 5/05/2020)

https://www.euskadi.eus/y22-bopv/es/bopv2/datos/2020/05/2001919a.shtml

ORDEN de 8 de abril de 2020, de la Consejera de Empleo y Políticas Sociales, por la 
que se regulan las medidas específicas en materia de apoyo a las familias para responder al 
impacto económico del Covid-19 (BOPV 22/04/2020).

https://www.euskadi.eus/y22-bopv/es/bopv2/datos/2020/04/2001888a.pdf

ORDEN de 31 de marzo de 2020, del Consejero de Medio Ambiente, Planificación 
Territorial y Vivienda, por la que se regulan las medidas a adoptar en materia de vivienda 
protegida en régimen de alquiler a fin de responder al impacto económico del Covid-19 
(BOPV 2/04/2020).

https://www.euskadi.eus/y22-bopv/es/bopv2/datos/2020/04/2001771a.pdf

ORDEN de 24 de marzo de 2020, de la Consejera de Salud, por la que se adoptan 
medidas en relación con la actividad asistencial de la Comunidad Autónoma de Euskadi 
como consecuencia de la situación y evolución del coronavirus (Covid-19) (BOPV 
27/03/2020).

https://www.euskadi.eus/y22-bopv/es/bopv2/datos/2020/03/2001717a.shtml

 

COMUNIDAD VALENCIANA
 

DECRETO LEY 5/2020, de 29 de mayo, del Consell, de medidas urgentes en el ámbito 
de los servicios sociales y de apoyo al tercer sector de acción social por la Covid-19. 
(DOGVOC 8/06/2020)

http://www.dogv.gva.es/datos/2020/06/08/pdf/2020_4165.pdf
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RESOLUCIÓN de 29 de mayo de 2020, de la Vicepresidencia y Conselleria de Igualdad 
y Políticas Inclusivas, por la que se establece el Plan de transición a la nueva normalidad, en 
el contexto de crisis sanitaria ocasionada por la Covid-19, de las residencias de personas 
mayores dependientes, los centros de día, las viviendas tuteladas y los CEAM/CIM. (DOGV 
1/06/2020)

http://www.dogv.gva.es/datos/2020/06/01/pdf/2020_3901.pdf

DECRETO 60/2020, de 15 de mayo, del Consell, de aprobación de bases reguladoras y 
concesión directa de ayudas en materia de vivienda para paliar situaciones de especial 
vulnerabilidad por la Covid-19 (DOGV 25/05/2020)

http://www.dogv.gva.es/datos/2020/05/25/pdf/2020_3663.pdf

DECRETO 61/2020, de 15 de mayo, del Consell, de modificación del Decreto 58/2020, 
de 8 de mayo, de aprobación de bases reguladoras para la concesión directa de ayudas a 
trabajadores y trabajadoras acogidos a una reducción de jornada a consecuencia de la 
Covid-19 (DOGV 19/05/2020)

http://www.dogv.gva.es/datos/2020/05/19/pdf/2020_3508.pdf

RESOLUCIÓN de 14 de mayo de 2020, de la Vicepresidencia y Conselleria de Igualdad 
y Políticas Inclusivas, por la que se establece el plan de transición a la nueva normalidad, en 
el contexto de crisis sanitaria ocasionada por la Covid-19, de los centros y recursos dirigidos 
a personas con diversidad funcional y problemas de salud mental. (DOGV 15/05/2020)

http://www.dogv.gva.es/datos/2020/05/15/pdf/2020_3459.pdf

RESOLUCIÓN de 14 de mayo de 2020, de la Vicepresidencia y Conselleria de Igualdad 
y Políticas Inclusivas, por la que se establece el plan de transición a la nueva normalidad, en 
el contexto de crisis sanitaria ocasionada por la Covid-19, de los hogares, residencias y 
servicios de atención a la infancia y adolescencia comprendidos en su ámbito de 
competencias (DOGV 15/05/2020)

http://www.dogv.gva.es/datos/2020/05/15/pdf/2020_3460.pdf

DECRETO 58/2020, de 8 de mayo, del Consell, de aprobación de bases reguladoras 
para la concesión directa de ayudas a trabajadores y trabajadoras acogidos a una reducción 
de jornada a consecuencia de la Covid-19.(DOGV 13/05/2020)

http://www.dogv.gva.es/datos/2020/05/13/pdf/2020_3374.pdf

DECRETO 58/2020, de 8 de mayo, del Consell, de aprobación de bases reguladoras 
para la concesión directa de ayudas a trabajadores y trabajadoras acogidos a una reducción 
de jornada a consecuencia de la Covid-19.(DOGV 13/05/2020)

http://www.dogv.gva.es/datos/2020/05/13/pdf/2020_3374.pdf

RESOLUCIÓN, de 3 de mayo de 2020, de la Vicepresidencia y Conselleria de Igualdad 
y Políticas Inclusivas por la que se regulan los desplazamientos y la actividad física al aire 
libre de los niños y niñas y adolescentes bajo la guarda o tutela de la Generalitat durante la 
situación de crisis sanitaria ocasionada por Covid-19, en aplicación de la Orden SND/
370/2020, de 25 de abril, y SND/380/2020, de 30 de abril, del Ministerio de Sanidad.(DOGV 
4/05/2020)

http://www.dogv.gva.es/datos/2020/05/04/pdf/2020_3211.pdf

DECRETO 52/2020, de 24 de abril, del Consell, de aprobación de bases reguladoras 
para la concesión directa de ayudas para contribuir a minimizar el impacto económico y 
social de la Covid-19 en los alquileres de vivienda habitual.(DOGV 4/05/20220)

http://www.dogv.gva.es/datos/2020/05/04/pdf/2020_3168.pdf

DECRETO 54/2020, de 24 de abril, del Consell, de aprobación de bases reguladoras 
para la concesión directa de ayudas a trabajadores y trabajadoras con rentas bajas 
afectadas por un ERTE como consecuencia de la Covid-19(DOGV 30/04/20202)
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http://www.dogv.gva.es/datos/2020/04/30/pdf/2020_3139.pdf

DECRETO LEY 4/2020, de 17 de abril, del Consell, de medidas extraordinarias de 
gestión económico-financiera para hacer frente a la crisis producida por la Covid-19. (DOGV 
321/04/2020)

http://www.dogv.gva.es/datos/2020/04/21/pdf/2020_2977.pdf

RESOLUCIÓN de 15 de abril de 2020, de la consellera de Sanidad Universal y Salud 
Pública, por la que se efectúa la donación de mascarillas higiénicas para la población 
vulnerable en el ámbito del estado de alarma Covid-19, en la Comunitat Valenciana. (DOGV 
16/04/2020)

http://www.dogv.gva.es/datos/2020/04/16/pdf/2020_2939.pdf

DECRETO 47/2020, de 10 de abril, del Consell, de adopción de medidas por la 
Covid-19, para la acreditación de las actuaciones de los servicios de asistencia jurídica 
gratuita para el devengo de la indemnización. (DOGV 15/04/20209)

http://www.dogv.gva.es/datos/2020/04/15/pdf/2020_2906.pdf

DECRETO 46/2020, de 10 de abril, del Consell, de incorporación de la declaración 
responsable a la documentación que hay que adjuntar para solicitar las ayudas convocadas 
por el Decreto 236/2019, de 18 de octubre, del Consell, dentro del marco de la crisis 
sanitaria provocada por la Covid-19. (DOGV 15/04/20209)

http://www.dogv.gva.es/datos/2020/04/15/pdf/2020_2899.pdf

RESOLUCIÓN de 13 de abril de 2020, de la Vicepresidencia y Conselleria de Igualdad 
y Políticas Inclusivas, por la que se habilitan temporalmente determinados centros como 
centros de acogida temporal de emergencia de carácter social y socio-sanitario en el marco 
de la pandemia por Covid-19 (DOGV 14/04/2020)

http://www.dogv.gva.es/datos/2020/04/14/pdf/2020_2905.pdf

DECRETO LEY 3/2020, de 10 de abril, de adopción de medidas urgentes para 
establecer ayudas económicas a los trabajadores y las trabajadoras afectados por un ERTE, 
y a los que han reducido la jornada laboral por conciliación familiar con motivo de la 
declaración del estado de alarma por la crisis sanitaria provocada por la Covid-19. (DOGV 
11/04/2020)

http://www.dogv.gva.es/datos/2020/04/11/pdf/2020_2895.pdf

RESOLUCION de 9 de abril de 2020, de la Vicepresidencia y Conselleria de Igualdad y 
Políticas Inclusivas, por la que se disponen medidas extraordinarias de gestión de los 
contratos de gestión integral de centros de atención diurna y ambulatoria y las prestaciones 
vinculadas a estos servicios independientemente del sector de referencia y tipología de 
centro en el marco de la pandemia por Covid-19. (DOGV 10/04/2020)

http://www.dogv.gva.es/datos/2020/04/10/pdf/2020_2867.pdf

DECRETO 43/2020 del Consell, de 3 de abril, de aprobación de las bases reguladoras 
de concesión directa de subvenciones a las entidades locales titulares de servicios sociales 
de atención primaria, para hacer frente al impacto de la Covid-19.(DOGV 07/04/2020)

http://www.dogv.gva.es/datos/2020/04/07/pdf/2020_2819.pdf

CORRECCIÓN de errores del Decreto 43/2020, del Consejo, de 3 de abril, de 
aprobación de las bases reguladoras de concesión directa de subvenciones a 
entidades locales titulares de servicios sociales de atención primaria para hacer 
frente al impacto de la Covid-19. (DOGV 11.04.2020)

RESOLUCIÓN de 6 de abril de 2020, de la Consellera de Sanidad Universal y Salud 
Pública, por la que se determinan los servicios esenciales de determinados centros y 
servicios, en el ámbito de la Comunitat Valenciana, con motivo del Covid-19. (DOGV 
07/04/2020)
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http://www.dogv.gva.es/datos/2020/04/07/pdf/2020_2828.pdf

RESOLUCIÓN de 3 de abril de 2020, de la Vicepresidenta y Consellera de Igualdad 
y Políticas Inclusivas, por la que se confirman medidas extraordinarias de gestión de los 
servicios sociales y socio-sanitarios en salvaguarda de las personas más vulnerables en el 
marco de la pandemia por Covid-19 y se establecen nuevas (DOGV 4/04/2020).

http://www.dogv.gva.es/datos/2020/04/04/pdf/2020_2816.pdf

DECRETO 43/2020 del Consell, de 3 de abril, de aprobación de las bases reguladoras 
de concesión directa de subvenciones a las entidades locales titulares de servicios sociales 
de atención primaria, para hacer frente al impacto de la Covid-19.(DOGV 07/04/2020)

http://www.dogv.gva.es/datos/2020/04/07/pdf/2020_2819.pdf

RESOLUCIÓN de 3 de abril de 2020, de la Vicepresidenta y Consellera de Igualdad y 
Políticas Inclusivas, por la que se confirman medidas extraordinarias de gestión de los 
servicios sociales y socio-sanitarios en salvaguarda de las personas más vulnerables en el 
marco de la pandemia por Covid-19 y se establecen nuevas (DOGV 04/04/2020)

http://www.dogv.gva.es/datos/2020/04/04/pdf/2020_2816.pdf

RESOLUCIÓN de 31 de marzo de 2020, de la Dirección General de Vivienda y 
Regeneración Urbana por la que se adoptan determinadas medidas en relación a las 
bonificaciones en la renta del alquiler de las viviendas de promoción pública de la Generalitat 
(DOGV 7/04/2020).

http://www.dogv.gva.es/datos/2020/04/07/pdf/2020_2794.pdf

 

RESOLUCIÓN de 31 de marzo de 2020, del vicepresidente segundo y conseller de 
Vivienda y Arquitectura Bioclimática, por la que se adoptan determinadas medidas en 
relación a las rentas de los alquileres de los locales comerciales propiedad de la Entidad 
Valenciana de Vivienda y Suelo (DOGV 3/04/2020). 

 http://www.dogv.gva.es/datos/2020/04/03/pdf/2020_2772.pdf
 

RESOLUCIÓN de 31 de marzo de 2020, de la Vicepresidencia y Conselleria de 
Igualdad y Políticas Inclusivas, por la que se prorroga la vigencia de las resoluciones y 
certificados de reconocimiento de grado de discapacidad expedidos en la Comunitat 
Valenciana, que se encontrasen sometidos a revisión durante el año 2020. (DOGV 
01/04/2020)

http://www.dogv.gva.es/datos/2020/04/01/pdf/2020_2785.pdf
 

RESOLUCIÓN de 27 de marzo de 2020, del vicepresidente segundo y conseller de 
Vivienda y Arquitectura Bioclimática por la que se adoptan determinadas medidas en 
relación a las rentas de los alquileres de las viviendas del parque público, tanto propiedad de 
la Generalitat adscritas a evha así como de las viviendas propiedad de esta entidad (DOGV 
30/03/2020).

http://www.dogv.gva.es/datos/2020/03/30/pdf/2020_2696.pdf

RESOLUCIÓN de 27 de marzo de 2020, de la Vicepresidencia y Conselleria de 
Igualdad y Políticas Inclusivas, por la que se establecen las directrices para organizar los 
servicios sociales de atención primaria con motivo del estado de alarma provocado por la 
pandemia de Covid-19 (DOGV 28/03/2020)

http://www.dogv.gva.es/datos/2020/03/28/pdf/2020_2737.pdf
 

RESOLUCIÓN de 25 de marzo de 2020, de la Vicepresidencia y Conselleria de 
Igualdad y Políticas Inclusivas, por la que se disponen medidas extraordinarias de gestión de 
la acción concertada de centros de atención diurna y ambulatoria independientemente del 

COVID-19: COLECTIVOS VULNERABLES

§ 1  COVID-19. Normas Estatales y Autonómicas para Colectivos Vulnerables

– 26 –

http://www.dogv.gva.es/datos/2020/04/07/pdf/2020_2828.pdf
http://www.dogv.gva.es/datos/2020/04/04/pdf/2020_2816.pdf
http://www.dogv.gva.es/datos/2020/04/07/pdf/2020_2819.pdf
http://www.dogv.gva.es/datos/2020/04/04/pdf/2020_2816.pdf
http://www.dogv.gva.es/datos/2020/04/07/pdf/2020_2794.pdf
http://www.dogv.gva.es/datos/2020/04/03/pdf/2020_2772.pdf
http://www.dogv.gva.es/datos/2020/04/01/pdf/2020_2785.pdf
http://www.dogv.gva.es/datos/2020/03/30/pdf/2020_2696.pdf
http://www.dogv.gva.es/datos/2020/03/28/pdf/2020_2737.pdf


sector de referencia y tipología de centro, en el marco de la pandemia por Covid-19. (DOGV 
27/03/2020)

http://www.dogv.gva.es/datos/2020/03/27/pdf/2020_2717.pdf

RESOLUCIÓN de 18 de marzo de 2020, de la consellera de Sanidad Universal y Salud 
Pública, por la que se acuerdan medidas excepcionales en relación con las actuaciones 
sanitarias en las residencias para personas mayores dependientes, independientemente de 
su titularidad y tipología de gestión, en salvaguarda de la salud pública a causa de la 
pandemia por coronavirus SARS-CoV (Covid-19) (DOGV 18/03/2020).

http://www.dogv.gva.es/datos/2020/03/18/pdf/2020_2631.pdf

 

ESOLUCIÓN de 12 de marzo de 2020, de la consellera de Sanidad Universal y Salud 
Pública, por la que se acuerdan medidas excepcionales en relación con los centros de ocio 
especializados de Atención a Mayores (CEAM), clubes sociales de jubilados, hogares del 
pensionista o similares, de cualquier titularidad, cuyo objetivo sea cultural o de ocio, para 
limitar la propagación y el contagio del Covid-19 (DOGV 13/03/2020).

http://www.dogv.gva.es/datos/2020/03/13/pdf/2020_2483.pdf

COMUNIDAD AUTÓNOMA DE LA RIOJA

 
Resolución 386/2020, de 14 de mayo, de la Consejería de Agricultura, Ganadería, 

Mundo Rural, Territorio y Población, relativa a la convocatoria de las ayudas reguladas en la 
Orden TMA/336/2020 de 9 de abril, por la que se incorpora al Plan Estatal de Vivienda 
2018-2021, el programa de ayudas para contribuir a minimizar el impacto económico y social 
del Covid-19 en los alquileres de vivienda habitual (extracto) (BOR 22/05/2020)

http://ias1.larioja.org/boletin/Bor_Boletin_visor_Servlet?referencia=12933192-1-
PDF-531054

Resolución de 14 de mayo de 2020, de la Consejería de Servicios Sociales y a la 
Ciudadanía, por la que se modifica la Resolución de 13 de marzo de 2020, de suspensión de 
régimen de visitas de menores con medidas de guarda de esta Entidad Pública, con la 
finalidad de adaptar el régimen de los contactos de los menores a la nueva fase 1 y 
establecer sus condiciones hasta alcanzar la nueva normalidad (BOR 20/05/2020)

https://web.larioja.org/bor-portada/boranuncio?n=12900744-4-HTML-531060-X

Decreto 19/2020, de 29 de abril, por el que se establece la gratuidad de los precios 
públicos de la EBAU durante 2020 como consecuencia de la crisis derivada del COVID-19 
(BOR 30/04/2020

http://ias1.larioja.org/boletin/Bor_Boletin_visor_Servlet?referencia=12794081-1-
PDF-530928

 

CIUDAD AUTÓNOMA DE MELILLA

ORDEN nº 700 de fecha 13 de abril de 2020, relativa a la adaptación del régimen de 
pagos de las viviendas gestionadas por envismesa a la pandemia covid-19 (BOME 
17/04/2020).

http://www.melilla.es/mandar.php/n/12/4428/5748_628.pdf

ACUERDO DEL CONSEJO DE GOBIERNO DE FECHA 3 DE ABRIL DE 2020, 
RELATIVO A LA CONCESIÓN DE SUBVENCIÓN DIRECTA A CRUZ ROJA PARA 
MONTAJE DE PUESTO SANITARIO PARA PERSONAS SIN HOGAR Y PARA PERSONAS 
CONFINADAS EN LAS INSTALACIONES DEL COMPLEJO V PINO.(BOME 21/04/2020)

https://bomemelilla.es/bome/BOME-B-2020-5749/articulo/245#
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§ 2

Constitución Española. [Inclusión parcial]

Cortes Generales
«BOE» núm. 311, de 29 de diciembre de 1978
Última modificación: 27 de septiembre de 2011

Referencia: BOE-A-1978-31229

TÍTULO PRELIMINAR

[ . . . ]

Artículo 9.  
1. Los ciudadanos y los poderes públicos están sujetos a la Constitución y al resto del 

ordenamiento jurídico.
2. Corresponde a los poderes públicos promover las condiciones para que la libertad y la 

igualdad del individuo y de los grupos en que se integra sean reales y efectivas; remover los 
obstáculos que impidan o dificulten su plenitud y facilitar la participación de todos los 
ciudadanos en la vida política, económica, cultural y social.

3. La Constitución garantiza el principio de legalidad, la jerarquía normativa, la publicidad 
de las normas, la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables o 
restrictivas de derechos individuales, la seguridad jurídica, la responsabilidad y la interdicción 
de la arbitrariedad de los poderes públicos.

TÍTULO I

De los derechos y deberes fundamentales

Artículo 10.  
1. La dignidad de la persona, los derechos inviolables que le son inherentes, el libre 

desarrollo de la personalidad, el respeto a la ley y a los derechos de los demás son 
fundamento del orden político y de la paz social.

2. Las normas relativas a los derechos fundamentales y a las libertades que la 
Constitución reconoce se interpretarán de conformidad con la Declaración Universal de 
Derechos Humanos y los tratados y acuerdos internacionales sobre las mismas materias 
ratificados por España.

[ . . . ]
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CAPÍTULO SEGUNDO

Derechos y libertades

Artículo 14.  
Los españoles son iguales ante la ley, sin que pueda prevalecer discriminación alguna 

por razón de nacimiento, raza, sexo, religión, opinión o cualquier otra condición o 
circunstancia personal o social.

[ . . . ]

CAPÍTULO TERCERO

De los principios rectores de la política social y económica

Artículo 39.  
1. Los poderes públicos aseguran la protección social, económica y jurídica de la familia.
2. Los poderes públicos aseguran, asimismo, la protección integral de los hijos, iguales 

éstos ante la ley con independencia de su filiación, y de las madres, cualquiera que sea su 
estado civil. La ley posibilitará la investigación de la paternidad.

3. Los padres deben prestar asistencia de todo orden a los hijos habidos dentro o fuera 
del matrimonio, durante su minoría de edad y en los demás casos en que legalmente 
proceda.

4. Los niños gozarán de la protección prevista en los acuerdos internacionales que velan 
por sus derechos.

[ . . . ]

Artículo 41.  
Los poderes públicos mantendrán un régimen público de Seguridad Social para todos los 

ciudadanos, que garantice la asistencia y prestaciones sociales suficientes ante situaciones 
de necesidad, especialmente en caso de desempleo. La asistencia y prestaciones 
complementarias serán libres.

[ . . . ]

Artículo 43.  
1. Se reconoce el derecho a la protección de la salud.
2. Compete a los poderes públicos organizar y tutelar la salud pública a través de 

medidas preventivas y de las prestaciones y servicios necesarios. La ley establecerá los 
derechos y deberes de todos al respecto.

3. Los poderes públicos fomentarán la educación sanitaria, la educación física y el 
deporte. Asimismo facilitarán la adecuada utilización del ocio.

[ . . . ]

Artículo 47.  
Todos los españoles tienen derecho a disfrutar de una vivienda digna y adecuada. Los 

poderes públicos promoverán las condiciones necesarias y establecerán las normas 
pertinentes para hacer efectivo este derecho, regulando la utilización del suelo de acuerdo 
con el interés general para impedir la especulación. La comunidad participará en las 
plusvalías que genere la acción urbanística de los entes públicos.

[ . . . ]
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Artículo 49.  
Los poderes públicos realizarán una política de previsión, tratamiento, rehabilitación e 

integración de los disminuidos físicos, sensoriales y psíquicos a los que prestarán la atención 
especializada que requieran y los ampararán especialmente para el disfrute de los derechos 
que este Título otorga a todos los ciudadanos.

[ . . . ]

TÍTULO III

De las Cortes Generales

[ . . . ]

CAPÍTULO SEGUNDO

De la elaboración de las leyes

[ . . . ]

Artículo 86.  
1. En caso de extraordinaria y urgente necesidad, el Gobierno podrá dictar disposiciones 

legislativas provisionales que tomarán la forma de Decretos-leyes y que no podrán afectar al 
ordenamiento de las instituciones básicas del Estado, a los derechos, deberes y libertades 
de los ciudadanos regulados en el Título I, al régimen de las Comunidades Autónomas ni al 
Derecho electoral general.

2. Los Decretos-leyes deberán ser inmediatamente sometidos a debate y votación de 
totalidad al Congreso de los Diputados, convocado al efecto si no estuviere reunido, en el 
plazo de los treinta días siguientes a su promulgación. El Congreso habrá de pronunciarse 
expresamente dentro de dicho plazo sobre su convalidación o derogación, para lo cual el 
Reglamento establecerá un procedimiento especial y sumario.

3. Durante el plazo establecido en el apartado anterior, las Cortes podrán tramitarlos 
como proyectos de ley por el procedimiento de urgencia.

[ . . . ]

TÍTULO VIII

De la Organización Territorial del Estado

[ . . . ]

CAPÍTULO TERCERO

De las Comunidades Autónomas

[ . . . ]

Artículo 149.  
1. El Estado tiene competencia exclusiva sobre las siguientes materias:

1.ª La regulación de las condiciones básicas que garanticen la igualdad de todos los 
españoles en el ejercicio de los derechos y en el cumplimiento de los deberes 
constitucionales.

2.ª Nacionalidad, inmigración, emigración, extranjería y derecho de asilo.
3.ª Relaciones internacionales.
4.ª Defensa y Fuerzas Armadas.
5.ª Administración de Justicia.
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6.ª Legislación mercantil, penal y penitenciaria; legislación procesal, sin perjuicio de las 
necesarias especialidades que en este orden se deriven de las particularidades del derecho 
sustantivo de las Comunidades Autónomas.

7.ª Legislación laboral; sin perjuicio de su ejecución por los órganos de las Comunidades 
Autónomas.

8.ª Legislación civil, sin perjuicio de la conservación, modificación y desarrollo por las 
Comunidades Autónomas de los derechos civiles, forales o especiales, allí donde existan. En 
todo caso, las reglas relativas a la aplicación y eficacia de las normas jurídicas, relaciones 
jurídico-civiles relativas a las formas de matrimonio, ordenación de los registros e 
instrumentos públicos, bases de las obligaciones contractuales, normas para resolver los 
conflictos de leyes y determinación de las fuentes del Derecho, con respeto, en este último 
caso, a las normas de derecho foral o especial.

9.ª Legislación sobre propiedad intelectual e industrial.
10.ª Régimen aduanero y arancelario; comercio exterior.
11.ª Sistema monetario: divisas, cambio y convertibilidad; bases de la ordenación de 

crédito, banca y seguros.
12.ª Legislación sobre pesas y medidas, determinación de la hora oficial.
13.ª Bases y coordinación de la planificación general de la actividad económica.
14.ª Hacienda general y Deuda del Estado.
15.ª Fomento y coordinación general de la investigación científica y técnica.
16.ª Sanidad exterior. Bases y coordinación general de la sanidad. Legislación sobre 

productos farmacéuticos.
17.ª Legislación básica y régimen económico de la Seguridad Social, sin perjuicio de la 

ejecución de sus servicios por las Comunidades Autónomas.
18.ª Las bases del régimen jurídico de las Administraciones públicas y del régimen 

estatutario de sus funcionarios que, en todo caso, garantizarán a los administrados un 
tratamiento común ante ellas; el procedimiento administrativo común, sin perjuicio de las 
especialidades derivadas de la organización propia de las Comunidades Autónomas; 
legislación sobre expropiación forzosa; legislación básica sobre contratos y concesiones 
administrativas y el sistema de responsabilidad de todas las Administraciones públicas.

19.ª Pesca marítima, sin perjuicio de las competencias que en la ordenación del sector 
se atribuyan a las Comunidades Autónomas.

20.ª Marina mercante y abanderamiento de buques; iluminación de costas y señales 
marítimas; puertos de interés general; aeropuertos de interés general; control del espacio 
aéreo, tránsito y transporte aéreo, servicio meteorológico y matriculación de aeronaves.

21.ª Ferrocarriles y transportes terrestres que transcurran por el territorio de más de una 
Comunidad Autónoma; régimen general de comunicaciones; tráfico y circulación de 
vehículos a motor; correos y telecomunicaciones; cables aéreos, submarinos y 
radiocomunicación.

22.ª La legislación, ordenación y concesión de recursos y aprovechamientos hidráulicos 
cuando las aguas discurran por más de una Comunidad Autónoma, y la autorización de las 
instalaciones eléctricas cuando su aprovechamiento afecte a otra Comunidad o el transporte 
de energía salga de su ámbito territorial.

23.ª Legislación básica sobre protección del medio ambiente, sin perjuicio de las 
facultades de las Comunidades Autónomas de establecer normas adicionales de protección. 
La legislación básica sobre montes, aprovechamientos forestales y vías pecuarias.

24.ª Obras públicas de interés general o cuya realización afecte a más de una 
Comunidad Autónoma.

25.ª Bases de régimen minero y energético.
26.ª Régimen de producción, comercio, tenencia y uso de armas y explosivos.
27.ª Normas básicas del régimen de prensa, radio y televisión y, en general, de todos los 

medios de comunicación social, sin perjuicio de las facultades que en su desarrollo y 
ejecución correspondan a las Comunidades Autónomas.

28.ª Defensa del patrimonio cultural, artístico y monumental español contra la 
exportación y la expoliación; museos, bibliotecas y archivos de titularidad estatal, sin 
perjuicio de su gestión por parte de las Comunidades Autónomas.
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29.ª Seguridad pública, sin perjuicio de la posibilidad de creación de policías por las 
Comunidades Autónomas en la forma que se establezca en los respectivos Estatutos en el 
marco de lo que disponga una ley orgánica.

30.ª Regulación de las condiciones de obtención, expedición y homologación de títulos 
académicos y profesionales y normas básicas para el desarrollo del artículo 27 de la 
Constitución, a fin de garantizar el cumplimiento de las obligaciones de los poderes públicos 
en esta materia.

31.ª Estadística para fines estatales.
32.ª Autorización para la convocatoria de consultas populares por vía de referéndum.

2. Sin perjuicio de las competencias que podrán asumir las Comunidades Autónomas, el 
Estado considerará el servicio de la cultura como deber y atribución esencial y facilitará la 
comunicación cultural entre las Comunidades Autónomas, de acuerdo con ellas.

3. Las materias no atribuidas expresamente al Estado por esta Constitución podrán 
corresponder a las Comunidades Autónomas, en virtud de sus respectivos Estatutos. La 
competencia sobre las materias que no se hayan asumido por los Estatutos de Autonomía 
corresponderá al Estado, cuyas normas prevalecerán, en caso de conflicto, sobre las de las 
Comunidades Autónomas en todo lo que no esté atribuido a la exclusiva competencia de 
éstas. El derecho estatal será, en todo caso, supletorio del derecho de las Comunidades 
Autónomas.

[ . . . ]
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§ 3

Instrumento de Ratificación de la Convención sobre los derechos de 
las personas con discapacidad, hecho en Nueva York el 13 de 

diciembre de 2006. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 96, de 21 de abril de 2008
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2008-6963

[ . . . ]

CONVENCIÓN SOBRE LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS CON 
DISCAPACIDAD

Artículo 1.  Propósito.

El propósito de la presente Convención es promover, proteger y asegurar el goce pleno y 
en condiciones de igualdad de todos los derechos humanos y libertades fundamentales por 
todas las personas con discapacidad, y promover el respeto de su dignidad inherente.

Las personas con discapacidad incluyen a aquellas que tengan deficiencias físicas, 
mentales, intelectuales o sensoriales a largo plazo que, al interactuar con diversas barreras, 
puedan impedir su participación plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones 
con las demás.

[ . . . ]

Artículo 11.  Situaciones de riesgo y emergencias humanitarias.

Los Estados Partes adoptarán, en virtud de las responsabilidades que les corresponden 
con arreglo al derecho internacional, y en concreto el derecho internacional humanitario y el 
derecho internacional de los derechos humanos, todas las medidas necesarias para 
garantizar la seguridad y la protección de las personas con discapacidad en situaciones de 
riesgo, incluidas situaciones de conflicto armado, emergencias humanitarias y desastres 
naturales.

[ . . . ]
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§ 4

Real Decreto Legislativo 1/2013, de 29 de noviembre, por el que se 
aprueba el Texto Refundido de la Ley General de derechos de las 
personas con discapacidad y de su inclusión social. [Inclusión parcial]

Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad
«BOE» núm. 289, de 3 de diciembre de 2013
Última modificación: 9 de noviembre de 2017

Referencia: BOE-A-2013-12632

TÍTULO PRELIMINAR

Disposiciones generales

CAPÍTULO I

Objeto, definiciones y principios

Artículo 1.  Objeto de esta ley.

Esta ley tiene por objeto:

a) Garantizar el derecho a la igualdad de oportunidades y de trato, así como el ejercicio 
real y efectivo de derechos por parte de las personas con discapacidad en igualdad de 
condiciones respecto del resto de ciudadanos y ciudadanas, a través de la promoción de la 
autonomía personal, de la accesibilidad universal, del acceso al empleo, de la inclusión en la 
comunidad y la vida independiente y de la erradicación de toda forma de discriminación, 
conforme a los artículos 9.2, 10, 14 y 49 de la Constitución Española y a la Convención 
Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad y los tratados y 
acuerdos internacionales ratificados por España.

b) Establecer el régimen de infracciones y sanciones que garantizan las condiciones 
básicas en materia de igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal 
de las personas con discapacidad.

[ . . . ]

TÍTULO I

Derechos y obligaciones

Artículo 7.  Derecho a la igualdad.

1. Las personas con discapacidad tienen los mismos derechos que los demás 
ciudadanos conforme a nuestro ordenamiento jurídico.
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2. Para hacer efectivo este derecho a la igualdad, las administraciones públicas 
promoverán las medidas necesarias para que el ejercicio en igualdad de condiciones de los 
derechos de las personas con discapacidad sea real y efectivo en todos los ámbitos de la 
vida.

3. Las administraciones públicas protegerán de forma especialmente intensa los 
derechos de las personas con discapacidad en materia de igualdad entre mujeres y 
hombres, salud, empleo, protección social, educación, tutela judicial efectiva, movilidad, 
comunicación, información y acceso a la cultura, al deporte, al ocio así como de participación 
en los asuntos públicos, en los términos previstos en este Título y demás normativa que sea 
de aplicación.

4. Asimismo, las administraciones públicas protegerán de manera singularmente intensa 
a aquellas personas o grupo de personas especialmente vulnerables a la discriminación 
múltiple como las niñas, niños y mujeres con discapacidad, mayores con discapacidad, 
mujeres con discapacidad víctimas de violencia de género, personas con pluridiscapacidad u 
otras personas con discapacidad integrantes de minorías.

[ . . . ]
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§ 5

Real Decreto-ley 20/2020, de 29 de mayo, por el que se establece el 
ingreso mínimo vital

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 154, de 1 de junio de 2020
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2020-5493

I

España se encuentra entre los países de la Unión Europea con una distribución de la 
renta entre hogares más desigual. Aunque la reciente recesión económica deterioró 
especialmente los ingresos de los hogares con menos recursos, la alta desigualdad en 
España precede a los años de recesión, y la recuperación experimentada desde 2013 no la 
ha corregido sustancialmente. En 2018, el último año para el que Eurostat ofrece datos 
comparados, el coeficiente de Gini en España es casi tres puntos superior a la media de la 
Unión Europea, y los ingresos del veinte por ciento de los hogares de renta más baja 
representan solo una sexta parte de los ingresos del veinte por ciento con renta más alta, 
mientras en la Unión Europea esta proporción es solo de una quinta parte.

Estos altos niveles de desigualdad en España se acentúan entre las rentas más bajas de 
la distribución de ingresos, lo que hace que las tasas de pobreza extrema sean 
particularmente altas, incluso para el grado de desigualdad agregada del país. De acuerdo 
con la definición del INE y de Eurostat (personas que viven en hogares donde la renta 
disponible por unidad de consumo es inferior al 60 por ciento de la mediana de la renta 
nacional), en España 9,9 millones de personas (21 por ciento) en 4 millones de hogares se 
encuentran en riesgo de pobreza. Esta alta tasa de pobreza tiene una importante dimensión 
generacional, también persistente en el tiempo. Según los últimos datos de la Encuesta de 
Condiciones de Vida del Instituto Nacional de Estadística, más del 26 por ciento de los niños 
de menos de 16 años viven en hogares con ingresos inferiores al umbral de la pobreza, una 
situación que se agrava aún más en los hogares monoparentales, particularmente 
vulnerables además a la volatilidad de ingresos.

Aunque las causas de estas altas tasas de desigualdad y pobreza son múltiples, un 
factor común es el débil efecto redistributivo del conjunto de la intervención del Estado en 
España en comparación con la mayoría de los países de nuestro entorno. Dicha debilidad 
deriva en parte del menor desarrollo y financiación de partidas con claro impacto 
redistributivo (en especial la ausencia de una política estatal de garantía última de ingresos, 
como existe en la mayor parte de los países europeos), y en parte también por el diseño 
concreto que han tomado las políticas públicas.

Ante esta realidad, han sido las comunidades y ciudades con Estatuto de Autonomía las 
que han ido configurando diferentes modelos de políticas de rentas mínimas. Estos sistemas 
han desempeñado un papel muy relevante para la atención de las personas en situación de 
vulnerabilidad, tanto en los momentos de crisis económica como en las etapas de 
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crecimiento. Sin embargo, se trata de modelos muy diferentes entre sí, con variaciones muy 
sustanciales en su diseño, y especialmente en sus grados de cobertura y nivel de protección. 
El resultado ha sido una heterogeneidad significativa en el acceso a las prestaciones 
sociales de las personas en situación de necesidad, muchas de las cuales continúan sin ser 
suficientemente cubiertas por nuestro Estado del bienestar.

Estas debilidades del sistema de garantía de ingresos español han sido puestas de 
manifiesto de manera recurrente en informes y recomendaciones procedentes de las 
instituciones europeas. Así, en la recomendación del Consejo relativa al Programa Nacional 
de Reformas de 2018 de España, se afirma que «el impacto de las transferencias sociales 
en la reducción de la pobreza está por debajo de la media europea y está bajando. Los 
programas de garantía de rentas están marcados por grandes disparidades en las 
condiciones de acceso y entre regiones, y por la fragmentación de los programas destinados 
a diferentes grupos de individuos en búsqueda de empleo y gestionados por diferentes 
administraciones» (punto 12). En la Recomendación de 2019, se afirma que «la proporción 
de personas en riesgo de pobreza y exclusión social, así como la desigualdad de ingresos 
sigue estando por encima de la media de la Unión (…). La pobreza infantil, aunque se está 
reduciendo, sigue siendo muy alta. La capacidad de las transferencias sociales diferentes de 
las pensiones para reducir la pobreza sigue siendo de las más bajas de la Unión, 
especialmente entre los niños. El gasto social en hogares con niños como proporción del PIB 
es uno de los más bajos de la UE y está mal focalizado. (…) Mientras tanto, los sistemas de 
ingresos mínimos regionales presentan grandes disparidades en las condiciones de acceso, 
cobertura y suficiencia (…). Como resultado, muchos de los que están en situación de 
necesidad no reciben apoyo» (punto 14).

También en el marco comunitario, el Pilar Europeo de Derechos Sociales, adoptado en 
la Cumbre social en favor del empleo justo y el crecimiento celebrada en Gotemburgo en 
noviembre de 2017, pretende dar a los ciudadanos europeos unos derechos sociales nuevos 
y más efectivos. Este Pilar Europeo de Derechos Sociales establece veinte principios 
fundamentales, uno de los cuales (principio 14) está dedicado a la renta mínima, señalando 
que: «Toda persona que carezca de recursos suficientes tiene derecho a unas prestaciones 
de renta mínima adecuadas que garanticen una vida digna a lo largo de todas las etapas de 
la vida, así como el acceso a bienes y servicios de capacitación. Para las personas que 
pueden trabajar, las prestaciones de renta mínima deben combinarse con incentivos a la 
(re)integración en el mercado laboral».

Junto a estas recomendaciones procedentes del ámbito comunitario, múltiples estudios y 
reflexiones han contribuido en los últimos años al debate nacional sobre las carencias del 
modelo español de garantía de ingresos. Con el objeto de analizar el sistema de garantía de 
ingresos en nuestro país, así como sus necesidades de reforma, en el año 2016, en el marco 
del Programa para el Empleo y la Innovación Social de la Unión Europea (eje «Progreso»), 
el Gobierno de España, a través del entonces Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e 
Igualdad, elaboró el informe denominado «El sistema de garantía de ingresos en España: 
tendencias, resultados y necesidades de reforma». Entre otros elementos, este informe 
señalaba que el mapa de rentas mínimas en España se caracteriza por la diversidad 
territorial, debido a que su desarrollo normativo y financiación dependen de cada una de las 
comunidades autónomas. La diversa naturaleza de la norma, las denominaciones, 
flexibilidad de los requisitos de acceso o intensidad protectora dependen, en buena parte, del 
modelo de inclusión del territorio en términos de reconocimiento de derecho, desarrollo de 
planes de inclusión, compromiso institucional o participación de distintos niveles 
administrativos, departamentos y gestores de programas.

En febrero de 2017, el Parlamento español tomó en consideración una Iniciativa 
Legislativa Popular, a propuesta de los sindicatos Unión General de Trabajadores y 
Comisiones Obreras, con el objetivo de establecer una prestación de ingresos mínimos. Se 
trata de la primera propuesta relevante en este ámbito, que, sin duda, supuso un fuerte 
impulso para el desarrollo del ingreso mínimo vital.

El 2 de marzo de 2018, el Consejo de Ministros aprobó encargar a la Autoridad 
Independiente de Responsabilidad Fiscal (AIReF) la realización de un análisis sobre 
prestaciones de ingresos mínimos, que se materializó en un estudio titulado «Los programas 
de rentas mínimas en España».
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Entre otros elementos, el estudio elaborado por la Autoridad Independiente de 
Responsabilidad Fiscal señalaba que, a diferencia de lo que ocurre en la mayoría de los 
países europeos, España no cuenta con una prestación que cubra el riesgo general de 
pobreza. Asimismo, ponía de relieve que el sistema de ingresos mínimos en España está 
fraccionado y presenta disparidades territoriales. Con carácter general las cuantías son bajas 
y falta cobertura.

El estudio advertía que los programas de rentas mínimas pueden generar desincentivos 
a la incorporación al mercado laboral, especialmente cuando una de las condiciones de 
elegibilidad es ser desempleado y que uno de los retos más complejos a los que se 
enfrentan estos programas es el crecimiento en todos los países del porcentaje de 
trabajadores que reciben remuneraciones inferiores al umbral de pobreza.

Por otra parte, con el fin de prevenir y luchar contra la pobreza y la exclusión social en 
España, por Acuerdo del Consejo de Ministros de 22 de marzo de 2019 se aprobó la 
Estrategia Nacional de Prevención y Lucha contra la Pobreza y la Exclusión Social 
2019-2023. Entre otros elementos, la estrategia identifica la reducción de la desigualdad de 
rentas entre los principales desafíos de las sociedades europeas y en España en particular.

II

La necesidad de la puesta en marcha del ingreso mínimo vital como política destinada a 
corregir estos problemas se ha visto acelerada por la crisis sanitaria del COVID-19 y el 
estado de alarma declarado por el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo.

Ante la gravedad de la crisis y la rápida evolución de los contagios, el Congreso de los 
Diputados, previo Acuerdo del Consejo de Ministros, ha aprobado la prórroga del estado de 
alarma en cinco ocasiones, a través de los Reales Decretos 476/2020, de 27 de marzo, 
487/2020, de 10 de abril, 492/2020, de 24 de abril, 514/2020, de 8 de mayo y 537/2020, de 
22 de mayo.

Las medidas sanitarias de contención han supuesto la restricción de la movilidad y la 
paralización de numerosos sectores de la economía española, con el consiguiente efecto 
negativo para la renta de los hogares, los autónomos y las empresas.

En este contexto el Gobierno de España ha venido adoptando una serie de medidas 
urgentes orientadas tanto a frenar el avance de la pandemia, como a mitigar los profundos 
efectos económicos y sociales que la crisis sanitaria está generando en nuestro país.

Más allá del impacto directo sobre la actividad económica, la pandemia ha desembocado 
en una profunda crisis social, que afecta especialmente a las personas en situación de 
vulnerabilidad.

Las situaciones de crisis proyectan sus efectos más perjudiciales sobre la población más 
vulnerable e insegura, que no goza de una estabilidad permanente en sus ingresos, y que 
además está insuficientemente atendida por la mayor parte de las políticas sociales, 
vinculadas a la existencia de relaciones estables de empleo.

Por tanto, a la vista de lo expuesto anteriormente, la situación de pobreza y desigualdad 
existente en España y el incremento de la vulnerabilidad económica y social ocasionado por 
el COVID-19, exigen la puesta en marcha con carácter urgente de un mecanismo de 
garantía de ingresos de ámbito nacional. Este mecanismo, articulado a partir del mandato 
que el artículo 41 de la Constitución Española otorga al régimen público de Seguridad Social 
para garantizar la asistencia y prestaciones suficientes ante situaciones de necesidad, 
asegura un determinado nivel de rentas a todos los hogares en situación de vulnerabilidad 
con independencia del lugar de residencia. A esta finalidad responde la presente disposición, 
aprobando el ingreso mínimo vital como prestación económica de la Seguridad Social en su 
modalidad no contributiva.

III

Esta prestación nace con el objetivo principal de garantizar, a través de la satisfacción de 
unas condiciones materiales mínimas, la participación plena de toda la ciudadanía en la vida 
social y económica, rompiendo el vínculo entre ausencia estructural de recursos y falta de 
acceso a oportunidades en los ámbitos laboral, educativo, o social de los individuos. La 
prestación no es por tanto un fin en sí misma, sino una herramienta para facilitar la transición 
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de los individuos desde la exclusión social que les impone la ausencia de recursos hacia una 
situación en la que se puedan desarrollar con plenitud en la sociedad. Aunque la situación de 
privación económica que sufren las personas a las que va dirigida esta medida esté en el 
origen de su situación de vulnerabilidad, la forma concreta que tomará su inclusión social 
variará en función de las características de cada individuo: para algunos, será el acceso a 
oportunidades educativas, para otros, la incorporación al mercado de trabajo o, la solución a 
una condición sanitaria determinada. Este objetivo de inclusión condiciona de manera central 
el diseño de la prestación, que, incorporando las mejores prácticas internacionales, introduce 
un sistema de incentivos buscando evitar la generación de lo que los expertos en política 
social han llamado «trampas de pobreza», esto es, que la mera existencia de prestación 
inhiba el objetivo de inclusión social y económica de los receptores. Para aplicar este 
sistema de incentivos, resulta fundamental la cooperación con las comunidades autónomas y 
entidades locales en el despliegue de unos itinerarios de inclusión flexibles y adaptados a 
cada situación para los beneficiarios del ingreso mínimo vital, dado que, en el ejercicio de 
sus competencias, pueden acceder de manera más directa a las realidades concretas de los 
perceptores a través de los servicios sociales, pieza clave en la articulación del sistema. El 
sector privado también será copartícipe del diseño de estos itinerarios de inclusión, 
estableciéndose un Sello de Inclusión Social que acredite a todas aquellas empresas que 
ofrezcan oportunidades de empleo y formación a los perceptores del ingreso mínimo vital.

La centralidad del objetivo de inclusión que subyace a la norma exigirá que los efectos 
de la prestación tendrán que ser permanente y rigurosamente evaluados una vez sea puesta 
en marcha.

Así entendido, el ingreso mínimo vital no es una política dirigida a grupos o individuos 
concretos, sino que, atendiendo a aquellos que en un momento determinado sufren 
situaciones de exclusión y vulnerabilidad, protege de forma estructural a la sociedad en su 
conjunto. Esta política actuará así como un seguro colectivo frente a los retos que nuestras 
sociedades enfrentarán en el futuro próximo: carreras laborales más inciertas, nuevas 
vulnerabilidades como la puesta de manifiesto por la crisis de COVID-19, transformaciones 
económicas asociadas a la robotización o el cambio climático, y en general una mayor 
volatilidad en los ingresos y los empleos, problemas frente a los que casi nadie será inmune, 
pero que afectarán especialmente a los grupos sociales más vulnerables.

Con el objetivo de evitar duplicidades de cara al ciudadano y en aras de una mayor 
efectividad de la política, la puesta en marcha del ingreso mínimo vital exigirá también una 
progresiva reordenación del conjunto de ayudas estatales cuyos objetivos se solapan con los 
de esta nueva política. Este proceso de reajuste se iniciará con la eliminación de la actual 
prestación de la Seguridad Social por hijo o menor acogido a cargo sin discapacidad o con 
discapacidad inferior al 33 por ciento.

La progresiva reorganización de las prestaciones no contributivas que deberá abordarse 
en los próximos años permitirá una focalización en colectivos particularmente vulnerables 
que contribuya a una mayor redistribución de la renta y la riqueza en nuestro país.

El modelo de gobernanza compartida que se prefigura en esta norma, en la que de 
forma articulada y coordinada participan las comunidades autónomas y las entidades 
locales, persigue un doble objetivo. Por un lado, lograr un despliegue más efectivo de la 
política de cara al ciudadano. La evaluación de los programas de sostenimiento de rentas en 
otros contextos ha identificado como uno de los problemas recurrentes el hecho de que 
muchos de sus potenciales beneficiarios acaban no accediendo a ellos, bien por la 
complejidad de los procedimientos, la naturaleza de los colectivos a los que va dirigido, o 
una combinación de estos factores. La implicación de comunidades autónomas y entidades 
locales, con especial protagonismo de los servicios sociales, junto al papel del tercer sector, 
busca maximizar la capilaridad institucional para llegar por diferentes canales a todos los 
posibles solicitantes, con el objeto de minimizar los problemas de acceso a la política 
pública.

En segundo lugar, la implicación de comunidades autónomas y entidades locales en el 
despliegue de la política persigue consolidar la necesaria implicación de todas las 
instituciones en el compromiso común de lucha contra la pobreza y las desigualdades en 
todo el territorio, engarzando el legítimo ejercicio del autogobierno en el ámbito de las 
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políticas sociales de las comunidades autónomas con la provisión colectiva de una red de 
protección mínima y común de ingresos garantizada por la Seguridad Social.

Finalmente, la colaboración en el diseño y la gestión del ingreso mínimo vital entre el 
Instituto Nacional de la Seguridad Social y la Secretaría General de Objetivos y Políticas de 
Inclusión y Previsión Social, por parte del Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y 
Migraciones, y la Agencia Estatal de Administración Tributaria, por parte del Ministerio de 
Hacienda, constituye un paso decisivo hacia un modelo de política social construido sobre la 
base de una visión integral de la Hacienda pública comprensiva tanto de los tributos como de 
las prestaciones monetarias, de tal forma que los ciudadanos, en función de su capacidad 
económica y sus necesidades vitales, sean contribuyentes en el Impuesto sobre la Renta de 
las Personas Físicas o perceptores de ayudas monetarias evitando redundancias, 
contradicciones e inequidades.

IV

Desde una perspectiva de análisis de la evolución del sistema de Seguridad Social, la 
creación del ingreso mínimo vital constituye un hito histórico que viene a equilibrar la 
configuración de un modelo integrado por una doble esfera, contributiva y no contributiva, en 
el que esta segunda ha sido hasta ahora un elemento secundario. De ahí la importancia de 
la configuración del ingreso mínimo vital como prestación no contributiva de la Seguridad 
Social.

A partir del artículo 41 de nuestra Constitución, la doctrina constitucional concibe la 
Seguridad Social como una «función del Estado» (STC 37/1994). De un lado, el Tribunal 
Constitucional pone de manifiesto la estrecha vinculación de este precepto con el artículo 1 
del mismo texto constitucional en el que se reconoce el carácter social de nuestro Estado 
que propugna la justicia como valor superior de nuestro ordenamiento; así como su conexión 
con el artículo 9.2 en el que se recoge el mandato de promoción de la igualdad y de 
remoción de los obstáculos que la dificultan.

De otro lado, esta caracterización como función del Estado supone que la Seguridad 
Social ocupa «… una posición decisiva en el remedio de situaciones de necesidad…», con la 
particularidad de que la identificación de tales situaciones y el modo en el que se articula su 
protección se ha de hacer «… teniendo en cuenta el contexto general en que se produzcan, 
y en conexión con las circunstancias económicas, las disponibilidades del momento y las 
necesidades de los diversos grupos sociales» (STC 65/1987).

De lo anterior puede deducirse la trascendencia que para la sociedad española tiene la 
aprobación del ingreso mínimo vital. Porque, más allá de la dimensión coyuntural que una 
medida como esta tiene en el actual contexto de crisis provocado por la pandemia, la nueva 
prestación se integra con vocación estructural dentro de nuestro sistema de Seguridad 
Social reforzando decisivamente su contenido como garantía institucional «… cuya 
preservación se juzga indispensable para asegurar los principios constitucionales» (STC 
32/1981).

V

El real decreto-ley se estructura en nueve capítulos, treinta y siete artículos, cinco 
disposiciones adicionales, siete disposiciones transitorias, una disposición derogatoria, once 
disposiciones finales y dos anexos.

El capítulo I recoge las disposiciones generales del ingreso mínimo vital, regulando el 
objeto, el concepto y naturaleza, así como sus características.

El principal objetivo del ingreso mínimo vital será la reducción de la pobreza, 
especialmente la pobreza extrema, y la redistribución de la riqueza. Al asegurar un 
determinado nivel de renta con independencia del lugar de residencia, esta prestación de la 
Seguridad Social promoverá la igualdad efectiva de todos los españoles.

El capítulo II se ocupa del ámbito subjetivo del ingreso mínimo vital.
Podrán ser beneficiarias del ingreso mínimo vital las personas que vivan solas o los 

integrantes de una unidad de convivencia que, con carácter general, estará formada por dos 
o más personas que residan en la misma vivienda y que estén unidas entre sí por 
consanguinidad o afinidad hasta el segundo grado, si bien se establecen excepciones para 
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contemplar determinados supuestos, como es el caso de las personas que sin tener vínculos 
familiares comparten vivienda por situación de necesidad. En todo caso, para tener la 
condición de beneficiario, se exigen una serie de requisitos para el acceso y el 
mantenimiento del derecho a la prestación.

Se regula también la figura del titular de la prestación, que serán las personas con plena 
capacidad de obrar que la soliciten y la perciban, en nombre propio o en nombre de una 
unidad de convivencia, asumiendo también, en este último caso, la representación de la 
unidad de convivencia.

En todo caso el derecho a la prestación se configura en función de la situación de 
vulnerabilidad económica. A estos efectos, se va a considerar que se da esta situación 
cuando el promedio mensual del conjunto de ingresos y rentas anuales computables de la 
persona beneficiaria individual o del conjunto de miembros de la unidad de convivencia, 
correspondientes al ejercicio anterior, sea al menos 10 euros inferior al nivel de renta 
garantizada para cada supuesto previsto, en función de las características de la persona 
beneficiaria individual o la unidad de convivencia, requiriéndose además que su patrimonio, 
excluida la vivienda habitual, sea inferior a los límites establecidos en el real decreto-ley.

Se prevé, por último, el régimen de compatibilidad del ingreso mínimo vital con el 
empleo, de forma que la percepción de esta prestación no desincentive la participación en el 
mercado laboral.

El capítulo III se ocupa de la acción protectora.
El ingreso mínimo vital es una prestación económica de periodicidad mensual que cubre 

la diferencia entre el conjunto de ingresos que ha recibido el hogar unipersonal o la unidad 
de convivencia durante el año anterior y la renta garantizada determinada por el real decreto-
ley para cada supuesto, que, para el ejercicio 2020, se deduce de aplicar la escala 
establecida en el anexo I del real decreto-ley.

La renta garantizada para un hogar unipersonal es el equivalente al 100 por ciento del 
importe anual de las pensiones no contributivas de la Seguridad Social vigente en cada 
momento, dividido por 12. El importe de la renta garantizada se incrementa en función de la 
composición de la unidad de convivencia mediante la aplicación de unas escalas de 
incrementos.

El ingreso mínimo vital protege especialmente a los hogares monoparentales, 
estableciendo un complemento de monoparentalidad del 22 por ciento de la cuantía mensual 
de la pensión no contributiva unipersonal. Asimismo, protege de manera más intensa a la 
infancia, al establecer escalas de equivalencia para los menores superiores a las utilizadas 
habitualmente en este tipo de prestaciones.

Con el fin de garantizar un determinado nivel de ingresos a los hogares en situación de 
vulnerabilidad, el ingreso mínimo vital tiene carácter indefinido y se mantendrá siempre y 
cuando subsistan las causas que motivaron su concesión.

En este capítulo se determinan asimismo las causas de suspensión y extinción del 
derecho, las incompatibilidades y el reintegro de las prestaciones indebidas. Por otra parte, 
se definen los conceptos de renta y de patrimonio que se tendrán en cuenta para el cómputo 
de los ingresos y de la situación patrimonial, a partir de lo cual se determinará el derecho a la 
prestación del ingreso mínimo vital.

En el cómputo de ingresos quedan expresamente excluidas las prestaciones 
autonómicas concedidas en concepto de rentas mínimas. Por tanto, el ingreso mínimo vital 
se configura como una prestación «suelo» que se hace compatible con las prestaciones 
autonómicas que las comunidades autónomas, en el ejercicio de sus competencias 
estatutarias, puedan conceder en concepto de rentas mínimas, tanto en términos de 
cobertura como de generosidad. De esta forma, el diseño del ingreso mínimo vital, 
respetando el principio de autonomía política, permite a las comunidades autónomas 
modular su acción protectora para adecuarla a las peculiaridades de su territorio, al tiempo 
que preserva su papel como última red de protección asistencial.

Finalmente, se recogen los mecanismos para acreditar el cumplimiento de los requisitos 
de acceso a la prestación.

El capítulo IV regula el procedimiento para la solicitud, el inicio de la tramitación y 
resolución del ingreso mínimo vital.
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Con el objeto de facilitar la presentación de la solicitud se habilitarán diferentes canales a 
disposición de los ciudadanos. Asimismo, se podrán suscribir convenios con las 
comunidades autónomas y entidades locales para la presentación de las solicitudes e 
iniciación y tramitación del expediente, por su proximidad y conocimiento de la realidad 
social de su territorio.

El Instituto Nacional de la Seguridad Social será el competente para el reconocimiento y 
control de la prestación, sin perjuicio de la posibilidad de suscribir convenios y de las 
disposiciones adicionales cuarta y quinta. La tramitación del procedimiento se realizará por 
medios telemáticos.

El capítulo V regula la cooperación entre las administraciones públicas.
Se contempla la promoción de estrategias de inclusión de las personas beneficiarias del 

ingreso mínimo vital, en coordinación con todas las administraciones involucradas. 
Asimismo, se prevé la firma de convenios con otros órganos de la administración, con 
comunidades autónomas y entidades locales, pudiendo estos convenios regir la cooperación 
en el procedimiento administrativo, en el desarrollo de estrategias de inclusión o en cualquier 
otro ámbito de relevancia para los fines del ingreso mínimo vital.

El real decreto-ley crea la Comisión de seguimiento del ingreso mínimo vital, como 
órgano de cooperación con las comunidades autónomas y entidades locales en materia de 
inclusión, así como el Consejo consultivo del ingreso mínimo vital, como órgano de consulta 
y participación con las entidades del Tercer Sector de Acción Social y las organizaciones 
sindicales y empresariales.

El capítulo VI determina el régimen de financiación del ingreso mínimo vital, que se 
realizará a cargo del Estado mediante la correspondiente transferencia a los presupuestos 
de la Seguridad Social.

Los capítulos VII y VIII establecen, respectivamente, el régimen de obligaciones y el de 
infracciones y sanciones.

La economía informal perjudica tanto a las personas que trabajan de esta forma, que en 
determinados momentos de su vida se encontrarán sin la protección social necesaria por la 
falta de cotización previa, como a la sociedad en su conjunto por la menor recaudación 
impositiva y, por tanto, la merma de la capacidad del Estado para el desarrollo de las 
políticas públicas.

El ingreso mínimo vital, al ser compatible con los rendimientos del trabajo y estar 
acompañado de un mecanismo incentivador al empleo, así como de las obligaciones de los 
beneficiarios de participar en las estrategias de inclusión que promueva el Ministerio de 
Inclusión, Seguridad Social y Migraciones, y de figurar como demandantes de empleo en 
caso de no trabajar, brindará la oportunidad de incorporarse a la economía formal a 
personas y colectivos que tradicionalmente han venido trabajando fuera de este ámbito. La 
incorporación al trabajo formal y el disfrute de los beneficios sociales y económicos que esto 
supone actuará en muchos casos como barrera para la vuelta de estas personas a la 
economía informal, con los beneficios individuales y colectivos que ello comporta para la 
sociedad en su conjunto.

En el caso del trabajo por cuenta ajena, la economía informal no sería posible sin la 
colaboración necesaria de aquellos empresarios que, con esta forma de actuar, persiguen 
eludir impuestos y reducir los costes laborales de su actividad. Por este motivo, la lucha 
contra la economía informal debe desarrollarse en un doble ámbito: tanto por el lado de los 
trabajadores, como por el lado de los empresarios que ostentan en esta ocasión la figura del 
cooperador necesario, sin la cual la infracción no sería posible. Por tanto, la reducción de la 
economía informal requiere necesariamente de la equiparación del autor de la infracción con 
el cooperador necesario, en este caso el empresario, a la hora de imponer la sanción.

En este sentido, el real decreto-ley establece que tanto las personas titulares y 
beneficiarias del derecho que hayan cometido la infracción, como aquellas otras que 
hubiesen cooperado en su comisión, serán responsables de las infracciones tipificadas en el 
real decreto-ley.

Asimismo, y con idéntica finalidad, se establecen sanciones accesorias como la extinción 
del derecho o la imposibilidad de resultar beneficiario a futuro, sin perjuicio del necesario 
reintegro de las cantidades indebidamente percibidas, para los casos de falseamiento, 
ocultación fraudulenta de cambios en la situación o cualquier otra actuación fraudulenta que 
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den lugar al acceso indebido a la prestación, a su mantenimiento o a un aumento indebido 
de su importe.

El capítulo IX regula el régimen de control financiero de esta prestación.
La disposición adicional primera incluye un mandato a regular reglamentariamente el 

Sello de Inclusión Social, con el que se distinguirá a aquellos empleadores de beneficiarios 
del ingreso mínimo vital que contribuyan al tránsito de los beneficiarios del ingreso mínimo 
vital desde una situación de riesgo de pobreza y exclusión a la participación activa en la 
sociedad.

La disposición adicional segunda prevé la inclusión de las prestaciones del ingreso 
mínimo vital en el Registro de Prestaciones Sociales Públicas.

La disposición adicional tercera regula el crédito extraordinario en el Presupuesto del 
Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones para financiar el ingreso mínimo vital 
en el ejercicio 2020.

La disposición adicional cuarta contempla el estudio por parte del Gobierno de la 
celebración de convenios con comunidades autónomas que contemplen fórmulas de gestión 
de la prestación.

La disposición adicional quinta regula la aplicación del real decreto-ley en los territorios 
forales, en atención a la especificidad de las Haciendas Forales. Así, se contempla que 
dichos territorios asuman las funciones y servicios que el real decreto-ley atribuye al Instituto 
Nacional de Seguridad Social y se prevé que, mientras no se asuman dichas funciones, se 
firme una encomienda de gestión.

La disposición transitoria primera determina la prestación transitoria del ingreso mínimo 
vital durante 2020, para los beneficiarios de la asignación económica por hijo o menor a 
cargo, sin discapacidad o con discapacidad inferior al 33 por ciento, que cumplan 
determinados requisitos y cuya asignación económica sea inferior al importe de la prestación 
del ingreso mínimo vital.

A partir del 31 de diciembre de 2020, los beneficiarios que mantengan los requisitos que 
dieron lugar al reconocimiento de la prestación transitoria, pasarán a ser beneficiarios del 
ingreso mínimo vital. Apreciándose en estos momentos circunstancias de extraordinaria 
necesidad derivadas de la crisis sanitaria que requieren su cobertura urgente, el Instituto 
Nacional de la Seguridad Social reconocerá la prestación transitoria de ingreso mínimo vital 
a los actuales beneficiarios de la prestación económica por hijo o menor a cargo del sistema 
de la Seguridad Social que reúnan determinados requisitos. Para la comprobación de dichos 
requisitos, de forma extraordinaria, como excepción al artículo 95.1 k) de la Ley 58/2003, de 
17 de diciembre, General Tributaria, no se considerará necesario recabar el consentimiento 
para la tramitación de la prestación económica por hijo o menor a cargo, en tanto en cuanto 
la prestación transitoria de ingreso mínimo vital supone una mejora en la misma.

La disposición transitoria segunda regula el día a partir del cual podrán presentarse 
solicitudes y el momento a partir del cual se devenga la prestación.

La disposición transitoria tercera prevé un procedimiento excepcional relacionado 
directamente con la situación económica generada a raíz de la pandemia del COVID-19, que 
tiene por objeto asegurar que el ingreso mínimo vital llegue con urgencia a las personas y 
hogares que más lo necesitan y que más están padeciendo las consecuencias de la crisis. 
Así, se permite el reconocimiento de la prestación para las solicitudes cursadas durante 
2020 teniendo en cuenta la situación de ingresos durante este año, en lugar de los ingresos 
del año anterior, al objeto de poder tener en cuenta las situaciones de vulnerabilidad 
generadas por las consecuencias económicas y sociales que está ocasionando el 
COVID-19. En particular, a efectos de acreditar provisionalmente el cumplimiento del 
requisito de rentas, se considerarán los ingresos que haya tenido la persona o unidad de 
convivencia durante este año, siempre y cuando en el ejercicio anterior no supere la mitad 
de los límites de patrimonio establecidos de forma general para las citadas unidades de 
convivencia y cuyos ingresos no superen en más del 50 por ciento de los límites 
establecidos para toda la unidad de convivencia en el ejercicio 2019 en los términos 
establecidos en el presente real decreto-ley.

La disposición transitoria cuarta prevé que, hasta el 31 de diciembre y con carácter 
excepcional, el control sobre el reconocimiento del derecho y de la obligación de los 
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expedientes de la prestación no contributiva de ingreso mínimo vital será exclusivamente la 
de control financiero permanente.

La urgente necesidad de proceder al pago de estas prestaciones, ante la necesidad 
social derivada de la crisis del COVID-19, hace que los plazos de implementación sean 
extraordinariamente breves, dificultando el desarrollo de los sistemas informáticos 
adecuados, así como reordenar los procedimientos de control.

La disposición transitoria quinta, por su parte, regula una exención del pago de precios 
públicos por servicios académicos universitarios del curso académico 2020/2021 para 
aquellos a quienes se reconozca la prestación del ingreso mínimo vital entre los meses de 
junio y diciembre de 2020 y, habiendo solicitado una beca de la Administración General del 
Estado para cursar estudios postobligatorios no la obtengan por superar los umbrales de 
renta y patrimonio. La situación socioeconómica provocada por la COVID-19 justifica la 
adopción de medidas para fomentar el acceso a la enseñanza superior pública. La obtención 
de una beca para la realización de estudios conducentes a la obtención de un título 
universitario de carácter oficial lleva aparejada, con carácter general, la exención del pago de 
los precios públicos por dichos servicios académicos. Sin embargo, el contexto actual 
demanda medidas extraordinarias para evitar el abandono escolar de personas que se 
hayan visto gravemente afectadas por la pandemia.

La disposición transitoria sexta regula el régimen de financiación del ingreso mínimo vital 
durante 2020, especificando que se dotarán, mediante modificación presupuestaria, los 
créditos presupuestarios que resulten adecuados para la financiación del ingreso mínimo 
vital.

La disposición transitoria séptima regula la integración de la prestación por hijo o menor 
a cargo en la prestación del ingreso mínimo vital. A partir de la entrada en vigor de este real 
decreto-ley no podrán presentarse nuevas solicitudes para la asignación económica por hijo 
o menor a cargo sin discapacidad o con discapacidad inferior al 33 por ciento, sin perjuicio 
de las personas beneficiarias que a 31 de diciembre de 2020 no cumplan los requisitos para 
ser beneficiarios del ingreso mínimo vital podrán ejercer el derecho de opción para volver a 
la asignación económica por hijo o menor a cargo del sistema de la Seguridad Social.

Asimismo, se precisa el régimen transitorio aplicable a las personas beneficiarias de la 
asignación económica por hijo o menor a cargo sin discapacidad o con discapacidad inferior 
al 33 por ciento.

La disposición derogatoria única dispone la derogación de cuantas normas se opongan a 
lo dispuesto en el presente real decreto-ley.

La disposición final primera modifica el Real Decreto 397/1996, de 1 de marzo, por el 
que se regula el registro de prestaciones sociales públicas, al objeto de que se incorpore 
desde el momento de su puesta en marcha la prestación económica del ingreso mínimo vital.

La disposición final segunda modifica la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General 
Presupuestaria, para incluir la prestación del ingreso mínimo vital dentro de la relación de 
créditos incluidos en los Presupuestos de la Seguridad Social que se consideran ampliables 
en la cuantía resultante de las obligaciones que se reconozcan y liquiden.

La disposición final tercera modifica el texto refundido de la Ley de garantías y uso 
racional de los medicamentos y productos sanitarios, aprobado por Real Decreto Legislativo 
1/2015, de 24 de julio, para incluir a las personas beneficiarias del ingreso mínimo vital entre 
las personas que se encuentran exentas de la aportación de los usuarios a la prestación 
farmacéutica ambulatoria.

La disposición final cuarta modifica el texto refundido de la Ley General de la Seguridad 
Social, aprobado por Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, al objeto de incluir 
la prestación del ingreso mínimo dentro de la acción protectora del sistema de la Seguridad 
Social y de incorporar las necesarias obligaciones de facilitación de datos para el 
reconocimiento, gestión y supervisión de la prestación por parte del Ministerio de Hacienda, 
comunidades autónomas, diputaciones forales, Ministerio del Interior, mutuas colaboradoras 
con la Seguridad Social, Instituto de Mayores y Servicios Sociales y organismos 
competentes autonómicos. Asimismo, se suprime la asignación económica por hijo o menor 
a cargo sin discapacidad o con discapacidad inferior al 33 por ciento, pues esta prestación 
se integrará en el ingreso mínimo vital.
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La disposición final quinta modifica la Ley 6/2018, de 3 de julio, de Presupuestos 
Generales del Estado para el año 2018, para la creación de la Tarjeta Social Digital, con el 
objetivo de mejorar y coordinar las políticas de protección social impulsadas por las 
diferentes administraciones públicas.

La disposición final sexta pretende incentivar la participación de las entidades locales en 
la iniciación e instrucción del procedimiento del ingreso mínimo vital, posibilitando que los 
gastos que se deriven del desarrollo de estas funciones se puedan financiar con cargo al 
superávit previsto al cierre del ejercicio, y previendo que a efectos de determinar en relación 
con el ejercicio 2020 la situación de incumplimiento de las reglas de estabilidad 
presupuestaria se tendrá en consideración, con carácter excepcional, si aquella ha estado 
causada por estos gastos.

La disposición final séptima autoriza al Gobierno para actualizar los valores, escalas y 
porcentajes del real decreto-ley, cuando, atendiendo a la evolución de las circunstancias 
sociales y económicas y de las situaciones de vulnerabilidad, así como a las evaluaciones 
periódicas de la AIReF, se aprecie la necesidad de dicha modificación con el fin de que la 
prestación pueda mantener su acción protectora dirigida a prevenir el riesgo de pobreza, 
lograr la inclusión social y suplir las carencias de recursos económicos para la cobertura de 
necesidades básicas.

La disposición final octava recoge la cláusula de salvaguardia para la modificación que 
se efectúa del Real Decreto 397/1996, de 1 de marzo, por el que se regula el registro de 
prestaciones sociales públicas, con el fin de que el ingreso mínimo vital se incorpore en 
dicho registro desde el momento de su puesta en marcha.

La disposición final novena establece el título competencial y la disposición final décima 
introduce una habilitación para desarrollo reglamentario.

Finalmente, la disposición final decimoprimera determina la entrada en vigor del real 
decreto-ley, que tendrá lugar el mismo día de su publicación en el «Boletín Oficial del 
Estado».

VI

La adopción de medidas de carácter económico mediante real decreto-ley ha sido 
avalada por el Tribunal Constitucional siempre que concurra una motivación explícita y 
razonada de la necesidad –entendiendo por tal que la coyuntura económica exige una rápida 
respuesta– y la urgencia –asumiendo como tal que la dilación en el tiempo de la adopción de 
la medida de que se trate mediante una tramitación por el cauce normativo ordinario podría 
generar algún perjuicio.

El real decreto-ley constituye un instrumento constitucionalmente lícito, siempre que el fin 
que justifica la legislación de urgencia, sea, tal como reiteradamente ha exigido nuestro 
Tribunal Constitucional (sentencias 6/1983, de 4 de febrero, F. 5; 11/2002, de 17 de enero, 
F. 4, 137/2003, de 3 de julio, F. 3 y 189/2005, de 7 julio, F. 3), subvenir a una situación 
concreta, dentro de los objetivos gubernamentales, que por razones difíciles de prever 
requiere una acción normativa inmediata en un plazo más breve que el requerido por la vía 
normal o por el procedimiento de urgencia para la tramitación parlamentaria de las leyes.

El impacto económico y social que la crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19 está 
ejerciendo sobre las personas en situación de vulnerabilidad, y el riesgo de cronificación y 
aumento de la pobreza en el futuro si no se adoptan medidas con carácter inmediato, ponen 
de manifiesto la concurrencia de los motivos que justifican la extraordinaria y urgente 
necesidad de adoptar la norma reguladora del ingreso mínimo vital.

Aunque todavía es muy pronto para disponer de datos estadísticos sobre el impacto de 
la COVID-19 en las tasas de pobreza de nuestro país, informes y comunicados emitidos por 
algunas instituciones ponen de manifiesto que la pérdida de ingresos motivada por la 
emergencia sanitaria ha afectado más intensamente a los hogares que antes de la crisis ya 
tenían ingresos muy bajos.

En este sentido, Cáritas alerta de los efectos sociales que esta emergencia sanitaria 
creada por el coronavirus puede producir en las familias en situación de pobreza y exclusión 
que, según datos de Fundación Fomento de Estudios Sociales y Sociología Aplicada 
(FOESSA), es de 8,5 millones de personas, el 18,4% de la población española. De entre los 
8,5 millones de personas que se encuentran en exclusión social, hay un grupo de 1,8 
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millones de personas que acumulan tal cantidad de problemas y necesidades que serán las 
primeras en notar el parón de nuestra economía.

Por su parte, Cruz Roja señala que más de 12 millones personas en España, más del 
26% de la población, se encuentran en riesgo de pobreza o exclusión social, siendo las que 
actualmente se encuentran aisladas y en confinamiento las que están viviendo una situación 
de mayor vulnerabilidad.

Desde la Federación Española de Bancos de Alimentos (FESBAL), indican que como 
consecuencia de la anterior crisis económica llegaron a atender a un millón setecientas mil 
personas en los peores años, más del doble de las que atendían hasta entonces, y temen 
que ahora la situación acabe siendo muy parecida o incluso peor. En apenas un par de 
meses la demanda de alimentos se ha disparado un 30%.

Porque en el actual escenario de contención y prevención del COVID-19 tan urgente y 
necesario es atajar la epidemia y evitar su propagación para proteger la salud pública, como 
también lo es adoptar medidas de contenido económico y social para afrontar sus 
consecuencias en la ciudadanía, en particular, en los colectivos vulnerables.

En esta línea de razonamiento, y siguiendo la doctrina constitucional (STC 61/2018), 
cabe argumentar que el recurso al decreto-ley para la creación del ingreso mínimo vital tiene 
una doble motivación cada una de las cuales, por sí sola, serviría para justificar la iniciativa.

Por un lado, nos recuerda la citada sentencia que el uso del decreto-ley se ha venido 
aceptando en situaciones que se han calificado como «coyunturas económicas 
problemáticas». Y parece evidente que la magnitud de la tragedia por la pérdida de vidas 
humana y las devastadoras consecuencias sociales y económicas derivadas de la necesaria 
adopción de medidas para la contención de la pandemia justifican suficientemente la 
actuación normativa de urgencia.

Pero también ha admitido, por otro lado, «… que el hecho de que se considere una 
reforma estructural no impide, por sí sola, la utilización de la figura del decreto-ley, pues el 
posible carácter estructural del problema que se pretende atajar no excluye que dicho 
problema pueda convertirse en un momento dado en un supuesto de extraordinaria y 
urgente necesidad, que justifique la aprobación de un decreto-ley, lo que deberá ser 
determinado atendiendo a las circunstancias concurrentes en cada caso (STC 137/2011, FJ 
6; reiterado en SSTC 183/2014, FJ 5; 47/2015, FJ 5, y 139/2016, FJ 3)». Tal apreciación 
parece particularmente aplicable a una iniciativa como esta en la que se incorpora una nueva 
prestación, con un número potencial de beneficiarios muy importante, al sistema de 
Seguridad Social, verdadera columna vertebral de nuestro Estado social y democrático de 
derecho.

En suma, dentro del juicio político o de oportunidad que corresponde al Gobierno (SSTC 
61/2018, de 7 de junio, FJ 4; 142/2014, de 11 de septiembre, FJ 3), los motivos de 
oportunidad que acaban de exponerse justifican amplia y razonadamente la adopción de la 
presente norma, al responder a la finalidad legítima de aprobar medidas que contribuyan a 
abordar de forma inmediata el gravísimo impacto económico y social provocado por el 
COVID-19 (SSTC 29/1982, de 31 de mayo, FJ 3; 111/1983, de 2 de diciembre, FJ 5; 
182/1997, de 20 de octubre, FJ 3).

Debe señalarse también que este real decreto-ley no afecta al ordenamiento de las 
instituciones básicas del Estado, a los derechos, deberes y libertades de los ciudadanos 
regulados en el Título I de la Constitución, al régimen de las comunidades autónomas ni al 
Derecho electoral general.

A la vista de lo expuesto anteriormente, concurren las circunstancias de extraordinaria y 
urgente necesidad que exige el artículo 86 de la Constitución Española como presupuestos 
habilitantes para recurrir al instrumento jurídico del real decreto-ley.

Este real decreto-ley responde a los principios de necesidad, eficacia, proporcionalidad, 
seguridad jurídica, transparencia, y eficiencia, tal y como exige la Ley 39/2015, de 1 de 
octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas. A estos 
efectos se pone de manifiesto el cumplimiento de los principios de necesidad y eficacia dado 
el interés general en el que se fundamentan las medidas que se establecen, siendo el real 
decreto-ley el instrumento más adecuado para garantizar su consecución.

La norma es acorde con el principio de proporcionalidad al contener la regulación 
imprescindible para la consecución de los objetivos previamente mencionados. Igualmente, 
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se ajusta al principio de seguridad jurídica, siendo coherente con el resto del ordenamiento 
jurídico.

En relación con el principio de eficiencia, este real decreto-ley no impone cargas 
administrativas que no estén justificadas para la consecución de sus fines.

Se exceptúan los trámites de consulta pública y de audiencia e información públicas, 
conforme el artículo 26.11 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno.

No obstante, con el fin de garantizar la coordinación y la adecuación de la norma a la 
realidad territorial, se ha llevado a cabo un intenso diálogo con las comunidades y ciudades 
autónomas, así como con la Federación Española de Municipios y Provincias. Asimismo, se 
ha incluido en el diálogo social con los agentes sociales y se ha desarrollado un amplio 
proceso de consulta con numerosas entidades del Tercer Sector de Acción Social.

Este real decreto-ley se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.1.ª, 13.ª, 
14.ª, 17.ª y 18.ª de la Constitución Española, que atribuye al Estado la competencia 
exclusiva sobre la regulación de las condiciones básicas que garanticen la igualdad de todos 
los españoles en el ejercicio de los derechos y en el cumplimiento de los deberes 
constitucionales; bases y coordinación de la planificación general de la actividad económica; 
hacienda general y deuda del Estado; legislación básica y régimen económico de la 
Seguridad Social; y bases del régimen jurídico de las administraciones públicas y el 
procedimiento administrativo común.

En su virtud, haciendo uso de la autorización contenida en el artículo 86 de la 
Constitución Española, a propuesta del Ministro de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones 
y del Vicepresidente Segundo del Gobierno y Ministro de Derechos Sociales y Agenda 2030, 
y previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 29 de mayo de 2020,

DISPONGO:

CAPÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto.

El presente real decreto-ley tiene por objeto la creación y regulación del ingreso mínimo 
vital como prestación dirigida a prevenir el riesgo de pobreza y exclusión social de las 
personas que vivan solas o integradas en una unidad de convivencia, cuando se encuentren 
en una situación de vulnerabilidad por carecer de recursos económicos suficientes para la 
cobertura de sus necesidades básicas.

Artículo 2.  Concepto y naturaleza.

1. El ingreso mínimo vital se configura como el derecho subjetivo a una prestación de 
naturaleza económica que garantiza un nivel mínimo de renta a quienes se encuentren en 
situación de vulnerabilidad económica en los términos que se definen en el presente real 
decreto-ley. A través de este instrumento se persigue garantizar una mejora de 
oportunidades reales de inclusión social y laboral de las personas beneficiarias.

2. En desarrollo del artículo 41 de la Constitución Española, y sin perjuicio de las ayudas 
que puedan establecer las comunidades autónomas en el ejercicio de sus competencias, el 
ingreso mínimo vital forma parte de la acción protectora del sistema de la Seguridad Social 
como prestación económica en su modalidad no contributiva.

Artículo 3.  Características.

El ingreso mínimo vital presenta las siguientes características:

a) Garantiza un nivel mínimo de renta mediante la cobertura de la diferencia existente 
entre la suma de los recursos económicos de cualquier naturaleza de que disponga la 
persona beneficiaria individual o, en su caso, los integrantes de una unidad de convivencia, y 
la cuantía de renta garantizada para cada supuesto en los términos del artículo 10.
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b) Se articula en su acción protectora diferenciando según se dirija a un beneficiario 
individual o a una unidad de convivencia, en este caso, atendiendo a su estructura y 
características específicas.

c) Es una prestación cuya duración se prolongará mientras persista la situación de 
vulnerabilidad económica y se mantengan los requisitos que originaron el derecho a su 
percepción.

d) Se configura como una red de protección dirigida a permitir el tránsito desde una 
situación de exclusión a una de participación en la sociedad. Contendrá para ello en su 
diseño incentivos al empleo y a la inclusión, articulados a través de distintas fórmulas de 
cooperación entre administraciones.

e) Es intransferible. No podrá ofrecerse en garantía de obligaciones, ni ser objeto de 
cesión total o parcial, compensación o descuento, retención o embargo, salvo en los 
supuestos y con los límites previstos en el artículo 44 del texto refundido de la Ley General 
de la Seguridad Social, aprobado por Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre.

CAPÍTULO II

Ámbito subjetivo de aplicación

Artículo 4.  Personas beneficiarias.

1. Podrán ser beneficiarias del ingreso mínimo vital:

a) Las personas integrantes de una unidad de convivencia en los términos establecidos 
en este real decreto-ley.

b) Las personas de al menos 23 años y menores de 65 años que viven solas, o que, 
compartiendo domicilio con una unidad de convivencia en los supuestos del artículo 6.2.c), 
no se integran en la misma, siempre que concurran las siguientes circunstancias:

1.º No estar unidas a otra por vínculo matrimonial o como pareja de hecho en los 
términos definidos en el texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado 
por el Real Decreto Legislativo, 8/2015, de 30 de octubre, salvo las que hayan iniciado los 
trámites de separación o divorcio o las que se encuentren en otras circunstancias que 
puedan determinarse reglamentariamente, a las que no se les exigirá el cumplimiento de 
esta circunstancia.

2.º No formar parte de otra unidad de convivencia, de conformidad con lo previsto en el 
presente real decreto-ley.

No se exigirá el cumplimiento de los requisitos de edad, ni los previstos en los apartados 
1º y 2º de esta letra, en los supuestos de mujeres víctimas de violencia de género o víctimas 
de trata de seres humanos y explotación sexual.

2. No podrán ser beneficiarias de la prestación del ingreso mínimo vital las personas 
usuarias de una prestación de servicio residencial, de carácter social, sanitario o 
sociosanitario, con carácter permanente y financiada con fondos públicos, salvo en el 
supuesto de mujeres víctimas de violencia de género o víctimas de trata de seres humanos y 
explotación sexual, así como otras excepciones que se establezcan reglamentariamente.

3. Las personas beneficiarias deberán cumplir los requisitos de acceso a la prestación 
establecidos en el artículo 7, así como las obligaciones para el mantenimiento del derecho 
establecidas en el artículo 33.

Artículo 5.  Titulares del ingreso mínimo vital.

1. Son titulares de esta prestación las personas con plena capacidad de obrar que la 
soliciten y la perciban, en nombre propio o en nombre de una unidad de convivencia. En este 
último caso, la persona titular asumirá la representación de la citada unidad.

La solicitud deberá ir firmada, en su caso, por todos los integrantes de la unidad de 
convivencia mayores de edad que no se encuentren incapacitados judicialmente.

2. Las personas titulares, cuando estén integradas en una unidad de convivencia, 
deberán tener una edad mínima de 23 años, o ser mayor de edad o menor emancipado en 
caso de tener hijos o menores en régimen de guarda con fines de adopción o acogimiento 
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familiar permanente, y deberán ser menores de 65 años. Excepcionalmente, cuando la 
unidad de convivencia esté integrada solo por mayores de 65 años y menores de edad o 
incapacitados judicialmente, será titular el mayor de 65 años que solicite la prestación.

En caso de no integrarse en una unidad de convivencia, la edad mínima de la persona 
titular será de 23 años, salvo en los supuestos de mujeres víctimas de violencia de género o 
víctimas de trata de seres humanos y explotación sexual, en los que se exigirá que la 
persona titular sea mayor de edad.

3. En el supuesto de que en una unidad de convivencia existieran varias personas que 
pudieran ostentar tal condición, será considerada titular la persona a la que se le reconozca 
la prestación solicitada en nombre de la unidad de convivencia.

4. En los términos que se establezcan reglamentariamente, la entidad gestora podrá 
acordar el pago de la prestación a otro de los miembros de la unidad de convivencia distintos 
del titular.

5. En un mismo domicilio podrá haber un máximo de dos titulares.

Artículo 6.  Unidad de convivencia.

1. Se considera unidad de convivencia la constituida por todas las personas que residan 
en un mismo domicilio y que estén unidas entre sí por vínculo matrimonial o como pareja de 
hecho en los términos del artículo 221.2 del texto refundido de la Ley General de la 
Seguridad Social, o por vínculo hasta el segundo grado de consanguinidad, afinidad, 
adopción, y otras personas con las que conviva en virtud de guarda con fines de adopción o 
acogimiento familiar permanente.

El fallecimiento de alguna de las personas que constituyen la unidad de convivencia no 
alterará la consideración de tal, aunque dicho fallecimiento suponga la pérdida, entre los 
supérstites, de los vínculos previstos en el apartado anterior.

2. Como excepción al apartado anterior, también tendrán la consideración de unidad de 
convivencia a los efectos previstos en este real decreto-ley:

a) La constituida por una persona víctima de violencia de género que haya abandonado 
su domicilio familiar habitual acompañada de sus hijos o menores en régimen de guarda con 
fines de adopción o acogimiento familiar permanente y sus familiares hasta el segundo grado 
por consanguinidad o afinidad.

b) La constituida por una persona acompañada de sus hijos o menores en régimen de 
guarda con fines de adopción o acogimiento familiar permanente y sus familiares hasta el 
segundo grado por consanguinidad o afinidad, que haya iniciado los trámites de separación 
o divorcio.

c) La formada por dos o más personas de al menos 23 años y menores de 65 que, sin 
mantener entre sí una relación de las consignadas en este precepto, habiten en un mismo 
domicilio en los términos que reglamentariamente se determinen. En los casos en los que 
una o varias personas comparten vivienda con una unidad de convivencia, se entenderá que 
no forman parte de esta a efectos de la prestación, considerándose la existencia de dos 
unidades de convivencia, una formada por las personas que carecen de vínculo entre sí y 
otra la constituida por los miembros de una familia, o, en su caso, de una unidad de 
convivencia constituida por los miembros de la familia o relación análoga y una persona 
beneficiaria individual.

3. Se considerará que no rompe la convivencia la separación transitoria por razón de 
estudios, trabajo, tratamiento médico, rehabilitación u otras causas similares.

A tal efecto, es requisito para la consideración de integrante de la unidad de convivencia 
la residencia efectiva, legal y continuada en España.

4. En ningún caso una misma persona podrá formar parte de dos o más unidades de 
convivencia.

Artículo 7.  Requisitos de acceso.

1. Todas las personas beneficiarias, estén o no integradas en una unidad de 
convivencia, deberán cumplir los siguientes requisitos:
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a) Tener residencia legal y efectiva en España y haberla tenido de forma continuada e 
ininterrumpida durante al menos el año inmediatamente anterior a la fecha de presentación 
de la solicitud. No se exigirá este requisito respecto de:

1.º Los menores incorporados a la unidad de convivencia por nacimiento, adopción, 
guarda con fines de adopción o acogimiento familiar permanente.

2.º Las personas víctimas de trata de seres humanos y de explotación sexual, que 
acreditarán esta condición a través de un informe emitido por los servicios públicos 
encargados de la atención integral a estas víctimas o por los servicios sociales, así como por 
cualquier otro medio de acreditación que se desarrolle reglamentariamente.

3.º Las mujeres víctimas de violencia de género. Esta condición se acreditará por 
cualquiera de los medios establecidos en el artículo 23 de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de 
diciembre, de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género.

A efectos del mantenimiento del derecho a esta prestación, se entenderá que una 
persona tiene su residencia habitual en España aun cuando haya tenido estancias en el 
extranjero, siempre que estas no superen los noventa días naturales a lo largo de cada año 
natural, o cuando la ausencia del territorio español esté motivada por causas de enfermedad 
debidamente justificadas.

b) Encontrarse en situación de vulnerabilidad económica por carecer de rentas, ingresos 
o patrimonio suficientes, en los términos establecidos en el artículo 8.

c) Haber solicitado las pensiones y prestaciones vigentes a las que pudieran tener 
derecho, en los términos que se fijen reglamentariamente. Quedan exceptuados los salarios 
sociales, rentas mínimas de inserción o ayudas análogas de asistencia social concedidas por 
las comunidades autónomas.

d) Si no están trabajando y son mayores de edad o menores emancipados, figurar 
inscritas como demandantes de empleo, salvo en los supuestos que se determinen 
reglamentariamente.

2. Las personas beneficiarias a las que se refiere el artículo 4.1.b) y el artículo 6.2.c) 
deberán haber vivido de forma independiente durante al menos tres años antes de la 
solicitud del ingreso mínimo vital.

Se entenderá que una persona ha vivido de forma independiente si ha permanecido en 
situación de alta en cualquiera de los regímenes que integran el sistema de la Seguridad 
Social durante al menos doce meses, continuados o no, y siempre que acredite que su 
domicilio ha sido distinto al de sus progenitores, tutores o acogedores durante tres años 
inmediatamente anteriores a la solicitud.

Este requisito no se exigirá a las personas que por ser víctimas de violencia de género 
hayan abandonado su domicilio habitual, a las que hayan iniciado los trámites de separación 
o divorcio o a las que se encuentren en otras circunstancias que puedan determinarse 
reglamentariamente.

3. Cuando las personas beneficiarias formen parte de una unidad de convivencia, se 
exigirá que la misma esté constituida, en los términos del artículo 6, durante al menos el año 
anterior a la presentación de la solicitud, de forma continuada.

Este requisito no se exigirá en los casos de nacimiento, adopción, guarda con fines de 
adopción o acogimiento familiar permanente de menores, en los supuestos a) y b) del 
artículo 6.2, en los supuestos de mujeres víctimas de violencia de género o víctimas de trata 
de seres humanos y explotación sexual, o en otros supuestos justificados, que puedan 
determinarse reglamentariamente.

4. Los requisitos relacionados en los apartados anteriores deberán cumplirse en el 
momento de presentación de la solicitud o al tiempo de solicitar su revisión, y mantenerse al 
dictarse la resolución y durante el tiempo de percepción del ingreso mínimo vital.

Artículo 8.  Situación de vulnerabilidad económica.

1. Para la determinación de la situación de vulnerabilidad económica a la que se refiere 
el artículo 7, se tomará en consideración la capacidad económica de la persona solicitante 
beneficiaria individual o, en su caso, de la unidad de convivencia en su conjunto, 
computándose los recursos de todos sus miembros.
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2. Se apreciará que concurre este requisito cuando el promedio mensual del conjunto de 
ingresos y rentas anuales computables de la persona beneficiaria individual o del conjunto 
de miembros de la unidad de convivencia, correspondientes al ejercicio anterior, en los 
términos establecidos en el artículo 18, sea inferior, al menos en 10 euros, a la cuantía 
mensual de la renta garantizada con esta prestación que corresponda en función de la 
modalidad y del número de miembros de la unidad de convivencia en los términos del 
artículo 10.

A efectos de este real decreto-ley, no computarán como ingresos los salarios sociales, 
rentas mínimas de inserción o ayudas análogas de asistencia social concedidas por las 
comunidades autónomas, y otros ingresos y rentas de acuerdo con lo previsto en el artículo 
18.

3. No se apreciará que concurre este requisito cuando la persona beneficiaria individual 
sea titular de un patrimonio valorado, de acuerdo con los criterios que se contemplan en el 
artículo 18 de este real decreto-ley, en un importe igual o superior a tres veces la cuantía 
correspondiente de renta garantizada por el ingreso mínimo vital para una persona 
beneficiaria individual. En el caso de las unidades de convivencia, se entenderá que no 
concurre este requisito cuando sean titulares de un patrimonio valorado en un importe igual o 
superior a la cuantía resultante de aplicar la escala de incrementos que figura en el anexo II.

Igualmente quedarán excluidos del acceso al ingreso mínimo vital, independientemente 
de la valoración del patrimonio, las personas beneficiarias individuales o las personas que se 
integren en una unidad de convivencia en la que cualquiera de sus miembros sea 
administrador de derecho de una sociedad mercantil.

4. Con el fin de que la percepción del ingreso mínimo vital no desincentive la 
participación en el mercado laboral, la percepción del ingreso mínimo vital será compatible 
con las rentas del trabajo o la actividad económica por cuenta propia de la persona 
beneficiaria individual o, en su caso, de uno o varios miembros de la unidad de convivencia 
en los términos y con los límites que reglamentariamente se establezcan. En estos casos, se 
establecerán las condiciones en las que la superación en un ejercicio de los límites de rentas 
establecidos en el punto 2 del presente artículo por esta causa no suponga la pérdida del 
derecho a la percepción del ingreso mínimo vital en el ejercicio siguiente. Este desarrollo 
reglamentario, en el marco del diálogo con las organizaciones empresariales y sindicales 
más representativas, prestará especial atención a la participación de las personas con 
discapacidad y las familias monoparentales.

5. Reglamentariamente se podrán establecer, para supuestos excepcionales de 
vulnerabilidad que sucedan en el mismo ejercicio, los supuestos y condiciones en los que 
podrán computar los ingresos y rentas del ejercicio en curso a los efectos de acceso a esta 
prestación.

CAPÍTULO III

Acción protectora

Artículo 9.  Prestación económica.

El ingreso mínimo vital consistirá en una prestación económica que se fijará y se hará 
efectiva mensualmente en los términos establecidos en este real decreto-ley y en sus 
normas de desarrollo.

Artículo 10.  Determinación de la cuantía.

1. La cuantía mensual de la prestación de ingreso mínimo vital que corresponde a la 
persona beneficiaria individual o a la unidad de convivencia vendrá determinada por la 
diferencia entre la cuantía de la renta garantizada, según lo establecido en el apartado 
siguiente, y el conjunto de todas las rentas e ingresos de la persona beneficiaria o de los 
miembros que componen esa unidad de convivencia del ejercicio anterior, en los términos 
establecidos en los artículos 8, 13 y 17, siempre que la cuantía resultante sea igual o 
superior a 10 euros mensuales.

2. A los efectos señalados en el apartado anterior, se considera renta garantizada:
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a) En el caso de una persona beneficiaria individual, la cuantía mensual de renta 
garantizada ascenderá al 100 por ciento del importe anual de las pensiones no contributivas 
fijada anualmente en la ley de presupuestos generales del estado, dividido por doce.

b) En el caso de una unidad de convivencia la cuantía mensual de la letra a) se 
incrementará en un 30 por ciento por miembro adicional a partir del segundo hasta un 
máximo del 220 por ciento.

c) A la cuantía mensual establecida en la letra b) se sumará un complemento de 
monoparentalidad equivalente a un 22 por ciento de la cuantía establecida en la letra a) en el 
supuesto de que la unidad de convivencia sea monoparental. A los efectos de determinar la 
cuantía de la prestación, se entenderá por unidad de convivencia monoparental la 
constituida por un solo adulto con uno o más hijos menores con los que conviva, o uno o 
más menores en régimen de acogimiento familiar permanente o guarda con fines de 
adopción a su cargo, cuando constituye el sustentador único de la unidad de convivencia.

3. Reglamentariamente se determinará el posible incremento de las cuantías fijadas en 
los párrafos anteriores cuando se acrediten gastos de alquiler de la vivienda habitual 
superiores al 10 por ciento de la renta garantizada que corresponda, en su cuantía anual, en 
función del tamaño y configuración de la unidad de convivencia.

4. Cuando los mismos hijos o menores o mayores incapacitados judicialmente formen 
parte de distintas unidades familiares en supuestos de custodia compartida establecida 
judicialmente, se considerará, a efectos de la determinación de la cuantía de la prestación, 
que forman parte de la unidad donde se encuentren domiciliados.

5. Para el ejercicio 2020, la cuantía anual de renta garantizada en el caso de una 
persona beneficiaria individual asciende a 5.538 euros. Para la determinación de la cuantía 
aplicable a las unidades de convivencia, se aplicará la escala establecida en el anexo I sobre 
la base de la cuantía correspondiente a una persona beneficiaria individual.

Artículo 11.  Derecho a la prestación y pago.

1. El derecho a la prestación del ingreso mínimo vital nacerá a partir del primer día del 
mes siguiente al de la fecha de presentación de la solicitud.

2. El pago será mensual y se realizará mediante transferencia bancaria, a una cuenta del 
titular de la prestación, de acuerdo con los plazos y procedimientos establecidos en el 
Reglamento general de la gestión financiera de la Seguridad Social, aprobado por el Real 
Decreto 696/2018, de 29 de junio.

Artículo 12.  Duración.

1. El derecho a percibir la prestación económica del ingreso mínimo vital se mantendrá 
mientras subsistan los motivos que dieron lugar a su concesión y se cumplan los requisitos y 
obligaciones previstos en este real decreto-ley.

2. Sin perjuicio de lo anterior, todas las personas beneficiarias, integradas o no en una 
unidad de convivencia, estarán obligadas a poner en conocimiento de la entidad gestora 
competente, en el plazo de treinta días naturales, aquellas circunstancias que afecten al 
cumplimiento de los requisitos o de las obligaciones establecidos en este real decreto-ley.

Artículo 13.  Modificación y actualización de la cuantía de la prestación.

1. El cambio en las circunstancias personales, económicas o patrimoniales de la persona 
beneficiaria del ingreso mínimo vital, o de alguno de los miembros de la unidad de 
convivencia, podrá comportar la disminución o el aumento de la prestación económica 
mediante la revisión correspondiente por la entidad gestora.

2. La modificación tendrá efectos a partir del día primero del mes siguiente al de la fecha 
en que se hubiera producido el hecho causante de la modificación, siendo de aplicación lo 
dispuesto en el artículo 129 del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, 
aprobado por Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre.

3. En cualquier caso, la cuantía de la prestación se actualizará con efectos del día 1 de 
enero de cada año, tomando como referencia los ingresos anuales computables del ejercicio 
anterior. Cuando la variación de los ingresos anuales computables del ejercicio anterior 
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motivara la extinción de la prestación, esta surtirá igualmente efectos a partir del día 1 de 
enero del año siguiente a aquél al que correspondan dichos ingresos.

Artículo 14.  Suspensión del derecho.

1. El derecho al ingreso mínimo vital se suspenderá por las siguientes causas:

a) Pérdida temporal de alguno de los requisitos exigidos para su reconocimiento.
b) Incumplimiento temporal por parte de la persona beneficiaria, del titular o de algún 

miembro de su unidad de convivencia de las obligaciones asumidas al acceder a la 
prestación.

c) Cautelarmente en caso de indicios de incumplimiento por parte de la persona 
beneficiaria, del titular o de algún miembro de su unidad de convivencia de los requisitos 
establecidos o las obligaciones asumidas al acceder a la prestación, cuando así se resuelva 
por parte de la entidad gestora.

En todo caso, se procederá a la suspensión cautelar en el caso de traslado al extranjero 
por un periodo, continuado o no, superior a noventa días naturales al año, sin haber 
comunicado a la entidad gestora con antelación el mismo ni estar debidamente justificado.

d) Incumplimiento de las condiciones asociadas a la compatibilidad del ingreso mínimo 
vital con las rentas del trabajo o la actividad económica por cuenta propia a que se refiere el 
artículo 8.4, de acuerdo con lo que se establezca reglamentariamente.

e) Cualquier otra causa que se determine reglamentariamente.

2. La suspensión del derecho al ingreso mínimo vital implicará la suspensión del pago de 
la prestación a partir del primer día del mes siguiente a aquel en que se produzcan las 
causas de suspensión o a aquel en el que se tenga conocimiento por la entidad gestora 
competente y sin perjuicio de la obligación de reintegro de las cantidades indebidamente 
percibidas. La suspensión se mantendrá mientras persistan las circunstancias que hubieran 
dado lugar a la misma.

Si la suspensión se mantiene durante un año, el derecho a la prestación quedará 
extinguido.

3. Desaparecidas las causas que motivaron la suspensión del derecho, se procederá de 
oficio o a instancia de parte a reanudar el derecho siempre que se mantengan los requisitos 
que dieron lugar a su reconocimiento. En caso contrario, se procederá a la modificación o 
extinción del derecho según proceda.

4. La prestación se devengará a partir del día 1 del mes siguiente a la fecha en que 
hubieran decaído las causas que motivaron la suspensión.

Artículo 15.  Extinción del derecho.

1. El derecho a la prestación de ingreso mínimo vital se extinguirá por las siguientes 
causas:

a) Fallecimiento de la persona titular. No obstante, cuando se trate de unidades de 
convivencia, cualquier otro miembro que cumpla los requisitos establecidos en el artículo 6, 
podrá presentar una nueva solicitud en el plazo de tres meses a contar desde el día 
siguiente a la fecha del fallecimiento para el reconocimiento, en su caso, de un nuevo 
derecho a la prestación en función de la nueva composición de la unidad de convivencia. Los 
efectos económicos del derecho que pueda corresponder a la unidad de convivencia en 
función de sus nuevas circunstancias se producirán a partir del día primero del mes siguiente 
a la fecha del fallecimiento, siempre que se solicite dentro del plazo señalado.

b) Pérdida definitiva de alguno de los requisitos exigidos para el mantenimiento de la 
prestación.

c) Resolución recaída en un procedimiento sancionador, que así lo determine.
d) Salida del territorio nacional sin comunicación ni justificación a la entidad gestora 

durante un periodo, continuado o no, superior a noventa días naturales al año.
e) Renuncia del derecho.
f) Suspensión de un año en los términos del artículo 14.2.
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g) Incumplimiento reiterado de las condiciones asociadas a la compatibilidad del ingreso 
mínimo vital con las rentas del trabajo o la actividad económica por cuenta propia a que se 
refiere el artículo 8.4, de acuerdo con lo que se establezca reglamentariamente.

h) Cualquier otra causa que se determine reglamentariamente.

2. La extinción del derecho a la prestación producirá efectos desde el primer día del mes 
siguiente a la fecha en que concurran las causas extintivas.

Artículo 16.  Incompatibilidad del ingreso mínimo vital con la asignación por hijo o menor a 
cargo.

La percepción de la prestación del ingreso mínimo vital será incompatible con la 
percepción de la asignación económica por hijo o menor acogido a cargo, sin discapacidad o 
con discapacidad inferior al 33 por ciento, cuando exista identidad de causantes o 
beneficiarios de esta, sin perjuicio de la posibilidad de ejercer el derecho de opción por una 
de ellas.

Artículo 17.  Reintegro de prestaciones indebidamente percibidas.

1. El Instituto Nacional de la Seguridad Social podrá revisar de oficio, en perjuicio de los 
beneficiarios, los actos relativos a la prestación de ingreso mínimo vital, siempre que dicha 
revisión se efectúe dentro del plazo máximo de cuatro años desde que se dictó la resolución 
administrativa que no hubiere sido impugnada. Asimismo, en tal caso podrá de oficio 
declarar y exigir la devolución de las prestaciones indebidamente percibidas.

La entidad gestora, podrá proceder en cualquier momento a la rectificación de errores 
materiales o de hecho y los aritméticos, así como las revisiones motivadas por la 
constatación de omisiones o inexactitudes en las declaraciones del beneficiario, así como a 
la reclamación de las cantidades que, en su caso, se hubieran percibido indebidamente por 
tal motivo.

En supuestos distintos a los indicados en los párrafos anteriores, la revisión en perjuicio 
de los beneficiarios se efectuará de conformidad con el artículo 146 de la Ley 36/2011, de 10 
de octubre, reguladora de la jurisdicción social.

2. Cuando mediante resolución se acuerde la extinción o la modificación de la cuantía de 
la prestación como consecuencia de un cambio en las circunstancias que determinaron su 
cálculo y no exista derecho a la prestación o el importe a percibir sea inferior al importe 
percibido, los beneficiarios de la prestación vendrán obligados a reintegrar las cantidades 
indebidamente percibidas, mediante el procedimiento establecido en el Real Decreto 
148/1996, de 5 de febrero, por el que se regula el procedimiento especial para el reintegro 
de las prestaciones de la Seguridad Social indebidamente percibidas, y en el Reglamento 
General de Recaudación de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto 1415/2004, 
de 11 de junio.

Serán responsables solidarios del reintegro de las prestaciones indebidamente 
percibidas los beneficiarios y todas aquellas personas que en virtud de hechos, omisiones, 
negocios o actos jurídicos participen en la obtención de una prestación de forma fraudulenta.

Serán exigibles a todos los responsables solidarios el principal, los recargos e intereses 
que deban exigirse a ese primer responsable, y todas las costas que se generen para el 
cobro de la deuda.

3. En los supuestos previstos en los apartados anteriores, transcurrido el plazo de 
ingreso en periodo voluntario sin pago de la deuda, se aplicarán los correspondientes 
recargos y comenzará el devengo de intereses de demora, sin perjuicio de que estos últimos 
solo sean exigibles respecto del período de recaudación ejecutiva. En los supuestos que se 
determinen reglamentariamente, la entidad gestora podrá acordar compensar la deuda con 
las mensualidades del ingreso mínimo vital hasta un determinado porcentaje máximo de 
cada mensualidad.

Artículo 18.  Cómputo de los ingresos y patrimonio.

1. El cómputo de los ingresos del ejercicio anterior se llevará a cabo atendiendo a las 
siguientes reglas:
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a) Con carácter general las rentas se computarán por su valor íntegro, excepto las 
procedentes de actividades económicas, de arrendamientos de inmuebles o de regímenes 
especiales, que se computarán por su rendimiento neto.

b) Los rendimientos procedentes de actividades económicas, las ganancias 
patrimoniales generadas en el ejercicio y de los regímenes especiales, se computarán por la 
cuantía que se integra en la base imponible del Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Físicas o normativa foral correspondiente según la normativa vigente en cada período.

c) Cuando el beneficiario disponga de bienes inmuebles arrendados, se tendrán en 
cuenta sus rendimientos como ingresos menos gastos, antes de cualquier reducción a la que 
tenga derecho el contribuyente, y ambos determinados, conforme a lo dispuesto al efecto en 
la normativa reguladora del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, o normativa 
foral correspondiente, aplicable a las personas que forman la unidad de convivencia. Si los 
inmuebles no estuviesen arrendados, los ingresos computables se valorarán según las 
normas establecidas para la imputación de rentas inmobiliarias en la citada normativa y 
correspondiente norma foral.

d) Computará como ingreso el importe de las pensiones y prestaciones, contributivas o 
no contributivas, públicas o privadas.

e) Se exceptuarán del cómputo de rentas:

1.º Los salarios sociales, rentas mínimas de inserción o ayudas análogas de asistencia 
social concedidas por las comunidades autónomas.

2.º Las prestaciones y ayudas económicas públicas finalistas que hayan sido concedidas 
para cubrir una necesidad específica de cualquiera de las personas integrantes de la unidad 
de convivencia, tales como becas o ayudas para el estudio, ayudas por vivienda, ayudas de 
emergencia, y otras similares.

3.º Las rentas exentas a las que se refieren los párrafos b), c), d), i), j), n), q), r), s), t) e y) 
del artículo 7 de la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas y de modificación parcial de las leyes de los Impuestos sobre Sociedades, 
sobre la Renta de no Residentes y sobre el Patrimonio.

2. Para el cómputo de ingresos se tendrán en cuenta los obtenidos por los beneficiarios 
durante el ejercicio anterior a la solicitud. El importe de la prestación será revisado cada año 
teniendo en cuenta la información de los ingresos del ejercicio anterior. Para determinar en 
qué ejercicio se han obtenido los ingresos se adoptará el criterio fiscal.

3. Para la determinación de los rendimientos mensuales de las personas que forman la 
unidad de convivencia se computa el conjunto de rendimientos o ingresos de todos los 
miembros, de acuerdo con lo establecido en la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y de modificación parcial de las leyes de 
los Impuestos sobre Sociedades, sobre la Renta de no Residentes y sobre el Patrimonio.

No se computarán las rentas previstas en el apartado 1.e). A la suma de ingresos 
detallados anteriormente se restará el importe del Impuesto sobre la renta devengado y las 
cotizaciones sociales.

4. Se considera patrimonio la suma de los activos no societarios, sin incluir la vivienda 
habitual, y el patrimonio societario neto, tal como se definen en los siguientes apartados.

5. Los activos no societarios son la suma de los siguientes conceptos:

a) Los inmuebles, excluida la vivienda habitual.
b) Las cuentas bancarias y depósitos.
c) Los activos financieros en forma de valores, seguros y rentas y las participaciones en 

Instituciones de Inversión Colectiva.
d) Las participaciones en planes, fondos de pensiones y sistemas alternativos similares.

6. El patrimonio societario neto incluye el valor de las participaciones en el patrimonio de 
sociedades en las que participen de forma directa o indirecta alguno de los miembros de la 
unidad de convivencia, con excepción de las valoradas dentro de los activos no societarios.

7. Los activos no societarios se valorarán de acuerdo con los siguientes criterios:

a) Los activos inmobiliarios de carácter residencial de acuerdo con el valor de referencia 
de mercado al que se hace referencia en al artículo 3.1 y la disposición final tercera del texto 
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refundido de la Ley del Catastro Inmobiliario, aprobado por el Real Decreto Legislativo 
1/2004, de 5 de marzo, y, en ausencia de este valor, por el valor catastral del inmueble.

b) El resto de activos inmobiliarios, bien sean de carácter urbano, bien sean de carácter 
rústico, de acuerdo con el valor catastral del inmueble.

c) Las cuentas bancarias y depósitos, los activos financieros y las participaciones, por su 
valor a 31 de diciembre consignado en las últimas declaraciones tributarias informativas 
disponibles cuyo plazo reglamentario de declaración haya finalizado en el momento de 
presentar la solicitud.

8. El patrimonio societario se valorará, para cada uno de los miembros de la unidad de 
convivencia, aplicando los porcentajes de participación en el capital de las sociedades no 
incluidas dentro de los activos no societarios, al valor del patrimonio neto de dichas 
sociedades y de las que pertenezcan directa o indirectamente a estas consignado en las 
últimas declaraciones tributarias para las que haya finalizado el ejercicio fiscal para todos los 
contribuyentes.

Artículo 19.  Acreditación de los requisitos.

1. La identidad tanto de las personas solicitantes como de las que forman la unidad de 
convivencia, se acreditará mediante el documento nacional de identidad en el caso de los 
españoles o el libro de familia o certificado literal de nacimiento, en el caso de los menores 
de 14 años que no tengan documento nacional de identidad, y mediante el documento de 
identidad de su país de origen o de procedencia, o el pasaporte, en el caso de los 
ciudadanos extranjeros.

2. La residencia legal en España se acreditará mediante la inscripción en el registro 
central de extranjeros, en el caso de nacionales de los Estados miembros de la Unión 
Europea, Espacio Económico Europeo o la Confederación Suiza, o con tarjeta de familiar de 
ciudadano de la Unión o autorización de residencia, en cualquiera de sus modalidades, en el 
caso de extranjeros de otra nacionalidad.

3. El domicilio en España se acreditará con el certificado de empadronamiento.
4. La existencia de la unidad de convivencia se acreditará con el libro de familia, 

certificado del registro civil, inscripción en un registro de parejas de hecho en los términos 
del artículo 221.2 del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, y certificado 
de empadronamiento en la misma vivienda.

No obstante, la existencia de la unidad de convivencia en los términos previstos en el 
artículo 6.2 se acreditará con el certificado de empadronamiento donde conste todas las 
personas empadronadas en el domicilio del solicitante.

Las unidades de convivencia previstas en el artículo 6.2.a) deberán acreditar la condición 
de víctima de violencia de género por cualquiera de los medios establecidos en el artículo 23 
de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral contra la 
Violencia de Género.

En casos de separación o divorcio, la unidad de convivencia establecida en el artículo 
6.2.b) se acreditará con la presentación de la demanda o resolución judicial.

5. Los requisitos de ingresos y patrimonio establecidos en el presente real decreto-ley, 
para el acceso y mantenimiento de la prestación económica de ingreso mínimo vital, se 
realizará por la entidad gestora conforme a la información que se recabe por medios 
telemáticos de la Agencia Estatal de Administración Tributaria y en las Haciendas Tributarias 
Forales de Navarra y de los territorios históricos del País Vasco. A tales efectos, se tomará 
como referencia la información que conste en esas Haciendas Públicas respecto del ejercicio 
anterior a aquel en el que se realiza esa actividad de reconocimiento o control, o en su 
defecto, la información que conste más actualizada en dichas administraciones públicas.

En su solicitud, cada interesado autorizará expresamente a la administración que tramita 
su solicitud para que recabe sus datos tributarios de la Agencia Estatal de Administración 
Tributaria, de los órganos competentes de las comunidades autónomas, de la Hacienda 
Foral de Navarra o diputaciones forales del País Vasco y de la Dirección General del 
Catastro Inmobiliario, conforme al artículo 95.1.k) de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, 
General Tributaria o, en su caso, en la normativa foral aplicable.

COVID-19: COLECTIVOS VULNERABLES

§ 5  Real Decreto-ley 20/2020, por el que se establece el ingreso mínimo vital

– 56 –



Lo dispuesto en el párrafo anterior se entiende sin perjuicio de la cesión de datos 
tributarios legalmente prevista con ocasión de la colaboración en el descubrimiento de 
fraudes en la obtención y disfrute de prestaciones a la Seguridad Social de apartado 1.c) del 
citado artículo 95 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria o, en su caso, 
en la normativa foral aplicable.

6. La situación de demandante de empleo quedará acreditada con el documento 
expedido al efecto por la administración competente o mediante el acceso por parte de la 
entidad gestora a través de los medios electrónicos habilitados al efecto.

7. En ningún caso será exigible al solicitante la acreditación de hechos, datos o 
circunstancias que la Administración de la Seguridad Social deba conocer por sí misma, 
tales como la situación del beneficiario en relación con el sistema de la Seguridad Social; o 
la percepción por los miembros de la unidad de convivencia de otra prestación económica 
que conste en el Registro de Prestaciones Sociales Públicas.

Artículo 20.  Cesión de datos y confidencialidad de los mismos.

1. En el suministro de información en relación con los datos de carácter personal que se 
deba efectuar a la Administración de la Seguridad Social para la gestión de esta prestación, 
será de aplicación lo previsto en los apartados 1 y 2 del artículo 71 del texto refundido de la 
Ley General de la Seguridad Social, aprobado por Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de 
octubre. El suministro de información no requerirá el consentimiento previo del interesado, ni 
de las personas que formen parte de la unidad de convivencia, por ser un tratamiento de 
datos de los referidos en los artículos 6.1 e) y 9.2 h) del Reglamento (UE) 2016/679 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo a la protección de las 
personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación 
de estos datos y por el que se deroga la Directiva 95/46/CE.

2. Todas las personas y todos los organismos que intervengan en cualquier actuación 
referente al ingreso mínimo vital quedan obligados a la reserva de datos en los términos 
establecidos en el artículo 77 del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social.

3. Las administraciones públicas actuantes tomarán las medidas oportunas para que, en 
el curso del procedimiento administrativo, quede garantizada la confidencialidad de los datos 
suministrados por los solicitantes para la gestión de la prestación y estará obligada a cumplir 
con la legislación vigente en materia de protección de datos.

CAPÍTULO IV

Procedimiento

Artículo 21.  Normas de procedimiento.

Sin perjuicio de las particularidades previstas en el presente real decreto-ley, será de 
aplicación lo previsto en el artículo 129 del texto refundido de la Ley General de la Seguridad 
Social, aprobado por Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre.

Artículo 22.  Competencia del Instituto Nacional de la Seguridad Social y colaboración 
interadministrativa.

1. La competencia para el reconocimiento y el control de la prestación económica no 
contributiva de la Seguridad Social corresponde al Instituto Nacional de la Seguridad Social, 
sin perjuicio de lo dispuesto en el segundo apartado de este artículo y en las disposiciones 
adicionales cuarta y quinta.

2. Las comunidades autónomas y entidades locales podrán iniciar el expediente 
administrativo cuando suscriban con el Instituto Nacional de la Seguridad Social, en los 
términos previstos en la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector 
Público, el oportuno convenio que les habilite para ello.

En el marco del correspondiente convenio suscrito con el Instituto Nacional de Seguridad 
Social, podrá acordarse que, iniciado el expediente por la respectiva administración, la 
posterior tramitación y gestión previas a la resolución del expediente se efectúe por la 
administración que hubiere incoado el procedimiento.
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3. El ejercicio de las funciones citadas en el apartado anterior no requerirá, en ningún 
caso, los informes previos que establece el artículo 7.4 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, 
Reguladora de las Bases del Régimen Local.

Artículo 23.  Iniciación del procedimiento.

El acceso a la prestación económica prevista en la presente ley se realizará previa 
solicitud de la persona interesada, según lo previsto en el artículo siguiente.

Artículo 24.  Solicitud.

1. La solicitud se realizará en el modelo normalizado establecido al efecto, acompañada 
de la documentación necesaria para justificar el cumplimiento de los requisitos establecidos 
en este real decreto-ley y en sus normas de desarrollo.

Dicha solicitud se presentará, preferentemente, en la sede electrónica de la Seguridad 
Social o a través de aquellos otros canales de comunicación telemática que el Instituto 
Nacional de la Seguridad Social tenga habilitados al efecto, sin perjuicio de lo que pueda 
establecerse en el marco de los convenios a los que se refiere el artículo 29.

2. No obstante, respecto de los documentos que no se encuentren en poder de la 
administración, si no pueden ser aportados por el interesado en el momento de la solicitud, 
se incluirá la declaración responsable del solicitante en la que conste que se obliga a 
presentarlos durante la tramitación del procedimiento.

3. Para acreditar el valor del patrimonio, así como de las rentas e ingresos computables 
a los efectos de lo previsto en el presente real decreto-ley, y los gastos de alquiler, del titular 
del derecho y de los miembros de la unidad de convivencia, el titular del ingreso mínimo vital 
y los miembros de la unidad de convivencia cumplimentarán la declaración responsable que, 
a tal efecto, figurará en el modelo normalizado de solicitud.

Artículo 25.  Tramitación.

1. En la instrucción del expediente, el Instituto Nacional de la Seguridad Social verificará 
la existencia de la documentación necesaria para el reconocimiento de la prestación, y 
efectuará las comprobaciones pertinentes del cumplimiento de los requisitos establecidos en 
el presente real decreto-ley.

2. El Instituto Nacional de la Seguridad Social procederá a la resolución y notificación del 
procedimiento a la persona solicitante en el plazo máximo de tres meses desde la fecha de 
entrada en su registro del expediente administrativo.

Transcurrido dicho plazo sin que se hubiera producido resolución expresa, se entenderá 
denegada la solicitud por silencio administrativo.

3. En el supuesto de que con posterioridad a la solicitud el interesado no hubiera 
aportado la documentación a que se hubiera obligado en la declaración responsable prevista 
en el artículo 24.2, con carácter previo a dictar resolución la entidad gestora le requerirá a tal 
efecto. En este caso, quedará suspendido el procedimiento durante el plazo máximo de tres 
meses. Si transcurrido dicho plazo no hubiere presentado la documentación requerida, se 
producirá la caducidad del procedimiento.

Artículo 26.  Supervisión del cumplimiento de requisitos.

1. El Instituto Nacional de la Seguridad Social comprobará el cumplimiento de los 
requisitos y obligaciones de la persona titular y demás personas que integren la unidad de 
convivencia.

Para ello verificará, entre otros, que quedan acreditados los requisitos relativos a la 
identidad del solicitante y de todas las personas que integran la unidad de convivencia, a la 
residencia legal y efectiva en España de este y de los miembros de la unidad de convivencia 
en la que se integrara, residencia efectiva de los miembros de la unidad de convivencia en el 
domicilio, la composición de la unidad de convivencia, relación de parentesco y pareja de 
hecho, rentas e ingresos, patrimonio, y el resto de condiciones necesarias para determinar el 
acceso al derecho a la prestación así como su cuantía. Del mismo modo, mediante controles 
periódicos realizará las comprobaciones necesarias del cumplimiento de los requisitos y 
obligaciones que permiten el mantenimiento del derecho o de su cuantía.
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2. Para el ejercicio de su función supervisora, el Instituto Nacional de la Seguridad Social 
llevará a cabo cuantas comprobaciones, inspecciones, revisiones y verificaciones sean 
necesarias y requerirá la colaboración de las personas titulares del derecho y de las 
administraciones públicas, de los organismos y entidades públicas y de personas jurídico-
privadas. Estas comprobaciones se realizarán preferentemente por medios telemáticos o 
informáticos.

3. La supervisión de los requisitos de ingresos y patrimonio establecidos en el presente 
real decreto-ley, para el acceso y mantenimiento de la prestación económica de ingreso 
mínimo vital, se realizará por la entidad gestora conforme a la información que se recabe por 
medios telemáticos de la Agencia Estatal de Administración Tributaria y de las haciendas 
tributarias forales de Navarra y de los territorios históricos del País Vasco. A tales efectos, se 
tomará como referencia la información que conste en esas haciendas públicas respecto del 
ejercicio anterior a aquel en el que se realiza esa actividad de reconocimiento o control, o en 
su defecto, la información que conste más actualizada en dichas administraciones públicas.

CAPÍTULO V

Cooperación entre las administraciones públicas

Artículo 27.  Cooperación administrativa en el ejercicio de las funciones de supervisión.

Todas las administraciones públicas cooperarán en la ejecución de las funciones de 
supervisión necesarias para la garantía del ingreso mínimo vital de conformidad con lo 
previsto en el artículo 71 del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, 
aprobado por Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre.

Artículo 28.  Cooperación para la inclusión social de las personas beneficiarias.

1. El Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones promoverá, en el ámbito de 
sus competencias, estrategias de inclusión de las personas beneficiarias del ingreso mínimo 
vital mediante la cooperación y colaboración con los departamentos ministeriales, las 
comunidades autónomas, las entidades locales, las organizaciones empresariales y 
sindicales más representativas, así como con las entidades del Tercer Sector de Acción 
Social. El diseño de estas estrategias se dirigirá a la remoción de los obstáculos sociales o 
laborales que dificultan el pleno ejercicio de derechos y socavan la cohesión social.

2. Los beneficiarios del ingreso mínimo vital serán objetivo prioritario y tenidos en cuenta 
en el diseño de los incentivos a la contratación que apruebe el Gobierno.

3. El resultado del ingreso mínimo vital y de las distintas estrategias y políticas de 
inclusión será evaluado anualmente por la Autoridad Independiente de Responsabilidad 
Fiscal, mediante la emisión de la correspondiente opinión, de acuerdo con la Ley Orgánica 
6/2013, de 14 de noviembre, de creación de la Autoridad Independiente de Responsabilidad 
Fiscal.

Artículo 29.  Mecanismos de colaboración con otras administraciones.

Con el fin de intensificar las relaciones de cooperación, mejorar la eficiencia de la gestión 
de la prestación no contributiva de ingreso mínimo vital, así como facilitar la utilización 
conjunta de medios y servicios públicos, mediante la asistencia recíproca y el intercambio de 
información, el Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones o, en su caso, la 
Administración de la Seguridad Social podrán celebrar los oportunos convenios, o acuerdos, 
o cualquier otro instrumento de colaboración con otros órganos de la Administración General 
del Estado, de las administraciones de las comunidades autónomas y de las entidades 
locales.

Artículo 30.  Comisión de seguimiento del ingreso mínimo vital.

1. Se crea la Comisión de seguimiento del ingreso mínimo vital como órgano de 
cooperación administrativa para el seguimiento de la aplicación del contenido de este real 
decreto-ley.
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2. La Comisión de seguimiento estará presidida por el Ministro de Inclusión, Seguridad 
Social y Migraciones, y estará integrada por el Secretario de Estado de la Seguridad Social y 
Pensiones, la Secretaría General de Objetivos y Políticas de Inclusión y Previsión Social, la 
Subsecretaria de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones, el Secretario de Estado de 
Derechos Sociales del Ministerio de Derechos Sociales y Agenda 2030, la Secretaría de 
Estado de Igualdad y contra la Violencia de Género o el órgano directivo en quien delegue, 
los titulares de las consejerías de las comunidades autónomas competentes por razón de la 
materia y representantes de la administración local. Cuando por razón de los asuntos a tratar 
no sea precisa la presencia de representantes de las comunidades autónomas o de la 
administración local, la Comisión podrá constituirse sin aquellos a instancias de su 
secretario, siendo en estos casos preciso que se informe previamente a los representantes 
de dichas administraciones y se comunique el contenido del orden del día.

3. La Comisión de seguimiento tendrá las siguientes funciones:

a) Evaluación del impacto del ingreso mínimo vital como instrumento para prevenir el 
riesgo de pobreza y exclusión social de las personas en situación de vulnerabilidad 
económica, con especial atención a la pobreza infantil.

b) Evaluación y seguimiento de las propuestas normativas y no normativas en relación 
con el ingreso mínimo vital y en materia de inclusión que se impulsen por parte del Ministerio 
de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones.

c) Impulso y seguimiento de los mecanismos de cooperación entre administraciones que 
procedan en aplicación de este real decreto-ley.

d) Seguimiento de los sistemas de intercambio de información relativa a las personas 
solicitantes y las beneficiarias del ingreso mínimo vital que se pongan en marcha.

e) Cooperación para la implantación de la Tarjeta Social Digital.
f) Evaluación y análisis de las políticas y medidas de inclusión, así como de su impacto 

en los colectivos vulnerables, e intercambio de mejores prácticas y experiencias, con el fin 
de maximizar las sinergias de las políticas públicas y de mejorar su eficacia.

g) Cooperación con el Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones en la 
definición de objetivos de inclusión y en el desarrollo de indicadores de inclusión, de 
crecimiento inclusivo y de desigualdad para la economía española que puedan ser utilizados 
para el diseño y toma de decisión de nuevas políticas o la reformulación de las ya existentes, 
así como de indicadores con los que llevar a cabo la medición, seguimiento y evaluación de 
los objetivos de inclusión.

h) Cooperación en la promoción de la incorporación de los indicadores señalados en el 
apartado anterior en el diseño y evaluación de las políticas y medidas de inclusión.

i) Cooperación en la explotación de bases de datos de indicadores de inclusión a nivel 
regional, nacional e internacional para la realización de estudios e informes que incluyan la 
información necesaria para la toma de decisiones.

j) Cooperación en la elaboración de las normas reglamentarias en desarrollo de este real 
decreto-ley y de las normas de otras administraciones que, en su caso, sean enviadas a la 
Comisión para discusión.

k) Evaluación y seguimiento de las estrategias de inclusión que promueva el Ministerio 
de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones, del Sello de Inclusión Social al que se refiere 
la disposición adicional primera y de la evolución en la participación en el mercado laboral de 
los perceptores del ingreso mínimo vital, en particular de los que se encuentren en los 
supuestos a que se refiere el artículo 8.4.

l) Cooperación en los sistemas de evaluación e información de situaciones de necesidad 
social y en la atención inmediata a personas en situación o riesgo de exclusión social entre 
las administraciones públicas.

m) Cualquier otra función que se le atribuya legal o reglamentariamente.

4. La Comisión de seguimiento podrá crear grupos de trabajo para el ejercicio de sus 
funciones. En particular, se crearán un grupo de trabajo específico para comunidades 
autónomas y un grupo de trabajo para entidades locales, para abordar las cuestiones 
específicas que afectan a cada una de estas administraciones.

5. La Comisión de seguimiento contará con una Secretaría, que dependerá de la 
Subsecretaría de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones. La Secretaría es el órgano 
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técnico de asistencia, preparación y seguimiento continuo de la actividad de la Comisión de 
seguimiento y tendrá las siguientes funciones:

a) La convocatoria, preparación y redacción de las actas de las reuniones de la Comisión 
de seguimiento del ingreso mínimo vital, el seguimiento de los acuerdos que, en su caso, se 
adopten y la asistencia a sus miembros.

b) El seguimiento e informe de los actos y disposiciones de las comunidades autónomas 
en materia de inclusión.

c) La tramitación de los convenios de colaboración que se suscriban con otros órganos 
de la Administración General del Estado, las administraciones de las comunidades 
autónomas y las entidades locales.

d) La coordinación de los grupos de trabajo que, en su caso, se creen por la Comisión de 
seguimiento en aplicación de lo dispuesto en el apartado 4 de este artículo.

6. La Comisión de seguimiento se dotará de un reglamento interno donde se 
especificarán sus reglas de funcionamiento.

Artículo 31.  Consejo consultivo del ingreso mínimo vital.

1. Se crea el Consejo consultivo del ingreso mínimo vital, como órgano de consulta y 
participación con las entidades del Tercer Sector de Acción Social y las organizaciones 
sindicales y empresariales.

2. El Consejo consultivo estará presidido por el Ministro de Inclusión, Seguridad Social y 
Migraciones y en él participarán, la Secretaría General de Objetivos y Políticas de Inclusión y 
Previsión Social, un miembro con rango de director general que designe el Ministerio de 
Derechos Sociales y Agenda 2030, la Directora del Instituto de la Mujer y para la Igualdad de 
Oportunidades, las organizaciones sindicales y empresariales más representativas, así como 
las entidades del Tercer Sector de Acción Social con mayor cobertura en el territorio 
español.

3. El Consejo consultivo tendrá las siguientes funciones:

a) Asesorar al Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones en la formulación 
de propuestas normativas y no normativas en relación con el ingreso mínimo vital y en 
materia de inclusión.

b) Asesorar a la Comisión de seguimiento del ingreso mínimo vital en el ejercicio de sus 
funciones.

c) Asesorar y cooperar con el Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones en 
el lanzamiento de campañas de comunicación relacionadas con el ingreso mínimo vital.

d) Asesorar y cooperar con el Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones en 
la implantación de estrategias de inclusión, del Sello de Inclusión Social al que se refiere la 
disposición adicional primera y de la evolución en la participación en el mercado laboral de 
los perceptores del ingreso mínimo vital, en particular de los que se encuentren en los 
supuestos a que se refiere el artículo 8.4.

e) Cualquier otra función que se le atribuya legal o reglamentariamente.

4. La participación y la asistencia a sus convocatorias no devengará retribución ni 
compensación económica alguna.

5. El Consejo consultivo se dotará de un reglamento interno donde se especificarán sus 
reglas de funcionamiento.

CAPÍTULO VI

Régimen de financiación

Artículo 32.  Financiación.

1. El ingreso mínimo vital, como prestación no contributiva de la Seguridad Social, se 
financiará de conformidad con lo previsto en el artículo 109 del texto refundido de la Ley 
General de la Seguridad Social, aprobado por Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de 
octubre.
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CAPÍTULO VII

Régimen de obligaciones

Artículo 33.  Obligaciones de las personas beneficiarias.

1. Las personas titulares del ingreso mínimo vital estarán sujetas durante el tiempo de 
percepción de la prestación a las siguientes obligaciones:

a) Proporcionar la documentación e información precisa en orden a la acreditación de los 
requisitos y la conservación de la prestación, así como para garantizar la recepción de 
notificaciones y comunicaciones.

b) Comunicar cualquier cambio o situación que pudiera dar lugar a la modificación, 
suspensión o extinción de la prestación, en el plazo de treinta días naturales desde que 
estos se produzcan.

c) Reintegrar el importe de las prestaciones indebidamente percibidas.
d) Comunicar a la entidad gestora con carácter previo las salidas al extranjero tanto del 

titular como de los miembros de la unidad de convivencia, haciendo constar la duración 
previsible de la misma.

No tendrá consideración de estancia ni de traslado de residencia la salida al extranjero 
por tiempo no superior a quince días naturales por una sola vez cada año.

La salida y estancia en el extranjero de cualquiera de los miembros de una unidad de 
convivencia por un período, continuado o no, de hasta noventa días naturales como máximo 
durante cada año natural, deberá previamente ser comunicada y justificada.

e) Presentar anualmente declaración correspondiente al Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas.

f) Si no están trabajando y son mayores de edad o menores emancipados, figurar 
inscritas como demandantes de empleo, salvo en los supuestos que se determinen 
reglamentariamente.

g) En caso de compatibilizar la prestación del ingreso mínimo vital con las rentas del 
trabajo o la actividad económica conforme con lo previsto en el artículo 8.4, cumplir las 
condiciones establecidas para el acceso y mantenimiento de dicha compatibilidad.

h) Participar en las estrategias de inclusión que promueva el Ministerio de Inclusión, 
Seguridad Social y Migraciones, previstas en el artículo 28.1, en los términos que se 
establezcan.

i) Cualquier otra obligación que pueda establecerse reglamentariamente.

2. Las personas integrantes de la unidad de convivencia estarán obligadas a:

a) Comunicar el fallecimiento del titular.
b) Poner en conocimiento de la administración cualquier hecho que distorsione el fin de 

la prestación otorgada.
c) Presentar anualmente declaración correspondiente al Impuesto sobre la Renta de las 

Personas Físicas.
d) Cumplir las obligaciones que el apartado anterior impone al titular y este, cualquiera 

que sea el motivo, no lleva a cabo.
e) Si no están trabajando y son mayores de edad o menores emancipados, figurar 

inscritas como demandantes de empleo, salvo en los supuestos que se determinen 
reglamentariamente.

f) En caso de compatibilizar la prestación del ingreso mínimo vital con las rentas del 
trabajo o la actividad económica conforme con lo previsto en el artículo 8.4, cumplir las 
condiciones establecidas para el acceso y mantenimiento de dicha compatibilidad.

g) Participar en las estrategias de inclusión que promueva el Ministerio de Inclusión, 
Seguridad Social y Migraciones, previstas en el artículo 28.1, en los términos que se 
establezcan.

h) Cumplir cualquier otra obligación que pueda establecerse reglamentariamente.
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CAPÍTULO VIII

Infracciones y sanciones

Artículo 34.  Infracciones y sujetos responsables.

1. Las infracciones son consideradas, según su naturaleza, como leves, graves y muy 
graves.

2. Son infracciones leves, no proporcionar la documentación e información precisa en 
orden a la acreditación de los requisitos y la conservación de la prestación, así como para 
garantizar la recepción de notificaciones y comunicaciones, cuando de ello no se haya 
derivado la percepción o conservación indebida de la prestación.

3. Son infracciones graves:

a) No proporcionar la documentación e información precisa en orden a la acreditación de 
los requisitos y la conservación de la prestación, así como para garantizar la recepción de 
notificaciones y comunicaciones, cuando de ello se hubiera derivado una percepción 
indebida, en cuantía mensual, inferior al 50 por ciento de la que le correspondería.

b) No comunicar cualquier cambio o situación que pudiera dar lugar a la modificación, 
suspensión o extinción de la prestación, en el plazo de treinta días desde que estos se 
produzcan, cuando de ello se hubiera derivado una percepción indebida, en cuantía 
mensual, inferior al 50 por ciento de la que le correspondería.

c) No cumplir con la obligación de comunicar con carácter previo el desplazamiento al 
extranjero, cuando el mismo sea por tiempo superior a quince días e inferior a noventa días 
al año.

d) La comisión de una tercera infracción leve, siempre que en un plazo de un año 
anterior hubiera sido sancionado por dos faltas leves del mismo tipo.

e) El incumplimiento de la obligación de participar en las estrategias de inclusión que 
promueva el Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones, en los términos que se 
establezcan.

f) El incumplimiento de las condiciones asociadas a la compatibilidad de la prestación del 
ingreso mínimo vital con las rentas del trabajo o la actividad económica conforme con lo 
previsto en el artículo 8.4.

4. Son infracciones muy graves:

a) No proporcionar la documentación e información precisa en orden a la acreditación de 
los requisitos y la conservación de la prestación, así como para garantizar la recepción de 
notificaciones y comunicaciones, cuando de ello se hubiera derivado una percepción 
indebida, en cuantía mensual, superior al 50 por ciento de la que le correspondería.

b) No comunicar cualquier cambio o situación que pudiera dar lugar a la modificación, 
suspensión o extinción de la prestación, en el plazo de treinta días desde que estos se 
produzcan, cuando de ello se hubiera derivado una percepción indebida, en cuantía 
mensual, superior al 50 por ciento de la que le correspondería.

c) El desplazamiento al extranjero, por tiempo superior a noventa días al año, sin haber 
comunicado ni justificado al Instituto Nacional de la Seguridad Social con carácter previo su 
salida de España.

d) Actuar fraudulentamente con el fin de obtener prestaciones indebidas o superiores a 
las que correspondan o prolongar indebidamente su disfrute, mediante la aportación de 
datos o documentos falsos.

e) La comisión de una tercera infracción grave siempre que en un plazo de un año 
anterior hubiera sido sancionado por dos faltas graves del mismo tipo.

f) El incumplimiento reiterado de la obligación de participar en las estrategias de inclusión 
que promueva el Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones, en los términos 
que se establezcan.

g) El incumplimiento reiterado de las condiciones asociadas a la compatibilidad de la 
prestación del ingreso mínimo vital con las rentas del trabajo o la actividad económica 
conforme con lo previsto en el artículo 8.4.

5. Serán responsables de las infracciones tipificadas en este artículo los beneficiarios de 
la prestación, los miembros de la unidad de convivencia y aquellas personas que hubiesen 
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cooperado en su comisión mediante una actuación activa u omisiva sin la cual la infracción 
no se hubiera cometido.

La concurrencia de varias personas responsables en la comisión de una infracción 
determinará que queden solidariamente obligadas frente a la administración al reintegro de 
las prestaciones indebidamente percibidas.

Artículo 35.  Sanciones.

1. Las infracciones leves serán sancionadas con el apercibimiento de la persona 
infractora.

2. Las infracciones graves se sancionarán con la pérdida de la prestación por un periodo 
de hasta tres meses. Cuando las infracciones diesen lugar a la extinción del derecho, la 
sanción consistirá en el deber de ingresar tres mensualidades de la prestación.

Cuando la infracción sea la prevista en el apartado 3.c) del artículo anterior, además de 
devolver el importe de la prestación indebidamente percibida durante el tiempo de estancia 
en el extranjero, los beneficiarios no podrán solicitar una nueva prestación durante un 
periodo de tres meses, a contar desde la fecha de la resolución por la que se imponga la 
sanción.

3. Las infracciones muy graves se sancionarán con la pérdida de la prestación por un 
periodo de hasta seis meses. Cuando las infracciones diesen lugar a la extinción del 
derecho, la sanción consistirá en el deber de ingresar seis mensualidades de la prestación.

Cuando la infracción sea la prevista en el apartado 4.c) del artículo anterior, además de 
devolver el importe de la prestación indebidamente percibida durante el tiempo de estancia 
en el extranjero, los beneficiarios no podrán solicitar una nueva prestación durante un 
periodo de seis meses, a contar desde la fecha de la resolución por la que se imponga la 
sanción.

4. Si dentro de las infracciones graves o muy graves, concurriese alguna de las 
siguientes actuaciones por parte de cualquier persona beneficiaria del ingreso mínimo vital:

a) El falseamiento en la declaración de ingresos o patrimonio.
b) La ocultación fraudulenta de cambios sustanciales que pudieran dar lugar a la 

modificación, suspensión o extinción de la prestación.
c) Cualquier otra actuación o situación fraudulenta que den lugar al acceso indebido a la 

prestación, mantenimiento indebido del derecho a la prestación o aumento indebido de su 
importe.

Además de la correspondiente sanción y obligación de reintegro de las cantidades 
indebidamente percibidas, y sin perjuicio de las responsabilidades penales, civiles y 
administrativas a que hubiere lugar, el Instituto Nacional de la Seguridad Social podrá 
decretar la extinción del derecho, así como la imposibilidad de que el sujeto infractor pueda 
resultar persona beneficiaria en los términos de este real decreto-ley por un periodo de dos 
años.

5. Cuando el sujeto infractor haya sido sancionado por infracción muy grave, en virtud de 
resolución firme en vía administrativa, dentro de los cinco años anteriores a la comisión de 
una infracción muy grave, se extinguirá la prestación y acarreará la imposibilidad de que el 
sujeto infractor resulte persona beneficiaria en los términos de este real decreto-ley durante 
cinco años.

6. En los términos que se desarrollen reglamentariamente, la imposición de sanciones 
tendrá en cuenta la graduación de estas considerando, a tal fin, la culpabilidad, negligencia e 
intencionalidad de la persona infractora, así como la cuantía económica de la prestación 
económica indebidamente percibida.

7. Las sanciones a que se refiere este artículo se entienden sin perjuicio del reintegro de 
las cantidades indebidamente percibidas.

Artículo 36.  Procedimiento sancionador.

A efectos de la competencia y el procedimiento para la imposición de las sanciones 
previstas en la presente norma será de aplicación lo establecido para la imposición de 
sanciones a los solicitantes o beneficiarios de prestaciones del Sistema de Seguridad Social 
en el Reglamento general sobre procedimientos para la imposición de sanciones por 
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infracciones de orden social y para los expedientes liquidatorios de cuotas de la Seguridad 
Social, aprobado por Real Decreto 928/1998, de 14 de mayo.

En lo no previsto en este real decreto-ley, será de aplicación lo dispuesto en el texto 
refundido de la Ley sobre Infracciones y Sanciones en el Orden Social, aprobado por Real 
Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de agosto.

CAPÍTULO IX

Régimen de control financiero de la prestación

Artículo 37.  Control de la prestación.

La modalidad de control ejercida sobre el reconocimiento del derecho y de la obligación 
de la prestación no contributiva de ingreso mínimo vital será la función interventora y el 
control financiero permanente de acuerdo con lo establecido en el 147.1 de la Ley 47/2003, 
de 26 de noviembre, General Presupuestaria.

Los actos de ordenación y pago material se intervendrán conforme a lo establecido en la 
sección 5.ª, capítulo IV, Título II del Real Decreto 706/1997, de 16 de mayo, por el que se 
desarrolla el régimen de control interno ejercido por la Intervención General de la Seguridad 
Social.

Disposición adicional primera.  Colaboración de las empresas al tránsito de los 
beneficiarios del ingreso mínimo vital a la participación activa en la sociedad.

Reglamentariamente se regulará el Sello de Inclusión Social, con el que se distinguirá a 
aquellas empresas y entidades que contribuyan al tránsito de los beneficiarios del ingreso 
mínimo vital desde una situación de riesgo de pobreza y exclusión a la participación activa 
en la sociedad.

En particular, los empleadores de beneficiarios del ingreso mínimo vital serán 
reconocidos con la condición de titulares del Sello de Inclusión Social, en los términos que 
reglamentariamente se establezcan. La condición de figurar como beneficiario del ingreso 
mínimo vital en el momento de su contratación servirá a los efectos de cómputo del 
porcentaje a que se refiere el artículo 147.2 a) de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de 
Contratos del Sector Público, por la que se trasponen al ordenamiento jurídico español las 
Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de 
febrero de 2014.

Disposición adicional segunda.  Registro de Prestaciones Sociales Públicas.

Las prestaciones de ingreso mínimo vital reconocidas quedarán incluidas en el Registro 
de Prestaciones Sociales Públicas que se regula en el artículo 72 del texto refundido de la 
Ley General de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 
de octubre.

Disposición adicional tercera.  Crédito extraordinario en el Presupuesto del Ministerio de 
Inclusión, Seguridad Social y Migraciones para financiar el ingreso mínimo vital en el 
ejercicio 2020.

Se concede un crédito extraordinario en el presupuesto del Ministerio de Inclusión, 
Seguridad Social y Migraciones por un importe de 500.000.000 euros en la aplicación 
presupuestaria 19.02.000X.424 «Aportación del Estado a la Seguridad Social para financiar 
el Ingreso Mínimo Vital». Dicha modificación se financiará de conformidad con el artículo 46 
de la Ley 6/2018, de 3 de julio, de Presupuestos Generales del Estado para 2018.

Disposición adicional cuarta.  Fórmulas de gestión.

Sin perjuicio de los mecanismos de colaboración a los que se refiere el artículo 31 de 
este real decreto-ley, el Gobierno estudiará a partir de 2021 la celebración de convenios con 
comunidades autónomas que contemplen fórmulas de gestión de la prestación del ingreso 
mínimo vital.
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Disposición adicional quinta.  Aplicación en los territorios forales.

En razón de la especificidad que supone la existencia de haciendas forales, las 
comunidades autónomas de régimen foral asumirán con referencia a su ámbito territorial, las 
funciones y servicios correspondientes que en este real decreto-ley se atribuyen al Instituto 
Nacional de la Seguridad Social en relación con la prestación económica no contributiva de 
la Seguridad Social del ingreso mínimo vital en los términos que se acuerde antes del 31 de 
octubre de 2020.

En tanto no se produzca la asunción de las funciones y servicios a que hace referencia el 
párrafo anterior, se acordará mediante convenio a suscribir entre los órganos competentes 
del Estado y de la comunidad autónoma interesada, una encomienda de gestión para 
realizar las actuaciones que se prevean en el mismo en relación con la prestación 
económica del ingreso mínimo vital y que permitan la atención integral de sus beneficiarios 
en el País Vasco y Navarra.

Disposición transitoria primera.  Prestación económica transitoria de ingreso mínimo vital 
durante 2020.

1. El Instituto Nacional de la Seguridad Social reconocerá la prestación transitoria de 
ingreso mínimo vital a los actuales beneficiarios de la asignación económica por hijo o menor 
a cargo del sistema de la Seguridad Social que, a fecha de entrada en vigor del presente real 
decreto-ley, reúnan los requisitos que se exponen en el apartado siguiente, siempre que el 
importe de la prestación transitoria de ingreso mínimo vital sea igual o superior al importe de 
la asignación económica que viniera percibiendo.

2. Los requisitos para percibir la prestación transitoria serán los siguientes:

a) Ser beneficiario de la asignación económica por hijo o menor a cargo sin discapacidad 
o con discapacidad inferior al 33 por ciento.

b) Formar parte de una unidad de convivencia constituida exclusivamente por el 
beneficiario de una asignación económica por hijo o menor a cargo sin discapacidad o con 
discapacidad inferior al 33 por ciento, el otro progenitor en caso de convivencia, y los hijos o 
menores a cargo causantes de dicha asignación por hijo a cargo.

c) Encontrarse la unidad de convivencia referida en el apartado anterior, en situación de 
vulnerabilidad económica por carecer de patrimonio, rentas o ingresos suficientes, en los 
términos establecidos en el artículo 8 del presente real decreto-ley.

d) Que la asignación económica que se perciba, o la suma de todas ellas en el supuesto 
que sean varias las asignaciones, sea inferior al importe de la prestación de ingreso mínimo 
vital.

3. A los exclusivos efectos de la comprobación del cumplimiento de lo previsto en la letra 
b) del apartado 2, la Agencia Estatal de Administración Tributaria, previa autorización del 
Instituto Nacional de Estadística, cederá, sin consentimiento de los interesados, la 
información relativa a la agrupación de las personas en los hogares que consta en las bases 
de datos de población disponible que el Instituto Nacional de Estadística cede 
periódicamente a dicha Agencia Estatal de Administración Tributaria para fines de estudio y 
análisis. Dicha información solo será utilizada por la Secretaría General de Objetivos y 
Políticas de Inclusión y Previsión Social del Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y 
Migraciones, para realizar las actuaciones necesarias que permitan determinar los 
beneficiarios con derecho a prestaciones de ingreso mínimo vital en los términos 
establecidos en esta disposición transitoria.

La comprobación de la convivencia en el mismo domicilio se efectuará en función de los 
datos que hubieren sido tenidos en cuenta para el reconocimiento de la asignación 
económica por hijo a cargo.

A los exclusivos efectos de la comprobación del cumplimiento de lo previsto en la letra c) 
del apartado anterior, el Instituto Nacional de la Seguridad Social solicitará a la Agencia 
Estatal de Administración Tributaria y esta le remitirá la información estrictamente necesaria 
relativa a ingresos y patrimonio de la unidad de convivencia descrita en el apartado b), que 
permitan determinar los beneficiarios con derecho a prestaciones de ingreso mínimo vital en 
los términos establecidos en esta disposición transitoria. Dicha información solo será 
utilizada para la finalidad indicada y el procedimiento de intercambio de información entre la 
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Agencia Estatal de Administración Tributaria y el Instituto Nacional de la Seguridad Social sin 
necesidad de recabar el consentimiento de los interesados.

4. La prestación transitoria de ingreso mínimo vital será incompatible con la asignación 
económica por hijo o menor a cargo sin discapacidad o con discapacidad inferior al 33 por 
ciento, quedando esta suspendida durante la vigencia de aquella.

5. El Instituto Nacional de la Seguridad Social notificará a los beneficiarios que cumplan 
los requisitos exigidos en el apartado 2 de esta disposición transitoria la resolución en la que 
se reconozca el derecho a la prestación transitoria del ingreso mínimo vital, y el derecho de 
opción entre el percibo de esta prestación y la asignación económica por hijo o menor a 
cargo que viniera percibiendo.

6. En el plazo de treinta días naturales a contar desde la notificación de la resolución, el 
interesado podrá ejercitar su derecho de opción por seguir manteniendo la asignación 
económica por hijo o menor a cargo. Dicha opción surtirá efectos desde la fecha de efectos 
económicos de la prestación de ingreso mínimo vital, procediéndose, en su caso, a la 
correspondiente regularización económica.

En el supuesto de que no se ejercite el derecho de opción dentro del plazo señalado se 
entenderá que opta por percibir la prestación transitoria de ingreso mínimo vital.

7. Si, una vez reconocido el derecho a la prestación transitoria, la unidad de convivencia 
se modificara, se aplicará lo previsto en el presente real decreto-ley, en cuanto a la 
obligación de comunicación, cumplimiento de requisitos, y revisión de la cuantía de la 
prestación.

8. A partir del 1 de enero de 2021 se mantendrá el derecho a la prestación de ingreso 
mínimo vital reconocido, siempre que se reúnan los requisitos establecidos en el presente 
real decreto-ley y el interesado aporte antes del 31 de diciembre de 2020 la documentación 
que a tal efecto le sea requerida por el Instituto Nacional de la Seguridad Social.

En otro caso, se reanudará el percibo de la asignación económica por hijo o menor a 
cargo, siempre que se mantengan los requisitos para ser beneficiario de esta prestación.

9. Los beneficiarios de la asignación económica por hijo o menor a cargo, del sistema de 
la Seguridad Social, a los que no les hubiera sido notificada la resolución de reconocimiento 
de la prestación transitoria de ingreso mínimo vital, y cumplieran los requisitos previstos en el 
apartado 2 de esta disposición transitoria, podrán solicitar su reconocimiento ante el Instituto 
Nacional de la Seguridad Social. La prestación se reconocerá, en su caso, con efectos 
desde la fecha de entrada en vigor del presente real decreto-ley, siempre que se presente 
dentro de los tres meses siguientes. En otro caso, los efectos económicos serán del día 
primero del mes siguiente a la presentación de la solicitud.

10. Asimismo, el Instituto Nacional de la Seguridad Social podrá, hasta el 31 de 
diciembre de 2020, reconocer la prestación de ingreso mínimo vital a aquellas personas 
beneficiarias de alguna de las distintas rentas de inserción o básicas establecidas por las 
comunidades autónomas, cuando estas comuniquen que consideran que podrían acreditar 
los requisitos para acceder a la prestación, así como que han obtenido su conformidad para 
la remisión de sus datos al Instituto Nacional de la Seguridad Social a efectos del 
reconocimiento de la prestación. Para ello, las comunidades autónomas comunicarán al 
Instituto Nacional de la Seguridad Social, a través de los protocolos telemáticos de 
intercambio de información habilitados al efecto, comunicarán al referido Instituto los datos 
necesarios para la identificación de las potenciales personas beneficiarias y la verificación de 
los requisitos de acceso a la prestación.

Los expedientes resueltos por el Instituto Nacional de la Seguridad Social se 
comunicarán a las comunidades autónomas a través de los protocolos informáticos 
establecidos.

11. Para la aplicación de esta disposición se podrán comenzar a realizar las operaciones 
técnicas necesarias para la puesta en marcha de la prestación desde el 29 de mayo de 
2020.

Disposición transitoria segunda.  Presentación de solicitudes.

Las solicitudes de acceso a la prestación económica podrán presentarse a partir del día 
15 de junio de 2020. Si la solicitud se presenta dentro de los tres meses siguientes, los 
efectos económicos se retrotraerán al día 1 de junio de 2020 siempre que, en esta fecha, se 
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acrediten todos los requisitos para su acceso. En caso de no cumplir los requisitos en la 
referida fecha los efectos económicos se fijarán el día primero del mes siguiente a aquel en 
que se cumplan los requisitos.

Si la solicitud se presenta transcurridos tres meses, los efectos económicos se fijarán el 
día primero del mes siguiente a la presentación de la solicitud, de conformidad con lo 
previsto en el artículo 11.1 del presente real decreto-ley.

Disposición transitoria tercera.  Régimen excepcional aplicable a las solicitudes cursadas 
por situación de carencia de rentas.

Excepcionalmente y cuando no sean beneficiarios de prestaciones o subsidios de 
desempleo, y a los exclusivos efectos de cómputo de rentas, se podrán presentar solicitudes 
hasta 31 de diciembre de 2020 en aquellos supuestos de vulnerabilidad económica que se 
hayan producido durante el año en curso. A efectos de acreditar provisionalmente el 
cumplimiento del requisito de rentas, se considerarán la parte proporcional de los ingresos 
que haya tenido la unidad de convivencia durante el tiempo transcurrido del año 2020, 
siempre y cuando en el ejercicio anterior no supere la mitad de los límites de patrimonio neto 
establecidos de forma general para las citadas unidades de convivencia y cuyos ingresos no 
superen en más del 50 por ciento de los límites establecidos para toda la unidad de 
convivencia en el ejercicio 2019 en los términos establecidos en el presente real decreto-ley. 
En este supuesto se podrá tomar como referencia de ingresos del año 2020 los datos 
obrantes en los ficheros y bases de datos de la seguridad social que permitan la verificación 
de dicha situación, o bien, y en su defecto, lo que figuren en la declaración responsable.

En todo caso en el año 2021 se procederá a la regularización de las cuantías abonadas 
en relación con los datos de promedio mensual del conjunto de ingresos y rentas anuales 
computables de la persona beneficiaria individual o del conjunto de miembros de la unidad 
de convivencia, correspondientes al ejercicio 2020 dando lugar, en su caso, a las 
actuaciones previstas en el artículo 17 del real decreto-ley.

Disposición transitoria cuarta.  Régimen transitorio de aplicación del control financiero 
permanente, como única modalidad de control, para el reconocimiento del derecho y de la 
obligación de los expedientes de la prestación no contributiva de ingresos mínimo vital.

1. Hasta el 31 de diciembre de 2020, la modalidad de control ejercida sobre el 
reconocimiento del derecho y de la obligación de los expedientes de la prestación no 
contributiva de ingreso mínimo vital será exclusivamente la de control financiero permanente 
de acuerdo con lo establecido en el 147.1 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General 
Presupuestaria.

Desde el 1 de enero de 2021, el reconocimiento del derecho y de la obligación de la 
prestación no contributiva de ingreso mínimo vital estará sometido a la función interventora 
en todas sus modalidades de acuerdo con lo previsto en el artículo 37.

2. El Consejo de Ministros, a iniciativa de la Intervención General de la Administración 
del Estado, previa propuesta de la Intervención General de la Seguridad Social, podrá 
acordar de forma motivada la ampliación, por un plazo de hasta seis meses adicionales, del 
periodo transitorio previsto en el apartado anterior para la aplicación del control financiero 
permanente como única modalidad de control. En la citada propuesta se indicarán los 
motivos que justifican la extensión del periodo transitorio y el plazo adicional máximo durante 
el que se mantendrá dicho plazo.

Igualmente, el Consejo de Ministros, a iniciativa de la Intervención General de la 
Administración del Estado y previa propuesta de la Intervención General de la Seguridad 
Social, podrá acordar que la finalización del periodo transitorio se produzca con anterioridad 
a dicha fecha.

3. Lo dispuesto en los apartados anteriores no resulta de aplicación a los actos de 
ordenación y pago material de esta prestación que se intervendrán conforme a lo establecido 
en el artículo 37 de esta Ley desde su entrada en vigor.
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Disposición transitoria quinta.  Exención del pago de precios públicos por servicios 
académicos universitarios.

1. Los beneficiarios de la prestación del ingreso mínimo vital a quienes se reconozca 
dicha condición entre los meses de junio y diciembre de 2020 estarán exentos del pago de 
los precios públicos por servicios académicos universitarios para la realización de estudios 
conducentes a la obtención de títulos de carácter oficial durante el curso 2020-2021, en los 
términos de esta disposición.

2. Sin perjuicio de las exenciones generales del pago de precios públicos por servicios 
académicos universitarios, esta exención se aplicará a los beneficiarios de la prestación del 
ingreso mínimo vital que hayan visto denegada su solicitud de concesión de una beca de la 
Administración General del Estado para cursar estudios postobligatorios en dicho curso por 
superar los umbrales de renta y patrimonio establecidos en la normativa correspondiente.

3. Reglamentariamente se determinará la compensación a las universidades por la 
exención del pago de estos precios públicos por servicios académicos.

Disposición transitoria sexta.  Financiación del ingreso mínimo vital durante 2020.

Durante 2020 se dotarán, mediante modificación presupuestaria, los créditos 
presupuestarios que resulten adecuados para la financiación del ingreso mínimo vital.

Disposición transitoria séptima.  Integración de la asignación por hijo o menor a cargo en 
el ingreso mínimo vital.

A partir de la entrada en vigor de este real decreto-ley no podrán presentarse nuevas 
solicitudes para la asignación económica por hijo o menor a cargo sin discapacidad o con 
discapacidad inferior al 33 por ciento del sistema de la Seguridad Social, que quedará a 
extinguir, sin perjuicio de lo previsto en el párrafo tercero. No obstante, los beneficiarios de la 
prestación económica transitoria de ingreso mínimo vital que a 31 de diciembre de 2020 no 
cumplan los requisitos para ser beneficiarios del ingreso mínimo vital podrán ejercer el 
derecho de opción para volver a la asignación económica por hijo o menor a cargo del 
sistema de la Seguridad Social.

A la fecha de entrada en vigor de este real decreto-ley, los beneficiarios de la asignación 
económica por cada hijo o menor a cargo sin discapacidad o con discapacidad inferior al 33 
por ciento continuaran percibiendo dicha prestación hasta que deje de concurrir los 
requisitos y proceda su extinción.

Las solicitudes presentadas con anterioridad a la entrada en vigor de esta norma se 
regirán por la norma vigente al tiempo de su presentación. Las solicitudes presentadas 
dentro de los treinta días naturales siguientes, en las que la persona solicitante alegue 
imposibilidad para su presentación, derivada de la suspensión de plazos administrativos 
establecida en el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de 
alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, se 
considerarán presentadas en la fecha que indique que quiso ejercer su derecho y se produjo 
dicha imposibilidad.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.

Quedan derogadas todas las normas de igual o inferior rango en lo que contradigan o se 
opongan a lo dispuesto en el presente real decreto-ley.

Disposición final primera.  Modificación del Real Decreto 397/1996, de 1 de marzo, por el 
que se regula el registro de prestaciones sociales públicas.

Se añade un nuevo párrafo p) al artículo 3 del Real Decreto 397/1996, de 1 de marzo, 
por el que se regula el registro de prestaciones sociales públicas, con la siguiente redacción:

«p) La prestación económica de la Seguridad Social, de naturaleza no 
contributiva, de ingreso mínimo vital.»
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Disposición final segunda.  Modificación de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General 
Presupuestaria.

Se modifica la letra a) del apartado 2 del artículo 54 de la Ley 47/2003, de 26 de 
noviembre, General Presupuestaria, con la siguiente redacción:

«a) Los destinados al pago de pensiones de todo tipo; prestaciones por 
incapacidad temporal; protección a la familia; nacimiento y cuidado de menor y 
riesgos durante el embarazo y la lactancia natural; cuidado de menores afectados 
por cáncer u otra enfermedad grave; ingreso mínimo vital; así como las entregas 
únicas, siempre que se encuentren legal o reglamentariamente establecidas y sea 
obligatorio y no graciable su pago por parte de la Seguridad Social y su cuantía esté 
objetivamente determinada.»

Disposición final tercera.  Modificación del texto refundido de la Ley de garantías y uso 
racional de los medicamentos y productos sanitarios, aprobado por Real Decreto Legislativo 
1/2015, de 24 de julio.

Se modifica el artículo 102 para añadir una letra f) a su apartado 8:

«f) Personas beneficiarias del ingreso mínimo vital.»

Disposición final cuarta.  Modificación del texto refundido de la Ley General de la 
Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre.

El texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por el Real 
Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, se modifica como sigue:

Uno. Se modifica el artículo 42.1. c), con la siguiente redacción:

«c) Las prestaciones económicas en las situaciones de incapacidad temporal; 
nacimiento y cuidado de menor; riesgo durante el embarazo; riesgo durante la 
lactancia natural; ejercicio corresponsable del cuidado del lactante; cuidado de 
menores afectados por cáncer u otra enfermedad grave; incapacidad permanente 
contributiva e invalidez no contributiva; jubilación, en sus modalidades contributiva y 
no contributiva; desempleo, en sus niveles contributivo y asistencial; protección por 
cese de actividad; pensión de viudedad; prestación temporal de viudedad; pensión 
de orfandad; prestación de orfandad; pensión en favor de familiares; subsidio en 
favor de familiares; auxilio por defunción; indemnización en caso de muerte por 
accidente de trabajo o enfermedad profesional; ingreso mínimo vital, así como las 
que se otorguen en las contingencias y situaciones especiales que 
reglamentariamente se determinen por real decreto, a propuesta del titular del 
Ministerio competente.»

Dos. Se modifican las letras a), e), f), g) y h) del artículo 71.1, con la siguiente redacción:

«a) Por los organismos competentes dependientes del Ministerio de Hacienda o, 
en su caso, de las comunidades autónomas o de las diputaciones forales, se 
facilitarán, dentro de cada ejercicio anual, conforme al artículo 95 de la Ley 58/2003, 
de 17 de diciembre, General Tributaria y normativa foral equivalente, a las entidades 
gestoras de la Seguridad Social responsables de la gestión de las prestaciones 
económicas y, a petición de las mismas, los datos relativos a los niveles de renta, 
patrimonio y demás ingresos de los titulares de prestaciones en cuanto determinen el 
derecho a las mismas, así como de los beneficiarios, cónyuges y otros miembros de 
las unidades familiares, siempre que deban tenerse en cuenta para el 
reconocimiento, mantenimiento o cuantía de dichas prestaciones a fin de verificar si 
aquellos cumplen en todo momento las condiciones necesarias para la percepción de 
las prestaciones y en la cuantía legalmente establecida.

e) El Ministerio del Interior facilitará a las entidades gestoras de la Seguridad 
Social por medios informáticos las fechas de vencimiento de las autorizaciones de 
residencia, sus altas, variaciones o bajas o los cambios de situación y sus efectos, 
así como los movimientos fronterizos de las personas que tengan derecho a una 
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prestación para cuya percepción sea necesario el cumplimiento del requisito de 
residencia legal y efectiva en España.

Asimismo, facilitará a las entidades gestoras de la Seguridad Social por medios 
informáticos los datos incorporados en el Documento Nacional de Identidad o en el 
documento de identificación de extranjero o tarjeta equivalente de las personas 
cuyos datos tengan trascendencia en procedimientos seguidos ante dichas entidades 
gestoras.

f) Las Mutuas Colaboradoras con la Seguridad Social facilitarán telemáticamente 
a las entidades gestoras responsables de la gestión de las prestaciones económicas 
de la Seguridad Social los datos que puedan afectar al nacimiento, modificación, 
conservación o extinción del derecho a las mismas que sean reconocidas por 
aquellas.

g) El Instituto de Mayores y Servicios Sociales y los organismos competentes de 
las comunidades autónomas facilitarán a las entidades gestoras de la Seguridad 
Social los datos de grado y nivel de dependencia y los datos incluidos en los 
certificados de discapacidad, que puedan guardar relación con el nacimiento, 
modificación, conservación o extinción del derecho a las prestaciones en cualquier 
procedimiento, así como con la actualización de la información obrante en las bases 
de datos del sistema de Seguridad Social.

h) Las comunidades autónomas facilitarán a las entidades gestoras de la 
Seguridad Social por medios informáticos los datos relativos a las fechas de 
reconocimiento y vencimiento de los títulos de familias numerosas, así como los 
datos relativos a los miembros de la unidad familiar incluidos en los mismos, que 
puedan guardar relación con el nacimiento, modificación, conservación o extinción 
del derecho a las prestaciones en cualquier procedimiento, así como con la 
actualización de la información obrante en las bases de datos del sistema.»

Tres. Se añade un nuevo párrafo ñ) al artículo 72.2, con la siguiente redacción:

«ñ) La prestación económica de la Seguridad Social, de naturaleza no 
contributiva, de ingreso mínimo vital.»

Cuatro. Se modifica el artículo 109.3.b) para añadir un nuevo ordinal 6.ª con la siguiente 
redacción:

«6.ª El ingreso mínimo vital.»

Cinco. Se modifican los artículos 351, 352 y 353, con la siguiente redacción:

«Artículo 351.  Enumeración.

Las prestaciones familiares de la Seguridad Social, en su modalidad no 
contributiva, consistirán en:

a) Una asignación económica por cada hijo menor de dieciocho años de edad y 
afectado por una discapacidad en un grado igual o superior al 33 por ciento, o mayor 
de dicha edad cuando el grado de discapacidad sea igual o superior al 65 por ciento, 
a cargo del beneficiario, cualquiera que sea la naturaleza legal de la filiación, así 
como por los menores a su cargo en régimen de acogimiento familiar permanente o 
guarda con fines de adopción, que cumplan los mismos requisitos.

El causante no perderá la condición de hijo o de menor a cargo por el mero 
hecho de realizar un trabajo lucrativo por cuenta propia o ajena siempre que continúe 
viviendo con el beneficiario de la prestación y que los ingresos anuales del causante, 
en concepto de rendimientos del trabajo, no superen el 100 por cien del salario 
mínimo interprofesional, también en cómputo anual.

Tal condición se mantendrá aunque la afiliación del causante como trabajador 
suponga su encuadramiento en un régimen de Seguridad Social distinto a aquel en el 
que esté afiliado el beneficiario de la prestación.

b) Una prestación económica de pago único a tanto alzado por nacimiento o 
adopción de hijo, en supuestos de familias numerosas, monoparentales y en los 
casos de madres con discapacidad.
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c) Una prestación económica de pago único por parto o adopción múltiples.

Artículo 352.  Beneficiarios.

1. Tendrán derecho a la asignación económica por hijo o menor a cargo quienes:

a) Residan legalmente en territorio español.
b) Tengan a su cargo hijos o menores en régimen de acogimiento familiar 

permanente o guarda con fines de adopción en quienes concurran las circunstancias 
señaladas en la letra a) del artículo anterior y que residan en territorio español.

En los casos de separación judicial o divorcio, el derecho al percibo de la 
asignación se conservará para el padre o la madre por los hijos o menores que tenga 
a su cargo.

c) No tengan derecho, ni el padre ni la madre, a prestaciones de esta misma 
naturaleza en cualquier otro régimen público de protección social.

2. Serán, asimismo, beneficiarios de la asignación que, en su caso y en razón de 
ellos, hubiera correspondido a sus padres:

a) Los huérfanos de padre y madre, menores de dieciocho años o mayores de 
dicha edad y que sean personas con discapacidad en un grado igual o superior al 65 
por ciento.

b) Quienes no sean huérfanos y hayan sido abandonados por sus padres, 
siempre que no se encuentren en régimen de acogimiento familiar permanente o 
guarda con fines de adopción.

c) Los hijos con discapacidad mayores de dieciocho años cuya capacidad no 
haya sido modificada judicialmente y conserven su capacidad de obrar serán 
beneficiarios de las asignaciones que en razón de ellos corresponderían a sus 
padres.

Artículo 353.  Cuantía de las asignaciones.

1. La cuantía de la asignación económica a que se refiere el artículo 351.a) se 
fijará, en su importe anual, en la correspondiente ley de presupuestos generales del 
Estado.

2. En dicha Ley, además de la cuantía general, se establecerá otra cuantía 
específica en el supuesto de hijo a cargo mayor de dieciocho años, con un grado de 
discapacidad igual o superior al 75 por ciento y que, como consecuencia de pérdidas 
anatómicas o funcionales, necesite el concurso de otra persona para realizar los 
actos más esenciales de la vida, tales como vestirse, desplazarse, comer o 
análogos.»

Disposición final quinta.  Modificación de la Ley 6/2018, de 3 de julio, de Presupuestos 
Generales del Estado para el año 2018.

Con efectos desde la entrada en vigor de este real decreto-ley y vigencia indefinida, se 
modifica la Ley 6/2018, de 3 de julio, de Presupuestos Generales del Estado para el año 
2018 de la siguiente forma:

Uno. Se da nueva redacción a la disposición adicional centésima cuadragésima primera, 
que queda redactada de la siguiente forma:

«Disposición adicional centésima cuadragésima primera.  Creación de la Tarjeta 
Social Digital.

Uno. Se crea la Tarjeta Social Digital, con el objetivo de mejorar y coordinar las 
políticas de protección social impulsadas por las diferentes administraciones 
públicas.

La Tarjeta Social Digital se destinará a los siguientes usos:
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a) La gestión de los datos identificativos de las prestaciones sociales públicas de 
contenido económico y situaciones subjetivas incluidas en su ámbito de aplicación y 
de sus beneficiarios, mediante la formación de un banco de datos automatizado.

b) El conocimiento coordinado y la cesión de datos entre las entidades y 
organismos afectados, con el fin de facilitar el reconocimiento y supervisión de las 
prestaciones sociales públicas por ellos gestionadas.

c) El acceso y la consulta de las administraciones públicas y otras entidades del 
sector público integradas en el sistema que gestionen prestaciones sociales públicas 
de contenido económico.

d) La explotación estadística con la finalidad de elaborar estudios y formular 
análisis encaminados a la mejora de las políticas sociales públicas.

Dos. La Tarjeta Social Digital incluirá la información actualizada correspondiente 
a todas las prestaciones sociales contributivas, no contributivas y asistenciales, de 
contenido económico, financiadas con cargo a recursos de carácter público, y 
además recogerá una información sobre las situaciones subjetivas previstas en el 
apartado Cuatro de esta disposición adicional, y ofrecerá, en base a dicha 
información, funcionalidades y utilidades a las distintas administraciones públicas y a 
los ciudadanos.

Reglamentariamente se regulará el procedimiento para que los ciudadanos 
puedan utilizar las funcionalidades y utilidades de la Tarjeta Social Digital.

Tres. Se atribuye al Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones a 
través del Instituto Nacional de la Seguridad Social, la administración, la gestión y el 
mantenimiento del registro y del sistema informático que dará soporte a la Tarjeta 
Social Digital y las funcionalidades inherentes a la misma, con arreglo a las 
prescripciones contenidas en esta disposición adicional y en sus normas de 
desarrollo reglamentario.

Cuatro. Las administraciones públicas, entidades y organismos y empresas 
públicas responsables de la gestión de las prestaciones sociales públicas de 
contenido económico enumeradas en el apartado Dos facilitarán al Instituto Nacional 
de la Seguridad Social la información actualizada correspondiente a los datos 
identificativos de los titulares de las prestaciones económicas, así como, en cuanto 
determinen o condicionen el reconocimiento y mantenimiento del derecho a aquellas, 
de los beneficiarios, cónyuges y otros miembros de las unidades familiares, y los 
importes y clases de las prestaciones abonadas y la fecha de efectos de su 
concesión o reconocimiento.

Los organismos competentes dependientes del Ministerio de Hacienda o, en su 
caso, de las administraciones tributarias forales, dentro de cada ejercicio anual y 
conforme al artículo 95 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, y 
la normativa foral equivalente, están obligadas a suministrar al Instituto Nacional de 
la Seguridad Social información relativa a los niveles de renta de los ciudadanos 
afectados que se beneficien de prestaciones sociales públicas de contenido 
económico, para lo cual dicho Instituto remitirá el fichero de beneficiarios a la 
administración tributaria que corresponda en cada caso para que por esta se incluya 
para cada perceptor su nivel de renta.

A su vez, las administraciones públicas, entidades y organismos con 
competencias de gestión o de coordinación estatal en materia de discapacidad, 
dependencia, demanda de empleo, familia numerosa y cualquier otra situación 
subjetiva relevante, que así se determine reglamentariamente, facilitarán al Instituto 
Nacional de la Seguridad Social la información actualizada sobre estas situaciones 
en relación con todos los ciudadanos afectados.

Las anteriores previsiones se desarrollarán con arreglo al principio de 
cooperación entre administraciones públicas al servicio del interés general.

Cinco. Las administraciones públicas, entidades y organismos responsables de la 
gestión de las prestaciones sociales públicas definidas en el apartado Dos tendrán 
acceso a toda la información de la Tarjeta Social Digital. Asimismo, el ciudadano 
tendrá acceso a toda la información registrada sobre su persona en la Tarjeta Social 
Digital.
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Seis. El tratamiento de datos previsto en la Tarjeta Social Digital se basa en el 
interés público que representa disponer de un sistema informático integrado en el 
que se recojan todas las prestaciones sociales públicas de contenido económico y 
situaciones subjetivas relevantes que afecten a los ciudadanos. La información 
contenida en la Tarjeta se someterá a la normativa vigente en materia de protección 
de datos de las personas físicas.

Siete. Las prestaciones sociales públicas de carácter económico definidas en el 
apartado Dos, se incorporarán de forma gradual a la Tarjeta Social Digital de acuerdo 
con los plazos, requisitos y procedimientos que se establezcan mediante norma 
reglamentaria.

Ocho. Se faculta al Gobierno para dictar cuantas disposiciones sean necesarias 
para la aplicación y desarrollo de esta disposición adicional.»

Dos. Se da nueva redacción a la disposición transitoria tercera, que queda redactada de 
la siguiente forma:

«Disposición transitoria tercera.  Registro de Prestaciones Sociales Públicas.

El Registro de Prestaciones Sociales Públicas, constituido en el Instituto Nacional 
de la Seguridad Social y gestionado por el mismo, se mantendrá en vigor en los 
términos previstos en el artículo 72 del texto refundido de la Ley General de la 
Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, 
así como en el Real Decreto 397/1996, de 1 de marzo, dando servicio a las 
entidades, organismos y empresas incluidas en el catálogo a que se refiere el 
artículo 9 del citado real decreto, hasta la fecha que se determine en la norma 
reglamentaria que, en desarrollo de la disposición adicional centésima cuadragésima 
primera de la presente ley, regule la Tarjeta Social Digital.

A partir de su puesta en funcionamiento, quedará integrado en la Tarjeta Social 
Digital el contenido del actual Registro de Prestaciones Sociales Públicas, regulado 
por el artículo 72 del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, y por 
el Real Decreto 397/1996, de 1 de marzo.»

Disposición final sexta.  Financiación de los gastos derivados de las funciones que puedan 
desarrollar las entidades locales en aplicación del artículo 22 de este real decreto-ley.

1. Los gastos que se deriven de la aplicación del artículo 22 de este real decreto-ley 
deberán ser financiados por las entidades locales exclusivamente con cargo a los ingresos 
corrientes que prevean obtener en el mismo ejercicio en el que se inicie el procedimiento 
regulado en aquel precepto, sin que se pueda exceder el superávit previsto al cierre del 
ejercicio con arreglo a la información de ejecución del presupuesto, pudiendo utilizarse como 
referencia la que, con periodicidad trimestral, se remite al Ministerio de Hacienda, en 
cumplimiento de la Orden HAP/2105/2012, de 1 de octubre, por la que se desarrollan las 
obligaciones de suministro de información previstas en la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de 
abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera. Sin perjuicio de la aplicación 
del artículo 12 de esta última, para determinar en relación con el ejercicio 2020 la situación 
de incumplimiento a los efectos del artículo 21.1 de la citada ley orgánica se tendrá en 
consideración, con carácter excepcional, si aquella ha estado causada por el gasto al que se 
refiere esta disposición final en el que incurran las entidades locales.

2. El importe de las obligaciones reconocidas por las entidades locales por el gasto 
adicional consecuencia de la ejecución de las funciones a las que se refiere esta disposición 
no podrá superar, en cada una de aquellas en cada ejercicio de vigencia del respectivo 
convenio de colaboración suscrito de acuerdo con el artículo 22 del real decreto-ley, el 5 por 
ciento del total de las que se hayan reconocido en el ejercicio anterior por el capítulo 1, 
gastos de personal, correspondientes a la política de gasto 23. Servicios sociales y 
promoción social, de la estructura de los presupuestos de las entidades locales, aprobada 
por Orden EHA/3565/2008, de 3 de diciembre.

3. Las corporaciones locales suministrarán al Ministerio de Hacienda, con periodicidad 
trimestral, información específica relativa a la ejecución de las funciones a las que se refiere 
esta disposición, incluyendo en todo caso la correspondiente al gasto realizado. A estos 

COVID-19: COLECTIVOS VULNERABLES

§ 5  Real Decreto-ley 20/2020, por el que se establece el ingreso mínimo vital

– 74 –



efectos, se habilita al órgano competente del Ministerio de Hacienda para determinar los 
modelos de formularios normalizados para la captura de aquella información y dictar, en su 
caso, las instrucciones o resoluciones que resulten necesarias para la concreción, 
procedimiento y plazo de remisión de la información a suministrar.

La remisión de la información económico-financiera de cada corporación local se 
realizará por la intervención o unidad que ejerza sus funciones, mediante firma electrónica 
avanzada basada en un certificado reconocido, de acuerdo con la Ley 59/2003, de 19 de 
diciembre, de firma electrónica.

El Ministerio de Hacienda podrá difundir o publicar la información remitida en virtud del 
presente real decreto-ley con el alcance, contenido y metodología que determine.

El incumplimiento de las obligaciones de suministro de información, tanto en lo referido a 
los plazos establecidos, el correcto contenido, idoneidad o modo de envío de los datos podrá 
llevar aparejada la imposición de las medidas previstas en los artículos 20 y siguientes de la 
Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad 
Financiera, previo requerimiento a la corporación local para su cumplimiento en un plazo de 
diez días hábiles. Sin perjuicio de la posible responsabilidad personal que corresponda, el 
Ministerio de Hacienda podrá dar publicidad a los requerimientos efectuados o al 
incumplimiento de los mismos.

Disposición final séptima.  Actualización de valores.

Se autoriza al Gobierno, a propuesta del Ministro de Inclusión, Seguridad Social y 
Migraciones, a modificar los valores previstos en el apartado 8.3 y en el anexo II, así como 
los porcentajes y escalas establecidos en el artículo 10.2 y en el anexo I, cuando, atendiendo 
a la evolución de las circunstancias sociales y económicas y de las situaciones de 
vulnerabilidad, así como a las evaluaciones periódicas establecidas en el artículo 28.3, se 
aprecie la necesidad de dicha modificación con el fin de que la prestación pueda mantener 
su acción protectora dirigida a prevenir el riesgo de pobreza, lograr la inclusión social y suplir 
las carencias de recursos económicos para la cobertura de necesidades básicas.

Las propuestas de modificación se someterán a consulta previa de la Comisión de 
seguimiento y del Consejo consultivo del ingreso mínimo vital.

Disposición final octava.  Cláusula de salvaguardia para modificaciones de norma de 
inferior rango.

El artículo 3, párrafo p), del Real Decreto 397/1996, de 1 de marzo, por el que se regula 
el registro de prestaciones sociales públicas, conserva su rango normativo como real 
decreto.

Disposición final novena.  Título competencial.

Este real decreto-ley se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.1.ª, 13.ª, 
14.ª, 17.ª y 18.ª de la Constitución Española, que atribuye al Estado la competencia 
exclusiva sobre la regulación de las condiciones básicas que garanticen la igualdad de todos 
los españoles en el ejercicio de los derechos y en el cumplimiento de los deberes 
constitucionales; bases y coordinación de la planificación general de la actividad económica; 
hacienda general y deuda del Estado; legislación básica y régimen económico de la 
Seguridad Social; y bases del régimen jurídico de las administraciones públicas y el 
procedimiento administrativo común.

Disposición final décima.  Desarrollo reglamentario.

Se habilita al Gobierno y al Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones, en el 
ámbito de sus competencias, a dictar cuantas disposiciones sean necesarias para el 
desarrollo y ejecución de lo dispuesto en este real decreto-ley.

Disposición final decimoprimera.  Entrada en vigor.

El presente real decreto-ley entrará en vigor el mismo día de su publicación en el 
«Boletín Oficial del Estado».
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ANEXO I

Escala de incrementos para el cálculo de la renta garantizada según el tipo de 
unidad de convivencia para el ejercicio 2020

Escala de incrementos
Un adulto solo. 5.538 € (renta garantizada para un adulto solo).
Un adulto y un menor. 1,52
Un adulto y dos menores. 1,82
Un adulto y tres o más menores. 2,12
Dos adultos. 1,3
Dos adultos y un menor. 1,6
Dos adultos y dos menores. 1,9
Dos adultos y tres o más menores. 2,2
Tres adultos. 1,6
Tres adultos y un menor. 1,9
Tres adultos y dos o más niños. 2,2
Cuatro adultos. 1,9
Cuatro adultos y un niño. 2,2
Otros. 2,2

ANEXO II

Escala de incrementos para el cálculo del límite de patrimonio aplicable según 
el tipo de unidad de convivencia

Escala de incrementos
Un adulto solo. 16.614 € (3 veces la renta garantizada para un adulto solo)
Un adulto y un menor. 1,4
Un adulto y dos menores. 1,8
Un adulto y tres o más menores. 2,2
Dos adultos. 1,4
Dos adultos y un menor. 1,8
Dos adultos y dos menores. 2,2
Dos adultos y tres o más menores. 2,6
Tres adultos. 1,8
Tres adultos y un menor. 2,2
Tres adultos y dos o más niños. 2,6
Cuatro adultos. 2,2
Cuatro adultos y un niño. 2,6
Otros. 2,6
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§ 6

Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el 
estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria 

ocasionada por el COVID-19

Ministerio de la Presidencia, Relaciones con las Cortes y Memoria Democrática
«BOE» núm. 67, de 14 de marzo de 2020
Última modificación: 6 de junio de 2020

Referencia: BOE-A-2020-3692

Téngase en cuenta que queda prorrogado el estado de alarma declarado por el presente Real Decreto hasta 
las 00:00 horas del día 21 de junio de 2020 y se someterá a las mismas condiciones establecidas en el mismo 
y en las disposiciones que lo modifican, aplican y desarrollan, según establecen los arts. 1 y 2 del Real Decreto 
555/2020, de 5 de junio, sin perjuicio de lo establecido en este Real Decreto. Véanse los arts. 3 y 4 del mismo, 
relativos al procedimiento para la desescalada y los acuerdos con las Comunidades Autónomas y tratamiento 
de los enclaves. Ref. BOE-A-2020-5767
La superación de todas las fases previstas en el Plan para la desescalada de las medidas extraordinarias 
adoptadas para hacer frente a la pandemia de COVID-19, aprobado por el Consejo de Ministros en su reunión 
de 28 de abril de 2020, determinará que queden sin efecto las medidas derivadas de la declaración del estado 
de alarma en las correspondientes provincias, islas o unidades territoriales, según establece el art. 5 del citado 
Real Decreto 555/2020, de 5 de junio. Ref. BOE-A-2020-5767

La Organización Mundial de la Salud elevó el pasado 11 de marzo de 2020 la situación 
de emergencia de salud pública ocasionada por el COVID-19 a pandemia internacional. La 
rapidez en la evolución de los hechos, a escala nacional e internacional, requiere la adopción 
de medidas inmediatas y eficaces para hacer frente a esta coyuntura. Las circunstancias 
extraordinarias que concurren constituyen, sin duda, una crisis sanitaria sin precedentes y de 
enorme magnitud tanto por el muy elevado número de ciudadanos afectados como por el 
extraordinario riesgo para sus derechos.

El artículo cuarto, apartado b), de la Ley Orgánica 4/1981, de 1 de junio, de los estados 
de alarma, excepción y sitio, habilita al Gobierno para, en el ejercicio de las facultades que le 
atribuye el artículo 116.2 de la Constitución, declarar el estado de alarma, en todo o parte del 
territorio nacional, cuando se produzcan crisis sanitarias que supongan alteraciones graves 
de la normalidad.

En este marco, las medidas previstas en la presente norma se encuadran en la acción 
decidida del Gobierno para proteger la salud y seguridad de los ciudadanos, contener la 
progresión de la enfermedad y reforzar el sistema de salud pública. Las medidas temporales 
de carácter extraordinario que ya se han adoptado por todos los niveles de gobierno deben 
ahora intensificarse sin demora para prevenir y contener el virus y mitigar el impacto 
sanitario, social y económico.
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Para hacer frente a esta situación, grave y excepcional, es indispensable proceder a la 
declaración del estado de alarma.

Las medidas que se contienen en el presente real decreto son las imprescindibles para 
hacer frente a la situación, resultan proporcionadas a la extrema gravedad de la misma y no 
suponen la suspensión de ningún derecho fundamental, tal y como prevé el artículo 55 de la 
Constitución.

En su virtud, a propuesta de la Vicepresidenta Primera del Gobierno y Ministra de la 
Presidencia, Relaciones con las Cortes y Memoria Democrática, del Ministro de Sanidad, de 
la Ministra de Defensa, y de los Ministros del Interior, y de Transportes, Movilidad y Agenda 
Urbana, y previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 14 de marzo de 
2020,

DISPONGO:

Artículo 1.  Declaración del estado de alarma.

Al amparo de lo dispuesto en el artículo cuarto, apartados b) y d), de la Ley Orgánica 
4/1981, de 1 de junio, de los estados de alarma, excepción y sitio, se declara el estado de 
alarma con el fin de afrontar la situación de emergencia sanitaria provocada por el 
coronavirus COVID-19.

Artículo 2.  Ámbito territorial.

La declaración de estado de alarma afecta a todo el territorio nacional.

Artículo 3.  Duración.

La duración del estado de alarma que se declara por el presente real decreto es de 
quince días naturales.

Artículo 4.  Autoridad competente.

1. A los efectos del estado de alarma, la autoridad competente será el Gobierno.
2. Para el ejercicio de las funciones a que se hace referencia en este real decreto, bajo la 

superior dirección del Presidente del Gobierno, serán autoridades competentes delegadas, 
en sus respectivas áreas de responsabilidad:

a) La Ministra de Defensa.
b) El Ministro del Interior.
c) El Ministro de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana.
d) El Ministro de Sanidad.

Asimismo, en las áreas de responsabilidad que no recaigan en la competencia de alguno 
de los Ministros indicados en los párrafos a), b) o c), será autoridad competente delegada el 
Ministro de Sanidad.

Téngase en cuenta que, durante el periodo de vigencia de la prórroga comprendida entre 
las 00:00 horas del día 7 de junio de 2020 hasta las 00:00 horas del día 21 de junio de 2020, las 
autoridades competentes delegadas para el ejercicio de las funciones a que se hace referencia 
en este Real Decreto, serán el Ministro de Sanidad, bajo la superior dirección del Presidente del 
Gobierno, con arreglo al principio de cooperación con las comunidades autónomas, y quien 
ostente la Presidencia de la comunidad autónoma, según establece el art. 6.1 del Real Decreto 
555/2020, de 5 de junio. Ref. BOE-A-2020-5767

Asimismo, dicho artículo establece que la autoridad competente delegada para la adopción, 
supresión, modulación y ejecución de medidas correspondientes a la fase III del plan de 
desescalada será, en ejercicio de sus competencias, exclusivamente quien ostente la 
Presidencia de la comunidad autónoma, salvo para las medidas vinculadas a la libertad de 
circulación que excedan el ámbito de la unidad territorial determinada para cada comunidad 
autónoma a los efectos del proceso de desescalada.
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Y, en su apartado 2, establece que serán las comunidades autónomas las que puedan 
decidir, a los efectos del artículo 5, y con arreglo a criterios sanitarios y epidemiológicos, la 
superación de la fase III en las diferentes provincias, islas o unidades territoriales de su 
Comunidad y, por tanto, su entrada en la «nueva normalidad».

3. Los Ministros designados como autoridades competentes delegadas en este real 
decreto quedan habilitados para dictar las órdenes, resoluciones, disposiciones e 
instrucciones interpretativas que, en la esfera específica de su actuación, sean necesarios 
para garantizar la prestación de todos los servicios, ordinarios o extraordinarios, en orden a 
la protección de personas, bienes y lugares, mediante la adopción de cualquiera de las 
medidas previstas en el artículo once de la Ley Orgánica 4/1981, de 1 de junio.

Los actos, disposiciones y medidas a que se refiere el párrafo anterior podrán adoptarse 
de oficio o a solicitud motivada de las autoridades autonómicas y locales competentes, de 
acuerdo con la legislación aplicable en cada caso y deberán prestar atención a las personas 
vulnerables. Para ello, no será precisa la tramitación de procedimiento administrativo alguno.

4. Durante la vigencia del estado de alarma queda activado el Comité de Situación 
previsto en la disposición adicional primera de la Ley 36/2015, de 28 de septiembre, de 
Seguridad Nacional, como órgano de apoyo al Gobierno en su condición de autoridad 
competente.

Artículo 5.  Colaboración con las autoridades competentes delegadas.

1. Los integrantes de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, los Cuerpos de 
Policía de las comunidades autónomas y de las corporaciones locales quedarán bajo las 
órdenes directas del Ministro del Interior, a los efectos de este real decreto, en cuanto sea 
necesario para la protección de personas, bienes y lugares, pudiendo imponerles servicios 
extraordinarios por su duración o por su naturaleza.

2. Los agentes de la autoridad podrán practicar las comprobaciones en las personas, 
bienes, vehículos, locales y establecimientos que sean necesarias para comprobar y, en su 
caso, impedir que se lleven a cabo los servicios y actividades suspendidas en este real 
decreto, salvo las expresamente exceptuadas. Para ello, podrán dictar las órdenes y 
prohibiciones necesarias y suspender las actividades o servicios que se estén llevando a 
cabo.

A tal fin, la ciudadanía tiene el deber de colaborar y no obstaculizar la labor de los 
agentes de la autoridad en el ejercicio de sus funciones.

3. En aquellas comunidades autónomas que cuenten con cuerpos policiales propios, las 
Comisiones de Seguimiento y Coordinación previstas en las respectivas Juntas de 
Seguridad establecerán los mecanismos necesarios para asegurar lo señalado en los dos 
apartados anteriores.

4. Los servicios de intervención y asistencia en emergencias de protección civil definidos 
en el artículo 17 de la Ley 17/2015, de 9 de julio, del Sistema Nacional de Protección Civil, 
actuarán bajo la dependencia funcional del Ministro del Interior.

5. El Ministro del Interior podrá dictar las órdenes, resoluciones, disposiciones e 
instrucciones que considere necesarias a todos los sujetos incluidos en el ámbito de 
aplicación de la Ley 5/2014, de 4 de abril, de Seguridad Privada.

6. Para el eficaz cumplimiento de las medidas incluidas en el presente real decreto, las 
autoridades competentes delegadas podrán requerir la actuación de las Fuerzas Armadas, 
de conformidad con lo previsto en el artículo 15.3 de la Ley Orgánica 5/2005, de 17 de 
noviembre, de la Defensa Nacional.

Téngase en cuenta que, durante el periodo de vigencia de la prórroga comprendida entre 
las 00:00 horas del día 7 de junio de 2020 hasta las 00:00 horas del día 21 de junio de 2020, 
corresponderá a las administraciones públicas competentes el ejercicio de las funciones 
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contempladas en el presente artículo, según establece el art. 6.3 del Real Decreto 555/2020, de 
5 de junio. Ref. BOE-A-2020-5767

Artículo 6.  Gestión ordinaria de los servicios.

Cada Administración conservará las competencias que le otorga la legislación vigente en 
la gestión ordinaria de sus servicios para adoptar las medidas que estime necesarias en el 
marco de las órdenes directas de la autoridad competente a los efectos del estado de alarma 
y sin perjuicio de lo establecido en los artículos 4 y 5.

Artículo 7.  Limitación de la libertad de circulación de las personas.

1. Durante la vigencia del estado de alarma, las personas únicamente podrán circular por 
las vías o espacios de uso público para la realización de las siguientes actividades, que 
deberán realizarse individualmente, salvo que se acompañe a personas con discapacidad, 
menores, mayores, o por otra causa justificada:

a) Adquisición de alimentos, productos farmacéuticos y de primera necesidad, así como 
adquisición de otros productos y prestación de servicios de acuerdo con lo establecido en el 
artículo 10.

b) Asistencia a centros, servicios y establecimientos sanitarios.
c) Desplazamiento al lugar de trabajo para efectuar su prestación laboral, profesional o 

empresarial.
d) Retorno al lugar de residencia habitual.
e) Asistencia y cuidado a mayores, menores, dependientes, personas con discapacidad 

o personas especialmente vulnerables.
f) Desplazamiento a entidades financieras y de seguros.
g) Por causa de fuerza mayor o situación de necesidad.
h) Cualquier otra actividad de análoga naturaleza.

1 bis. La vigencia del estado de alarma no supondrá obstáculo alguno al 
desenvolvimiento y realización de las actuaciones electorales precisas para el desarrollo de 
elecciones convocadas a Parlamentos de comunidades autónomas.

2. Los menores de 14 años podrán acompañar a un adulto responsable de su cuidado 
cuando este realice alguna o algunas de las actividades previstas en el apartado anterior.

3. Igualmente, se permitirá la circulación de vehículos particulares por las vías de uso 
público para la realización de las actividades referidas en los apartados anteriores o para el 
repostaje en gasolineras o estaciones de servicio.

4. En todo caso, en cualquier desplazamiento deberán respetarse las recomendaciones 
y obligaciones dictadas por las autoridades sanitarias.

5. El Ministro del Interior podrá acordar el cierre a la circulación de carreteras o tramos 
de ellas por razones de salud pública, seguridad o fluidez del tráfico o la restricción en ellas 
del acceso de determinados vehículos por los mismos motivos.

Cuando las medidas a las que se refiere el párrafo anterior se adopten de oficio se 
informará previamente a las Administraciones autonómicas que ejercen competencias de 
ejecución de la legislación del Estado en materia de tráfico, circulación de vehículos y 
seguridad vial.

Las autoridades estatales, autonómicas y locales competentes en materia de tráfico, 
circulación de vehículos y seguridad vial garantizarán la divulgación entre la población de las 
medidas que puedan afectar al tráfico rodado.

6. El Ministro de Sanidad podrá, en atención a la evolución de la emergencia sanitaria, 
dictar órdenes e instrucciones en relación con las actividades y desplazamientos a que se 
refieren los apartados 1 a 4 de este artículo, con el alcance y ámbito territorial que en 
aquellas se determine.
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Artículo 8.  Requisas temporales y prestaciones personales obligatorias.

1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo once b) de la Ley Orgánica 4/1981, de 
1 de junio, las autoridades competentes delegadas podrán acordar, de oficio o a solicitud de 
las comunidades autónomas o de las entidades locales, que se practiquen requisas 
temporales de todo tipo de bienes necesarios para el cumplimiento de los fines previstos en 
este real decreto, en particular para la prestación de los servicios de seguridad o de los 
operadores críticos y esenciales. Cuando la requisa se acuerde de oficio, se informará 
previamente a la Administración autonómica o local correspondiente.

2. En los mismos términos podrá imponerse la realización de prestaciones personales 
obligatorias imprescindibles para la consecución de los fines de este real decreto.

Artículo 9.  Medidas de contención en el ámbito educativo y de la formación.

1. Se suspende la actividad educativa presencial en todos los centros y etapas, ciclos, 
grados, cursos y niveles de enseñanza contemplados en el artículo 3 de la Ley Orgánica 
2/2006, de 3 de mayo, de Educación, incluida la enseñanza universitaria, así como 
cualesquiera otras actividades educativas o de formación impartidas en otros centros 
públicos o privados.

2. Durante el período de suspensión se mantendrán las actividades educativas a través 
de las modalidades a distancia y «on line», siempre que resulte posible.

Téngase en cuenta el art. 7 del Real Decreto 555/2020, de 5 de junio, en cuanto a la 
flexibilización de las medidas en el ámbito educativo no universitario y de la formación, durante 
el periodo de vigencia de la prórroga comprendida entre las 00:00 horas del día 7 de junio de 
2020 hasta las 00:00 horas del día 21 de junio de 2020 y en el supuesto de que se acuerde la 
progresión a fase II o posterior en un determinado ámbito territorial. Ref. BOE-A-2020-5767

Artículo 10.  Medidas de contención en el ámbito de la actividad comercial, equipamientos 
culturales, establecimientos y actividades recreativas, actividades de hostelería y 
restauración, y otras adicionales.

1. Se suspende la apertura al público de los locales y establecimientos minoristas, a 
excepción de los establecimientos comerciales minoristas de alimentación, bebidas, 
productos y bienes de primera necesidad, establecimientos farmacéuticos, sanitarios, 
centros o clínicas veterinarias, ópticas y productos ortopédicos, productos higiénicos, prensa 
y papelería, combustible para la automoción, estancos, equipos tecnológicos y de 
telecomunicaciones, alimentos para animales de compañía, comercio por internet, telefónico 
o correspondencia, tintorerías, lavanderías y el ejercicio profesional de la actividad de 
peluquería a domicilio. En cualquier caso, se suspenderá la actividad de cualquier 
establecimiento que, a juicio de la autoridad competente, pueda suponer un riesgo de 
contagio por las condiciones en las que se esté desarrollando.

2. La permanencia en los establecimientos comerciales cuya apertura esté permitida 
deberá ser la estrictamente necesaria para que los consumidores puedan realizar la 
adquisición de alimentos y productos de primera necesidad, quedando suspendida la 
posibilidad de consumo de productos en los propios establecimientos.

En todo caso, se evitarán aglomeraciones y se controlará que consumidores y 
empleados mantengan la distancia de seguridad de al menos un metro a fin de evitar 
posibles contagios.

3. Se suspende la apertura al público de los museos, archivos, bibliotecas, monumentos, 
así como de los locales y establecimientos en los que se desarrollen espectáculos públicos, 
las actividades deportivas y de ocio indicados en el anexo del presente real decreto.

4. Se suspenden las actividades de hostelería y restauración, pudiendo prestarse 
exclusivamente servicios de entrega a domicilio.

5. Se suspenden asimismo las verbenas, desfiles y fiestas populares.
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6. Se habilita al Ministro de Sanidad para modificar, ampliar o restringir las medidas, 
lugares, establecimientos y actividades enumeradas en los apartados anteriores, por 
razones justificadas de salud pública, con el alcance y ámbito territorial que específicamente 
se determine.

Artículo 11.  Medidas de contención en relación con los lugares de culto y con las 
ceremonias civiles y religiosas.

La asistencia a los lugares de culto y a las ceremonias civiles y religiosas, incluidas las 
fúnebres, se condicionan a la adopción de medidas organizativas consistentes en evitar 
aglomeraciones de personas, en función de las dimensiones y características de los lugares, 
de tal manera que se garantice a los asistentes la posibilidad de respetar la distancia entre 
ellos de, al menos, un metro.

Artículo 12.  Medidas dirigidas a reforzar el Sistema Nacional de Salud en todo el territorio 
nacional.

1. Todas las autoridades civiles sanitarias de las administraciones públicas del territorio 
nacional, así como los demás funcionarios y trabajadores al servicio de las mismas, 
quedarán bajo las órdenes directas del Ministro de Sanidad en cuanto sea necesario para la 
protección de personas, bienes y lugares, pudiendo imponerles servicios extraordinarios por 
su duración o por su naturaleza.

2. Sin perjuicio de lo anterior, las administraciones públicas autonómicas y locales 
mantendrán la gestión, dentro de su ámbito de competencia, de los correspondientes 
servicios sanitarios, asegurando en todo momento su adecuado funcionamiento. El Ministro 
de Sanidad se reserva el ejercicio de cuantas facultades resulten necesarias para garantizar 
la cohesión y equidad en la prestación del referido servicio.

3. En especial, se asegurará la plena disposición de las autoridades civiles responsables 
del ámbito de salud pública, y de los empleados que presten servicio en el mismo.

4. Estas medidas también garantizarán la posibilidad de determinar la mejor distribución 
en el territorio de todos los medios técnicos y personales, de acuerdo con las necesidades 
que se pongan de manifiesto en la gestión de esta crisis sanitaria.

5. Las autoridades competentes delegadas ejercerán sus facultades a fin de asegurar 
que el personal y los centros y establecimiento sanitarios de carácter militar contribuyan a 
reforzar el Sistema Nacional de Salud en todo el territorio nacional.

6. Asimismo, el Ministro de Sanidad podrá ejercer aquellas facultades que resulten 
necesarias a estos efectos respecto de los centros, servicios y establecimientos sanitarios de 
titularidad privada.

Artículo 13.  Medidas para el aseguramiento del suministro de bienes y servicios necesarios 
para la protección de la salud pública.

El Ministro de Sanidad podrá:

a) Impartir las órdenes necesarias para asegurar el abastecimiento del mercado y el 
funcionamiento de los servicios de los centros de producción afectados por el 
desabastecimiento de productos necesarios para la protección de la salud pública.

b) Intervenir y ocupar transitoriamente industrias, fábricas, talleres, explotaciones o 
locales de cualquier naturaleza, incluidos los centros, servicios y establecimientos sanitarios 
de titularidad privada, así como aquellos que desarrollen su actividad en el sector 
farmacéutico.

c) Practicar requisas temporales de todo tipo de bienes e imponer prestaciones 
personales obligatorias en aquellos casos en que resulte necesario para la adecuada 
protección de la salud pública, en el contexto de esta crisis sanitaria.

Artículo 14.  Medidas en materia de transportes.

1. En relación con todos los medios de transporte, cualquiera que sea la Administración 
competente sobre los mismos, se aplicará lo siguiente:
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a) El Ministro de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana queda habilitado para dictar 
los actos y disposiciones que, en la esfera específica de su actuación, sean necesarios para 
establecer condiciones a los servicios de movilidad, ordinarios o extraordinarios, en orden a 
la protección de personas, bienes y lugares.

b) Los actos, disposiciones y medidas a que se refiere el párrafo a) anterior podrán 
adoptarse de oficio o a solicitud motivada de las autoridades autonómicas y locales 
competentes, de acuerdo con la legislación aplicable en cada caso. Para ello no será precisa 
la tramitación de procedimiento administrativo alguno.

2. Asimismo, se adoptan las siguientes medidas aplicables al transporte interior:

a) En los servicios de transporte público de viajeros por carretera, ferroviarios, aéreo y 
marítimo que no están sometidos a contrato público u obligaciones de servicio público 
(OSP), los operadores de transporte reducirán la oferta total de operaciones en, al menos, 
un 50 %. Por resolución del Ministro de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana se podrá 
modificar este porcentaje y establecer condiciones específicas al respecto.

b) Los servicios de transporte público de viajeros por carretera, ferroviarios, aéreo y 
marítimo de competencia estatal que están sometidos a contrato público u OSP reducirán su 
oferta total de operaciones en, al menos, los siguientes porcentajes:

i. Servicios ferroviarios de media distancia: 50 %.
ii. Servicios ferroviarios media distancia-AVANT: 50 %.
iii. Servicios regulares de transporte de viajeros por carretera: 50 %.
iv. Servicios de transporte aéreo sometidos a OSP: 50 %.
v. Servicios de transporte marítimo sometidos a contrato de navegación: 50 %.

Los servicios ferroviarios de cercanías mantendrán su oferta de servicios.
Por resolución del Ministro de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana se podrán 

modificar los porcentajes de reducción de los servicios referidos anteriormente y establecer 
condiciones específicas al respecto. En esta resolución se tendrá en cuenta la necesidad de 
garantizar que los ciudadanos puedan acceder a sus puestos de trabajo y los servicios 
básicos en caso necesario.

c) Los servicios de transporte público de viajeros por carretera, ferroviarios y marítimo de 
competencia autonómica o local que están sometidos a contrato público u OSP, o sean de 
titularidad pública, mantendrán su oferta de transporte.

El Ministro de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana y las autoridades autonómicas y 
locales con competencias en materia de transportes podrán establecer un porcentaje de 
reducción de servicios en caso de que la situación sanitaria así lo aconseje, así como otras 
condiciones específicas de prestación de los mismos.

Al adoptar estas medidas se tendrá en cuenta la necesidad de garantizar que los 
ciudadanos puedan acceder a sus puestos de trabajo y los servicios básicos en caso 
necesario.

d) Sin perjuicio de lo establecido en los párrafos a), b) y c) se establecerán unos criterios 
específicos para el transporte entre la Península y los territorios no peninsulares, así como 
para el transporte entre islas.

e) En relación con todos los medios de transporte, los operadores de servicio de 
transporte de viajeros quedan obligados a realizar una limpieza diaria de los vehículos de 
transporte, de acuerdo con las recomendaciones que establezca el Ministerio de Sanidad.

f) Los sistemas de venta de billetes online deberán incluir durante el proceso de venta de 
los billetes un mensaje suficientemente visible en el que se desaconseje viajar salvo por 
razones inaplazables. Por orden del Ministro de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana se 
podrán establecer las características y contenido de este anuncio.

g) En aquellos servicios en los que el billete otorga una plaza sentada o camarote, los 
operadores de transporte tomarán las medidas necesarias para procurar la máxima 
separación posible entre los pasajeros.

3. Los operadores de transporte llevarán a cabo los ajustes necesarios para cumplir con 
los porcentajes establecidos en este artículo de la forma lo más homogéneamente posible 
entre los distintos servicios que prestan y podrán plantear al Ministerio de Transportes, 
Movilidad y Agenda Urbana cuantas cuestiones requieran interpretación o aclaración.
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Si por razones técnicas u operativas no resulta viable la aplicación directa de los 
porcentajes establecidos desde el primer día, se deberá llevar a cabo el ajuste más rápido 
posible de los servicios, que no podrá durar más de cinco días.

4. Por resolución del Ministro de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana se 
establecerán las condiciones necesarias para facilitar el transporte de mercancías en todo el 
territorio nacional, con objeto de garantizar el abastecimiento y la entrega de productos 
adquiridos en el comercio por internet, telefónico o correspondencia.

5. Las autoridades competentes delegadas podrán adoptar todas aquellas medidas 
adicionales necesarias para limitar la circulación de medios de transporte colectivos que 
resulten necesarias y proporcionadas para preservar la salud pública.

Artículo 15.  Medidas para garantizar el abastecimiento alimentario.

1. Las autoridades competentes delegadas adoptarán las medidas necesarias para 
garantizar:

a) El abastecimiento alimentario en los lugares de consumo y el funcionamiento de los 
servicios de los centros de producción, permitiendo la distribución de alimentos desde el 
origen hasta los establecimientos comerciales de venta al consumidor, incluyendo 
almacenes, centros logísticos y mercados en destino. En particular, cuando resultara 
necesario por razones de seguridad, se podrá acordar el acompañamiento de los vehículos 
que realicen el transporte de los bienes mencionados.

b) Cuando sea preciso, el establecimiento de corredores sanitarios para permitir la 
entrada y salida de personas, materias primas y productos elaborados con destino o 
procedentes de establecimientos en los que se produzcan alimentos, incluidas las granjas, 
lonjas, fábricas de piensos para alimentación animal y los mataderos.

2. Asimismo, las autoridades competentes podrán acordar la intervención de empresas o 
servicios, así como la movilización de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado y de 
las Fuerzas Armadas con el fin de asegurar el buen funcionamiento de lo dispuesto en el 
presente artículo.

Artículo 16.  Tránsito aduanero.

Las autoridades competentes delegadas adoptarán las medidas necesarias para 
garantizar el tránsito aduanero en los puntos de entrada o puntos de inspección fronteriza 
ubicados en puertos o aeropuertos. A este respecto se atenderá de manera prioritaria los 
productos que sean de primera necesidad.

Artículo 17.  Garantía de suministro de energía eléctrica, productos derivados del petróleo y 
gas natural.

Las autoridades competentes delegadas podrán adoptar las medidas necesarias para 
garantizar el suministro de energía eléctrica, de productos derivados del petróleo, así como 
de gas natural, de acuerdo con lo previsto en el artículo 7 de la Ley 24/2013, de 26 de 
diciembre, del Sector Eléctrico, y en los artículos 49 y 101 de la Ley 34/1998, de 7 de 
octubre, del sector de hidrocarburos.

Artículo 18.  Operadores críticos de servicios esenciales.

1. Los operadores críticos de servicios esenciales previstos en la Ley 8/2011, de 28 de 
abril, por la que se establecen medidas para la protección de infraestructuras críticas, 
adoptarán las medidas necesarias para asegurar la prestación de los servicios esenciales 
que les son propios.

2. Dicha exigencia será igualmente adoptada por aquellas empresas y proveedores que, 
no teniendo la consideración de críticos, son esenciales para asegurar el abastecimiento de 
la población y los propios servicios esenciales.
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Artículo 19.  Medios de comunicación de titularidad pública y privada.

Los medios de comunicación social de titularidad pública y privada quedan obligados a la 
inserción de mensajes, anuncios y comunicaciones que las autoridades competentes 
delegadas, así como las administraciones autonómicas y locales, consideren necesario 
emitir.

Artículo 20.  Régimen sancionador.

El incumplimiento o la resistencia a las órdenes de las autoridades competentes en el 
estado de alarma será sancionado con arreglo a las leyes, en los términos establecidos en el 
artículo diez de la Ley Orgánica 4/1981, de 1 de junio.

Disposición adicional primera.  Personal extranjero acreditado como miembro de las 
misiones diplomáticas.

Queda exceptuado de las limitaciones a la libertad de circulación el personal extranjero 
acreditado como miembro de las misiones diplomáticas, oficinas consulares y organismos 
internacionales sitos en España, tanto para desplazamientos dentro del territorio nacional, 
como a su país de origen o a terceros Estados, en los que se encuentre igualmente 
acreditado, siempre que se trate de desplazamientos vinculados al desempeño de funciones 
oficiales.

Disposición adicional segunda.  Suspensión de plazos procesales.

1. Se suspenden términos y se suspenden e interrumpen los plazos previstos en las 
leyes procesales para todos los órdenes jurisdiccionales. El cómputo de los plazos se 
reanudará en el momento en que pierda vigencia el presente real decreto o, en su caso, las 
prórrogas del mismo.

2. En el orden jurisdiccional penal la suspensión e interrupción no se aplicará a los 
procedimientos de habeas corpus, a las actuaciones encomendadas a los servicios de 
guardia, a las actuaciones con detenido, a las órdenes de protección, a las actuaciones 
urgentes en materia de vigilancia penitenciaria y a cualquier medida cautelar en materia de 
violencia sobre la mujer o menores.

Asimismo, en fase de instrucción, el juez o tribunal competente podrá acordar la práctica 
de aquellas actuaciones que, por su carácter urgente, sean inaplazables.

3. En relación con el resto de órdenes jurisdiccionales la interrupción a la que se refiere 
el apartado primero no será de aplicación a los siguientes supuestos:

a) El procedimiento para la protección de los derechos fundamentales de la persona 
previsto en los artículos 114 y siguientes de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la 
Jurisdicción Contencioso-administrativa, ni a la tramitación de las autorizaciones o 
ratificaciones judiciales previstas en el artículo 8.6 de la citada ley.

b) Los procedimientos de conflicto colectivo y para la tutela de los derechos 
fundamentales y libertades públicas regulados en la Ley 36/2011, de 10 de octubre, 
reguladora de la jurisdicción social.

c) La autorización judicial para el internamiento no voluntario por razón de trastorno 
psíquico prevista en el artículo 763 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil.

d) La adopción de medidas o disposiciones de protección del menor previstas en el 
artículo 158 del Código Civil.

4. No obstante lo dispuesto en los apartados anteriores, el juez o tribunal podrá acordar 
la práctica de cualesquiera actuaciones judiciales que sean necesarias para evitar perjuicios 
irreparables en los derechos e intereses legítimos de las partes en el proceso.

Téngase en cuenta que esta disposición se deroga, con efectos de 4 de junio de 2020, por 
la disposición derogatoria única.1 del Real Decreto 537/2020, de 22 de mayo, y desde esa 
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fecha, se alzará la suspensión de los plazos procesales contemplados en la misma, según 
determina el art. 8 del citado Real Decreto. Ref. BOE-A-2020-5243

Disposición adicional tercera.  Suspensión de plazos administrativos.

1. Se suspenden términos y se interrumpen los plazos para la tramitación de los 
procedimientos de las entidades del sector público. El cómputo de los plazos se reanudará 
en el momento en que pierda vigencia el presente real decreto o, en su caso, las prórrogas 
del mismo.

2. La suspensión de términos y la interrupción de plazos se aplicará a todo el sector 
público definido en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común 
de las Administraciones Públicas.

3. No obstante lo anterior, el órgano competente podrá acordar, mediante resolución 
motivada, las medidas de ordenación e instrucción estrictamente necesarias para evitar 
perjuicios graves en los derechos e intereses del interesado en el procedimiento y siempre 
que éste manifieste su conformidad, o cuando el interesado manifieste su conformidad con 
que no se suspenda el plazo.

4. Sin perjuicio de lo dispuesto en los apartados anteriores, desde la entrada en vigor del 
presente real decreto, las entidades del sector público podrán acordar motivadamente la 
continuación de aquellos procedimientos administrativos que vengan referidos a situaciones 
estrechamente vinculadas a los hechos justificativos del estado de alarma, o que sean 
indispensables para la protección del interés general o para el funcionamiento básico de los 
servicios.

5. La suspensión de los términos y la interrupción de los plazos a que se hace referencia 
en el apartado 1 no será de aplicación a los procedimientos administrativos en los ámbitos 
de la afiliación, la liquidación y la cotización de la Seguridad Social.

6. La suspensión de los términos y la interrupción de los plazos administrativos a que se 
hace referencia en el apartado 1 no será de aplicación a los plazos tributarios, sujetos a 
normativa especial, ni afectará, en particular, a los plazos para la presentación de 
declaraciones y autoliquidaciones tributarias.

Téngase en cuenta que esta disposición se deroga, con efectos de 1 de junio de 2020, por 
la disposición derogatoria única.2 del Real Decreto 537/2020, de 22 de mayo, y desde esa 
fecha, el cómputo de los plazos administrativos que hubieran sido suspendidos se reanudará, o 
se reiniciará, si así se hubiera previsto en una norma con rango de ley aprobada durante la 
vigencia del estado de alarma y sus prórrogas, según determina el art. 9 del citado Real 
Decreto. Ref. BOE-A-2020-5243

Disposición adicional cuarta.  Suspensión de plazos de prescripción y caducidad.

Los plazos de prescripción y caducidad de cualesquiera acciones y derechos quedarán 
suspendidos durante el plazo de vigencia del estado de alarma y, en su caso, de las 
prórrogas que se adoptaren.

Téngase en cuenta que esta disposición se deroga, con efectos de 4 de junio de 2020, por 
la disposición derogatoria única.1 del Real Decreto 537/2020, de 22 de mayo, y desde esa 
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fecha, se alzará la suspensión de los plazos contemplados en la misma, según determina el art. 
8 del citado Real Decreto. Ref. BOE-A-2020-5243

Disposición adicional quinta.  Carácter de agente de la autoridad de los miembros de las 
Fuerzas Armadas.

De acuerdo con la disposición adicional tercera de la Ley 39/2007, de 19 de noviembre, 
de la Carrera Militar, en relación con los artículos 15.3 y 16 e) de la Ley Orgánica 5/2005, de 
17 de noviembre, de la Defensa Nacional, los miembros de las Fuerzas Armadas en el 
ejercicio de las funciones previstas en este real decreto tendrán carácter de agentes de la 
autoridad.

Disposición adicional sexta.  Información al Congreso de los Diputados.

De acuerdo con lo establecido en el apartado uno del artículo octavo de la Ley Orgánica 
4/1981, de 1 de junio, de los estados de alarma, excepción y sitio, el Gobierno remitirá 
semanalmente al Congreso de los Diputados información documental estructurada de la 
ejecución de las distintas medidas adoptadas y valoración de su eficacia para contener el 
virus COVID-19 y mitigar su impacto sanitario, económico y social.

Disposición adicional séptima.  Procesos electorales.

El Gobierno, durante la vigencia del estado de alarma, dispondrá lo oportuno para que el 
servicio público de correos, los fedatarios públicos y demás servicios de su responsabilidad 
coadyuven al mejor desenvolvimiento y realización de elecciones convocadas a Parlamentos 
de Comunidades Autónomas.

Disposición final primera.  Ratificación de las medidas adoptadas por las autoridades 
competentes de las Administraciones Públicas.

1. Quedan ratificadas todas las disposiciones y medidas adoptadas previamente por las 
autoridades competentes de las comunidades autónomas y de las entidades locales con 
ocasión del coronavirus COVID-19, que continuarán vigentes y producirán los efectos 
previstos en ellas, siempre que resulten compatibles con este real decreto.

2. La ratificación contemplada en esta disposición se entiende sin perjuicio de la 
ratificación judicial prevista en el artículo 8.6.2.º de la Ley 29/1998, de 13 de julio.

Disposición final segunda.  Habilitación.

Durante la vigencia del estado de alarma declarado por este real decreto el Gobierno 
podrá dictar sucesivos decretos que modifiquen o amplíen las medidas establecidas en este, 
de los cuales habrá de dar cuenta al Congreso de los Diputados de acuerdo con lo previsto 
en el artículo octavo.dos de la Ley Orgánica 4/1981, de 1 de junio.

Disposición final tercera.  Entrada en vigor.

El presente real decreto entrará en vigor en el momento de su publicación en el «Boletín 
Oficial del Estado».

ANEXO

Relación de equipamientos y actividades cuya apertura al público queda 
suspendida con arreglo a lo dispuesto en el artículo 10.

Museos.
Archivos.
Bibliotecas.
Monumentos.
Espectáculos públicos.
Esparcimiento y diversión:
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Café-espectáculo.
Circos.
Locales de exhibiciones.
Salas de fiestas.
Restaurante-espectáculo.
Otros locales o instalaciones asimilables a los mencionados.

Culturales y artísticos:

Auditorios.
Cines.
Plazas, recintos e instalaciones taurinas.

Otros recintos e instalaciones:

Pabellones de Congresos.
Salas de conciertos.
Salas de conferencias.
Salas de exposiciones.
Salas multiuso.
Teatros.

Deportivos:

Locales o recintos cerrados.
Campos de fútbol, rugby, béisbol y asimilables.
Campos de baloncesto, balonmano, balonvolea y asimilables.
Campos de tiro al plato, de pichón y asimilables.
Galerías de tiro.
Pistas de tenis y asimilables.
Pistas de patinaje, hockey sobre hielo, sobre patines y asimilables.
Piscinas.
Locales de boxeo, lucha, judo y asimilables.
Circuitos permanentes de motocicletas, automóviles y asimilables.
Velódromos.
Hipódromos, canódromos y asimilables.
Frontones, trinquetes, pistas de squash y asimilables.
Polideportivos.
Boleras y asimilables.
Salones de billar y asimilables.
Gimnasios.
Pistas de atletismo.
Estadios.
Otros locales, instalaciones o actividades asimilables a los mencionados.

Espacios abiertos y vías públicas:

Recorridos de carreras pedestres.
Recorridos de pruebas ciclistas, motociclistas, automovilísticas y asimilables.
Recorridos de motocross, trial y asimilables.
Pruebas y exhibiciones náuticas.
Pruebas y exhibiciones aeronáuticas.
Otros locales, instalaciones o actividades asimilables a los mencionados.

Actividades recreativas:

De baile:

Discotecas y salas de baile.
Salas de juventud.

Deportivo-recreativas:
Locales o recintos, sin espectadores, destinados a la práctica deportivo-recreativa de uso 

público, en cualquiera de sus modalidades.
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Juegos y apuestas:

Casinos.
Establecimientos de juegos colectivos de dinero y de azar.
Salones de juego.
Salones recreativos.
Rifas y tómbolas.
Otros locales e instalaciones asimilables a los de actividad recreativa de Juegos y 

apuestas conforme a lo que establezca la normativa sectorial en materia de juego.
Locales específicos de apuestas.

Culturales y de ocio:

Parques de atracciones, ferias y asimilables.
Parques acuáticos.
Casetas de feria.
Parques zoológicos.
Parques recreativos infantiles.

Recintos abiertos y vías públicas:

Verbenas, desfiles y fiestas populares o manifestaciones folclóricas.

De ocio y diversión:

Bares especiales:

Bares de copas sin actuaciones musicales en directo.
Bares de copas con actuaciones musicales en directo.

De hostelería y restauración:

Tabernas y bodegas.
Cafeterías, bares, café-bares y asimilables.
Chocolaterías, heladerías, salones de té, croissanteries y asimilables.
Restaurantes, autoservicios de restauración y asimilables.
Bares-restaurante.
Bares y restaurantes de hoteles, excepto para dar servicio a sus huéspedes.
Salones de banquetes.
Terrazas.
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§ 7

Real Decreto 476/2020, de 27 de marzo, por el que se prorroga el 
estado de alarma declarado por el Real Decreto 463/2020, de 14 de 
marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión de 

la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19

Ministerio de la Presidencia, Relaciones con las Cortes y Memoria Democrática
«BOE» núm. 86, de 28 de marzo de 2020

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2020-4155

Téngase en cuenta que se prorroga el estado de alarma declarado por el Real Decreto 463/2020, de 14 de 
marzo, hasta las 00:00 horas del día 26 de abril de 2020, por los arts. 1 y 2 del Real Decreto 487/2020, de 10 
de abril. Ref. BOE-A-2020-4413

El Gobierno, en la reunión extraordinaria del Consejo de Ministros de 14 de marzo de 
2020, aprobó el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de 
alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19.

La declaración del estado de alarma se extendió a todo el territorio nacional y 
comprendió las limitaciones a la libertad de circulación de las personas que se consideraron 
estrictamente indispensables para proteger la salud y la seguridad de los ciudadanos, 
contener la progresión de la enfermedad y reforzar el sistema de salud pública. En el marco 
de lo dispuesto por el artículo sexto.dos de la Ley Orgánica 4/1981, de 1 de junio, de los 
estados de alarma, excepción y sitio, se estableció que la duración del estado de alarma 
sería de quince días naturales.

Con posterioridad, el Gobierno aprobó el Real Decreto 465/2020, de 17 de marzo, por el 
que se modificó el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, con la finalidad de reforzar la 
protección de la salud pública y de asegurar el funcionamiento de servicios públicos 
esenciales.

La declaración del estado de alarma ha permitido aplicar medidas inmediatas en los 
ámbitos contemplados por el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, que han resultado 
esenciales para contener la propagación de la enfermedad. Asimismo ha hecho posible 
establecer, a través de la actuación de las autoridades competentes delegadas del Gobierno, 
una movilización de todos los recursos disponibles para mitigar los efectos de la pandemia.

Sin embargo, a la luz de los datos disponibles y de los informes de evaluación 
elaborados por las autoridades competentes, no se puede afirmar que la situación de 
emergencia sanitaria generada por el COVID-19 se habrá superado completamente en el 
plazo previsto inicialmente por el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por lo que se 
estima imprescindible prorrogar el estado de alarma declarado en el citado real decreto, así 
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como la vigencia de las medidas en él contenidas, hasta las 00:00 horas del día 12 de abril 
de 2020.

La Ley Orgánica 4/1981, de 1 de junio, de los estados de alarma, excepción y sitio, 
dispone que el estado de alarma requiere, para ser prorrogado, de la autorización expresa 
del Congreso de los Diputados, que podrá establecer el alcance y las condiciones vigentes 
durante la prórroga.

Mediante Acuerdo del Consejo de Ministros de 24 de marzo de 2020, el Gobierno solicitó 
del Congreso de los Diputados autorización para prorrogar el estado de alarma declarado 
mediante Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, con el fin de garantizar la eficaz gestión 
de la emergencia sanitaria y contener la propagación de la enfermedad.

El Pleno del Congreso de los Diputados, en su sesión del día 25 de marzo de 2020, 
acordó conceder la autorización requerida, solicitando la inclusión de una nueva disposición 
adicional en el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, que establece la obligación del 
Gobierno de remitir semanalmente al Congreso información sobre el grado de ejecución de 
las medidas adoptadas y su eficacia para alcanzar los objetivos propuestos.

En su virtud, a propuesta de la Vicepresidenta Primera del Gobierno y Ministra de la 
Presidencia, Relaciones con las Cortes y Memoria Democrática, del Ministro de Sanidad, de 
la Ministra de Defensa, y de los Ministros del Interior y de Transportes, Movilidad y Agenda 
Urbana, y previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 27 de marzo de 
2020,

DISPONGO:

Artículo 1.  Prórroga del estado de alarma.

Queda prorrogado el estado de alarma declarado por el Real Decreto 463/2020, de 14 
de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis 
sanitaria ocasionada por el COVID-19.

Artículo 2.  Duración de la prórroga.

La prórroga establecida en este real decreto se extenderá hasta las 00:00 horas del día 
12 de abril de 2020, y se someterá a las mismas condiciones establecidas en el Real 
Decreto 463/2020, de 14 de marzo, modificado por el Real Decreto 465/2020, de 17 de 
marzo.

Disposición final primera.  Modificación del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el 
que se declara el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria 
ocasionada por el COVID-19.

Se añade una nueva disposición adicional sexta al Real Decreto 463/2020, de 14 de 
marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis 
sanitaria ocasionada por el COVID-19, con el siguiente contenido:

«Disposición adicional sexta.  Información al Congreso de los Diputados.

De acuerdo con lo establecido en el apartado uno del artículo octavo de la Ley 
Orgánica 4/1981, de 1 de junio, de los estados de alarma, excepción y sitio, el 
Gobierno remitirá semanalmente al Congreso de los Diputados información 
documental estructurada de la ejecución de las distintas medidas adoptadas y 
valoración de su eficacia para contener el virus COVID-19 y mitigar su impacto 
sanitario, económico y social.»

Disposición final segunda.  Entrada en vigor.

El presente real decreto entrará en vigor el día de su publicación en el «Boletín Oficial 
del Estado».
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§ 8

Real Decreto 487/2020, de 10 de abril, por el que se prorroga el 
estado de alarma declarado por el Real Decreto 463/2020, de 14 de 
marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión de 

la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19

Ministerio de la Presidencia, Relaciones con las Cortes y Memoria Democrática
«BOE» núm. 101, de 11 de abril de 2020
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2020-4413

Téngase en cuenta que se prorroga el estado de alarma declarado por el Real Decreto 463/2020, de 14 de 
marzo, desde las 00:00 horas del día 26 de abril de 2020 hasta las 00:00 horas del día 10 de mayo de 2020, 
por los arts. 1 y 2 del Real Decreto 492/2020, de 24 de abril. Ref. BOE-A-2020-4652

El 11 de marzo de 2020 la Organización Mundial de la Salud declaró pandemia 
internacional la situación de emergencia ocasionada por el brote epidémico de COVID-19. El 
Gobierno, en la reunión extraordinaria del Consejo de Ministros de 14 de marzo de 2020, 
aprobó el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma 
para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19.

La declaración del estado de alarma se extendió a todo el territorio nacional. Se designó 
al Gobierno como autoridad competente a fin de que, bajo la superior dirección de su 
Presidente, actuasen como autoridades competentes delegadas la Ministra de Defensa, el 
Ministro del Interior, el Ministro de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana, y el Ministro de 
Sanidad, con el objetivo de asegurar la unidad de acción y la inmediata movilización de 
todos los recursos disponibles. Como complemento esencial para alcanzar este objetivo, 
cada Administración conservó las competencias otorgadas por la legislación vigente en la 
gestión ordinaria de sus servicios.

Atendiendo al principio de proporcionalidad, la declaración del estado de alarma 
comportó el establecimiento de aquellas medidas de contención que se consideraron 
estrictamente indispensables para proteger la vida y la salud de los ciudadanos, limitar la 
progresión de la enfermedad y reforzar el sistema sanitario, tanto en el aspecto asistencial 
como de salud pública. Asimismo se dispuso lo necesario para asegurar el suministro de 
bienes y servicios requeridos para la protección de la salud pública, el abastecimiento 
alimentario, la garantía del suministro energético y el funcionamiento de los servicios 
esenciales.

En un contexto caracterizado por la rápida evolución de la crisis sanitaria, el Gobierno 
aprobó el Real Decreto 465/2020, de 17 de marzo, por el que se modifica el Real Decreto 
463/2020, de 14 de marzo, con objeto de reforzar los instrumentos de protección de la salud 
pública, así como de garantizar la prestación de los servicios públicos esenciales.
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El artículo 3 del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, estableció, en el marco de lo 
dispuesto por el artículo sexto.dos de la Ley Orgánica 4/1981, de 1 de junio, de los estados 
de alarma, excepción y sitio, que la duración del estado de alarma sería de quince días 
naturales.

Con base en los datos disponibles y en los informes de evaluación elaborados por las 
autoridades competentes delegadas durante ese periodo, el Gobierno concluyó que la 
situación de emergencia sanitaria generada por el brote epidémico de COVID-19 no se 
superaría en el plazo previsto inicialmente por el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo. A 
fin de garantizar la eficaz gestión de dicha emergencia sanitaria y contener la propagación 
de la enfermedad, mediante Acuerdo de Consejo de Ministros de 24 de marzo de 2020 se 
solicitó del Congreso de los Diputados autorización para prorrogar el estado de alarma 
declarado por el citado Real Decreto, así como la vigencia de las medidas en él contenidas, 
hasta las 00:00 horas del día 12 de abril de 2020.

El Pleno del Congreso de los Diputados, en su sesión del día 25 de marzo de 2020, 
acordó conceder la autorización requerida y la inclusión de una nueva disposición adicional 
en el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, que establece la obligación del Gobierno de 
remitir semanalmente al Congreso información sobre el grado de ejecución de las medidas 
adoptadas y su eficacia para alcanzar los objetivos propuestos.

Mediante el Real Decreto 476/2020, de 27 de marzo, por el que se prorroga el estado de 
alarma declarado por el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el 
estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el 
COVID-19, quedó prorrogado el estado de alarma en las mismas condiciones hasta las 
00:00 horas del 12 de abril de 2020, e incorporada la disposición adicional solicitada por el 
Congreso.

El Gobierno ha remitido semanalmente al Congreso de los Diputados la información 
requerida al amparo de la nueva disposición adicional sexta del Real Decreto 463/2020, de 
14 de marzo. Junto a los informes aportados por la Red Nacional de Vigilancia 
Epidemiológica, se ha dado cuenta al Congreso de los Diputados del conjunto de 
disposiciones, órdenes, instrucciones y resoluciones adoptadas por las autoridades 
competentes delegadas y por el Consejo de Ministros. Asimismo, el Gobierno ha 
comparecido semanalmente para valorar la evolución de la situación.

A la luz de la información proporcionada, cabe concluir que, durante la vigencia del 
estado de alarma y su primera prórroga, se han alcanzado los objetivos de asegurar la 
unidad de acción y movilizar todos los recursos humanos y materiales diponibles para 
contener la pandemia y mitigar sus efectos. Las autoridades competentes delegadas, en 
estrecha colaboración con las administraciones públicas competentes, han adoptado las 
disposiciones y actos destinados a reforzar en el ámbito sanitario los recursos humanos y el 
abastecimiento de medicamentos, productos sanitarios y aquellos otros productos 
necesarios para la protección de la salud; completar y aplicar las medidas decretadas para 
frenar la propagación de la enfermedad; disponer las prohibiciones, reducciones e 
instrucciones aplicables en materia de transportes, de acuerdo con las necesidades de 
movilidad y la evolución de la crisis sanitaria; asegurar el abastecimiento alimentario y de 
bienes de primera necesidad; y garantizar el suministro energético, entre otras.

Durante ese periodo, los datos proporcionados por la Red Nacional de Vigilancia 
Epidemiológica evidencian que las medidas aplicadas durante el periodo de vigencia del 
estado de alarma están consiguiendo alcanzar gradualmente el objetivo de disminuir la 
transmisión de la enfermedad y, lo que es más crítico en estos momentos, reducir al máximo 
el riesgo de colapso en las unidades de cuidados intensivos hospitalarios.

En efecto, los datos publicados tanto por la Red de Vigilancia Epidemiológica como por 
el Ministerio de Sanidad muestran un cierto aplanamiento en la notificación de nuevos casos, 
incluso un descenso de éstos en varias comunidades autónomas. Asimismo, muestran el 
aplanamiento e incluso el descenso en el número de nuevos casos hospitalizados, pese a la 
acumulación de casos por las largas estancias, tanto en planta de hospitalización 
convencional como en las unidades de cuidados intensivos.

Sin embargo, el carácter dinámico y el contexto de elevada incertidumbre que 
caracteriza la evolución de esta crisis sanitaria mundial sin precedentes obligan a extremar la 
prudencia. Mientras siga existiendo transmisión, una vuelta a la normalidad podría implicar el 
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inicio de nuevas cadenas de transmisión y un retroceso en los esfuerzos por controlar esta 
epidemia, lo que además podría mermar la confianza de los ciudadanos. Los modelos 
desarrollados por los expertos, tanto nacionales como internacionales, muestran que una 
adecuada gestión de la fase de desescalado de las medidas de control y contención 
aplicadas resulta crucial para lograr vencer la epidemia.

A esos efectos, la evaluación del riesgo para la vida y la salud de las personas debe 
realizarse de manera objetiva y transparente, de acuerdo con la mejor evidencia científica 
disponible. Los análisis realizados a partir de los datos proporcionados por la Red Nacional 
de Vigilancia Epidemiológica y su modelización permiten concluir que una segunda prórroga 
contribuirá a reforzar de forma decisiva en todo el territorio nacional la contención de la 
propagación de la enfermedad para salvar vidas, evitar la saturación de los servicios 
sanitarios y mantener posibles rebrotes en niveles asumibles por el sistema sanitario. Esta 
segunda prórroga constituye una medida indispensable para tratar de garantizar que los 
pacientes que requieran de hospitalización, ingreso en las unidades de cuidados intensivos o 
ventilación mecánica no superan el umbral que impediría proporcionar la adecuada calidad 
asistencial en función de los recursos actualmente disponibles.

La nueva prórroga se extenderá hasta las 00:00 horas del día 26 de abril de 2020. En la 
determinación de este periodo se ha tenido en cuenta la experiencia comparada en la 
aplicación de medidas similares adoptadas en Estados en los que se ha producido una 
incidencia intensa y más temprana de la pandemia. Solo si se consigue afianzar la evolución 
favorable detectada en cuanto a los datos de transmisión, número de hospitalizaciones, 
ingresos en las unidades de cuidados intensivos o decesos, podrá plantearse un escenario 
en el que puedan ir eliminándose progresivamente las medidas de contención.

Por tanto, a la luz de los datos disponibles y de los informes de evaluación elaborados 
por las autoridades competentes delegadas, se estima imprescindible prorrogar de nuevo el 
estado de alarma declarado inicialmente por el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, y 
previamente prorrogado por el Real Decreto 476/2020, de 27 de marzo, así como la vigencia 
de las medidas en él contenidas, hasta las 00:00 horas del día 26 abril de 2020.

La Ley Orgánica 4/1981, de 1 de junio, de los estados de alarma, excepción y sitio, 
dispone que el estado de alarma requiere, para ser prorrogado, de la autorización expresa 
del Congreso de los Diputados, que podrá establecer el alcance y las condiciones vigentes 
durante la prórroga.

Mediante Acuerdo del Consejo de Ministros de 7 de abril de 2020, el Gobierno solicitó 
del Congreso de los Diputados autorización para prorrogar por segunda vez el estado de 
alarma declarado mediante Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, con el fin de garantizar 
la eficaz gestión de la emergencia sanitaria y contener la propagación de la enfermedad.

El Pleno del Congreso de los Diputados, en su sesión del día 9 de abril de 2020, acordó 
conceder la autorización requerida.

En su virtud, a propuesta de la Vicepresidenta Primera del Gobierno y Ministra de la 
Presidencia, Relaciones con las Cortes y Memoria Democrática, del Ministro de Sanidad, de 
la Ministra de Defensa, y de los Ministros del Interior y de Transportes, Movilidad y Agenda 
Urbana, y previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 10 de abril de 
2020,

DISPONGO:

Artículo 1.  Prórroga del estado de alarma.

Queda prorrogado el estado de alarma declarado por el Real Decreto 463/2020, de 14 
de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis 
sanitaria ocasionada por el COVID-19.

Artículo 2.  Duración de la prórroga.

La prórroga establecida en este Real Decreto se extenderá hasta las 00:00 horas del día 
26 de abril de 2020, y se someterá a las mismas condiciones establecidas en el Real 
Decreto 463/2020, de 14 de marzo, modificado por el Real Decreto 465/2020, de 17 de 
marzo, y por el Real Decreto 476/2020, de 27 de marzo, por el que se prorroga el estado de 
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alarma declarado por el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el 
estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el 
COVID-19.

Disposición final única.  Entrada en vigor.

El presente Real Decreto entrará en vigor el día de su publicación en el «Boletín Oficial 
del Estado».
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§ 9

Real Decreto 492/2020, de 24 de abril, por el que se prorroga el 
estado de alarma declarado por el Real Decreto 463/2020, de 14 de 
marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión de 

la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19

Ministerio de la Presidencia, Relaciones con las Cortes y Memoria Democrática
«BOE» núm. 115, de 25 de abril de 2020
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2020-4652

Téngase en cuenta que se prorroga el estado de alarma declarado por el Real Decreto 463/2020, de 14 de 
marzo, desde las 00:00 horas del día 10 de mayo de 2020 hasta las 00:00 horas del día 24 de mayo de 2020, 
por los arts. 1 y 2 del Real Decreto 514/2020, de 8 de mayo. Ref. BOE-A-2020-4902

I

El 11 de marzo de 2020 la Organización Mundial de la Salud declaró pandemia 
internacional la situación de emergencia ocasionada por el brote epidémico de COVID-19. El 
Gobierno, en la reunión extraordinaria del Consejo de Ministros de 14 de marzo de 2020, 
aprobó el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma 
para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19.

El artículo 3 del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, estableció, en el marco de lo 
dispuesto por el artículo sexto.dos de la Ley Orgánica 4/1981, de 1 de junio, de los estados 
de alarma, excepción y sitio, que la duración del estado de alarma sería de quince días 
naturales.

Con base en los datos disponibles y en los informes de evaluación elaborados por las 
autoridades competentes delegadas durante ese periodo, el Gobierno concluyó que la 
situación de emergencia sanitaria generada por el brote epidémico de COVID-19 no se 
superaría en el plazo previsto inicialmente por el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo.

A fin de garantizar la eficaz gestión de dicha emergencia sanitaria y contener la 
propagación de la enfermedad, mediante Acuerdo del Consejo de Ministros de 24 de marzo 
de 2020 se solicitó del Congreso de los Diputados autorización para prorrogar el estado de 
alarma declarado por el citado real decreto, así como la vigencia de las medidas en él 
contenidas, hasta las 00:00 horas del día 12 de abril de 2020.

El Pleno del Congreso de los Diputados, en su sesión del día 25 de marzo de 2020, 
acordó conceder la autorización requerida y la inclusión de una nueva disposición adicional 
en el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, que establece la obligación del Gobierno de 
remitir semanalmente al Congreso información sobre el grado de ejecución de las medidas 
adoptadas y su eficacia para alcanzar los objetivos propuestos.
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Mediante Real Decreto 476/2020, de 27 de marzo, por el que se prorroga el estado de 
alarma declarado por el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el 
estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el 
COVID-19, quedó prorrogado el estado de alarma en las mismas condiciones hasta las 
00:00 horas del 12 de abril de 2020.

El Gobierno ha remitido semanalmente al Congreso de los Diputados la información 
requerida al amparo de la nueva disposición adicional sexta del Real Decreto 463/2020, de 
14 de marzo. Junto a los informes aportados por el Centro de Coordinación de Alertas y 
Emergencias Sanitarias y la Red Nacional de Vigilancia Epidemiológica, se ha dado cuenta 
al Congreso de los Diputados del conjunto de disposiciones, órdenes, instrucciones y 
resoluciones adoptadas por las autoridades competentes delegadas y por el Consejo de 
Ministros. Asimismo, el Gobierno ha comparecido semanalmente para valorar la evolución 
de la situación.

Durante el periodo de la primera prórroga, los datos proporcionados por la Red Nacional 
de Vigilancia Epidemiológica pusieron de manifiesto que las medidas aplicadas durante el 
periodo de vigencia del estado de alarma habían conseguido alcanzar gradualmente el 
objetivo de disminuir la transmisión de la enfermedad y reducir al máximo el riesgo de 
colapso en las unidades de cuidados intensivos hospitalarios (en adelante, UCI).

Sin embargo, en atención a los análisis realizados a partir de esos datos, el Gobierno 
concluyó que una segunda prórroga del estado de alarma contribuiría a reforzar de forma 
decisiva en todo el territorio nacional la contención de la propagación de la enfermedad para 
salvar vidas, evitar la saturación de los servicios sanitarios y mantener posibles rebrotes en 
niveles asumibles por el sistema sanitario. Se estimó que la prórroga constituía una medida 
indispensable para tratar de garantizar que los pacientes que requerían de hospitalización, 
ingreso en las UCI o ventilación mecánica no superasen el umbral que impediría 
proporcionar la adecuada calidad asistencial.

El Gobierno solicitó del Congreso de los Diputados autorización para prorrogar por 
segunda vez el estado de alarma declarado mediante Real Decreto 463/2020, de 14 de 
marzo, hasta las 00:00 horas del día 26 de abril de 2020, mediante el Acuerdo del Consejo 
de Ministros de 7 de abril de 2020. El Pleno del Congreso de los Diputados, en su sesión del 
día 9 de abril de 2020, acordó conceder la autorización requerida.

Mediante Real Decreto 487/2020, de 10 de abril, por el que se prorroga el estado de 
alarma declarado por el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el 
estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el 
COVID-19, quedó prorrogado el estado de alarma en las mismas condiciones hasta las 
00:00 horas del 26 de abril de 2020.

Durante el periodo de la segunda prórroga, los datos proporcionados por la Red Nacional 
de Vigilancia Epidemiológica indican que se ha conseguido disminuir el número de contagios 
a fin de situarlos por debajo del umbral que produciría la saturación de las UCI, con su 
capacidad extendida para hacer frente a la epidemia, al tiempo que se ha fortalecido la 
capacidad del sistema sanitario para dar respuesta a la misma.

En efecto, el incremento de nuevos casos hospitalizados e ingresados en UCI ha pasado 
de alrededor del 20% para ambos indicadores la semana anterior a la segunda prórroga a 
estar por debajo del 2% en esta semana. Además, el número de altas se va incrementando, 
lo que supone una descarga progresiva de las unidades asistenciales ampliadas, a pesar de 
que todavía tienen un alto grado de ocupación.

II

De acuerdo con lo previsto por el artículo primero.dos de la Ley Orgánica 4/1981, de 1 
de junio, las medidas que se adopten durante la vigencia del estado de alarma, así como la 
duración del mismo, serán en cualquier caso las estrictamente indispensables para asegurar 
el restablecimiento de la normalidad y su aplicación se realizará de forma proporcionada a 
las circunstancias.

Se estima imprescindible prorrogar de nuevo el estado de alarma declarado inicialmente 
por el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, y previamente prorrogado por los Reales 
Decretos 476/2020, de 27 de marzo, y 487/2020, de 10 de abril, en los términos del presente 
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Real Decreto hasta las 00:00 horas del día 10 de mayo de 2020, por los motivos que se 
exponen a continuación.

La Comunicación «Hoja de ruta común europea para el levantamiento de las medidas de 
contención de la COVID-19», presentada el pasado 15 de abril por la Presidenta de la 
Comisión Europea y el Presidente del Consejo Europeo, ha considerado esenciales las 
medidas extraordinarias adoptadas por los Estados miembros. Se afirma que dichas 
medidas, basadas en la información disponible en relación con las características de la 
enfermedad y adoptadas siguiendo un criterio de precaución, han permitido reducir la 
morbilidad y mortalidad asociada al COVID-19, al tiempo que han permitido reforzar los 
sistemas sanitarios y asegurar los aprovisionamientos necesarios para hacer frente a la 
pandemia.

Pero, como se señala en ese documento, a fin de valorar si procede desescalar las 
medidas de contención, los Estados miembros han de tener en consideración tres conjuntos 
de criterios.

En primer lugar, criterios epidemiológicos que evidencien, a partir de los indicadores 
disponibles, que el número de contagios ha disminuido significativamente y se ha 
estabilizado durante un periodo prolongado.

En segundo lugar, suficiente capacidad asistencial de los sistemas nacionales de salud, 
valorada a partir de la disponibilidad de camas en unidades de cuidados intensivos y camas 
de hospital, de productos sanitarios y de los equipos de protección necesarios para combatir 
la epidemia, de cuidados para grupos vulnerables, de redes de atención primaria, y de 
personal suficiente para velar por las necesidades sociosanitarias que surjan en el contexto 
del levantamiento progresivo de las medidas de contención. Se advierte que los sistemas de 
salud de los Estados miembros deben haber recuperado capacidad suficiente en términos 
generales, y no solo en relación con la gestión del brote epidémico de COVID-19.

En tercer y último lugar, capacidad de seguimiento adecuada para detectar y vigilar la 
propagación del virus, con la detección sistemática de nuevos casos mediante la realización 
masiva de tests de diagnóstico, combinada con el rastreo de los contactos y la posibilidad de 
aislar a la población en caso de reaparición y ulterior propagación de la infección.

Estos criterios coinciden sustancialmente con los indicados por la Organización Mundial 
de la Salud en su documento sobre la evolución del COVID-19, presentados el 14 de abril de 
2020, que señalan que el paso a una fase de transición requiere que la transmisión de la 
enfermedad se reduzca a casos esporádicos o grupos de casos localizados; que exista una 
suficiente capacidad de los sistemas nacionales en la detección, realización de tests, 
aplicación de medidas de aislamiento y cuarentenas; que los riesgos de transmisión en las 
zonas de alta transmisión comunitaria estén minimizados; que se adopten medidas 
preventivas en los centros de trabajo; que se controlen los riesgos de casos importados; y 
que se asegure, en último término, el compromiso del conjunto de la población en la 
aplicación de las medidas.

A la luz de estas orientaciones, los objetivos que pretenden alcanzarse con la nueva 
prórroga son los siguientes:

Comenzando con el criterio epidemiológico, se persigue que la tendencia decreciente en 
la notificación de nuevos casos diarios de contagios, de pacientes hospitalizados y de 
decesos se mantenga y conduzca progresivamente al control de la epidemia. Asimismo, el 
objetivo es que el número de casos que surgen de cada caso primario se mantenga por 
debajo de 1 durante el tiempo suficiente para asegurar que el sistema sanitario tiene 
capacidad para identificar todos los nuevos casos sospechosos, con el fin de diagnosticarlos 
y aislarlos a tiempo, y que todos los contactos son identificados y seguidos adecuadamente. 
Para ello, a medida que se acerca ese escenario se hace necesario reevaluar las 
capacidades de salud pública y atención primaria de todas las comunidades autónomas, 
puesto que son estas las que llevarán la carga de esta función clave en la siguiente fase.

Alcanzar este objetivo permitirá, a su vez, cumplir con los criterios de suficiencia de 
capacidad asistencial y posibilidad de detección sistemática de nuevos casos.

Por lo que se refiere a la capacidad de los distintos niveles asistenciales, si se mantiene 
la tendencia apuntada, sería posible recuperar progresivamente actividades limitadas o 
suspendidas durante el periodo más álgido de la epidemia. Sin embargo, esta recuperación 
debe ser ordenada, teniendo en cuenta la existencia de riesgos de transmisión en los 
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servicios sanitarios a los que seguirán acudiendo enfermos con COVID-19, pero también de 
personas sanas o paucisintomáticas infectadas con este virus y que podrían ser origen de 
brotes en los servicios sanitarios si las estructuras no están rediseñadas para hacer frente a 
este riesgo. Por tanto, los servicios sanitarios deben estar dimensionados para poder 
responder a posibles nuevas ondas epidémicas sin que lleguen a sufrir el nivel de presión 
que han vivido en las semanas anteriores.

De igual forma, una detección sistemática de nuevos pacientes infectados y de sus 
posibles contactos a través del sistema de vigilancia epidemiológica, si se mantiene la 
tendencia decreciente en la notificación de nuevos casos apuntada, podría permitir, de 
acuerdo con las propuestas de los responsables sanitarios y siempre que se considere 
oportuno y necesario para la respuesta a la epidemia, recuperar progresivamente 
actividades limitadas o suspendidas.

Por tanto, mantener la tendencia decreciente en el sentido indicado constituye la 
condición necesaria para mantener una adecuada capacidad de respuesta de los distintos 
niveles asistenciales en todo el territorio nacional y asegurar que pueden aplicarse 
eficazmente medidas de prevención y el control de nuevos brotes epidémicos. Si se 
alcanzasen los objetivos de esta nueva fase, sería posible iniciar un levantamiento 
progresivo de las medidas de contención.

No obstante, ha de advertirse que el carácter dinámico y el contexto de elevada 
incertidumbre que caracteriza la evolución de esta crisis sanitaria mundial sin precedentes 
obligan a extremar la prudencia en cuanto a las proyecciones que puedan hacerse más allá 
del periodo de finalización de la nueva prórroga.

III

Las medidas cuya prórroga se establece en este real decreto son las adecuadas para 
alcanzar el fin anteriormente descrito, a la luz de la evidencia científica disponible en cuanto 
a los mecanismos de transmisión del virus, así como de los ámbitos en los que se ha 
comprobado la generación de altas tasas de transmisión comunitaria.

Son medidas necesarias, pues son las estrictamente indispensables para alcanzar el 
objetivo descrito. De acuerdo con los datos disponibles, la aplicación de medidas de 
contención menos restrictivas en la actual fase de evolución de la epidemia, no solo 
impediría alcanzar los objetivos descritos anteriormente, sino que podría generar el riesgo de 
aparición de nuevas cadenas de transmisión no identificadas que situasen bajo una enorme 
presión asistencial los recursos sanitarios disponibles.

No obstante, se considera que, a la luz de la experiencia comparada y de la evidencia 
científica disponible, en el momento actual de evolución de la epidemia en España es posible 
alcanzar los objetivos de la nueva prórroga si se permite que los menores de 14 años 
puedan acompañar a los adultos responsables de su cuidado en los desplazamientos que 
estos pueden realizar con arreglo a lo dispuesto por el artículo 7 del Real Decreto 463/2020, 
de 14 de marzo, siempre de acuerdo con las orientaciones específicas que determine el 
Ministerio de Sanidad, ya que de ese modo pueden conciliarse los objetivos de protección de 
la salud pública con los de la tutela del interés superior del menor. Se ha entendido 
razonable establecer ese umbral de edad, en cuanto que a partir de los 14 años el grado de 
autonomía del menor le permite prescindir del acompañamiento de un adulto en esos 
desplazamientos.

Por otra parte, con el fin de que el Ministro de Sanidad pueda adaptar territorialmente las 
oportunas modificaciones, ampliaciones o restricciones relativas a los lugares, 
establecimientos y actividades enumerados en el artículo 10 del Real Decreto 463/2020, de 
14 de marzo, por razones justificadas de salud pública, se introduce una modificación en la 
habilitación actualmente contemplada por ese precepto.

En último término, la aplicación proporcionada de las medidas de contención de la 
pandemia requiere determinar si los beneficios son superiores a los perjuicios que producen 
sobre otros bienes jurídicos en conflicto.

En cuanto a los beneficios, las medidas que se prorrogan han demostrado hasta ahora 
su eficacia para contener la propagación de la enfermedad y, por tanto, resulta previsible que 
la mantengan durante el periodo de duración de esta prórroga adicional hasta el nivel en que 
resulte posible identificar los nuevos focos de transmisión. Esta reducción del riesgo sanitario 
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generado por la pandemia permite continuar protegiendo los derechos a la vida, a la 
integridad física y a la salud de las personas consagrados en los artículos 15 y 43 de la 
Constitución.

Pero la determinación del riesgo sanitario, y del grado de protección de los referidos 
derechos, no constituye la única dimensión que ha de ser tenida en cuenta a la hora de 
adoptar una decisión sobre la prórroga, ya que en la gestión de aquel riesgo intervienen 
asimismo otros factores pertinentes de carácter sociológico, jurídico y económico que deben 
ser convenientemente sopesados.

Es desde esta segunda dimensión desde la que deben analizarse los eventuales 
perjuicios de las medidas de contención adoptadas para hacer frente a la pandemia. 
Indudablemente estas medidas tienen consecuencias sobre el ejercicio de determinados 
derechos fundamentales de los ciudadanos y sobre el normal desenvolvimiento de sus 
relaciones familiares, sociales y laborales, con especial incidencia en colectivos vulnerables. 
Pero, además, la crisis sanitaria ha impactado asimismo en la actividad de numerosos 
sectores productivos, con importantes pérdidas de rentas para hogares, autónomos y 
empresas.

Por lo que se refiere a la ponderación entre las consecuencias de las medidas adoptadas 
sobre el ejercicio de determinados derechos fundamentales, por un lado, y la necesaria 
protección de los derechos a la vida, a la integridad física y a la salud de las personas, por 
otro, debe tenerse en cuenta que las consecuencias sobre aquellos solo serán asumibles si 
las decisiones adoptadas, además de resultar las indispensables para garantizar la 
protección de estos últimos derechos y la vuelta a la normalidad, presentan un horizonte 
temporal limitado.

En cuanto al carácter indispensable, ya se ha indicado anteriormente que, en relación 
con la libertad de circulación, se ha optado por permitir determinadas actividades que, siendo 
compatibles con los objetivos que se pretenden alcanzar, permiten atender el superior 
interés del menor tutelado por el artículo 39 de la Constitución.

En cuanto a la dimensión temporal de las medidas decretadas por el estado de alarma, 
no cabe entender que una vuelta a la normalidad equivalga a la supresión del riesgo 
sanitario, puesto que este escenario solo será posible cuando se disponga de una vacuna, 
un tratamiento médico eficaz o de la inmunidad necesaria de la población. En las actuales 
circunstancias de evolución de la pandemia, y a la luz de la experiencia comparada, la 
condición para iniciar la vuelta progresiva a la normalidad se cifra, más bien, en poder 
identificar los nuevos brotes para generar una rápida y eficaz respuesta de control 
epidemiológico que proteja al conjunto de la población y que evite la presión sobre la 
capacidad asistencial del sistema sanitario.

Ello hace posible, a su vez, concebir las medidas de contención cuya prórroga se 
establece en ese real decreto en un horizonte temporal limitado. Como se ha señalado 
anteriormente, si los datos disponibles sobre la evolución de la enfermedad permiten concluir 
al término del periodo de vigencia de esta tercera prórroga que las medidas de contención 
permiten alcanzar los objetivos fijados para esta nueva fase, podría plantearse un escenario 
de gradual levantamiento de las medidas que aquí se prorrogan.

Por lo que se refiere a las consecuencias sobre la actividad de los sectores productivos, 
los evidentes perjuicios generados por la crisis sanitaria están siendo mitigados mediante la 
adopción simultanea de un conjunto de disposiciones articuladas en sucesivos reales 
decretos-leyes orientados a movilizar los recursos nacionales de protección frente a esos 
efectos adversos, con especial atención a los colectivos más vulnerables, al tiempo que se 
promueve la coordinación de las políticas presupuestarias, monetarias, financieras y 
estructurales de la Unión Europea como respuesta a la pandemia.

El restablecimiento de la normalidad requerirá en este caso mantener durante un tiempo 
adicional las medidas de mitigación socioeconómica a fin de recuperar la actividad 
productiva y de empleo de los sectores que resulten más afectados. De nuevo, el carácter 
limitado en el tiempo de las medidas de contención aplicadas para hacer frente a la gestión 
de la crisis sanitaria, junto con las medidas que de forma simultánea se están articulando en 
materia socioeconómica, permitirán paliar el impacto de las primeras sobre el conjunto del 
tejido productivo.
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En definitiva, atendiendo al carácter basilar del derecho a la vida, a la integridad física y 
a la salud que se pretende salvaguardar de manera adecuada y necesaria por la nueva 
prórroga, cabe concluir que los beneficios derivados de ella son mayores que los perjuicios 
que ocasiona, perjuicios que por otra parte están tratando de ser mitigados mediante la 
adopción progresiva de medidas menos onerosas para alcanzar los objetivos perseguidos, 
así como mediante la previsión en paralelo de disposiciones específicas de protección de 
carácter social y económico.

Por tanto, a la luz de los datos disponibles y de los informes de evaluación elaborados 
por las autoridades competentes delegadas, se estima imprescindible prorrogar de nuevo el 
estado de alarma declarado inicialmente por el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, así 
como la vigencia de las medidas en él contenidas, en los términos contemplados en este real 
decreto hasta las 00:00 horas del día 10 de mayo de 2020.

La Ley Orgánica 4/1981, de 1 de junio, de los estados de alarma, excepción y sitio, 
dispone que el estado de alarma requiere, para ser prorrogado, de la autorización expresa 
del Congreso de los Diputados, que podrá establecer el alcance y las condiciones vigentes 
durante la prórroga.

Mediante Acuerdo del Consejo de Ministros de 21 de abril de 2020, el Gobierno solicitó 
del Congreso de los Diputados autorización para prorrogar por tercera vez el estado de 
alarma declarado mediante Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, con el fin de garantizar 
la eficaz gestión de la emergencia sanitaria y contener la propagación de la enfermedad.

El Pleno del Congreso de los Diputados, en su sesión del día 22 de abril de 2020, acordó 
conceder la autorización requerida, en los mismos términos en los que esta se solicitaba en 
el Acuerdo del Consejo de Ministros de 21 de abril de 2020.

En su virtud, al amparo de lo previsto por el artículo 116.2 de la Constitución Española, y 
de conformidad con lo dispuesto en el artículo sexto.dos de la Ley Orgánica 4/1981, de 1 de 
junio, de los estados de alarma, excepción y sitio, a propuesta de la Vicepresidenta Primera 
del Gobierno y Ministra de la Presidencia, Relaciones con las Cortes y Memoria 
Democrática, del Ministro de Sanidad, de la Ministra de Defensa y de los Ministros del 
Interior y de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana, y previa deliberación del Consejo de 
Ministros en su reunión del día 24 de abril de 2020,

DISPONGO:

Artículo 1.  Prórroga del estado de alarma.

Queda prorrogado el estado de alarma declarado por el Real Decreto 463/2020, de 14 
de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis 
sanitaria ocasionada por el COVID-19.

Artículo 2.  Duración de la prórroga.

La prórroga establecida en este real decreto se extenderá desde las 00:00 horas del día 
26 de abril de 2020 hasta las 00:00 horas del día 10 de mayo de 2020, y se someterá a las 
mismas condiciones establecidas en el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, y sus 
modificaciones.

Disposición final primera.  Modificación del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el 
que se declara el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria 
ocasionada por el COVID-19.

El Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, queda modificado como sigue:

Uno. El artículo 7 queda redactado del modo siguiente:

«1. Durante la vigencia del estado de alarma, las personas únicamente podrán 
circular por las vías o espacios de uso público para la realización de las siguientes 
actividades, que deberán realizarse individualmente, salvo que se acompañe a 
personas con discapacidad, menores, mayores, o por otra causa justificada:
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a) Adquisición de alimentos, productos farmacéuticos y de primera necesidad, así 
como adquisición de otros productos y prestación de servicios de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 10.

b) Asistencia a centros, servicios y establecimientos sanitarios.
c) Desplazamiento al lugar de trabajo para efectuar su prestación laboral, 

profesional o empresarial.
d) Retorno al lugar de residencia habitual.
e) Asistencia y cuidado a mayores, menores, dependientes, personas con 

discapacidad o personas especialmente vulnerables.
f) Desplazamiento a entidades financieras y de seguros.
g) Por causa de fuerza mayor o situación de necesidad.
h) Cualquier otra actividad de análoga naturaleza.

2. Los menores de 14 años podrán acompañar a un adulto responsable de su 
cuidado cuando este realice alguna o algunas de las actividades previstas en el 
apartado anterior.

3. Igualmente, se permitirá la circulación de vehículos particulares por las vías de 
uso público para la realización de las actividades referidas en los apartados 
anteriores o para el repostaje en gasolineras o estaciones de servicio.

4. En todo caso, en cualquier desplazamiento deberán respetarse las 
recomendaciones y obligaciones dictadas por las autoridades sanitarias.

5. El Ministro del Interior podrá acordar el cierre a la circulación de carreteras o 
tramos de ellas por razones de salud pública, seguridad o fluidez del tráfico o la 
restricción en ellas del acceso de determinados vehículos por los mismos motivos.

Cuando las medidas a las que se refiere el párrafo anterior se adopten de oficio 
se informará previamente a las Administraciones autonómicas que ejercen 
competencias de ejecución de la legislación del Estado en materia de tráfico, 
circulación de vehículos y seguridad vial.

Las autoridades estatales, autonómicas y locales competentes en materia de 
tráfico, circulación de vehículos y seguridad vial garantizarán la divulgación entre la 
población de las medidas que puedan afectar al tráfico rodado.

6. El Ministro de Sanidad podrá, en atención a la evolución de la emergencia 
sanitaria, dictar órdenes e instrucciones en relación con las actividades y 
desplazamientos a que se refieren los apartados 1 a 4 de este artículo, con el 
alcance y ámbito territorial que en aquellas se determine.»

Dos. El apartado 6 del artículo 10 queda redactado del modo siguiente:

«Se habilita al Ministro de Sanidad para modificar, ampliar o restringir las 
medidas, lugares, establecimientos y actividades enumeradas en los apartados 
anteriores, por razones justificadas de salud pública, con el alcance y ámbito 
territorial que específicamente se determine.»

Disposición final segunda.  Entrada en vigor.

El presente real decreto entrará en vigor el día de su publicación en el «Boletín Oficial 
del Estado».
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§ 10

Real Decreto 514/2020, de 8 de mayo, por el que se prorroga el 
estado de alarma declarado por el Real Decreto 463/2020, de 14 de 
marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión de 

la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19

Ministerio de la Presidencia, Relaciones con las Cortes y Memoria Democrática
«BOE» núm. 129, de 9 de mayo de 2020
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2020-4902

Téngase en cuenta que se prorroga el estado de alarma declarado por el Real Decreto 463/2020, de 14 de 
marzo, hasta las 00:00 horas del día 7 de junio de 2020, por los arts. 1 y 2 del Real Decreto 537/2020, de 22 de 
mayo. Ref. BOE-A-2020-5243

I

El 11 de marzo de 2020 la Organización Mundial de la Salud declaró pandemia 
internacional la situación de emergencia ocasionada por el brote epidémico de COVID-19. El 
Gobierno, en la reunión extraordinaria del Consejo de Ministros de 14 de marzo de 2020, 
aprobó el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma 
para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19.

El artículo 3 del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, estableció, en el marco de lo 
dispuesto por el artículo sexto.dos de la Ley Orgánica 4/1981, de 1 de junio, de los estados 
de alarma, excepción y sitio, que la duración del estado de alarma sería de quince días 
naturales.

Con base en los datos disponibles y en los informes de evaluación elaborados por las 
autoridades competentes delegadas durante ese periodo, el Gobierno concluyó que la 
situación de emergencia sanitaria generada por el brote epidémico de COVID-19 no se 
superaría en el plazo previsto inicialmente por el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo.

A fin de garantizar la eficaz gestión de dicha emergencia sanitaria y contener la 
propagación de la enfermedad, mediante los acuerdos del Consejo de Ministros de 24 de 
marzo de 2020, 7 de abril de 2020 y 21 de abril de 2020, el Gobierno solicitó del Congreso 
de los Diputados autorización para prorrogar en tres ocasiones el estado de alarma 
declarado por el citado real decreto, así como la vigencia de las medidas en él contenidas. El 
Pleno del Congreso de los Diputados, en las sesiones celebradas el 25 de marzo de 2020, 9 
de abril de 2020 y 22 de abril de 2020 acordó conceder las mencionadas autorizaciones.

De este modo, mediante el Real Decreto 476/2020, de 27 de marzo, por el que se 
prorroga el estado de alarma declarado por el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, la 
prórroga se extendió hasta las 00:00 horas del día 12 de abril de 2020; mediante el Real 
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Decreto 487/2020, de 10 de abril, se dispuso la prórroga hasta las 00:00 horas del día 26 de 
abril de 2020, y, finalmente, el Real Decreto 492/2020, de 24 de abril, estableció una nueva 
prórroga hasta las 00:00 horas del día 10 de mayo de 2020.

El Gobierno ha remitido semanalmente al Congreso de los Diputados la información 
requerida en cumplimiento de lo previsto en la disposición adicional sexta del Real Decreto 
463/2020, de 14 de marzo. Junto a los informes aportados por el Centro de Coordinación de 
Alertas y Emergencias Sanitarias y la Red Nacional de Vigilancia Epidemiológica, se ha dado 
cuenta al Congreso de los Diputados del conjunto de disposiciones, órdenes, instrucciones y 
resoluciones adoptadas por las autoridades competentes delegadas y por el Consejo de 
Ministros. Asimismo, el Gobierno ha comparecido semanalmente para valorar la evolución 
de la situación.

Durante el periodo de la primera prórroga, los datos proporcionados por la Red Nacional 
de Vigilancia Epidemiológica pusieron de manifiesto que las medidas aplicadas durante el 
periodo de vigencia del estado de alarma habían conseguido alcanzar gradualmente el 
objetivo de disminuir la transmisión de la enfermedad y reducir al máximo el riesgo de 
colapso en las unidades de cuidados intensivos hospitalarios (en adelante, UCI).

Durante el periodo de la segunda prórroga, esos datos indicaron que se había 
conseguido disminuir el número de contagios a fin de situarlos por debajo del umbral que 
produciría la saturación de las UCI, con su capacidad extendida para hacer frente a la 
epidemia, al tiempo que se había fortalecido la capacidad del sistema sanitario para dar 
respuesta a la misma. En efecto, el incremento de nuevos casos hospitalizados e ingresados 
en UCI había pasado de alrededor del 20 % para ambos indicadores la semana anterior a la 
segunda prórroga a estar por debajo del 2 % en la semana del 20 de abril. Además, el 
número de altas se fue incrementando en este periodo, y con ello se produjo una descarga 
progresiva de las unidades asistenciales ampliadas.

En el periodo de la tercera prórroga, los datos evidencian que se ha consolidado la 
tendencia decreciente de los diferentes indicadores (casos confirmados diarios por PCR, 
fallecimientos confirmados, ingresos hospitalarios y en UCI), habiéndose reducido a la mitad 
los incrementos diarios, a excepción de los casos que han requerido hospitalización.

Sin embargo, los datos de personas todavía hospitalizadas y la detección, aunque con 
mucha menos frecuencia de casos nuevos, algunos de ellos sin un vínculo epidemiológico 
claro, aconseja mantener el instrumento que ha contribuido a gestionar eficazmente esta 
emergencia sanitaria. En algunos aspectos, es necesario todavía preparar los sistemas de 
información y vigilancia para garantizar que las capacidades de detección precoz y manejo 
de nuevos casos y sus contactos está garantizada en todos los niveles.

II

La Comunicación «Hoja de ruta común europea para el levantamiento de las medidas de 
contención de la COVID-19», presentada el pasado 15 de abril por la Presidenta de la 
Comisión Europea y el Presidente del Consejo Europeo, ha considerado esenciales las 
medidas extraordinarias adoptadas por los Estados miembros. Se afirma que dichas 
medidas, basadas en la información disponible en relación con las características de la 
enfermedad y adoptadas siguiendo un criterio de precaución, han permitido reducir la 
morbilidad y mortalidad asociada al COVID-19, al tiempo que han permitido reforzar los 
sistemas sanitarios y asegurar los aprovisionamientos necesarios para hacer frente a la 
pandemia.

Pero, como la propia Hoja de ruta señala, estas medidas restrictivas acarrean un elevado 
coste social y económico, suponen una presión sobre la salud mental y obligan a los 
ciudadanos a cambiar radicalmente su vida cotidiana.

Por ello, aunque el documento reconoce que la vuelta a la normalidad requerirá tiempo, 
también considera evidente que las medidas extraordinarias de restricción de la movilidad no 
pueden mantenerse indefinidamente y que es necesario realizar una evaluación continua de 
su proporcionalidad a medida que evoluciona el conocimiento de la enfermedad. Resulta, por 
tanto, indispensable planificar la fase en la que los Estados miembros podrán reanudar las 
actividades económicas y sociales de modo que se minimice cualquier repercusión sobre la 
salud de las personas y no se sobrecarguen los sistemas sanitarios.
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A ese planteamiento responde la citada hoja de ruta, elaborada a partir de los 
conocimientos y el asesoramiento facilitados por el Centro Europeo para la Prevención y el 
Control y el Grupo Consultivo de la Comisión sobre la COVID-19, y teniendo en cuenta la 
experiencia y las perspectivas de una serie de Estados miembros, así como las 
orientaciones de la Organización Mundial de la Salud (OMS).

En este contexto, a la luz de los principales indicadores disponibles, de la experiencia 
adquirida a nivel nacional, de la experiencia en otros países y del conocimiento aportado por 
los expertos en el ámbito sanitario y epidemiológico, se considera oportuno avanzar en la 
desescalada gradual de las medidas extraordinarias de restricción de la movilidad y del 
contacto social y facilitar una recuperación, lo más rápida posible, de la actividad social y 
económica.

Con este objetivo, de conformidad con la Hoja de ruta citada, con los criterios en ella 
recogidos y con los expresados por la Organización Mundial de la Salud en su documento 
sobre la evolución del COVID-19, presentado el pasado 14 de abril de 2020, atendiendo a la 
evolución de la situación epidemiológica, y en línea con otros países de nuestro entorno, 
mediante Acuerdo del Consejo de Ministros de 28 de abril de 2020, se aprobó el Plan para la 
desescalada de las medidas extraordinarias adoptadas para hacer frente a la pandemia de 
COVID-19, en el que el proceso descrito se concibe de modo gradual, asimétrico, 
coordinado con las comunidades autónomas, y adaptable a los cambios de orientación 
necesarios en función de la evolución de los datos epidemiológicos y del impacto de las 
medidas adoptadas. El Plan fue remitido al Congreso de los Diputados el 29 de abril de 2020 
en cumplimiento de lo previsto por la disposición adicional sexta del Real Decreto 463/2020, 
de 14 de marzo.

Para la elaboración de dicho Plan, el Gobierno se ha basado en el informe elevado el 
pasado 25 de abril por el Centro de Coordinación de Alertas y Emergencias Sanitarias, 
además de recabar la opinión y propuestas de expertos en el ámbito sanitario, científico, 
social y empresarial. De forma paralela y coordinada, se han celebrado reuniones e 
intercambiado propuestas con los responsables de las administraciones autonómicas y 
locales, así como con los agentes sociales. De forma complementaria, se han analizado las 
principales experiencias nacionales e internacionales disponibles, con el fin de aprender de 
las mejores prácticas para abordar la reactivación económica con la máxima seguridad.

Fruto de este trabajo, el Plan establece los principales parámetros e instrumentos para 
adoptar las decisiones necesarias en el proceso de desescalada, con las máximas garantías 
de seguridad. Su objetivo fundamental es conseguir que, manteniendo como referencia 
fundamental la protección de la salud pública, se recupere paulatinamente la vida cotidiana y 
la actividad económica, minimizando el riesgo que representa la epidemia para la salud de la 
población y evitando que las capacidades del Sistema Nacional de Salud se puedan 
desbordar.

Los parámetros cuyos valores son necesarios para avanzar en la desescalada, y de los 
que es necesario un seguimiento continuo, se plasmarán en un panel integral de indicadores 
que facilitará la gradación de la intensidad y velocidad del proceso, incluyendo parámetros 
fundamentales para la toma de decisiones, en los siguientes ámbitos:

‒ Salud pública, a partir de los datos que evalúan las capacidades estratégicas que 
deben reforzarse en cuatro ámbitos: una asistencia sanitaria reforzada; un modelo eficaz y 
seguro de alerta y vigilancia epidemiológica; una rápida identificación y contención de las 
fuentes de contagio y un reforzamiento de las medidas de protección colectiva.

‒ Movilidad en el interior del país y fuera de sus fronteras, muy vinculada a un posible 
aumento del riesgo de contagio.

‒ Impacto social de la enfermedad, de las medidas adoptadas para contenerla y del 
proceso de desescalada en los colectivos sociales más vulnerables.

‒ Impacto económico, medido a partir de la evaluación de la situación por sectores, en 
especial aquellos con más capacidad de arrastre y los más duramente afectados por la crisis 
sanitaria.

Del panel integral de indicadores, con los parámetros indicados, resultarán los datos que 
fundamentarán las decisiones que se adopten en el proceso de desescalada, con un nivel de 
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granularidad territorial suficiente, adecuadas en cada momento a la situación epidemiológica 
y a la capacidad del sistema sanitario en cada ámbito geográfico relevante.

El Plan establece una fase cero o preliminar y tres fases de desescalada diferenciadas 
en función de las actividades permitidas en cada una de ellas, por las que podrán transitar 
los diferentes territorios en función de diversos criterios e indicadores hasta llegar a la fase 
III, en la que se pondrá fin a las medidas de contención, pero se mantendrá la vigilancia 
epidemiológica, la capacidad reforzada del sistema sanitario y las medidas de autoprotección 
de la ciudadanía.

A día de hoy, todo el territorio nacional se encuentra en la denominada fase cero, 
definida por las medidas establecidas por la declaración del estado de alarma y las órdenes 
dictadas por las diferentes autoridades competentes delegadas, con excepción de las islas 
de Formentera, La Gomera, El Hierrro y La Graciosa, a las que se aplica lo establecido en la 
Orden SND/386/2020, de 3 de mayo, por la que se flexibilizan determinadas restricciones 
sociales y se determinan las condiciones de desarrollo de la actividad de comercio minorista 
y de prestación de servicios, así como de las actividades de hostelería y restauración en los 
territorios menos afectados por la crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19.

La complejidad de la situación y la naturaleza imprevisible y dinámica de su evolución 
desaconsejan plantear un calendario cerrado de recuperación gradual de actividad; por el 
contrario, se requiere de un enfoque prudente, con hitos que se irán alcanzando 
sucesivamente y que podrán ser reajustados en caso de resultar necesario.

III

De acuerdo con lo previsto por el artículo primero.dos de la Ley Orgánica 4/1981, de 1 
de junio, las medidas que se adopten durante la vigencia del estado de alarma, así como la 
duración del mismo, serán en cualquier caso las estrictamente indispensables para asegurar 
el restablecimiento de la normalidad y su aplicación se realizará de forma proporcionada a 
las circunstancias.

Por su parte, como recoge la Sentencia del Tribunal Constitucional 99/2019, de 18 de 
julio (FJ 6), «(e)l enjuiciamiento de la proporcionalidad de una medida legislativa, como 
presupuesto de constitucionalidad de la misma, se articula en dos fases (por todas, STC 
60/2010, FJ 9): a) la primera parte de ese canon de control consiste en examinar que la 
norma persigue una finalidad constitucionalmente legítima; y b) la segunda parte implica 
revisar si la medida legal se ampara en ese objetivo constitucional de un modo 
proporcionado. Esta segunda fase de análisis exige, a su vez, verificar (por todas, STC 
64/2019, de 9 de mayo, FJ 5), sucesivamente el cumplimiento de "la triple condición de (i) 
adecuación de la medida al objetivo propuesto (juicio de idoneidad); (ii) necesidad de la 
medida para alcanzar su objetivo, sin que sea posible su logro a través de otra más 
moderada con igual eficacia (juicio de necesidad) y (iii) ponderación de la medida por 
derivarse de ella más beneficios o ventajas para el interés general que perjuicios sobre otros 
bienes o valores en conflicto (juicio de proporcionalidad en sentido estricto)"».

Cumple ahora, pues, aplicar el juicio de proporcionalidad a las medidas recogidas en la 
presente prórroga. En ella se recogen medidas con el objetivo primordial de proteger los 
derechos a la vida, a la integridad física y a la salud, recogidos en el título I de la 
Constitución Española. No cabe duda que esta constituye una finalidad legítima, como 
señaló el Tribunal Constitucional en su reciente Auto de 30 de abril de 2020 (FJ 4), relativo 
precisamente a la limitación de los derechos de reunión y manifestación en el vigente estado 
de alarma. Concretamente, en su FJ 4 el Tribunal sostuvo de manera expresa que «la 
limitación del ejercicio del derecho tiene una finalidad que no solo ha de reputarse como 
legítima, sino que además tiene cobertura constitucional bastante en los artículos 15 CE 
(garantía de la integridad física de las personas) y 43 CE (protección de la salud), ambos tan 
intensamente conectados que es difícil imaginarlos por separado, máxime en las actuales 
circunstancias. Es aquí donde la finalidad de la medida restrictiva del ejercicio del derecho 
confluye con la justificación de la declaración del Estado de alarma. Las razones que 
sustentan ambas son idénticas y buscan limitar el impacto que en la salud de los seres 
humanos, en su integridad física y en su derecho a la vida pueda tener la propagación del 
COVID-19».
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Constatada la finalidad legítima de las medidas contenidas en la prórroga del estado de 
alarma, conviene señalar ahora la adecuación de las mismas en orden a conseguir tal 
finalidad constitucional. Los indicadores disponibles, tanto en nuestro país como en otros de 
nuestro entorno, han mostrado de forma sostenida cómo las medidas previstas en esta 
prórroga son perfectamente adecuadas al fin perseguido. Ciertamente, medidas como la 
limitación de la libertad deambulatoria y las dirigidas a evitar aglomeraciones o el contacto 
interpersonal se han mostrado hasta ahora las más adecuadas para conseguir índices 
notables de reducción de los niveles de contagio. Las medidas contenidas en la presente 
prórroga han demostrado su eficacia para contener la propagación de la enfermedad y, por 
tanto, resulta previsible que sigan siendo adecuadas durante el transcurso de esta prórroga 
adicional.

Pero no sólo eso: sólo manteniendo la limitación a la libertad deambulatoria en todo el 
territorio nacional será posible controlar la pandemia y esta limitación, de alcance general a 
todo el territorio, sólo puede establecerse en el marco del estado de alarma. Dicho en 
términos inversos, sólo mediante el mantenimiento del estado de alarma es posible continuar 
limitando la libertad deambulatoria en el conjunto del territorio nacional, limitaciones que 
permitirán contener la pandemia. En suma, no existe alternativa jurídica que permita limitar a 
nivel nacional el derecho fundamental contenido en el artículo 19 de la Constitución 
Española, toda vez que la legislación ordinaria resulta insuficiente por sí sola para restringir 
este derecho fundamental.

Como señala el alto Tribunal en el auto antes citado, «no es posible tener ninguna 
certeza sobre las formas de contagio, ni sobre el impacto real de la propagación del virus, 
así como no existen certezas científicas sobre las consecuencias a medio y largo plazo para 
la salud de las personas que se han visto afectadas en mayor o menor medida por este 
virus. Ante esta incertidumbre tan acentuada y difícil de calibrar desde parámetros jurídicos 
que acostumbran a basarse en la seguridad jurídica que recoge el artículo 9.3 de la 
Constitución, las medidas de distanciamiento social, confinamiento domiciliario y limitación 
extrema de los contactos y actividades grupales, son las únicas que se han adverado 
eficaces para limitar los efectos de una pandemia de dimensiones desconocidas hasta la 
fecha. Desconocidas y, desde luego, imprevisibles cuando el legislador articuló la 
declaración de los estados excepcionales en el año 1981».

Estas medidas, provistas de una justificación legítima y adecuadas para la consecución 
de la misma, siguen resultando necesarias en la actualidad. Como los datos indican día tras 
día, la pandemia todavía no se ha contenido de forma suficiente. Por este motivo, resulta 
necesario mantener la limitación a la libertad de circulación en los términos previstos en el 
vigente Real Decreto 463/2020, 14 de marzo, como prevé la prórroga que se establece en 
este real decreto.

Finalmente, las medidas contenidas en la prórroga no sólo disponen de justificación 
constitucional y cumplen con los requisitos de adecuación y de necesidad, sino que también 
se ajustan a la proporcionalidad en sentido estricto. A diferencia de lo que ha venido 
sucediendo desde el inicio de estado de alarma y durante sus sucesivas prórrogas, en la 
nueva prórroga se prevé la posibilidad de relajar las limitaciones, siempre y cuando lo 
permitan los baremos a los que se alude en el apartado II. En orden a cumplir con la 
proporcionalidad en sentido estricto, las medidas previstas en esta prórroga parten de un 
escenario abierto, dejando espacio al dinamismo inherente a la desescalada que pretende 
iniciarse. Esta flexibilidad se predica tanto del levantamiento de las medidas, como del 
ámbito geográfico en el que va proyectarse, por lo que se prevé una intervención destacada 
de las comunidades autónomas y las ciudades de Ceuta y Melilla. Se trata de permitir la 
selección de las medidas de desescalada que en cada momento resulten más oportunas y la 
granularidad territorial suficiente en su implementación. En definitiva, se persigue avanzar en 
una desescalada progresiva y adaptada a las particularidades de los diferentes territorios, en 
coherencia con lo establecido en la citada «Hoja de ruta común europea para el 
levantamiento de las medidas de contención de la COVID-19».

IV

En atención a lo anteriormente expuesto, se mantiene la vigencia del Real Decreto 
463/2020, de 14 de marzo, así como las medidas que lo modifican, aplican y desarrollan. No 
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obstante, y de acuerdo con el marco previsto en el Plan para la desescalada de las medidas 
extraordinarias adoptadas para hacer frente a la pandemia de COVID-19, aprobado por el 
Consejo de Ministros en su reunión de 28 de abril de 2020, mediante la presente prórroga se 
habilita al Ministro de Sanidad, en su condición de autoridad competente delegada, mediante 
un proceso en el que participarán las comunidades autónomas y las ciudades de Ceuta y 
Melilla con arreglo a los principios de cooperación y colaboración, a concretar las medidas 
que deban aplicarse en el proceso de desescalada. En este sentido, la habilitación al 
Ministro de Sanidad y a las demás autoridades competentes delegadas que se contiene en 
el primer párrafo artículo 3 se refiere a las medidas de desescalada en todos los ámbitos de 
actividad afectados por las restricciones establecidas en la declaración del estado de alarma 
y sus sucesivas prórrogas.

La progresión de las medidas, o su eventual regresión, se determinará en función de la 
evolución de diversos indicadores, tanto sanitarios como epidemiológicos, sociales, 
económicos y de movilidad. Además, estas medidas podrán aplicarse en ámbitos territoriales 
concretos, ya sea la provincia, la isla o la unidad territorial de referencia en el proceso de 
desescalada.

En cuanto a la libertad deambulatoria, esta prórroga determina que las personas podrán 
desplazarse por la provincia, la isla o la unidad territorial de referencia en que se encuentren. 
Todo ello sin perjuicio de las excepciones que justifiquen el desplazamiento a otra parte del 
territorio nacional por motivos sanitarios, laborales, profesionales o empresariales, de retorno 
al lugar de residencia familiar, asistencia y cuidado de mayores, dependientes o personas 
con discapacidad, causa de fuerza mayor o situación de necesidad o cualquier otra de 
análoga naturaleza.

En aplicación de lo establecido en el Acuerdo de autorización de la prórroga del estado 
de alarma aprobado por el Pleno del Congreso de los Diputados el pasado 6 de mayo de 
2020, se ha recogido en este real decreto la posibilidad de que el Gobierno acuerde 
conjuntamente con cada Comunidad Autónoma la modificación, ampliación o restricción de 
las unidades de actuación y de las medidas a adoptar, correspondiendo en tal caso la 
aplicación de estas medidas a quien ostente la Presidencia de la Comunidad Autónoma, 
como representante ordinario del Estado en el territorio.

En cumplimiento de dicho acuerdo, también se incorpora una disposición adicional única 
para asegurar que aquéllos municipios que constituyen enclaves reciban el tratamiento 
propio de la provincia que les circunda, así como una disposición final primera modificativa 
del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma para 
la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, con la finalidad de 
hacer posible la celebración de elecciones autonómicas.

En definitiva, no cabe entender que una paulatina vuelta a la normalidad deba esperar 
hasta la supresión total del riesgo sanitario, ya que este escenario solo llegará cuando se 
disponga de una vacuna, un tratamiento médico eficaz o de la inmunidad necesaria de la 
población. En las actuales circunstancias de evolución de la pandemia, y a la luz de la 
experiencia comparada, la condición para iniciar una vuelta progresiva a la normalidad se 
cifra, más bien, en la posibilidad de lograr una identificación temprana de los nuevos brotes, 
con el fin de generar una rápida y eficaz respuesta de control epidemiológico que proteja al 
conjunto de la población y que limite la presión sobre la capacidad asistencial del sistema 
sanitario. Por ello se prevé que, durante la vigencia de la nueva prórroga del estado de 
alarma, se inicie un gradual levantamiento de las medidas de contención previstas en el Plan 
para la desescalada aprobado por el Consejo de Ministros en su reunión de 28 de abril de 
2020.

Por todo ello, a la luz de los datos disponibles y de los informes de evaluación 
elaborados por las autoridades competentes delegadas, se estima imprescindible prorrogar 
de nuevo el estado de alarma declarado inicialmente por el Real Decreto 463/2020, de 14 de 
marzo, así como la vigencia de las medidas en él contenidas, en los términos contemplados 
en este real decreto, hasta las 00:00 horas del día 24 de mayo de 2020.

La Ley Orgánica 4/1981, de 1 de junio, de los estados de alarma, excepción y sitio, 
dispone que el estado de alarma requiere, para ser prorrogado, de la autorización expresa 
del Congreso de los Diputados, que podrá establecer el alcance y las condiciones vigentes 
durante la prórroga.

COVID-19: COLECTIVOS VULNERABLES

§ 10  Prórroga del estado de alarma hasta el 24 de mayo de 2020

– 108 –



Mediante Acuerdo de Consejo de Ministros de 5 de mayo de 2020, el Gobierno solicitó 
del Congreso de los Diputados autorización para prorrogar por cuarta vez el estado de 
alarma declarado mediante Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, con el fin de garantizar 
la eficaz gestión de la emergencia sanitaria y contener la propagación de la enfermedad.

El Pleno del Congreso de los Diputados, en su sesión del día 6 de mayo de 2020, acordó 
conceder la autorización requerida, en los términos recogidos en el Acuerdo de autorización 
de la prórroga del estado de alarma declarado por el Real Decreto 463/2020, de 14 de 
marzo.

En su virtud, al amparo de lo previsto por el artículo 116.2 de la Constitución Española, y 
de conformidad con lo dispuesto en el artículo sexto.dos de la Ley Orgánica 4/1981, de 1 de 
junio, de los estados de alarma, excepción y sitio, a propuesta de la Vicepresidenta Primera 
del Gobierno y Ministra de la Presidencia, Relaciones con las Cortes y Memoria 
Democrática, del Ministro de Sanidad, de la Ministra de Defensa, y de los Ministros del 
Interior y de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana, y previa deliberación del Consejo de 
Ministros en su reunión del día 8 de mayo de 2020,

DISPONGO:

Artículo 1.  Prórroga del estado de alarma.

Queda prorrogado el estado de alarma declarado por el Real Decreto 463/2020, de 14 
de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis 
sanitaria ocasionada por el COVID-19.

Artículo 2.  Duración de la prórroga.

La prórroga establecida en este real decreto se extenderá desde las 00:00 horas del día 
10 de mayo de 2020 hasta las 00:00 horas del día 24 de mayo de 2020, y se someterá a las 
mismas condiciones establecidas en el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, y en las 
disposiciones que lo modifican, aplican y desarrollan, sin perjuicio de lo que se establece en 
los artículos siguientes.

Artículo 3.  Procedimiento para la desescalada.

En aplicación del Plan para la desescalada de las medidas extraordinarias adoptadas 
para hacer frente a la pandemia de COVID-19, aprobado por el Consejo de Ministros en su 
reunión de 28 de abril de 2020, el Ministro de Sanidad, a propuesta, en su caso, de las 
comunidades autónomas y de las ciudades de Ceuta y Melilla, y a la vista de la evolución de 
los indicadores sanitarios, epidemiológicos, sociales, económicos y de movilidad, podrá 
acordar, en el ámbito de su competencia, la progresión de las medidas aplicables en un 
determinado ámbito territorial, sin perjuicio de las habilitaciones conferidas al resto de 
autoridades delegadas competentes. La regresión de las medidas hasta las previstas en el 
Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, se hará, en su caso, siguiendo el mismo 
procedimiento.

En el marco de las decisiones que se adopten sobre la progresión de las medidas de 
desescalada, las personas podrán desplazarse por el territorio de la provincia, isla o unidad 
territorial de referencia que se determine a los efectos del proceso de desescalada, sin 
perjuicio de las excepciones que justifiquen el desplazamiento a otra parte del territorio 
nacional por motivos sanitarios, laborales, profesionales o empresariales, de retorno al lugar 
de residencia familiar, asistencia y cuidado de mayores, dependientes o personas con 
discapacidad, causa de fuerza mayor o situación de necesidad o cualquier otra de análoga 
naturaleza. En todo caso, en cualquier desplazamiento deberán respetarse las instrucciones 
dictadas por las autoridades sanitarias.

Artículo 4.  Acuerdos con las Comunidades Autónomas.

En el proceso de desescalada de las medidas adoptadas como consecuencia de la 
emergencia sanitaria causada por el COVID-19, el Gobierno podrá acordar conjuntamente 
con cada Comunidad Autónoma la modificación, ampliación o restricción de las unidades de 
actuación y las limitaciones respecto a la libertad de circulación de las personas, de las 
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medidas de contención y de las de aseguramiento de bienes, servicios, transportes y 
abastecimientos, con el fin de adaptarlas mejor a la evolución de la emergencia sanitaria en 
cada comunidad autónoma.

En caso de acuerdo, estas medidas serán aplicadas por quien ostente la Presidencia de 
la Comunidad Autónoma, como representante ordinario del Estado en el territorio.

Disposición adicional única.  Enclaves.

Durante la emergencia sanitaria causada por el COVID-19, y a sus efectos, aquellos 
municipios que constituyen enclaves recibirán el tratamiento propio de la provincia que les 
circunda, sin que sea obstáculo que esta pertenezca a Comunidad Autónoma distinta a la de 
aquellos.

Disposición final primera.  Modificación del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el 
que se declara el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria 
ocasionada por el COVID-19.

Se modifica el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado 
de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, en 
los términos que se recogen en los apartados siguientes:

Uno. Se añade un nuevo apartado 1 bis al artículo 7, con el siguiente contenido:

«1 bis. La vigencia del estado de alarma no supondrá obstáculo alguno al 
desenvolvimiento y realización de las actuaciones electorales precisas para el 
desarrollo de elecciones convocadas a Parlamentos de comunidades autónomas.»

Dos. Se añade una nueva disposición adicional séptima, con el siguiente contenido:

«Disposición adicional séptima.  Procesos electorales.

El Gobierno, durante la vigencia del estado de alarma, dispondrá lo oportuno 
para que el servicio público de correos, los fedatarios públicos y demás servicios de 
su responsabilidad coadyuven al mejor desenvolvimiento y realización de elecciones 
convocadas a Parlamentos de Comunidades Autónomas.»

Disposición final segunda.  Entrada en vigor.

El presente real decreto entrará en vigor el día de su publicación en el «Boletín Oficial 
del Estado».
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§ 11

Real Decreto 537/2020, de 22 de mayo, por el que se prorroga el 
estado de alarma declarado por el Real Decreto 463/2020, de 14 de 
marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión de 

la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19

Ministerio de la Presidencia, Relaciones con las Cortes y Memoria Democrática
«BOE» núm. 145, de 23 de mayo de 2020

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2020-5243

Téngase en cuenta que se prorroga el estado de alarma declarado por el Real Decreto 463/2020, de 14 de 
marzo, hasta las 00:00 horas del día 21 de junio de 2020, por los arts. 1 y 2 del Real Decreto 555/2020, de 5 de 
junio. Ref. BOE-A-2020-5767

I

El 11 de marzo de 2020 la Organización Mundial de la Salud declaró pandemia 
internacional la situación de emergencia ocasionada por el brote epidémico de COVID-19. El 
Gobierno, en la reunión extraordinaria del Consejo de Ministros de 14 de marzo de 2020, 
aprobó el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma 
para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19.

El artículo 3 del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, estableció, en el marco de lo 
dispuesto por el artículo sexto.dos de la Ley Orgánica 4/1981, de 1 de junio, de los estados 
de alarma, excepción y sitio, que la duración del estado de alarma sería de quince días 
naturales.

Con base en los datos disponibles y en los informes de evaluación elaborados por las 
autoridades competentes delegadas durante ese periodo, el Gobierno concluyó que la 
situación de emergencia sanitaria generada por el brote epidémico de COVID-19 no se 
superaría en el plazo previsto inicialmente por el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo.

A fin de garantizar la eficaz gestión de dicha emergencia sanitaria y contener la 
propagación de la enfermedad, mediante los Acuerdos del Consejo de Ministros de 24 de 
marzo, 7 de abril, 21 de abril y 5 de mayo de 2020, el Gobierno solicitó del Congreso de los 
Diputados autorización para prorrogar en cuatro ocasiones el estado de alarma declarado 
por el citado real decreto, así como la vigencia de las medidas en él contenidas. El Pleno del 
Congreso de los Diputados, en las sesiones celebradas el 25 de marzo, 9 de abril, 22 de 
abril y 6 de mayo de 2020, acordó conceder las mencionadas autorizaciones en los términos 
recogidos en los respectivos acuerdos de autorización de las prórrogas.

De este modo, mediante el Real Decreto 476/2020, de 27 de marzo, por el que se 
prorroga el estado de alarma declarado por el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, la 
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prórroga se extendió hasta las 00:00 horas del 12 de abril de 2020; mediante el Real Decreto 
487/2020, de 10 de abril, se dispuso la prórroga hasta las 00:00 horas del día 26 de abril de 
2020; el Real Decreto 492/2020, de 24 de abril, estableció una nueva prórroga hasta las 
00:00 horas del 10 de mayo de 2020; y, finalmente, el Real Decreto 514/2020, de 8 de mayo, 
prorrogó el estado de alarma hasta las 00:00 horas del día 24 de mayo de 2020.

El Gobierno ha remitido semanalmente al Congreso de los Diputados la información 
requerida en cumplimiento de lo previsto en la disposición adicional sexta del Real Decreto 
463/2020, de 14 de marzo. Junto a los informes aportados por el Centro de Coordinación de 
Alertas y Emergencias Sanitarias y la Red Nacional de Vigilancia Epidemiológica, se ha dado 
cuenta al Congreso de los Diputados del conjunto de disposiciones, órdenes, instrucciones y 
resoluciones adoptadas por las autoridades competentes delegadas y por el Consejo de 
Ministros. Asimismo, el Gobierno ha comparecido semanalmente para valorar la evolución 
de la situación.

Durante el periodo de la primera prórroga, los datos proporcionados por la Red Nacional 
de Vigilancia Epidemiológica pusieron de manifiesto que las medidas aplicadas durante el 
periodo de vigencia del estado de alarma habían conseguido alcanzar gradualmente el 
objetivo de disminuir la transmisión de la enfermedad y reducir al máximo el riesgo de 
colapso en las unidades de cuidados intensivos hospitalarios (en adelante, UCI).

Durante el periodo de la segunda prórroga, esos datos indicaron que se había 
conseguido disminuir el número de contagios a fin de situarlos por debajo del umbral que 
produciría la saturación de las UCI, con su capacidad extendida para hacer frente a la 
epidemia, al tiempo que se había fortalecido la capacidad del sistema sanitario para dar 
respuesta a la misma. Además, el número de altas se fue incrementando en este periodo y 
con ello se produjo una descarga progresiva de las unidades asistenciales ampliadas.

En el periodo de la tercera prórroga, los datos evidenciaron que se había consolidado la 
tendencia decreciente de los diferentes indicadores (casos confirmados diarios por PCR, 
fallecimientos confirmados, ingresos hospitalarios y en UCI), habiéndose reducido a la mitad 
los incrementos diarios, a excepción de los casos que han requerido hospitalización.

Finalmente, durante la vigencia de la cuarta prórroga se han podido establecer los 
mecanismos que han permitido progresar hacia una situación en la que se comienza a 
disponer de garantías suficientes para detectar de forma precoz y controlar rápidamente 
cualquier brote de la forma más localizada posible. Esto es crucial para evitar el riesgo de 
una nueva onda epidémica que afecte a todo el territorio nacional, con los efectos negativos 
que ello tendría en nuestra sociedad. La evolución favorable de la epidemia en nuestro país 
se ha logrado, en buena medida, gracias al esfuerzo encomiable de toda la población.

Sin embargo, dicha evolución, si bien es favorable en todas las comunidades 
autónomas, presenta diferencias entre estas, requiriéndose un periodo de tiempo adicional 
para garantizar, en todo el territorio nacional, el cumplimiento del objetivo previsto de 
detección precoz y respuesta rápida. La sombra de un rebrote todavía es posible, tanto por 
posibles cadenas de transmisión internas no identificadas o controladas hasta la fecha como 
por la posibilidad de importación de países en los que se transmita activamente el virus a 
medida que se van levantando las medidas de restricción de la movilidad nacionales e 
internacionales.

II

Tras la publicación de la Comunicación «Hoja de ruta común europea para el 
levantamiento de las medidas de contención de la COVID-19», presentada el pasado 15 de 
abril por la presidenta de la Comisión Europea y el presidente del Consejo Europeo, los 
distintos Estados miembros de la Unión han comenzado a planificar las distintas fases que 
permitan reanudar las actividades económicas y sociales, de modo que se minimice 
cualquier repercusión sobre la salud de las personas y no se sobrecarguen los sistemas 
sanitarios, atendiendo a las orientaciones de la Organización Mundial de la Salud (OMS).

En este contexto, a la luz de los principales indicadores disponibles, la experiencia 
adquirida a nivel nacional, y las mejores prácticas en otros países, mediante Acuerdo del 
Consejo de Ministros de 28 de abril de 2020, se aprobó el Plan para la desescalada de las 
medidas extraordinarias adoptadas para hacer frente a la pandemia de COVID-19. Para la 
elaboración de dicho Plan, el Gobierno se basó en el informe elevado el pasado 25 de abril 
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por el Centro de Coordinación de Alertas y Emergencias Sanitarias, además de recabar la 
opinión y propuestas de los responsables de las administraciones autonómicas y locales, los 
agentes sociales, y de expertos en el ámbito sanitario, científico, social y empresarial.

El citado Plan concibe el levantamiento de las medidas de contención de modo gradual, 
asimétrico, coordinado con las comunidades autónomas y adaptable a los cambios de 
orientación necesarios en función de la evolución de los datos epidemiológicos y del impacto 
de las medidas adoptadas. El Plan fue remitido al Congreso de los Diputados el 29 de abril 
de 2020 en cumplimiento de lo previsto por la disposición adicional sexta del Real Decreto 
463/2020, de 14 de marzo.

Su objetivo fundamental es conseguir que, manteniendo como referencia fundamental la 
protección de la salud pública, se recupere paulatinamente la vida cotidiana y la actividad 
económica, minimizando el riesgo que representa la epidemia para la salud de la población y 
evitando que las capacidades del Sistema Nacional de Salud se puedan desbordar.

El Plan establece una fase cero o preliminar y tres fases de desescalada diferenciadas 
en función de las actividades permitidas en cada una de ellas, por las que podrán transitar 
los diferentes territorios en función de diversos parámetros, criterios e indicadores en él 
contemplados, hasta llegar a la fase III, en la que se pondrá fin a las medidas de contención, 
pero se mantendrá la vigilancia epidemiológica, la capacidad reforzada del sistema sanitario 
y las medidas de autoprotección de la ciudadanía.

Los parámetros empleados para la toma de decisiones analizan indicadores 
pertenecientes a los ámbitos de salud pública, movilidad e impacto social y económico. Se 
examinan tanto las capacidades estratégicas de asistencia sanitaria, vigilancia 
epidemiológica, contención de las fuentes de contagio y protección colectiva, como los 
indicadores de movilidad en el interior del país y fuera de sus fronteras, el impacto social de 
la enfermedad en los colectivos más vulnerables y la evolución de la situación económica 
por sectores, con especial atención a los que presentan mayor capacidad de arrastre y a los 
que resultan más afectados por la crisis sanitaria. Además, en la última semana, los 
resultados del estudio nacional de seroprevalencia de anticuerpos contra el SARS-CoV-2 
permiten valorar la situación observada hasta la fecha con el número de casos estimado por 
el estudio para España y para cada una de las provincias, mejorando el entendimiento de la 
capacidad de los sistemas sanitarios para detectar y controlar los casos durante toda la 
epidemia.

Del panel integral de indicadores, con los parámetros mencionados, se obtienen los 
datos que fundamentan las decisiones que se adoptan en el proceso de desescalada, con un 
nivel de pormenorización y granularidad territorial suficientes, adecuadas en cada momento 
a la situación epidemiológica y a la capacidad del sistema sanitario en cada ámbito 
geográfico relevante.

Actualmente, las islas de La Gomera, El Hierro y La Graciosa, así como la isla de 
Formentera, se encuentran en fase II. El resto del territorio nacional se encuentra en fase I, 
salvo la Comunidad de Madrid, parte de la provincia de Barcelona en la Comunidad 
Autónoma de Cataluña, y parte del territorio de la Comunidad de Castilla y León.

La complejidad de la situación y la naturaleza imprevisible y dinámica de su evolución 
desaconsejaban plantear un calendario cerrado de recuperación gradual de actividad; por el 
contrario, se requería un enfoque prudente, con hitos que se irían alcanzando 
sucesivamente y que podrían ser reajustados en caso de resultar necesario. De ahí que los 
artículos 3 y 4 del Real Decreto 514/2020, de 8 de mayo, prevean la posibilidad de levantar y 
modular algunas de las limitaciones impuestas en virtud del estado de alarma, siempre y 
cuando lo permitan los parámetros e indicadores previstos en el Plan para cada uno de los 
territorios.

Este marco jurídico se mantiene en esta nueva prórroga, ya que durante su vigencia se 
pretende avanzar en esa progresiva desescalada. Por ello se parte de nuevo de un 
escenario abierto y flexible, tanto para el levantamiento y definitiva pérdida de eficacia de las 
medidas, como para el ámbito geográfico en el que van a proyectarse, al tiempo que se 
refuerza la cooperación con las comunidades autónomas y las ciudades de Ceuta y Melilla a 
lo largo de todo el proceso.

En todo caso, este planteamiento no sólo es perfectamente compatible con esta nueva 
prórroga del estado de alarma, sino que dicha prórroga se considera oportuna y adecuada al 

COVID-19: COLECTIVOS VULNERABLES

§ 11  Prórroga del estado de alarma hasta el 7 de junio de 2020

– 113 –



fin pretendido, ya que sólo mediante el mantenimiento del estado de alarma es posible 
continuar limitando la libertad deambulatoria en el conjunto del territorio nacional, a fin de 
contener eficazmente la pandemia.

III

De acuerdo con lo previsto por el artículo primero.dos de la Ley Orgánica 4/1981, de 1 
de junio, las medidas que se adopten durante la vigencia del estado de alarma, así como la 
duración del mismo, serán en cualquier caso las estrictamente indispensables para asegurar 
el restablecimiento de la normalidad y su aplicación se realizará de forma proporcionada a 
las circunstancias.

La jurisprudencia constitucional exige desarrollar tal análisis atendiendo a la 
identificación de la finalidad constitucionalmente legítima pretendida y al cumplimiento de los 
requisitos del juicio de proporcionalidad (STC 99/2019, de 18 de julio, FJ 6), que requiere 
razonar si se cumple «la triple condición de (i) adecuación de la medida al objetivo propuesto 
(juicio de idoneidad); (ii) necesidad de la medida para alcanzar su objetivo, sin que sea 
posible su logro a través de otra más moderada con igual eficacia (juicio de necesidad) y (iii) 
ponderación de la medida por derivarse de ella más beneficios o ventajas para el interés 
general que perjuicios sobre otros bienes o valores en conflicto (juicio de proporcionalidad en 
sentido estricto).» (STC 64/2019, de 9 de mayo, FJ 5).

Las medidas previstas tienen como objetivo primordial proteger los derechos a la vida, a 
la integridad física y a la salud, recogidos en el Título I de la Constitución Española. A la luz 
de lo expresado por el Tribunal Constitucional en su reciente Auto de 30 de abril de 2020 (FJ 
4), relativo a la limitación de los derechos de reunión y manifestación en el vigente estado de 
alarma, «la limitación del ejercicio del derecho tiene una finalidad que no sólo ha de 
reputarse como legítima, sino que además tiene cobertura constitucional bastante en los 
artículos 15 CE (garantía de la integridad física de las personas) y 43 CE (protección de la 
salud), ambos tan intensamente conectados que es difícil imaginarlos por separado, máxime 
en las actuales circunstancias. Es aquí donde la finalidad de la medida restrictiva del 
ejercicio del derecho confluye con la justificación de la declaración del Estado de alarma. Las 
razones que sustentan ambas son idénticas y buscan limitar el impacto que en la salud de 
los seres humanos, en su integridad física y en su derecho a la vida pueda tener la 
propagación del COVID-19».

Los indicadores disponibles, tanto en nuestro país como en otros de nuestro entorno, 
han mostrado de forma sostenida cómo las medidas previstas son perfectamente adecuadas 
al fin perseguido. Ciertamente, medidas como la limitación de la libertad deambulatoria y las 
dirigidas a evitar aglomeraciones o el contacto interpersonal se han mostrado hasta ahora 
las más adecuadas para conseguir índices notables de reducción de los niveles de contagio. 
Estas medidas han demostrado su eficacia para contener la propagación de la enfermedad 
y, por tanto, resulta previsible que sigan siendo adecuadas durante la vigencia de esta nueva 
prórroga.

Como señala el alto tribunal en el auto antes citado, «no es posible tener ninguna 
certeza sobre las formas de contagio, ni sobre el impacto real de la propagación del virus, 
así como no existen certezas científicas sobre las consecuencias a medio y largo plazo para 
la salud de las personas que se han visto afectadas en mayor o menor medida por este 
virus. Ante esta incertidumbre tan acentuada y difícil de calibrar desde parámetros jurídicos 
que acostumbran a basarse en la seguridad jurídica que recoge el artículo 9.3 de la 
Constitución, las medidas de distanciamiento social, confinamiento domiciliario y limitación 
extrema de los contactos y actividades grupales, son las únicas que se han adverado 
eficaces para limitar los efectos de una pandemia de dimensiones desconocidas hasta la 
fecha. Desconocidas y, desde luego, imprevisibles cuando el legislador articuló la 
declaración de los estados excepcionales en el año 1981».

En efecto, en España se ha pasado de tener un incremento de casos diarios en la 
primera semana de vigencia del estado de alarma de alrededor del 35 %, a un incremento en 
torno al 0,2 % en la semana anterior a la aprobación del presente real decreto. Si se 
examina el número de decesos, puede asimismo observarse la drástica reducción que se ha 
producido entre el número máximo alcanzado de más de 900 diarios, hasta el número de 87 
que se ha notificado el pasado 17 de mayo.
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Estas medidas, provistas de una justificación legítima y adecuadas para la consecución 
de la misma, siguen resultando necesarias en la actualidad. A pesar de la tendencia 
decreciente en el número de contagios y decesos diarios que se acaba de apuntar, la 
pandemia todavía no se ha contenido de forma suficiente y la experiencia comparada 
demuestra que algunos países que han aplicado medidas de desescalada con anterioridad 
están detectando repuntes de contagios que obligan a replantear sus estrategias de 
levantamiento de las medidas de contención.

De acuerdo con los datos disponibles, en la actual fase de evolución de la pandemia, la 
pérdida de vigencia automática de dichas medidas, sin un levantamiento gradual y 
coordinado de las mismas, no solo podría comprometer el logro de los objetivos de 
contención de la pandemia antes descritos, sino que podría generar el riesgo de aparición de 
nuevas cadenas de transmisión no identificadas que impidieran la garantía de la integridad 
física y la salud de las personas y situasen bajo una enorme presión asistencial los recursos 
sanitarios disponibles. Ha de tenerse en cuenta a estos efectos que la aplicación del régimen 
jurídico ordinario previsto, entre otras, fundamentalmente en la Ley Orgánica 3/1986, de 14 
de abril, de Medidas Especiales en Materia de Salud Pública, la Ley 14/1986, de 25 de abril, 
General de Sanidad y la Ley 33/2011, de 4 de octubre, General de Salud Pública, tan solo 
permitiría establecer medidas limitativas de ámbito subjetivo y territorial mucho más 
restringido e inadecuadas para contener de forma eficaz la propagación de la enfermedad en 
atención a ese carácter.

Por todo ello, una prórroga del estado de alarma que haga compatible el mantenimiento 
de dichas medidas y su gradual levantamiento por el Ministro de Sanidad, en su condición de 
autoridad competente delegada, conforme al citado Plan para la desescalada, resulta 
indispensable para alcanzar los objetivos que motivaron la declaración del estado de alarma 
de modo que, manteniendo como referencia fundamental la protección de la salud pública, 
se recupere paulatinamente la vida cotidiana y la actividad económica, minimizando el riesgo 
que representa la epidemia para la salud de la población y evitando que las capacidades del 
Sistema Nacional de Salud se puedan desbordar.

En concreto, atendiendo al principio de precaución que debe guiar la actuación de los 
poderes públicos en la gestión del riesgo sanitario, resulta necesario mantener la limitación a 
la libertad de circulación en los términos previstos en el vigente Real Decreto 463/2020, 14 
de marzo, si bien modulados conforme a lo previsto en este real decreto de prórroga, y por 
las órdenes, resoluciones, disposiciones e instrucciones interpretativas dictadas al amparo 
de las habilitaciones contenidas en el citado real decreto.

Solo manteniendo la limitación a la libertad deambulatoria entre las distintas provincias, 
islas y unidades territoriales será posible controlar la pandemia y esta limitación, de alcance 
general para toda la población y aplicable en todo el territorio, únicamente puede 
establecerse en el marco del estado de alarma. No existe en estos momentos alternativa 
jurídica que permita limitar en todo el territorio nacional el derecho fundamental contenido en 
el artículo 19 de la Constitución Española, toda vez que la legislación ordinaria resulta 
insuficiente por sí sola para restringir este derecho fundamental.

Ahora bien, la prórroga que se establece en este real decreto solamente contempla el 
mantenimiento de las restricciones a la libre circulación estrictamente indispensables para 
alcanzar el fin perseguido, en atención a la distinta situación en que se encuentren las 
distintas unidades territoriales.

De este modo, las limitaciones a la libre circulación para las provincias, islas y unidades 
territoriales son más intensas en aquellos territorios que aún no disponen de indicadores de 
asistencia sanitaria, vigilancia epidemiológica, contención de las fuentes de contagio y 
protección colectiva suficientemente reforzados, a fin de evitar que se generen nuevas 
cadenas de transmisión y una saturación de los servicios sanitarios. En aquellos territorios 
que puedan avanzar hasta las fases I a III, debido a la mejora de los indicadores, se permite 
la libre movilidad en el interior de la unidad territorial de referencia, de modo que la 
limitación, salvo causas justificadas, se circunscribe a los movimientos fuera de aquella, a fin 
de poder contener eficazmente la enfermedad y evaluar adecuadamente el impacto de las 
medidas de desescalada en cada uno de esos ámbitos territoriales. Finalmente, la presente 
prórroga contempla la pérdida de eficacia de las limitaciones a la libre circulación para 
aquellas unidades territoriales que hayan completado todas las fases de desescalada, de 
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modo que será posible para las personas que se encuentren en ellas desplazarse a 
cualquier parte del territorio nacional, sin perjuicio de las limitaciones que pudieran afectarles 
cuando se desplacen a aquellos territorios que aún no hubieran completado el proceso de 
desescalada.

En cuanto al resto de las medidas de contención, al igual que se establecía en el Real 
Decreto 514/2020, de 8 de mayo, durante la vigencia de la nueva prórroga se prevé la 
posibilidad de adaptar y levantar las limitaciones de forma progresiva y gradual, siempre y 
cuando lo permitan los parámetros, criterios e indicadores a los que se alude en el apartado 
II. De manera complementaria, la prórroga establecida en este real decreto, al igual que la 
anterior, introduce la posibilidad de modular la aplicación de las medidas por parte de las 
comunidades autónomas, de modo que pueda asegurarse un constante ajuste de las 
mismas a la evolución de las distintas unidades territoriales.

Finalmente, las medidas previstas para esta nueva prórroga no sólo disponen de 
justificación constitucional y cumplen con los requisitos de adecuación y de necesidad, sino 
que también se ajustan a la proporcionalidad en sentido estricto.

En cuanto a los beneficios, las medidas que se prorrogan han demostrado hasta ahora 
su eficacia para contener la propagación de la enfermedad y, por tanto, resulta previsible que 
la mantengan durante el periodo de duración de esta prórroga adicional, convenientemente 
adaptadas a la evolución territorial de los distintos indicadores de carácter sanitario y 
epidemiológico. Esta reducción del riesgo sanitario generado por la pandemia permite 
continuar protegiendo los derechos a la vida, a la integridad física y a la salud de las 
personas consagrados en los artículos 15 y 43 de la Constitución.

Pero, como se ha señalado en anteriores ocasiones, la determinación del riesgo 
sanitario, y del grado de protección de los referidos derechos, no constituye la única 
dimensión que ha de ser tenida en cuenta a la hora de adoptar una decisión sobre la 
prórroga, ya que en la gestión de aquel riesgo intervienen asimismo otros factores 
pertinentes de carácter socioeconómico que deben ser convenientemente sopesados.

En este sentido, la pandemia y las medidas adoptadas para contenerla tras la 
declaración del estado de alarma han afectado al normal desenvolvimiento de las relaciones 
familiares, sociales y laborales, con especial incidencia en colectivos vulnerables, y han 
impactado asimismo en la actividad de numerosos sectores productivos, con importantes 
pérdidas de rentas para hogares, autónomos y empresas.

Precisamente el Plan de desescalada traza el camino para asegurar un adecuado 
equilibrio entre costes y beneficios, al proponer que, tras este periodo excepcional y gracias 
al esfuerzo realizado por el conjunto de la sociedad, los agentes económicos y el conjunto 
del Estado, es preciso reactivar progresivamente la actividad económica en sectores como 
los del transporte, turismo, comercio minorista, hostelería y restauración, así como las 
actividades sociales y culturales. Pero para ello es necesario afianzar nuevos 
comportamientos por parte de las personas y las empresas, como la autoprotección y la 
separación física, con el fin de que se pueda combinar la reducción del contagio y, por tanto, 
la máxima seguridad sanitaria, con la capacidad para que la recuperación de la actividad 
económica, social y cultural sea rápida y firme, generando progresivamente la ventaja 
competitiva de contar con la experiencia anterior en la adaptación de los diferentes sectores 
a la nueva situación.

En definitiva, atendiendo al carácter basilar del derecho a la vida, a la integridad física y 
a la salud que se pretende salvaguardar de manera adecuada y necesaria por la nueva 
prórroga, cabe concluir que los beneficios derivados de ella, consistentes en contener la 
propagación de la enfermedad, fortalecer la capacidad asistencial de los sistemas sanitarios, 
y afianzar comportamientos de prevención en el conjunto de la población, son mayores que 
los costes que ocasiona, que por otra parte están tratando de ser atenuados mediante la 
progresiva recuperación de la libre circulación y de las actividades económicas, sociales y 
culturales a medida que la evolución de los indicadores lo hace posible.

IV

En atención a lo anteriormente expuesto, se mantiene la vigencia del Real Decreto 
463/2020, de 14 de marzo, y de las medidas que lo modifican, aplican y desarrollan, hasta 
las 00:00 horas del día 7 de junio de 2020.
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No obstante, y de acuerdo con el marco previsto en el Plan para la desescalada de las 
medidas extraordinarias adoptadas para hacer frente a la pandemia de COVID-19, mediante 
el presente real decreto se habilita al Ministro de Sanidad, en su condición de autoridad 
competente delegada, con arreglo al principio de cooperación con las comunidades 
autónomas y las ciudades de Ceuta y Melilla, a concretar las medidas que deban aplicarse 
en el proceso de desescalada, en un marco de cogobernanza.

La progresión de las medidas, o su eventual regresión, se determinará en función de la 
evolución de diversos indicadores, tanto sanitarios y epidemiológicos, como sociales, 
económicos y de movilidad. Además, estas medidas podrán aplicarse en ámbitos territoriales 
concretos, ya sea la provincia, isla o unidad territorial de referencia en el proceso de 
desescalada.

En este sentido, la habilitación al Ministro de Sanidad que se contiene en el artículo 3.1 
de este real decreto como autoridad competente delegada, a propuesta, en su caso, de las 
comunidades autónomas y de las ciudades de Ceuta y Melilla, se refiere a las medidas de 
desescalada en todos los ámbitos de actividad afectados por las restricciones establecidas 
en la declaración del estado de alarma y sus sucesivas prórrogas, con arreglo al principio de 
cooperación con las comunidades autónomas.

En cuanto a la libertad deambulatoria, esta prórroga determina que, en el marco de las 
decisiones que se adopten sobre la progresión de las medidas de desescalada, las personas 
podrán desplazarse por la provincia, la isla o la unidad territorial de referencia en que se 
encuentren. Todo ello sin perjuicio de las excepciones que justifiquen el desplazamiento a 
otra parte del territorio nacional por motivos sanitarios, laborales, profesionales o 
empresariales, de retorno al lugar de residencia familiar, asistencia y cuidado de mayores, 
dependientes o personas con discapacidad, causa de fuerza mayor o situación de necesidad 
o cualquier otra de análoga naturaleza.

Al igual que en la prórroga anterior, se prevé que el Gobierno pueda acordar 
conjuntamente con cada comunidad autónoma la modificación, ampliación o restricción de 
las unidades de actuación de las limitaciones respecto a la libertad de circulación de las 
personas, de las medidas de contención y de las de aseguramiento de bienes, servicios, 
transportes y abastecimientos, con el fin de adaptarlas mejor a la evolución de la emergencia 
sanitaria en cada una de ellas. En caso de acuerdo, estas medidas serán aplicadas por 
quien ostente la Presidencia de la Comunidad Autónoma, como representante ordinario del 
Estado en el territorio. Se mantiene asimismo la especifica previsión contemplada en la 
disposición adicional única del Real Decreto 514/2020, de 8 de mayo, respecto de los 
enclaves.

En este real decreto, y a fin de mantener las medidas limitativas y de contención 
únicamente en las unidades territoriales en que resulten indispensables, se prevé de manera 
específica en el artículo 5 que la superación de todas las fases previstas en el Plan para la 
desescalada determinará que queden sin efecto las medidas derivadas de la declaración del 
estado de alarma en las correspondientes provincias, islas o unidades territoriales.

Presenta también una especial importancia el contenido del artículo 6, en virtud del cual, 
a partir de la entrada en vigor de esta nueva prórroga, la autoridad competente delegada 
para el ejercicio de las funciones derivadas del estado de alarma será únicamente el Ministro 
de Sanidad, bajo la superior dirección del Presidente del Gobierno, y con arreglo al principio 
de cooperación con las comunidades autónomas. En consecuencia, ya no tienen esa 
condición los otros miembros del Gobierno a los se refiere el artículo 4.2 del Real Decreto 
463/2020, de 14 de marzo, esto es, la Ministra de Defensa, el Ministro del Interior y el 
Ministro de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana, cuya contribución ha sido esencial en 
las primeras fases de contención de la enfermedad y en el inicio del proceso de 
desescalada. Y, atendiendo al carácter gradual y asimétrico del Plan, durante la vigencia de 
esta prórroga corresponderá a las autoridades competentes, estatales, autonómicas o 
locales, en sus respectivos ámbitos, la aplicación de las medidas contempladas en el artículo 
5 del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo.

Se prevé en el artículo 7 que las administraciones educativas competentes podrán 
disponer la flexibilización de las medidas de contención y la reanudación de las actividades 
presenciales en el ámbito educativo no universitario y de la formación, siempre que se 
acuerde la progresión a fase II o posterior en un determinado ámbito territorial con arreglo a 
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las previsiones de este real decreto. Las actividades educativas podrán mantenerse a través 
de las modalidades a distancia y «on line», siempre que resulte posible.

Por otra parte, el avance del Plan para la desescalada, con la consiguiente reactivación 
de la actividad económica, de la movilidad y de las necesidades de los ciudadanos de 
acceder a los servicios, tanto públicos como privados, hace conveniente facilitar el normal 
desarrollo de los procedimientos administrativos y judiciales.

Por ello, se prevé, en primer lugar, el levantamiento de la suspensión de términos y de la 
interrupción de plazos administrativos, estableciendo, con efectos de 1 de junio de 2020, la 
derogación de la disposición adicional tercera del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo. 
De este modo, se prevé que se reanude o, en su caso, se reinicie el cómputo de los plazos 
desde esa misma fecha.

Respecto de los plazos y términos procesales, se derogará con efectos a partir del 4 de 
junio de 2020, la disposición adicional segunda del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, 
alzándose la suspensión en la misma fecha. Asimismo, correlativamente, se derogará con 
efectos a partir del 4 de junio de 2020, la disposición adicional cuarta del real decreto citado, 
relativa a la suspensión de plazos de prescripción y caducidad de acciones y derechos, 
alzándose la suspensión en dicha fecha.

Por último, se mantiene la vigencia de las órdenes, resoluciones, disposiciones e 
instrucciones dictadas por las autoridades competentes delegadas previstas en el artículo 
4.2 del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, en cuanto no se opongan a lo dispuesto en 
otras posteriores, ni a lo establecido en este real decreto.

En definitiva, se prevé que, durante la vigencia de la nueva prórroga del estado de 
alarma, prosiga el gradual levantamiento de las medidas de contención previstas en el Plan 
para la desescalada y se contempla asimismo que puedan quedar sin efecto las medidas en 
aquellos ámbitos territoriales que superen todas las fases del citado Plan.

Por todo ello, a la luz de los datos disponibles y de los informes de evaluación 
elaborados por las autoridades competentes delegadas, se estima imprescindible prorrogar 
de nuevo el estado de alarma declarado inicialmente por el Real Decreto 463/2020, de 14 de 
marzo, así como la vigencia de las medidas en él contenidas, en los términos contemplados 
en este real decreto, hasta las 00:00 horas del día 7 de junio de 2020.

La Ley Orgánica 4/1981, de 1 de junio, de los estados de alarma, excepción y sitio, 
dispone que el estado de alarma requiere, para ser prorrogado, de la autorización expresa 
del Congreso de los Diputados, que podrá establecer el alcance y las condiciones vigentes 
durante la prórroga.

Mediante Acuerdo del Consejo de Ministros de 19 de mayo de 2020, el Gobierno solicitó 
del Congreso de los Diputados autorización para prorrogar el estado de alarma declarado 
por el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, con el fin de garantizar la eficaz gestión de la 
emergencia sanitaria y contener la propagación de la enfermedad.

El Pleno del Congreso de los Diputados, en su sesión del día 20 de mayo de 2020, 
acordó conceder la autorización requerida, en los términos solicitados por el Gobierno.

En su virtud, al amparo de lo previsto por el artículo 116.2 de la Constitución Española, y 
de conformidad con lo dispuesto en el artículo sexto.dos de la Ley Orgánica 4/1981, de 1 de 
junio, de los estados de alarma, excepción y sitio, a propuesta de la Vicepresidenta Primera 
del Gobierno y Ministra de la Presidencia, Relaciones con las Cortes y Memoria 
Democrática, del Ministro de Sanidad, de la Ministra de Defensa, y de los Ministros del 
Interior y de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana, y previa deliberación del Consejo de 
Ministros en su reunión del día 22 de mayo de 2020,

DISPONGO:

Artículo 1.  Prórroga del estado de alarma.

Queda prorrogado el estado de alarma declarado por el Real Decreto 463/2020, de 14 
de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis 
sanitaria ocasionada por el COVID-19.
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Artículo 2.  Duración de la prórroga.

La prórroga establecida en este real decreto se extenderá desde las 00:00 horas del día 
24 de mayo de 2020 hasta las 00:00 horas del día 7 de junio de 2020, y se someterá a las 
mismas condiciones establecidas en el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, y en las 
disposiciones que lo modifican, aplican y desarrollan, sin perjuicio de lo que se establece en 
los artículos siguientes.

Artículo 3.  Procedimiento para la desescalada.

1. En aplicación del Plan para la desescalada de las medidas extraordinarias adoptadas 
para hacer frente a la pandemia de COVID-19, aprobado por el Consejo de Ministros en su 
reunión de 28 de abril de 2020, el Ministro de Sanidad, como autoridad competente 
delegada, a propuesta, en su caso, de las comunidades autónomas y de las ciudades de 
Ceuta y Melilla, y a la vista de la evolución de los indicadores sanitarios, epidemiológicos, 
sociales, económicos y de movilidad, podrá acordar la progresión de las fases y medidas 
aplicables en un determinado ámbito territorial. La regresión de las fases y medidas hasta las 
previstas en el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, se hará, en su caso, siguiendo el 
mismo procedimiento.

2. En el marco de las decisiones que se adopten sobre la progresión de las medidas de 
desescalada, las personas podrán desplazarse por el territorio de la provincia, isla o unidad 
territorial que se determine a los efectos del proceso de desescalada, sin perjuicio de las 
excepciones que justifiquen el desplazamiento a otra parte del territorio nacional por motivos 
sanitarios, laborales, profesionales o empresariales, de retorno al lugar de residencia 
familiar, asistencia y cuidado de mayores, dependientes o personas con discapacidad, causa 
de fuerza mayor o situación de necesidad o cualquier otra de análoga naturaleza. En todo 
caso, en cualquier desplazamiento deberán respetarse las instrucciones dictadas por las 
autoridades sanitarias.

Artículo 4.  Acuerdos con las comunidades autónomas y tratamiento de los enclaves.

1. En el proceso de desescalada de las medidas adoptadas como consecuencia de la 
emergencia sanitaria causada por el COVID-19, el Gobierno podrá acordar conjuntamente 
con cada comunidad autónoma la modificación, ampliación o restricción de las unidades de 
actuación y las limitaciones respecto a la libertad de circulación de las personas, de las 
medidas de contención y de las de aseguramiento de bienes, servicios, transportes y 
abastecimientos, con el fin de adaptarlas mejor a la evolución de la emergencia sanitaria en 
cada comunidad autónoma.

En caso de acuerdo, estas medidas serán aplicadas por quien ostente la Presidencia de 
la comunidad autónoma, como representante ordinario del Estado en el territorio.

2. Durante la emergencia sanitaria causada por el COVID-19, y a sus efectos, aquellos 
municipios que constituyen enclaves recibirán el tratamiento propio de la provincia que les 
circunda, sin que sea obstáculo que esta pertenezca a comunidad autónoma distinta a la de 
aquellos.

Artículo 5.  Pérdida de efectos de las medidas derivadas de la declaración del estado de 
alarma.

La superación de todas las fases previstas en el Plan para la desescalada de las 
medidas extraordinarias adoptadas para hacer frente a la pandemia de COVID-19, aprobado 
por el Consejo de Ministros en su reunión de 28 de abril de 2020, determinará que queden 
sin efecto las medidas derivadas de la declaración del estado de alarma en las 
correspondientes provincias, islas o unidades territoriales.

Artículo 6.  Autoridad competente delegada.

Durante el periodo de vigencia de esta prórroga, la autoridad competente delegada para 
el ejercicio de las funciones a que se hace referencia en el Real Decreto 463/2020, de 14 de 
marzo, será el Ministro de Sanidad, bajo la superior dirección del Presidente del Gobierno, y 
con arreglo al principio de cooperación con las comunidades autónomas.
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Corresponderá durante ese periodo a las administraciones públicas competentes el 
ejercicio de las funciones contempladas en el artículo 5 del Real Decreto 463/2020, de 14 de 
marzo.

Artículo 7.  Flexibilización de las medidas en el ámbito educativo no universitario y de la 
formación.

Durante el periodo de vigencia de esta prórroga, y en el supuesto de que se acuerde la 
progresión a fase II o posterior en un determinado ámbito territorial con arreglo a lo previsto 
por el artículo 3.1, las administraciones educativas podrán disponer la flexibilización de las 
medidas de contención y la reanudación de las actividades presenciales en el ámbito 
educativo no universitario y de la formación, correspondiéndoles asimismo la ejecución de 
dichas medidas.

Durante este periodo podrán mantenerse las actividades educativas a través de las 
modalidades a distancia y «on line», siempre que resulte posible y aunque no fuera esta la 
modalidad prestacional educativa establecida como forma específica de enseñanza en los 
centros.

Artículo 8.  Plazos procesales suspendidos en virtud del Real Decreto 463/2020, de 14 de 
marzo.

Con efectos desde el 4 de junio de 2020, se alzará la suspensión de los plazos 
procesales.

Artículo 9.  Plazos administrativos suspendidos en virtud del Real Decreto 463/2020, de 14 
de marzo.

Con efectos desde el 1 de junio de 2020, el cómputo de los plazos administrativos que 
hubieran sido suspendidos se reanudará, o se reiniciará, si así se hubiera previsto en una 
norma con rango de ley aprobada durante la vigencia del estado de alarma y sus prórrogas.

Artículo 10.  Plazos de prescripción y caducidad de derechos y acciones suspendidos en 
virtud del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo.

Con efectos desde el 4 de junio de 2020, se alzará la suspensión de los plazos de 
prescripción y caducidad de derechos y acciones.

Artículo 11.  Mantenimiento de la vigencia de órdenes, resoluciones, disposiciones e 
instrucciones dictadas por las autoridades competentes delegadas.

Se mantendrá la vigencia de las órdenes, resoluciones, disposiciones e instrucciones 
dictadas por las autoridades competentes delegadas previstas en el artículo 4.2 del Real 
Decreto 463/2020, de 14 de marzo, en cuanto no se opongan a lo dispuesto en otras 
posteriores, ni a lo establecido en este real decreto.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.

1. Con efectos desde el 4 de junio de 2020, quedan derogadas las disposiciones 
adicionales segunda y cuarta del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se 
declara el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por 
el COVID-19.

2. Con efectos desde el 1 de junio de 2020, queda derogada la disposición adicional 
tercera del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo.

Disposición final única.  Entrada en vigor.

El presente real decreto entrará en vigor el día de su publicación en el «Boletín Oficial 
del Estado».
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§ 12

Real Decreto 555/2020, de 5 de junio, por el que se prorroga el 
estado de alarma declarado por el Real Decreto 463/2020, de 14 de 
marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión de 

la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19

Ministerio de la Presidencia, Relaciones con las Cortes y Memoria Democrática
«BOE» núm. 159, de 6 de junio de 2020
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2020-5767

I

El 11 de marzo de 2020 la Organización Mundial de la Salud declaró pandemia 
internacional la situación de emergencia ocasionada por el brote epidémico de COVID-19. El 
Gobierno, en la reunión extraordinaria del Consejo de Ministros de 14 de marzo de 2020, 
aprobó el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma 
para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19.

El artículo 3 del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, estableció, en el marco de lo 
dispuesto por el artículo sexto.dos de la Ley Orgánica 4/1981, de 1 de junio, de los estados 
de alarma, excepción y sitio, que la duración del estado de alarma sería de quince días 
naturales.

Con base en los datos disponibles y en los informes de evaluación elaborados por las 
autoridades competentes delegadas durante ese periodo, el Gobierno concluyó que la 
situación de emergencia sanitaria generada por el brote epidémico de COVID-19 no se 
superaría en el plazo previsto inicialmente por el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo.

A fin de garantizar la eficaz gestión de dicha emergencia sanitaria y contener la 
propagación de la enfermedad, mediante los Acuerdos del Consejo de Ministros de 24 de 
marzo, 7 de abril, 21 de abril, 5 de mayo y 19 de mayo de 2020, el Gobierno solicitó del 
Congreso de los Diputados autorización para prorrogar en cinco ocasiones el estado de 
alarma declarado por el citado real decreto, así como la vigencia de las medidas en él 
contenidas. El Pleno del Congreso de los Diputados, en las sesiones celebradas el 25 de 
marzo, 9 de abril, 22 de abril, 6 de mayo y 20 de mayo de 2020 acordó conceder las 
mencionadas autorizaciones en los términos recogidos en los respectivos acuerdos de 
autorización de las prórrogas.

De este modo, mediante el Real Decreto 476/2020, de 27 de marzo, por el que se 
prorroga el estado de alarma declarado por el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, la 
prórroga se extendió hasta las 00:00 horas del 12 de abril de 2020; mediante el Real Decreto 
487/2020, de 10 de abril, se dispuso la prórroga hasta las 00:00 horas del día 26 de abril de 
2020; el Real Decreto 492/2020, de 24 de abril, estableció una nueva prórroga hasta las 
00:00 horas del 10 de mayo de 2020; el Real Decreto 514/2020, de 8 de mayo, dispuso la 
prórroga del estado de alarma hasta las 00:00 horas del día 24 de mayo de 2020; y, 
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finalmente, el Real Decreto 537/2020, de 22 de mayo, prorrogó el estado de alarma hasta las 
00:00 horas del día 7 de junio de 2020.

El Gobierno ha remitido semanalmente al Congreso de los Diputados la información 
requerida en cumplimiento de lo previsto en la disposición adicional sexta del Real Decreto 
463/2020, de 14 de marzo. Junto a los informes aportados por el Centro de Coordinación de 
Alertas y Emergencias Sanitarias y la Red Nacional de Vigilancia Epidemiológica, se ha dado 
cuenta al Congreso de los Diputados del conjunto de disposiciones, órdenes, instrucciones y 
resoluciones adoptadas por las autoridades competentes delegadas y por el Consejo de 
Ministros. Asimismo, el Gobierno ha comparecido semanalmente para valorar la evolución 
de la situación.

La citada información ha permitido realizar un seguimiento de la adecuación y eficacia de 
las medidas adoptadas durante la vigencia del estado de alarma y sus prórrogas. Durante el 
periodo de la primera prórroga, los datos proporcionados por la Red Nacional de Vigilancia 
Epidemiológica pusieron de manifiesto que las medidas aplicadas habían conseguido 
alcanzar gradualmente el objetivo de disminuir la transmisión de la enfermedad y reducir al 
máximo el riesgo de colapso en las unidades de cuidados intensivos hospitalarios (en 
adelante, UCI).

Esos datos indicaron, durante el periodo de la segunda prórroga, que el número de 
contagios había disminuido por debajo del umbral que produciría la saturación de las UCI, al 
tiempo que se había fortalecido la capacidad del sistema sanitario para dar respuesta a la 
misma. Además, el número de altas se fue incrementando en este periodo y con ello se 
produjo una descarga progresiva de las unidades asistenciales ampliadas.

Los datos evidenciaron durante el periodo de la tercera prórroga la consolidación de la 
tendencia decreciente de los diferentes indicadores (casos confirmados diarios por PCR, 
fallecimientos confirmados, ingresos hospitalarios y en UCI), así como la reducción a la 
mitad de los incrementos diarios, a excepción de los casos que requirieron hospitalización.

Durante la vigencia de la cuarta prórroga se establecieron los mecanismos necesarios 
para avanzar en la detección precoz y el rápido control de cualquier brote de la forma más 
localizada posible. Este elemento resulta crucial para evitar el riesgo de una nueva onda 
epidémica que afecte a todo el territorio nacional. Además, los resultados del estudio 
nacional de seroprevalencia de anticuerpos contra el SARS-CoV-2 permiten valorar la 
situación observada hasta la fecha con el número de casos estimado por el estudio para 
España y para cada una de las provincias, mejorando el entendimiento de la capacidad de 
los sistemas sanitarios para detectar y controlar los casos durante toda la epidemia.

Finalmente, cabe destacar la favorable evolución de la situación durante la quinta 
prórroga. En este sentido, con datos a fecha 1 de junio, la incidencia acumulada de casos 
diagnosticados en los últimos 14 días es de 13,87 por 100.000 habitantes y de 5,87 en los 
últimos 7 días. Teniendo en cuenta la fecha de inicio de síntomas, la incidencia en los 
últimos 14 días es de 2,03 y, en los últimos 7 días, de 0,57.

Los resultados descritos en la evolución favorable de la epidemia en nuestro país se han 
logrado, en buena medida, gracias al esfuerzo encomiable de toda la población.

Dicha evolución, si bien es positiva en todas las comunidades autónomas, sigue 
presentando diferencias entre estas, requiriéndose un periodo de tiempo adicional para 
asegurar que el riesgo de que se produzca un repunte de casos o la aparición de nuevos 
brotes sea mínimo y controlado.

II

Las dos últimas prórrogas autorizadas por el Congreso de los Diputados se han 
enmarcado en el proceso de desescalada que, en el contexto propuesto por la 
Comunicación «Hoja de ruta común europea para el levantamiento de las medidas de 
contención de la COVID-19», presentada el pasado 15 de abril por la Presidenta de la 
Comisión Europea y el Presidente del Consejo Europeo, inició el Gobierno de España, al 
igual que distintos Estados miembros, con la aprobación, mediante Acuerdo del Consejo de 
Ministros de 28 de abril de 2020, del Plan para la desescalada de las medidas 
extraordinarias adoptadas para hacer frente a la pandemia de COVID-19.

El citado Plan, remitido al Congreso de los Diputados el 29 de abril de 2020 en 
cumplimiento de lo previsto por la disposición adicional sexta del Real Decreto 463/2020, de 
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14 de marzo, concibe el levantamiento de las medidas de contención de modo gradual, 
asimétrico, coordinado con las comunidades autónomas y adaptable a los cambios de 
orientación necesarios en función de la evolución de los datos epidemiológicos y del impacto 
de las medidas adoptadas.

El Plan establece una fase cero o preliminar y tres fases de desescalada diferenciadas 
en función de las actividades permitidas en cada una de ellas, por las que podrán transitar 
los diferentes territorios en función de diversos parámetros, criterios e indicadores en él 
contemplados, hasta llegar a la fase III, tras la cual se pondrá fin a las medidas de 
contención, pero se mantendrá la vigilancia epidemiológica, la capacidad reforzada del 
sistema sanitario y las medidas de autoprotección de la ciudadanía.

Actualmente, todo el territorio nacional se encuentra, como mínimo, en fase I, y el 70 % 
de la población española ya está en fase II. Además, hay cuatro islas –El Hierro, La 
Graciosa, La Gomera y Formentera– que han pasado a fase III.

Dada la naturaleza imprevisible y dinámica de la evolución de la enfermedad, se requiere 
un enfoque prudente, con hitos que se puedan ir alcanzando sucesivamente y que puedan 
ser reajustados en caso de resultar necesario. De ahí que, al igual que en el Real Decreto 
514/2020, de 8 de mayo, así como en el Real Decreto 537/2020, de 22 de mayo, se prevea 
la posibilidad de ir levantando y modulando las limitaciones impuestas en virtud del estado 
de alarma, siempre y cuando lo permitan los parámetros e indicadores previstos en el Plan 
para cada uno de los territorios.

Durante la vigencia de esta nueva prórroga se pretende culminar esta progresiva 
desescalada, partiendo de un escenario abierto y flexible, tanto para el levantamiento y 
definitiva pérdida de eficacia de las medidas, como para el ámbito geográfico en el que van a 
proyectarse, por lo que se trataría de la última prórroga del estado de alarma. Se refuerza 
asimismo la cooperación con las comunidades autónomas, que no solo disponen de 
capacidad para modular la aplicación de las medidas en su territorio, sino que además 
pueden pasar a ser durante la vigencia de esta prórroga autoridades competentes delegadas 
para la adopción, supresión, modulación y ejecución de las medidas correspondientes a la 
fase III del Plan de desescalada, en ejercicio de sus competencias.

III

De acuerdo con lo previsto por el artículo primero.dos de la Ley Orgánica 4/1981, de 1 
de junio, las medidas que se adopten durante la vigencia del estado de alarma, así como la 
duración del mismo, serán en cualquier caso las estrictamente indispensables para asegurar 
el restablecimiento de la normalidad y su aplicación se realizará de forma proporcionada a 
las circunstancias.

Como se ha señalado en los anteriores reales decretos de prórroga, la jurisprudencia 
constitucional exige desarrollar tal análisis atendiendo a la identificación de la finalidad 
constitucionalmente legítima pretendida y al cumplimiento de los requisitos del juicio de 
proporcionalidad mediante el cumplimiento de la triple condición de adecuación, necesidad y 
proporcionalidad en sentido estricto (entre otras, SSTC 64/2019, de 9 de mayo, FJ 5; 
99/2019, de 18 de julio, FJ 6).

En cuanto a la finalidad legítima, de acuerdo con lo expresado por el Tribunal 
Constitucional en su Auto de 30 de abril de 2020 (FJ 4), el objetivo de las medidas 
contenidas en la presente prórroga encuentra «[…] cobertura constitucional bastante en los 
artículos 15 CE (garantía de la integridad física de las personas) y 43 CE (protección de la 
salud), ambos tan intensamente conectados que es difícil imaginarlos por separado, máxime 
en las actuales circunstancias», puesto que se trata de «[…] limitar el impacto que en la 
salud de los seres humanos, en su integridad física y en su derecho a la vida pueda tener la 
propagación del COVID-19».

Se trata de medidas adecuadas para alcanzar tal finalidad. Los indicadores disponibles, 
tanto en nuestro país como en otros de nuestro entorno, han puesto de manifiesto de forma 
sostenida que la limitación de la libertad deambulatoria, junto con las medidas dirigidas a 
evitar aglomeraciones o el contacto interpersonal, son altamente eficaces para contener la 
propagación de la enfermedad, y, por tanto, resulta previsible que sigan siendo adecuadas 
durante la vigencia de esta nueva prórroga.
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Como señala el alto tribunal en el auto antes citado, «(a)nte esta incertidumbre tan 
acentuada y difícil de calibrar desde parámetros jurídicos que acostumbran a basarse en la 
seguridad jurídica que recoge el artículo 9.3 de la Constitución, las medidas de 
distanciamiento social, confinamiento domiciliario y limitación extrema de los contactos y 
actividades grupales, son las únicas que se han adverado eficaces para limitar los efectos de 
una pandemia de dimensiones desconocidas hasta la fecha. Desconocidas y, desde luego, 
imprevisibles cuando el legislador articuló la declaración de los estados excepcionales en el 
año 1981».

En efecto, en España se ha detectado un gran descenso en los casos nuevos 
notificados. Desde el 11 hasta el 31 de mayo se han diagnosticado alrededor de 500 casos 
diarios, lo cual supone un promedio de más de 3.000 casos diagnosticados cada semana en 
este período, la mayoría de los cuales son casos leves o asintomáticos. La disminución se 
aprecia claramente cuando se compara con cifras de finales de marzo, donde por ejemplo la 
semana del 23 al 29 de marzo se diagnosticaron más de 55.000 casos, y en una amplia 
proporción fueron casos que requirieron hospitalización.

Si se examina el número de decesos, puede asimismo observarse la drástica reducción 
que se ha producido desde el pico de la epidemia con un número máximo alcanzado de más 
de 900 defunciones notificadas en un día, hasta las 384 que se han notificado entre los 
casos diagnosticados desde el 11 al 31 de mayo, y que se registran de forma individualizada 
con base en la nueva estrategia de vigilancia.

Estas medidas, provistas de una justificación legítima y adecuadas para la consecución 
del fin perseguido, siguen resultando necesarias en la actualidad.

De acuerdo con los datos disponibles, en la actual fase de evolución de la pandemia, la 
pérdida de vigencia automática de dichas medidas, sin un levantamiento gradual y 
coordinado de las mismas, tal y como se prevé en el Plan para la desescalada, no solo 
podría comprometer el logro de los objetivos de contención de la pandemia antes descritos, 
sino que podría generar el riesgo de aparición de nuevas cadenas de transmisión no 
identificadas.

En concreto, atendiendo al principio de precaución que debe guiar la actuación de los 
poderes públicos en la gestión del riesgo sanitario, resulta indispensable mantener la 
limitación a la libertad de circulación de las personas en los términos previstos en el vigente 
Real Decreto 463/2020, 14 de marzo, si bien modulados conforme a lo previsto en este real 
decreto de prórroga, y por las órdenes, resoluciones, disposiciones e instrucciones 
interpretativas dictadas al amparo de las habilitaciones contenidas en el citado real decreto.

Solo manteniendo la limitación a la libertad deambulatoria entre las distintas provincias, 
islas y unidades territoriales será posible culminar el plan para controlar la pandemia y esta 
limitación, de alcance general para toda la población y aplicable en todo el territorio, 
únicamente puede establecerse en el marco del estado de alarma. No existe en estos 
momentos alternativa jurídica que permita limitar en todo el territorio nacional el derecho 
fundamental contenido en el artículo 19 de la Constitución Española, toda vez que la 
legislación ordinaria resulta insuficiente por sí sola para restringir este derecho fundamental. 
La aplicación del régimen jurídico ordinario previsto, entre otras, fundamentalmente en la Ley 
Orgánica 3/1986, de 14 de abril, de Medidas Especiales en Materia de Salud Pública, la Ley 
14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad, y la Ley 33/2011, de 4 de octubre, General de 
Salud Pública, tan solo permitiría establecer medidas de ámbito subjetivo y territorial mucho 
más restringido e inadecuadas para contener de forma eficaz la propagación de la 
enfermedad en atención a ese carácter.

Ahora bien, la prórroga que se establece en este real decreto solamente contempla el 
mantenimiento de las restricciones a la libre circulación de las personas estrictamente 
indispensables para alcanzar el fin perseguido, en atención a la distinta situación en que se 
encuentren las distintas unidades territoriales.

Dado que todo el territorio nacional se encuentra al menos en fase I debido a la mejora 
de los indicadores, se permite la libre movilidad en el interior de la unidad territorial de 
referencia. La limitación, salvo causas justificadas, se circunscribe a los movimientos fuera 
de aquella, a fin de poder contener eficazmente la enfermedad y evaluar adecuadamente el 
impacto de las medidas de desescalada en cada uno de esos ámbitos territoriales.
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La prórroga establecida en este real decreto contempla, al igual que ya lo hizo la 
anterior, la pérdida de eficacia de las limitaciones a la libre circulación de las personas para 
aquellas unidades territoriales que hayan completado todas las fases de desescalada, de 
modo que será posible para las personas que se encuentren en ellas desplazarse a 
cualquier parte del territorio nacional, sin perjuicio de las limitaciones que pudieran afectarles 
cuando se desplacen a aquellos territorios que aun no hubieran completado el proceso de 
desescalada.

En cuanto al resto de las medidas de contención, durante la vigencia de la nueva 
prórroga se mantiene la posibilidad de adaptar y levantar las limitaciones de forma 
progresiva y gradual, siempre y cuando lo permitan los indicadores. De manera 
complementaria, la prórroga establecida en este real decreto, al igual que las anteriores, 
contempla la posibilidad de modular la aplicación de las medidas por parte de las 
comunidades autónomas, de modo que pueda asegurarse un constante ajuste de las 
mismas a la evolución de las distintas unidades territoriales.

Finalmente, las medidas previstas para esta nueva prórroga no sólo disponen de 
justificación constitucional y cumplen con los requisitos de adecuación y de necesidad, sino 
que también se ajustan a la proporcionalidad en sentido estricto.

En cuanto a los beneficios, resulta previsible que las medidas que se prorrogan, 
convenientemente adaptadas a la evolución territorial de los distintos indicadores de carácter 
sanitario y epidemiológico, sigan resultando eficaces para contener la propagación de la 
enfermedad.

Pero, como se ha señalado en anteriores ocasiones, las decisiones sobre la prórroga del 
estado de alarma no pueden únicamente sustentarse en la evaluación del riesgo sanitario, 
ya que en la gestión de este riesgo intervienen asimismo otros factores pertinentes de 
carácter socioeconómico que deben ser convenientemente sopesados.

En este sentido, la pandemia y las medidas de contención han afectado al normal 
desenvolvimiento de las relaciones familiares, sociales y laborales, con especial incidencia 
en colectivos vulnerables, y han impactado asimismo en la actividad de numerosos sectores 
productivos, con importantes pérdidas de rentas para hogares, autónomos y empresas.

Debe, por tanto, alcanzarse un adecuado equilibrio entre costes y beneficios. Y este 
equilibrio es el que conforma el Plan de desescalada al proponer que la reactivación 
progresiva de la actividad económica, social y cultural requiere afianzar nuevos 
comportamientos por parte de las personas y las empresas, como la autoprotección y la 
separación física, con el fin de que la recuperación se produzca en condiciones que 
aseguren la máxima seguridad sanitaria, partiendo de la experiencia adquirida.

En definitiva, atendiendo al carácter basilar del derecho a la vida, a la integridad física y 
a la salud que se pretende salvaguardar de manera adecuada y necesaria por la nueva 
prórroga, cabe concluir que los beneficios derivados de ella, consistentes en contener la 
propagación de la enfermedad, fortalecer la capacidad asistencial de los sistemas sanitarios, 
y afianzar comportamientos de prevención en el conjunto de la población, son mayores que 
los costes que ocasiona, que por otra parte están tratando de ser atenuados mediante la 
progresiva recuperación de la libre circulación y de las actividades económicas, sociales y 
culturales a medida que la evolución de los indicadores lo hace posible.

IV

En atención a lo anteriormente expuesto, se mantiene la vigencia del Real Decreto 
463/2020, de 14 de marzo, y de las medidas que lo modifican, aplican y desarrollan, hasta 
las 00:00 horas del día 21 de junio de 2020.

No obstante, y de acuerdo con el marco previsto en el Plan para la desescalada de las 
medidas extraordinarias adoptadas para hacer frente a la pandemia de COVID-19, mediante 
el presente real decreto se continúa habilitando al Ministro de Sanidad, en su condición de 
autoridad competente delegada, con arreglo al principio de cooperación con las 
comunidades autónomas y las ciudades de Ceuta y Melilla, a concretar las medidas que 
deban aplicarse en el proceso de desescalada, en un marco de cogobernanza.

La progresión de las medidas, o su eventual regresión, se determinará en función de la 
evolución de diversos indicadores, tanto sanitarios y epidemiológicos, como sociales, 
económicos y de movilidad. Además, estas medidas podrán aplicarse en ámbitos territoriales 
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concretos, ya sea la provincia, isla o unidad territorial de referencia en el proceso de 
desescalada.

En este sentido, la habilitación al Ministro de Sanidad que se contiene en el artículo 3.1 
de este real decreto como autoridad competente delegada, a propuesta, en su caso, de las 
comunidades autónomas y de las ciudades de Ceuta y Melilla, se refiere a las medidas de 
desescalada en todos los ámbitos de actividad afectados por las restricciones establecidas 
en la declaración del estado de alarma y sus sucesivas prórrogas, con arreglo al principio de 
cooperación con las comunidades autónomas.

En cuanto a la libertad deambulatoria, esta prórroga determina que, en el marco de las 
decisiones que se adopten sobre la progresión de las medidas de desescalada, las personas 
podrán desplazarse por la provincia, la isla o la unidad territorial de referencia en que se 
encuentren. Todo ello sin perjuicio de las excepciones que justifiquen el desplazamiento a 
otra parte del territorio nacional por motivos sanitarios, laborales, profesionales o 
empresariales, de retorno al lugar de residencia familiar, asistencia y cuidado de mayores, 
dependientes o personas con discapacidad, causa de fuerza mayor o situación de necesidad 
o cualquier otra de análoga naturaleza.

Al igual que en la prórroga anterior, se prevé que el Gobierno pueda acordar 
conjuntamente con cada comunidad autónoma la modificación, ampliación o restricción de 
las unidades de actuación y de las limitaciones respecto a la libertad de circulación de las 
personas, de las medidas de contención y de las de aseguramiento de bienes, servicios, 
transportes y abastecimientos, con el fin de adaptarlas mejor a la evolución de la emergencia 
sanitaria en cada una de ellas. En caso de acuerdo, estas medidas serán aplicadas por 
quien ostente la Presidencia de la comunidad autónoma, como representante ordinario del 
Estado en el territorio. Se mantiene asimismo la específica previsión contemplada el artículo 
4.2 del Real Decreto 537/2020, de 22 de mayo, respecto de los enclaves.

Asimismo, en el artículo 5 se mantiene la previsión de que la superación de todas las 
fases previstas en el Plan para la desescalada determinará que queden sin efecto las 
medidas derivadas de la declaración del estado de alarma en las correspondientes 
provincias, islas o unidades territoriales, a fin de mantener las medidas limitativas y de 
contención únicamente en las unidades territoriales en que resulten indispensables.

Pero, además, durante la vigencia de la nueva prórroga se prevé una mayor 
participación de las comunidades autónomas en el proceso de desescalada y en la adopción 
de medidas, además de ahondar en la progresiva recuperación de sus competencias ya 
iniciada en anteriores prórrogas.

En este sentido, cobra especial relevancia el contenido del artículo 6, en virtud del cual, 
la autoridad competente delegada para el ejercicio de las funciones derivadas del estado de 
alarma, además del Ministro de Sanidad, bajo la superior dirección del Presidente del 
Gobierno y con arreglo al principio de cooperación con las comunidades autónomas, será 
quien ostente la Presidencia de la comunidad autónoma. Este ultimo será la autoridad 
competente delegada, con carácter exclusivo, para la adopción, supresión, modulación y 
ejecución de las medidas correspondientes a la fase III del Plan de desescalada, en ejercicio 
de sus competencias, salvo para las medidas vinculadas a la libertad de circulación que 
excedan el ámbito de la unidad territorial determinada para cada comunidad autónoma a los 
efectos del proceso de desescalada.

Además, se prevé que sean las propias comunidades autónomas las que puedan decidir, 
con arreglo a criterios sanitarios y epidemiológicos, la superación de la fase III en las 
diferentes provincias, islas o unidades territoriales de su comunidad, a los efectos de lo 
previsto en el artículo 5 de este real decreto.

Asimismo, corresponderá durante ese periodo a las administraciones públicas 
competentes el ejercicio de las funciones contempladas en el artículo 5 del Real Decreto 
463/2020, de 14 de marzo.

También se mantiene la previsión del artículo 7, conforme a la cual, las administraciones 
educativas competentes podrán disponer la flexibilización de las medidas de contención y la 
reanudación de las actividades presenciales en el ámbito educativo no universitario y de la 
formación, siempre que se acuerde la progresión a fase II o posterior en un determinado 
ámbito territorial con arreglo a las previsiones de este real decreto. En todo caso, durante 
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este periodo, las actividades educativas podrán mantenerse a través de las modalidades a 
distancia y «on line», siempre que resulte posible.

Por último, en el artículo 8, se mantiene la vigencia de las órdenes, resoluciones, 
disposiciones e instrucciones dictadas por las autoridades competentes delegadas previstas 
en el artículo 4.2 del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, en cuanto no se opongan a lo 
dispuesto en otras posteriores, ni a lo establecido en este real decreto, o, en su caso, a lo 
que dispongan las autoridades competentes delegadas a las que se refiere el artículo 6 en 
ejercicio de sus competencias.

En definitiva, se prevé que, durante la vigencia de la nueva prórroga del estado de 
alarma, culmine el gradual levantamiento de las medidas de contención previstas en el Plan 
para la desescalada y se contempla asimismo que puedan quedar sin efecto las medidas en 
aquellos ámbitos territoriales que superen todas las fases del citado Plan.

Por todo ello, a la luz de los datos disponibles y de los informes de evaluación 
elaborados por la autoridad competente delegada, se estima imprescindible prorrogar de 
nuevo el estado de alarma declarado inicialmente por el Real Decreto 463/2020, de 14 de 
marzo, así como la vigencia de las medidas en él contenidas, en los términos contemplados 
en este real decreto, hasta las 00:00 horas del día 21 de junio de 2020.

La Ley Orgánica 4/1981, de 1 de junio, de los estados de alarma, excepción y sitio, 
dispone que el estado de alarma requiere, para ser prorrogado, de la autorización expresa 
del Congreso de los Diputados, que podrá establecer el alcance y las condiciones vigentes 
durante la prórroga.

Mediante Acuerdo del Consejo de Ministros de 2 de junio de 2020, el Gobierno solicitó 
del Congreso de los Diputados autorización para prorrogar el estado de alarma declarado 
por el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, con el fin de garantizar la eficaz gestión de la 
emergencia sanitaria y contener la propagación de la enfermedad.

El Pleno del Congreso de los Diputados, en su sesión del día 3 de junio de 2020, acordó 
conceder la autorización requerida, en los términos solicitados por el Gobierno.

En su virtud, al amparo de lo previsto por el artículo 116.2 de la Constitución Española, y 
de conformidad con lo dispuesto en el artículo sexto.dos de la Ley Orgánica 4/1981, de 1 de 
junio, de los estados de alarma, excepción y sitio, a propuesta de la Vicepresidenta Primera 
del Gobierno y Ministra de la Presidencia, Relaciones con las Cortes y Memoria Democrática 
y del Ministro de Sanidad, y previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del 
día 5 de junio de 2020,

DISPONGO:

Artículo 1.  Prórroga del estado de alarma.

Queda prorrogado el estado de alarma declarado por el Real Decreto 463/2020, de 14 
de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis 
sanitaria ocasionada por el COVID-19.

Artículo 2.  Duración de la prórroga.

La prórroga establecida en este real decreto se extenderá desde las 00:00 horas del día 
7 de junio de 2020 hasta las 00:00 horas del día 21 de junio de 2020, y se someterá a las 
mismas condiciones establecidas en el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, y en las 
disposiciones que lo modifican, aplican y desarrollan, sin perjuicio de lo que se establece en 
los artículos siguientes.

Artículo 3.  Procedimiento para la desescalada.

1. En aplicación del Plan para la desescalada de las medidas extraordinarias adoptadas 
para hacer frente a la pandemia de COVID-19, aprobado por el Consejo de Ministros en su 
reunión de 28 de abril de 2020, el Ministro de Sanidad, como autoridad competente 
delegada, a propuesta, en su caso, de las comunidades autónomas y de las ciudades de 
Ceuta y Melilla, y a la vista de la evolución de los indicadores sanitarios, epidemiológicos, 
sociales, económicos y de movilidad, podrá acordar la progresión de las fases y medidas 
aplicables en un determinado ámbito territorial, sin perjuicio de lo previsto en el artículo 6. La 
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regresión de las fases y medidas hasta las previstas en el Real Decreto 463/2020, de 14 de 
marzo, se hará, en su caso, siguiendo el mismo procedimiento.

2. En el marco de las decisiones que se adopten sobre la progresión de las medidas de 
desescalada, las personas podrán desplazarse por el territorio de la provincia, isla o unidad 
territorial que se determine a los efectos del proceso de desescalada, sin perjuicio de las 
excepciones que justifiquen el desplazamiento a otra parte del territorio nacional por motivos 
sanitarios, laborales, profesionales o empresariales, de retorno al lugar de residencia 
familiar, asistencia y cuidado de mayores, dependientes o personas con discapacidad, causa 
de fuerza mayor o situación de necesidad o cualquier otra de análoga naturaleza. En todo 
caso, en cualquier desplazamiento deberán respetarse las instrucciones dictadas por las 
autoridades sanitarias.

Artículo 4.  Acuerdos con las comunidades autónomas y tratamiento de los enclaves.

1. En el proceso de desescalada de las medidas adoptadas como consecuencia de la 
emergencia sanitaria causada por el COVID-19, el Gobierno podrá acordar conjuntamente 
con cada comunidad autónoma la modificación, ampliación o restricción de las unidades de 
actuación y las limitaciones respecto a la libertad de circulación de las personas, de las 
medidas de contención y de las de aseguramiento de bienes, servicios, transportes y 
abastecimientos, con el fin de adaptarlas mejor a la evolución de la emergencia sanitaria en 
cada comunidad autónoma.

En caso de acuerdo, estas medidas serán aplicadas por quien ostente la Presidencia de 
la comunidad autónoma, como representante ordinario del Estado en el territorio.

2. Durante la emergencia sanitaria causada por el COVID-19, y a sus efectos, aquellos 
municipios que constituyen enclaves recibirán el tratamiento propio de la provincia que les 
circunda, sin que sea obstáculo que esta pertenezca a comunidad autónoma distinta a la de 
aquellos.

Artículo 5.  Pérdida de efectos de las medidas derivadas de la declaración del estado de 
alarma.

La superación de todas las fases previstas en el Plan para la desescalada de las 
medidas extraordinarias adoptadas para hacer frente a la pandemia de COVID-19, aprobado 
por el Consejo de Ministros en su reunión de 28 de abril de 2020, determinará que queden 
sin efecto las medidas derivadas de la declaración del estado de alarma en las 
correspondientes provincias, islas o unidades territoriales.

Artículo 6.  Autoridades competentes delegadas.

1. Durante el periodo de vigencia de esta prórroga, las autoridades competentes 
delegadas para el ejercicio de las funciones a que se hace referencia en el Real Decreto 
463/2020, de 14 de marzo, serán el Ministro de Sanidad, bajo la superior dirección del 
Presidente del Gobierno, con arreglo al principio de cooperación con las comunidades 
autónomas, y quien ostente la Presidencia de la comunidad autónoma.

La autoridad competente delegada para la adopción, supresión, modulación y ejecución 
de medidas correspondientes a la fase III del plan de desescalada será, en ejercicio de sus 
competencias, exclusivamente quien ostente la Presidencia de la comunidad autónoma, 
salvo para las medidas vinculadas a la libertad de circulación que excedan el ámbito de la 
unidad territorial determinada para cada comunidad autónoma a los efectos del proceso de 
desescalada.

2. Serán las comunidades autónomas las que puedan decidir, a los efectos del artículo 5, 
y con arreglo a criterios sanitarios y epidemiológicos, la superación de la fase III en las 
diferentes provincias, islas o unidades territoriales de su Comunidad y, por tanto, su entrada 
en la «nueva normalidad».

3. Corresponderá durante ese periodo a las administraciones públicas competentes el 
ejercicio de las funciones contempladas en el artículo 5 del Real Decreto 463/2020, de 14 de 
marzo.
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Artículo 7.  Flexibilización de las medidas en el ámbito educativo no universitario y de la 
formación.

Durante el periodo de vigencia de esta prórroga, y en el supuesto de que se acuerde la 
progresión a fase II o posterior en un determinado ámbito territorial con arreglo a lo previsto 
por el artículo 3.1, las administraciones educativas podrán disponer la flexibilización de las 
medidas de contención y la reanudación de las actividades presenciales en el ámbito 
educativo no universitario y de la formación, correspondiéndoles asimismo la ejecución de 
dichas medidas.

Durante este periodo podrán mantenerse las actividades educativas a través de las 
modalidades a distancia y «on line», siempre que resulte posible y aunque no fuera esta la 
modalidad prestacional educativa establecida como forma específica de enseñanza en los 
centros.

Artículo 8.  Mantenimiento de la vigencia de órdenes, resoluciones, disposiciones e 
instrucciones dictadas por las autoridades competentes delegadas.

Se mantendrá la vigencia de las órdenes, resoluciones, disposiciones e instrucciones 
dictadas por las autoridades competentes delegadas previstas en el artículo 4.2 del Real 
Decreto 463/2020, de 14 de marzo, en cuanto no se opongan a lo dispuesto en otras 
posteriores, ni a lo establecido en este real decreto, o, en su caso, a lo que dispongan las 
autoridades competentes delegadas a las que se refiere el artículo 6 en ejercicio de sus 
competencias.

Disposición final única.  Entrada en vigor.

El presente real decreto entrará en vigor el día de su publicación en el «Boletín Oficial 
del Estado».
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§ 13

Real Decreto-ley 9/2020, de 27 de marzo, por el que se adoptan 
medidas complementarias, en el ámbito laboral, para paliar los 

efectos derivados del COVID-19

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 86, de 28 de marzo de 2020
Última modificación: 13 de mayo de 2020

Referencia: BOE-A-2020-4152

I

El pasado 14 de marzo, el Consejo de Ministros acordó declarar el estado de alarma, en 
virtud del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, con motivo de la crisis sanitaria originada 
por la pandemia del COVID-19.

Posteriormente, con fecha 17 de marzo, el Consejo de Ministros aprobó el Real Decreto-
ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al 
impacto económico y social del COVID-19, con el fin de arbitrar un conjunto de medidas que 
permitieran paliar, en cierta medida, la crisis sanitaria, económica y social generada por la 
pandemia del COVID-19.

Entre las medidas contempladas en este real decreto-ley, se recogía la flexibilización de 
los Expedientes de Regulación Temporal de Empleo (ERTE), tanto por causa de fuerza 
mayor, como en el supuesto de los derivados de causas económicas, técnicas, organizativas 
y de producción, con el fin de intentar paliar los efectos devastadores que esta crisis 
sanitaria está produciendo en el mercado laboral.

No obstante, el notablemente estancamiento que está registrando nuestro mercado 
laboral, unido al importante volumen de ERTE presentados, desde la declaración del estado 
de alarma, ponen de relieve la necesidad de arbitrar nuevas medidas e instrumentos que 
contribuyan a paliar los efectos de esta crisis sanitaria sobre las personas trabajadoras de 
nuestro país.

De esta forma, la situación extraordinaria y urgente por la que actualmente atravesamos 
requiere la adopción de nuevas medidas que respondan de manera adecuada a las 
necesidades que se derivan de las consecuencias cambiantes de esta crisis sanitaria, que 
suponen una alteración grave y sin precedentes de nuestra vida diaria y que está teniendo 
un impacto devastador sobre el mercado laboral, generando una gran incertidumbre en un 
amplio colectivo de personas trabajadoras, que están viendo afectados sus puestos de 
trabajo, a raíz de la suspensión de un importante volumen de actividades, como 
consecuencia de la declaración del estado de alarma.

II

El real decreto-ley se estructura en cinco artículos, cuatro disposiciones adicionales y 
tres disposiciones finales.
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En primer término, el real decreto-ley busca establecer instrumentos tendentes a 
garantizar la aplicación efectiva de los servicios que resultan esenciales en las 
circunstancias actuales, al objeto de dar una respuesta adecuada a las necesidades de 
atención sanitaria y social, que concurren. No en vano, los hospitales, los ambulatorios y las 
residencias de personas mayores, entre otros, son centros llamados a prestar un servicio 
básico en un contexto de emergencia de salud pública y social, como el que atravesamos en 
la actualidad.

Así, este real decreto-ley, prevé que, durante la vigencia del presente estado de alarma y 
sus posibles prórrogas, los centros, servicios y establecimientos sanitarios, como hospitales 
o ambulatorios, y los centros sociales de mayores, personas dependientes o personas con 
discapacidad, como residencias y centros de día, ya sean de titularidad pública o privada, o 
cualquiera que sea su régimen de gestión, que determinen el Ministerio de Sanidad o el 
Ministerio de Derechos Sociales y Agenda 2030, como servicios esenciales, no puedan 
tramitar ERTE. Esta medida busca garantizar el compromiso de toda la sociedad, 
instituciones y organizaciones de este país con las personas más vulnerables, entre las que, 
sin duda, se encuentran las enfermas y las socialmente dependientes.

Del mismo modo, el presente real decreto-ley viene a complementar y detallar algunas 
de las medidas previstas, en lo atinente la tramitación de los ERTE, previstas en el Real 
Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente 
al impacto económico y social del COVID-19, concretando el procedimiento de 
reconocimiento de la prestación contributiva por desempleo, para todas las personas 
afectadas por procedimientos de suspensión de contratos y reducción de jornada basados 
en las causas previstas en los artículos 22 y 23 del mencionado real decreto-ley, así como a 
integrar otra serie de medidas, en el ámbito laboral, destinadas a paliar los efectos de la 
crisis del COVID-19, sobre las personas trabajadoras.

Tanto las empresas como los sectores económicos y la sociedad, en su conjunto, 
consideran que estamos ante un momento de enfriamiento de la actividad productiva 
acotado por la situación excepcional por la que atravesamos, con motivo de la crisis del 
COVID-19 y, por tanto, que esta situación va a tener una duración limitada y sujeta a un 
periodo de tiempo concreto.

Por esta razón, se establecieron medidas extraordinarias y excepcionales en el Real 
Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, con el objetivo de garantizar que los efectos de la crisis 
sanitaria no impidan el restablecimiento de la actividad empresarial y la salvaguarda del 
empleo. En este sentido, y no obstante la vigencia de las diversas causas de despido y 
extinción de los contratos previstas en la normativa laboral, el Gobierno reforzó los 
procedimientos de suspensión y reducción de jornada, agilizándolos y flexibilizándolos, con 
el objetivo de que las causas a las que se refieren los artículos 22 y 23 del Real Decreto-ley 
8/2020, de 17 de marzo, no sean utilizadas para introducir medidas traumáticas en relación 
al empleo, la extinción de los contratos de trabajo, sino medidas temporales, que son las 
que, en definitiva, mejor responden a una situación coyuntural como la actual.

Asimismo, se prevé, para el caso de las sociedades cooperativas que, cuando por falta 
de medios adecuados o suficientes, la Asamblea General de las mismas no pueda ser 
convocada para su celebración a través de medios virtuales, el Consejo Rector pueda 
asumir la competencia para aprobar la suspensión total o parcial de la prestación de trabajo 
de sus socias y socios y emitir la correspondiente certificación para su tramitación, en los 
términos previstos en los artículos 22 y 23 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo.

Por otra parte, el presente real decreto-ley prevé mecanismos para paliar los efectos de 
esta crisis sanitaria en la contratación temporal, determinando que la paralización de la 
actividad económica, derivada de la situación del estado de alarma, declarada en todo el 
territorio nacional, y que impide continuar, en determinados casos, con la prestación de 
servicios, sea tenida en cuenta como un factor excepcional, a todos los efectos y, en 
particular, también en la contratación temporal.

Por ello, a través de este real decreto-ley se establece la interrupción del cómputo de la 
duración de los contratos que, ante dicha circunstancia, no pueden alcanzar el objeto para el 
que fueron suscritos. De esta forma, se consigue garantizar que los contratos temporales, 
incluidos los formativos, de relevo y de interinidad, puedan alcanzar su duración máxima 
efectiva, desplegando plenos efectos, en cuanto a prestación de servicios, la formación que 
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llevan aparejada y la aportación a la actividad empresarial, durante el tiempo inicialmente 
previsto, de forma tal que la situación de emergencia generada por la crisis sanitaria del 
COVID-19 no prive a la empresa de su capacidad real para organizar sus recursos.

Asimismo, es del todo imprescindible, ofrecer una solución conjunta a las distintas 
eventualidades que, a nivel de tramitación, se están suscitando tanto para la entidad gestora 
de las prestaciones de desempleo, como para las autoridades laborales, con motivo del 
incremento de los expedientes de regulación temporal de empleo solicitados y comunicados 
por las empresas. En concreto, se pretende clarificar el límite temporal de las resoluciones 
tácitas recaídas en los expedientes de regulación temporal de empleo solicitados por fuerza 
mayor, en los que el silencio, que es positivo conforme a lo previsto en el artículo 24 de la 
Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas, no puede suponer una duración máxima diferente que la 
aplicable a las resoluciones expresas, que se circunscriben a la vigencia del estado de 
alarma, conforme a lo previsto en el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, así como de 
sus posibles prórrogas.

Por otro lado, este real decreto-ley prevé medidas que permitan proporcionar un 
equilibrio entre los recursos del sector público y las necesidades de respuesta de empresas 
y personas trabajadoras afectadas por la grave situación de crisis sanitaria por la que 
atravesamos. Todo ello, sin olvidar, la necesidad de implementar todos los mecanismos de 
control y de sanción necesarios, con el fin de evitar el uso fraudulento de los recursos 
públicos para finalidades ajenas a las vinculadas con su naturaleza y objetivo.

De esta forma, se prevé que las solicitudes presentadas por la empresa que contuvieran 
falsedades o incorrecciones en los datos facilitados darán lugar a las sanciones 
correspondientes, siendo sancionable, igualmente, conforme a lo previsto en dicha norma, la 
conducta de la empresa consistente en solicitar medidas, en relación al empleo que no 
resultaran necesarias o no tuvieran conexión suficiente con la causa que las origina, siempre 
que den lugar a la generación o percepción de prestaciones indebidas.

De forma paralela, se establece el deber de colaboración de la entidad gestora de las 
prestaciones por desempleo con la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, debiendo 
notificar, a tal efecto a esta última, los supuestos en los que apreciase indicios de fraude 
para la obtención de las prestaciones por desempleo.

Adicionalmente, se incluye una modificación del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de 
marzo, con el fin de determinar que las medidas extraordinarias en materia de cotizaciones y 
protección por desempleo previstas en los artículos 24 y 25 del mismo, serán de aplicación a 
los afectados por los procedimientos de suspensión de contratos y reducción de jornada 
comunicados, autorizados o iniciados, con anterioridad a la entrada en vigor de dicho real 
decreto-ley y siempre que deriven directamente del COVID-19.

Finalmente, el presente real decreto-ley introduce una modificación del artículo 16 del 
Real Decreto-ley 7/2020, de 12 de marzo, relativo a la contratación, al objeto de ampliar la 
tramitación de emergencia para la contratación de todo tipo de bienes o servicios que 
precise la Administración General del Estado para la ejecución de cualesquiera medidas 
para hacer frente al COVID-19, previsto en el mismo, a todo el sector público. Asimismo, se 
prevé la posibilidad de que el libramiento de los fondos necesarios para hacer frente a los 
gastos que genera la adopción de medidas para la protección de la salud de las personas 
frente al COVID-19 pueda realizarse a justificar, si resultara necesario.

Por otra parte, dicho artículo también se modifica con la finalidad de completarlo y de 
hacer más efectiva la contratación, los libramientos de fondos, así como los pagos, en el 
ámbito de la Administración en el exterior para facilitar las medidas que se adopten por la 
misma frente al COVID-19. Todo ello, cumpliendo los requisitos formales previstos en este 
real decreto-ley.

Finalmente, también se excluye de la facturación electrónica las facturas emitidas por 
proveedores no nacionales radicados en el exterior que correspondan a expedientes de 
contratación. Todas estas medidas tratan de mejorar y hacer más eficaz la tramitación de la 
contratación por parte de la Administración en el exterior, facilitando el comercio exterior en 
un marco de circunstancias excepcionales que se están viviendo en la actualidad como 
consecuencia del COVID-19.
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III

El artículo 86 de la Constitución Española permite al Gobierno dictar decretos-leyes «en 
caso de extraordinaria y urgente necesidad», siempre que no afecten al ordenamiento de las 
instituciones básicas del Estado, a los derechos, deberes y libertades de los ciudadanos 
regulados en el Título I de la Constitución, al régimen de las comunidades autónomas ni al 
Derecho electoral general.

El real decreto-ley constituye un instrumento constitucionalmente lícito, siempre que, tal 
como reiteradamente ha exigido nuestro Tribunal Constitucional (sentencias 6/1983, de 4 de 
febrero, F. 5; 11/2002, de 17 de enero, F. 4, 137/2003, de 3 de julio, F. 3, y 189/2005, de 7 
julio, F. 3; 68/2007, F. 10, y 137/2011, F. 7), el fin que justifica la legislación de urgencia sea 
subvenir a una situación concreta, dentro de los objetivos gubernamentales, que por razones 
difíciles de prever requiere una acción normativa inmediata en un plazo más breve que el 
requerido por la vía normal o por el procedimiento de urgencia para la tramitación 
parlamentaria de las leyes, máxime cuando la determinación de dicho procedimiento no 
depende del Gobierno.

La grave crisis, generada por la declaración del estado de alarma, a causa del 
COVID-19, y el grave impacto que la misma está generando sobre el mercado laboral de 
nuestro país, incidiendo de forma notable, sobre las personas trabajadoras, justifican la 
extraordinaria y urgente necesidad de adoptar las medidas previstas en el presente real 
decreto-ley.

Asimismo, la extraordinaria y urgente necesidad de aprobar la medidas que se incluyen 
este real decreto-ley se inscribe en el juicio político o de oportunidad que corresponde al 
Gobierno (SSTC 61/2018, de 7 de junio, FJ 4; 142/2014, de 11 de septiembre, FJ 3) y esta 
decisión, sin duda, supone una ordenación de prioridades políticas de actuación (STC, de 30 
de enero de 2019, Recurso de Inconstitucionalidad núm. 2208-2019), y que son medidas de 
índole laboral destinadas a reparar los perjuicios económicos y en el ámbito del empleo, 
derivados de la crisis del COVID-19, así como proteger el empleo y mantener la actividad 
económica. Los motivos de oportunidad que acaban de exponerse demuestran que, en 
ningún caso, el presente real decreto-ley constituye un supuesto de uso abusivo o arbitrario 
de este instrumento constitucional (SSTC 61/2018, de 7 de junio, FJ 4; 100/2012, de 8 de 
mayo, FJ 8; 237/2012, de 13 de diciembre, FJ 4; 39/2013, de 14 de febrero, FJ 5).

En suma, en las medidas que se adoptan en el presente real decreto-ley concurren las 
circunstancias de extraordinaria y urgente necesidad previstas en el artículo 86 de la 
Constitución Española, considerando, por otra parte, que los objetivos que se pretenden 
alcanzar con el mismo no pueden conseguirse a través de la tramitación de una ley por el 
procedimiento de urgencia.

Asimismo, debe señalarse que este real decreto-ley no afecta al ordenamiento de las 
instituciones básicas del Estado, a los derechos, deberes y libertades de los ciudadanos 
regulados en el Título I de las Constitución Española, al régimen de las comunidades 
autónomas ni al Derecho electoral general.

IV

Este real decreto-ley responde a los principios de necesidad, eficacia, proporcionalidad, 
seguridad jurídica, transparencia, y eficiencia, tal y como exige la Ley 39/2015, de 1 de 
octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas. A estos 
efectos, pone de manifiesto el cumplimiento de los principios de necesidad y eficacia dado el 
interés general en el que se fundamentan las medidas establecidas, siendo el real-decreto 
ley el instrumento más adecuado para garantizar su consecución. Así, responde a la 
necesidad de minimizar el riesgo de un impacto incontrolado e irreversible de la situación de 
emergencia extraordinaria que se sigue del estado de alerta sanitaria provocada por el 
COVID-19, tanto en la actividad económica como en el mantenimiento y salvaguarda del 
empleo, evitándose así situaciones de desprotección y garantizando el restablecimiento y 
recuperación de la actividad económica.

Del mismo modo, es proporcional, ya que regula los aspectos imprescindibles para 
conseguir su objetivo, limitando sus efectos a la concurrencia de la situación temporal y 
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extraordinaria descrita. Igualmente, se ajusta al principio de seguridad jurídica, siendo 
coherente con el resto del ordenamiento jurídico.

Asimismo, cumple también con el principio de transparencia, ya que identifica claramente 
su propósito y se ofrece una explicación, sin que se hayan realizado los trámites de 
participación pública que se establecen en el artículo 26 de la Ley 50/1997, del Gobierno, al 
amparo de la excepción que, para los reales decretos-leyes, regula el apartado 11 del 
aludido precepto. Por último, en relación con el principio de eficiencia, este real decreto-ley 
no impone carga administrativa alguna adicional a las existentes con anterioridad.

En su virtud, haciendo uso de la autorización contenida en el artículo 86 de la 
Constitución Española, a propuesta de la Ministra de Trabajo y Economía Social, y previa 
deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 27 de marzo de 2020,

DISPONGO:

Artículo 1.  Mantenimiento de actividad de centros sanitarios y centros de atención a 
personas mayores.

1. Durante la vigencia del estado de alarma acordado por el Real Decreto 463/2020, de 
14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión de la situación de 
crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, y sus posibles prórrogas, se entenderán como 
servicios esenciales para la consecución de los fines descritos en el mismo, cualquiera que 
sea la titularidad, pública o privada o el régimen de gestión, los centros, servicios y 
establecimientos sanitarios, que determine el Ministerio de Sanidad, así como los centros 
sociales de mayores, personas dependientes o personas con discapacidad, en los términos 
especificados por el Ministerio de Derechos Sociales y Agenda 2030.

2. De conformidad con dicho carácter esencial, los establecimientos a que se refiere el 
apartado anterior deberán mantener su actividad, pudiendo únicamente proceder a reducir o 
suspender la misma parcialmente en los términos en que así lo permitan las autoridades 
competentes.

3. El incumplimiento o la resistencia a las órdenes de las autoridades competentes en 
aras al cumplimiento de lo previsto en este artículo será sancionado con arreglo a las leyes, 
en los términos establecidos en el artículo diez de la Ley Orgánica 4/1981, de 1 de junio, de 
los estados de alarma, excepción y sitio.

Artículo 2.  Medidas extraordinarias para la protección del empleo.

La fuerza mayor y las causas económicas, técnicas, organizativas y de producción en las 
que se amparan las medidas de suspensión de contratos y reducción de jornada previstas 
en los artículos 22 y 23 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, no se podrán entender 
como justificativas de la extinción del contrato de trabajo ni del despido.

Artículo 3.  Medidas extraordinarias de desarrollo del artículo 25 del Real Decreto-ley 
8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto 
económico y social del COVID-19, para agilizar la tramitación y abono de prestaciones por 
desempleo.

1. El procedimiento de reconocimiento de la prestación contributiva por desempleo, para 
todas las personas afectadas por procedimientos de suspensión de contratos y reducción de 
jornada basados en las causas previstas en los artículos 22 y 23 del Real Decreto-ley 
8/2020, de 17 de marzo, se iniciará mediante una solicitud colectiva presentada por la 
empresa ante la entidad gestora de las prestaciones por desempleo, actuando en 
representación de aquellas.

Esta solicitud se cumplimentará en el modelo proporcionado por la entidad gestora de las 
prestaciones por desempleo y se incluirá en la comunicación regulada en el apartado 
siguiente.

2. Además de la solicitud colectiva, la comunicación referida en el apartado anterior 
incluirá la siguiente información, de forma individualizada por cada uno de los centros de 
trabajo afectados:
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a) Nombre o razón social de la empresa, domicilio, número de identificación fiscal y 
código de cuenta de cotización a la Seguridad Social al que figuren adscritos los 
trabajadores cuyas suspensiones o reducciones de jornada se soliciten.

b) Nombre y apellidos, número de identificación fiscal, teléfono y dirección de correo 
electrónico del representante legal de la empresa.

c) Número de expediente asignado por la autoridad laboral.
d) Especificación de las medidas a adoptar, así como de la fecha de inicio en que cada 

una de las personas trabajadoras va a quedar afectada por las mismas.
e) En el supuesto de reducción de la jornada, determinación del porcentaje de 

disminución temporal, computada sobre la base diaria, semanal, mensual o anual.
f) A los efectos de acreditar la representación de las personas trabajadoras, una 

declaración responsable en la que habrá de constar que se ha obtenido la autorización de 
aquellas para su presentación.

g) La información complementaria que, en su caso, se determine por resolución de la 
Dirección General del Servicio Público de Empleo Estatal.

La empresa deberá comunicar cualesquiera variaciones en los datos inicialmente 
contenidos en la comunicación, y en todo caso cuando se refieran a la finalización de la 
aplicación de la medida.

3. La comunicación referida en el punto apartado anterior deberá remitirse por la 
empresa en el plazo de 5 días desde la solicitud del expediente de regulación temporal de 
empleo en los supuestos de fuerza mayor a los que se refiere el artículo 22 del Real 
Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, o desde la fecha en que la empresa notifique a la 
autoridad laboral competente su decisión en el caso de los procedimientos regulados en su 
artículo 23. La comunicación se remitirá a través de medios electrónicos y en la forma que se 
determine por el Servicio Público de Empleo Estatal.

En el supuesto de que la solicitud se hubiera producido con anterioridad a la entrada en 
vigor de este real decreto-ley, el plazo de 5 días empezará a computarse desde esta fecha.

4. La no transmisión de la comunicación regulada en los apartados anteriores se 
considerará conducta constitutiva de la infracción grave prevista en el artículo 22.13 del texto 
refundido de la Ley sobre Infracciones y Sanciones en el Orden Social, aprobado por el Real 
Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de agosto.

5. Lo establecido en este artículo se entenderá sin perjuicio de la remisión por parte de la 
autoridad laboral a la entidad gestora de las prestaciones de sus resoluciones y de las 
comunicaciones finales de las empresas en relación, respectivamente, a los expedientes 
tramitados conforme a la causa prevista en los artículos 22 y 23 del Real Decreto-ley 8/2020, 
de 17 de marzo.

Artículo 4.  Medida extraordinaria aplicable a las sociedades cooperativas para la adopción 
de acuerdos en los procedimientos de suspensión total y/o parcial, en los términos previstos 
en los artículos 22 y 23 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo.

Cuando por falta de medios adecuados o suficientes la Asamblea General de las 
sociedades cooperativas no pueda ser convocada para su celebración a través de medios 
virtuales, el Consejo Rector asumirá la competencia para aprobar la suspensión total o 
parcial de la prestación de trabajo de sus socias y socios y emitirá la correspondiente 
certificación para su tramitación, en los términos previstos en los artículos 22 y 23 del Real 
Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente 
al impacto económico y social del COVID-19.

Artículo 5.  Interrupción del cómputo de la duración máxima de los contratos temporales.

La suspensión de los contratos temporales, incluidos los formativos, de relevo e 
interinidad, por las causas previstas en los artículos 22 y 23 del Real Decreto-ley 8/2020, de 
17 de marzo, supondrá la interrupción del cómputo, tanto de la duración de estos contratos, 
como de los periodos de referencia equivalentes al periodo suspendido, en cada una de 
estas modalidades contractuales, respecto de las personas trabajadoras afectadas por 
estas.
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Disposición adicional primera.  Limitación de la duración de los expedientes temporales de 
regulación de empleo basados en las causas previstas en el artículo 22 del Real Decreto-ley 
8/2020, de 17 de marzo.

La duración de los expedientes de regulación de empleo autorizados al amparo de las 
causas previstas en el artículo 22 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, no podrá 
extenderse más allá del periodo en que se mantenga la situación extraordinaria derivada del 
COVID-19 de acuerdo con lo previsto en el artículo 28 de la misma norma, entendiéndose, 
por tanto, que su duración máxima será la del estado de alarma decretado por el Real 
Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión 
de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19 y sus posibles prórrogas.

Esta limitación resultará aplicable tanto en aquellos expedientes respecto de los cuales 
recaiga resolución expresa como a los que sean resueltos por silencio administrativo, con 
independencia del contenido de la solicitud empresarial concreta.

Disposición adicional segunda.  Régimen sancionador y reintegro de prestaciones 
indebidas.

1. En aplicación de lo previsto en el texto refundido de la Ley sobre Infracciones y 
Sanciones en el Orden Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de 
agosto, las solicitudes presentadas por la empresa que contuvieran falsedades o 
incorrecciones en los datos facilitados darán lugar a las sanciones correspondientes.

Será sancionable igualmente, conforme a lo previsto en dicha norma, la conducta de la 
empresa consistente en solicitar medidas, en relación al empleo que no resultaran 
necesarias o no tuvieran conexión suficiente con la causa que las origina, cuando dicha 
circunstancia se deduzca de las falsedades o incorrecciones en los datos facilitados por 
aquellas y siempre que den lugar a la generación o percepción de prestaciones indebidas o 
a la aplicación de deducciones indebidas en las cuotas a la Seguridad Social.

2. El reconocimiento indebido de prestaciones a la persona trabajadora por causa no 
imputable a la misma, como consecuencia de alguno de los incumplimientos previstos en el 
apartado anterior, dará lugar a la devolución de las prestaciones indebidamente generadas. 
En tales supuestos, la empresa deberá ingresar a la entidad gestora las cantidades 
percibidas por la persona trabajadora de acuerdo con lo establecido en el texto refundido de 
la Ley sobre Infracciones y Sanciones en el Orden Social.

La obligación de devolver las prestaciones previstas en el párrafo anterior será exigible 
hasta la prescripción de las infracciones referidas en el texto refundido de la Ley sobre 
Infracciones y Sanciones en el Orden Social que resulten aplicables.

La persona trabajadora conservará el derecho al salario correspondiente al período de 
regulación de empleo inicialmente autorizado, descontadas las cantidades que hubiera 
percibido en concepto de prestación por desempleo.

Disposición adicional tercera.  Fecha de efectos de las prestaciones por desempleo 
derivadas de los procedimientos basados en las causas referidas en los artículos 22 y 23 del 
Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer 
frente al impacto económico y social del COVID-19.

1. La fecha de efectos de la situación legal de desempleo en los supuestos de fuerza 
mayor será la fecha del hecho causante de la misma.

2. Cuando la suspensión del contrato o reducción de jornada sea debida a la causa 
prevista en el artículo 23 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes 
extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del COVID-19, la fecha de 
efectos de la situación legal de desempleo habrá de ser, en todo caso, coincidente o 
posterior a la fecha en que la empresa comunique a la autoridad laboral la decisión 
adoptada.

3. La causa y fecha de efectos de la situación legal de desempleo deberán figurar, en 
todo caso, en el certificado de empresa, que se considerará documento válido para su 
acreditación.
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Disposición adicional cuarta.  Colaboración de la entidad gestora de las prestaciones por 
desempleo y la Inspección de Trabajo y Seguridad Social.

En los supuestos en los que la entidad gestora apreciase indicios de fraude para la 
obtención de las prestaciones por desempleo, lo comunicará a la Inspección de Trabajo y 
Seguridad Social a los efectos oportunos.

La Inspección de Trabajo y Seguridad Social, en colaboración con la Agencia Estatal de 
Administración Tributaria y las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, incluirá, entre 
sus planes de actuación, la comprobación de la existencia de las causas alegadas en las 
solicitudes y comunicaciones de expedientes temporales de regulación de empleo basados 
en las causas de los artículos 22 y 23 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo.

Disposición final primera.  Modificación del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de 
medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del 
COVID-19.

Se modifica el apartado segundo de la disposición transitoria primera, que queda 
redactado en los siguientes términos:

«Disposición transitoria primera.  Limitación a la aplicación a los expedientes de 
regulación de empleo.

2. Las medidas extraordinarias en materia de cotizaciones y protección por 
desempleo previstas en los artículos 24 y 25 serán de aplicación a los afectados por 
los procedimientos de suspensión de contratos y reducción de jornada comunicados, 
autorizados o iniciados, con anterioridad a la entrada en vigor de este real decreto-
ley, siempre que deriven directamente del COVID-19.»

Disposición final segunda.  Modificación del artículo 16 del Real Decreto-ley 7/2020, de 12 
de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes para responder al impacto económico del 
COVID-19.

Se da nueva redacción al artículo 16 del Real Decreto-ley 7/2020, de 12 de marzo, por el 
que se adoptan medidas urgentes para responder al impacto económico del COVID-19, 
modificado por la Disposición final sexta del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de 
medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del 
COVID-19, que queda redactado como sigue:

«Artículo 16.  Contratación.

1. La adopción de cualquier tipo de medida directa o indirecta por parte de las 
entidades del sector público para hacer frente al COVID-19 justificará la necesidad 
de actuar de manera inmediata, siendo de aplicación el artículo 120 de la Ley 9/2017, 
de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al 
ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 
2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014.

2. De acuerdo con la previsión establecida en el párrafo anterior, a todos los 
contratos que hayan de celebrarse por las entidades del sector público para atender 
las necesidades derivadas de la protección de las personas y otras medidas 
adoptadas por el Consejo de Ministros para hacer frente al COVID-19, les resultará 
de aplicación la tramitación de emergencia. En estos casos, si fuera necesario 
realizar abonos a cuenta por actuaciones preparatorias a realizar por el contratista, 
no será de aplicación lo dispuesto respecto a las garantías en la mencionada Ley 
9/2017, siendo el órgano de contratación quien determinará tal circunstancia en 
función de la naturaleza de la prestación a contratar y la posibilidad de satisfacer la 
necesidad por otras vías. De la justificación de la decisión adoptada deberá dejarse 
constancia en el expediente.

3. El libramiento de los fondos necesarios para hacer frente a los gastos que 
genere la adopción de medidas para la protección de la salud de las personas frente 
al COVID-19 podrá realizarse a justificar.
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4. Cuando la contratación para la atención de estas necesidades deba producirse 
en el exterior, porque los contratos se formalicen o ejecuten total o parcialmente en el 
extranjero, la formalización de los contratos corresponderá al Jefe de la Misión o 
Representación Permanente, con sujeción a las condiciones libremente pactadas por 
la Administración con el contratista extranjero, cuando la intervención de éste sea 
absolutamente indispensable para la ejecución del contrato, por requerirlo así la 
atención de las necesidades derivadas de la protección de las personas y otras 
medidas adoptadas por el Consejo de Ministros para hacer frente al COVID-19, y así 
se acredite en el expediente. No obstante, esta competencia podrá avocarse por el 
titular del departamento Ministerial competente por razón de la materia. Los contratos 
deberán formalizarse por escrito y se sujetarán a las condiciones pactadas por la 
Administración con el contratista extranjero.

Los libramientos de los fondos a los que se refiere el apartado tercero de este 
artículo podrán realizarse bien a favor de cajeros en España, bien a favor de cajeros 
en el exterior, manteniéndose la gestión financiera en el ámbito del Ministerio de 
Sanidad y con cargo a su presupuesto, sin perjuicio de que pudiera realizarse 
igualmente el pago en firme a través del cajero de pagos en el exterior. No obstante, 
la persona titular del ministerio de sanidad podrá delegar esta competencia de 
gestión financiera en órganos o entidades, sean o no dependientes.

Cuando fuera imprescindible de acuerdo con la situación del mercado y el tráfico 
comercial del Estado en el que la contratación se lleve a cabo, podrán realizarse la 
totalidad o parte de los pagos con anterioridad a la realización de la prestación por el 
contratista, en la forma prevista en el apartado 2. El riesgo de quebranto que pudiera 
derivarse de estas operaciones será asumido por el presupuesto del Estado.

5. Se excluye de la obligación de facturación electrónica establecida en la Ley 
25/2013, de 27 de diciembre, de impulso de la factura electrónica y creación del 
registro contable de facturas en el Sector Público, desde la entrada en vigor de este 
real decreto-ley, a las facturas emitidas por proveedores no nacionales radicados en 
el exterior que correspondan a los expedientes a los que hace referencia este 
artículo.»

Disposición final tercera.  Entrada en vigor y vigencia.

Este real decreto-ley entrará en vigor el mismo día de su publicación en el "Boletín Oficial 
del Estado", manteniendo su vigencia durante el estado de alarma decretado por el Real 
Decreto 463/2020, de 14 de marzo, y sus posibles prórrogas.

Los artículos 2 y 5 mantendrán su vigencia hasta el 30 de junio de 2020.

Información relacionada

• El Real Decreto-ley 9/2020, de 27 de marzo, ha sido convalidado por Acuerdo del Congreso 
de los Diputados, publicado por Resolución de 9 de abril de 2020. Ref. BOE-A-2020-4425
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§ 14

Resolución de 15 de abril de 2020, del Servicio Público de Empleo 
Estatal, por la que se establecen, en su ámbito de gestión, medidas 
extraordinarias para hacer frente al impacto del COVID-19 en materia 

de formación profesional para el empleo en el ámbito laboral

Ministerio de Trabajo y Economía Social
«BOE» núm. 107, de 17 de abril de 2020
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2020-4506

La situación de emergencia de salud pública ocasionada por el COVID-19 constituye una 
crisis sanitaria sin precedentes y de enorme magnitud tanto por el muy elevado número de 
ciudadanos afectados como por el extraordinario riesgo para sus derechos. Dada la especial 
incidencia que el COVID-19 tiene en España, el Gobierno dictó el Real Decreto 463/2020, de 
14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión de la situación de 
crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, en el que contempla una serie de medidas 
dirigidas a proteger la salud y seguridad de los ciudadanos, contener la progresión de la 
enfermedad y reforzar el sistema de salud pública. Asimismo, adoptó un paquete amplio de 
medidas dictando el Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes 
extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del COVID-19, para 
contrarrestar los efectos de esta situación excepcional nunca sufrida antes y para combatirla 
y paliar o minimizar los efectos negativos de la misma en dichos ámbitos.

El artículo 9 del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, incorpora determinadas 
medidas de contención en el ámbito educativo y de la formación, entre las que se encuentra 
la suspensión de la actividad educativa, incluida la actividad formativa presencial en el 
ámbito de la formación profesional para el empleo, si bien se contempla que durante el 
periodo de suspensión se mantendrán las actividades educativas a través de las 
modalidades a distancia y «on line», siempre que resulte posible.

Tales medidas han tenido un enorme impacto en el sistema de formación profesional 
para el empleo que se ha visto gravemente afectado, ya que el estado de alarma no permite, 
con carácter general, continuar la ejecución de la formación presencial, tal y como esta 
modalidad se encontraba regulada en la actualidad, lo que afecta a un importante número de 
acciones formativas financiadas con cargo a este sistema.

Hay que recordar que las previsiones en cuanto a la ejecución de acciones formativas 
financiadas al amparo del sistema de formación profesional para el empleo, eran de casi un 
millón de participantes en las convocatorias de subvenciones que actualmente se 
encuentran en ejecución. En cuanto a la formación programada por las empresas, estaba 
previsto que participaran más de 360.000 empresas y 5 millones de trabajadores y 
trabajadoras.

Se considera por ello preciso flexibilizar las condiciones en que ha de ejecutarse 
temporalmente la formación profesional para el empleo sin que ello vaya en detrimento de la 
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eficacia que ha de mantener en aras a fortalecer la empleabilidad de los trabajadores y 
trabajadoras y la competitividad de las empresas.

Además, este conjunto de medidas, al igual que las que se van adoptando en diferentes 
ámbitos, comparten un mismo objetivo y persiguen afrontar el propósito de mantener el 
mayor número posible de empleos, siendo conscientes de la dificultad de este esfuerzo. Por 
otro lado, esta resolución pretende adoptar medidas que faciliten tanto a empresas como a 
personas ocupadas y desempleadas afrontar las nuevas situaciones que se puedan plantear 
en el futuro, reforzando sus capacidades mediante las iniciativas previstas en la formación 
profesional para el empleo.

Estas medidas, dadas las especiales características que reúnen las acciones formativas 
que se imparten en el ámbito de la formación profesional para el empleo, requieren que su 
vigencia no se circunscriba al ámbito temporal en que está en vigor el estado de alarma en 
nuestro país, sino que se extienda durante todo el periodo de ejecución de las actividades 
formativas afectadas, para que puedan desarrollarse con la necesaria proyección y 
estabilidad que garantice su eficacia.

Esta resolución consta de tres capítulos, trece artículos, tres disposiciones adicionales y 
una disposición final.

En el capítulo primero se incluyen diversas medidas de carácter general que afectan de 
forma global a la formación profesional para el empleo. Concretamente, tras definir el ámbito 
de aplicación, se regulan las variaciones de la impartición en modalidad presencial derivadas 
de la declaración del estado de alarma. También se contempla la formación dirigida a los 
certificados de profesionalidad, flexibilizando también su impartición en línea con las 
medidas recogidas en esta resolución, pero adecuándolas a los requerimientos establecidos 
en su normativa específica.

Con carácter general, se establecen medidas que afectan a la ejecución de la formación 
prevista para los próximos meses, incluidas las relativas a la identificación y firma de los 
participantes y el seguimiento y control de la impartición en estas circunstancias.

En el capítulo segundo, referida a la formación programada por las empresas, se amplía 
el tipo de entidades que pueden impartir este tipo de formación así como los destinatarios de 
la misma. También se adoptan diversas medidas destinadas a la flexibilización de la 
ejecución de esta formación como la reducción de los plazos en las comunicaciones de 
inicio.

El capítulo tercero tiene por objeto medidas en el ámbito de la iniciativa de oferta 
formativa posibilitando el incremento del porcentaje de participación de desempleados en los 
programas de formación, la posibilidad de que los colectivos más afectados por esta 
situación participen en cualquier programa de formación, así como flexibilizar la ejecución de 
los mismos.

Por último, el plazo de ejecución de los programas formativos previsto en las 
convocatorias dictadas por el Servicio Público de Empleo Estatal para financiar iniciativas de 
formación profesional para el empleo mediante subvenciones, dada la situación actual, hace 
imposible la ejecución de la actividad formativa y el cumplimiento de dichos plazos, sin 
menoscabo de la calidad de la misma y de su finalización, lo que situaría a todos los actores 
que realizan actividad formativa en una delicada situación de cara al futuro. Resulta, pues, 
necesario ampliar dichos plazos en un horizonte temporal que por las características 
específicas que reúne la formación financiada mediante subvenciones vaya más allá de la 
propia vigencia del Estado de alarma. Es por ello que, de conformidad con lo previsto por el 
artículo 54.1 del Real Decreto-Ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan medidas 
urgentes complementarias en el ámbito social y económico para hacer frente al COVID-19, 
se amplían los plazos correspondientes a las convocatorias que figuran en el anexo de esta 
resolución.

Todo este conjunto de medidas se adopta en el marco competencial de gestión 
correspondiente al Estado, por el Servicio Público de Empleo Estatal, respetando el ámbito 
de gestión propio de las Comunidades Autónomas, habiendo consultado para ello a las 
organizaciones empresariales y sindicales más representativas y los demás agentes que 
intervienen en el sistema de formación profesional para el empleo, de acuerdo con lo 
dispuesto en el artículo 1 de la Ley 30/2015, de 9 de septiembre, por la que se regula el 
Sistema de Formación Profesional para el empleo en el ámbito laboral.
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En su virtud, dispongo:

CAPÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto y ámbito de aplicación.

1. La presente resolución tiene por objeto el establecimiento de medidas extraordinarias 
encaminadas a paliar los efectos del impacto económico y social derivado de la situación de 
crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19 y del estado de alarma para su gestión 
declarado por el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, en materia de formación 
profesional para el empleo en el ámbito laboral, que posibiliten y faciliten la ejecución de la 
formación de los trabajadores y trabajadoras, optimizando su empleabilidad, y contribuyan a 
la mejora de la productividad y competitividad de las empresas.

2. El ámbito de aplicación de esta resolución se circunscribe al ámbito de gestión estatal 
del Servicio Público de Empleo Estatal en materia de formación profesional para el empleo 
en el ámbito laboral, de acuerdo con lo establecido en el artículo 24.2 de la Ley 30/2015, de 
9 de septiembre, por la que se regula el Sistema de Formación Profesional para el empleo 
en el ámbito laboral.

Lo dispuesto en esta resolución será de aplicación, en los términos establecidos en la 
misma, en los siguientes supuestos:

a) En la iniciativa de formación programada por las empresas, a las acciones formativas 
que se programen durante 2020, con cargo al crédito de formación del que disponen las 
empresas durante dicho ejercicio.

b) En la iniciativa de oferta formativa para trabajadores ocupados, a las convocatorias 
recogidas en el anexo de esta resolución, considerando la ampliación del plazo de ejecución 
establecido en la disposición adicional segunda.

c) En la iniciativa de oferta formativa para trabajadores desempleados, a las 
convocatorias aprobadas por las Direcciones Provinciales del Servicio Público de Empleo 
Estatal en Ceuta y Melilla que así se determine por resolución de las personas titulares de 
dichas Direcciones Provinciales.

Artículo 2.  Beneficiarios.

Para acogerse a lo establecido en esta resolución, las empresas beneficiarias del crédito 
de formación, en la formación programada por las empresas, así como las entidades 
beneficiarias de las subvenciones, en la oferta formativa para personas trabajadoras 
ocupadas, deberán mantener, al menos, la plantilla media de los últimos 6 meses anteriores 
a la declaración del estado de alarma, durante el periodo de ejecución de las acciones 
formativas sobre las cuales se hayan aplicado las medidas de cambio de modalidad 
formativa a teleformación o realización de la parte de modalidad presencial mediante aula 
virtual recogidas en los artículos 3 y 4. Se considerará como periodo de ejecución el 
transcurrido desde el momento de inicio de aplicación de las medidas hasta que finalice la 
última acción formativa a la que se aplican. A estos efectos, se computarán como plantilla las 
personas trabajadoras que hayan sido afectados por expedientes temporales de regulación 
de empleo (ERTE).

No se considerará incumplida la obligación de mantenimiento del empleo cuando el 
contrato de trabajo se extinga por despido disciplinario declarado como procedente, dimisión, 
jubilación o incapacidad permanente total, absoluta o gran invalidez de la persona 
trabajadora, y en el caso de contratos temporales, incluidos los formativos, cuando el 
contrato se extinga por expiración del tiempo convenido o la realización de la obra o servicio 
que constituye su objeto, y en el caso concreto de los fijos discontinuos cuando finalice o se 
interrumpa el periodo estacional de actividad.

Artículo 3.  Utilización de aula virtual como formación presencial.

1. Con el fin de facilitar la impartición de las acciones formativas en modalidad 
presencial, o la parte presencial de la modalidad mixta o de teleformación, la parte presencial 
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que, en su caso, la acción formativa precise se podrá impartir en su totalidad mediante «aula 
virtual», considerándose en todo caso como formación presencial.

A tal efecto, de conformidad con el apartado primero de la disposición adicional cuarta de 
la Orden TMS/369/2019, de 28 de marzo, por la que se regula el Registro Estatal de 
Entidades de Formación del sistema de formación profesional para el empleo en el ámbito 
laboral, así como los procesos comunes de acreditación e inscripción de las entidades de 
formación para impartir especialidades formativas incluidas en el Catálogo de Especialidades 
Formativas, se considera aula virtual al entorno de aprendizaje donde el tutor-formador y 
alumnado interactúan, de forma concurrente y en tiempo real, a través de un sistema de 
comunicación telemático de carácter síncrono que permita llevar a cabo un proceso de 
intercambio de conocimientos a fin de posibilitar un aprendizaje de las personas que 
participan en el aula.

2. La impartición de la formación mediante aula virtual se ha de estructurar y organizar 
de forma que se garantice en todo momento que exista conectividad sincronizada entre las 
personas formadoras y el alumnado participante así como bidireccionalidad en las 
comunicaciones.

3. Cuando la formación presencial se desarrolle mediante aula virtual, ésta deberá contar 
con un registro de conexiones generado por la aplicación del aula virtual en que se 
identifique, para cada acción formativa desarrollada a través de este medio, las personas 
participantes en el aula, así como sus fechas y tiempos de conexión, así como contar con un 
mecanismo que posibilite la conexión durante el tiempo de celebración del aula por parte de 
los órganos de control, a efectos de las actuaciones de seguimiento y control contempladas 
en el artículo 9. Cuando ello no sea posible, la participación se podrá constatar mediante 
declaración responsable de la persona participante.

Artículo 4.  Ejecución de la formación.

1. La impartición de las acciones o grupos formativos que se hubiera suspendido, a 
causa de la declaración del estado de alarma por el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, 
podrá reanudarse una vez cesada la vigencia del mismo. A tal efecto, las empresas 
beneficiarias del crédito de formación, así como las entidades beneficiarias de las 
subvenciones, deberán comunicar, en el plazo máximo de dos meses desde la finalización 
del estado de alarma, las nuevas fechas, calendario y horario de impartición de las acciones 
formativas suspendidas, debiendo completarse el total de las horas de la acción formativa 
comunicada.

2. Las acciones o grupos formativos suspendidas iniciadas con anterioridad cuya 
modalidad de impartición fuera la modalidad presencial o mixta, podrán continuar 
ejecutándose en la modalidad comunicada, teniendo en cuenta para la impartición presencial 
lo previsto en el artículo 3 respecto de la utilización de aula virtual.

3. Lo previsto en el apartado anterior será asimismo de aplicación a las acciones o 
grupos formativos no iniciados pendientes de ejecución a la entrada en vigor de esta 
resolución, que se inicien durante el estado de alarma o una vez finalizado el mismo.

4. Se podrá cambiar a la modalidad de teleformación la impartición de las acciones o 
grupos formativos no iniciados pendientes de ejecución a la entrada en vigor de esta 
resolución, que se inicien durante el estado de alarma o una vez finalizado el mismo, cuya 
modalidad fuera presencial, así como la parte presencial de la modalidad mixta, 
manteniéndose el coste del módulo de la modalidad inicial de la acción formativa.

El cambio de modalidad de impartición a teleformación, no tendrá efectos en la 
puntuación de la valoración técnica obtenida por su ejecución en modalidad no presencial.

El cambio de modalidad contemplado anteriormente se podrá realizar siempre que dicha 
modalidad de teleformación figurara en el Catálogo de Especialidades Formativas del 
Servicio Público de Empleo Estatal o bien se contemplara en el Plan de Referencia Sectorial 
del ámbito sectorial para la especialidad afectada. En la formación programada por las 
empresas lo anterior solo será de aplicación cuando la actividad formativa se refiera a una 
especialidad incluida en dicho Catálogo de Especialidades Formativas.

Además, la entidad que imparta la formación deberá estar previamente acreditada o 
inscrita para impartir la formación en la modalidad de teleformación para la respectiva 
especialidad. Si no lo estuviera, en el supuesto de formación de oferta, la inscripción de la 

COVID-19: COLECTIVOS VULNERABLES

§ 14  Medidas extraordinarias en materia de formación profesional para el empleo

– 142 –



entidad de formación en la modalidad de teleformación se efectuará a través de la 
presentación de la correspondiente declaración responsable prevista en la respectiva 
convocatoria. En la iniciativa de formación programada por las empresas, la inscripción, si 
fuera precisa, se efectuará de acuerdo con lo establecido en la Orden ESS/723/2016, de 9 
de mayo, por la que se desarrolla el modelo específico de declaración responsable para su 
presentación por entidades de formación para la impartición de formación distinta de las 
especialidades previstas en el Catálogo de especialidades formativas.

5. En todo caso, cuando se cambie de modalidad formativa a teleformación o se pase a 
realizar la parte de modalidad presencial mediante aula virtual, se deberá garantizar la 
transmisión de conocimientos y el desarrollo de los objetivos y contenidos previstos en las 
acciones o grupos formativos. Asimismo las entidades de formación deberán advertir esta 
circunstancia en las comunicaciones de inicio o reanudación de la actividad formativa.

Artículo 5.  Certificados de profesionalidad.

1. A los efectos de la impartición de las acciones formativas destinadas a la obtención de 
certificados de profesionalidad en modalidad presencial serán aplicables las medidas 
previstas en los artículos 3 y 4.

2. Se permitirá el cambio de modalidad de impartición de presencial a teleformación 
cuando afecte a módulos formativos completos y la entidad beneficiaria esté acreditada en el 
correspondiente registro para impartir el mismo certificado en la modalidad de teleformación. 
En todo caso, la impartición en la modalidad de teleformación se efectuará de acuerdo con 
las especificaciones al respecto establecidas para el respectivo certificado en la normativa 
de aplicación.

Asimismo se podrá realizar o continuar la impartición en la modalidad de teleformación 
de las acciones formativas vinculadas a certificados de profesionalidad, salvo las tutorías 
presenciales y las pruebas finales de evaluación de cada módulo formativo, que habrán de 
realizarse de manera presencial con posterioridad a la finalización del estado de alarma y 
dentro del plazo de ejecución del programa.

A tal efecto, la entidad que imparta el certificado de profesionalidad ajustará la 
planificación y programación didáctica, así como la planificación de la evaluación del 
aprendizaje de la acción formativa a las nuevas fechas y horario de celebración de las 
sesiones y pruebas presenciales, debiendo en todo caso, completar el total de las horas del 
certificado de profesionalidad.

3. La impartición mediante aula virtual no será de aplicación a aquellos contenidos 
presenciales del certificado de profesionalidad que requieran la utilización de espacios, 
instalaciones y/o equipamientos para la adquisición de destrezas prácticas. Estos contenidos 
se deberán impartir con posterioridad a la finalización del estado de alarma, dentro del plazo 
de ejecución del programa o acción formativa.

En todo caso, las pruebas presenciales de la evaluación final de cada módulo formativo 
se realizarán con posterioridad a la finalización del estado de alarma, dentro del plazo de 
ejecución del programa o acción formativa.

A estos efectos, cuando sea preciso, la entidad que imparta el certificado de 
profesionalidad ajustará la planificación y programación didáctica, así como la planificación 
de la evaluación del aprendizaje de la acción formativa a las nuevas fechas y horario de 
celebración de las sesiones y pruebas presenciales, debiendo en todo caso, completar el 
total de las horas del certificado de profesionalidad.

4. La entidad que imparta el certificado de profesionalidad a través de aula virtual o 
cambie a la modalidad de teleformación, según lo indicado en los apartados anteriores, 
deberá disponer de la conformidad y acuerdo de disponibilidad de todas las personas 
participantes en la acción formativa, debiendo habilitar y poner a su disposición, al menos, 
un número de teléfono y una dirección de correo electrónico que recoja y resuelva sus 
dudas, incidencias o problemas de uso y manejo de estos medios. Para las personas que no 
den su conformidad se podrán realizar grupos formativos específicos en modalidad 
presencial una vez finalice el estado de alarma.

5. La realización del módulo de formación práctica en centros de trabajo suspendida 
durante el estado de alarma o pendiente de realizar, se deberá llevar a cabo dentro del plazo 
de ejecución del programa.
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Artículo 6.  Costes.

1. El coste del módulo aplicable a una acción formativa en modalidad presencial que 
pase a impartirse mediante «aula virtual», se mantendrá para el número total de horas de 
dicha acción.

Lo dispuesto en el párrafo anterior será, asimismo, aplicable a las acciones formativas 
que no se hubieran iniciado y cambien la modalidad de impartición a la de teleformación 
según lo establecido en el artículo 4.4.

2. En el caso de acciones formativas que se impartan en la modalidad de teleformación, 
no se considerarán financiables los gastos de transporte, manutención y alojamiento de los 
participantes y formadores.

3. La imputación de costes laborales, alquileres, de espacios y equipamientos, 
instalaciones y cualquier otro que sea ineludible para las entidades de formación y las 
empresas durante el periodo de suspensión, que estén acreditados, podrán ser justificables, 
sin que suponga un incremento de la subvención concedida, cuando se trate de formación 
financiada mediante subvenciones, ni del coste máximo bonificable, cuando se trate de 
formación financiada mediante bonificaciones por las empresas.

Artículo 7.  Uso de medios electrónicos.

1. A los efectos de esta resolución, todos los interesados, incluidas las personas físicas, 
deberán relacionarse electrónicamente con el Servicio Público de Empleo Estatal y, en 
cuanto entidad colaboradora del mismo, con la Fundación Estatal para la Formación en el 
Empleo.

2. Asimismo, los interesados quedarán obligados a recibir por medios electrónicos las 
notificaciones y comunicaciones que les dirija el Servicio Público de Empleo Estatal o la 
Fundación Estatal para la Formación en el Empleo.

Estas notificaciones se realizarán mediante el sistema de notificaciones electrónicas de 
la sede del Servicio Público de Empleo Estatal. Sin perjuicio de ello, el acceso electrónico de 
los interesados al contenido de las actuaciones administrativas correspondientes producirá 
los efectos propios de la notificación por comparecencia, de acuerdo con el artículo 43.1 de 
la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas.

3. Se permitirá el uso de medios electrónicos para garantizar la asistencia de las 
personas participantes en las acciones formativas siempre que quede debidamente 
constatada su identidad.

Artículo 8.  Firma digitalizada o con datos biométricos.

A los efectos de lo previsto en esta resolución, en la formación presencial se permite la 
firma electrónica de las personas responsables de formación, personas formadoras y 
alumnado mediante captura de firma digitalizada o con datos biométricos en cualquiera de 
los documentos que precisen de su firma, que tendrá que estar asociada al correspondiente 
N.I.F. o N.I.E.

El sistema de captura de firma digitalizada deberá garantizar en todo caso la autenticidad 
de los datos correspondientes a la misma.

Se permitirá el uso de medios electrónicos para garantizar la asistencia de las personas 
participantes siempre que quede debidamente constatada la identidad de las personas 
firmantes y reúna los requisitos de seguridad jurídica.

Artículo 9.  Seguimiento y control.

En las actuaciones de seguimiento y control que se realicen se tendrá en cuenta lo 
siguiente:

a) En el caso de la formación cuyo proceso de aprendizaje se desarrolle mediante aula 
virtual, se deberá facilitar, a petición de los órganos de control, la información y los 
instrumentos técnicos necesarios para el ejercicio de las actuaciones de seguimiento y 
control de la actividad formativa, tanto en tiempo real como ex post.
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A tal efecto, se deberá poner a disposición de los órganos de control que lo soliciten los 
medios necesarios para poder realizar la conexión durante la impartición de la formación, 
con el fin de comprobar la ejecución de la actividad formativa y el cumplimiento de los 
requisitos legalmente previstos. Asimismo, el sistema técnico empleado deberá estar 
habilitado para generar registros de actividad a disposición de los órganos de control, con el 
fin de comprobar, una vez finalizada la formación, los tiempos de conexión detallados de 
cada participante y permitir una identificación de los mismos.

b) Durante las actuaciones de seguimiento, al objeto de documentar las mismas, los 
órganos de control podrán recabar la firma de las personas responsables de formación, 
personas formadoras y alumnado, en los documentos de recogida de datos, mediante 
captura de firma digitalizada con datos biométricos, de acuerdo con lo previsto en el artículo 
8.

CAPÍTULO II

Formación programada por las empresas

Artículo 10.  Entidades de formación y destinatarios.

1. Podrán actuar como entidades de formación, siempre que se inscriban en el 
correspondiente registro, mediante declaración responsable, para la impartición de formación 
distinta de las especialidades previstas en el Catálogo de Especialidades Formativas, de 
acuerdo con lo establecido en la Orden ESS/723/2016, de 9 de mayo, además de las demás 
entidades formativas inscritas o que se inscriban, las siguientes:

a) Centros integrados públicos de formación profesional.
b) Centros de Referencia Nacional.
c) Centros públicos del Sistema Nacional de Empleo.
d) Centros públicos de formación de adultos.
e) Universidades públicas y privadas.
f) Cámaras de Comercio.

2. Las empresas podrán organizar la formación e impartir acciones formativas, cuando 
estén inscritas para ello, para personas trabajadoras que presten servicios en otras 
empresas y siempre que éstas les encomienden la formación de sus trabajadores y cumplan 
los requisitos legalmente exigidos para ser beneficiarias del crédito de formación, y respeten 
el procedimiento de información y consulta a la representación legal de los trabajadores 
previsto en el artículo 13 del Real Decreto 694/2017, de 3 de julio, por el que se desarrolla la 
Ley 30/2015, de 9 de septiembre, por la que se regula el Sistema de Formación Profesional 
para el Empleo en el ámbito laboral.

3. Podrán ser destinatarias y participar en la formación programada por las empresas las 
personas trabajadoras contempladas en el artículo 9.1 de la Ley 30/2015, de 9 de 
septiembre. En todo caso, podrán participar las personas trabajadoras cuyos contratos se 
hayan suspendido por un expediente de regulación temporal de empleo, de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 47 del Estatuto de los Trabajadores, durante los periodos de 
suspensión. Según establece el artículo 47.4 de dicho Estatuto de los Trabajadores, podrán 
participar en las acciones formativas los trabajadores durante las suspensiones de contratos, 
con independencia de que la suspensión haya sido por causas económicas, técnicas, 
organizativas o de producción o derivadas de fuerza mayor.

Artículo 11.  Comunicación del inicio de la formación.

1. Las comunicaciones de inicio de la formación y la información relativa a cada acción 
formativa y grupo formativo que establece el artículo 15 del Real Decreto 694/2017, de 3 de 
julio, podrá realizarse hasta dos días antes de la fecha de comienzo de cada grupo.

2. La cancelación o la modificación de los datos de una acción o grupo formativo que 
suponga un cambio de horario, fecha de ejecución, o de localidad deberá ser comunicada, 
en todo caso, con un día de antelación al de la fecha prevista para su comienzo.

3. La falta de comunicación en los plazos mencionados en los apartados anteriores 
implicará que el correspondiente grupo de formación se considere «no realizado» a efectos 
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de aplicar la bonificación en las cotizaciones sociales, salvo que la falta de comunicación en 
plazo se deba a causas imprevisibles, debidamente justificadas y comunicadas en el 
momento en que se produzcan.

CAPÍTULO III

Oferta formativa para personas trabajadoras ocupadas

Artículo 12.  Participación en programas formativos.

1. No obstante lo dispuesto en el artículo 5.1.b) del Real Decreto 694/2017, de 3 de julio, 
a los efectos de la presente resolución, dada la incidencia en el empleo del impacto 
económico y social del COVID-19, se incrementa el porcentaje de personas desempleadas, 
inscritas como demandantes de empleo en los servicios públicos de empleo, hasta un 
máximo del 40 por ciento de participantes en cada programa.

2. Los siguientes colectivos podrán participar en cualquier programa de formación, con 
independencia del tipo y ámbito sectorial del mismo:

a) Personas trabajadoras cuya relación laboral se haya extinguido por un expediente de 
regulación de empleo de acuerdo con lo establecido en los artículos 51 y 52 del texto 
refundido del Estatuto de los Trabajadores, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2015, 
de 23 de octubre.

b) Personas trabajadoras cuyos contratos se hayan suspendido por un expediente de 
regulación temporal de empleo, de acuerdo con lo establecido en el artículo 47 del Estatuto 
de los Trabajadores. Según establece el artículo 47.4 de dicho Estatuto de los Trabajadores, 
podrán participar en las acciones formativas los trabajadores durante las suspensiones de 
contratos, con independencia de que la suspensión haya sido por causas económicas, 
técnicas, organizativas o de producción o derivadas de fuerza mayor. En este caso, los 
trabajadores no tendrán la consideración de desempleados a los efectos de lo previsto en el 
apartado anterior, al mantener vigente, aunque suspendida, su relación laboral con la 
empresa.

c) Personas Trabajadoras autónomas.
d) Personas Trabajadoras de la economía social.

Artículo 13.  Financiación.

A efectos de financiación de los programas formativos, si se producen abandonos, una 
vez impartida al menos el 25 por ciento de la duración de las acciones, se admitirán 
desviaciones de hasta un veinte por ciento del número de participaciones que las hubieran 
iniciado.

Disposición adicional primera.  Suspensión de los permisos individuales de formación.

La actividad formativa asociada a los permisos individuales de formación que se hubiera 
suspendido por la declaración del estado de alarma podrá reanudarse una vez cesada la 
vigencia del mismo.

No obstante, se admitirán los cambios necesarios en las condiciones de concesión de 
los permisos solicitados por los trabajadores a sus empresas para posibilitar al trabajador 
continuar disfrutando del permiso solicitado, en el caso de que las entidades en las que se 
impartan las acciones formativas que constituyen el objeto del permiso, hayan establecido 
medidas para la continuación de la actividad.

Dicha asistencia podrá justificarse mediante certificados o controles que emita el centro 
formativo, o por los medios telemáticos de que disponga la empresa o mediante un 
certificado del responsable de la empresa constatando la misma.

Disposición adicional segunda.  Ampliación del plazo de ejecución de programas y planes 
formativos.

1. Se amplía el plazo de ejecución de todos los programas y planes formativos 
financiados al amparo de las convocatorias indicadas en el anexo de esta resolución, por un 
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tiempo equivalente al del periodo de vigencia del estado de alarma establecido por el Real 
Decreto 463/2020, de 14 de marzo, al que se añadirá un periodo adicional de seis meses.

La referida ampliación tendrá en cuenta, en cada caso, que el cómputo del plazo de 
ejecución se inicia desde la fecha de notificación a los beneficiarios de la resolución de 
concesión de la subvención.

2. Las entidades beneficiarias que estén llevando a cabo planes o programas de 
formación como consecuencia de la ejecución de resoluciones judiciales o administrativas 
distintas de las incluidas en el apartado anterior, podrán ampliar el periodo de ejecución de la 
formación por un número de días igual al que haya estado vigente el estado de alarma.

Disposición adicional tercera.  Convocatoria de planes de formación de ámbito estatal 
dirigidos a la capacitación para el desarrollo de las funciones relacionadas con la 
negociación colectiva y el dialogo social.

1. En la convocatoria para la concesión de subvenciones destinadas a la financiación de 
planes de formación de ámbito estatal, dirigidos a la capacitación para el desarrollo de las 
funciones relacionadas con el diálogo social y la negociación colectiva, aprobada por 
Resolución de 10 de mayo de 2019, del Servicio Público de Empleo Estatal, las 
organizaciones beneficiarias podrán adecuar la metodología de impartición a fin de permitir 
la realización de las actividades formativas previstas, incluyendo la utilización de aula virtual 
como formación presencial y el cambio a modalidad de teleformación, comunicando al 
Servicio Público de Empleo Estatal a través de la Fundación Estatal para la Formación en el 
empleo las adecuaciones realizadas. Estas adecuaciones no supondrán modificación de las 
subvenciones concedidas, manteniéndose el coste del módulo aplicable a las actividades 
formativas.

2. Se amplía el plazo de ejecución de los planes de formación financiados al amparo de 
la convocatoria indicada en el apartado anterior, por un tiempo equivalente al del periodo de 
vigencia del estado de alarma establecido por el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, al 
que se añadirá un periodo adicional de seis meses.

Disposición final única.  Entrada en vigor.

La presente resolución entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 
«Boletín Oficial del Estado».

ANEXO

Resoluciones del Servicio Público de Empleo Estatal
a) Resolución de 11 de mayo de 2018, del Servicio Público de Empleo Estatal, por la que 

se aprueba la convocatoria para la concesión, con cargo al ejercicio presupuestario de 2018, 
de subvenciones públicas para la ejecución de programas de formación de ámbito estatal, 
para la adquisición y mejora de competencias profesionales relacionadas con los cambios 
tecnológicos y la transformación digital, dirigidos prioritariamente a las personas ocupadas.

b) Resolución de 18 de enero de 2019, del Servicio Público de Empleo Estatal, por la 
que se aprueba la convocatoria para la concesión, de subvenciones públicas para la 
ejecución de programas de formación de ámbito estatal, dirigidos prioritariamente a las 
personas ocupadas.
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§ 15

Instrucción de 19 de marzo de 2020, del Ministerio de Sanidad, por la 
que se establecen criterios interpretativos para la gestión de la 

situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19

Ministerio de Sanidad
«BOE» núm. 76, de 20 de marzo de 2020

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2020-3898

El Consejo de Ministros, con fecha 14 de marzo de 2020, ha aprobado el Real Decreto 
463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión de la 
situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, cuyo artículo 4 designa al Ministro 
de Sanidad como autoridad competente delegada en su área de responsabilidad, quedando 
habilitado para dictar las órdenes, resoluciones, disposiciones e instrucciones interpretativas 
que, en la esfera específica de su actuación, sean necesarios para garantizar la prestación 
de todos los servicios, ordinarios o extraordinarios, en orden a la protección de personas, 
bienes y lugares.

Asimismo, el citado artículo 4, en su apartado 3, establece que las medidas que se 
adopten podrán realizarse de oficio o a solicitud motivada de las autoridades autonómicas y 
locales competentes, de acuerdo con la legislación aplicable en cada caso y deberán prestar 
atención a las personas vulnerables.

La evolución de la crisis sanitaria que se desarrolla en el marco del estado de alarma, 
obliga a adaptar y concretar de manera continua las medidas adoptadas, para asegurar la 
eficiencia en la gestión de la crisis.

En este marco, y con el objeto de proteger a los colectivos más vulnerables, se hace 
preciso dictar una instrucción para aclarar que las personas con discapacidad, que tengan 
alteraciones conductuales, como por ejemplo personas con diagnóstico de espectro autista y 
conductas disruptivas, el cual se vea agravado por la situación de confinamiento derivada de 
la declaración del estado de alarma, puedan realizar los desplazamientos que sean 
necesarios, siempre y cuando se respeten las medidas necesarias para evitar el contagio.

En su virtud, resuelvo:

Primero.  Objeto.

Esta instrucción tiene por objeto establecer criterios interpretativos con relación a las 
actividades permitidas y que afectan al libre derecho de circulación de las personas.

Segundo.  Criterios interpretativos.

La actividad de circulación por las vías de uso público permitida para la realización de 
actividades de asistencia y cuidado a mayores, menores, dependientes, personas con 
discapacidad o personas especialmente vulnerables de acuerdo con lo dispuesto en el 
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artículo 7.1.e) del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado 
de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, así 
como la realización de las actividades por causa de fuerza mayor o situación de necesidad 
previstas en el artículo 7.1.g) del citado real decreto, habilitan a las personas con 
discapacidad, que tengan alteraciones conductuales, como por ejemplo personas con 
diagnóstico de espectro autista y conductas disruptivas, el cual se vea agravado por la 
situación de confinamiento derivada de la declaración del estado de alarma, y a un 
acompañante, a circular por las vías de uso público, siempre y cuando se respeten las 
medidas necesarias para evitar el contagio.

Tercero.  Vigencia.

La presente instrucción surtirá plenos efectos a partir de su publicación en el «Boletín 
Oficial del Estado» y mantendrá su eficacia durante toda la vigencia del estado de alarma.
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§ 16

Real Decreto-ley 10/2020, de 29 de marzo, por el que se regula un 
permiso retribuido recuperable para las personas trabajadoras por 
cuenta ajena que no presten servicios esenciales, con el fin de 
reducir la movilidad de la población en el contexto de la lucha contra 

el COVID-19

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 87, de 29 de marzo de 2020
Última modificación: 30 de marzo de 2020

Referencia: BOE-A-2020-4166

Véase, en relación con el ámbito de aplicación, los criterios interpretativos establecidos por la Orden SND/
307/2020, de 30 de marzo. Ref. BOE-A-2020-4196

I

El Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma 
para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, adoptó una 
serie de medidas en relación con la limitación de la movilidad de las personas, así como de 
las actividades sociales y económicas de nuestro país, que han contribuido a contener el 
avance del COVID-19.

Desde entonces se ha procedido a acordar desde el Gobierno, a través de diversos 
instrumentos normativos, distintas iniciativas dirigidas a ordenar la aplicación de las medidas 
que se han entendido como necesarias para proteger a las personas del riesgo de contagio, 
para atender a las que son especialmente vulnerables, para garantizar la prestación de 
servicios sanitarios y sociales esenciales, así como para velar por las empresas y las 
personas trabajadoras que se vean afectadas en el aspecto económico y productivo, de 
modo que puedan recuperar la normalidad tan pronto como sean removidas las 
circunstancias excepcionales que a día de hoy tienen paralizado ya a gran parte del tejido 
productivo, asistencial y de servicios en nuestro país.

Todas estas medidas, particularmente las que han incidido en la limitación de la 
movilidad de las personas, han contribuido a contener el avance del COVID-19. El 
teletrabajo, las medidas de flexibilidad empresarial y el resto de medidas económicas y 
sociales adoptadas en las últimas semanas, están permitiendo al mismo tiempo minimizar el 
impacto negativo sobre el tejido empresarial y el empleo.

Sin embargo, a pesar del impacto que estas medidas de distanciamiento social están 
teniendo para favorecer el control de la epidemia, la cifra total de personas contagiadas y de 
víctimas del COVID-19 que son ingresadas en las Unidades de Cuidados Intensivos, en 
ocasiones durante periodos relativamente largos, con un efecto de acúmulo de pacientes, ha 
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continuado creciendo, provocando una presión creciente sobre el Sistema Nacional de Salud 
y, en particular, sobre los servicios asistenciales.

Por ello, atendiendo a las recomendaciones de los expertos en el ámbito epidemiológico, 
resulta necesario adoptar nuevas medidas que profundicen en el control de la propagación 
del virus y evitar que el acúmulo de pacientes en las Unidades de Cuidados Intensivos lleve 
a su saturación.

II

Teniendo en cuenta que la actividad laboral y profesional es la causa que explica la 
mayoría de los desplazamientos que se producen actualmente en nuestro país, se ha puesto 
de manifiesto la necesidad de adoptar una medida en el ámbito laboral, que permita articular 
la referida limitación de movimientos y reducirla hasta los niveles que permitirán conseguir el 
efecto deseado.

La prioridad de la regulación contenida en esta norma es, por tanto, limitar al máximo la 
movilidad. Y los sectores de actividad a cuyas personas trabajadoras se excluye del disfrute 
obligatorio del permiso se justifican por estrictas razones de necesidad.

III

El presente real decreto-ley regula un permiso retribuido recuperable para personal 
laboral por cuenta ajena, de carácter obligatorio y limitado en el tiempo entre los días 30 de 
marzo y 9 de abril (ambos incluidos), para todo el personal laboral por cuenta ajena que 
preste servicios en empresas o entidades del sector público o privado que desarrollan las 
actividades no esenciales calificadas como tal en el anexo.

Quedan exceptuados de la aplicación del presente real decreto las personas 
trabajadoras que tengan su contrato suspendido durante el período indicado y aquellas que 
puedan continuar prestando servicios a distancia.

Las autoridades competentes delegadas, en su ámbito de competencia, podrán modificar 
o especificar, mediante las órdenes necesarias, las actividades que se ven afectadas por el 
permiso retribuido recuperable previsto en este artículo y sus efectos.

En las disposiciones transitorias se establecen excepciones puntuales y limitadas para (i) 
aquellas actividades que puedan verse perjudicadas de manera irremediable o 
desproporcionada por el permiso establecido en el presente real decreto-ley y (ii) el personal 
de actividades de transporte que se encuentre realizando un servicio en la fecha de entrada 
en vigor de este real decreto-ley.

Por su parte, en las disposiciones adicionales se establecen previsiones específicas para 
empleados públicos y personal con legislación específica propia, servicios esenciales de la 
Administración de Justicia y otros colectivos.

IV

El artículo 86 de la Constitución permite al Gobierno dictar reales decretos-leyes «en 
caso de extraordinaria y urgente necesidad», siempre que no afecten al ordenamiento de las 
instituciones básicas del Estado, a los derechos, deberes y libertades de los ciudadanos 
regulados en el Título I de la Constitución, al régimen de las Comunidades Autónomas ni al 
Derecho electoral general.

El real decreto-ley constituye un instrumento constitucionalmente lícito, siempre que, tal 
como reiteradamente ha exigido nuestro Tribunal Constitucional (sentencias 6/1983, de 4 de 
febrero, F. 5; 11/2002, de 17 de enero, F. 4, 137/2003, de 3 de julio, F. 3, y 189/2005, de 7 
julio, F. 3; 68/2007, F. 10, y 137/2011, F. 7), el fin que justifica la legislación de urgencia sea 
subvenir a una situación concreta, dentro de los objetivos gubernamentales, que por razones 
difíciles de prever requiere una acción normativa inmediata en un plazo más breve que el 
requerido por la vía normal o por el procedimiento de urgencia para la tramitación 
parlamentaria de las leyes, máxime cuando la determinación de dicho procedimiento no 
depende del Gobierno.

Asimismo, la extraordinaria y urgente necesidad de aprobar las medidas que se incluyen 
en este real decreto-ley se inscribe en el juicio político o de oportunidad que corresponde al 
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Gobierno (SSTC 61/2018, de 7 de junio, FJ 4; 142/2014, de 11 de septiembre, FJ 3) y esta 
decisión, sin duda, supone una ordenación de prioridades políticas de actuación (STC, de 30 
de enero de 2019, Recurso de Inconstitucionalidad núm. 2208-2019), y que son medidas de 
índole laboral destinadas a reparar los perjuicios económicos y en el ámbito del empleo, 
derivados de la crisis del COVID-19, así como proteger el empleo y mantener la actividad 
económica. Los motivos de oportunidad que acaban de exponerse demuestran que, en 
ningún caso, el presente real decreto-ley constituye un supuesto de uso abusivo o arbitrario 
de este instrumento constitucional (SSTC 61/2018, de 7 de junio, FJ 4; 100/2012, de 8 de 
mayo, FJ 8; 237/2012, de 13 de diciembre, FJ 4; 39/2013, de 14 de febrero, FJ 5).

En suma, en las medidas que se adoptan en el presente real decreto-ley concurren las 
circunstancias de extraordinaria y urgente necesidad previstas en el artículo 86 de la 
Constitución, considerando, por otra parte, que los objetivos que se pretenden alcanzar con 
el mismo no pueden conseguirse a través de la tramitación de una ley por el procedimiento 
de urgencia.

Asimismo, debe señalarse que este real decreto-ley no afecta al ordenamiento de las 
instituciones básicas del Estado, a los derechos, deberes y libertades de los ciudadanos 
regulados en el Título I de la Constitución Española, al régimen de las Comunidades 
Autónomas ni al Derecho electoral general.

V

Este real decreto-ley responde a los principios de necesidad, eficacia, proporcionalidad, 
seguridad jurídica, transparencia, y eficiencia, tal y como exige la Ley 39/2015, de 1 de 
octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas. A estos 
efectos, pone de manifiesto el cumplimiento de los principios de necesidad y eficacia dado el 
interés general en el que se fundamentan las medidas establecidas, siendo el real-decreto 
ley el instrumento más adecuado para garantizar su consecución. Así, responde a la 
necesidad de minimizar el riesgo de un impacto incontrolado e irreversible de la situación de 
emergencia extraordinaria que se sigue del estado de alerta sanitaria provocada por el 
COVID-19, tanto en la actividad económica como en el mantenimiento y salvaguarda del 
empleo, evitándose así situaciones de desprotección y garantizando el restablecimiento y 
recuperación de la actividad económica.

Del mismo modo, es proporcional, ya que regula los aspectos imprescindibles para 
conseguir su objetivo, limitando sus efectos a la concurrencia de la situación temporal y 
extraordinaria descrita. Igualmente, se ajusta al principio de seguridad jurídica, siendo 
coherente con el resto del ordenamiento jurídico.

Asimismo, cumple también con el principio de transparencia, ya que identifica claramente 
su propósito y se ofrece una explicación, sin que se hayan realizado los trámites de 
participación pública que se establecen en el artículo 26 de la Ley 50/1997, del Gobierno, al 
amparo de la excepción que, para los reales decretos-leyes, regula el apartado 11 del 
aludido precepto. Por último, en relación con el principio de eficiencia, este real decreto-ley 
no impone carga administrativa alguna adicional a las existentes con anterioridad.

En su virtud, haciendo uso de la autorización contenida en el artículo 86 de la 
Constitución Española, a propuesta de la Ministra de Trabajo y Economía Social, y previa 
deliberación del Consejo de Ministros, en su reunión del día 29 de marzo de 2020.

DISPONGO:

Artículo 1.  Ámbito subjetivo de aplicación.

1. El presente real decreto-ley se aplicará a todas las personas trabajadoras por cuenta 
ajena que presten servicios en empresas o entidades del sector público o privado y cuya 
actividad no haya sido paralizada como consecuencia de la declaración de estado de alarma 
establecida por el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo.

2. No obstante, quedan exceptuados del ámbito de aplicación:

a) Las personas trabajadoras que presten servicios en los sectores calificados como 
esenciales en el anexo de este real decreto-ley.
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b) Las personas trabajadoras que presten servicios en las divisiones o en las líneas de 
producción cuya actividad se corresponda con los sectores calificados como esenciales en el 
anexo de este real decreto-ley.

c) Las personas trabajadoras contratadas por (i) aquellas empresas que hayan solicitado 
o estén aplicando un expediente de regulación temporal de empleo de suspensión y (ii) 
aquellas a las que les sea autorizado un expediente de regulación temporal de empleo de 
suspensión durante la vigencia del permiso previsto este real decreto-ley.

d) Las personas trabajadoras que se encuentran de baja por incapacidad temporal o 
cuyo contrato esté suspendido por otras causas legalmente previstas.

e) Las personas trabajadoras que puedan seguir desempeñando su actividad con 
normalidad mediante teletrabajo o cualquiera de las modalidades no presenciales de 
prestación de servicios.

Artículo 2.  Permiso retribuido.

1. Las personas trabajadoras que se encuentren dentro del ámbito de aplicación del 
presente real decreto-ley disfrutarán de un permiso retribuido recuperable, de carácter 
obligatorio, entre el 30 de marzo y el 9 de abril de 2020, ambos inclusive.

2. El presente permiso conllevará que las personas trabajadoras conservarán el derecho 
a la retribución que les hubiera correspondido de estar prestando servicios con carácter 
ordinario, incluyendo salario base y complementos salariales.

Artículo 3.  Recuperación de las horas de trabajo no prestadas durante el permiso 
retribuido.

1. La recuperación de las horas de trabajo se podrá hacer efectiva desde el día siguiente 
a la finalización del estado de alarma hasta el 31 de diciembre de 2020.

2. Esta recuperación deberá negociarse en un periodo de consultas abierto al efecto 
entre la empresa y la representación legal de las personas trabajadoras, que tendrá una 
duración máxima de siete días.

En el supuesto de que no exista representación legal de las personas trabajadoras, la 
comisión representativa de estas para la negociación del periodo de consultas estará 
integrada por los sindicatos más representativos y representativos del sector al que 
pertenezca la empresa y con legitimación para formar parte de la comisión negociadora del 
convenio colectivo de aplicación. La comisión estará conformada por una persona por cada 
uno de los sindicatos que cumplan dichos requisitos, tomándose las decisiones por las 
mayorías representativas correspondientes. En caso de no conformarse esta representación, 
la comisión estará integrada por tres personas trabajadoras de la propia empresa, elegidos 
conforme a lo recogido en el artículo 41.4 del Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de 
octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores.

En cualquiera de los supuestos anteriores, la comisión representativa deberá estar 
constituida en el improrrogable plazo de cinco días.

Durante el periodo de consultas, las partes deberán negociar de buena fe, con vistas a la 
consecución de un acuerdo. Dicho acuerdo requerirá la conformidad de la mayoría de las 
personas que integran la representación legal de las personas trabajadoras o, en su caso, de 
la mayoría de los miembros de la comisión representativa siempre que, en ambos casos, 
representen a la mayoría de las personas que se hayan visto afectadas por este permiso 
extraordinario.

Las partes podrán acordar en cualquier momento la sustitución del periodo de consultas 
por los procedimientos de mediación o arbitraje previstos en los acuerdos interprofesionales 
de ámbito estatal o autonómico a los que hace referencia el artículo 83 de la Ley del Estatuto 
de los Trabajadores.

El acuerdo que se alcance podrá regular la recuperación de todas o de parte de las 
horas de trabajo durante el permiso regulado en este artículo, el preaviso mínimo con que la 
persona trabajadora debe conocer el día y la hora de la prestación de trabajo resultante, así 
como el periodo de referencia para la recuperación del tiempo de trabajo no desarrollado.

De no alcanzarse acuerdo durante este periodo de consultas, la empresa notificará a las 
personas trabajadoras y a la comisión representativa, en el plazo de siete días desde la 
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finalización de aquel, la decisión sobre la recuperación de las horas de trabajo no prestadas 
durante la aplicación del presente permiso.

3. En cualquier caso, la recuperación de estas horas no podrá suponer el incumplimiento 
de los periodos mínimos de descanso diario y semanal previstos en la ley y en el convenio 
colectivo, el establecimiento de un plazo de preaviso inferior al recogido en el artículo 34.2 
de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, ni la superación de la jornada máxima anual 
prevista en el convenio colectivo que sea de aplicación. Asimismo, deberán ser respetados 
los derechos de conciliación de la vida personal, laboral y familiar reconocidos legal y 
convencionalmente.

Artículo 4.  Actividad mínima indispensable.

Las empresas que deban aplicar el permiso retribuido recuperable regulado en este 
artículo podrán, en caso de ser necesario, establecer el número mínimo de plantilla o los 
turnos de trabajo estrictamente imprescindibles con el fin de mantener la actividad 
indispensable. Esta actividad y este mínimo de plantilla o turnos tendrá como referencia la 
mantenida en un fin de semana ordinario o en festivos.

Artículo 5.  Adaptación de actividades.

El Ministro de Sanidad, en su condición de autoridad competente delegada, 
podrá modificar o especificar, mediante las órdenes necesarias, las actividades que se ven 
afectadas por el permiso retribuido recuperable previsto en este artículo y sus efectos.

Disposición transitoria primera.  Garantías para la reanudación de la actividad 
empresarial.

En aquellos casos en los que resulte imposible interrumpir de modo inmediato la 
actividad, las personas trabajadoras incluidas en el ámbito subjetivo de este real decreto-ley 
podrán prestar servicios el lunes 30 de marzo de 2020 con el único propósito de llevar a 
cabo las tareas imprescindibles para poder hacer efectivo el permiso retribuido recuperable 
sin perjudicar de manera irremediable o desproporcionada la reanudación de la actividad 
empresarial.

Disposición transitoria segunda.  Continuidad de los servicios de transporte.

Aquellas personas trabajadoras del ámbito del transporte que se encuentren realizando 
un servicio no incluido en este real decreto-ley en el momento de su entrada en vigor, 
iniciarán el permiso retribuido recuperable una vez finalizado el servicio en curso, incluyendo 
como parte del servicio, en su caso, la operación de retorno correspondiente.

Disposición adicional primera.  Empleados públicos.

El Ministerio de Política Territorial y Función Pública y los competentes en las 
comunidades autónomas y entidades locales quedan habilitados para dictar las instrucciones 
y resoluciones que sean necesarias para regular la prestación de servicios de los empleados 
públicos incluidos en el ámbito de aplicación del Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de 
octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado 
Público, con el objeto de mantener el funcionamiento de los servicios públicos que se 
consideren esenciales.

Disposición adicional segunda.  Personal con legislación específica propia.

1. Respecto del personal comprendido en el artículo 4 del Real Decreto Legislativo 
5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto 
Básico del Empleado Público, se dictarán las instrucciones y resoluciones necesarias para 
determinar el régimen jurídico aplicable tanto en lo que se refiere al carácter esencial de sus 
servicios como a la organización concreta de los mismos.

2. Las instrucciones y resoluciones a que se refiere el apartado primero se dictarán, en 
sus respectivos ámbitos, por las autoridades competentes de las Cortes Generales, de los 
demás Órganos Constitucionales del Estado, por el Ministerio de Defensa, por el Ministerio 
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del Interior, por el Ministerio de Justicia, por el Centro Nacional de Inteligencia y por el Banco 
de España y el Fondo de Garantía de Depósitos.

Disposición adicional tercera.  Servicios esenciales en la Administración de Justicia.

Los jueces, fiscales, letrados de la Administración de Justicia y demás personal al 
servicio de la misma seguirán atendiendo las actuaciones procesales no suspendidas por el 
Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la 
gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, y, de esta manera, 
cumplirán con los servicios esenciales fijados consensuadamente por el Ministerio de 
Justicia, el Consejo General del Poder Judicial, la Fiscalía General del Estado y las 
comunidades autónomas con competencias en la materia, y plasmados en la Resolución del 
Secretario de Estado de Justicia de fecha 14 de marzo de 2020, con las adaptaciones que 
en su caso sean necesarias a la vista de lo dispuesto en el presente Real Decreto-Ley. 
Asimismo, continuarán prestando servicios el personal de Administración de Justicia que sea 
necesario para la prestación de servicios esenciales del Registro Civil conforme a las 
Instrucciones del Ministerio de Justicia.

Disposición adicional cuarta.  Continuación de actividad.

Podrán continuar las actividades no incluidas en el anexo que hayan sido objeto de 
contratación a través del procedimiento establecido en el artículo 120 de la Ley 9/2017, de 8 
de noviembre, de Contratos del Sector Público.

Disposición adicional quinta.  Personal de empresas adjudicatarias de contratos del sector 
público.

El permiso retribuido recuperable regulado en este real decreto-ley no resultará de 
aplicación a las personas trabajadoras de las empresas adjudicatarias de contratos de obras, 
servicios y suministros del sector público que sean indispensables para el mantenimiento y 
seguridad de los edificios y la adecuada prestación de los servicios públicos, incluida la 
prestación de los mismos de forma no presencial, todo ello sin perjuicio de lo establecido en 
el artículo 34 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes 
extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del COVID-19.

Disposición final única.  Entrada en vigor.

Este real decreto-ley entrará en vigor el mismo día de su publicación en el «Boletín 
Oficial del Estado».

ANEXO
No será objeto de aplicación el permiso retribuido regulado en el presente real decreto-

ley a las siguientes personas trabajadoras por cuenta ajena:

1. Las que realicen las actividades que deban continuar desarrollándose al amparo de 
los artículos 10.1, 10.4, 14.4, 16, 17 y 18, del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el 
que se declara el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria 
ocasionada por el COVID-19 y de la normativa aprobada por la Autoridad Competente y las 
Autoridades Competentes Delegadas.

2. Las que trabajan en las actividades que participan en la cadena de abastecimiento del 
mercado y en el funcionamiento de los servicios de los centros de producción de bienes y 
servicios de primera necesidad, incluyendo alimentos, bebidas, alimentación animal, 
productos higiénicos, medicamentos, productos sanitarios o cualquier producto necesario 
para la protección de la salud, permitiendo la distribución de los mismos desde el origen 
hasta el destino final.

3. Las que prestan servicios en las actividades de hostelería y restauración que prestan 
servicios de entrega a domicilio.

4. Las que prestan servicios en la cadena de producción y distribución de bienes, 
servicios, tecnología sanitaria, material médico, equipos de protección, equipamiento 
sanitario y hospitalario y cualesquiera otros materiales necesarios para la prestación de 
servicios sanitarios.
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5. Aquellas imprescindibles para el mantenimiento de las actividades productivas de la 
industria manufacturera que ofrecen los suministros, equipos y materiales necesarios para el 
correcto desarrollo de las actividades esenciales recogidas en este anexo.

6. Las que realizan los servicios de transporte, tanto de personas como de mercancías, 
que se continúen desarrollando desde la declaración del estado de alarma, así como de 
aquéllas que deban asegurar el mantenimiento de los medios empleados para ello, al 
amparo de la normativa aprobada por la autoridad competente y las autoridades 
competentes delegadas desde la declaración del estado de alarma.

7. Las que prestan servicios en Instituciones Penitenciarias, de protección civil, 
salvamento marítimo, salvamento y prevención y extinción de incendios, seguridad de las 
minas, y de tráfico y seguridad vial. Asimismo, las que trabajan en las empresas de 
seguridad privada que prestan servicios de transporte de seguridad, de respuesta ante 
alarmas, de ronda o vigilancia discontinua, y aquellos que resulte preciso utilizar para el 
desempeño de servicios de seguridad en garantía de los servicios esenciales y el 
abastecimiento a la población.

8. Las indispensables que apoyan el mantenimiento del material y equipos de las fuerzas 
armadas.

9. Las de los centros, servicios y establecimientos sanitarios, así como a las personas 
que (i) atiendan mayores, menores, personas dependientes o personas con discapacidad, y 
las personas que trabajen en empresas, centros de I+D+I y biotecnológicos vinculados al 
COVID-19, (ii) los animalarios a ellos asociados, (iii) el mantenimiento de los servicios 
mínimos de las instalaciones a ellos asociados y las empresas suministradoras de productos 
necesarios para dicha investigación, y (iv) las personas que trabajan en servicios funerarios 
y otras actividades conexas.

10. Las de los centros, servicios y establecimientos de atención sanitaria a animales.
11. Las que prestan servicios en puntos de venta de prensa y en medios de 

comunicación o agencias de noticias de titularidad pública y privada, así como en su 
impresión o distribución.

12. Las de empresas de servicios financieros, incluidos los bancarios, de seguros y de 
inversión, para la prestación de los servicios que sean indispensables, y las actividades 
propias de las infraestructuras de pagos y de los mercados financieros.

13. Las de empresas de telecomunicaciones y audiovisuales y de servicios informáticos 
esenciales, así como aquellas redes e instalaciones que los soportan y los sectores o 
subsectores necesarios para su correcto funcionamiento, especialmente aquéllos que 
resulten imprescindibles para la adecuada prestación de los servicios públicos, así como el 
funcionamiento del trabajo no presencial de los empleados públicos.

14. Las que prestan servicios relacionados con la protección y atención de víctimas de 
violencia de género.

15. Las que trabajan como abogados, procuradores, graduados sociales, traductores, 
intérpretes y psicólogos y que asistan a las actuaciones procesales no suspendidas por el 
Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la 
gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19 y, de esta manera, 
cumplan con los servicios esenciales fijados consensuadamente por el Ministerio de Justicia, 
Consejo General del Poder Judicial, la Fiscalía General del Estado y las Comunidades 
Autónomas con competencias en la materia y plasmados en la Resolución del Secretario de 
Estado de Justicia de fecha 14 de marzo de 2020, y las adaptaciones que en su 
caso puedan acordarse.

16. Las que prestan servicios en despachos y asesorías legales, gestorías 
administrativas y de graduados sociales, y servicios ajenos y propios de prevención de 
riesgos laborales, en cuestiones urgentes.

17. Las que prestan servicios en las notarías y registros para el cumplimiento de los 
servicios esenciales fijados por la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública.

18. Las que presten servicios de limpieza, mantenimiento, reparación de averías 
urgentes y vigilancia, así como que presten servicios en materia de recogida, gestión y 
tratamiento de residuos peligrosos, así como de residuos sólidos urbanos, peligrosos y no 
peligrosos, recogida y tratamiento de aguas residuales, actividades de descontaminación y 
otros servicios de gestión de residuos y transporte y retirada de subproductos o en 
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cualquiera de las entidades pertenecientes al Sector Público, de conformidad con lo 
establecido en el artículo 3 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector 
Público.

19. Las que trabajen en los Centros de Acogida a Refugiados y en los Centros de 
Estancia Temporal de Inmigrantes y a las entidades públicas de gestión privada 
subvencionadas por la Secretaría de Estado de Migraciones y que operan en el marco de la 
Protección Internacional y de la Atención Humanitaria.

20. Las que trabajan en actividades de abastecimiento, depuración, conducción, 
potabilización y saneamiento de agua.

21. Las que sean indispensables para la provisión de servicios meteorológicos de 
predicción y observación y los procesos asociados de mantenimiento, vigilancia y control de 
procesos operativos.

22. Las del operador designado por el Estado para prestar el servicio postal universal, 
con el fin de prestar los servicios de recogida, admisión, transporte, clasificación, distribución 
y entrega a los exclusivos efectos de garantizar dicho servicio postal universal.

23. Las que prestan servicios en aquellos sectores o subsectores que participan en la 
importación y suministro de material sanitario, como las empresas de logística, transporte, 
almacenaje, tránsito aduanero (transitarios) y, en general, todas aquellas que participan en 
los corredores sanitarios.

24. Las que trabajan en la distribución y entrega de productos adquiridos en el comercio 
por internet, telefónico o correspondencia.

25. Cualesquiera otras que presten servicios que hayan sido considerados esenciales.

Información relacionada

• El Real Decreto-ley 10/2020, de 29 de marzo, ha sido convalidado por Acuerdo del Congreso 
de los Diputados, publicado por Resolución de 9 de abril de 2020. Ref. BOE-A-2020-4426
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§ 17

Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes 
extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del 

COVID-19. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 73, de 18 de marzo de 2020
Última modificación: 27 de mayo de 2020

Referencia: BOE-A-2020-3824

[ . . . ]

III

[ . . . ]

Artículo 6.  Plan MECUIDA.

1. Las personas trabajadoras por cuenta ajena que acrediten deberes de cuidado 
respecto del cónyuge o pareja de hecho, así como respecto de los familiares por 
consanguinidad hasta el segundo grado de la persona trabajadora, tendrán derecho a 
acceder a la adaptación de su jornada y/o a la reducción de la misma en los términos 
previstos en el presente artículo, cuando concurran circunstancias excepcionales 
relacionadas con las actuaciones necesarias para evitar la transmisión comunitaria del 
COVID-19.

Se entenderá que concurren dichas circunstancias excepcionales cuando sea necesaria 
la presencia de la persona trabajadora para la atención de alguna de las personas indicadas 
en el apartado anterior que, por razones de edad, enfermedad o discapacidad, necesite de 
cuidado personal y directo como consecuencia directa del COVID-19. Asimismo, se 
considerará que concurren circunstancias excepcionales cuando existan decisiones 
adoptadas por las Autoridades gubernativas relacionadas con el COVID-19 que impliquen 
cierre de centros educativos o de cualquier otra naturaleza que dispensaran cuidado o 
atención a la persona necesitada de los mismos. También se considerará que concurren 
circunstancias excepcionales que requieren la presencia de la persona trabajadora, cuando 
la persona que hasta el momento se hubiera encargado del cuidado o asistencia directos de 
cónyuge o familiar hasta segundo grado de la persona trabajadora no pudiera seguir 
haciéndolo por causas justificadas relacionadas con el COVID-19.

El derecho previsto en este artículo es un derecho individual de cada uno de los 
progenitores o cuidadores, que debe tener como presupuesto el reparto corresponsable de 
las obligaciones de cuidado y la evitación de la perpetuación de roles, debiendo ser 
justificado, razonable y proporcionado en relación con la situación de la empresa, 
particularmente en caso de que sean varias las personas trabajadoras que acceden al 
mismo en la misma empresa.
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Los conflictos que pudieran generarse por la aplicación del presente artículo serán 
resueltos por la jurisdicción social a través del procedimiento establecido en el artículo 139 
de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, Reguladora de la Jurisdicción Social. El ejercicio de los 
derechos previstos en el presente artículo se considera ejercicio de derechos de conciliación 
a todos los efectos.

2. El derecho a la adaptación de la jornada por deberes de cuidado por circunstancias 
excepcionales relacionadas con el COVID-19 es una prerrogativa cuya concreción inicial 
corresponde a la persona trabajadora, tanto en su alcance como en su contenido, siempre y 
cuando esté justificada, sea razonable y proporcionada, teniendo en cuenta las necesidades 
concretas de cuidado que debe dispensar la persona trabajadora, debidamente acreditadas, 
y las necesidades de organización de la empresa. Empresa y persona trabajadora deberán 
hacer lo posible por llegar a un acuerdo.

El derecho a la adaptación de la jornada podrá referirse a la distribución del tiempo de 
trabajo o a cualquier otro aspecto de las condiciones de trabajo, cuya alteración o ajuste 
permita que la persona trabajadora pueda dispensar la atención y cuidado objeto del 
presente artículo. Puede consistir en cambio de turno, alteración de horario, horario flexible, 
jornada partida o continuada, cambio de centro de trabajo, cambio de funciones, cambio en 
la forma de prestación del trabajo, incluyendo la prestación de trabajo a distancia, o en 
cualquier otro cambio de condiciones que estuviera disponible en la empresa o que pudiera 
implantarse de modo razonable y proporcionado, teniendo en cuenta el carácter temporal y 
excepcional de las medidas contempladas en la presente norma,, que se limita al período 
excepcional de duración del COVID-19.

3. Las personas trabajadoras tendrán derecho a una reducción especial de la jornada de 
trabajo en las situaciones previstas en el artículo 37.6, del Estatuto de los Trabajadores, 
cuando concurran las circunstancias excepcionales previstas en el apartado primero de este 
artículo, con la reducción proporcional de su salario. Salvo por las peculiaridades que se 
exponen a continuación, esta reducción especial se regirá por lo establecido en los artículos 
37.6 y 37.7 del Estatuto de los Trabajadores así como por el resto de normas que atribuyen 
garantías, beneficios, o especificaciones de cualquier naturaleza a las personas que 
acceden a los derechos establecidos en estos preceptos.

La reducción de jornada especial deberá ser comunicada a la empresa con 24 horas de 
antelación, y podrá alcanzar el cien por cien de la jornada si resultara necesario, sin que ello 
implique cambio de naturaleza a efectos de aplicación de los derechos y garantías 
establecidos en el ordenamiento para la situación prevista en el artículo 37.6 del Estatuto de 
los Trabajadores.

En caso de reducciones de jornada que lleguen al 100 % el derecho de la persona 
trabajadora deberá estar justificado y ser razonable y proporcionado en atención a la 
situación de la empresa.

En el supuesto establecido en el artículo 37.6 segundo párrafo no será necesario que el 
familiar que requiere atención y cuidado no desempeñe actividad retribuida.

4. En el caso de que la persona trabajadora se encontrara disfrutando ya de una 
adaptación de su jornada por conciliación, o de reducción de jornada por cuidado de hijos o 
familiares, o de alguno de los derechos de conciliación previstos en el ordenamiento laboral, 
incluidos los establecidos en el propio artículo 37, podrá renunciar temporalmente a él o 
tendrá derecho a que se modifiquen los términos de su disfrute siempre que concurran las 
circunstancias excepcionales previstas en el apartado primero de este artículo, debiendo la 
solicitud limitarse al periodo excepcional de duración de la crisis sanitaria y acomodarse a las 
necesidades concretas de cuidado que debe dispensar la persona trabajadora, debidamente 
acreditadas, así como a las necesidades de organización de la empresa, presumiéndose que 
la solicitud está justificada, es razonable y proporcionada salvo prueba en contrario.

Téngase en cuenta que se prorroga lo establecido en este artículo, que se mantendrá 
vigente durante los dos meses posteriores al cumplimiento de la vigencia prevista en el párrafo 
primero de la disposición final décima del presente Real Decreto-ley 8/2020, y en atención a las 
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circunstancias, cabrán prórrogas adicionales por parte del Gobierno, según establece el art. 15 
del Real Decreto-ley 15/2020, de 21 de abril. Ref. BOE-A-2020-4554

[ . . . ]
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§ 18

Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan 
medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico 

para hacer frente al COVID-19. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 91, de 1 de abril de 2020

Última modificación: 27 de mayo de 2020
Referencia: BOE-A-2020-4208

[ . . . ]

VI

Artículo 30.  Beneficiarios del subsidio extraordinario por falta de actividad para las 
personas integradas en el Sistema Especial de Empleados de Hogar del Régimen General 
de la Seguridad Social.

1. Tendrán derecho al subsidio extraordinario por falta de actividad las personas que, 
estando de alta en el Sistema Especial de Empleados del Hogar del Régimen General de la 
Seguridad Social antes de la entrada en vigor del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, 
por el que se declara el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria 
ocasionada por el COVID-19, se encuentren en alguna de las siguientes situaciones:

– Hayan dejado de prestar servicios, total o parcialmente, con carácter temporal, a fin de 
reducir el riesgo de contagio, por causas ajenas a su voluntad, en uno o varios domicilios y 
con motivo de la crisis sanitaria del COVID-19.

– Se haya extinguido su contrato de trabajo por la causa de despido recogida en el 
artículo 49.1.k del Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, por el que se aprueba 
el Texto Refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores o por el desistimiento del 
empleador o empleadora, en los términos previstos en el artículo 11.3 del Real Decreto 
1620/2011, de 14 de noviembre, por el que se regula la relación laboral de carácter especial 
del servicio del hogar familiar, con motivo de la crisis sanitaria del COVID-19.

2. La acreditación del hecho causante deberá efectuarse por medio de una declaración 
responsable, firmada por la persona empleadora o personas empleadoras, respecto de las 
cuales se haya producido la disminución total o parcial de servicios. En el supuesto de 
extinción del contrato de trabajo, este podrá acreditarse por medio de carta de despido, 
comunicación del desistimiento de la empleadora o empleador, o documentación acreditativa 
de la baja en el Sistema Especial de Empleados del Hogar del Régimen General de la 
Seguridad Social.
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Artículo 31.  Cuantía del subsidio.

1. La cuantía del subsidio extraordinario por falta de actividad será el resultado de aplicar 
a la base reguladora correspondiente a la actividad que se hubiera dejado de desempeñar el 
porcentaje determinado en este apartado.

2. La base reguladora diaria de la prestación estará constituida por la base de cotización 
del empleado de hogar correspondiente al mes anterior al hecho causante, dividida entre 30.

Si fueran varios los trabajos desempeñados en este sistema especial, se calculará la 
base reguladora correspondiente a cada uno de los distintos trabajos que hubieran dejado 
de realizarse.

3. La cuantía del subsidio será el resultado de aplicar un porcentaje del setenta por 
ciento a la base reguladora referida, y no podrá ser superior al Salario Mínimo 
Interprofesional, excluida la parte proporcional de las pagas extraordinarias. En el caso de 
pérdida parcial de la actividad, la cuantía del subsidio indicada se percibirá en proporción 
directa al porcentaje de reducción de jornada que haya experimentado la persona 
trabajadora.

Cuando fueran varios los trabajos desempeñados, la cuantía total del subsidio será la 
suma de las cantidades obtenidas aplicando a las distintas bases reguladoras 
correspondientes a cada uno de los distintos trabajos el porcentaje del setenta por ciento, 
teniendo dicha cuantía total el mismo límite previsto en el apartado anterior. En el caso de 
pérdida parcial de la actividad, en todos o alguno de los trabajos desempeñados, se aplicará 
a cada una de las cantidades obtenidas el porcentaje de reducción de jornada que haya 
experimentado la persona trabajadora en la actividad correspondiente; si la cuantía total del 
subsidio, previamente a la aplicación de dichos porcentajes, alcanzara el importe del Salario 
Mínimo Interprofesional, excluida la parte proporcional de las pagas extraordinarias, se 
prorrateará dicho importe entre todos los trabajos desempeñados atendiendo a la cuantía de 
las bases de cotización durante el mes anterior al hecho causante de cada uno de ellos, 
aplicándose a las cantidades así obtenidas el porcentaje de reducción de jornada que haya 
experimentado la persona trabajadora en la actividad correspondiente.

4. Este subsidio extraordinario por falta de actividad se percibirá por periodos mensuales, 
desde la fecha del nacimiento del derecho. A estos efectos, se entenderá por fecha efectiva 
de nacimiento del derecho aquella identificada en la declaración responsable referida en el 
artículo anterior cuando el hecho causante consista en la reducción de la actividad, o la 
fecha de baja en la Seguridad Social, en el caso del fin de la relación laboral.

Artículo 32.  Compatibilidades e incompatibilidades del subsidio extraordinario.

1. El subsidio extraordinario por falta de actividad será compatible con las percepciones 
derivadas de las actividades por cuenta propia o por cuenta ajena que se estuvieran 
desarrollando en el momento de su devengo, incluyendo las que determinan el alta en el 
Sistema Especial de la Seguridad Social de los Empleados de Hogar del Régimen General 
de la Seguridad Social, siempre que la suma de los ingresos derivados del subsidio y el resto 
de actividades no sea superior al Salario Mínimo Interprofesional.

2. El subsidio extraordinario por falta de actividad será incompatible con el subsidio por 
incapacidad temporal y con el permiso retribuido recuperable regulado en el Real Decreto-
ley 10/2020, de 29 de marzo, por el que se regula un permiso para las personas trabajadoras 
por cuenta ajena que no presten servicios esenciales, con el fin de reducir la movilidad de la 
población en el contexto de la lucha contra el COVID-19.

[ . . . ]

Disposición transitoria tercera.  Carácter retroactivo y tramitación del subsidio 
extraordinario por falta de actividad de las personas integradas en el Sistema Especial de 
Empleados del Hogar y del subsidio de desempleo excepcional por fin de contrato temporal.

1. El subsidio extraordinario por falta de actividad y el subsidio de desempleo 
excepcional por fin de contrato temporal previstos en este real decreto-ley serán de 
aplicación a los hechos causantes definidos en los mismos aun cuando se hayan producido 
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con anterioridad a su entrada en vigor, siempre que estos se hubieran producido con 
posterioridad a la entrada en vigor del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo.

2. El Servicio Público de Empleo Estatal establecerá en el plazo de un mes, a partir de la 
entrada en vigor del presente real decreto-ley, el procedimiento para la tramitación de 
solicitudes, que determinará los formularios, sistema de tramitación (presencial o telemático) 
y los plazos para su presentación.

[ . . . ]

COVID-19: COLECTIVOS VULNERABLES

§ 18  Subsidio extraordinario Sistema Especial de Empleados de Hogar  [parcial]

– 163 –



§ 19

Resolución de 30 de abril de 2020, del Servicio Público de Empleo 
Estatal, por la que se desarrolla el procedimiento para la tramitación 
de solicitudes del subsidio extraordinario por falta de actividad para 
las personas integradas en el Sistema Especial para Empleados de 
Hogar del Régimen General de la Seguridad Social regulado en el 
Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan 
medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico 

para hacer frente al COVID-19

Ministerio de Trabajo y Economía Social
«BOE» núm. 124, de 4 de mayo de 2020
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2020-4801

La emergencia sanitaria provocada por el coronavirus COVID-19 ha tenido un impacto 
directo en la economía y en la sociedad, que junto a las medidas sanitarias de contención, 
ha derivado en una necesaria reducción de las relaciones sociales y laborales con el fin de 
mitigar la propagación del virus, restringiendo la movilidad y paralizando ciertas actividades.

En estas circunstancias excepcionales, el Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por 
el que se adoptan medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico para 
hacer frente al COVID-19 ha establecido medidas orientadas a proteger el empleo y a 
ayudar a las personas más vulnerables, entre las que se encuentra el colectivo de las 
empleadas de hogar.

El subsidio extraordinario por falta de actividad para las personas integradas en el 
Sistema Especial para Empleados de Hogar, de acuerdo con lo dispuesto en la Exposición 
de Motivos del citado Real Decreto-ley, protege la falta de actividad, la reducción de las 
horas trabajadas o la extinción del contrato como consecuencia del COVID-19. La cuantía 
del subsidio dependerá de la retribución percibida con anterioridad, así como de la reducción 
de actividad que se sufra, exigiéndose una prueba acreditativa de dicha reducción al 
empleador. Este subsidio es compatible con el mantenimiento de otras actividades y la 
cuantía máxima a recibir será el importe mensual del SMI.

La Ley 27/2011, de 1 de agosto, sobre actualización, adecuación y modernización del 
sistema de Seguridad Social determinó la integración del Régimen Especial de la Seguridad 
Social de los Empleados de Hogar en el Régimen General, mediante el establecimiento de 
un sistema especial, y equiparó en términos generales la protección otorgada si bien excluyó 
expresamente la contingencia de desempleo, de modo que aquellas personas trabajadoras 
del Sistema Especial para Empleados de Hogar que acreditasen cotizaciones sólo en el 
mismo no tendrían derecho a la prestación por desempleo, ya que en dicho Sistema no se 
cotiza por dicha contingencia.
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El subsidio extraordinario se configura así como un instrumento adecuado para paliar 
esa situación de desprotección, al que se ha dotado de una regulación específica e 
independiente de la contenida en el título III de la Ley General de la Seguridad Social 
aprobado por el Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, para las prestaciones por 
desempleo, circunstancia que se justifica por tratarse de una medida que, al margen de tener 
como destinatarias a personas que pertenecen a un colectivo no incluido en dicha Ley, 
presenta unos requisitos de acceso y unas características en cuanto a la duración, cuantía, 
incompatibilidades, etc., muy distintas a las establecidas para las prestaciones por 
desempleo de nivel contributivo o asistencial, lo que impide que su gestión pueda realizarse 
del modo previsto para aquellas.

El Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, establece en su disposición transitoria 
tercera que en el plazo de un mes a partir de su entrada en vigor, el Servicio Público de 
Empleo Estatal (SEPE) establecerá el procedimiento para la tramitación de solicitudes, 
determinará los formularios, sistema de tramitación (presencial o telemático) y los plazos 
para su presentación.

En virtud de lo anterior, esta Dirección General del Servicio Público de Empleo Estatal 
dicta la presente resolución:

Primera.  Objeto de la resolución.

La presente Resolución tiene por objeto establecer el procedimiento para la tramitación 
del subsidio extraordinario por falta de actividad para las personas integradas en el Sistema 
Especial para Empleados de Hogar regulado en los artículos 30, 31 y 32 del Real Decreto-
ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes complementarias en 
el ámbito social y económico para hacer frente al COVID-19.

Segunda.  Ámbito subjetivo de aplicación y hecho causante.

Serán beneficiarias del subsidio extraordinario por falta de actividad para las personas 
integradas en el Sistema Especial para Empleados de Hogar del Régimen General de la 
Seguridad Social las personas que, estando de alta en dicho Sistema Especial antes la 
entrada en vigor del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado 
de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, se 
encuentren en alguna de las siguientes situaciones:

a) Hayan dejado de prestar servicios, total o parcialmente, con carácter temporal, a fin de 
reducir el riesgo de contagio, por causas ajenas a su voluntad, en uno o varios domicilios 
con motivo de la crisis sanitaria del COVID-19.

b) Se haya extinguido su contrato de trabajo por la causa de despido recogida en el 
artículo 49.1.k) del Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, por el que se aprueba 
el Texto Refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, por el desistimiento del 
empleador o empleadora, en los términos previstos en el artículo 11.3 del Real Decreto 
1620/2011, de 14 de noviembre, por el que se regula la relación laboral de carácter especial 
del servicio del hogar familiar, por muerte o cualquier otra causa de fuerza mayor imputable 
al empleador que imposibilite definitivamente la prestación del trabajo, siempre que las 
causas que determinen la extinción del contrato sean ajenas a la voluntad de la persona 
trabajadora y se deban a la crisis sanitaria del COVID-19.

Los hechos causantes deberán haberse producido con posterioridad al día 14 de marzo, 
fecha de entrada en vigor del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, y durante la vigencia 
del estado de alarma.

Tercera.  Solicitud del subsidio extraordinario y plazo de presentación.

1. El subsidio extraordinario deberá solicitarse presentando el formulario disponible en la 
sede electrónica (SEPE) debidamente cumplimentado.

La solicitud se acompañará de la declaración responsable firmada por la persona o 
personas empleadoras, en la que se confirme que los datos consignados por la persona 
trabajadora en la solicitud sobre la relación laboral que les une son ciertos.
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2. La presentación de la solicitud se realizará preferentemente por medios electrónicos a 
través de la sede electrónica del SEPE, del Registro Electrónico General de la AGE, así 
como por cualquiera de los medios establecidos en el artículo 16.4 de la Ley 39/2015, de 1 
de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.

3. El plazo de presentación de la solicitud se iniciará al día siguiente de la publicación de 
la presente resolución en el «Boletín Oficial del Estado» y finalizará el último día de vigencia 
de la medida, de conformidad con la disposición final duodécima del Real Decreto-ley 
11/2020, de 31 de marzo.

Cuarta.  Documentación a acompañar y acreditación del hecho causante.

1. En el caso de que la persona trabajadora haya dejado de prestar servicios con 
carácter temporal, total o parcialmente, y por tanto se mantenga de alta en el Sistema 
Especial para Empleados de Hogar, el hecho causante se acreditará mediante la 
presentación de una declaración responsable suscrita por el empleador.

En el caso de que haya varios empleadores se deberá presentar una declaración por 
cada uno de los trabajos suspendidos total o parcialmente.

Esta declaración responsable se realizará en el modelo disponible en la sede electrónica 
del SEPE. En todo caso, la declaración responsable del empleador o titular del hogar familiar 
acredita y declara que la persona trabajadora ha dejado de prestar servicios, total o 
parcialmente, con carácter temporal, a fin de reducir el riesgo de contagio, por causas ajenas 
a su voluntad, en el domicilio del empleador con motivo de la crisis sanitaria del COVID-19.

2. En el supuesto de extinción del contrato de trabajo por las causas detalladas en la 
instrucción segunda, letra b), para acreditar la concurrencia de los requisitos exigidos para 
acceder al subsidio deberá aportarse junto a la solicitud, bien la carta de despido, bien la 
comunicación del desistimiento de la persona empleadora, o bien la documentación 
acreditativa de la baja en el Sistema Especial para Empleados del Hogar del Régimen 
General de la Seguridad Social. En este caso no será necesario aportar la declaración 
responsable de la persona empleadora.

3. En caso de que en el momento del hecho causante se mantengan otra u otras 
relaciones laborales, deberá aportarse declaración responsable suscrita por el empleador o 
empleadores haciendo constar las retribuciones netas percibidas.

Así mismo, si en el momento del hecho causante la persona solicitante estuviera 
realizando una actividad por cuenta propia deberá aportar la documentación que acredite los 
ingresos derivados de aquella o hacerlo constar en una declaración responsable.

Quinta.  Nacimiento del derecho y duración.

1. El derecho al subsidio nacerá a partir de la fecha en que se produzca la reducción 
total o parcial de la actividad, o a partir del día en que se extinga la relación laboral.

A estos efectos, se entenderá por fecha efectiva de nacimiento del derecho la que conste 
en la declaración responsable suscrita por el empleador cuando el hecho causante consista 
en la reducción de la actividad, o la fecha de baja en la Seguridad Social en el caso de 
extinción de la relación laboral.

2. Si en el momento del hecho causante se estuvieran desarrollando actividades por 
cuenta ajena o por cuenta propia será imprescindible para que se produzca el nacimiento del 
derecho, que los ingresos derivados de aquellos trabajos no alcancen el importe del Salario 
Mínimo Interprofesional, excluida la parte proporcional de las pagas extraordinarias.

3. La duración del subsidio extraordinario se extenderá desde la fecha del nacimiento del 
derecho hasta el último día de vigencia de la medida, de conformidad con la disposición final 
duodécima del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, siempre que el importe del 
subsidio sumado a los ingresos derivados del resto de actividades compatibles no sea 
superior al Salario Mínimo Interprofesional.

Sexta.  Determinación de la cuantía.

La determinación de la cuantía del subsidio se realizará según lo establecido en los 
artículos 31 y 32 del Real Decreto-ley 11/2020, de acuerdo con las siguientes reglas:
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a) La cuantía del subsidio extraordinario por falta de actividad será el resultado de aplicar 
a la base reguladora correspondiente a la actividad que se hubiera dejado de desempeñar el 
porcentaje del 70%.

Siendo la base reguladora diaria de la prestación, la base de cotización del empleado de 
hogar correspondiente al mes anterior al hecho causante dividida entre 30.

b) De conformidad con la casuística del artículo 32 del Real Decreto-ley 11/2020, se 
adicionan a las reglas anteriores las siguientes:

Primera. En el caso de pérdida parcial de la actividad, la cuantía del subsidio indicada se 
percibirá en proporción directa al porcentaje de reducción de jornada que haya 
experimentado la persona trabajadora.

Segunda. Cuando fueran varios los trabajos desempeñados, la cuantía total del subsidio 
será la suma de las cantidades obtenidas aplicando a las distintas bases reguladoras 
correspondientes a cada uno de los distintos trabajos el porcentaje del setenta por ciento.

Tercera. En el caso de pérdida parcial de la actividad, en todos o alguno de los trabajos 
desempeñados, se aplicará a cada una de las cantidades obtenidas el porcentaje de 
reducción de jornada que haya experimentado la persona trabajadora en la actividad 
correspondiente.

Si la cuantía total del subsidio, antes de la aplicación de dichos porcentajes, alcanzara el 
importe del Salario Mínimo Interprofesional, excluida la parte proporcional de las pagas 
extraordinarias, se prorrateará dicho importe entre todos los trabajos desempeñados 
atendiendo a la cuantía de las bases de cotización durante el mes anterior al hecho causante 
de cada uno de ellos.

A las cantidades así obtenidas les será de aplicación el porcentaje de reducción de 
jornada que haya experimentado la persona trabajadora en la actividad correspondiente. 
Seguidamente se realizará el sumatorio de dichas cuantías.

c) La cuantía del subsidio no podrá ser superior al Salario Mínimo Interprofesional, 
excluida la parte proporcional de las pagas extraordinarias.

Séptima.  Compatibilidad e incompatibilidad.

1. El subsidio extraordinario por falta de actividad será compatible con las percepciones 
derivadas de las actividades por cuenta propia o por cuenta ajena que se estuvieran 
desarrollando en el momento de su devengo, incluyendo las que determinan el alta en el 
Sistema Especial para Empleados de Hogar del Régimen General de la Seguridad Social, 
siempre que la suma de los ingresos mensuales derivados del subsidio y el resto de 
actividades no sea superior al Salario Mínimo Interprofesional.

2. Son causas de incompatibilidad del subsidio extraordinario por falta de actividad:

a) Ser beneficiario del subsidio por incapacidad temporal.
b) Haber disfrutado del permiso retribuido recuperable regulado en el Real Decreto-ley 

10/2020, de 29 de marzo, por el que se regula un permiso para las personas trabajadoras 
por cuenta ajena que no presten servicios esenciales, con el fin de reducir la movilidad de la 
población en el contexto de la lucha contra el COVID-19.

c) La realización de actividades por cuenta propia o por cuenta ajena iniciadas con 
posterioridad a la solicitud del subsidio extraordinario por falta de actividad cuando la suma 
de los ingresos derivados del subsidio y el resto de las actividades sea superior al Salario 
Mínimo Interprofesional.

3. A efectos de comprobar la compatibilidad o incompatibilidad del subsidio deberán 
comunicarse al SEPE las variaciones que, en su caso, se produzcan tanto en la realización 
de trabajos, como respecto a las retribuciones derivadas de las actividades compatibles, así 
como la obtención de prestaciones de carácter económico de la Seguridad Social.

Octava.  Pago del subsidio.

1. El subsidio extraordinario se percibirá por periodos mensuales desde la fecha del 
nacimiento del derecho, prorrogándose hasta el final de su duración por periodos mensuales 
cuando subsistan los hechos que determinaron su concesión.

Se abonará el día 10 de cada mes en la entidad bancaria facilitada en la solicitud.
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2. Los beneficiarios del subsidio extraordinario que lo hubieren percibido indebidamente 
vendrán obligados a reintegrar su importe.

3. Quienes por acción u omisión hayan contribuido a hacer posible la percepción 
indebida del subsidio extraordinario responderán subsidiariamente con los perceptores, salvo 
buena fe probada, de la obligación de reintegrar que se establece en el apartado anterior.

Novena.  Resolución.

1. A la vista de los datos y de la documentación presentada y una vez comprobados 
todos los requisitos formales, hechos y condiciones exigidos para acceder al subsidio, el 
Director General del Servicio Público de Empleo Estatal dictará resolución expresa y 
notificará el reconocimiento o denegación del derecho al subsidio.

2. La resolución deberá dictarse y notificarse en el plazo máximo de tres meses.
3. Contra las resoluciones, expresas o presuntas, dictadas por la Dirección General del 

Servicio Público de Empleo Estatal se podrá interponer reclamación previa conforme a lo 
previsto en el artículo 71 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, reguladora de la jurisdicción 
social.

Décima.  Baja y extinción del subsidio.

1. El derecho a la percepción del subsidio extraordinario se suspenderá por el SEPE en 
los casos en los que la persona solicitante comunique que incurre en causa de 
incompatibilidad regulada en la instrucción séptima y además, durante el periodo que 
corresponda por imposición de sanción por infracciones en los términos establecidos en el 
texto refundido de la Ley sobre Infracciones y Sanciones en el Orden Social.

2. Producida la baja en el subsidio por concurrencia de causas de incompatibilidad, la 
persona beneficiaria podrá volver a solicitarlo siempre que el plazo para hacerlo continuara 
vigente. En ese caso el cálculo para la cuantía del subsidio se realizará desde el momento 
en que se han vuelto a reunir los requisitos para su percepción.

Este nuevo reconocimiento del subsidio no será posible si el mismo se hubiera 
extinguido por sanción.

Undécima.  Comunicación de datos.

1. La persona beneficiaria del subsidio extraordinario deberá comunicar cualquier 
variación que se produzca en su situación laboral o en sus retribuciones a partir de la 
presentación de la solicitud y durante la percepción del subsidio extraordinario, en el mismo 
momento en que se produzca la variación y como máximo en el plazo de 3 días naturales.

2. La falta de comunicación de estos datos, así como la falsedad, incorrección u 
ocultación en la información facilitada en la declaración responsable de la persona 
empleadora o de la persona trabajadora supondrá la extinción del subsidio y la devolución de 
las cantidades indebidamente percibidas, además de las sanciones que eventualmente 
correspondieran.

3. En cualquier momento, el SEPE podrá llevar a cabo las actuaciones necesarias para 
comprobar que las personas perceptoras del subsidio mantienen el cumplimiento de los 
requisitos exigidos para su reconocimiento.

Duodécima.  Gestión del subsidio extraordinario.

La gestión del subsidio extraordinario por falta de actividad se realizará de forma 
centralizada por la Dirección General del Servicio Público de Empleo Estatal.

Decimotercera.  Ausencia de cotización durante la percepción del subsidio.

El Servicio Público de Empleo Estatal no efectuará la cotización a la Seguridad Social 
durante la percepción del subsidio extraordinario al no estar expresamente previsto en el 
Real Decreto-ley 11/2020.
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Decimocuarta.  Entrada en vigor.

La presente resolución entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el «Boletín 
Oficial del Estado».
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§ 20

Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan 
medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico 

para hacer frente al COVID-19. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 91, de 1 de abril de 2020

Última modificación: 27 de mayo de 2020
Referencia: BOE-A-2020-4208

[ . . . ]

VI

[ . . . ]

Artículo 33.  Subsidio de desempleo excepcional por fin de contrato temporal.

1. Serán beneficiarias del subsidio de desempleo excepcional por fin de contrato 
temporal las personas trabajadoras que se les hubiera extinguido un contrato de duración 
determinada de, al menos, dos meses de duración, con posterioridad a la entrada en vigor 
del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma para 
la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, y no contaran con 
la cotización necesaria para acceder a otra prestación o subsidio si carecieran de rentas en 
los términos establecidos en el artículo 275 del texto refundido de la Ley General de la 
Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre.

Este subsidio será reconocido a las personas afectadas, en los términos referidos en el 
párrafo anterior, por la extinción de un contrato de duración determinada, incluidos los 
contratos de interinidad, formativos y de relevo, y que cumplan el resto de requisitos 
previstos en este artículo.

2. El subsidio de desempleo excepcional será incompatible con la percepción de 
cualquier renta mínima, renta de inclusión, salario social o ayudas análogas concedidas por 
cualquier Administración Pública.

3. El subsidio excepcional consistirá en una ayuda mensual del 80 por ciento del 
Indicador Público de Renta de Efectos Múltiples mensual vigente.

4. La duración de este subsidio excepcional será de un mes, ampliable si así se 
determina por Real Decreto-ley.

[ . . . ]
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Disposición transitoria tercera.  Carácter retroactivo y tramitación del subsidio 
extraordinario por falta de actividad de las personas integradas en el Sistema Especial de 
Empleados del Hogar y del subsidio de desempleo excepcional por fin de contrato temporal.

1. El subsidio extraordinario por falta de actividad y el subsidio de desempleo 
excepcional por fin de contrato temporal previstos en este real decreto-ley serán de 
aplicación a los hechos causantes definidos en los mismos aun cuando se hayan producido 
con anterioridad a su entrada en vigor, siempre que estos se hubieran producido con 
posterioridad a la entrada en vigor del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo.

2. El Servicio Público de Empleo Estatal establecerá en el plazo de un mes, a partir de la 
entrada en vigor del presente real decreto-ley, el procedimiento para la tramitación de 
solicitudes, que determinará los formularios, sistema de tramitación (presencial o telemático) 
y los plazos para su presentación.

[ . . . ]
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§ 21

Resolución de 1 de mayo de 2020, del Servicio Público de Empleo 
Estatal, por la que se establece el procedimiento para la tramitación 
de solicitudes del subsidio excepcional por desempleo regulado en el 
artículo 33 del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que 
se adoptan medidas urgentes complementarias en el ámbito social y 

económico para hacer frente al COVID-19

Ministerio de Trabajo y Economía Social
«BOE» núm. 124, de 4 de mayo de 2020
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2020-4802

La emergencia sanitaria provocada por el coronavirus COVID-19 ha desencadenado 
nuevas situaciones de necesidad vinculadas a la falta de empleo, encontrándose 
especialmente afectadas aquellas personas trabajadoras cuyo contrato temporal ha 
finalizado con posterioridad a la declaración del estado de alarma y que carecen de 
cotizaciones suficientes para acceder a la protección por desempleo. Dada la dificultad de 
acceso al empleo mientras dura la presente situación de crisis sanitaria y a fin de que todas 
estas personas no queden desprotegidas durante la misma, el artículo 33 del Real Decreto-
ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes complementarias en 
el ámbito social y económico para hacer frente al COVID-19, prevé la posibilidad de que 
accedan al subsidio de desempleo excepcional por fin de contrato temporal.

Este subsidio excepcional se configura, de acuerdo con lo dispuesto en la Exposición de 
Motivos del citado Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, sin requisito de carencia 
precisamente para equiparar su situación en lo posible a la de las personas que sí han sido 
incluidas en un expediente de regulación temporal de empleo y que han podido acceder, aun 
sin cumplir la carencia establecida, a la correspondiente prestación de desempleo. El único 
requisito que se exige es la duración mínima establecida del contrato cuyo fin ha llegado, y 
que debe ser de, al menos, dos meses. Esta duración del contrato temporal permite 
identificar la existencia de una expectativa profesional y excluye por tanto las relaciones 
contractuales esporádicas.

En su disposición transitoria tercera establece el Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de 
marzo, que en el plazo de un mes a partir de su entrada en vigor, el Servicio Público de 
Empleo Estatal establecerá el procedimiento para la tramitación de solicitudes, que 
determinará los formularios, sistema de tramitación (presencial o telemático) y los plazos 
para su presentación.

En virtud de las facultades conferidas por la citada disposición transitoria tercera del Real 
Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, la Dirección General del Servicio Público de Empleo 
Estatal dicta las presentes instrucciones:

COVID-19: COLECTIVOS VULNERABLES

– 172 –



Primera.  Objeto y ámbito de aplicación.

Esta resolución tiene por objeto determinar la forma y plazos de presentación de las 
solicitudes, así como la tramitación, pago y dinámica del subsidio excepcional por desempleo 
por fin de contrato temporal regulado en el artículo 33 del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 
de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes complementarias en el ámbito social y 
económico para hacer frente al COVID-19.

Segunda.  Procedimiento para la tramitación de solicitudes del subsidio excepcional por 
desempleo por fin de contrato temporal. Formulario. Plazo.

1. Las personas trabajadoras que pretendan solicitar el subsidio excepcional por 
desempleo cumplimentarán el formulario de pre solicitud de prestación individual que figura 
como anexo I de esta Resolución, y que está disponible en la sede electrónica del SEPE, y 
lo enviarán a la entidad gestora a través de la misma sede https://sede.sepe.gob.es/
SolicPrestIndividualWeb/flows/solicitud?execution=e1s1. La remisión de dicho formulario 
cumplimentado con todos los datos requeridos tendrá efectos de solicitud provisional.

Así mismo, podrán presentar el formulario a través de los medios establecidos en el 
artículo 16 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de 
las Administraciones Públicas.

2. El plazo para enviar o presentar el formulario al que se refiere el apartado anterior 
para solicitar provisionalmente el subsidio excepcional por desempleo por fin de contrato 
temporal empezará el día siguiente al de la publicación de la presente Resolución en el 
«Boletín Oficial del Estado» y terminará aquél en que se cumpla un mes desde la fecha en 
que finalice la vigencia de la declaración del estado de alarma, ambos inclusive.

3. La empresa en la que el trabajador haya cesado deberá remitir a la entidad gestora, el 
Certificado de Empresa si no lo hubiera hecho con anterioridad, a través de Certific@2.

4. Formalizada la solicitud y acreditado el requisito de carencia de rentas se procederá a 
constatar si la persona trabajadora cumple los siguientes requisitos:

a) Encontrarse inscrita como demandante de empleo en los servicios públicos de empleo 
y suscribir el compromiso de actividad.

Durante la vigencia del estado de alarma, la inscripción como demandante de empleo se 
realizará de oficio por el servicio público de empleo competente, a instancia del SEPE.

b) No ser perceptora de renta mínima, renta de inclusión, salario social o ayuda análoga 
concedida por cualquier Administración Pública.

c) Haber cesado de forma involuntaria, a partir del día 15 de marzo de 2020, en un 
contrato por cuenta ajena de duración determinada durante el cual existiera la obligación de 
cotizar por la contingencia de desempleo y cuya vigencia haya sido igual o superior a dos 
meses.

d) No estar trabajando por cuenta propia o ajena a jornada completa en la fecha de la 
extinción del contrato ni en la fecha del nacimiento del subsidio excepcional.

5. En el supuesto de que la persona trabajadora cumpla los requisitos citados, se 
procederá a reconocer el derecho en los términos establecidos en la instrucción tercera 
siguiente. En caso contrario, se procederá a su denegación. Frente a la resolución 
denegatoria podrá interponerse reclamación previa conforme a lo establecido en el artículo 
71 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, reguladora de la jurisdicción social.

Tercera.  Nacimiento del derecho. Duración. Cuantía. Pago.

Una vez dictada la resolución reconociendo el derecho al subsidio excepcional por 
desempleo por fin de contrato temporal, los beneficiarios podrán percibirlo de acuerdo con lo 
siguiente:

a) El derecho al subsidio excepcional nacerá a partir del día siguiente a aquel en el que 
se haya extinguido el contrato de trabajo de duración determinada. En caso de que el 
período que corresponde a las vacaciones anuales retribuidas no haya sido disfrutado con 
anterioridad a la finalización de la relación laboral, el nacimiento del derecho se producirá 
una vez transcurrido dicho período.
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b) La duración del subsidio excepcional será de un mes, ampliable si así se determina 
por Real Decreto-ley, y no podrá percibirse en más de una ocasión.

c) La cuantía del subsidio será igual al 80 por ciento del indicador público de rentas de 
efectos múltiples mensual vigente, con independencia de que el contrato de duración 
determinada previamente extinguido haya sido de jornada completa o a tiempo parcial.

d) El pago de la ayuda económica se realizará por el Servicio Público de Empleo Estatal 
a partir del mes siguiente al de la solicitud.
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§ 22

Real Decreto-ley 6/2020, de 10 de marzo, por el que se adoptan 
determinadas medidas urgentes en el ámbito económico y para la 

protección de la salud pública. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 62, de 11 de marzo de 2020

Última modificación: 8 de abril de 2020
Referencia: BOE-A-2020-3434

CAPÍTULO II

Medidas para la protección de la salud pública

[ . . . ]

Artículo quinto.  Consideración excepcional como situación asimilada a accidente de 
trabajo de los periodos de aislamiento, contagio o restricción en las salidas del municipio 
donde tengan el domicilio de las personas trabajadoras como consecuencia del virus 
COVID-19.

1. Al objeto de proteger la salud pública, se considerarán, con carácter excepcional, 
situación asimilada a accidente de trabajo, exclusivamente para la prestación económica de 
incapacidad temporal del sistema de Seguridad Social, aquellos periodos de aislamiento o 
contagio de las personas trabajadoras provocados por el virus COVID-19, salvo que se 
pruebe que el contagio de la enfermedad se ha contraído con causa exclusiva en la 
realización del trabajo en los términos que señala el artículo 156 del texto refundido de la Ley 
General de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de 
octubre, en cuyo caso será calificada como accidente de trabajo.

Con el mismo carácter excepcional, con efectos desde el inicio de la situación de 
restricción de la salida del municipio donde tengan el domicilio, y mediante el 
correspondiente parte de baja, se extenderá esta protección a aquellos trabajadores que se 
vean obligados a desplazarse de localidad para prestar servicios en las actividades no 
afectadas por el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de 
alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, 
siempre que por la autoridad competente se haya acordado restringir la salida de personas 
del municipio donde dichos trabajadores tengan su domicilio y les haya sido denegada de 
forma expresa la posibilidad de desplazarse por la autoridad competente, no puedan realizar 
su trabajo de forma telemática por causas no imputables a la empresa para la que prestan 
sus servicios o al propio trabajador y no tengan derecho a percibir ninguna otra prestación 
pública.

La acreditación del acuerdo de restricción de la población donde se tiene el domicilio y la 
denegación de la posibilidad de desplazamiento se realizará mediante certificación expedida 
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por el ayuntamiento del domicilio ante el correspondiente órgano del servicio público de 
salud. De igual forma, la imposibilidad de realización del trabajo de forma telemática se 
acreditará mediante una certificación de la empresa o una declaración responsable en el 
caso de los trabajadores por cuenta propia ante el mismo órgano del servicio público de 
salud.

2. La duración de esta prestación excepcional vendrá determinada por el parte de baja y 
la correspondiente alta.

En los casos de restricción en las salidas del municipio donde tengan el domicilio, de 
tratarse de las personas trabajadoras por cuenta ajena a las que se refiere el artículo 1 del 
Real Decreto-ley 10/2020, de 29 de marzo, por el que se regula un permiso retribuido 
recuperable para las personas trabajadoras por cuenta ajena que no presten servicios 
esenciales, con el fin de reducir la movilidad de la población en el contexto de la lucha contra 
el COVID-19, se expedirá un parte de baja con efectos desde la fecha de inicio de la 
restricción y un parte de alta con efectos de 29 de marzo de 2020. De tratarse de 
trabajadores por cuenta propia o autónomos el derecho a la prestación comenzará con el 
parte de baja desde la fecha de inicio de la restricción y durará hasta la fecha de finalización 
de la restricción. Este subsidio por incapacidad temporal es incompatible con el derecho a 
una prestación de la Seguridad Social, incluida la incapacidad temporal por contingencias 
comunes o profesionales.

3. Podrá causar derecho a esta prestación la persona trabajadora por cuenta propia o 
ajena que se encuentre en la fecha del hecho causante en situación de alta en cualquiera de 
los regímenes de Seguridad Social.

4. La fecha del hecho causante será la fecha en la que se acuerde el aislamiento, 
restricción o enfermedad del trabajador, sin perjuicio de que el parte de baja se expida con 
posterioridad a esa fecha.

[ . . . ]
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§ 23

Real Decreto-ley 15/2020, de 21 de abril, de medidas urgentes 
complementarias para apoyar la economía y el empleo. [Inclusión 

parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 112, de 22 de abril de 2020
Última modificación: 27 de mayo de 2020

Referencia: BOE-A-2020-4554

CAPÍTULO V

Medidas de protección de los ciudadanos

Artículo 22.  Situación legal de desempleo por extinción de la relación laboral en el período 
de prueba producida durante la vigencia del estado de alarma.

La extinción de la relación laboral durante el período de prueba a instancia de la 
empresa, producida a partir del día 9 de marzo de 2020, tendrá la consideración de situación 
legal de desempleo con independencia de la causa por la que se hubiera extinguido la 
relación laboral anterior.

Asimismo, se encontrarán en situación legal de desempleo y en situación asimilada al 
alta, las personas trabajadoras que hubieran resuelto voluntariamente su última relación 
laboral a partir del día 1 de marzo de 2020, por tener un compromiso firme de suscripción de 
un contrato laboral por parte de otra empresa, si esta hubiera desistido del mismo como 
consecuencia de la crisis derivada del COVID-19. La situación legal de desempleo se 
acreditará mediante comunicación escrita por parte de la empresa a la persona trabajadora 
desistiendo de la suscripción del contrato laboral comprometido como consecuencia de la 
crisis derivada del COVID 19.

[ . . . ]

Información relacionada

• El Real Decreto-ley 15/2020, de 21 de abril, ha sido convalidado por Acuerdo del Congreso de 
los Diputados, publicado por Resolución de 13 de mayo de 2020. Ref. BOE-A-2020-5051
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§ 24

Real Decreto-ley 17/2020, de 5 de mayo, por el que se aprueban 
medidas de apoyo al sector cultural y de carácter tributario para 
hacer frente al impacto económico y social del COVID-2019. 

[Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 126, de 6 de mayo de 2020
Última modificación: 27 de mayo de 2020

Referencia: BOE-A-2020-4832

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I

Desde que el día 11 de marzo de 2020 la Organización Mundial de la Salud la elevara a 
pandemia internacional, la situación de emergencia de salud pública ocasionada por el 
COVID-19 ha evolucionado, tanto a nivel nacional como mundial, con enorme rapidez. Se 
trata de una crisis sanitaria sin precedentes y de una extraordinaria amplitud, tanto por el alto 
número de ciudadanos afectados, más de doscientos mil en España en el momento actual, 
como por el extraordinario riesgo en que ha situado a todo tipo de derechos tanto 
individuales como colectivos, lo que ha exigido la adopción de medidas inmediatas para 
hacer frente a esta situación.

Así, haciendo uso de la habilitación que otorga al Gobierno la Ley Orgánica 4/1981, de 1 
de junio, de los estados de alarma, excepción y sitio, mediante el Real Decreto 463/2020, de 
14 de marzo, se declaró el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria 
ocasionada por el COVID-19, el cual, a la vista de la evolución de la epidemia, ha tenido que 
ser prorrogado, previa autorización del Congreso de los Diputados, hasta en tres ocasiones, 
a través de los Reales Decretos 476/2020, de 27 de marzo; 487/2020, de 10 de abril, y 
492/2020, de 24 de abril.

Las necesarias medidas de contención adoptadas están teniendo un impacto económico 
fulminante, ya que suponen reducir la actividad económica y social de forma temporal, 
restringiendo la movilidad y paralizando la actividad en numerosos ámbitos; con las 
consiguientes pérdidas de rentas para familias y trabajadores, así como para las diferentes 
empresas y sectores de la economía española.

Por ello, se han venido adoptando medidas económicas y sociales que, además de 
facilitar la adecuada respuesta sanitaria a la emergencia, permitan garantizar la protección 
de familias, trabajadores y colectivos vulnerables, y sostener el tejido productivo y social, 
minimizando el impacto y facilitando que la actividad económica se recupere cuanto antes.

Entre los sectores económicos especialmente afectados por la crisis y sus 
consecuencias se encuentra el de la cultura. El conjunto de los espacios culturales y 

COVID-19: COLECTIVOS VULNERABLES

– 178 –



escénicos se ha visto absolutamente paralizado, lo que ha abocado a sus profesionales a 
una drástica pérdida de ingresos y a una situación crítica, dada su fragilidad estructural. Para 
hacer frente a esa situación, es imprescindible implementar nuevas medidas que 
complementen y adapten las ya existentes con carácter general, acomodándolas a las 
singularidades del sector. Estas singularidades hacían muchas veces ineficaces las 
previsiones generalistas, tanto para la protección de trabajadores como para las empresas, 
especialmente autónomos y PYMES, que, a la pérdida de liquidez, sumaban la falta de 
acceso adecuado a la financiación.

Además, la crisis provocada por el COVID-19 afecta, de manera muy relevante, a las 
mujeres del sector cultural que, en muchas ocasiones, partían ya de situaciones de 
desigualdad. Por ello, en la aplicación y desarrollo de estas nuevas medidas se atenderá a la 
igualdad efectiva entre mujeres y hombres de acuerdo con el primer criterio general de 
actuación de los poderes públicos previsto en el artículo 14 de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 
de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres.

Hay que recordar el peso significativo de la cultura en la economía española. Los 
principales resultados obtenidos en la Cuenta Satélite de la Cultura en España indican que, 
en 2017, la aportación del sector cultural al Producto Interior Bruto (PIB) español se cifró en 
el 2,4 %, situándose en el 3,2 % considerando el conjunto de actividades económicas 
vinculadas con la propiedad intelectual. Por sectores culturales, destaca el sector de libros y 
prensa, con una aportación al PIB total en 2017 del 0,75 %, sector que representa el 31,5 % 
en el conjunto de actividades culturales. Le siguen, por orden de importancia, el sector 
audiovisual y multimedia (28,7 %), que incluye entre otras las actividades de cine, vídeo, 
videojuegos, música grabada o televisión. Entre los restantes sectores destacan Artes 
plásticas (14,8 %), Artes escénicas (9,8 %) y Patrimonio, archivos y bibliotecas (8,6 %). En el 
conjunto de actividades vinculadas con la propiedad intelectual, el 60,9 % se corresponde 
con el ámbito cultural y el 39,1 % restante a publicidad e informática, cuyo alcance queda 
restringido a aquellas actividades que tengan vinculación con la propiedad intelectual. Los 
resultados ponen de manifiesto, pues, el significativo peso tanto de las actividades 
vinculadas con la propiedad intelectual como de las actividades culturales dentro de la 
economía española.

En el mismo sentido, y muestra de esta relevancia, el volumen de empleo cultural 
ascendió en 2019 a 710,2 mil personas, un 3,6 % del empleo total en España en la media 
del periodo anual; siendo el 68,8 % del empleo cultural personal asalariado. En cuanto al 
tejido empresarial destaca, que el número de empresas recogidas en el Directorio Central de 
Empresas (DIRCE) cuya actividad económica principal es cultural ascendió a 122.673 a 
principios del 2018, lo que supone el 3,7 % del total de empresas recogidas en el Directorio.

No hay que olvidar, además, que el artículo 44 de la Constitución establece la obligación 
de los poderes públicos de garantizar el acceso de todos ciudadanos a la cultura y el deber 
de promover la cultura como derecho inalienable de todos los españoles.

La promoción de la cultura y el acceso de los ciudadanos a la misma conlleva el 
compromiso ineludible de los poderes públicos de establecer los instrumentos para que ello 
sea posible, lo cual debe materializarse, entre otras actuaciones, mediante medidas de 
fomento y protección que garanticen la existencia, desarrollo y progreso de la actividad 
cultural.

La cultura es, en esencia, libertad creativa, y por tanto, no son los poderes públicos los 
actores directos de la acción cultural; sino que su función es la de favorecer que los 
verdaderos protagonistas del hecho cultural, los profesionales, cuenten con los medios 
necesarios para garantizar el derecho contenido en nuestra Carta Magna. Nuestra 
Constitución entiende la cultura no como un lujo dirigido a las élites, sino como un eje 
vertebrador de la sociedad democrática.

Por todo ello, es necesario garantizar la supervivencia de las estructuras culturales, y de 
los trabajadores y empresas que se dedican al sector; para así hacer efectivo el derecho de 
acceso a la cultura. A esa finalidad responde la presente disposición, aprobando una serie 
de medidas de apoyo al sector cultural para hacer frente a la situación derivada del 
COVID-2019. Estas medidas incluyen elementos de Ayuda en el sentido del artículo 107 del 
Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea. Su base jurídica quedaría definida por el 
Marco Temporal Nacional (Ayuda SA.56851, aprobada por Decisión de la Comisión del 
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pasado 2 de abril), de modo que, conforme al punto 8.1 del citado Marco Temporal Nacional, 
las nuevas líneas de ayuda que se establezcan bajo su amparo no tienen que ser notificadas 
separadamente a la Comisión Europea.

II

El real decreto-ley se estructura en 5 capítulos, 15 artículos, 8 disposiciones adicionales, 
y 13 disposiciones finales.

El capítulo I se ocupa de las medidas generales para apoyar a empresas y trabajadores 
del sector cultural. En primer lugar, es preciso facilitar la financiación del sector, puesto que 
los mecanismos habituales establecidos al efecto en anteriores reales decretos-leyes no han 
resultado tan eficaces como cabría haber esperado, por no garantizar en este ámbito el 
acceso a la financiación y liquidez necesarios. Por ello, deben arbitrarse urgentemente 
medios especializados y enfocados a las singularidades de estas actividades. Así, se 
dispone la concesión directa de dos subvenciones a la Sociedad de Garantía Recíproca 
Audiovisual Fianzas SGR, para ampliar su fondo de provisiones técnicas y subvencionar el 
coste de la comisión de apertura de los avales de los préstamos al sector cultural, de forma 
que pueda abrir una línea de acceso a la financiación de los agentes del sector en las 
condiciones más favorables, con el apoyo del instrumento de garantía financiera del 
programa Europa Creativa de la Comisión Europea. Esta línea de acceso a la financiación 
no sólo estará abierta a los sectores culturales más tradicionales, sino que también 
comprenderá a otros sectores vinculados directamente a la cultura digital, como el sector de 
los videojuegos, que conecta cultura y tecnología con una alta capacidad de innovación, 
creando nuevos hábitos de consumo cultural y con una creciente influencia cultural: según la 
Encuesta de Hábitos y Prácticas Culturales en España 2018-2019, el 13,8 % de la población 
española utiliza videojuegos al menos una vez al mes. La Sociedad de Garantía Recíproca 
Audiovisual Fianzas SGR es la única herramienta financiera especializada en exclusiva en la 
prestación de avales a las pequeñas y medianas empresas del sector cultural español, 
habiendo sido su labor en estos años fundamental para permitirles el acceso a la 
financiación bancaria y poner en marcha así diferentes proyectos culturales.

En segundo lugar, se articula el apoyo a los trabajadores del sector cultural que no han 
quedado amparados por los mecanismos de cobertura establecidos hasta la fecha. De este 
modo se da respuesta al colectivo de artistas en espectáculos públicos encuadrados en el 
Régimen General de la Seguridad Social, especialmente vulnerables en las circunstancias 
actuales, dado que por la intermitencia que caracteriza a la actividad artística, no alcanzan a 
reunir los requisitos para tener derecho a la prestación por desempleo. Para ello, se habilita 
un acceso extraordinario a la prestación por desempleo, de la que se podrán beneficiar ante 
la falta de actividad por el cierre establecido de los locales o instalaciones, ya sean abiertos 
o cerrados, donde desarrollan sus actividades profesionales, como consecuencia del 
COVID-19.

El capítulo II regula medidas de apoyo a las artes escénicas y de la música, desde 
diferentes perspectivas. Destaca especialmente el establecimiento de un sistema de ayudas 
extraordinarias a las artes escénicas y de la música, para paliar los daños sufridos como 
consecuencia de la crisis sanitaria del COVID-19. Estas ayudas, que tendrán carácter 
excepcional y se concederán por una sola vez, se otorgan a través de dos líneas, 
encaminadas al sostenimiento de las estructuras culturales de toda índole y a las actividades 
escénicas y musicales y proyectos culturales. En definitiva, a la protección inmediata y 
urgente del tejido empresarial, asociativo y artístico, entendido dicho tejido como estructuras 
culturales sin las cuales sería imposible el retorno deseado a la actividad cultural habitual. El 
sistema será implementado por el Instituto Nacional de las Artes Escénicas y de la Música 
(INAEM), basándose en los principios de publicidad, transparencia, objetividad, igualdad y no 
discriminación. Las ayudas se otorgarán siguiendo el procedimiento de concurrencia 
competitiva, y se regirán por lo dispuesto en este real decreto-ley y en la resolución de 
convocatoria. Para su financiación, se autoriza la concesión de un crédito extraordinario.

Además, se introduce un mecanismo para permitir que los profesionales del sector 
puedan percibir anticipos e indemnizaciones, en caso de aplazamiento o cancelación de las 
actuaciones ya contratadas con el Sector Público, cuyo importe no exceda de 50.000 euros. 
Las medidas adoptadas por las autoridades sanitarias, primero, y la declaración del estado 
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de alarma, después, han llevado consigo el cierre de teatros, salas e instalaciones análogas, 
y, con ello, la resolución o suspensión de los contratos de interpretación artística y de 
espectáculos que se habían celebrado. Por ello, se habilita al órgano de contratación para 
reconocer como anticipo un porcentaje del importe de los contratos suspendidos, y una 
indemnización, en caso de resolución, siempre que la suspensión o resolución tenga por 
causa directa las medidas adoptadas por las autoridades competentes para hacer frente a la 
crisis del COVID-19.

En el capítulo III, se incluyen medidas de apoyo a la cinematografía y a las artes 
audiovisuales. El sector de la producción y exhibición cinematográfica también se ha visto 
especialmente afectado por la crisis sanitaria. Además, el sistema de ayudas a la 
cinematografía está basado en una serie de hitos, como el inicio del rodaje, la calificación de 
las películas, la obtención de la nacionalidad, el estreno comercial de las películas en salas 
de cine y el reconocimiento del coste, que generan obligaciones de cumplimiento sucesivo, 
de modo que el eventual incumplimiento de alguna de ellas acarrea necesariamente el de las 
posteriores. Por ello, es necesario flexibilizar y adaptar a las circunstancias existentes el 
cumplimiento de dichos requisitos, dando la oportunidad a las empresas de cumplir con sus 
obligaciones en un contexto que no les es imputable. También se adapta transitoriamente la 
definición de «estreno comercial» de las películas, permitiendo que, hasta que las salas de 
exhibición vuelvan a estar en funcionamiento, se pueda considerar como tal el realizado a 
través de servicios de comunicación audiovisual televisiva, servicios de comunicación 
electrónica que difundan canales de televisión y servicios de catálogos de programas. Por 
último, se establece la concesión directa de ayudas a las salas de exhibición 
cinematográfica, cuya actividad se ha visto también suspendida, para hacer frente tanto a los 
gastos subsistentes, como a la necesaria promoción para la vuelta a la actividad; habilitando 
igualmente un crédito extraordinario para su financiación.

El capítulo IV regula las medidas relativas al sector del libro y al arte contemporáneo. En 
primer lugar, se crea un mecanismo extraordinario de ayudas para garantizar el apoyo 
urgente al mantenimiento de las estructuras del sector librero y de la cadena de suministro 
del libro. El sistema será implementado por la Dirección General del Libro y Fomento de la 
Lectura, en ejercicio de sus competencias, basándose en los principios de publicidad, 
transparencia, objetividad, igualdad y no discriminación. Las ayudas se otorgarán siguiendo 
el procedimiento de concurrencia competitiva, y se regirán también por lo dispuesto en este 
real decreto- ley y en la resolución de convocatoria.

En segundo lugar, y respecto al arte contemporáneo, las ayudas se vertebran, por un 
lado, incrementando las partidas correspondientes a la promoción del mismo, orientando 
aquellas a hacer frente de forma inmediata al impacto negativo de la crisis sanitaria del 
COVID-19. Y, por otro, mediante una dotación extraordinaria para la adquisición de arte 
contemporáneo español. Con ello se favorecerá el mercado interno de arte contemporáneo, 
al que por primera vez se le dedicará una cantidad específica e independiente del resto de 
presupuesto que anualmente ejecuta la Dirección General de Bellas Artes en la adquisición 
de piezas para las Colecciones Públicas del Estado. La financiación del apoyo previsto en 
este capítulo implica la concesión del crédito extraordinario correspondiente.

Por último, el capítulo V regula otras medidas, tales como las que se adoptan para las 
actividades culturales subvencionadas que han resultado canceladas como consecuencia 
del COVID-19, lo que permite dar seguridad jurídica a los beneficiarios de las subvenciones 
concedidas. Además, se introduce una disposición relativa a las ayudas tramitadas por el 
Consejo Superior de Deportes, cuya cuantía se ve determinada por los resultados obtenidos 
por los deportistas en diferentes competiciones. Dado que la situación generada por la 
evolución del COVID-19 ha supuesto la suspensión de muchas de aquellas, es necesario 
prever la continuidad de dichas ayudas, evitando que los deportistas beneficiarios, que no 
han podido competir, ni, por tanto, alcanzar los resultados de los que dependen las mismas, 
por causa que no les es imputable, se vean privados de ellas.

En otro orden de cosas, la disposición adicional primera establece el límite total 
acumulado, en todo momento, durante el ejercicio 2020, de los compromisos otorgados por 
el Estado respecto a todas las obras o conjuntos de obras cedidas temporalmente para su 
exhibición en instituciones de competencia exclusiva del Ministerio de Cultura y Deporte y de 
sus Organismos públicos adscritos. La disposición adicional única del Real Decreto-ley 
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26/2018, de 28 de diciembre, por el que se aprueban medidas de urgencia sobre la creación 
artística y la cinematografía, fijaba el límite de dichos compromisos para el ejercicio 2019, 
por lo que debe procederse a determinar el correspondiente al año 2020, dando 
cumplimiento a lo previsto en la disposición adicional novena de la Ley 16/1985, de 25 de 
junio, de Patrimonio Histórico Español.

Por su parte, las disposiciones adicionales segunda a sexta declaran acontecimiento de 
excepcional interés público al Plan Berlanga, al Programa Alicante 2021, al evento «España 
País Invitado de Honor en la Feria del Libro de Fráncfort en 2021», al Plan de Fomento de la 
ópera en la Calle del Teatro Real y al acontecimiento «175 Aniversario de la construcción del 
Gran Teatre del Liceu»; para contribuir a obtener financiación privada que se destine a la 
reactivación del sector.

La siguiente disposición adicional persigue facilitar la protección del colectivo de autores 
y artistas que no reúnen los requisitos para acceder a un subsidio de desempleo, o a una 
pensión de jubilación. En este contexto, los fondos asistenciales puestos en marcha desde 
hace décadas por las entidades de gestión de derechos de propiedad intelectual para sus 
socios más necesitados son instrumentos fundamentales; debiendo atribuirse temporalmente 
a la asamblea general la facultad de incrementar los recursos destinados a la realización de 
actividades asistenciales, para garantizar su eficacia en beneficio de sus miembros más 
vulnerables.

Por otro lado, la Disposición Adicional Tercera del Real Decreto 463/2020, de 14 de 
marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis 
sanitaria ocasionada por el COVID-19, supuso la suspensión de las licitaciones de los 
contratos públicos en general. Aunque la norma establecía algunas excepciones, la 
prolongación de la duración del estado de alarma ha podido llegar a provocar en ciertos 
casos una situación de posible perjuicio para los intereses públicos que todos los diferentes 
contratos públicos tratan de servir.

En los procedimientos de contratación existen un buen número de garantías 
procedimentales que tienen por finalidad asegurar el respeto a los principios más esenciales 
que protegen a los interesados, principios que deben aplicarse de manera armónica y 
coordinada con las necesidades de interés público antes mencionadas. Por esta razón, si 
bien en su momento parecía lógico que en la fase inicial del estado de alarma se adoptasen 
medidas más intensas con el fin de evitar el perjuicio de los derechos de los administrados 
ante las medidas limitativas necesariamente impuestas para luchar contra el COVID-19, en 
el momento actual, en que se ha iniciado una mejora de la situación y una progresiva 
relajación de las medidas acordadas, parece lógico alzar la suspensión general impuesta a 
las licitaciones públicas en todos aquellos supuestos en que no pueda existir merma alguna 
para los derechos de los licitadores. Tal circunstancia es plenamente concurrente en los 
casos en que la selección del contratista se verifica mediante la tramitación electrónica de 
los procedimientos de contratación, la cual permite y garantiza la presentación electrónica de 
la documentación requerida y el acceso igualmente electrónico a los diferentes trámites de 
procedimiento. Esta previsión, recogida en la disposición adicional octava, permitirá también 
el inicio de nuevos procedimientos de contratación que reúnan estos requisitos, 
extendiéndose además a los recursos especiales que procedan.

También se acuerdan, en línea indicada de promover y facilitar la financiación privada, 
una serie de modificaciones normativas. Así, la disposición final primera modifica el artículo 
36 de la Ley 27/2014, de 27 de noviembre, del Impuesto sobre Sociedades, incrementando 
los incentivos fiscales relacionados con la producción cinematográfica, como medida que 
favorece la mayor competitividad del sector cinematográfico y audiovisual español en el 
entorno nacional e internacional. Con la modificación propuesta se permitirá incrementar la 
atracción de producciones y rodajes internacionales y la actividad económica del sector 
audiovisual en España, de modo que se genere empleo y se produzca el subsiguiente 
incremento de ingresos tributarios; además de contribuir positivamente a la promoción de 
España.

Igualmente, resulta imprescindible incrementar la participación ciudadana en la 
financiación de proyectos de mecenazgo, por lo que se modifica la Ley 49/2002, de 23 de 
diciembre, de régimen fiscal de las entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales 
al mecenazgo, para elevar en 5 puntos porcentuales los porcentajes de deducción previstos 
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para las donaciones efectuadas por contribuyentes del Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas; elevación que resulta igualmente aplicable a los contribuyentes del 
Impuesto sobre la Renta de no Residentes que operen en territorio español sin 
establecimiento permanente. Asimismo, las Disposiciones finales tercera a quinta amplían el 
plazo de otros programas considerados como acontecimientos de excepcional interés 
público.

Por otra parte, se modifica la Ley Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, de 
Universidades. La situación socioeconómica provocada por la COVID19 justifica la adopción 
de medidas urgentes para modificar el sistema de precios públicos universitarios con vistas 
al curso 2020-2021. Así, la disposición final séptima incluida en este real decreto-ley elimina 
el sistema de horquillas, que ha impactado de forma significativa sobre la estructura de 
precios. Este sistema ha conllevado, no solo un incremento de los mismos en términos 
generales, sino un aumento notable de la disparidad en dichos precios en función de la 
Comunidad Autónoma donde se preste dicho servicio, afectando de forma grave al acceso a 
la educación universitaria pública y al principio de igualdad de derechos y deberes de los 
españoles. De esta forma, se fomenta el acceso a la enseñanza superior pública y evita que 
los altos precios públicos universitarios provoquen inequidad y abandono de estudios. 
Conviene aclarar, igualmente, que la disposición modificada carece de carácter orgánico, 
con arreglo a la disposición adicional cuarta de la Ley Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre.

Es necesario, de igual manera, ajustar la composición del Patronato de la Fundación 
España Deporte Global, F.S.P., creada por el Real Decreto-ley 15/2020, de 21 de abril, de 
medidas urgentes complementarias para apoyar la economía y el empleo, para que forme 
parte del mismo una representación de las Federaciones deportivas españolas y 
competiciones oficiales y no oficiales. Con ello, se facilitará, con carácter inmediato, el 
funcionamiento y toma de decisiones del órgano de gobierno de la entidad, haciendo más 
ágil y operativo su desempeño ordinario.

Además, se considera necesario modificar la actual regulación de los encargos de 
entidades pertenecientes al Sector Público que no tengan la consideración de poder 
adjudicador a medios propios personificados, cuya interpretación ha suscitado en ocasiones 
dudas, con el fin de completar y precisar más su redacción, así como de facilitar que los 
órganos del Estado y de las Comunidades Autónomas puedan ejercer las funciones que 
tienen conferidas con la máxima eficiencia y coordinación, aspectos ambos especialmente 
necesarios en las actuales circunstancias económicas y sociales derivadas del COVID-19, 
siempre con pleno respeto a la libre competencia. Así, la disposición final octava modifica la 
Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al 
ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 
2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, aclarando que el requisito del control 
exigido para la consideración de un medio propio personificado respecto de una entidad 
perteneciente al Sector Público que no tenga la consideración de poder adjudicador se 
remite al previsto para los poderes adjudicadores; y se precisa el régimen aplicable a los 
encargos horizontales, es decir, los casos en que una entidad del Sector Público estatal de 
las característica indicadas realice un encargo a otra del mismo sector, controladas ambas, 
directa o indirectamente, por una misma entidad de dicho sector, así como el régimen de la 
compensación a percibir en estos casos por la entidad que reciba el encargo.

Finalmente, se completan y aclaran las medidas ya adoptadas en materia de 
contratación para afrontar las consecuencias derivadas de la situación creada por el 
COVID-19, recogidas en el Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes 
extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del COVID-19. A tal efecto, 
se aclara el ámbito de aplicación, incluyendo los contratos actualmente vigentes celebrados 
por las entidades pertenecientes al Sector Público cualquiera que sea la normativa de 
contratación pública a la que estén sujetos con arreglo al pliego. Por otra parte, en los 
contratos de servicios y de suministros de prestación sucesiva que hayan quedado 
suspendidos conforme a lo previsto en el real decreto-ley, se precisa la posibilidad de que el 
órgano de contratación pueda realizar anticipos a cuenta del importe estimado de la 
indemnización que corresponda al contratista. Y, en materia de concesiones, se especifican 
determinados aspectos del régimen de restablecimiento del equilibrio económico del 
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contrato, y por la necesidad de precisar la regulación de determinados encargos previstos en 
la legislación de contratación pública.

III

El artículo 86 de la Constitución permite al Gobierno dictar decretos-leyes «en caso de 
extraordinaria y urgente necesidad», siempre que no afecten al ordenamiento de las 
instituciones básicas del Estado, a los derechos, deberes y libertades de los ciudadanos 
regulados en el Título I de la Constitución, al régimen de las Comunidades Autónomas ni al 
Derecho electoral general.

El real decreto-ley constituye un instrumento constitucionalmente lícito, siempre que el fin 
que justifica la legislación de urgencia, sea, tal como reiteradamente ha exigido nuestro 
Tribunal Constitucional (sentencias 6/1983, de 4 de febrero, F. 5; 11/2002, de 17 de enero, 
F. 4, 137/2003, de 3 de julio, F. 3 y 189/2005, de 7 julio, F. 3), subvenir a una situación 
concreta, dentro de los objetivos gubernamentales, que por razones difíciles de prever 
requiere una acción normativa inmediata en un plazo más breve que el requerido por la vía 
normal o por el procedimiento de urgencia para la tramitación parlamentaria de las leyes, 
máxime cuando la determinación de dicho procedimiento no depende del Gobierno.

Ninguna duda ofrece que la situación que afronta nuestro país por la declaración de 
emergencia de salud pública de importancia internacional, unida a la reciente declaración de 
estado de alarma, generan la concurrencia de motivos que justifican la extraordinaria y 
urgente necesidad de adoptar diversas medidas. Además, la adopción de medidas de 
carácter económico acudiendo al instrumento del real decreto-ley ha sido avalada por el 
Tribunal Constitucional, siempre que concurra una motivación explícita y razonada de la 
necesidad, entendiendo por tal que la coyuntura económica exige una rápida respuesta, y la 
urgencia, asumiendo como tal que la dilación en el tiempo de la adopción de la medida de 
que se trate mediante una tramitación por el cauce normativo ordinario podría generar algún 
perjuicio.

Los organismos internacionales y los principales servicios de estudios se están 
enfrentando con mucha precaución a la estimación del impacto del COVID-19 sobre la 
economía en el cambiante escenario actual, sujeto a una gran incertidumbre, pero no cabe 
duda que será muy significativo. Entre las últimas estimaciones, se ha publicado 
recientemente el informe de Perspectivas de la Economía Mundial del FMI de abril de 2020 
en el que se prevé un importante impacto de la crisis sanitaria en términos de crecimiento y 
empleo, no solo de España, sino también de otros países de nuestro entorno y de la 
economía mundial en su conjunto, si bien, en su escenario base, se espera que la pandemia 
se disipe en el segundo semestre de 2020 y que las medidas de contención puedan irse 
replegando, de manera que la actividad económica se vaya normalizando gradualmente 
gracias al apoyo brindado por las distintas políticas aplicadas. También el Banco de España 
ha hecho públicas sus estimaciones de crecimiento para este año y el próximo, en el que se 
recogen distintos escenarios de reducción de la actividad.

Teniendo en cuenta ese contexto, el presente real decreto-ley continúa y refuerza los 
apoyos públicos y privados movilizados por el Gobierno español en las pasadas semanas, y 
se centra en el apoyo a empresas y trabajadores del sector cultural, adoptando medidas 
específicas para dar respuesta a las necesidades que surgen de la situación excepcional 
creada por la crisis sanitaria; respaldando a los agentes económicos y sociales para que su 
incidencia sea la menor posible y facilitando la recuperación económica cuando comience a 
remitir la crisis pandémica. Las previsiones de esta disposición responden a esa finalidad, 
encaminándose a mejorar la situación del sector y de los profesionales de la cultura a través 
de diferentes instrumentos para afrontar las consecuencias del COVID-19.

Asimismo, la extraordinaria y urgente necesidad de aprobar este real decreto-ley se 
inscribe en el juicio político o de oportunidad que corresponde al Gobierno (SSTC 61/2018, 
de 7 de junio, FJ 4; 142/2014, de 11 de septiembre, FJ 3) y esta decisión, sin duda, supone 
una ordenación de prioridades políticas de actuación (STC, de 30 de enero de 2019, 
Recurso de Inconstitucionalidad núm. 2208-2019), centradas en el cumplimiento de la 
seguridad jurídica y la salud pública. Los motivos de oportunidad que acaban de exponerse 
demuestran que, en ningún caso, el presente real decreto-ley constituye un supuesto de uso 
abusivo o arbitrario de este instrumento constitucional (SSTC 61/2018, de 7 de junio, FJ 4; 
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100/2012, de 8 de mayo, FJ 8; 237/2012, de 13 de diciembre, FJ 4; 39/2013, de 14 de 
febrero, FJ 5). Al contrario, todas las razones expuestas justifican amplia y razonadamente la 
adopción de la presente norma, al responder a la finalidad legítima de aprobar medidas que 
contribuyan a abordar de forma inmediata el impacto económico y social del COVID-19 
(SSTC 29/1982, de 31 de mayo, FJ 3; 111/1983, de 2 de diciembre, FJ 5; 182/1997, de 20 
de octubre, FJ 3).

Debe señalarse también que este real decreto-ley no afecta al ordenamiento de las 
instituciones básicas del Estado, a los derechos, deberes y libertades de los ciudadanos 
regulados en el Título I de la Constitución, al régimen de las Comunidades Autónomas ni al 
Derecho electoral general. En particular, y por lo que se refiere a las medidas de carácter 
tributario, como señala la STC 100/2012, de 8 de mayo, en su FJ 9, «del hecho de que la 
materia tributaria esté sujeta al principio de reserva de ley (arts. 31.3 y 133.1 y 3 CE) y de 
que dicha reserva tenga carácter relativo y no absoluto «no se deriva necesariamente que se 
encuentre excluida del ámbito de regulación del decreto-ley, que podrá penetrar en la 
materia tributaria siempre que se den los requisitos constitucionales del presupuesto 
habilitante y no ‘afecte’, en el sentido constitucional del término, a las materias excluidas» 
(SSTC 182/1997, de 28 de octubre, FJ 8; 137/2003, de 3 de julio, FJ 6; y 108/2004, de 30 de 
junio, FJ 7; 245/2004, de 16 de diciembre, FJ 4; y 189/2005, de 7 de julio, FJ 7). Es decir, «el 
hecho de que una materia esté reservada a la Ley ordinaria, con carácter absoluto o relativo, 
no excluye la regulación extraordinaria y provisional de la misma mediante Decreto-ley» 
(SSTC 60/1986, de 20 de mayo, FJ 2; y 182/1997, de 20 de octubre, FJ 8). A lo que este 
Tribunal debe atender al interpretar el límite material del art. 86.1 CE «no es, pues, al modo 
como se manifiesta el principio de reserva de Ley en una determinada materia, la tributaria 
en este caso (si tiene carácter absoluto o relativo y qué aspectos de dicha materia se 
encuentran amparados o no por dicha reserva), sino más bien al examen de si ha existido 
‘afectación’ por el Decreto-ley de un derecho, deber o libertad regulado en el Título I de la 
Constitución», lo que exigirá «tener en cuenta la configuración constitucional del derecho o 
deber afectado en cada caso y la naturaleza y alcance de la concreta regulación de que se 
trate» (SSTC 182/1997, de 28 de octubre, FJ 8; 137/2003, de 3 de julio, FJ 6; 108/2004, de 
30 de junio, FJ 7; y 245/2004, de 16 de diciembre, FJ 4, 189/2005, de 7 de julio, FJ 7; y 
329/2005, de 15 de diciembre FJ 8). Y, sobre este particular, en la sección 2 del capítulo 
segundo del título I de la Constitución, bajo la rúbrica «De los derechos y deberes de los 
ciudadanos», se inserta el art. 31.1 CE, precepto que establece «un auténtico mandato 
jurídico, fuente de derechos y obligaciones», del que «se deriva un deber constitucional para 
los ciudadanos de contribuir, a través de los impuestos, al sostenimiento o financiación de 
los gastos públicos» (SSTC 182/1997, de 28 de octubre, FJ 6; 245/2004, de 16 de diciembre, 
FJ 5; y 189/2005, de 7 de julio, FJ 7), siendo, en consecuencia, uno de «los deberes cuya 
afectación está vedada al Decreto-ley el deber de contribuir al sostenimiento de los gastos 
públicos que enuncia el art. 31.1 CE» (SSTC 137/2003, de 3 de julio, FJ 6; 245/2004, de 16 
de diciembre, FJ 5; y 189/2005, de 7 de julio, FJ 7) (…).

Pues bien, el artículo 31.1 de la Constitución Española «conecta el citado deber de 
contribuir con el criterio de la capacidad económica» y lo relaciona, a su vez, «no con 
cualquier figura tributaria en particular, sino con el conjunto del sistema tributario», por lo que 
queda claro que «que el decreto-ley no podrá alterar ni el régimen general ni aquellos 
elementos esenciales de los tributos que inciden en la determinación de la carga tributaria, 
afectando así al deber general de los ciudadanos de contribuir al sostenimiento de los gastos 
públicos de acuerdo con su riqueza mediante un sistema tributario justo» (SSTC 182/1997, 
de 18 de octubre, FJ 7; 137/2003, de 3 de julio, FJ 6; 108/2004, de 30 de junio, FJ 7; y 
189/2005, de 7 de julio, FJ 7). De manera que vulnerará el art. 86 CE «cualquier intervención 
o innovación normativa que, por su entidad cualitativa o cuantitativa, altere sensiblemente la 
posición del obligado a contribuir según su capacidad económica en el conjunto del sistema 
tributario» (SSTC 182/1997, de 28 de octubre, FJ 7; 137/2003, de 3 de julio, FJ 6; 108/2004, 
de 30 de junio, FJ 7; y 189/2005, de 7 de julio, FJ 7). Por tanto, será preciso tener en cuenta 
«en cada caso en qué tributo concreto incide el decreto-ley –constatando su naturaleza, 
estructura y la función que cumple dentro del conjunto del sistema tributario, así como el 
grado o medida en que interviene el principio de capacidad económica–,qué elementos del 
mismo –esenciales o no resultan alterados por este excepcional modo de producción 
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normativa– y, en fin, cuál es la naturaleza y alcance de la concreta regulación de que se 
trate» (SSTC 182/1997, de 28 de octubre, FJ 7; 137/2003, de 3 de julio, FJ 6; 108/2004, de 
30 de junio, FJ 7; y 189/2005, de 7 de julio, FJ 7).».

A la luz de estas consideraciones, cabe afirmar que las medidas tributarias contenidas 
en este real decreto-ley no vulneran el citado artículo 31 de la Constitución ya que, como se 
señala en la antes citada STC 100/2012 (FJ 9), no alteran «de manera relevante la presión 
fiscal que deben soportar los contribuyentes y, por consiguiente, no ha provocado un cambio 
sustancial de la posición de los ciudadanos en el conjunto del sistema tributario, de manera 
que no ha afectado a la esencia del deber constitucional de contribuir al sostenimiento de los 
gastos públicos que enuncia el artículo 31.1 CE» (SSTC 137/2003, de 3 de julio, FJ 7; y 
108/2004, de 30 de junio, FJ 8). La modificación de la Ley 27/2014, de 27 de noviembre, del 
Impuesto sobre Sociedades, se circunscribe a deducciones específicas, en un sector 
productivo determinado, por lo que carece de un alcance general, sin llegar a afectar 
ampliamente a la totalidad de los contribuyentes y a la obligación de contribuir al 
sostenimiento de los gastos públicos con arreglo a su capacidad económica. La misma 
consideración ha de hacerse respecto a la reforma de la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, 
de régimen fiscal de las entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al 
mecenazgo, y al establecimiento o ampliación del plazo de programas considerados como 
acontecimientos de excepcional interés público.

Por tanto, en el conjunto y en cada una de las medidas que se adoptan, concurren, por 
su naturaleza y finalidad, de forma palmaria como pocas veces las circunstancias de 
extraordinaria y urgente necesidad que exige el artículo 86 de la Constitución Española 
como presupuestos habilitantes para recurrir al instrumento jurídico del real decreto-ley.

El presente real decreto-ley responde a los principios de necesidad, eficacia, 
proporcionalidad, seguridad jurídica, transparencia, y eficiencia, tal y como exige la Ley 
39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 
Públicas. A estos efectos se pone de manifiesto el cumplimiento de los principios de 
necesidad y eficacia dado el interés general en el que se fundamentan las medidas que se 
establecen, siendo el real decreto-ley el instrumento más adecuado para garantizar su 
consecución.

La norma es acorde con el principio de proporcionalidad al contener la regulación 
imprescindible para la consecución de los objetivos previamente mencionados. Igualmente, 
se ajusta al principio de seguridad jurídica, siendo coherente con el resto del ordenamiento 
jurídico. En cuanto al principio de transparencia, la norma está exenta de los trámites de 
consulta pública, audiencia e información pública que no son aplicables a la tramitación y 
aprobación de decretos-leyes. Por último, en relación con el principio de eficiencia, este real 
decreto-ley impone las cargas administrativas necesarias para la consecución de sus fines.

Este real decreto-ley se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.2 de la 
Constitución Española, que dispone que, sin perjuicio de las competencias que podrán 
asumir las Comunidades Autónomas, el Estado considerará el servicio de la cultura como 
deber y atribución esencial; y además por los títulos competenciales previstos en el artículo 
149.1.1.ª, 13.ª, 14.ª, 17.ª, 18ª y 30.ª de la Constitución.

En virtud de cuanto ha sido expuesto, haciendo uso de la autorización contenida en el 
artículo 86 de la Constitución Española, a propuesta del Ministro de Cultura y Deporte y de la 
Ministra de Hacienda, y previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 5 
de mayo de 2020,

DISPONGO:

CAPÍTULO I

Medidas para facilitar la financiación del sector cultural y de apoyo a sus 
trabajadores

[ . . . ]
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Artículo 2.  Acceso extraordinario a la prestación por desempleo de los artistas en 
espectáculos públicos que no se encuentren afectados por procedimientos de suspensión de 
contratos y reducción de jornada reguladas por el Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, 
de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del 
COVID-19.

1. Como consecuencia de la crisis sanitaria derivada del COVID-19, con carácter 
excepcional y transitorio para el ejercicio 2020, se reconoce a los artistas en espectáculos 
públicos el acceso extraordinario a las prestaciones económicas por desempleo, en los 
términos previstos en el presente artículo.

El nacimiento del derecho a la prestación surtirá efectos desde el día siguiente a la fecha 
de presentación de la solicitud.

Se deberán cumplir los requisitos establecidos en el artículo 266 del texto refundido de la 
Ley General de Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de 
octubre, con las especialidades que se disponen a continuación.

No será exigible encontrarse en situación de alta o asimilada al alta.
Asimismo, tampoco será exigible estar incluido en el Régimen General de la Seguridad 

Social en los términos previstos en el artículo 249 ter del texto refundido de la Ley General 
de Seguridad Social, ni al tiempo de solicitar la prestación ni durante su percepción.

La prestación será incompatible con cualquier percepción derivada de actividades por 
cuenta propia o por cuenta ajena, o con cualquier otra prestación, renta mínima, renta de 
inclusión, salario social o ayudas análogas concedidas por cualquier Administración Pública.

2. A aquellos trabajadores que, de conformidad con el apartado 3 de este artículo, 
acrediten los días de alta pertinentes en la Seguridad Social con prestación real de servicios 
en la actividad prevista en el apartado anterior, se les reconocerá en el ejercicio 2020 y a 
efectos de lo dispuesto en el artículo 266 del texto refundido de la Ley General de Seguridad 
Social, estar en situación legal de desempleo, así como tener cubierto el período mínimo de 
cotización, siempre que no estén percibiendo o hayan optado por la prestación contributiva 
por desempleo ordinaria prevista en el artículo 262 y siguientes del texto refundido de la Ley 
General de Seguridad Social.

3. La duración de la prestación por desempleo prevista en esta disposición estará en 
función de los días de alta en Seguridad Social con prestación real de servicios en dicha 
actividad en el año anterior a la situación legal de desempleo, con arreglo a la siguiente 
escala:

Días de actividad Periodo de prestación
(en días)

Desde 20 hasta 54. 120
Desde 55 en adelante. 180

A estos efectos la fecha de la situación legal de desempleo será la del 14 de marzo de 
2020, fecha de entrada en vigor del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se 
declara el estado de alarma.

4. La base reguladora de la prestación por desempleo prevista en los apartados 
anteriores estará constituida por la base de cotización mínima vigente en cada momento, por 
contingencias comunes, correspondiente al grupo 7 de la escala de grupos de cotización del 
Régimen General.

5. El derecho al acceso a esta prestación extraordinaria se reconocerá por una única 
vez.

No obstante, una vez reconocido el derecho a la percepción de la prestación por 
desempleo se suspenderá mientras el titular del derecho realice un trabajo por cuenta por 
cuenta propia o por cuenta ajena. La suspensión de dicho derecho supondrá la interrupción 
del abono de la prestación, que se reanudará una vez finalizado el trabajo, por el tiempo que 
reste del período de percepción que corresponda.

[ . . . ]
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Información relacionada

• El Real Decreto-ley 17/2020, de 5 de mayo, y su corrección de errores, han sido convalidados 
por Acuerdo del Congreso de los Diputados, publicado por Resolución de 20 de mayo de 
2020. Ref. BOE-A-2020-5217
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§ 25

Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes 
extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del 

COVID-19. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 73, de 18 de marzo de 2020
Última modificación: 27 de mayo de 2020

Referencia: BOE-A-2020-3824

[ . . . ]

VII

[ . . . ]

CAPÍTULO II

Medidas de flexibilización de los mecanismos de ajuste temporal de actividad 
para evitar despidos

Artículo 22.  Medidas excepcionales en relación con los procedimientos de suspensión de 
contratos y reducción de jornada por causa de fuerza mayor.

1. Las suspensiones de contrato y reducciones de jornada que tengan su causa directa 
en pérdidas de actividad como consecuencia del COVID-19, incluida la declaración el estado 
de alarma, que impliquen suspensión o cancelación de actividades, cierre temporal de 
locales de afluencia pública, restricciones en el transporte público y, en general, de la 
movilidad de las personas y/o las mercancías, falta de suministros que impidan gravemente 
continuar con el desarrollo ordinario de la actividad, o bien en situaciones urgentes y 
extraordinarias debidas al contagio de la plantilla o la adopción de medidas de aislamiento 
preventivo decretados por la autoridad sanitaria, que queden debidamente acreditados, 
tendrán la consideración de provenientes de una situación de fuerza mayor, con las 
consecuencias que se derivan del artículo 47 del texto refundido de la Ley del Estatuto de los 
Trabajadores, aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre.

En relación con las actividades que deban mantenerse de acuerdo con la declaración del 
estado de alarma, otras normas de rango legal o las disposiciones dictadas por las 
autoridades delegadas en virtud de lo previsto en el artículo 4 del Real Decreto 463/2020, de 
14 de marzo, se entenderá que concurre la fuerza mayor descrita en el párrafo anterior 
respecto de las suspensiones de contratos y reducciones de jornada aplicables a la parte de 
actividad no afectada por las citadas condiciones de mantenimiento de la actividad.

2. En los supuestos en que se decida por la empresa la suspensión de contratos o la 
reducción temporal de la jornada de trabajo con base en las circunstancias descritas en el 
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apartado 1, se aplicarán las siguientes especialidades, respecto del procedimiento recogido 
en la normativa reguladora de estos expedientes:

a) El procedimiento se iniciará mediante solicitud de la empresa, que se acompañará de 
un informe relativo a la vinculación de la pérdida de actividad como consecuencia del 
COVID-19, así como, en su caso, de la correspondiente documentación acreditativa. La 
empresa deberá comunicar su solicitud a las personas trabajadoras y trasladar el informe 
anterior y la documentación acreditativa, en caso de existir, a la representación de estas.

b) La existencia de fuerza mayor, como causa motivadora de suspensión de los 
contratos o de la reducción de jornada prevista en este artículo, deberá ser constatada por la 
autoridad laboral, cualquiera que sea el número de personas trabajadoras afectadas.

c) La resolución de la autoridad laboral se dictará en el plazo de cinco días desde la 
solicitud, previo informe, en su caso, de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social y 
deberá limitarse a constatar la existencia, cuando proceda, de la fuerza mayor alegada por la 
empresa correspondiendo a ésta la decisión sobre la aplicación de medidas de suspensión 
de los contratos o reducción de jornada, que surtirán efectos desde la fecha del hecho 
causante de la fuerza mayor.

d) El informe de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, cuya solicitud será 
potestativa para la autoridad laboral, se evacuará en el plazo improrrogable de cinco días.

3. Para la tramitación de los expedientes de suspensión de contratos y reducción de 
jornada que afecten a los socios trabajadores de cooperativas de trabajo asociado y 
sociedades laborales incluidos en el Régimen General de la Seguridad Social o en algunos 
de los regímenes especiales que protejan la contingencia de desempleo, será de aplicación 
el procedimiento especifico previsto en el Real Decreto 42/1996, de 19 de enero, por el que 
se amplía la protección por desempleo a los socios trabajadores de cooperativas de trabajo 
asociado en situación de cese temporal o reducción temporal de jornada, salvo en lo relativo 
al plazo para la emisión de resolución por parte de la Autoridad Laboral y al informe de la 
Inspección de Trabajo y Seguridad Social, que se regirán por lo previsto en los apartados c) 
y d) del apartado anterior.

Téngase en cuenta que se establecen medidas extraordinarias de desarrollo del presente 
artículo en el Real Decreto-ley 9/2020, de 27 de marzo. Ref. BOE-A-2020-4152

Asimismo, en el art. 1 del Real Decreto-ley 18/2020, de 12 de mayo, se establecen 
especialidades aplicables a los expedientes de regulación temporal de empleo basados en las 
causas recogidas en el presente artículo. Ref. BOE-A-2020-4959

Artículo 23.  Medidas excepcionales en relación con los procedimientos de suspensión y 
reducción de jornada por causa económica, técnica, organizativa y de producción.

1. En los supuestos que se decida por la empresa la suspensión de contrato o reducción 
de la jornada por causas económicas, técnicas, organizativas y de producción relacionadas 
con el COVID-19, se aplicarán las siguientes especialidades, respecto del procedimiento 
recogido en la normativa reguladora de estos expedientes:

a) En el supuesto de que no exista representación legal de las personas trabajadoras, la 
comisión representativa de estas para la negociación del periodo de consultas estará 
integrada por los sindicatos más representativos y representativos del sector al que 
pertenezca la empresa y con legitimación para formar parte de la comisión negociadora del 
convenio colectivo de aplicación. La comisión estará conformada por una persona por cada 
uno de los sindicatos que cumplan dichos requisitos, tomándose las decisiones por las 
mayorías representativas correspondientes. En caso de no conformarse esta representación, 
la comisión estará integrada por tres trabajadores de la propia empresa, elegidos conforme a 
lo recogido en el artículo 41.4 del Estatuto de los Trabajadores.

En cualquiera de los supuestos anteriores, la comisión representativa deberá estar 
constituida en el improrrogable plazo de 5 días.
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b) El periodo de consultas entre la empresa y la representación de las personas 
trabajadoras o la comisión representativa prevista en el punto anterior no deberá exceder del 
plazo máximo de siete días.

c) El informe de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, cuya solicitud será 
potestativa para la autoridad laboral, se evacuará en el plazo improrrogable de siete días.

2. Para la tramitación de los expedientes de suspensión de contratos y reducción de 
jornada que afecten a los socios trabajadores de cooperativas de trabajo asociado y 
sociedades laborales incluidos en el Régimen General de la Seguridad Social o en algunos 
de los regímenes especiales que protejan la contingencia de desempleo, será de aplicación 
el procedimiento especifico previsto en el Real Decreto 42/1996, de 19 de enero, salvo en lo 
relativo al desarrollo del período de consultas y al informe de la Inspección de Trabajo y 
Seguridad Social, que se regirán por lo previsto en los apartados b) y c) del apartado 
anterior.

Téngase en cuenta que se establecen medidas extraordinarias de desarrollo del presente 
artículo en el Real Decreto-ley 9/2020, de 27 de marzo. Ref. BOE-A-2020-4152

En cuanto a la tramitación de la impugnación de expedientes de regulación temporal de 
empleo a que se refiere el presente artículo, véase el art. 6 del Real Decreto-ley 16/2020, de 28 
de abril. Ref. BOE-A-2020-4705

A los procedimientos de regulación temporal de empleo basados en causas económicas, 
técnicas, organizativas y de producción iniciados tras la entrada en vigor del Real Decreto-ley 
18/2020, de 12 de mayo, y hasta el 30 de junio de 2020, les resultará de aplicación el presente 
artículo, con las especialidades recogidas en el art. 2 del citado Real Decreto-Ley 18/2020. Ref. 
BOE-A-2020-4959

Artículo 24.  Medidas extraordinarias en materia de cotización en relación con los 
procedimientos de suspensión de contratos y reducción de jornada por fuerza mayor 
relacionados con el COVID-19.

1. En los expedientes de suspensión de contratos y reducción de jornada autorizados en 
base a fuerza mayor temporal vinculada al COVID-19 definida en el artículo 22, la Tesorería 
General de la Seguridad Social exonerará a la empresa del abono de la aportación 
empresarial prevista en el artículo 273.2 del texto refundido de la Ley General de la 
Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, así 
como del relativo a las cuotas por conceptos de recaudación conjunta, durante los meses de 
marzo y abril de 2020, cuando, a 29 de febrero de 2020, tuviera menos de 50 personas 
trabajadoras, o asimiladas a personas trabajadoras por cuenta ajena, en situación de alta en 
la Seguridad Social. Si la empresa tuviera 50 personas trabajadoras, o asimiladas a 
personas trabajadoras por cuenta ajena, o más, en situación de alta en la Seguridad Social, 
la exoneración de la obligación de cotizar alcanzará al 75 % de la aportación empresarial.

2. Dicha exoneración no tendrá efectos para la persona trabajadora, manteniéndose la 
consideración de dicho período como efectivamente cotizado a todos los efectos, sin que 
resulte de aplicación lo establecido en el apartado 1 del artículo 20 de la Ley General de la 
Seguridad Social.

3. La exoneración de cuotas se aplicará por la Tesorería General de la Seguridad Social 
a instancia del empresario, previa comunicación de la identificación de los trabajadores y 
período de la suspensión o reducción de jornada. A efectos del control de la exoneración de 
cuotas será suficiente la verificación de que el Servicio Público de Empleo Estatal proceda al 
reconocimiento de la correspondiente prestación por desempleo por el período de que se 
trate.

4. La Tesorería General de la Seguridad Social establecerá los sistemas de 
comunicación necesarios para el control de la información trasladada por la solicitud 
empresarial, en particular a través de la información de la que dispone el Servicio Público de 
Empleo Estatal, en relación a los periodos de disfrute de las prestaciones por desempleo.
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5. Las exoneraciones reguladas en este artículo serán a cargo de los presupuestos de la 
Seguridad Social en el caso de la aportación empresarial por contingencias comunes, de las 
mutuas colaboradoras en el caso de la aportación empresarial por contingencias 
profesionales, del Servicio Público de Empleo Estatal en el caso de la aportación empresarial 
para desempleo y por formación profesional y del Fondo de Garantía Salarial en el caso de 
las aportaciones que financian sus prestaciones.

Artículo 25.  Medidas extraordinarias en materia de protección por desempleo en aplicación 
de los procedimientos referidos en los artículos 22 y 23.

1. En los supuestos en que la empresa decida la suspensión de contratos o la reducción 
temporal de la jornada de trabajo por las causas previstas en el artículo 47 del texto 
refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, con base en las circunstancias 
extraordinarias reguladas en este real decreto-ley, el Servicio Público de Empleo Estatal y, 
en su caso, el Instituto Social de la Marina, adoptarán las siguientes medidas:

a) El reconocimiento del derecho a la prestación contributiva por desempleo, regulada en 
el título III del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por el Real 
Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, a las personas trabajadoras afectadas, aunque 
carezcan del período de ocupación cotizada mínimo necesario para ello.

b) No computar el tiempo en que se perciba la prestación por desempleo de nivel 
contributivo que traiga su causa inmediata de las citadas circunstancias extraordinarias, a los 
efectos de consumir los períodos máximos de percepción establecidos.

2. Podrán acogerse a las medidas reguladas en el apartado anterior, además de las 
personas trabajadoras incluidas en el artículo 264 del texto refundido de la Ley General de la 
Seguridad Social, aquellas que tengan la condición de socias trabajadoras de sociedades 
laborales y de cooperativas de trabajo asociado que tengan previsto cotizar por la 
contingencia de desempleo.

En todos los casos se requerirá que el inicio de la relación laboral o societaria hubiera 
sido anterior a la fecha de entrada en vigor de este real decreto-ley.

3. Las medidas previstas en el apartado 1 serán aplicables a las personas trabajadoras 
afectadas tanto si en el momento de la adopción de la decisión empresarial tuvieran 
suspendido un derecho anterior a prestación o subsidio por desempleo como si careciesen 
del período mínimo de ocupación cotizada para causar derecho a prestación contributiva, o 
no hubiesen percibido prestación por desempleo precedente.

En todo caso, se reconocerá un nuevo derecho a la prestación contributiva por 
desempleo, con las siguientes especialidades respecto a la cuantía y duración:

a) La base reguladora de la prestación será la resultante de computar el promedio de las 
bases de los últimos 180 días cotizados o, en su defecto, del período de tiempo inferior, 
inmediatamente anterior a la situación legal de desempleo, trabajados al amparo de la 
relación laboral afectada por las circunstancias extraordinarias que han originado 
directamente la suspensión del contrato o la reducción de la jornada de trabajo.

b) La duración de la prestación se extenderá hasta la finalización del período de 
suspensión del contrato de trabajo o de reducción temporal de la jornada de trabajo de las 
que trae causa.

4. La iniciación, instrucción y resolución del procedimiento de reconocimiento del 
derecho a la prestación por desempleo se ajustará a lo dispuesto en la normativa legal y 
reglamentaria para los supuestos de suspensión temporal del contrato o de reducción 
temporal de la jornada derivados de causas económicas, técnicas, organizativas, de 
producción o de fuerza mayor.

5. En el caso de las personas socias trabajadoras de cooperativas a las que se refiere el 
apartado 2, la acreditación de las situaciones legales de desempleo exigirá que las causas 
que han originado la suspensión o reducción temporal de la jornada hayan sido debidamente 
constatadas por la autoridad laboral competente de acuerdo con el procedimiento regulado 
en el Real Decreto 42/1996, de 19 de enero, por el que se amplía la protección por 
desempleo a los socios trabajadores de Cooperativas de Trabajo Asociado.
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6. La aplicación de las medidas extraordinarias en materia de protección por desempleo 
a las trabajadoras y los trabajadores fijos-discontinuos y a los que realizan trabajos fijos y 
periódicos que se repiten en fechas ciertas, se realizará en los siguientes términos:

a) En el supuesto de que la empresa en la que prestan servicios haya adoptado la 
decisión de suspender el contrato o reducir la jornada como resultado de los procedimientos 
regulados en los artículos 22 y 23 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, las personas 
trabajadoras afectadas podrán beneficiarse de las medidas establecidas en el apartado 1 de 
este artículo.

Los trabajadores fijos discontinuos y aquellos que realizan trabajos fijos y periódicos que 
se repitan en fechas ciertas, que se encuentren en periodo de inactividad productiva, y por 
ende, a la espera de la llegada de la fecha en la que procedería su llamamiento y 
reincorporación efectiva de no mediar la crisis del COVID-19, podrán beneficiarse también 
de las medidas dispuestas en el apartado 1 de este artículo.

b) Las personas trabajadoras que, sin estar en la situación del apartado anterior, vean 
interrumpida su prestación de servicios como consecuencia del impacto del COVID-19 
durante periodos que, en caso de no haber concurrido dicha circunstancia extraordinaria, 
hubieran sido de actividad, y como consecuencia de ello pasen a ser beneficiarios de la 
prestación por desempleo, podrán volver a percibirla, con un límite máximo de 90 días, 
cuando vuelvan a encontrarse en situación legal de desempleo. Para determinar el periodo 
que, de no haber concurrido esta circunstancia, hubiera sido de actividad laboral, se estará 
al efectivamente trabajado por la persona trabajadora durante el año natural anterior en base 
al mismo contrato de trabajo. En caso de ser el primer año, se estará a los periodos de 
actividad de otras personas trabajadoras comparables en la empresa. Esta medida se 
aplicará al mismo derecho consumido, y se reconocerá de oficio por la entidad gestora 
cuando el interesado solicite su reanudación.

c) Las personas trabajadoras que acrediten que, como consecuencia del impacto del 
COVID-19, no han podido reincorporarse a su actividad en la fecha que estaba prevista y 
fueran beneficiarios de prestaciones en aquel momento, no verán suspendido el derecho a la 
prestación o al subsidio que vinieran percibiendo.

Si en la fecha en la que hubieran debido reincorporarse a la actividad no estuviesen 
percibiendo prestaciones por desempleo por haberlas agotado, pero acreditasen el período 
cotizado necesario para obtener una nueva prestación contributiva, la certificación 
empresarial de la imposibilidad de reincorporación constituirá situación legal de desempleo 
para el reconocimiento del derecho a dicha prestación.

A las personas trabajadoras a las que se refiere este párrafo les será de aplicación la 
reposición del derecho a la prestación prevista en la letra b) de este apartado.

d) Los trabajadores que hayan visto interrumpida su actividad y los que no hubieran 
podido reincorporarse a la misma como consecuencia del COVID-19 y careciesen del 
período de ocupación cotizado necesario para obtener la prestación por desempleo, tendrán 
derecho a una nueva prestación contributiva, que podrá percibirse hasta la fecha en que 
tenga lugar la incorporación a su puesto de trabajo, con un límite máximo de 90 días. La 
cuantía mensual de la nueva prestación será igual a la de la última mensualidad de la 
prestación contributiva percibida, o, en su caso, a la cuantía mínima de la prestación 
contributiva. El mismo derecho tendrán quienes durante la situación de crisis derivada del 
COVID-19 agoten sus prestaciones por desempleo antes de la fecha en que tenga lugar la 
incorporación a su puesto de trabajo y carezcan de cotizaciones suficientes para el 
reconocimiento de un nuevo derecho, en cuyo caso, la certificación empresarial de 
imposibilidad de reincorporación constituirá nueva situación legal de desempleo. En este 
supuesto, no les resultará de aplicación lo previsto en la letra b) de este apartado cuando 
acrediten una nueva situación legal de desempleo.

Téngase en cuenta que se establecen medidas extraordinarias de desarrollo del presente 
artículo en el art. 3 del Real Decreto-ley 9/2020, de 27 de marzo. Ref. BOE-A-2020-4152 

Las medidas de protección por desempleo previstas en los apartados 1 al 5 del presente 
artículo resultarán aplicables hasta el 30 de junio de 2020 y las medidas extraordinarias en 
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materia de protección por desempleo reguladas en el apartado 6, resultarán aplicables hasta el 
31 de diciembre de 2020, según establece el art. 3 del Real Decreto-ley 18/2020, de 12 de 
mayo. Ref. BOE-A-2020-4959

Artículo 26.  Limitación temporal de los efectos de la presentación extemporánea de 
solicitudes de prestaciones por desempleo.

Durante el período de vigencia de las medidas extraordinarias en materia de salud 
pública adoptadas por las autoridades para combatir los efectos de la extensión del 
COVID-19, que conlleven la limitación de la movilidad de los ciudadanos o que atañan al 
funcionamiento de los servicios públicos cuya actuación afecte a la gestión de la protección 
por desempleo, el Servicio Público de Empleo Estatal y, en su caso, el Instituto Social de la 
Marina, suspenderán la aplicación de lo dispuesto en los artículos 268.2 y 276.1 del texto 
refundido de la Ley General de la Seguridad Social, de modo que la presentación de las 
solicitudes de alta inicial o reanudación de la prestación y el subsidio por desempleo 
realizada fuera de los plazos establecidos legalmente no implicará que se reduzca la 
duración del derecho a la prestación correspondiente.

Artículo 27.  Medidas extraordinarias relativas a la prórroga del subsidio por desempleo y a 
la declaración anual de rentas.

Durante el período de vigencia de las medidas extraordinarias en materia de salud 
pública adoptadas por las autoridades para combatir los efectos de la extensión del 
COVID-19, que conlleven la limitación de la movilidad de los ciudadanos o que atañan al 
funcionamiento de los servicios públicos cuya actuación afecte a la gestión de la protección 
por desempleo, el Servicio público de Empleo Estatal y, en su caso, el Instituto Social de la 
Marina, podrán adoptar las siguientes medidas:

a) Suspender la aplicación de lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 276.2 del 
texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, autorizando a la entidad gestora 
para que pueda prorrogar de oficio el derecho a percibir el subsidio por desempleo en los 
supuestos sujetos a la prórroga semestral del derecho, a efectos de que la falta de solicitud 
no comporte la interrupción de la percepción del subsidio por desempleo ni la reducción de 
su duración.

b) Suspender la aplicación de lo dispuesto en el tercer párrafo del artículo 276.3, de 
modo que, en el caso de los beneficiarios del subsidio para mayores de cincuenta y dos 
años no se interrumpirá el pago del subsidio y de la cotización a la Seguridad Social aun 
cuando la presentación de la preceptiva declaración anual de rentas se realice fuera del 
plazo establecido legalmente.

Artículo 28.  Plazo de duración de las medidas previstas en el Capítulo II.

Las medidas recogidas en los artículos 22, 23, 24 y 25 de este real decreto-ley estarán 
vigentes mientras se mantenga la situación extraordinaria derivada del COVID-19.

[ . . . ]

Disposición transitoria primera.  Limitación a la aplicación a los expedientes de regulación 
de empleo.

1. No se les aplicarán las especialidades previstas en el artículo 22 apartados 2 y 3 y 
artículo 23 de este real decreto-ley a los expedientes de regulación de empleo para la 
suspensión de los contratos de trabajo o para la reducción de jornada iniciados o 
comunicados antes de la entrada en vigor de este y basados en las causas previstas en el 
mismo.

2. Las medidas extraordinarias en materia de cotizaciones y protección por desempleo 
previstas en los artículos 24 y en los apartados 1 a 5 del artículo 25, serán de aplicación a 
los afectados por los procedimientos de suspensión de contratos y reducción de jornada 
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comunicados, autorizados o iniciados con anterioridad a la entrada en vigor de este real 
decreto-ley, siempre que deriven directamente del COVID- 19.

La medida prevista en el artículo 25.6 será de aplicación a los trabajadores que hayan 
visto suspendida su relación laboral con anterioridad a la fecha de entrada en vigor de ese 
Real Decreto-ley, siempre que dicha suspensión sea consecuencia directa del COVID-19.

[ . . . ]
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§ 26

Real Decreto-ley 18/2020, de 12 de mayo, de medidas sociales en 
defensa del empleo. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 134, de 13 de mayo de 2020
Última modificación: 27 de mayo de 2020

Referencia: BOE-A-2020-4959

I

La evolución de la crisis sanitaria derivada del COVID-19 ha precipitado la adopción de 
un conjunto de medidas de todo orden, y entre ellas, con especial calado e intensidad, 
medidas de carácter laboral.

En el caso de España, la expansión de la enfermedad obligó inicialmente a la adopción 
de medidas por parte de las autoridades sanitarias y, posteriormente, llevó a la aprobación 
del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se estableció el estado de alarma 
para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, que conllevó 
importantes medidas restrictivas de la movilidad y la actividad económica, y que ha sido 
prorrogado en varias ocasiones. Estas medidas de contención implicaron el establecimiento 
de medidas preventivas específicas en la prestación laboral con el fin de reducir el número 
de personas expuestas, así como el tiempo de exposición de las mismas, a través del cese 
parcial o total de determinadas actividades.

A esta situación de emergencia respondió el Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, 
de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del 
COVID-19, en cuyo capítulo II se establecían un conjunto de medidas de flexibilización que 
permitían agilizar los mecanismos previstos legalmente para que las empresas y las 
personas trabajadoras pudieran suspender o reducir su actividad, permitiendo, de esta 
forma, el acceso a las prestaciones económicas necesarias.

Estas medidas respondían a un doble objetivo:

a) Establecer los mecanismos necesarios para que los procedimientos de suspensión o 
reducción de la jornada que resultan aplicables, conforme a la legislación vigente, tuviesen la 
agilidad necesaria para garantizar que las consecuencias socioeconómicas de la situación 
de emergencia sanitaria tuvieran el menor impacto posible en el empleo.

b) Proteger a las personas trabajadoras, tanto su salud y seguridad, conteniendo la 
progresión de la enfermedad mediante el confinamiento y otras medidas de contención, 
como garantizando el acceso a ingresos sustitutivos a todas aquellas personas trabajadoras 
que se vieran afectadas por los Expedientes de Regulación Temporal de Empleo (ERTE).

A las medidas anteriores se añadieron las previsiones recogidas en el Real Decreto-ley 
9/2020, de 27 de marzo, por el que se adoptan medidas complementarias en el ámbito 
laboral, para paliar los efectos derivados del COVID-19. Entre otras, esta norma prevé que 
las causas a las que se refieren los artículos 22 y 23 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de 
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marzo, no pueden entenderse como justificativas de la extinción de los contratos de trabajo. 
Asimismo, se prevé la interrupción del cómputo de la duración máxima de los contratos 
temporales, que persigue garantizar que estos puedan desplegar plenos efectos, en cuanto 
a la prestación de servicios, la formación que llevan aparejada y la aportación a la actividad 
empresarial, durante el tiempo inicialmente previsto, de forma tal que la situación de 
emergencia generada no prive a la empresa de su capacidad real para organizar sus 
recursos. Esta es una medida de extraordinaria importancia a fin de evitar que un mercado 
como el español, con un alto índice de contratación temporal, vea su población asalariada 
drásticamente reducida.

En suma, se trata de una estrategia que, pese a la situación creada por la emergencia 
sanitaria, ha sido capaz de contener de manera significativa la destrucción de empleo y de 
tejido empresarial, posibilitando, tal y como adelantaba la exposición de motivos del Real 
Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, «evitar la salida del mercado de empresas solventes y 
afectadas negativamente por esta situación transitoria y excepcional, contribuyendo a 
aminorar el impacto negativo sobre el empleo y la actividad económica.»

II

Cumplido su objetivo inicial, se impone la necesidad, tras este periodo excepcional, de 
reactivar de manera progresiva la economía, mediante la dinamización de aquellos sectores 
cuya actividad continúa limitada por restricciones sanitarias derivadas, entre otras 
situaciones, por las medidas de confinamiento y contención acordadas en el marco del 
estado de alarma.

El objetivo, por tanto, es proporcionar una respuesta ponderada ante la situación 
descrita, teniendo en consideración los efectos que la emergencia sanitaria y las medidas de 
contención y las limitaciones han causado en la actividad de las empresas y en los contratos 
de trabajo, y en especial sobre las rentas salariales, a la par que atender al panorama de 
desescalada y a la reanudación progresiva de la actividad económica, que requiere de los 
mecanismos de sostén, racionalidad social y protección necesarios.

De todo lo anterior son conscientes las organizaciones empresariales más 
representativas de nuestro país, la Confederación Española de Organizaciones 
Empresariales (CEOE), la Confederación Española de la Pequeña y Mediana Empresa 
(CEPYME), y las organizaciones sindicales más representativas, Comisiones Obreras 
(CC.OO.) y la Unión General de Trabajadores (UGT).

Por ello, las medidas recogidas en este real decreto-ley han sido producto del diálogo 
social y el acuerdo alcanzado entre los agentes sociales y el Gobierno el día 8 de mayo de 
2020, día del primer centenario del Ministerio de Trabajo.

Tras tres semanas de intensas negociaciones, estas medidas pretenden dar una 
respuesta adecuada para que las empresas adopten los ajustes dinámicos necesarios que 
les permitan transitar hasta un escenario de «nueva normalidad», salvaguardar el empleo y 
proteger especialmente a las personas trabajadoras.

III

Los ERTE por fuerza mayor derivada del COVID-19 están regulados en el artículo 22 del 
Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, que establece lo que debe considerarse fuerza 
mayor temporal derivada del COVID-19, a los efectos de permitir suspender el contrato o 
reducir la jornada por esta causa y acceder a las medidas laborales especiales reguladas en 
los artículos 24 y 25 de dicho real decreto-ley.

Conforme al artículo 22 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, se consideran 
provenientes de fuerza mayor temporal con los efectos previstos en el artículo 47.3, que 
remite al artículo 51.7, ambos del texto refundido del Estatuto de los Trabajadores, aprobado 
por el Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, las suspensiones y reducciones de 
jornada que tengan su causa directa en pérdidas de actividad ocasionadas por el COVID-19, 
incluida la declaración el estado de alarma, que impliquen suspensión o cancelación de 
actividades, cierre temporal de locales de afluencia pública, restricciones en el transporte 
público y, en general, de la movilidad de las personas y las mercancías, falta de suministros 
que impidan gravemente continuar con el desarrollo ordinario de la actividad, o bien en 
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situaciones urgentes y extraordinarias debidas al contagio de la plantilla o la adopción de 
medidas de aislamiento preventivo decretados por la autoridad sanitaria, que queden 
debidamente acreditados.

La definición concreta de las causas que integran la fuerza mayor por COVID-19, 
responde así a una causa externa y perentoria cuyos efectos y ámbitos concretos son 
decididos en cada momento por las autoridades competentes por razones de salud pública, 
lo que tiene como consecuencia que las distintas medidas puedan ser aplicadas con una 
intensidad y graduación diferenciada.

Por consiguiente, procede seguir aplicando las medidas de suspensión y reducción de 
jornada en aquellas empresas que, por efecto de las restricciones o «pérdidas de actividad» 
derivadas e incluidas en el citado artículo 22.1 y que aún persisten, sigan imposibilitadas 
para recuperar su actividad.

Esta fuerza mayor se extiende al periodo durante el cual estuvieran afectadas por las 
causas descritas en dicho precepto que impidan el reinicio de su actividad, mientras duren 
las mismas y, en principio, hasta el 30 de junio de 2020.

En situación de fuerza mayor parcial derivada del COVID-19 se consideran, por tanto, 
aquellas empresas y entidades que cuenten con un expediente de regulación temporal de 
empleo autorizado en base al artículo 22 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, 
desde el momento en el que las causas descritas en dicho precepto, y por razón de las 
cuales se aplicaron las distintas medidas de flexibilidad en forma de suspensiones o 
reducciones de jornada, permitan la recuperación parcial de su actividad, hasta el 30 de junio 
de 2020.

Estas empresas y entidades deberán proceder a reincorporar a las personas 
trabajadoras afectadas, en la medida necesaria para el desarrollo de su actividad, primando 
los ajustes en términos de reducción de jornada.

El objetivo es facilitar el tránsito hacia las reducciones de jornada, que suponen un 
menor impacto económico sobre la persona trabajadora y que permitirán atender de manera 
paulatina a la oferta y demanda de productos y servicios de las empresas, en la medida en la 
que la actividad y estructura de personal lo permitan. Asimismo, lo anterior permite 
garantizar una mejor gestión del tiempo de trabajo, reduciendo los tiempos de exposición, de 
conformidad con la información actualizada por parte de las autoridades públicas sobre la 
prevalencia del COVID-19.

Por tanto, el esquema es el propio del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, 
manteniéndose las causas y las medidas extraordinarias incluidas en el mismo, que permite 
responder plenamente y con carácter dinámico a las necesidades tal y como fueron 
planteadas inicialmente, dejando de hacerlo por razón de su desafectación o desvinculación 
sobre la actividad y la plantilla de la empresa, sin imponer nuevas y gravosas condiciones de 
procedimiento.

De esta manera, las empresas pueden recuperar la totalidad o parte de su actividad si es 
que, por las razones comentadas, las personas trabajadoras vuelven a desempeñar sus 
tareas con carácter completo o parcial, renunciando o modificando en su aplicación las 
medidas excepcionales que se adoptaron en un escenario de interrupción de la actividad 
empresarial o de mayor rigor en el confinamiento, con el único requisito de comunicar, con 
carácter previo, a la autoridad laboral competente la renuncia total a las mismas, y al 
Servicio Público de Empleo Estatal aquellas variaciones que se refieran a la finalización de la 
aplicación de la medida respecto a la totalidad o a una parte de las personas afectadas.

Por su parte, a las empresas que, a partir de la entrada en vigor de este real decreto-ley 
y hasta el 30 de junio, pasen a aplicar medidas de suspensión o reducción de jornada por 
razones objetivas, económicas, técnicas, organizativas y de producción, les resultará de 
aplicación el artículo 23 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo.

A fin de evitar innecesarias interrupciones que redunden en un perjuicio o desprotección 
de las personas trabajadoras, se dispone de manera expresa la posibilidad de que los 
efectos de las medidas de reducción de jornada o suspensión de contratos retrotraigan sus 
efectos a la fecha de finalización de los expedientes por causa de fuerza mayor que los 
precedieran.
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Para las situaciones previstas en este real decreto-ley se siguen aplicando medidas 
extraordinarias en materia de protección por desempleo y se establecen nuevas medidas 
extraordinarias en materia de cotización.

Respecto de las medidas en materia de protección por desempleo vinculadas a las 
medidas extraordinarias establecidas en los artículos 22 y 23 del Real Decreto-ley 8/2020, 
de 17 de marzo, incluidas las que se apliquen a partir de la entrada en vigor del presente real 
decreto-ley, y con las especialidades descritas en sus artículos 1 y 2, se mantienen, hasta el 
30 de junio, todas las especialidades previstas en los apartados 1 a 5 del artículo 25 del Real 
Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo.

Asimismo, y conjugando el necesario equilibrio entre recuperación de la actividad y 
sostenibilidad de la capacidad económica de las empresas, se aplican a los expedientes por 
causa de fuerza mayor exoneraciones en las cuotas, con alcance diferente según sea la 
situación de fuerza mayor total o parcial, en el que se encuentre la empresa, distinguiendo, 
del mismo modo, a los efectos del porcentaje de exoneración, entre el reinicio de la actividad 
y el mantenimiento parcial de las medidas de suspensión o reducción de jornada. El objetivo, 
por tanto, es permitir una transición adecuada que posibilite la recuperación gradual de la 
actividad empresarial y que se desarrolle de forma acompasada con la recuperación de la 
actividad económica general, contando, para ello, con el estímulo necesario.

Por último, se prevén sendas disposiciones adicionales, la primera sobre la facultad 
reconocida al Gobierno, mediante acuerdo del Consejo de Ministros, de prorrogar las 
medidas de suspensión y reducción de jornada por causa de fuerza mayor, total y parcial, si 
persisten las restricciones de la actividad vinculadas a razones sanitarias, y la segunda 
acerca de la creación de una Comisión de Seguimiento tripartita laboral.

A las medidas de racionalidad económica acompañan las necesarias medidas de 
racionalidad social, manteniendo la vigencia de aquellas medidas complementarias de 
protección del empleo que se entienden precisas para garantizar la necesaria estabilidad y 
evitar el efecto de una alta flexibilidad cuantitativa externa, a través de despidos y 
destrucción de puestos de trabajo.

Respecto de la salvaguarda de empleo prevista en la disposición adicional sexta del Real 
Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, se concretan, a través de la modificación acordada en 
esta norma, en sus ámbitos subjetivo y objetivo, medidas vinculadas y consecuencias de su 
incumplimiento, teniendo en cuenta además las características específicas de los distintos 
sectores y la normativa laboral aplicable y, en particular, las especificidades de aquellas 
empresas que presentan una alta variabilidad o estacionalidad del empleo.

De esta forma, este real decreto-ley se estructura en cinco artículos, dos disposiciones 
adicionales y tres disposiciones finales.

IV

Este real decreto-ley cumple con los principios de buena regulación exigibles conforme al 
artículo 129 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de 
las Administraciones Públicas. Así, responde a la necesidad de minimizar el riesgo de un 
impacto incontrolado e irreversible de la situación de emergencia extraordinaria provocada 
por el COVID-19 tanto en la actividad económica, como en el empleo y en los recursos 
disponibles de las personas trabajadoras, evitándose, de esta forma, situaciones de 
vulnerabilidad y desprotección.

Es eficaz y proporcional, ya que regula los aspectos imprescindibles para conseguir su 
objetivo, limitando sus efectos a la concurrencia de la situación temporal y extraordinaria 
descrita. Igualmente, se ajusta al principio de seguridad jurídica, siendo coherente con el 
resto del ordenamiento jurídico.

Asimismo, cumple con el principio de transparencia, ya que identifica claramente su 
propósito y se ofrece una explicación, sin que se hayan realizado los trámites de 
participación pública que se establecen en el artículo 26 de la Ley 50/1997, al amparo de la 
excepción que, para los reales decretos-leyes, regula el apartado 11 del aludido precepto.

Finalmente, es coherente con el resto del ordenamiento jurídico nacional y cumple con el 
principio de eficiencia, dado que su aplicación no impone cargas administrativas 
innecesarias o accesorias.
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V

Respecto del supuesto habilitante de extraordinaria y urgente necesidad establecido en 
el artículo 86.1 CE, el contenido del real decreto-ley se fundamenta en motivos objetivos, de 
oportunidad política y extraordinaria urgencia que requieren su aprobación inmediata, entre 
otros la situación grave y excepcional que persiste como consecuencia de la situación de 
crisis sanitaria provocada por el COVID-19, lo que hace indispensable dar una respuesta 
adecuada a las necesidades que se plantean en el ámbito laboral.

El artículo 86 de la Constitución permite al Gobierno dictar reales decretos-leyes «en 
caso de extraordinaria y urgente necesidad», siempre que no afecten al ordenamiento de las 
instituciones básicas del Estado, a los derechos, deberes y libertades de los ciudadanos 
regulados en el título I de la Constitución, al régimen de las Comunidades Autónomas ni al 
Derecho electoral general.

El real decreto-ley constituye, de esta forma, un instrumento constitucionalmente lícito, 
siempre que, tal como reiteradamente ha exigido nuestro Tribunal Constitucional (sentencias 
6/1983, de 4 de febrero, F. 5; 11/2002, de 17 de enero, F. 4, 137/2003, de 3 de julio, F. 3, y 
189/2005, de 7 julio, F. 3; 68/2007, F. 10, y 137/2011, F. 7), el fin que justifica la legislación 
de urgencia sea subvenir a una situación concreta, dentro de los objetivos gubernamentales, 
que por razones difíciles de prever requiere una acción normativa inmediata en un plazo más 
breve que el requerido por la vía normal o por el procedimiento de urgencia para la 
tramitación parlamentaria de las leyes, máxime cuando la determinación de dicho 
procedimiento no depende del Gobierno.

En definitiva, la extraordinaria y urgente necesidad de aprobar el presente real decreto-
ley se inscribe en el juicio político o de oportunidad que corresponde al Gobierno (SSTC 
61/2018, de 7 de junio, FJ 4; 142/2014, de 11 de septiembre, FJ 3) y esta decisión, sin duda, 
supone una ordenación de prioridades políticas de actuación (STC, de 30 de enero de 2019, 
Recurso de Inconstitucionalidad núm. 2208-2019), centradas en dar una respuesta 
adecuada que permita restablecer el funcionamiento normal de la actividad económica y 
productiva de las empresas, la necesaria seguridad jurídica y la protección de los colectivos 
que pudieran resultar vulnerables ante la concurrencia de la situación descrita y que se 
definen por su condición extraordinaria y urgente.

Todas las razones expuestas justifican amplia y razonadamente la adopción de la 
presente norma (SSTC 29/1982, de 31 de mayo, FJ 3; 111/1983, de 2 de diciembre, FJ 5; 
182/1997, de 20 de octubre, FJ 3), existiendo la necesaria conexión entre la situación de 
urgencia expuesta y la medida concreta adoptada para subvenir a ella, sin que constituya un 
supuesto de uso abusivo o arbitrario del referido instrumento constitucional.

En suma, en las medidas que se adoptan en el presente real decreto-ley concurren las 
circunstancias de extraordinaria y urgente necesidad previstas en el artículo 86 de la 
Constitución, considerando, por otra parte, que los objetivos que se pretenden alcanzar con 
el mismo no pueden conseguirse a través de la tramitación de una ley por el procedimiento 
de urgencia.

Asimismo, debe señalarse que este real decreto-ley no afecta al ordenamiento de las 
instituciones básicas del Estado, a los derechos, deberes y libertades de los ciudadanos 
regulados en el título I de las Constitución Española, al régimen de las Comunidades 
Autónomas ni al Derecho electoral general.

Este real decreto-ley se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.7.ª y 17.ª de 
la Constitución Española, que atribuye al Estado la competencia exclusiva sobre la 
legislación laboral, así como sobre la legislación básica y régimen económico de la 
Seguridad Social, sin perjuicio de su ejecución por los órganos de las Comunidades 
Autónomas.

En su virtud, haciendo uso de la autorización contenida en el artículo 86 de la 
Constitución Española, a propuesta de la Ministra de Trabajo y Economía Social y del 
Ministro de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones, y previa deliberación del Consejo de 
Ministros en su reunión del día 12 de mayo de 2020,

DISPONGO:
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Artículo 1.  Especialidades aplicables a los expedientes de regulación temporal de empleo 
basados en las causas recogidas en el artículo 22 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de 
marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social 
del COVID-19 durante el desconfinamiento.

1. A partir de la entrada en vigor de este real decreto-ley, continuarán en situación de 
fuerza mayor total derivada del COVID-19, aquellas empresas y entidades que contaran con 
un expediente de regulación temporal de empleo basado en el artículo 22 del Real Decreto-
ley 8/2020, de 17 de marzo, y estuvieran afectadas por las causas referidas en dicho 
precepto que impidan el reinicio de su actividad, mientras duren las mismas y en ningún 
caso más allá del 30 de junio de 2020.

2. Se encontrarán en situación de fuerza mayor parcial derivada del COVID-19, aquellas 
empresas y entidades que cuenten con un expediente de regulación temporal de empleo 
autorizado en base al artículo 22 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, desde el 
momento en el que las causas reflejadas en dicho precepto permitan la recuperación parcial 
de su actividad, hasta el 30 de junio de 2020.

Estas empresas y entidades deberán proceder a reincorporar a las personas 
trabajadoras afectadas por medidas de regulación temporal de empleo, en la medida 
necesaria para el desarrollo de su actividad, primando los ajustes en términos de reducción 
de jornada.

3. Las empresas y entidades a las que se refiere este artículo deberán comunicar a la 
autoridad laboral la renuncia total, en su caso, al expediente de regulación temporal de 
empleo autorizado, en el plazo de 15 días desde la fecha de efectos de aquella.

Sin perjuicio de lo anterior, la renuncia por parte de estas empresas y entidades a los 
expedientes de regulación temporal de empleo o, en su caso, la suspensión o regularización 
del pago de las prestaciones que deriven de su modificación, se efectuará previa 
comunicación de estas al Servicio Público de Empleo Estatal o, en su caso, al Instituto Social 
de la Marina, de las variaciones en los datos contenidos en la solicitud colectiva inicial de 
acceso a la protección por desempleo.

En todo caso, estas empresas y entidades deberán comunicar al Servicio Público de 
Empleo Estatal aquellas variaciones que se refieran a la finalización de la aplicación de la 
medida respecto a la totalidad o a una parte de las personas afectadas, bien en el número 
de estas o bien en el porcentaje de actividad parcial de su jornada individual, cuando la 
flexibilización de las medidas de restricción que afectan a la actividad de la empresa permita 
la reincorporación al trabajo efectivo de aquellas.

Artículo 2.  Procedimientos de suspensión y reducción de jornada por causas económicas, 
técnicas, organizativas y de producción comunicados a partir del desconfinamiento.

1. A los procedimientos de regulación temporal de empleo basados en causas 
económicas, técnicas, organizativas y de producción iniciados tras la entrada en vigor del 
presente real decreto-ley y hasta el 30 de junio de 2020, les resultará de aplicación el 
artículo 23 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, con las especialidades recogidas 
en este precepto.

2. La tramitación de estos expedientes podrá iniciarse mientras esté vigente un 
expediente de regulación temporal de empleo de los referidos en el artículo 1.

3. Cuando el expediente de regulación temporal de empleo por causas económicas, 
técnicas, organizativas o de producción se inicie tras la finalización de un expediente 
temporal de regulación de empleo basado en la causa prevista en el artículo 22 del Real 
Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, la fecha de efectos de aquél se retrotraerá a la fecha de 
finalización de este.

4. Los expedientes de regulación temporal de empleo vigentes a la fecha de entrada en 
vigor del presente real decreto-ley seguirán siendo aplicables en los términos previstos en la 
comunicación final de la empresa y hasta el término referido en la misma.

COVID-19: COLECTIVOS VULNERABLES

§ 26  Medidas sociales en defensa del empleo. [parcial]

– 201 –



Artículo 3.  Medidas extraordinarias en materia de protección por desempleo.

1. Las medidas de protección por desempleo previstas en los apartados 1 al 5 del 
artículo 25 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, resultarán aplicables hasta el 30 de 
junio de 2020.

2. Las medidas extraordinarias en materia de protección por desempleo reguladas en el 
artículo 25.6 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, resultarán aplicables hasta el 31 
de diciembre de 2020.

Artículo 4.  Medidas extraordinarias en materia de cotización vinculadas a las medidas 
reguladas en el artículo 1.

1. La Tesorería General de la Seguridad Social exonerará, respecto a las cotizaciones 
devengadas en los meses de mayo y junio de 2020, a las empresas y entidades a las que se 
refiere el apartado 1 del artículo 1 del abono de la aportación empresarial prevista en el 
artículo 273.2 del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por el 
Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, así como del relativo a las cuotas por 
conceptos de recaudación conjunta, siempre que, a 29 de febrero de 2020, tuvieran menos 
de cincuenta trabajadores, o asimilados a los mismos, en situación de alta en la Seguridad 
Social. Si las citadas empresas y entidades tuvieran cincuenta trabajadores, o asimilados a 
los mismos, o más, en situación de alta en la Seguridad Social, la exoneración de la 
obligación de cotizar alcanzará al 75 % de la aportación empresarial.

2. Las empresas y entidades a las que se refiere el apartado 2 del artículo 1 quedarán 
exoneradas del abono de la aportación empresarial a la cotización a la Seguridad Social y 
por conceptos de recaudación conjunta, en los porcentajes y condiciones que se indican a 
continuación:

a) Respecto de las personas trabajadoras que reinicien su actividad a partir de la fecha 
de efectos de la renuncia y de los periodos y porcentajes de jornada trabajados desde ese 
reinicio, la exención alcanzará el 85 % de la aportación empresarial devengada en mayo de 
2020 y el 70 % de la aportación empresarial devengada en junio de 2020, cuando la 
empresa hubiera tenido menos de cincuenta trabajadores o asimilados a los mismos en 
situación de alta en la Seguridad Social a 29 de febrero de 2020. Si en esa fecha la empresa 
hubiera tenido cincuenta o más trabajadores o asimilados a los mismos en situación de alta, 
la exención alcanzará el 60 % de la aportación empresarial devengada en mayo de 2020 y el 
45 % de la aportación empresarial devengada en junio de 2020.

b) Respecto de las personas trabajadoras de estas empresas que continúen con sus 
actividades suspendidas a partir de la fecha de efectos de la renuncia y de los periodos y 
porcentajes de jornada afectados por la suspensión, la exención alcanzará el 60 % de la 
aportación empresarial devengada en mayo de 2020 y el 45 % de la aportación empresarial 
devengada en junio de 2020, cuando la empresa hubiera tenido menos de cincuenta 
trabajadores o asimilados a los mismos en situación de alta en la Seguridad Social a 29 de 
febrero de 2020. Si en esa fecha la empresa hubiera tenido cincuenta o más trabajadores, o 
asimilados a los mismos, en situación de alta, la exención alcanzará el 45 % de la aportación 
empresarial devengada en mayo de 2020 y el 30 % de la aportación empresarial devengada 
en junio de 2020. En este caso, la exoneración se aplicará al abono de la aportación 
empresarial prevista en el artículo 273.2 del texto refundido de la Ley General de la 
Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, así 
como del relativo a las cuotas por conceptos de recaudación conjunta.

3. Las exenciones en la cotización se aplicarán por la Tesorería General de la Seguridad 
Social a instancia de la empresa, previa comunicación sobre la situación de fuerza mayor 
total o parcial, así como de la identificación de las personas trabajadoras afectadas y periodo 
de la suspensión o reducción de jornada.

Para que la exoneración resulte de aplicación esta comunicación se realizará, por cada 
código de cuenta de cotización, mediante una declaración responsable que deberá 
presentarse, antes de que se solicite el cálculo de la liquidación de cuotas correspondiente, a 
través del Sistema de remisión electrónica de datos en el ámbito de la Seguridad Social 
(Sistema RED), regulado en la Orden ESS/484/2013, de 26 de marzo.
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4. A los efectos del control de estas exoneraciones de cuotas, será suficiente la 
verificación de que el Servicio Público de Empleo Estatal, o en su caso, el Instituto Social de 
la Marina, proceda al reconocimiento de la correspondiente prestación por desempleo por el 
periodo de que se trate.

La Tesorería General de la Seguridad Social podrá establecer los sistemas de 
comunicación necesarios con el Servicio Público de Empleo Estatal para el contraste con 
sus bases de datos del contenido de las declaraciones responsables y de los periodos de 
disfrute de las prestaciones por desempleo.

5. Las exenciones en la cotización a que se refiere este artículo no tendrán efectos para 
las personas trabajadoras, manteniéndose la consideración del período en que se apliquen 
como efectivamente cotizado a todos los efectos, sin que resulte de aplicación lo establecido 
en el apartado 1 del artículo 20 del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social.

6. Las exoneraciones reguladas en este artículo serán a cargo de los presupuestos de la 
Seguridad Social en el caso de la aportación empresarial por contingencias comunes, de las 
mutuas colaboradoras en el caso de la aportación empresarial por contingencias 
profesionales, del Servicio Público de Empleo Estatal en el caso de la aportación empresarial 
para desempleo y por formación profesionales y del Fondo de Garantía Salarial en el caso 
de las aportaciones que financian sus prestaciones.

Artículo 5.  Límites relacionados con reparto de dividendos y transparencia fiscal.

1. Las empresas y entidades que tengan su domicilio fiscal en países o territorios 
calificados como paraísos fiscales conforme a la normativa vigente no podrán acogerse a los 
expedientes de regulación temporal de empleo regulados en el artículo 1 de este real 
decreto-ley.

2. Las sociedades mercantiles u otras personas jurídicas que se acojan a los 
expedientes de regulación temporal de empleo regulados en el artículo 1 de este real 
decreto-ley y que utilicen los recursos públicos destinados a los mismos no podrán proceder 
al reparto de dividendos correspondientes al ejercicio fiscal en que se apliquen estos 
expedientes de regulación temporal de empleo, excepto si abonan previamente el importe 
correspondiente a la exoneración aplicada a las cuotas de la seguridad social.

No se tendrá en cuenta el ejercicio en el que la sociedad no distribuya dividendos en 
aplicación de lo establecido en el párrafo anterior, a los efectos del ejercicio del derecho de 
separación de los socios previsto en el apartado 1 del artículo 348 bis del texto refundido de 
la Ley de Sociedades de Capital, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de 
julio.

Esta limitación a repartir dividendos no será de aplicación para aquellas entidades que, a 
fecha de 29 de febrero de 2020, tuvieran menos de cincuenta personas trabajadoras, o 
asimiladas a las mismas, en situación de alta en la Seguridad Social.

Disposición adicional primera.  Extensión de los expedientes de regulación temporal de 
empleo basados en la causa prevista en el artículo 22 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de 
marzo, y de las medidas extraordinarias en materia de protección por desempleo y de 
cotización.

1. Mediante acuerdo de Consejo de Ministros se podrá establecer una prórroga de los 
expedientes de regulación de empleo a los que se refiere el artículo 1, en atención a las 
restricciones de la actividad vinculadas a razones sanitarias que subsistan llegado el 30 de 
junio de 2020.

2. Este acuerdo podrá, a su vez, prorrogar las exenciones reguladas en el artículo 4, o 
extenderlas a los expedientes de regulación temporal de empleo basados en causas 
objetivas, así como prorrogar las medidas de protección por desempleo previstas en el 
artículo 25.1 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, por el período de tiempo y 
porcentajes que en él se determinen.

Disposición adicional segunda.  Comisión de Seguimiento tripartita laboral.

1. Se crea una Comisión de Seguimiento tripartita laboral del proceso de 
desconfinamiento, que estará integrada por las personas al efecto designadas por el 

COVID-19: COLECTIVOS VULNERABLES

§ 26  Medidas sociales en defensa del empleo. [parcial]

– 203 –



Ministerio de Trabajo y Economía Social, el Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y 
Migraciones, la Confederación Española de Organizaciones Empresariales (CEOE), la 
Confederación Española de la Pequeña y Mediana Empresa (CEPYME), y las 
organizaciones sindicales más representativas, Comisiones Obreras (CC.OO.) y la Unión 
General de Trabajadores (UGT).

2. Esta Comisión se reunirá, con carácter ordinario, el segundo miércoles de cada mes, 
previa convocatoria remitida por el Ministerio de Trabajo y Economía Social y con carácter 
extraordinario, siempre que lo soliciten tres de las cuatro organizaciones integrantes de la 
misma.

3. Esta Comisión de Seguimiento tripartita laboral tendrá como función principal el 
seguimiento de las medidas que, en el ámbito laboral, se están adoptando durante la fase de 
excepcionalidad atenuada, el intercambio de los datos e información recabada por las 
organizaciones integrantes y el Ministerio de Trabajo y Economía Social al respecto, así 
como la propuesta y debate de aquellas medidas que se propongan por este o por 
cualquiera de las organizaciones que la integran.

Esta Comisión, en cualquier caso, deberá ser consultada con antelación suficiente y con 
carácter previo a la adopción de las medidas recogidas en la disposición adicional primera.

[ . . . ]

Disposición final tercera.  Entrada en vigor.

El presente real decreto-ley entrará en vigor el mismo día de su publicación en el 
«Boletín Oficial del Estado».

Información relacionada

• El Real Decreto-ley 18/2020, de 12 de mayo, ha sido convalidado por Acuerdo del Congreso 
de los Diputados, publicado por Resolución de 27 de mayo de 2020. Ref. BOE-A-2020-5466
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§ 27

Real Decreto-ley 19/2020, de 26 de mayo, por el que se adoptan 
medidas complementarias en materia agraria, científica, económica, 
de empleo y Seguridad Social y tributarias para paliar los efectos del 

COVID-19. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 150, de 27 de mayo de 2020

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2020-5315

Artículo 1.  Prórroga de vigencia de las medidas de flexibilización del empleo agrario 
previstas en el Real Decreto-ley 13/2020 de 7 de abril, por el que se adoptan determinadas 
medidas urgentes en materia de empleo agrario.

1. Quedan prorrogadas las medidas extraordinarias de flexibilización del empleo, de 
carácter social y laboral, previstas en los artículos 1 a 5 y disposiciones adicionales primera y 
segunda del Real Decreto-ley 13/2020, de 7 de abril, por el que se adoptan determinadas 
medidas urgentes en materia de empleo agrario, hasta el 30 de septiembre de 2020.

2. Las empresas y empleadores deberán comunicar a los servicios públicos de empleo 
autonómicos, en el plazo de los diez días hábiles siguientes a su concertación, las 
contrataciones cuya vigencia se acuerde prorrogar, indicando la nueva fecha de finalización.

[ . . . ]

Disposición adicional segunda.  Régimen aplicable a los jóvenes, nacionales de terceros 
países, que se encuentren en situación regular de entre los 18 y los 21 años que hayan sido 
empleados en el sector agrario con base en el Real Decreto-ley 13/2020, de 7 de abril, por el 
que se adoptan determinadas medidas urgentes en materia de empleo agrario, cuando 
finalice su vigencia.

1. Tras la finalización de la vigencia del Real Decreto-ley 13/2020, de 7 de abril, por el 
que se adoptan determinadas medidas urgentes en materia de empleo agrario, se concederá 
una autorización de residencia y trabajo a aquellos jóvenes extranjeros que, con base en lo 
previsto en el artículo 2.1.d) del citado real decreto-ley, hayan sido contratados en el sector 
agrario durante la vigencia de este.

2. La autorización se solicitará por el extranjero, personalmente, mediante 
representación o a través de los medios telemáticos habilitados para ello, debiendo acreditar 
los siguientes requisitos:

a) Que ha sido contratado para una actividad continuada en el sector agrario con base 
en el artículo 2.1.d) del Real Decreto-ley 13/2020, de 7 de abril, y no haya desistido de la 
misma.

b) Que carece de antecedentes penales.
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3. El plazo para presentar la solicitud será de un mes tras la finalización de la vigencia 
del Real Decreto-ley 13/2020, de 7 de abril, en la Delegación o Subdelegación del Gobierno 
en la provincia en la que se resida. El plazo máximo de resolución será de un mes. Si no se 
resolviera en dicho plazo, la autorización se entenderá estimada por silencio administrativo.

4. Esta autorización tendrá una vigencia de dos años, renovables por otros dos y será 
válida en todo el territorio nacional, sin limitación alguna por ocupación o sector de actividad 
y sin aplicación de la situación nacional de empleo.

5. En el plazo de un mes desde la notificación de la concesión, deberá solicitar la tarjeta 
de identidad de extranjero.

6. Se autoriza al órgano competente por razón de la materia del Ministerio de Inclusión, 
Seguridad Social y Migraciones a adoptar las medidas y dictar las instrucciones de desarrollo 
que considere necesarias para la ejecución de esta medida.

[ . . . ]
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§ 28

Real Decreto 106/2018, de 9 de marzo, por el que se regula el Plan 
Estatal de Vivienda 2018-2021

Ministerio de Fomento
«BOE» núm. 61, de 10 de marzo de 2018
Última modificación: 11 de abril de 2020

Referencia: BOE-A-2018-3358

I

La garantía constitucional del disfrute de una vivienda digna y adecuada, como 
responsabilidad compartida de todos los poderes públicos, se ha venido procurando durante 
los últimos años mediante distintas políticas, entre las cuales, las correspondientes al ámbito 
fiscal y de ayudas públicas para el disfrute de viviendas libres o protegidas, han tenido una 
amplia repercusión.

Las ayudas públicas fueron reguladas en los sucesivos planes estatales de vivienda, 
1981-1983 regulado en el Real Decreto 2455/1980, de 7 de noviembre; 1984-1987 regulado 
en el Real Decreto 3280/1983, de 14 de diciembre; 1988-1991 regulado en el Real Decreto 
1494/1987, de 4 de diciembre, y en el Real Decreto 224/1989, de 3 de marzo; 1992-1995 
regulado en el Real Decreto 1932/1991, de 20 de diciembre; 1996-1999 regulado en el Real 
Decreto 2190/1995, de 28 de diciembre; 1998-2001 regulado en el Real Decreto 1186/1998, 
de 12 de junio; 2002-2005 regulado en el Real Decreto 1/2002, de 11 de enero; 2005-2008 
regulado en el Real Decreto 801/2005, de 1 de julio; 2009-2012 regulado en el Real Decreto 
2066/2008, de 12 de diciembre; y 2013-2016 regulado en el Real Decreto 233/2013, de 5 de 
abril.

Todos ellos, salvo el Plan Estatal 2013-2016, mantuvieron a lo largo del tiempo un 
carácter unitario y constante, tanto en su diseño como en su contenido.

Por su parte, las Comunidades Autónomas y Ciudades de Ceuta y Melilla, en su propio 
ámbito competencial, han establecido ayudas adicionales o de nuevo cuño, que 
completaban el amplio espectro de ayudas públicas en materia de vivienda. El carácter 
unitario y constante se materializaba en los siguientes elementos comunes: fomento de la 
producción de un volumen creciente de viviendas, ocupación de nuevos suelos y crecimiento 
de las ciudades, y apuesta, sobre todo, por la propiedad como forma esencial de acceso a la 
vivienda, dotando de unas bases de referencia a muy largo plazo a unos instrumentos de 
política de vivienda diseñados en momentos sensiblemente diferentes a los de los últimos 
años.

La crisis económico-financiera se manifestó con especial gravedad en el sector de la 
vivienda, y puso de manifiesto la necesidad de reorientar las políticas en esta materia. En 
efecto, tras un largo periodo produciendo un elevado número de viviendas, se había 
generado un significativo stock de vivienda acabada, nueva y sin vender (en torno a 680.000 
viviendas). Ello contrastaba con las dificultades de los ciudadanos para acceder al disfrute 
de una vivienda, especialmente de los sectores más vulnerables, debido a la precariedad y 
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debilidad del mercado de trabajo, a lo que se unía la restricción de la financiación por parte 
de las entidades de crédito.

En paralelo, el mercado del alquiler de vivienda en España era muy débil, sobre todo si 
se comparaba con el de los países de nuestro entorno. Como se indicaba en el propio Real 
Decreto 233/2013, el alquiler significaba en España un 17 % frente al 83 % del mercado de 
la vivienda principal en propiedad. En la actualidad, pese a observarse un gran dinamismo 
en la actividad de arrendamiento de vivienda y un significativo aumento del porcentaje de 
población que reside en alquiler, que ha alcanzado el 22,2 % en España según datos de 
Eurostat, aún se encuentra alejado de la media de la Unión Europea, situada en el 30,8 %.

La realidad económica, financiera y social imperante en España en los años 2012 y 
2013, aconsejaba un cambio de modelo que equilibrara ambas formas de acceso a la 
vivienda y que, a su vez, propiciara la reactivación del mercado laboral. Un cambio de 
modelo que buscara el equilibrio entre la fuerte expansión promotora de los anteriores años 
y el insuficiente mantenimiento y conservación del parque inmobiliario ya construido, no sólo 
porque constituía un pilar fundamental para garantizar la calidad de vida y el disfrute de un 
medio urbano adecuado por parte de todos los ciudadanos, sino porque además, ofrecería 
un amplio marco para la reactivación del sector de la construcción, la generación de empleo 
y el ahorro y la eficiencia energética, en consonancia con las exigencias derivadas de las 
directivas europeas en la materia. Todo ello, en un marco de estabilización presupuestaria 
que obligaba a rentabilizar al máximo los escasos recursos disponibles.

En este contexto, el Plan Estatal 2013-2016, sobreponiéndose al carácter unitario y 
constante de los planes anteriores, abordó esa difícil problemática, acotando las ayudas a 
los fines que se consideraban prioritarios y de imprescindible atención, e incentivando al 
sector privado para que, en términos de sostenibilidad y competitividad, pudieran reactivar el 
sector de la construcción a través de la rehabilitación, la regeneración y la renovación 
urbanas y contribuir a la creación de un mercado del alquiler más amplio y profesional que el 
existente.

Las ideas expuestas inspiraron la política general del Gobierno en iniciativas legislativas 
de gran calado, como son la Ley 4/2013, de 4 de junio, de Medidas de Flexibilización y 
Fomento del Mercado del Alquiler de Viviendas y la Ley 8/2013, de 26 de junio, de 
rehabilitación, regeneración y renovación urbanas, hoy texto refundido de la Ley del Suelo y 
Rehabilitación Urbana aprobado por Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre. 
Dichas leyes junto con el Plan Estatal 2013-2016 formaron parte del Programa Nacional de 
Reformas del Gobierno de España y contribuyeron a impulsar el crecimiento y la 
competitividad de la economía española. En coherencia con ellas, el Plan Estatal 2013-2016 
se propuso arbitrar un sistema innovador de incentivos, siempre desde la austeridad y 
eficiencia necesariamente imperantes, que contribuyera a la consecución de los objetivos de 
dichas reformas legislativas y a la reactivación del sector inmobiliario, con particular atención 
a la satisfacción de las necesidades de vivienda de los ciudadanos más vulnerables.

Así, el Plan Estatal 2013-2016, prorrogado durante el ejercicio 2017 por el Real Decreto 
637/2016, de 9 de diciembre, se centró en las ayudas al alquiler y la rehabilitación, sin 
fomentar con ayudas públicas la adquisición de viviendas ni la construcción de nuevas 
viviendas, salvo que se tratara de viviendas públicas en alquiler. Este planteamiento, en 
términos generales, fue compartido de forma unánime por todas las Comunidades 
Autónomas, los agentes y asociaciones profesionales del sector y la ciudadanía en su 
conjunto.

II

Hoy debemos insistir en el cambio de modelo iniciado con el Plan Estatal 2013-2016, y 
así, el Plan Estatal 2018-2021 mantiene la apuesta decidida por fomentar el alquiler y la 
rehabilitación con carácter prioritario, si bien introduce algunas modificaciones que ajustan y 
mejoran los planteamientos del anterior plan.

En relación con las ayudas al alquiler se mantiene el programa del plan anterior con base 
en los buenos resultados obtenidos, con el mismo límite del 40 % de la renta del alquiler, si 
bien suprimiendo el límite de 200 euros/mes. Se incorpora la posibilidad de otorgar ayudas al 
alquiler a beneficiarios que abonen una renta de hasta 900 euros/mes, frente a la limitación 
de 600 euros/mes del Plan Estatal 2013-2016, en respuesta a la problemática que 
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actualmente acusan determinados municipios en los que, por diferentes motivos, los precios 
medios de alquiler de vivienda así lo requieren.

Es de destacar la incorporación del programa de ayuda a las personas en situación de 
desahucio o lanzamiento de su vivienda habitual, especialmente vulnerables, cuya finalidad 
es facilitar el disfrute de una vivienda digna y adecuada a todos aquellos que hayan sido o 
vayan a ser objeto de lanzamiento de su vivienda habitual, por no poder hacer frente al pago 
del alquiler o de las cuotas del préstamo hipotecario, mediante la disposición de un fondo de 
viviendas de las entidades de crédito y otras entidades o particulares tenedores de 
viviendas.

Desde el año 2012, se han adoptado por parte del Gobierno numerosas medidas 
destinadas a hacer frente a la difícil situación de las familias y hogares como consecuencia 
de los efectos de la crisis económica y financiera, entre las que caben destacar la 
suspensión de los lanzamientos sobre viviendas habituales en el caso de colectivos 
especialmente vulnerables, la apuesta por un Código de Buenas Prácticas para la 
reestructuración de las deudas con garantía hipotecaria y el establecimiento de mecanismos 
de alquiler en favor de las personas inmersas en una ejecución hipotecaria con el fin de 
evitar el lanzamiento.

A todas estas medidas, que han contribuido a reducir el número de ejecuciones 
hipotecarias y de lanzamientos practicados en los últimos años, se suma el Plan Estatal 
2018-2021 complementándolas con dicho nuevo programa específico de ayuda dirigido a las 
personas y familias afectadas por procesos de desahucio o lanzamiento.

Se trata de un programa que pone a disposición de las personas que se encuentren en 
situación de desahucio o lanzamiento, y con escasos recursos económicos, las viviendas 
desocupadas y disponibles de las entidades de crédito, o de otros tenedores de vivienda, 
para ser ocupadas en régimen de alquiler, previéndose una ayuda económica para el mismo 
que puede alcanzar hasta el 100% de la renta.

Se debe destacar, por tanto, la vocación social del nuevo Plan, continuación en este 
sentido del anterior, decididamente orientado a la satisfacción de las necesidades prioritarias 
de la ciudadanía. Para ello, además de la atención directa a las personas que sean objeto de 
desahucio o lanzamiento, se mantiene especial énfasis en el fomento del alquiler, como una 
de las fórmulas más adecuadas para el acceso a la vivienda.

Las ayudas al alquiler se han diseñado para que mantengan la equidad y lleguen a 
quienes realmente las precisan sin excluir, a priori, por su edad u otra circunstancia, a nadie 
que necesite la ayuda del Estado. Dichas ayudas, por tanto:

– Se otorgan en función del nivel de ingresos económicos de las personas. Tienen, pues, 
como beneficiarios potenciales a todos los grupos que necesiten esta ayuda, sobre la base 
de un criterio universal y objetivo, como es el de la renta, sin perjuicio de los beneficiarios 
que se señalan como prioritarios, además de los que pueda considerar cada Comunidad 
Autónoma en función de la problemática concreta de su territorio y de las particularidades de 
las ayudas al alquiler para jóvenes.

– Se calculan en función de los ingresos de la unidad de convivencia, no de los 
individuos. Quedan fuera, por tanto, una vez más, las situaciones de unidades de 
convivencia en las que solo se tenía en cuenta los ingresos de quien suscribe el contrato de 
arrendamiento para acceder a la ayuda.

– Limitan la cuantía de los alquileres que se financian, evitando la subvención de 
alquileres elevados, que no está justificado que financie el Estado, sin perjuicio de abordar 
excepcionalmente ayudas para alquileres superiores en aquellos municipios que lo 
requieren.

– Subvencionan una proporción del alquiler, sin establecer una cuantía fija, para evitar 
efectos inflacionistas de generación de rentas adicionales superiores a las del propio alquiler.

Se da un nuevo impulso al fomento del parque de viviendas en régimen de alquiler o en 
régimen de cesión en uso, mediante un programa que incentiva económicamente su 
promoción pública o privada, exigiendo un compromiso de permanencia mínima en esos 
regímenes de 25 años, al tiempo que fija rentas y precios máximos modulados en función de 
los niveles de ingreso tope que se establecen para el inquilino o cesionario potencial. Con 
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ello, se posibilita un incremento de la oferta de viviendas en estos regímenes de tenencia 
que moderará los precios de alquiler para las personas con menos recursos.

En materia de rehabilitación se incorporan, en relación con el plan anterior, las ayudas a 
la rehabilitación de viviendas unifamiliares, ya sean de naturaleza urbana o rural, y las 
ayudas individuales a las viviendas ubicadas en edificios de tipología residencial colectiva.

En materia de regeneración y renovación se incorpora el programa de fomento de la 
regeneración y renovación urbana y rural, con el objeto de mejorar los tejidos residenciales, 
recuperar conjuntos históricos, centros urbanos, barrios degradados, incluidos expresamente 
la infravivienda y el chabolismo, y núcleos rurales.

En su conjunto, las ayudas a la rehabilitación, regeneración y renovación insisten en el 
fomento de la conservación, la mejora de la eficiencia energética y la implantación de la 
accesibilidad universal, no solo de nuestras viviendas, sino también del entorno urbano en el 
que desarrollan su vida los ocupantes de las mismas.

Las ayudas a la mejora de la eficiencia energética constituyen un elemento central en el 
esfuerzo por la instauración de una economía basada en bajas emisiones de carbono, de 
acuerdo con los objetivos del Gobierno y las previsiones y políticas de la Unión Europea, que 
ayudarán a reducir la factura energética de las familias y del país en su conjunto, así como a 
reducir las emisiones de gases de efecto invernadero.

El programa de subsidiación de préstamos convenidos mantiene las ayudas de 
subsidiación que se reconocieron, al amparo de planes estatales de vivienda anteriores, para 
la adquisición de una vivienda protegida. Se trata de evitar casos de ejecución hipotecaria 
que culminan en procedimientos de lanzamiento, mediante un decidido esfuerzo para 
mantener estas ayudas de subsidiación a todas aquellas familias que las vinieran 
percibiendo y por todo el periodo por el que las tuvieran reconocidas en el marco del 
ordenamiento jurídico vigente.

El nuevo Plan también se orienta de un modo particular a los jóvenes, atendiendo a la 
realidad social de los últimos años en la que un segmento de población joven ha sufrido con 
mayor intensidad el problema del paro y ha tenido y tiene mayores dificultades para acceder 
al mercado de trabajo. En este contexto, el Plan Estatal 2018-2021 ofrece un programa 
específico cuyo objeto es ayudar a que los jóvenes puedan afrontar la emancipación y la 
formación de nuevos hogares y acceder a una vivienda que se ajuste a sus necesidades, 
tanto si se opta por el alquiler como si se decide afrontar la compra de una vivienda en 
municipios de pequeño tamaño, entendiendo por tales, a los efectos del presente Plan, los 
de menos de 5.000 habitantes (población residente), de los cuales, la mayoría se encuentran 
en el ámbito rural.

Para ello, en primer lugar, este programa facilita a los jóvenes el acceso a una vivienda 
en alquiler, como régimen de tenencia especialmente adecuado para satisfacer su necesidad 
de vivienda y, al tiempo, preservar la movilidad que en ocasiones exige el mercado de 
trabajo o el periodo formativo. Ello se realiza a través de ayudas que suponen una parte muy 
significativa de la renta mensual si se cumplen determinadas condiciones entre las que figura 
un precio máximo del alquiler, incrementado en determinados ámbitos si así fuere necesario.

En segundo lugar, el programa también ayuda a la compra de vivienda localizada en 
municipios de pequeño tamaño, es decir, de menos de 5.000 habitantes (población 
residente) a las personas jóvenes que pueden tener mayores dificultades para adquirir una 
vivienda en el mercado. Para ello, se establece una ayuda económica directa que se abona 
en aquellas adquisiciones de vivienda por parte de jóvenes que se encuentren por debajo de 
cierto nivel de ingresos y no sean titulares de otra vivienda, salvo en determinadas 
circunstancias que imposibiliten su disposición.

En tercer lugar, se incrementan las ayudas a los programas de fomento de mejora de la 
eficiencia energética y sostenibilidad en viviendas, de fomento de la conservación, de la 
mejora de la seguridad de utilización y de la accesibilidad en viviendas y de fomento de la 
regeneración y renovación urbana y rural, cuando los beneficiarios sean personas jóvenes.

El nuevo Plan también afronta el reto demográfico y el fenómeno del envejecimiento. 
Según los datos del Instituto Nacional de Estadística, la edad media de la población 
española ha aumentado 2,2 años desde el año 2007, situándose en los 42,9 años frente a la 
media de 39,5 años de la Unión Europea. Existen más de 8 millones de personas de más de 
65 años. Afronta también la problemática de la despoblación rural impulsando, como se ha 
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referido anteriormente, la adquisición y la rehabilitación de viviendas por los jóvenes en 
municipios de pequeño tamaño, de los cuales, la mayoría se encuentran en zonas rurales.

Esta realidad demanda que la sociedad se prepare desde distintos ámbitos para dar 
respuesta a las necesidades de las personas de avanzada edad y el Plan Estatal 2018-2021 
lo hace, tanto en un sentido transversal a través de medidas para favorecer la accesibilidad o 
la eficiencia energética, como de una manera específica, a través de un programa de 
promoción de viviendas con instalaciones y servicios comunes adaptados. En paralelo las 
personas con discapacidad, en torno a 3.000.000 en España, según la Base Estatal de 
Datos de Personas con Valoración del Grado de Discapacidad del Ministerio de Sanidad, 
Servicios Sociales e Igualdad, requieren de una respuesta social similar capaz de atender 
las necesidades de viviendas adecuadas a su particularidad.

Así, el programa de fomento de viviendas para personas mayores y personas con 
discapacidad, ayuda a la promoción de edificios y conjuntos residenciales que cuenten con 
instalaciones y servicios comunes adecuados para ellas, tales como asistencia social, 
atención médica básica, limpieza y mantenimiento, dispositivos y sistemas de seguridad, 
restauración, actividades sociales, deportivas, de ocio y culturales, así como terapias 
preventivas y de rehabilitación, que contribuyen a mejorar su calidad de vida y que 
constituye un ámbito de actividad orientado al futuro que es necesario apoyar desde las 
Administraciones Públicas. Las viviendas que obtengan financiación con cargo a este 
programa solo podrán ser ocupadas en régimen de alquiler o de cesión en uso, con renta o 
precio limitado, por personas mayores o con discapacidad con recursos económicos 
limitados.

En otro orden, los programas de fomento del parque de viviendas en alquiler y de 
fomento de viviendas para personas mayores y personas con discapacidad pueden 
contribuir, además, a activar y a completar las reservas mínimas obligatorias de suelo que el 
texto refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana aprobado por Real Decreto 
Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, y la legislación urbanística autonómica demandan para 
la construcción de viviendas sujetas a algún régimen de protección pública. Ello siempre que 
las mismas cuenten con los requisitos legales específicamente demandados por aquélla 
legislación.

III

Los objetivos del Plan Estatal 2018-2021 son, en síntesis:

– Persistir en la adaptación del sistema de ayudas a las necesidades sociales actuales y 
a la limitación de recursos disponibles, priorizando dos ejes, fomento del alquiler y el fomento 
de la rehabilitación y regeneración y renovación urbana y rural, con especial atención a las 
personas en situación de desahucio o lanzamiento de su vivienda habitual y a las ayudas a 
la accesibilidad universal.

– Contribuir a que los deudores hipotecarios como consecuencia de la adquisición de 
una vivienda protegida puedan hacer frente a las obligaciones de sus préstamos 
hipotecarios.

– Reforzar la cooperación y coordinación interadministrativa, así como fomentar la 
corresponsabilidad en la financiación y en la gestión.

– Mejorar la calidad de la edificación y, en particular, de su conservación, de su eficiencia 
energética, de su accesibilidad universal y de su sostenibilidad ambiental.

– Contribuir al incremento del parque de vivienda en alquiler o en régimen de cesión en 
uso, tanto público como privado, con determinación de una renta o precio de cesión en uso 
máximo, durante el plazo mínimo de 25 años.

– Facilitar a los jóvenes el acceso al disfrute de una vivienda digna y adecuada en 
régimen de alquiler.

– Contribuir a evitar la despoblación de municipios de pequeño tamaño, entendiendo por 
tales, aquellos de menos de 5.000 habitantes, facilitando a los jóvenes el acceso a la 
adquisición o rehabilitación de una vivienda en dichos municipios.

– Facilitar el disfrute de una vivienda digna y adecuada a las personas mayores, en 
régimen de alquiler o de cesión en uso con renta o precio limitado, mediante el fomento de 
conjuntos residenciales con instalaciones y servicios comunes adaptados.
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– Facilitar el disfrute de una vivienda digna y adecuada a las personas con discapacidad, 
en régimen de alquiler o de cesión en uso con renta o precio limitado, mediante el fomento 
de conjuntos residenciales con instalaciones y servicios comunes adaptados.

– Contribuir a mantener la reactivación del sector inmobiliario, fundamentalmente desde 
el fomento del alquiler y el apoyo a la rehabilitación de viviendas, edificios y a la 
regeneración y renovación urbana o rural, pero además, a través del fomento del parque de 
vivienda en alquiler, ya sea de nueva promoción o procedente de la rehabilitación, y de la 
ayuda a la adquisición y a la rehabilitación para los jóvenes en municipios de menos de 
5.000 habitantes.

Para la consecución de sus objetivos, el Plan Estatal 2018-2021 se estructura en los 
siguientes programas:

1. Programa de subsidiación de préstamos convenidos.
2. Programa de ayuda al alquiler de vivienda.
3. Programa de ayuda a las personas en situación de desahucio o lanzamiento de su 

vivienda habitual.
4. Programa de fomento del parque de vivienda en alquiler.
5. Programa de fomento de mejora de la eficiencia energética y sostenibilidad en 

viviendas.
6. Programa de fomento de la conservación, de la mejora de la seguridad de utilización y 

de la accesibilidad en viviendas.
7. Programa de fomento de la regeneración y renovación urbana y rural.
8. Programa de ayuda a los jóvenes.
9. Programa de fomento de viviendas para personas mayores y personas con 

discapacidad.

La gestión de las ayudas del Plan corresponderá, como en los anteriores, a las 
Comunidades Autónomas y Ciudades de Ceuta y Melilla. La colaboración entre ellas y el 
Ministerio de Fomento se instrumentará mediante los convenios correspondientes, en los 
que se establecerá la previsión de financiación a aportar en cada anualidad por la 
Administración General del Estado, así como los compromisos de cofinanciación de las 
actuaciones que, en su caso, asuma la Comunidad Autónoma o Ciudades de Ceuta y de 
Melilla.

La colaboración privada se fomenta por diversas vías. En primer lugar, mediante la 
posibilidad de que el órgano competente de la Comunidad Autónoma o Ciudad de Ceuta y 
de Melilla actúe a través de entidades colaboradoras, previa la suscripción del 
correspondiente convenio de encomienda de gestión, en el que se detallarán las funciones 
encomendadas. En segundo lugar, canalizando su intervención en la ejecución de las 
actuaciones de rehabilitación, regeneración y renovación, por cualquier título y, en particular, 
mediante los contratos de cesión, permuta o arrendamiento y los convenios de explotación 
que a tal efecto se suscriban, atribuyéndose a los sujetos privados que intervengan en estas 
actuaciones amplias facultades y la condición de entidades colaboradoras.

El Plan Estatal 2018-2021, por otra parte, se presenta también con un horizonte temporal 
de cuatro años, asumiendo, al igual que el Plan Estatal 2013-2016, la prudente cautela de no 
condicionar las políticas de vivienda futuras por compromisos económicos que se generen 
en aplicación de este Plan y que no respondan en un futuro a objetivos del momento.

El nuevo Plan Estatal 2018-2021 asume que su éxito dependerá, en buena medida, de 
su capacidad para generar actividad y empleo; es decir, de su capacidad para multiplicar 
cada euro invertido en riqueza y bienestar para el país, mediando una significativa creación 
de puestos de trabajo.

En definitiva, se trata de un Plan congruente y que avanza e insiste en el cambio de 
modelo de la política de vivienda iniciado con el Plan Estatal 2013-2016, que reorientaba las 
metas y concentraba los recursos disponibles en los sectores sociales más necesitados, en 
un marco de cooperación y de efectiva corresponsabilidad de las Administraciones Públicas 
y los agentes privados, implicados todos en la realización efectiva de uno de los contenidos 
básicos de la política social y económica del Estado como es el derecho a disfrutar de una 
vivienda digna y adecuada, al tiempo que se contribuye al empleo, al crecimiento, a la 
competitividad de la economía y a la sostenibilidad medioambiental.
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IV

Como elemento de cierre, la disposición adicional primera permite a la Administración 
General del Estado realizar las compensaciones que correspondan, cuando coexista una 
obligación de reintegro que deban cumplir las Comunidades Autónomas y Ciudades de 
Ceuta y Melilla y una obligación de transferencia que competa al Ministerio de Fomento, 
permitiendo que las mismas operen en supuestos pertenecientes a distintos programas del 
Plan, e incluso a distintos planes de vivienda.

La disposición adicional segunda establece el límite temporal de concesión de ayudas en 
el marco de este Plan Estatal, estableciendo que las Comunidades Autónomas y Ciudades 
de Ceuta y Melilla solo podrán reconocer ayudas hasta el 31 de diciembre de 2021 o, en 
caso de ser posteriores, con cargo a los presupuestos del ejercicio 2021 o anteriores.

La disposición adicional tercera regula la interrupción o el inicio del periodo de carencia 
de los préstamos a promotores de viviendas protegidas, calificadas al amparo de planes 
estatales de vivienda anteriores destinadas a la venta o al alquiler.

La disposición transitoria primera establece la posible ampliación del plazo de ejecución 
de las actuaciones de fomento del parque público de vivienda en alquiler y de fomento de la 
regeneración y renovación urbanas, articuladas al amparo del Plan Estatal 2013-2016 hasta 
el 31 de diciembre de 2019. Ello no supone incremento presupuestario y facilita la compleja 
gestión que estas actuaciones.

La disposición transitoria segunda regula la prórroga y concesión de un nuevo plazo para 
el reconocimiento de ayudas del programa de ayuda al alquiler de vivienda y del programa 
de fomento de la rehabilitación edificatoria del Plan Estatal 2013-2016 anterior en 
determinadas condiciones.

La disposición derogatoria única deroga cuantas disposiciones de igual o inferior rango 
se opongan a lo establecido en este real decreto.

Las disposiciones finales abordan, como suele ser habitual, lo relativo a los títulos 
competenciales que asisten al Estado, la habilitación para dictar las disposiciones de 
desarrollo y ejecución que se estimen precisas, y la entrada en vigor del propio real decreto, 
así como el posible reconocimiento de las ayudas con efectos retroactivos al 1 de enero de 
2018.

El derecho de los españoles reconocido en la Constitución, a disfrutar de una vivienda 
digna y adecuada, previsto en el artículo 47 de nuestra Carta Magna, avala la necesidad de 
que los poderes públicos mediante diferentes políticas, faciliten la consecución de ese 
derecho.

Para ello, en cumplimiento de la obligación de los poderes públicos de promover las 
condiciones necesarias para hacer efectivo este derecho, se pone en marcha un nuevo Plan 
de Vivienda, que en ocasiones anteriores ha demostrado su eficacia. El Plan de Vivienda 
2018-2021 contribuye, a través de una serie de ayudas económicas al logro de unos 
objetivos prioritarios, como son: la apuesta decidida por fomentar el acceso a la vivienda en 
alquiler, el fomento de la rehabilitación, conservando y mejorando la accesibilidad en las 
viviendas, promover la mejora de la eficiencia energética en las viviendas, pero también el 
fomento de la regeneración y renovación urbana rural, facilitar el acceso a una vivienda 
digna y adecuada a los jóvenes, a los mayores o a personas y familias afectadas por 
procesos de desahucio, entre otros.

Así el Plan establece unas ayudas adecuadas y proporcionadas para alcanzar los 
mencionados objetivos, y que, además, en aras del principio de eficiencia, responden a una 
racionalizada gestión de los recursos asignados.

La regulación de las ayudas previstas en el Plan, es acorde con la Ley General de 
Subvenciones y su Reglamento y se somete, en su concesión, a lo dispuesto en este real 
decreto y en la normativa autonómica aplicable, así como en los convenios que se 
suscribirán para su ejecución.

La elaboración de la norma ha sido el resultado de un fuerte proceso participativo, en el 
que se han cumplido los trámites de consulta previa, audiencia e información pública, 
recabándose, entre otros, la opinión de las organizaciones más representativas del sector, y 
de las Comunidades Autónomas y Ciudades de Ceuta y Melilla.
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Para facilitar el acceso de los ciudadanos a la información de este Plan Estatal de 
Vivienda 2018-2021, las Administraciones Públicas disponen de oficinas de información y 
otros medios informáticos establecidos al efecto.

Todo lo expuesto es acorde con los principios de buena regulación establecidos en el 
artículo 129 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de 
las Administraciones Públicas.

La Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos ha sido informada de 
este real decreto en su reunión del día 1 de marzo de 2018.

En su virtud, a propuesta del Ministro de Fomento, con la aprobación previa del Ministro 
de Hacienda y Función Pública y previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión 
del día 9 de marzo de 2018,

DISPONGO:

CAPÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto y régimen jurídico.

1. Este real decreto tiene por objeto regular el Plan Estatal de Vivienda 2018-2021.
2. Las aportaciones previstas en el presente Plan Estatal se destinan al mantenimiento 

de las ayudas de subsidiación de préstamos convenidos concedidas al amparo de planes 
estatales anteriores y a la concesión de nuevas subvenciones para la rehabilitación de 
edificios y viviendas y la regeneración y renovación de áreas urbanas y rurales, incluidos los 
supuestos de infravivienda y chabolismo; para facilitar el acceso a la vivienda en régimen de 
alquiler a sectores de población con dificultades económicas; para ayudar a quienes sean 
objeto de desahucio o lanzamiento de su vivienda habitual; así como para el fomento de la 
promoción y/o rehabilitación de edificios de viviendas destinadas al alquiler o a personas 
mayores o con discapacidad. Las citadas aportaciones se destinan también a la concesión 
de nuevas subvenciones para ayudar a los jóvenes, con escasos recursos económicos, en 
su acceso a la vivienda, ya sea en alquiler o mediante adquisición.

3. La concesión de las nuevas subvenciones se regirá por lo dispuesto en este real 
decreto y en las disposiciones que puedan dictarse en su desarrollo o ejecución, así como 
por lo establecido en la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, en el 
reglamento que la desarrolla, y en la normativa autonómica que, en cada caso, resulte de 
aplicación.

4. Los convenios a suscribir para el desarrollo del Plan se ajustarán, en todo caso, a lo 
dispuesto en el título preliminar, capítulo VI de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen 
Jurídico del Sector Público.

Artículo 2.  Programas del Plan.

Los programas de ayudas contenidos en este Plan son:

1. Programa de subsidiación de préstamos convenidos.
2. Programa de ayuda al alquiler de vivienda.
3. Programa de ayuda a las víctimas de violencia de género, personas objeto de 

desahucio de su vivienda habitual, personas sin hogar y otras personas especialmente 
vulnerables

4. Programa de fomento del parque de vivienda en alquiler.
5. Programa de fomento de mejora de la eficiencia energética y sostenibilidad en 

viviendas.
6. Programa de fomento de la conservación, de la mejora de la seguridad de utilización y 

de la accesibilidad en viviendas.
7. Programa de fomento de la regeneración y renovación urbana y rural.
8. Programa de ayuda a los jóvenes.
9. Programa de fomento de viviendas para personas mayores y personas con 

discapacidad.
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10. Programa de ayudas para contribuir a minimizar el impacto económico y social del 
COVID-19 en los alquileres de vivienda habitual.

Téngase en cuenta que se incorpora el nuevo «programa de ayudas para contribuir a 
minimizar el impacto económico y social del COVID-19 en los alquileres de vivienda habitual» 
por el art. 1 de la Orden TMA/336/2020, de 9 de abril. Ref. BOE-A-2020-4412, que viene 
regulado en el art. 2 de la siguiente manera:

"Artículo 2.  Programa de ayudas para contribuir a minimizar el impacto económico y social del 
COVID-19 en los alquileres de vivienda habitual.

1. Objeto del programa.
Este programa tiene por objeto la concesión de ayudas al alquiler, mediante adjudicación 

directa, a las personas arrendatarias de vivienda habitual que, como consecuencia del impacto 
económico y social del COVID–19 tengan problemas transitorios para atender al pago parcial o 
total del alquiler.

Específicamente, el programa incluye en su objeto la concesión de ayudas para hacer 
frente a la devolución de las ayudas transitorias de financiación recogidas en el artículo 9 del 
Real Decreto-ley 11/2020, por el que se adoptan medidas urgentes complementarias en el 
ámbito social y económico para hacer frente al COVID-19 y contraídas por arrendatarios de 
vivienda habitual, a cuya devolución no pudieran hacer frente.

Las ayudas tendrán carácter finalista, y por tanto no podrán aplicarse a otro destino que el 
pago de la renta del alquiler, o la cancelación, total o parcial, de las ayudas transitorias de 
financiación reguladas en el artículo 9 del Real Decreto-ley 11/2020.

2. Beneficiarios.
Podrán beneficiarse de las ayudas de este programa las personas físicas que, en su 

condición de arrendatarios de vivienda habitual, acrediten estar en situación de vulnerabilidad 
económica y social sobrevenida a consecuencia del COVID-19.

Las Comunidades Autónomas y las ciudades de Ceuta y de Melilla determinarán los 
supuestos de «situación de vulnerabilidad económica y social sobrevenida a consecuencia del 
COVID-19» que posibilitarán adquirir la condición de beneficiarios de las ayudas de este 
programa, que incluirán en todo caso y como mínimo los definidos en el artículo 5 del Real 
Decreto-ley 11/2020, con los límites del apartado 3 del citado precepto legal, así como los 
medios a través de los cuales podrán acreditarse, que incluirán en todo caso y también como 
mínimo los establecidos por el artículo 6 del citado Real Decreto-ley.

Los beneficiarios deberán acreditar, además:
a) Que la persona arrendataria o cualquiera de las que tengan su domicilio habitual y 

permanente en la vivienda arrendada no tenga parentesco en primer o segundo grado de 
consanguinidad o de afinidad con la persona que tenga la condición de arrendador de la 
vivienda.

b) Que la persona arrendataria o cualquiera de las que tengan su domicilio habitual y 
permanente en la vivienda arrendada no sea socia o partícipe de la persona física o jurídica que 
actúe como arrendadora.

Las personas beneficiarias de las ayudas de este programa estarán obligadas a comunicar 
de inmediato al órgano competente de la Comunidad Autónoma o de las Ciudades de Ceuta y 
de Melilla que les haya reconocido la ayuda cualquier modificación de las condiciones o 
requisitos que motivaron tal reconocimiento. En el supuesto de que el órgano competente 
resuelva que la modificación es causa de la pérdida sobrevenida del derecho a la ayuda, 
limitará en su resolución el plazo de concesión de la misma hasta la fecha en que se considere 
efectiva dicha pérdida.

No podrán obtener la condición de personas beneficiarias de estas ayudas quienes incurran 
en alguna de las circunstancias previstas en el artículo 13 de la Ley 38/2003, de 17 de 
diciembre, General de Subvenciones.

3. Solicitud de la ayuda.
La ayuda habrá de ser solicitada por la persona arrendataria a la comunidad autónoma o a 

la ciudad de Ceuta o de Melilla correspondiente, como máximo hasta el 30 de septiembre de 
2020.

Las Comunidades Autónomas y las ciudades de Ceuta y Melilla concretarán el plazo y 
forma de presentación de solicitudes, mediante resolución o acuerdo, que será objeto de 
publicidad, a la mayor brevedad posible.

En el caso de que las Comunidades Autónomas y las ciudades de Ceuta y de Melilla no 
determinen supuestos adicionales o complementarios de «situación de vulnerabilidad 
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económica y social sobrevenida a consecuencia del COVID-19» serán de aplicación los 
definidos en el artículo 5 del Real Decreto-ley 11/2020; asimismo, mientras no determinen la 
documentación para la acreditación de dichos supuestos adicionales o complementarios, será 
de aplicación lo establecido en el artículo 6 del citado Real Decreto-ley.

La solicitud deberá ir acompañada, en todo caso, de copia completa del contrato de 
arrendamiento en vigor, con inclusión expresa del medio y forma de pago a la persona 
arrendadora, y de la acreditación del pago de las últimas tres mensualidades, salvo que el 
contrato tuviera una vigencia de menor plazo, en cuyo caso se acreditará el pago desde el inicio 
del contrato. Esta documentación ha de ser suficiente para que, en su caso, la ayuda pueda ser 
pagada de forma directa al arrendador por cuenta del arrendatario.

4. Cuantía de la ayuda y plazo de la ayuda.
La cuantía de la ayuda podrá llegar hasta un importe máximo de 900 euros al mes y del 

100% de la renta arrendaticia. Se podrá conceder por un plazo de hasta 6 meses, pudiendo 
incluirse como primera mensualidad la correspondiente al mes de abril de 2020.

En el supuesto de haber accedido a las ayudas transitorias de financiación recogidas en el 
artículo 9 del Real Decreto-ley 11/2020 la ayuda podrá llegar hasta un importe máximo de 5.400 
euros con la que se satisfará total o parcialmente el pago de la renta de la vivienda habitual.

Serán los órganos competentes de cada comunidad autónoma y de las ciudades de Ceuta 
y de Melilla los que determinen la cuantía exacta de estas ayudas, dentro de los límites 
establecidos para este programa, para lo que podrán establecer los medios necesarios para que 
la concesión de las ayudas se produzca teniendo en cuenta el grado de vulnerabilidad de los 
solicitantes. A estos efectos podrán solicitar asesoramiento de los servicios sociales 
autonómicos o locales correspondientes, o habilitar cualquier otro mecanismo que les permita 
ponderar el grado de vulnerabilidad para proponer, en su caso, el importe de la ayuda y/o las 
mensualidades a las que se deba atender.

5. Gestión.
Corresponde a las comunidades autónomas y a las ciudades de Ceuta y de Melilla la 

tramitación y resolución de los procedimientos de concesión y pago de las ayudas de este 
programa, así como la gestión del abono de las mismas una vez que se haya reconocido por 
dichas administraciones públicas el derecho de las personas beneficiarias a obtenerlas, dentro 
de las condiciones y límites establecidos en el Real Decreto-ley 11/2020, en esta orden 
ministerial y en el propio Plan Estatal de Vivienda 2018-2021.

6. Pago de la ayuda.
Una vez resuelta por cada comunidad autónoma o por las ciudades de Ceuta y de Melilla la 

concesión de la ayuda y verificados por las mismas el cumplimiento de los requisitos y 
condiciones necesarios para su pago de acuerdo con lo dispuesto por aquéllas, será el órgano 
competente correspondiente quien proceda a dicho pago al beneficiario.

No obstante lo anterior, podrá acordarse que el pago se realice directamente al arrendador 
por cuenta del arrendatario en el supuesto de que no se hubiera satisfecho el pago del alquiler 
por el arrendatario, salvo que se haya suscrito un préstamo mediante las ayudas transitorias de 
financiación reguladas en el artículo 9 del Real Decreto-ley 11/2020 y el período de las 
mensualidades y las cuantías cubiertas fueran coincidentes.

En todo caso, cuando se haya concedido un préstamo mediante las ayudas transitorias de 
financiación reguladas en el artículo 9 del Real Decreto-ley 11/2020 la cuantía de la ayuda 
concedida deberá destinarse a la amortización del préstamo. Únicamente cuando se haya 
cancelado la totalidad del préstamo, siendo el importe de éste inferior al de la ayuda concedida 
en aplicación de este programa, podrá destinarse a cubrir el pago de nuevas mensualidades de 
renta o de importes superiores de la misma hasta alcanzar el total de la ayuda recibida.

La ayuda se pagará de una sola vez o por partes, mediante abonos con la periodicidad e 
importes que defina cada comunidad autónoma o las ciudades de Ceuta y de Melilla.

7. Compatibilidad de la ayuda.
La ayuda de este programa, con independencia de que se haya suscrito o no un préstamo 

mediante las ayudas transitorias de financiación reguladas en el artículo 9 del Real Decreto-ley 
11/2020, es compatible con cualquier otra ayuda al alquiler que viniere percibiendo la persona 
arrendataria, incluso si fuera con cargo al propio Plan Estatal de Vivienda 2018-2021, siempre y 
cuando el total de las ayudas no supere el 100% del importe del alquiler del mismo período. En 
caso de superarlo, si la ayuda correspondiente a este programa fuese concedida, se reducirá en 
la cuantía necesaria hasta cumplir con dicho límite.

8. Exención de cofinanciación autonómica.
Los apartados 2 y 3 del artículo 6 del Real Decreto 106/2018, de 9 de marzo, por el que se 

regula el Plan Estatal de Vivienda 2018-2021, no serán de aplicación a los fondos estatales que 
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las Comunidades Autónomas y las Ciudades de Ceuta y Melilla comprometan en este 
programa.

Artículo 3.  Actuaciones objeto de subsidiación.

Resultarán subsidiables las actuaciones objeto del programa de subsidiación de 
préstamos convenidos.

Artículo 4.  Actuaciones objeto de subvención.

Resultarán subvencionables las actuaciones que se enmarquen en alguno de los 
siguientes programas, siempre que cumplan los requisitos que se exigen para cada uno de 
ellos y dentro de las disponibilidades presupuestarias existentes:

– Programa de ayuda al alquiler de vivienda.
– Programa de ayuda a las personas en situación de desahucio o lanzamiento de su 

vivienda habitual.
– Programa de fomento del parque de vivienda en alquiler.
– Programa de fomento de mejora de la eficiencia energética y sostenibilidad en 

viviendas.
– Programa de fomento de la conservación, de la mejora de la seguridad de utilización y 

de la accesibilidad en viviendas.
– Programa de fomento de la regeneración y renovación urbana y rural.
– Programa de ayuda a los jóvenes.
– Programa de fomento de viviendas para personas mayores y personas con 

discapacidad.

Artículo 5.  Gestión de las ayudas del Plan. Convenios de colaboración del Ministerio de 
Fomento con las Comunidades Autónomas y con las Ciudades de Ceuta y Melilla.

1. El Ministerio de Fomento y las Comunidades Autónomas y Ciudades de Ceuta y 
Melilla suscribirán convenios de colaboración para la ejecución del Plan.

2. Corresponde a los órganos competentes de las Comunidades Autónomas y Ciudades 
de Ceuta y Melilla la tramitación y resolución de los procedimientos de concesión y pago de 
las ayudas del Plan, así como la gestión del abono de las subvenciones una vez se haya 
reconocido por dichas Administraciones el derecho de los beneficiarios a obtenerlas dentro 
de las condiciones y límites establecidos en este real decreto para cada programa, y según 
lo acordado en los correspondientes convenios de colaboración. No obstante lo anterior, en 
el caso del programa de subsidiación de préstamos convenidos el Ministerio de Fomento 
seguirá realizando directamente las transferencias a las entidades de crédito colaboradoras.

3. En los convenios de colaboración se recogerán, con carácter general, los extremos 
previstos en el artículo 16 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, 
y en el artículo 49 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector 
Público, y necesariamente:

a) La previsión de los recursos financieros a aportar, en cada anualidad, por el Ministerio 
de Fomento.

b) La previsión de los recursos financieros a aportar, en su caso y en cada anualidad, por 
las Comunidades Autónomas y Ciudades de Ceuta y Melilla.

c) Los compromisos en materia de gestión del Plan que asume cada Administración para 
su ejecución.

d) Los mecanismos de seguimiento, control y evaluación de las actuaciones, y de 
comunicación e información entre ambas Administraciones, incluyendo la eventual 
implantación de sistemas informáticos de uso compartido.

e) La creación de la correspondiente Comisión Bilateral de Seguimiento, que estará 
presidida por el titular de la Dirección General de Arquitectura, Vivienda y Suelo del 
Ministerio de Fomento.
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f) La promoción, publicidad e información de las actuaciones del Plan y la documentación 
facilitada a sus beneficiarios, realizada por cualquiera de las Administraciones Públicas, 
deberá incluir en todo caso la imagen institucional del Gobierno de España-Ministerio de 
Fomento. Las resoluciones de concesión de las ayudas deberán expresar igualmente que 
éstas están financiadas con cargo a fondos del Estado.

Artículo 6.  Financiación del Plan.

1. El Consejo de Ministros, a iniciativa del Ministerio de Fomento, autorizará las cuantías 
máximas del gasto estatal que pueden llegar a alcanzar las subvenciones del Plan, en 
conjunto y por anualidades, constituyendo en todo caso el límite máximo de compromisos a 
adquirir. La financiación del Plan se realizará con las dotaciones que se consignen en los 
Presupuestos Generales del Estado de cada año.

2. En los Convenios de colaboración el Ministerio de Fomento se comprometerá a 
aportar a cada Comunidad Autónoma o Ciudad de Ceuta y Melilla en el ejercicio 2018 el 70 
% del importe que le corresponda. El compromiso del Ministerio de Fomento sobre el otro 30 
%, en su totalidad o parcialmente, estará condicionado a que la Comunidad Autónoma o 
Ciudad de Ceuta y Melilla de que se trate, cofinancie con una cuantía adicional del 30 % de 
la anualidad 2018 para actuaciones del Plan. En caso de que la cofinanciación de la 
Comunidad Autónoma o Ciudad de Ceuta y Melilla sea menor al 30 %, el compromiso del 
Ministerio de Fomento sobre su correspondiente 30 % se reducirá proporcionalmente.

3. En los ejercicios 2019, 2020 y 2021, el 70 % del importe que el Ministerio de Fomento 
se comprometa a aportar estará condicionado a que la Comunidad Autónoma o Ciudad de 
Ceuta y Melilla de que se trate, cofinancie con una cuantía equivalente al 10 % de la 
correspondiente anualidad para actuaciones del Plan. En caso de que la cofinanciación de la 
Comunidad Autónoma o Ciudad de Ceuta y Melilla que corresponda, sea menor al 10 % el 
compromiso del Ministerio de Fomento sobre el 70 % se reducirá proporcionalmente.

El 30 % restante de dicho importe, correspondiente al compromiso del Ministerio de 
Fomento, estará condicionado a que la Comunidad Autónoma o Ciudad Autónoma de Ceuta 
y Melilla cofinancie con una cuantía del 20 % de la correspondiente anualidad para 
actuaciones del Plan. En caso de que la cofinanciación de la Comunidad Autónoma o Ciudad 
de Ceuta y Melilla que corresponda, sea menor al 20 % el compromiso del Ministerio de 
Fomento sobre el 30 % se reducirá proporcionalmente.

4. Las Comunidades Autónomas y Ciudades de Ceuta y Melilla, así como las 
corporaciones locales podrán realizar otras aportaciones complementarias a la 
correspondiente anualidad para actuaciones del Plan.

5. En cada convenio de colaboración se establecerá una distribución inicial por 
programas y años. Mediante Acuerdo suscrito en el seno de la Comisión Bilateral de 
Seguimiento, entre el Ministerio de Fomento y las Comunidades Autónomas y las Ciudades 
de Ceuta y Melilla, se podrá modificar dicha distribución inicial entre los distintos programas 
adaptándola a la demanda de cada tipo de ayuda, al objeto de optimizar la aplicación de los 
recursos disponibles. El importe total del compromiso financiero que adquiera el Ministerio 
de Fomento para cada anualidad en el convenio de colaboración no podrá ser incrementado 
en ningún caso.

6. Los recursos para subvenciones del Plan se distribuirán entre las Comunidades 
Autónomas y Ciudades de Ceuta y Melilla, conforme a lo que acuerde la correspondiente 
Conferencia Sectorial, a propuesta del Ministerio de Fomento y convocada al efecto por el 
titular del Ministerio de Fomento.

7. El Ministerio de Fomento transferirá a la Comunidad Autónoma o Ciudad de Ceuta o 
Melilla el importe de las subvenciones en la forma y plazos previstos en los convenios de 
colaboración a suscribir.

Artículo 7.  Beneficiarios.

1. En cada uno de los capítulos correspondientes de este real decreto se establecen las 
actuaciones encuadrables en cada programa y los potenciales beneficiarios de las 
subvenciones, sin perjuicio de los requisitos adicionales que puedan establecer las 
Comunidades Autónomas y Ciudades de Ceuta y Melilla para dichos beneficiarios.

2. Serán de aplicación las siguientes reglas de carácter general:
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a) Cuando los beneficiarios sean personas físicas deberán poseer la nacionalidad 
española. En el caso de los extranjeros deberán tener residencia legal en España. Cuando 
sean personas jurídicas deberán acreditar o declarar expresamente en su solicitud que se 
encuentran debidamente constituidas, según la normativa que les resulte de aplicación. En el 
caso de entidades que carezcan de personalidad jurídica propia deberán hacerse constar 
expresamente los compromisos de ejecución asumidos por cada miembro de la agrupación, 
así como el importe de la subvención a aplicar por cada uno de ellos.

b) Cuando los beneficiarios sean personas físicas o unidades de convivencia 
constituidas por varias personas físicas la determinación de los ingresos de la persona o 
unidad, a efectos de su valoración para la obtención de la ayuda, se atendrá a lo siguiente:

– A los efectos de este real decreto se considera unidad de convivencia al conjunto de 
personas que habitan y disfrutan de una vivienda de forma habitual y permanente y con 
vocación de estabilidad, con independencia de la relación existente entre todas ellas.

– Se partirá de las cuantías de la base imponible general y del ahorro, reguladas en los 
artículos 48 y 49 respectivamente, de la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto 
sobre la Renta de las Personas Físicas, correspondiente a los datos fiscales más recientes 
disponibles en el momento de la solicitud de la ayuda correspondiente. Excepcionalmente y 
ante la no disposición de datos fiscales recientes, las Comunidades Autónomas y Ciudades 
de Ceuta y Melilla podrán solicitar otras informaciones, incluyendo una declaración 
responsable sobre sus ingresos, a efectos de determinar los ingresos reales del solicitante o 
de la unidad de convivencia. La cuantía resultante se convertirá en número de veces el 
IPREM, referido a 14 pagas, en vigor durante el período al que se refieran los ingresos 
evaluados.

c) Los beneficiarios de ayudas de los programas estarán obligados a comunicar de 
inmediato, incluso durante la tramitación de la solicitud, al órgano competente de la 
Comunidad Autónoma o Ciudad de Ceuta y Melilla que esté realizando dicha tramitación o 
que le haya reconocido la ayuda, cualquier modificación de las condiciones que puedan 
motivar o hubieran motivado tal reconocimiento y que pudiera determinar la pérdida 
sobrevenida del derecho a la ayuda. La no comunicación de estas modificaciones será 
causa suficiente para el inicio de un expediente de reintegro de las cantidades que pudieran 
haberse cobrado indebidamente.

3. En la solicitud de ayudas se incluirá expresamente la autorización del solicitante al 
órgano competente de la Comunidad Autónoma o Ciudad de Ceuta y Melilla para reclamar 
toda la información necesaria, en particular la de carácter tributario o económico que fuera 
legalmente pertinente para acreditar el cumplimiento de los requisitos en el marco de la 
colaboración que se establezca con la Agencia Estatal de la Administración Tributaria, la 
Dirección General del Catastro, las entidades gestoras de la Seguridad Social y demás 
Administraciones Públicas competentes. Las Comunidades Autónomas y Ciudades de Ceuta 
y Melilla no podrán ceder a terceros la información de carácter tributario o económico 
recibida.

4. El órgano competente de la Comunidad Autónoma o Ciudades de Ceuta y Melilla 
reconocerá las ayudas que se regulan en los programas de este real decreto, teniendo en 
cuenta las preferencias que resulten de aplicación según lo dispuesto en el mismo y en la 
normativa específica sobre sectores preferentes que en cada caso pueda resultar de 
aplicación.

Se considerarán sectores preferentes aquellos que vienen definidos en la legislación 
específica, que sin perjuicio de los nuevos que se puedan regular o que determinen las 
Comunidades Autónomas o las Ciudades de Ceuta y Melilla, son los siguientes: familia 
numerosa; unidades familiares monoparentales con cargas familiares; personas que hayan 
sufrido una ejecución hipotecaria previa de su vivienda habitual, o que hayan dado su 
vivienda habitual en pago de deuda; unidades de convivencia en las que exista alguna 
víctima acreditada de violencia de género; unidades de convivencia en las que alguna 
persona asume la patria potestad, tutela o acogimiento familiar permanente del menor 
huérfano por violencia de género; unidades de convivencia afectadas por situaciones 
catastróficas; unidades de convivencia que cuenten con algún miembro con discapacidad; 
unidades de convivencia en las que todas las personas integrantes se encuentren en 
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situación de desempleo y hayan agotado las prestaciones correspondientes a tal situación; 
mujeres en situación de necesidad o en riesgo de exclusión, en especial cuando tengan hijos 
menores exclusivamente a su cargo; y de personas sin hogar.

También tendrán la consideración de sector preferente, a efectos de las ayudas que se 
regulan en los programas de este real decreto, las personas que hayan sufrido daños 
incapacitantes como consecuencia de la actividad terrorista, el cónyuge o persona que haya 
vivido con análoga relación de afectividad, al menos los dos años anteriores, de las víctimas 
fallecidas en actos terroristas, sus hijos y los hijos de los incapacitados, así como los 
amenazados. Especialmente quedan exonerados de la aplicación del umbral de renta de la 
unidad de convivencia cuando se exija para el caso de las distintas ayudas y tendrán 
preferencia en caso de empate entre los posibles beneficiarios de las ayudas. La 
acreditación de la condición de víctima o de amenazado requerirá de la aportación de 
resolución del Ministerio del Interior o de sentencia judicial firme.

5. No podrán obtener la condición de beneficiario de estas ayudas quienes incurran en 
alguna de las circunstancias previstas el artículo 13 de la Ley 38/2003, de 17 de diciembre, 
General de Subvenciones, o quienes hayan sido sujetos de una revocación, por el órgano 
competente de alguna Comunidad Autónoma o Ciudad de Ceuta y Melilla, de alguna de las 
ayudas contempladas en éste o el anterior plan estatal de vivienda por incumplimiento o 
causa imputable al solicitante.

6. No obstante lo dispuesto en el punto anterior, podrá exceptuarse el cumplimiento de 
las circunstancias reguladas en la letra e) del apartado 2 del artículo 13 de la Ley 38/2003 a 
los beneficiarios del programa de ayuda a las personas en situación de desahucio o 
lanzamiento de su vivienda habitual.

Artículo 8.  Entidades colaboradoras.

1. El órgano competente de la Comunidad Autónoma o Ciudad de Ceuta y Melilla podrá 
actuar a través de una o varias entidades colaboradoras que realizarán las actuaciones que 
se les encomienden, incluyendo la transferencia o entrega de los fondos públicos a los 
beneficiarios. Estos fondos nunca podrán ser considerados integrantes del patrimonio de la 
entidad colaboradora.

En ningún caso podrán ser destinatarias de la información tributaria las entidades 
colaboradoras a las que se refiere este artículo cuando no tengan la consideración de 
Administración Pública o tal condición conforme al artículo 2.3 de la Ley 40/2015, de 1 de 
octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público.

Cuando el interesado autorice la cesión de información, las Comunidades Autónomas y 
Ciudades de Ceuta y Melilla no podrán ceder a terceros la información de carácter tributario 
o económica recibida. La comprobación del cumplimiento de los requisitos exigidos para el 
reconocimiento de estas ayudas, cuando se lleve a cabo en base a la información recabada 
de la Administración Tributaria, deberá realizarse directamente por la Administración Pública 
que conste en la solicitud como autorizada para acceder a la información tributaria referida al 
solicitante.

2. Podrán actuar como entidades colaboradoras en la gestión de estas ayudas:

a) Los organismos públicos y demás entidades y corporaciones de derecho público.
b) Las empresas públicas y sociedades mercantiles participadas íntegra o 

mayoritariamente por las Administraciones Públicas.
c) Las asociaciones a que se refiere la disposición adicional quinta de la Ley 7/1985, de 

2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local.
d) Las organizaciones no gubernamentales, asociaciones representativas de la 

economía social y demás entidades privadas sin ánimo de lucro, especialmente aquéllas que 
desarrollen su actividad entre sectores vulnerables merecedores de una especial protección, 
tal y como se recoge en la Ley 5/2011, de 29 de marzo, de Economía Social.

e) Las entidades de crédito y cualesquiera otras sociedades o entidades privadas cuya 
colaboración se considere necesaria por la Administración que reconozca las ayudas, 
siempre que estén acreditadas ante la misma como entidades colaboradoras y quede 
suficientemente garantizada su neutralidad y objetividad en el proceso.
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CAPÍTULO II

Programa de subsidiación de préstamos convenidos

Artículo 9.  Objeto del programa.

Este programa tiene por objeto atender el pago de las ayudas de subsidiación de 
préstamos convenidos, regulados en anteriores planes estatales de vivienda, a aquellos 
beneficiarios que tengan derecho a la misma de acuerdo con la normativa de aplicación.

CAPÍTULO III

Programa de ayuda al alquiler de vivienda

Artículo 10.  Objeto del programa.

Este programa tiene por objeto facilitar el disfrute de una vivienda en régimen de alquiler 
a sectores de población con escasos medios económicos, mediante el otorgamiento de 
ayudas directas a los inquilinos.

Artículo 11.  Beneficiarios.

1. Podrán ser beneficiarios de las ayudas contempladas en este programa las personas 
físicas mayores de edad que reúnan todos y cada uno de los requisitos siguientes:

a) Ser titular, en calidad de arrendatario, de un contrato de arrendamiento de vivienda 
formalizado en los términos de la Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de Arrendamientos 
Urbanos.

b) Que la vivienda arrendada constituya la residencia habitual y permanente del 
arrendatario, lo que deberá acreditarse mediante certificado o volante de empadronamiento 
en el que consten, a fecha de la solicitud, las personas que tienen su domicilio habitual en la 
vivienda objeto del contrato de arrendamiento. La vivienda constituirá domicilio habitual y 
permanente durante todo el periodo por el que se conceda la ayuda.

c) Que los ingresos de las personas que tengan su domicilio habitual y permanente en la 
vivienda arrendada, consten o no como titulares del contrato de arrendamiento cumplan los 
siguientes requisitos:

1. Ser iguales o inferiores a tres veces el Indicador Público de Renta de Efectos Múltiples 
(IPREM).

Dicho umbral será de cuatro veces el IPREM si se trata de una familia numerosa de 
categoría general o de personas con discapacidad y de cinco veces el IPREM cuando se 
trate de familias numerosas de categoría especial o de personas con discapacidad de alguno 
de los siguientes tipos: i) personas con parálisis cerebral, personas con enfermedad mental, 
personas con discapacidad intelectual o personas con discapacidad del desarrollo, con un 
grado de discapacidad reconocido igual o superior al 33 por 100 o ii) personas con 
discapacidad física o sensorial, con un grado de discapacidad reconocido igual o superior al 
65 por 100.

2. Ser iguales o inferiores al límite máximo de ingresos de la unidad de convivencia 
establecido en el artículo 17.

Las Comunidades Autónomas y Ciudades de Ceuta y Melilla podrán fijar unos ingresos 
mínimos, también en conjunto, como requisito para el acceso a la ayuda.

d) Que la vivienda objeto del contrato de arrendamiento lo sea por una renta igual o 
inferior a 600 euros mensuales, sin perjuicio de los supuestos previstos en el artículo 
siguiente.

2. No podrá concederse la ayuda cuando el solicitante o alguno de los que tengan su 
residencia habitual y permanente en la vivienda objeto del contrato de arrendamiento se 
encuentre en alguna de las situaciones que a continuación se indican:

a) Ser propietario o usufructuario de alguna vivienda en España. A estos efectos no se 
considerará que se es propietario o usufructuario de una vivienda si el derecho recae 
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únicamente sobre una parte alícuota de la misma y se ha obtenido por herencia o 
transmisión mortis causa sin testamento. Se exceptuarán de este requisito quienes siendo 
titulares de una vivienda acrediten la no disponibilidad de la misma por causa de separación 
o divorcio, por cualquier otra causa ajena a su voluntad o cuando la vivienda resulte 
inaccesible por razón de discapacidad del titular o algún miembro de la unidad de 
convivencia.

b) Que el arrendatario o cualquiera de los que tengan su domicilio habitual y permanente 
en la vivienda arrendada tenga parentesco en primer o segundo grado de consanguinidad o 
de afinidad con el arrendador de la vivienda.

c) Que el arrendatario o cualquiera de los que tengan su domicilio habitual y permanente 
en la vivienda arrendada sea socio o partícipe de la persona física o jurídica que actúe como 
arrendador.

3. Cuando un beneficiario de esta ayuda cambie su domicilio a otro ubicado en la misma 
Comunidad Autónoma o Ciudad de Ceuta y Melilla, sobre el que suscriba un nuevo contrato 
de arrendamiento de vivienda, quedará obligado a comunicar dicho cambio al órgano 
concedente en el plazo máximo de quince días desde la firma del nuevo contrato de 
arrendamiento. El beneficiario no perderá el derecho a la subvención por el cambio siempre 
que con el nuevo arrendamiento se cumpla con todos los requisitos, límites y condiciones 
establecidos en este real decreto, y que el nuevo contrato de arrendamiento de vivienda se 
formalice sin interrupción temporal con el anterior. En estos casos, se ajustará la cuantía de 
la ayuda a la del nuevo alquiler, debiendo ser, en todo caso, igual o inferior a la reconocida 
que se viniera percibiendo.

Artículo 12.  Modificación del límite de ingresos de la unidad de convivencia y de la renta 
máxima mensual.

Las Comunidades Autónomas y las Ciudades de Ceuta y Melilla podrán reducir en las 
convocatorias de ayudas el límite máximo de ingresos de la unidad de convivencia y la renta 
máxima mensual establecidos en el artículo anterior, en función de las circunstancias 
demográficas o económicas y de hacinamiento o sobreocupación que a su juicio lo 
aconsejen. Asimismo, podrán fijar un límite mínimo de ingresos que deba acreditar la unidad 
de convivencia para acceder a la ayuda.

Excepcionalmente, en determinados municipios, podrá incrementarse hasta 900 euros el 
límite de la renta máxima mensual de la vivienda objeto de arrendamiento cuando así lo 
justifique la Comunidad Autónoma o Ciudad de Ceuta y Melilla de que se trate, en base a 
estudios actualizados de oferta de vivienda en alquiler que acrediten tal necesidad. En todo 
caso, las convocatorias de ayudas que se acojan a esta excepción solo se podrán realizar si 
previamente se ha suscrito un Acuerdo con el Ministerio de Fomento en el seno de la 
Comisión Bilateral de Seguimiento que acredite su conformidad.

Por otra parte, podrán incrementar el límite de la renta máxima mensual de la vivienda 
objeto de arrendamiento, que posibilita el acceso a la ayuda, hasta alcanzar 900 euros en los 
supuestos de familias numerosas sin la suscripción del acuerdo referido en el párrafo 
anterior.

Artículo 13.  Compatibilidad de la ayuda.

La ayuda al alquiler de este programa deberá destinarse obligatoriamente por el 
beneficiario al pago de la renta de su vivienda habitual y no se podrá compatibilizar con 
percepciones de la Renta Básica de Emancipación, ni con ninguna otra ayuda para el pago 
del alquiler de este Plan, ni con las que, para esa misma finalidad, puedan conceder las 
Comunidades Autónomas y Ciudades de Ceuta y Melilla, las Corporaciones Locales o 
cualesquiera otras Administraciones o Entidades Públicas.

No se considerarán afectados por esta incompatibilidad los supuestos excepcionales en 
que las Comunidades Autónomas y las Ciudades de Ceuta y Melilla, los municipios, otras 
entidades públicas, organizaciones no gubernamentales o asociaciones aporten una ayuda 
para esa misma finalidad a beneficiarios en situaciones de especial vulnerabilidad. Tampoco 
se considerarán afectados por esta incompatibilidad los perceptores de prestaciones no 
contributivas de la Seguridad Social.
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Artículo 14.  Cuantía de la ayuda.

Se concederá a los beneficiarios una ayuda de hasta el 40 % de la renta mensual que 
deban satisfacer por el alquiler de su vivienda habitual y permanente.

Esta ayuda se abonará, con carácter general, de forma periódica por los órganos 
competentes de las Comunidades Autónomas o Ciudades de Ceuta y Melilla.

Artículo 15.  Cuantía de la ayuda para personas mayores de 65 años de edad.

En el supuesto de beneficiarios que, en la fecha de la solicitud, tengan más de 65 años 
de edad esta ayuda podrá ser de hasta el 50 % de la renta mensual que deban satisfacer por 
el alquiler de su vivienda habitual y permanente.

Cuando se trate de estos beneficiarios y conforme a lo previsto en el artículo 12 la renta 
máxima mensual supere los 600 euros y alcance hasta 900 euros al mes, la ayuda será de 
hasta el 30 % de la renta mensual en el tramo comprendido entre 601 y 900 euros.

Artículo 16.  Plazo de duración de la ayuda al alquiler.

La ayuda se concederá a los beneficiarios por el plazo de tres años.
No obstante, siempre que haya razones que lo justifiquen, las Comunidades Autónomas 

y Ciudades de Ceuta y Melilla podrán conceder esta ayuda por plazo inferior a tres años.
Los beneficiarios de las ayudas de este programa estarán obligados a comunicar de 

inmediato al órgano competente de la Comunidad Autónoma o Ciudad de Ceuta y Melilla 
que le haya reconocido la ayuda cualquier modificación de las condiciones o requisitos que 
motivaron tal reconocimiento. En el supuesto de que el órgano competente resuelva que la 
modificación es causa de la pérdida sobrevenida del derecho a la ayuda, limitará en su 
resolución el plazo de concesión de la misma hasta la fecha en que se considere efectiva 
dicha pérdida.

Artículo 17.  Acceso a la ayuda.

Las Comunidades Autónomas y Ciudades de Ceuta y Melilla convocarán procedimientos 
de concesión de las ayudas en los que se valorarán los ingresos de la unidad de convivencia 
del solicitante a los efectos de la determinación del acceso a la ayuda así como a los efectos 
del establecimiento de prioridades conforme sigue:

1. El límite máximo de ingresos de la unidad de convivencia (LIUC) que permite el 
acceso a la ayuda, se expresará en número de veces la cuantía anual del IPREM, siendo en 
todo caso inferior a tres veces salvo en los supuestos especificados en el artículo 11.1.c), y 
se determinará conforme a las siguientes reglas:

Si la unidad de convivencia está compuesta por una sola persona adulta: la cuantía del 
IPREM se multiplica por 1,5.

Si la unidad de convivencia está compuesta por dos o más personas:

– La primera persona adulta computa 1,5 veces el IPREM.
– Cada persona adicional de 0,5 veces el IPREM.

2. La prioridad de los solicitantes se determinará con el mayor resultado de aplicar la 
siguiente fórmula:

1 – IUC/CLIUC

Siendo:

IUC = Ingresos, en euros, de la unidad de convivencia.
CLIUC = Cuantía, en euros, del límite máximo de ingresos de la unidad de convivencia 

que permitiría el acceso a la ayuda en el supuesto de que no existieran los umbrales límites 
en número de veces el IPREM contemplados en el artículo 11.

A efectos del cálculo de IUC en el caso de familias numerosas de categoría general o de 
personas con discapacidad la cuantía de los ingresos se multiplicará por el coeficiente 0,75. 
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En el caso de familias numerosas de categoría especial o de personas con discapacidad de 
los tipos i) o ii) del artículo 11.1.c) el coeficiente será 0,60.

3. Si las solicitudes presentadas en una convocatoria de ayudas que cumplan lo 
señalado en los puntos 1 y 2 anteriores son inferiores al número de ayudas que puedan ser 
aceptadas conforme al crédito presupuestario habilitado en la misma, podrán resultar 
beneficiarios aquellos solicitantes cuyas unidades de convivencia tengan ingresos que no 
superen tres veces el IPREM, priorizándose el acceso con la misma fórmula.

Artículo 18.  Gestión de la ayuda mediante entidades arrendadoras colaboradoras.

En los casos en que exista una entidad colaboradora que actúe, además, como 
arrendadora de las viviendas, podrá acordarse en la convocatoria de la Comunidad 
Autónoma o Ciudad de Ceuta y Melilla que la entidad colaboradora gestione directamente lo 
relativo a la recepción de la ayuda para su directa aplicación al pago del alquiler mediante, 
en su caso, el correspondiente descuento.

CAPÍTULO IV

Programa de ayuda a las víctimas de violencia de género, personas objeto de 
desahucio de su vivienda habitual, personas sin hogar y otras personas 

especialmente vulnerables
1. Objeto del programa.

Este programa tiene por objeto facilitar una solución habitacional inmediata a las 
personas víctimas de violencia de género, a las personas objeto de desahucio de su vivienda 
habitual, a las personas sin hogar y a otras personas especialmente vulnerables.

2. Beneficiarios.

Podrán ser beneficiarias de las ayudas de este programa las personas víctimas de 
violencia de género, las personas objeto de desahucio de su vivienda habitual, las personas 
sin hogar y otras personas especialmente vulnerables; y por cuenta de las mismas, las 
administraciones públicas, empresas públicas y entidades sin ánimo de lucro, de economía 
colaborativa o similares, siempre sin ánimo de lucro, cuyo objeto sea dotar de una solución 
habitacional a aquéllas personas.

A los efectos de lo dispuesto en el apartado 1 se considerarán personas especialmente 
vulnerables aquellas que ostenten dicha consideración por los servicios sociales de las 
comunidades autónomas, de las ciudades de Ceuta y Melilla o de las administraciones 
locales correspondientes.

No podrán ser beneficiarias aquellas personas que dispongan de una vivienda en 
propiedad o en régimen de usufructo, que puedan ocupar tras la acreditación de la condición 
de víctima de violencia de género, o el desahucio de su vivienda habitual o la consideración 
de especialmente vulnerable y cuya ocupación sea compatible con dichas situaciones.

3. Solución habitacional.

Las comunidades autónomas y las ciudades de Ceuta y de Melilla pondrán a disposición 
de la persona beneficiaria una vivienda de titularidad pública, o que haya sido cedida para su 
uso a una administración pública, aunque mantenga la titularidad privada, adecuada a sus 
circunstancias en términos de tamaño, servicios y localización, para ser ocupada en régimen 
de alquiler, de cesión de uso, o en cualquier régimen de ocupación temporal admitido en 
derecho. Cuando no se disponga de este tipo de vivienda, la ayuda podrá aplicarse sobre 
una vivienda adecuada, de titularidad privada o sobre cualquier alojamiento o dotación 
residencial susceptible de ser ocupada por las personas beneficiarias, en los mismos 
regímenes.

4. Cuantía de la ayuda.

La cuantía de estas ayudas, dentro de los límites de este programa y atendiendo a las 
circunstancias personales de la persona beneficiaria, podrá alcanzar los siguientes importes:
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a. Hasta 600 euros al mes y hasta el 100% de la renta o precio de ocupación del 
inmueble, establecido. En supuestos debidamente justificados por el órgano concedente de 
la ayuda, podrá alcanzar hasta 900 euros al mes y hasta el 100% de la renta o precio de 
ocupación, establecido.

b. Hasta 200 euros al mes para atender los gastos de mantenimiento, comunidad y 
suministros básicos con el límite del 100% de los mismos.

La determinación de la cuantía deberá contar con el informe favorable de los servicios 
sociales de la comunidad autónoma, de la ciudad de Ceuta y Melilla o de la administración 
local correspondiente.

5. Plazo de la ayuda.

Las ayudas referidas en el apartado anterior se podrán conceder por un plazo máximo 
de cinco años, pudiendo acumularse a los plazos anteriores, con efectos retroactivos, la 
cuantía necesaria para atender al pago del alquiler o los gastos de mantenimiento, 
comunidad y suministros básicos de los seis meses anteriores a los que la persona 
beneficiaria, en su caso, no hubiera podido hacer frente.

6. Gestión.

Las comunidades autónomas o las ciudades de Ceuta y Melilla podrán conceder estas 
ayudas de forma inmediata, mediante adjudicación directa, a las personas beneficiarias o por 
cuenta de estas a las administraciones, empresas o entidades referidas en el punto 2 de 
este artículo, con la sola acreditación de la condición de víctima de violencia de género, del 
desahucio o lanzamiento, inminente o ya realizado, de la vivienda habitual, de la condición 
de persona sin hogar o de la condición de persona especialmente vulnerable. A tal efecto se 
adjuntará un informe de los servicios sociales autonómicos o locales correspondientes, en el 
que se atiendan y valoren las circunstancias personales que aconsejen la concesión de la 
ayuda.

Artículo 19.  Objeto del programa.

(Suprimido)

Artículo 20.  Constitución de los fondos de viviendas para alquiler social. Convenios de 
colaboración.

(Suprimido)

Artículo 21.  Funcionamiento de los fondos de viviendas para alquiler social.

(Suprimido)

Artículo 22.  Órganos de gestión.

(Suprimido)

Artículo 23.  Beneficiarios.

(Suprimido)

CAPÍTULO V

Programa de fomento del parque de vivienda en alquiler

Artículo 24.  Objeto del programa.

El objeto de este programa es el fomento del parque de vivienda en alquiler o cedida en 
uso, ya sea de titularidad pública o privada.
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Artículo 25.  Requisitos de las viviendas.

Podrán obtener financiación con cargo a las ayudas de este programa las promociones 
de viviendas de nueva construcción o de viviendas procedentes de la rehabilitación de 
edificios que se vayan a ceder en uso o destinar al arrendamiento durante un plazo mínimo, 
en ambos casos, de 25 años.

También podrán obtener financiación, con cargo a las ayudas de este programa, las 
viviendas o promociones de viviendas con obras en curso paralizadas y que reanuden las 
mismas hasta su completa finalización, siempre y cuando se vayan a ceder en uso o destinar 
al arrendamiento durante un plazo mínimo, en ambos casos, de 25 años.

El destino por un plazo de al menos 25 años al arrendamiento o a la cesión en uso 
deberá constar, en todo caso, en nota marginal en el Registro de la Propiedad.

Las viviendas de las promociones de nueva construcción, procedentes de la 
rehabilitación de edificios o de la reanudación de obras que se acojan a las ayudas de este 
programa habrán de tener una calificación energética mínima B.

Asimismo podrán obtener financiación con cargo a las ayudas de este programa las 
viviendas que, de forma individualizada o en bloque, sean adquiridas por las 
Administraciones Públicas, los organismos públicos y demás entidades de derecho público, 
así como las empresas públicas y las entidades del tercer sector sin ánimo de lucro, con 
objeto de incrementar el parque público y social de viviendas destinadas al alquiler o cesión 
en uso.

Artículo 26.  Beneficiarios de las ayudas.

En el supuesto de promociones de viviendas de nueva construcción o de viviendas 
procedentes de la rehabilitación de edificios, e incluso en las viviendas o promociones 
reanudadas, podrán ser beneficiarios de estas ayudas:

a) Las personas físicas mayores de edad.
b) Las Administraciones Públicas, los organismos públicos y demás entidades de 

derecho público y privado, así como las empresas públicas, privadas, público-privadas y 
sociedades mercantiles participadas mayoritariamente por las Administraciones Públicas.

c) Las fundaciones, las empresas de economía social y sus asociaciones, cooperativas 
de autoconstrucción, las organizaciones no gubernamentales y las asociaciones declaradas 
de utilidad pública, y aquéllas a las que se refiere la disposición adicional quinta de la Ley 
7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local.

En el supuesto de adquisición de viviendas para incrementar el parque de vivienda 
pública y social destinada al alquiler o cesión en uso podrán ser beneficiarios: las 
Administraciones Públicas, los organismos públicos y demás entidades de derecho público, 
así como las empresas públicas y las entidades del tercer sector sin ánimo de lucro.

Artículo 27.  Gestión.

La financiación de este programa exige la suscripción de un Acuerdo en el seno de las 
comisiones bilaterales de seguimiento entre el Ministerio de Fomento, las Comunidades 
Autónomas y el Ayuntamiento correspondiente, salvo en el caso de las Ciudades de Ceuta y 
Melilla en que se suscribirá solamente por el Ministerio de Fomento y la ciudad de que se 
trate.

Con carácter previo al Acuerdo de la Comisión Bilateral de Seguimiento, las 
Comunidades Autónomas y las Ciudades de Ceuta y de Melilla deberán remitir al Ministerio 
de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana las previsiones de las actuaciones o 
adquisiciones acompañadas de una memoria-programa, que defina cada actuación o 
adquisición en todos sus extremos y justifique su viabilidad económica.

Artículo 28.  Cuantía de la ayuda.

1. Los promotores de las viviendas, incluso procedentes de su rehabilitación o de la 
reanudación de obras de viviendas o promociones paralizadas, podrán obtener subvención 
en una de las dos modalidades siguientes:
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a) Una ayuda directa, proporcional a la superficie útil de cada vivienda, de hasta un 
máximo de 350 euros por metro cuadrado de superficie útil de vivienda. La cuantía máxima 
de esta subvención no podrá superar el 50 % de la inversión de la actuación, con un límite 
máximo de 36.750 euros por vivienda.

b) Una ayuda directa, proporcional a la superficie útil de cada vivienda, de hasta un 
máximo de 300 euros por metro cuadrado de superficie útil de vivienda. La cuantía máxima 
de esta subvención no podrá superar el 40 % de la inversión de la actuación, con un límite 
máximo de 31.500 euros por vivienda.

2. Esta subvención es compatible con cualquiera otra subvención concedida por otras 
Administraciones para el mismo objeto. No es compatible con las subvenciones que para la 
promoción o rehabilitación de viviendas existan en otros programas de este real decreto.

3. La inversión de la actuación, a los efectos de la determinación de la ayuda de este 
programa, estará constituida por todos los gastos inherentes a la promoción de que se trate 
excepto impuestos, tasas y tributos. Se incluye el coste del suelo, de la edificación, los 
gastos generales, de los informes preceptivos, el beneficio industrial y cualquiera otro 
necesario, siempre y cuando todos ellos consten debidamente acreditados. En el caso de 
actuaciones de rehabilitación no se admitirá la inclusión del coste del suelo. En el caso de 
las viviendas o promociones reanudadas no se admitirá la inclusión del coste del suelo ni de 
las partidas ejecutadas con anterioridad a la reanudación.

4. Los adquirentes de viviendas, para incrementar el parque público y social de vivienda 
destinado al alquiler o cesión en uso, podrán obtener una subvención proporcional a la 
superficie útil de cada vivienda, de hasta un máximo de 400 euros por metro cuadrado de 
superficie útil. La cuantía máxima de esta subvención no podrá superar el 60% del precio o 
coste de adquisición incluidos impuestos, tasas, tributos, gastos de notaría y registro y 
cualquier otro gasto inherente a la adquisición. Esta subvención es compatible con 
cualquiera otra subvención concedida por otras Administraciones Públicas para el mismo 
objeto.

Artículo 29.  Limitación del precio del alquiler o de la cesión en uso.

1. El precio del alquiler o de la cesión en uso de las viviendas será proporcional a su 
superficie útil, conforme a las dos modalidades siguientes:

a) Si la ayuda recibida es la contemplada en la modalidad 1.a) del artículo 28, el precio 
del alquiler o de la cesión en uso no podrá superar los 5,5 euros mensuales por metro 
cuadrado de superficie útil de vivienda, más en su caso, un 60 % de dicha cuantía por metro 
cuadrado de superficie útil de plaza de garaje o de cualquier otra superficie adicional anexa a 
la vivienda sin inclusión, en ningún caso, de superficies de elementos comunes.

b) Si la ayuda recibida es la contemplada en la modalidad 1.b) del artículo 28, el precio 
del alquiler o de la cesión en uso no podrá superar los 7 euros mensuales por metro 
cuadrado de superficie útil de vivienda, más en su caso, un 60 % de dicha cuantía por metro 
cuadrado de superficie útil de plaza de garaje o de cualquier otra superficie adicional anexa a 
la vivienda sin inclusión, en ningún caso, de superficies de elementos comunes.

2. Dichos precios umbral habrán de figurar en la resolución de concesión de la ayuda y 
podrán ser actualizados por Orden ministerial del Ministerio de Fomento.

3. El arrendador podrá percibir, además de la renta inicial o revisada que le corresponda, 
el coste real de los servicios de que disfrute el inquilino y se satisfagan por el arrendador, así 
como las demás repercusiones autorizadas por la legislación aplicable.

4. El cedente podrá percibir, además del precio inicial o revisado que se acuerde, el 
coste real de los servicios de que disfrute el cesionario y se satisfagan por el cedente, así 
como los gastos de comunidad e impuestos, tasas o tributos, también satisfechos por el 
cedente, cuya repercusión sea acordada en la cesión en uso.

5. El precio del alquiler o de la cesión en uso de las viviendas públicas y sociales 
destinadas al alquiler adquiridas con ayudas de este programa habrá de ser limitado. Esta 
limitación la podrá establecer la Comunidad Autónoma o las Ciudades de Ceuta y de Melilla, 
siendo en todo caso inferior a 5,5 euros mensuales por metro cuadrado de superficie útil de 
vivienda, más en su caso, un 60% de dicha cuantía por metro cuadrado de superficie útil de 
plaza de garaje o de cualquier otra superficie adicional anexa a la vivienda sin inclusión, en 
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ningún caso, de superficies de elementos comunes. La actualización anual de este precio 
máximo será determinada por la Comunidad Autónoma o por las Ciudades de Ceuta y de 
Melilla con la periodicidad que consideren y de conformidad con la normativa estatal y 
autonómica de aplicación.

Artículo 30.  Pago de la ayuda al beneficiario.

El abono de la subvención al beneficiario podrá realizarse mediante pagos a cuenta o 
anticipados. En todo caso, previamente a dicho abono, ya sea total o parcial, el beneficiario 
de la actuación deberá acreditar estar en posesión de:

a) Documento administrativo acreditativo de la cesión o la concesión administrativa del 
suelo, o, en su caso, escritura pública de constitución del derecho de superficie o de 
titularidad del suelo, o, en su caso, de titularidad del edificio a rehabilitar.

b) Licencia municipal de obra.
c) Certificado de inicio de obra.

Sin perjuicio de los anticipos y abonos a cuenta de la ayuda, no se podrá abonar al 
beneficiario el último 20 % de la misma hasta que las viviendas resultantes: estuvieren 
finalizadas, un mínimo del 20 % estén ocupadas en régimen de cesión en uso o de 
arrendamiento y se haya producido la anotación registral de la nota marginal referida en el 
artículo 25.

En el supuesto de adquisición de vivienda para incrementar el parque público y social de 
vivienda destinado al alquiler o cesión en uso la ayuda se podrá conceder mediante 
adjudicación directa y se pagará al beneficiario con carácter previo a la formalización de la 
escritura pública de compraventa, estando el pago expresamente condicionado a la efectiva 
formalización de la compraventa.

Artículo 31.  Plazo de ejecución de las actuaciones o adquisiciones.

Las obras correspondientes a actuaciones financiadas con cargo a este programa 
deberán realizarse en el plazo máximo de 30 meses desde la fecha de concesión de la 
ayuda, que podrá extenderse a 36 meses cuando se trate de promociones de más de 50 
viviendas.

Cuando se trate de actuaciones de rehabilitación o reanudación los plazos serán de 24 
meses y 30 meses, respectivamente.

En los supuestos en que por causas ajenas al beneficiario o promotor de la actuación la 
concesión de la licencia municipal, o autorización administrativa de que se trate, se demore y 
no sea concedida en el plazo de seis meses desde su solicitud, los plazos anteriores podrán 
incrementarse seis meses.

Estos plazos podrán ser prorrogados por huelgas que afecten al desarrollo de las 
actuaciones, razones climatológicas que alteren calendarios de ejecución de obras o 
cualquier otra causa de fuerza mayor debidamente acreditada, y por el tiempo de retraso 
imputable a dichas causas.

La adquisición de viviendas habrá de ser formalizada en el plazo máximo de seis meses 
desde el reconocimiento de la ayuda y de tres meses desde el pago condicionado de la 
misma.

Artículo 32.  Arrendatarios y cesionarios.

Las viviendas financiadas con cargo a este programa e incluidas en la modalidad 1.a) del 
artículo 28 solo podrán ser alquiladas o cedidas en uso a personas cuyos ingresos, 
incluyendo los de todas las personas que constituyan la unidad de convivencia, no superen 
tres veces el IPREM. Este umbral será de cuatro veces el IPREM si se trata de una familia 
numerosa de categoría general o de personas con discapacidad y de cinco veces el IPREM 
cuando se trate de familias numerosas de categoría especial o de personas con 
discapacidad de alguno de los siguientes tipos: i) personas con parálisis cerebral, personas 
con enfermedad mental, personas con discapacidad intelectual o personas con discapacidad 
del desarrollo, con un grado de discapacidad reconocido igual o superior al 33 por 100 o ii) 
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personas con discapacidad física o sensorial, con un grado de discapacidad reconocido igual 
o superior al 65 por 100.

Las viviendas financiadas con cargo a este programa e incluidas en la modalidad 1.b) del 
artículo 28 solo podrán ser alquiladas o cedidas en uso a personas cuyos ingresos, 
incluyendo los de todas las personas que constituyan la unidad de convivencia, no superen 
4,5 veces el IPREM. Este umbral será de cinco veces el IPREM cuando se trate de familias 
numerosas de categoría especial o de personas con discapacidad de alguno de los 
siguientes tipos: i) personas con parálisis cerebral, personas con enfermedad mental, 
personas con discapacidad intelectual o personas con discapacidad del desarrollo, con un 
grado de discapacidad reconocido igual o superior al 33 por 100 o ii) personas con 
discapacidad física o sensorial, con un grado de discapacidad reconocido igual o superior al 
65 por 100.

Las viviendas públicas y sociales cuya adquisición ha sido financiada con cargo a las 
ayudas de este programa solo podrán ser alquiladas o cedidas en uso a personas cuyos 
ingresos, incluyendo los de todas las personas que constituyen la unidad de convivencia, no 
superen 3 veces el IPREM. Este umbral será de cuatro veces el IPREM si se trata una 
familia numerosa de categoría general o de personas con discapacidad y de cinco veces el 
IPREM cuando se trate de familias numerosas de categoría especial o de personas con 
discapacidad de alguno de los siguientes tipos: i) personas con parálisis cerebral, personas 
con enfermedad mental, personas con discapacidad intelectual o personas con discapacidad 
del desarrollo, con un grado de discapacidad reconocido igual o superior al 33% o ii) 
personas con discapacidad física o sensorial, con un grado de discapacidad reconocido igual 
o superior al 65%. La actualización de esta limitación de ingresos será determinada por la 
Comunidad Autónoma o Ciudad de Ceuta y Melilla con la periodicidad que consideren y de 
conformidad con la normativa estatal y autonómica de aplicación.

CAPÍTULO VI

Programa de fomento de la mejora de la eficiencia energética y sostenibilidad 
en viviendas

Artículo 33.  Objeto del programa.

Este programa tiene por objeto, tanto en ámbito urbano como rural, la financiación de 
obras de mejora de la eficiencia energética y la sostenibilidad, con especial atención a la 
envolvente edificatoria en edificios de tipología residencial colectiva, incluyendo sus 
viviendas, y en las viviendas unifamiliares.

Artículo 34.  Beneficiarios.

1. Podrán ser beneficiarios de las ayudas de este programa:

a) Los propietarios de viviendas unifamiliares aisladas o agrupadas en fila y de edificios 
existentes de tipología residencial de vivienda colectiva, así como de sus viviendas, bien 
sean personas físicas o bien tengan personalidad jurídica de naturaleza privada o pública. 
Podrán ser beneficiarios, también, las Administraciones Públicas y los organismos y demás 
entidades de derecho público, así como las empresas públicas y sociedades mercantiles 
participadas, íntegra o mayoritariamente, por las Administraciones Públicas propietarias de 
los inmuebles.

b) Las comunidades de propietarios, o las agrupaciones de comunidades de propietarios 
constituidas conforme a lo dispuesto por el artículo 5 de la Ley 49/1960, de 21 de julio, de 
Propiedad Horizontal.

c) Los propietarios que, de forma agrupada, sean propietarios de edificios que reúnan los 
requisitos establecidos por el artículo 396 del Código Civil y no hubiesen otorgado el título 
constitutivo de propiedad horizontal.

d) Las sociedades cooperativas compuestas de forma agrupada por propietarios de 
viviendas o edificios que reúnan los requisitos establecidos en el artículo 396 del Código 
Civil, así como por los propietarios que conforman comunidades de propietarios o 
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agrupaciones de comunidades de propietarios constituidos conforme a lo dispuesto en el 
artículo 5 de la Ley 49/1960, de 21 de julio, de Propiedad Horizontal.

e) Las empresas constructoras, arrendatarias o concesionarias de los edificios, así como 
cooperativas que acrediten dicha condición, mediante contrato vigente, que les otorgue la 
facultad expresa para acometer las obras de rehabilitación objeto del programa.

f) Las empresas de servicios energéticos, entendiendo como tal la definición más amplia 
posible de las organizaciones que aporten este tipo de servicios. Para poder ser 
beneficiarias, estas empresas deberán actuar en función de contrato con la propiedad y 
llevar a cabo las inversiones en las actuaciones establecidas en este programa, debiendo 
acreditar su intervención como empresa de servicios energéticos y la inversión realizada.

2. Los beneficiarios destinarán el importe íntegro de la ayuda al pago de las 
correspondientes actuaciones. Cuando se trate de comunidades de propietarios y 
agrupaciones de comunidades de propietarios, esta regla resultará igualmente de aplicación 
con independencia de que, tanto el importe de la misma, como el coste de las obras, deba 
repercutirse en los propietarios de viviendas y, en su caso, en los propietarios de locales 
comerciales o predios de otros usos compatibles, de conformidad con las reglas previstas en 
la legislación de Propiedad Horizontal.

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, cuando alguno de los miembros de la 
comunidad de propietarios, o de la agrupación de comunidades de propietarios, incurra en 
una o varias de las prohibiciones establecidas en el artículo 13.2 de la Ley 38/2003, de 17 de 
noviembre, General de Subvenciones, no se atribuirá a dicho propietario la parte 
proporcional que le correspondería de la ayuda recibida, que se prorrateará entre los 
restantes miembros de la comunidad o agrupación.

3. Cuando el propietario de la vivienda y el arrendatario de la misma acuerden que este 
último costee a su cargo las actuaciones de rehabilitación que correspondan, a cambio del 
pago de la renta, el arrendatario podrá solicitar de la comunidad de propietarios o, en su 
caso, del propietario único, la adopción del correspondiente acuerdo que se requiere para 
solicitar estas ayudas. En este supuesto el arrendatario podrá tener la consideración de 
beneficiario.

4. Los beneficiarios de este programa podrán compatibilizar estas ayudas con las del 
programa de fomento de la conservación, de la mejora de la seguridad de utilización y de la 
accesibilidad en viviendas. Cuando sobre un mismo elemento o sistema constructivo se 
realicen actuaciones que resulten subvencionables por uno u otro programa, deberán 
identificarse y desglosarse adecuadamente, adscribiéndose solo a uno de ellos.

5. Los beneficiarios de este programa podrán compatibilizar estas ayudas con otras 
ayudas para el mismo objeto procedentes de otras Administraciones o instituciones siempre 
que el importe total de las ayudas recibidas no supere el coste total de las actuaciones y 
siempre que la regulación de las otras ayudas ya sean de ámbito nacional o europeo lo 
admitan.

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, no podrán obtener la financiación 
correspondiente a este programa los beneficiarios de ayudas del programa de fomento de la 
regeneración y renovación urbana y rural, del programa de fomento del parque de vivienda 
en alquiler ni del programa de fomento de viviendas para personas mayores y personas con 
discapacidad.

Artículo 35.  Requisitos.

1. Las viviendas unifamiliares aisladas o agrupadas en fila para las que se solicite la 
financiación de este programa han de cumplir los siguientes requisitos:

a) Estar finalizadas antes de 1996. Esta circunstancia se podrá acreditar mediante 
escritura pública, nota simple registral o consulta descriptiva y gráfica de los datos 
catastrales. No obstante, las Comunidades Autónomas y las Ciudades de Ceuta y Melilla 
podrán también conceder ayudas a viviendas con antigüedad igual o posterior al año 1996 si 
existieran circunstancias que a su juicio lo aconsejaran.

b) Que constituyan el domicilio habitual y permanente de sus propietarios o arrendatarios 
en el momento de solicitar la ayuda de este programa. Dicha circunstancia se podrá 
acreditar mediante certificación o volante de empadronamiento.
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c) Que se aporte un informe técnico con fecha anterior a la solicitud de la ayuda que 
acredite la necesidad de la actuación.

d) Que se aporte proyecto de las actuaciones a realizar. Para el caso de que las 
actuaciones no exijan proyecto, será necesario justificar en una memoria suscrita por técnico 
competente la adecuación de la actuación al Código Técnico de la Edificación y demás 
normativa de aplicación.

2. Los edificios de viviendas de tipología residencial colectiva que se acojan a las ayudas 
de este programa han de cumplir los siguientes requisitos:

a) Estar finalizados antes de 1996. Esta circunstancia se podrá acreditar mediante 
escritura pública, nota simple registral o consulta descriptiva y gráfica de los datos 
catastrales. No obstante, las Comunidades Autónomas y las Ciudades de Ceuta y Melilla 
podrán conceder ayudas a edificios con antigüedad igual o posterior al año 1996 si existieran 
circunstancias que a su juicio lo aconsejaran.

b) Que al menos el 70 % de su superficie construida sobre rasante, excluida la planta 
baja o plantas inferiores si tiene o tienen otros usos compatibles, tenga uso residencial de 
vivienda. Dicha circunstancia, así como su fecha de construcción, se podrán acreditar 
mediante escritura, nota simple registral o consulta descriptiva y gráfica de los datos 
catastrales.

c) Que al menos el 50 % de las viviendas constituyan el domicilio habitual de sus 
propietarios o arrendatarios en el momento de solicitar acogerse al programa. Dicha 
circunstancia se podrá acreditar mediante certificación o volante de empadronamiento o 
cualquier otro medio que demuestre la ocupación efectiva de las viviendas. Cuando se trate 
de propietario único, que haya tenido que proceder al realojo de los inquilinos para efectuar 
la rehabilitación, no se tendrá en cuenta este requisito, si bien deberá justificar la 
circunstancia aludida y el compromiso de destinar las viviendas objeto de rehabilitación a 
domicilio habitual de los arrendatarios.

d) Que se aporte un informe técnico con fecha anterior a la solicitud de la ayuda que 
acredite la necesidad de la actuación.

e) Que las actuaciones cuenten con el acuerdo de la comunidad o comunidades de 
propietarios de que se trate, debidamente agrupadas, salvo en los casos de edificios de 
propietario único, y con la autorización o autorizaciones administrativas correspondientes, 
cuando sea preceptivo.

f) Que se aporte proyecto de las actuaciones a realizar. Si las actuaciones no requieren 
proyecto será necesario justificar en una memoria técnica, suscrita por técnico competente, 
la adecuación de la actuación al Código Técnico de la Edificación y demás normativa de 
aplicación.

Las ayudas de este programa que se concedan a edificios de tipología residencial 
colectiva podrán aplicarse también para actuaciones en el interior de las viviendas del 
edificio.

3. La inversión objeto de subvención de cualquiera de los dos puntos anteriores no podrá 
superar los costes medios de mercado de las actuaciones de que se trate. El coste de los 
certificados, informes, proyectos técnicos y las direcciones técnicas o facultativas tampoco 
podrá superar dichos costes.

Artículo 36.  Actuaciones subvencionables.

1. Se considerarán actuaciones subvencionables para la mejora de la eficiencia 
energética y la sostenibilidad de las viviendas unifamiliares aisladas o agrupadas en fila, las 
siguientes:

a) La mejora de la envolvente térmica de la vivienda para reducir su demanda energética 
de calefacción o refrigeración, mediante actuaciones de mejora de su aislamiento térmico, la 
sustitución de carpinterías y acristalamientos de los huecos, u otras, incluyendo la instalación 
de dispositivos bioclimáticos y de sombreamiento.

b) La instalación de sistemas de calefacción, refrigeración, producción de agua caliente 
sanitaria y ventilación para el acondicionamiento térmico, o el incremento de la eficiencia 
energética de los ya existentes, mediante actuaciones como: la sustitución de equipos de 
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producción de calor o frío, la instalación de sistemas de control, regulación y gestión 
energética; el aislamiento térmico de las instalaciones de distribución y transporte o la 
sustitución de los equipos de movimiento de los fluidos caloportadores; la instalación de 
dispositivos de recuperación de energías residuales; la implantación de sistemas de 
enfriamiento gratuito por aire exterior y de recuperación de calor del aire de renovación y la 
conexión de viviendas a redes de calor y frío existente, entre otros.

c) La instalación de equipos de generación o que permitan la utilización de energías 
renovables como la energía solar fotovoltaica, biomasa o geotermia que reduzcan el 
consumo de energía convencional térmica o eléctrica de la vivienda. Incluirá la instalación de 
cualquier tecnología, sistema, o equipo de energía renovable, como paneles solares 
térmicos y soluciones integrales de aerotermia para climatización y agua caliente sanitaria, a 
fin de contribuir a la producción de agua caliente sanitaria demandada por la vivienda, o la 
producción de agua caliente para las instalaciones de climatización.

d) Las que mejoren el cumplimiento de los parámetros establecidos en el Documento 
Básico del Código Técnico de la Edificación DB-HR, protección contra el ruido.

e) Las que mejoren el cumplimiento de los parámetros establecidos en el Documento 
Básico del Código Técnico de la Edificación DB-HS de salubridad o, en su defecto, las que 
afecten a elementos cuyo tratamiento permita reducir de forma efectiva en el interior de la 
edificación el promedio anual de concentración de radón a niveles inferiores a 300 Bq/m3, o 
en las que sin alcanzar dicho nivel, se reduzca la concentración inicial en al menos un 50%.

En las viviendas, según la clasificación climática del Código Técnico de la Edificación, el 
conjunto de actuaciones de las letras a), b) y c) anteriores deben conseguir una reducción de 
la demanda energética anual global, de manera conjunta o complementaria, de calefacción y 
refrigeración de la vivienda referida a la certificación energética, sobre la situación previa a 
dichas actuaciones, de al menos:

Zonas climáticas D y E: un 35 %.
Zona climática C: un 25 %.
Zonas climáticas: α, A y B, un 20 % o bien alternativamente una reducción del consumo 

de energía primaria no renovable, referida a la certificación energética, de un 30 % como 
mínimo.

2. Serán actuaciones subvencionables por este programa las actuaciones en los edificios 
de viviendas de tipología residencial colectiva, incluidas las que se realicen en el interior de 
sus viviendas, que se dirijan a la mejora de su eficiencia energética y sostenibilidad. En 
concreto las siguientes:

a) La mejora de la envolvente térmica del edificio para reducir su demanda energética de 
calefacción o refrigeración mediante actuaciones en fachada, cubierta, plantas bajas no 
protegidas o cualquier paramento de dicha envolvente, de mejora de su aislamiento térmico, 
la sustitución de carpinterías y acristalamientos de los huecos, el cerramiento o 
acristalamiento de las terrazas ya techadas, u otras, incluyendo la instalación de dispositivos 
bioclimáticos y de sombreamiento.

b) La instalación de nuevos sistemas de calefacción, refrigeración, producción de agua 
caliente sanitaria y ventilación para el acondicionamiento térmico, o el incremento de la 
eficiencia energética de los ya existentes, mediante actuaciones como: la sustitución de 
equipos de producción de calor o frío, la instalación de sistemas de control, regulación y 
gestión energética, contadores y repartidores de costes energéticos para instalaciones 
centralizadas de calefacción; el aislamiento térmico de las redes de distribución y transporte 
o la sustitución de los equipos de movimiento de los fluidos caloportadores; la instalación de 
dispositivos de recuperación de energías residuales; la implantación de sistemas de 
enfriamiento gratuito por aire exterior y de recuperación de calor del aire de renovación y la 
conexión de edificios a redes de calor y frío existente, entre otros.

c) La instalación de equipos de generación o que permitan la utilización de energías 
renovables como la energía solar fotovoltaica, biomasa o geotermia que reduzcan el 
consumo de energía convencional térmica o eléctrica del edificio. Incluirá la instalación de 
cualquier tecnología, sistema, o equipo de energía renovable, como paneles solares 
térmicos y soluciones integrales de aerotermia para climatización y agua caliente sanitaria, a 
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fin de contribuir a la producción de agua caliente sanitaria demandada por las viviendas, o la 
producción de agua caliente para las instalaciones de climatización.

d) La mejora de la eficiencia energética de las instalaciones comunes de ascensores e 
iluminación, del edificio o de la parcela, mediante actuaciones como la sustitución de 
lámparas y luminarias por otras de mayor rendimiento energético, generalizando por ejemplo 
la iluminación LED, instalaciones de sistemas de control de encendido y regulación del nivel 
de iluminación y aprovechamiento de la luz natural.

e) La mejora de las instalaciones de suministro e instalación de mecanismos que 
favorezcan el ahorro de agua, así como la implantación de redes de saneamiento 
separativas en el edificio y de otros sistemas que favorezcan la reutilización de las aguas 
grises y pluviales en el propio edificio o en la parcela o que reduzcan el volumen de vertido al 
sistema público de alcantarillado.

f) La mejora o acondicionamiento de instalaciones para la adecuada recogida y 
separación de los residuos domésticos en el interior de los domicilios y en los espacios 
comunes de las edificaciones.

g) Las que mejoren el cumplimiento de los parámetros establecidos en el Documento 
Básico del Código Técnico de la Edificación DB-HR, protección contra el ruido.

h) El acondicionamiento de los espacios privativos de la parcela para mejorar la 
permeabilidad del suelo, adaptar la jardinería a especies de bajo consumo hídrico, optimizar 
los sistemas de riego y otras actuaciones bioclimáticas.

i) Las que mejoren el cumplimiento de los parámetros establecidos en el Documento 
Básico del Código Técnico de la Edificación DB-HS de salubridad o, en su defecto, las que 
afecten a elementos cuyo tratamiento permita reducir de forma efectiva en el interior de la 
edificación el promedio anual de concentración de radón a niveles inferiores a 300 Bq/m3, o 
en las que sin alcanzar dicho nivel, se reduzca la concentración inicial en al menos un 50%.

j) Las que fomenten la movilidad sostenible en los servicios e instalaciones comunes de 
los edificios o urbanizaciones tales como la instalación de puntos de recarga de vehículos 
eléctricos en los aparcamientos o adecuación de zonas e instalaciones de aparcamientos de 
bicicletas.

k) Las instalaciones de fachadas o cubiertas vegetales.
l) La instalación de sistemas de domótica y/o sensórica.

En los edificios, según la clasificación climática del Código Técnico de la Edificación, el 
conjunto de actuaciones de las letras a), b), c) y d) anteriores deben conseguir una reducción 
de la demanda energética anual global de calefacción y refrigeración del edificio referida a la 
certificación energética, sobre la situación previa a dichas actuaciones, de al menos:

Zonas climáticas D y E: un 35 %
Zona climática C: un 25 %
Zonas climáticas: α, A y B, un 20 % o bien alternativamente una reducción del consumo 

de energía primaria no renovable, referida a la certificación energética, de un 30 % como 
mínimo.

3. Para la justificación de la demanda energética en la situación previa y posterior a las 
actuaciones propuestas incluidas en los puntos 1 y 2 anteriores o en su caso del consumo 
de energía primaria no renovable se podrán utilizar cualquiera de los programas informáticos 
reconocidos conjuntamente por los Ministerios de Fomento y Energía, Turismo y Agencia 
Digital que se encuentran en el registro general de documentos reconocidos para la 
certificación de la eficiencia energética de los edificios.

La justificación de la concentración de radón en la situación previa y posterior a las 
actuaciones propuestas incluidas en los puntos 1 y 2 anteriores se harán con los 
procedimientos establecidos en el Documento Básico del Código Técnico de la Edificación 
DB-HS de salubridad o, en su defecto, de acuerdo con lo establecido en las Guías de 
Seguridad 11.01 y 11.04 del Consejo de Seguridad Nuclear.

4. El coste de todas las actuaciones subvencionables de los puntos anteriores constituirá 
la inversión subvencionable, e incluirá el desglose por partidas. Además, podrán 
subvencionarse también como gastos generales: los honorarios de los profesionales 
intervinientes, el coste de la redacción de los proyectos, informes técnicos y certificados 
necesarios, los gastos derivados de la tramitación administrativa, y otros gastos generales 
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similares, siempre que todos ellos estén debidamente justificados. No se podrán incluir en 
los gastos generales impuestos, tasas o tributos.

Artículo 37.  Cuantía de las ayudas.

1. La cuantía máxima de la subvención a conceder por vivienda unifamiliar aislada o 
agrupada en fila no podrá superar los 12.000 euros ni el 40 % de la inversión 
subvencionable.

A la ayuda unitaria básica podrán sumarse 1.000 euros de ayuda unitaria 
complementaria para viviendas unifamiliares declaradas Bien de Interés Cultural, 
catalogadas o que cuenten con protección integral en el instrumento de ordenación 
urbanística correspondiente.

En aquellas viviendas unifamiliares en que los ingresos de la unidad de convivencia 
residente sean inferiores a tres veces el IPREM, el porcentaje máximo de la ayuda 
correspondiente podrá alcanzar hasta el 75 % de la inversión.

La cuantía máxima de la subvención será de 18.000 euros si reside en la vivienda una 
persona con discapacidad y de 24.000 euros si reside en la vivienda una persona con 
discapacidad de alguno de los siguientes tipos: i) personas con parálisis cerebral, personas 
con enfermedad mental, personas con discapacidad intelectual o personas con discapacidad 
del desarrollo, con un grado de discapacidad reconocido igual o superior al 33 por ciento o ii) 
personas con discapacidad física o sensorial, con un grado de discapacidad reconocido igual 
o superior al 65 por ciento.

2. La cuantía máxima de la subvención total a conceder por edificio, incluidas las 
intervenciones en el interior de sus viviendas, que se acoja a las ayudas de este programa 
en ningún caso podrá superar el importe de multiplicar 8.000 euros por cada vivienda y 80 
euros por cada metro cuadradode superficie construida de local comercial u otros usos 
compatibles. No podrá superar, por otra parte, el 40 % de la inversión de la actuación.

La ayuda básica unitaria establecida en el párrafo anterior podrá ser incrementada en 
1.000 euros por vivienda y 10 euros por cada metro cuadrado de superficie construida de 
uso comercial u otros usos para edificios declarados Bienes de Interés Cultural, en el 
instrumento de ordenación urbanística correspondiente.

Para poder computar la cuantía establecida por cada metro cuadrado de uso comercial u 
otros usos será necesario que los predios correspondientes participen en los costes de 
ejecución de la actuación.

En aquellas viviendas en que los ingresos de la unidad de convivencia residente sean 
inferiores a tres veces el IPREM, el porcentaje máximo de la ayuda correspondiente a esa 
vivienda sobre la inversión correspondiente a la misma podrá alcanzar hasta el 75 %. En 
este supuesto el tramo de ayuda desde el 40 % hasta el 75% se podrá gestionar en 
expediente aparte y de forma exclusiva para el beneficiario afectado, de tal forma que el 
expediente principal se gestione con el límite del 40 % para todos los beneficiarios.

La cuantía máxima de la subvención a conceder por vivienda en edificio de tipología 
residencial colectiva será de 12.000 euros si reside en la vivienda una persona con 
discapacidad y de 16.000 euros si reside en la vivienda una persona con discapacidad de 
alguno de los siguientes tipos: i) personas con parálisis cerebral, personas con enfermedad 
mental, personas con discapacidad intelectual o personas con discapacidad del desarrollo, 
con un grado de discapacidad reconocido igual o superior al 33 por ciento o ii) personas con 
discapacidad física o sensorial, con un grado de discapacidad reconocido igual o superior al 
65 por ciento.

3. El coste de las actuaciones subvencionables de los puntos anteriores constituirá la 
inversión subvencionable que podrá incluir los honorarios de los profesionales intervinientes, 
el coste de la redacción de los proyectos, informes técnicos y certificados necesarios, los 
gastos derivados de la tramitación administrativa, y otros gastos generales similares, 
siempre que todos ellos estén debidamente justificados. No se podrán incluir impuestos, 
tasas o tributos.

Artículo 38.  Plazo.

1. El plazo para ejecutar las obras para la mejora de la eficiencia energética y 
sostenibilidad en las viviendas unifamiliares aisladas o agrupadas en fila que se acojan a las 
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ayudas de este programa no podrá exceder de veinticuatro meses, contados desde la fecha 
de concesión de la ayuda.

En los supuestos en que por causas ajenas al beneficiario o promotor de la actuación la 
concesión de la licencia municipal, o autorización administrativa de que se trate, se demore y 
no sea concedida en el plazo de seis meses desde su solicitud, el plazo anterior podrá 
incrementarse en seis meses.

Estos plazos podrán ser prorrogados por huelgas que afecten al desarrollo de las 
actuaciones, razones climatológicas que alteren calendarios de ejecución de obras o 
cualquier otra causa de fuerza mayor, debidamente acreditada, y por el plazo de retraso 
imputable a dichas causas.

2. El plazo para ejecutar las obras para la mejora de la eficiencia energética y 
sostenibilidad en los edificios que se acojan a las ayudas de este programa, incluidas las 
actuaciones en el interior de sus viviendas, no podrá exceder de veinticuatro meses, 
contados desde la fecha de la concesión de la ayuda. Dicho plazo se podrá ampliar 
excepcionalmente hasta veintiséis meses cuando se trate de edificios o actuaciones que 
afecten a 40 o más viviendas.

En los supuestos en que por causas ajenas al beneficiario o promotor de la actuación la 
concesión de la licencia municipal, o autorización administrativa de que se trate, se demore y 
no sea concedida en el plazo de seis meses desde su solicitud, los plazos anteriores podrán 
incrementarse seis meses.

Estos plazos podrán ser prorrogados por huelgas que afecten al desarrollo de las 
actuaciones, razones climatológicas que alteren calendarios de ejecución de obras o 
cualquier otra causa de fuerza mayor, debidamente acreditada, y por el plazo de retraso 
imputable a dichas causas.

Artículo 39.  Acceso a las ayudas.

1. El acceso a las ayudas de este programa se realizará mediante convocatoria pública 
de las Comunidades Autónomas y Ciudades de Ceuta y Melilla.

2. La subvención a las viviendas unifamiliares aisladas o agrupadas en fila que se acojan 
a estas ayudas solo se podrán abonar, ya sea en forma de anticipos o pagos a cuenta o en 
su totalidad, cuando el beneficiario haya aportado:

a) La licencia o autorizaciones municipales que sean precisas para la realización de la 
obra correspondiente.

b) El certificado de inicio de la obra correspondiente.

3. La subvención a los edificios, incluidas las actuaciones en el interior de sus viviendas 
que se acojan a estas ayudas solo se podrán abonar, ya sea parcialmente en la forma de 
anticipo o pago a cuenta o en su totalidad, cuando el beneficiario haya aportado:

a) El acuerdo de la cooperativa y su asamblea o el acuerdo de la comunidad o 
comunidades de propietarios, debidamente agrupadas en este último caso, cuando sea 
preciso de conformidad con su legislación aplicable, salvo en los casos de propietario único 
del edificio.

b) La licencia o autorizaciones municipales que sean precisas para la realización de la 
obra correspondiente.

c) El certificado de inicio de la obra correspondiente.

CAPÍTULO VII

Programa de fomento de la conservación, de la mejora de la seguridad de 
utilización y de la accesibilidad en viviendas

Artículo 40.  Objeto del programa.

Este programa tiene por objeto la financiación de la ejecución de obras para la 
conservación, la mejora de la seguridad de utilización y de la accesibilidad en:

1. Viviendas unifamiliares aisladas o agrupadas en fila ya sean urbanas o rurales.
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2. Edificios de viviendas de tipología residencial colectiva, interviniendo tanto en sus 
elementos comunes como en el interior de cada vivienda.

3. Viviendas ubicadas en edificios de tipología residencial colectiva.

Artículo 41.  Beneficiarios.

Podrán ser beneficiarios de las ayudas de este programa:

1. Los propietarios de viviendas unifamiliares aisladas o agrupadas en fila y de edificios 
existentes de tipología residencial de vivienda colectiva así como de sus viviendas, bien 
sean personas físicas o bien tengan personalidad jurídica de naturaleza privada o pública. 
Podrán ser beneficiarios, también, las Administraciones Públicas y los organismos y demás 
entidades de derecho público, así como las empresas públicas y sociedades mercantiles 
participadas, íntegra o mayoritariamente, por las Administraciones Públicas propietarias de 
los inmuebles.

2. Las comunidades de propietarios, o las agrupaciones de comunidades de propietarios, 
constituidas conforme a lo dispuesto por el artículo 5 de la Ley 49/1960, de 21 de julio, de 
Propiedad Horizontal.

3. Las sociedades cooperativas compuestas de forma agrupada por propietarios de 
viviendas o edificios que reúnan los requisitos establecidos en el artículo 396 del Código 
Civil, así como, por los propietarios que conforman comunidades de propietarios o 
agrupaciones de comunidades de propietarios, constituidos conforme a lo dispuesto en el 
artículo 5 de la Ley 49/1960, de 21 de julio, de Propiedad Horizontal.

4. Los propietarios que, de forma agrupada sean propietarios de edificios, que reúnan los 
requisitos establecidos por el artículo 396 del Código Civil y no hubiesen otorgado el título 
constitutivo de propiedad horizontal.

5. Las empresas constructoras, arrendatarias o concesionarias de los edificios, así como 
cooperativas, que acrediten dicha condición mediante contrato vigente a suficiente plazo con 
la propiedad, que les otorgue la facultad expresa para acometer las obras de rehabilitación 
objeto del programa.

Cuando el propietario de la vivienda y el arrendatario de la misma acuerden que este 
último costee a su cargo las actuaciones de conservación, seguridad de utilización o 
accesibilidad que correspondan, a cambio del pago de la renta, el arrendatario podrá solicitar 
de la comunidad de propietarios o, en su caso, del propietario único, la adopción del 
correspondiente acuerdo que se requiere para solicitar estas ayudas. En este supuesto el 
arrendatario podrá tener la consideración de beneficiario.

Los beneficiarios destinarán el importe íntegro de la ayuda al pago de las 
correspondientes actuaciones. Cuando se trate de comunidades de propietarios y 
agrupaciones de comunidades de propietarios, esta regla resultará igualmente de aplicación 
con independencia de que, tanto el importe de la misma, como el coste de las obras, deba 
repercutirse en los propietarios de viviendas y, en su caso, a los propietarios de locales 
comerciales o predios de otros usos compatibles, de conformidad con las reglas previstas en 
la legislación de Propiedad Horizontal.

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, cuando alguno de los miembros de la 
comunidad de propietarios, o de la agrupación de comunidades de propietarios, incurra en 
una o varias de las prohibiciones establecidas en el artículo 13.2 de la Ley 38/2003, de 17 de 
noviembre, General de Subvenciones, no se atribuirá a dicho propietario la parte 
proporcional que le correspondería de la ayuda recibida, que se prorrateará entre los 
restantes miembros de la comunidad o agrupación.

Los beneficiarios de este programa podrán compatibilizar estas ayudas con las del 
programa de fomento de la mejora de la eficiencia energética y sostenibilidad en viviendas.

No podrán obtener la financiación correspondiente a este programa los beneficiarios de 
las ayudas del programa de fomento de la regeneración y renovación urbana y rural, del 
programa de fomento del parque de vivienda en alquiler ni del programa de fomento de 
viviendas para personas mayores y personas con discapacidad.

No obstante lo anterior, los beneficiarios de este programa podrán compatibilizar estas 
ayudas con otras ayudas para el mismo objeto procedentes de otras administraciones o 
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instituciones, siempre que el importe de todas las ayudas recibidas no supere el coste total 
de las actuaciones.

Artículo 42.  Requisitos.

1. Las viviendas unifamiliares aisladas o agrupadas en fila para las que se solicite la 
financiación de este programa han de cumplir los siguientes requisitos:

a) Estar finalizadas antes de 1996. Esta circunstancia se podrá acreditar mediante 
escritura pública, nota simple registral o consulta descriptiva y gráfica de los datos 
catastrales. No obstante, las Comunidades Autónomas y las Ciudades de Ceuta y Melilla 
podrán también conceder ayudas a viviendas con antigüedad igual o posterior al año 1996, 
si existieran circunstancias que a su juicio lo aconsejaran.

b) Que constituyan el domicilio habitual y permanente de sus propietarios o arrendatarios 
en el momento de solicitar las ayudas de este programa. Dicha circunstancia se podrá 
acreditar mediante certificación o volante de empadronamiento.

c) Disponer de informe técnico que acredite la necesidad de la actuación con fecha 
anterior a la solicitud de la ayuda.

Para la obtención de estas ayudas se requiere que se aporte el proyecto de las 
actuaciones a realizar. Para el caso de que las actuaciones no exijan proyecto, será 
necesario justificar en una memoria suscrita por técnico competente la adecuación de la 
actuación al Código Técnico de la Edificación y demás normativa de aplicación.

2. Los edificios de viviendas de tipología residencial colectiva que se acojan a las ayudas 
de este programa han de cumplir los siguientes requisitos:

a) Estar finalizadas antes de 1996. Esta circunstancia se podrá acreditar mediante 
escritura pública, nota simple registral o consulta descriptiva y gráfica de los datos 
catastrales. No obstante, las Comunidades Autónomas y las Ciudades de Ceuta y Melilla 
podrán conceder ayudas a edificios con antigüedad igual o posterior al año 1996, si 
existieran circunstancias que a su juicio lo aconsejaran.

b) Que, al menos, el 70 % de su superficie construida sobre rasante, excluida la planta 
baja o plantas inferiores si tiene o tienen otros usos compatibles, tenga uso residencial de 
vivienda. Dicha circunstancia, así como su fecha de construcción, se podrán acreditar 
mediante escritura, nota simple registral o consulta descriptiva y gráfica de los datos 
catastrales.

c) Que, al menos, el 50 % de las viviendas constituyan el domicilio habitual de sus 
propietarios o arrendatarios al momento de solicitar las ayudas de este programa. Dicha 
circunstancia se podrá acreditar mediante certificación o volante de empadronamiento o 
cualquier otro medio que demuestre la ocupación efectiva de las viviendas.

Cuando se trate de propietario único, que haya tenido que proceder al realojo de los 
inquilinos para efectuar la rehabilitación, no se tendrá en cuenta este requisito, si bien 
deberá justificar la circunstancia aludida, y el compromiso de destinar las viviendas objeto de 
rehabilitación, a domicilio habitual de los arrendatarios.

d) Que se aporte un informe técnico con fecha anterior a la solicitud de la ayuda que 
acredite la necesidad de la actuación.

e) Que las actuaciones cuenten con el acuerdo de la comunidad o comunidades de 
propietarios de que se trate, debidamente agrupadas, salvo en los casos de edificios de 
propietario único, y con la autorización o autorizaciones administrativas correspondientes, 
cuando sea preceptiva.

f) Que se aporte proyecto de las actuaciones a realizar. Para el caso de que las 
actuaciones no exijan proyecto, será necesario justificar en una memoria, suscrita por 
técnico competente, la adecuación de la actuación al Código Técnico de la Edificación y 
demás normativa de aplicación.

Las ayudas de este programa que se concedan a edificios de tipología residencial 
colectiva podrán aplicarse también para actuaciones en el interior de las viviendas del 
edificio.

COVID-19: COLECTIVOS VULNERABLES

§ 28  Plan Estatal de Vivienda 2018-2021

– 237 –



3. Las viviendas ubicadas en edificios de tipología residencial colectiva para las que se 
solicite de forma independiente la financiación de este programa han de cumplir los 
siguientes requisitos:

a) Estar finalizadas antes de 1996. Esta circunstancia se podrá acreditar mediante 
escritura pública, nota simple registral o consulta descriptiva y gráfica de los datos 
catastrales. No obstante, las Comunidades Autónomas y las Ciudades de Ceuta y Melilla 
podrán conceder ayudas a viviendas con antigüedad igual o posterior al año 1996, si 
existieran circunstancias que a su juicio lo aconsejaran.

b) Que constituyan el domicilio habitual y permanente de sus propietarios o arrendatarios 
en el momento de solicitar acogerse al programa. Dicha circunstancia se podrá acreditar 
mediante certificación o volante de empadronamiento.

c) Que se aporte un informe técnico con fecha anterior a la solicitud de la ayuda que 
acredite la necesidad de la actuación.

Para la obtención de estas ayudas se requiere un informe técnico que justifique la 
necesidad de las obras y que se aporte proyecto de las actuaciones a realizar. Para el caso 
de que las actuaciones no exijan proyecto, será necesario justificar en una memoria, suscrita 
por técnico competente, la adecuación de la actuación al Código Técnico de la Edificación y 
demás normativa de aplicación.

4. El presupuesto de las obras no podrá superar los costes medios de mercado que a 
tales actuaciones correspondan. El coste de los certificados, informes y proyectos técnicos 
subvencionables tampoco podrá superar los costes medios de mercado.

Artículo 43.  Actuaciones subvencionables.

1. Se considerarán subvencionables las actuaciones de conservación que se acometan 
para subsanar las siguientes deficiencias:

a) Las relativas al estado de conservación de la cimentación, estructura e instalaciones.
b) Las relativas al estado de conservación de cubiertas, azoteas, fachadas y 

medianerías, incluyendo procesos de desamiantado.
c) Las relativas a la adecuación interior de la vivienda unifamiliar, agrupada en fila o en 

edificio de tipología residencial colectiva, a las condiciones mínimas de funcionalidad, 
habitabilidad, seguridad e higiene legalmente exigidas.

2. Se considerarán subvencionables las actuaciones para la mejora de la seguridad de 
utilización y de la accesibilidad. En particular:

a) La instalación de ascensores, salvaescaleras, rampas u otros dispositivos de 
accesibilidad, incluyendo los adaptados a las necesidades de personas con discapacidad 
sensorial o intelectual, así como su adaptación, una vez instalados, a la normativa sectorial 
correspondiente.

b) La instalación o dotación de productos de apoyo tales como grúas o artefactos 
análogos que permitan el acceso y uso por parte de las personas con discapacidad a 
elementos comunes del edificio en su caso, tales como jardines, zonas deportivas, piscinas y 
otros similares.

c) La instalación de elementos de información o de aviso tales como señales luminosas o 
sonoras que permitan la orientación en el uso de escaleras, ascensores y del interior de las 
viviendas.

d) La instalación de elementos o dispositivos electrónicos de comunicación entre las 
viviendas y el exterior, tales como videoporteros y análogos.

e) La instalación domótica y de otros avances tecnológicos para favorecer la autonomía 
personal de personas mayores o con discapacidad.

f) Cualquier intervención que facilite la accesibilidad universal en los espacios del interior 
de las viviendas unifamiliares, agrupadas en fila o en edificios de tipología residencial 
colectiva objeto de este programa, así como en las vías de evacuación de los mismos. Se 
incluyen obras dirigidas a la ampliación de espacios de circulación dentro de la vivienda que 
cumplan con las condiciones del Código Técnico de la Edificación en lo referido a vivienda 
accesible, así como para mejorar las condiciones de accesibilidad en baños y cocinas.
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g) Cualquier intervención que mejore el cumplimiento de los parámetros establecidos en 
el Documento Básico del Código Técnico de la Edificación DB-SUA, Seguridad de utilización 
y accesibilidad.

Artículo 44.  Cuantía de las ayudas.

La cuantía máxima de la subvención a conceder no podrá superar los siguientes límites:

a) 3.000 euros por vivienda y 30 euros por metro cuadradode superficie construida de 
local comercial u otros usos compatibles, cuando se solicita solo para actuaciones 
correspondientes al apartado 1 del artículo 43.

b) 8.000 euros por vivienda y 80 euros por metro cuadradode superficie construida de 
local comercial u otros usos compatibles, cuando se solicite para actuaciones 
correspondientes al apartado 2 o conjuntamente para los apartados 1 y 2 del artículo 43.

c) El 40 % del coste de la actuación.

Para poder computar la cuantía establecida por cada metro cuadrado de uso comercial u 
otros usos será necesario que los predios correspondientes participen en los costes de 
ejecución de la actuación.

La ayuda máxima para actuaciones correspondientes al apartado 2 o conjuntamente 
para los apartados 1 y 2 del artículo 43 será de 14.000 euros por vivienda si reside en la 
misma una persona con discapacidad y de 17.000 euros por vivienda si ésta acredita una 
discapacidad de alguno de los siguientes tipos: i) personas con parálisis cerebral, personas 
con enfermedad mental, personas con discapacidad intelectual o personas con discapacidad 
del desarrollo, con un grado de discapacidad reconocido igual o superior al 33 por 100 o ii) 
personas con discapacidad física o sensorial, con un grado de discapacidad reconocido igual 
o superior al 65 por 100.

A la ayuda unitaria básica podrán sumarse 1.000 euros de ayuda unitaria 
complementaria por vivienda para edificios o viviendas unifamiliares declaradas Bien de 
Interés Cultural, catalogados o que cuenten con protección integral en el instrumento de 
ordenación urbanística correspondiente.

En aquellas viviendas en que los ingresos de la unidad de convivencia residente sean 
inferiores a tres veces el IPREM el porcentaje máximo de la ayuda correspondiente podrá 
alcanzar hasta el 75 % de la inversión.

En aquellas viviendas en las que resida una persona con discapacidad o mayor de 65 
años y se acometan actuaciones para la mejora de la accesibilidad el porcentaje máximo de 
la ayuda podrá alcanzar hasta el 75 % de la inversión.

El coste de las actuaciones subvencionables podrá incluir los honorarios de los 
profesionales intervinientes, el coste de la redacción de los proyectos, informes técnicos y 
certificados necesarios, los gastos derivados de la tramitación administrativa, y otros gastos 
generales similares, siempre que todos ellos estén debidamente justificados. No se podrán 
incluir impuestos, tasas o tributos.

Artículo 45.  Plazo.

El plazo para ejecutar las obras para la conservación, la mejora de la seguridad de 
utilización y de la accesibilidad en las viviendas y edificios que se acojan a las ayudas de 
este programa no podrá exceder de veinticuatro meses, contados desde la fecha de 
concesión de la ayuda.

En los supuestos en que por causas ajenas al beneficiario o promotor de la actuación la 
concesión de la licencia municipal, o autorización administrativa de que se trate, se demore y 
no sea concedida en el plazo de seis meses desde su solicitud, el plazo anterior podrá 
incrementarse en seis meses.

Estos plazos podrán ser prorrogados por huelgas que afecten al desarrollo de las 
actuaciones, razones climatológicas que alteren calendarios de ejecución de obras o 
cualquier otra causa de fuerza mayor, debidamente acreditada, y por el tiempo de retraso 
imputable a dichas causas.
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Artículo 46.  Acceso a la ayuda.

1. El acceso a las ayudas de este programa se realizará mediante convocatoria pública 
de las Comunidades Autónomas y Ciudades de Ceuta y Melilla.

2. La subvención a las viviendas unifamiliares aisladas, agrupadas en fila y a las 
viviendas ubicadas en edificios de tipología residencial colectiva, que se acojan a estas 
ayudas solo se podrán abonar, ya sea en forma de anticipos o pagos a cuenta o en su 
totalidad, cuando el beneficiario haya aportado:

a) La licencia o autorizaciones municipales que sean precisas para la realización de la 
obra correspondiente.

b) El certificado de inicio de la obra correspondiente.

3. La subvención a los edificios, incluidas las actuaciones en el interior de sus viviendas 
que se acojan a estas ayudas solo se podrán abonar, ya sea parcialmente en la forma de 
anticipo o pago a cuenta o en su totalidad, cuando el beneficiario haya aportado:

a) El acuerdo de la cooperativa y su asamblea o el acuerdo de la comunidad o 
comunidades de propietarios, debidamente agrupadas en este último caso, cuando sea 
preciso, de conformidad con su legislación aplicable, salvo en los casos de propietario único 
del edificio.

b) La licencia o autorizaciones municipales que sean precisas para la realización de la 
obra correspondiente.

c) El certificado de inicio de la obra correspondiente.

CAPÍTULO VIII

Programa de fomento de la regeneración y renovación urbana y rural

Artículo 47.  Objeto del programa.

El programa de fomento de la regeneración y renovación urbana y rural tiene como 
objeto la financiación de la realización conjunta de obras de rehabilitación en edificios y 
viviendas, incluidas las viviendas unifamiliares, de urbanización o reurbanización de 
espacios públicos y, en su caso, de edificación de edificios o viviendas en sustitución de 
edificios o viviendas demolidos, dentro de ámbitos de actuación denominados área de 
regeneración y renovación urbana o rural previamente delimitados.

Se incluyen los supuestos de infravivienda y chabolismo, si bien en este caso la 
edificación de edificios y viviendas se hará en función de las unidades de convivencia 
residentes y sus características, y no en sustitución de otros u otras demolidas, con el fin 
último de posibilitar su inclusión social a través del disfrute de una vivienda digna en un 
contexto integrador.

Artículo 48.  Requisitos de las áreas de regeneración y renovación.

Para el reconocimiento de las ayudas previstas en este programa el área de 
regeneración y renovación urbana o rural deberá cumplir y acreditar los siguientes requisitos:

a) Estar delimitado territorialmente por acuerdo de la Administración competente. Podrá 
ser continuo o discontinuo.

b) Al menos un 70 % de la edificabilidad sobre rasante, pudiéndose excluir las plantas 
bajas o plantas inferiores destinadas a otros usos compatibles, existente dentro del Área de 
regeneración y renovación urbana o rural o de la resultante según el planeamiento vigente, 
deberá tener como destino el uso residencial de vivienda. Este requisito no será exigible en 
los supuestos de infravivienda y chabolismo.

Artículo 49.  Acuerdo para la gestión de las áreas de regeneración y renovación urbana o 
rural.

Las Comunidades Autónomas y Ciudades de Ceuta y Melilla deberán remitir al Ministerio 
de Fomento las propuestas de actuaciones en Áreas de regeneración y renovación urbana o 
rural que pretendan financiar con cargo al programa.
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En las comisiones bilaterales de seguimiento se suscribirán con la participación del 
Ayuntamiento, en cuyo término municipal se ubique el Área de rehabilitación y renovación 
urbana o rural, los correspondientes acuerdos. En caso de Áreas que afecten a varios 
municipios, los acuerdos podrán ser suscritos únicamente por el Ministerio de Fomento y la 
Comunidad Autónoma de que se trate, debiendo ésta última acreditar la conformidad de 
todos los municipios afectados.

Con carácter previo a la suscripción del Acuerdo de la Comisión Bilateral de Seguimiento 
deberá presentarse la siguiente documentación:

1. La delimitación y una ficha resumen de la actuación, que contendrán la delimitación 
cartográfica del Área de regeneración y renovación urbana o rural, tanto en papel como, a 
ser posible, en un fichero «shape» georreferenciado, el resumen de los parámetros 
principales de la actuación y una relación que permita identificar inequívocamente a todos 
los inmuebles incluidos en su caso.

2. Una memoria-programa en la que constarán, al menos, los siguientes documentos:

a) Un diagnóstico sobre la situación demográfica, social, económica y ambiental del 
área.

b) Un programa de actuaciones que incluya la descripción de las actuaciones 
subvencionables, su idoneidad técnica y las formas de su ejecución y gestión, así como su 
programación temporal. Se incluirán también las medidas complementarias propuestas en 
los ámbitos social, económico y ambiental, especificando de forma pormenorizada las 
instituciones públicas y privadas implicadas y los compromisos establecidos para su puesta 
en marcha, desarrollo y seguimiento.

c) Una memoria de viabilidad técnica, que acredite su compatibilidad con la ordenación 
urbanística, y otra de viabilidad económica, que analizará la rentabilidad y el equilibrio entre 
los beneficios y las cargas derivadas de la actuación para los propietarios. En la memoria 
deberá constar el presupuesto total de la operación, desglosando las actuaciones según los 
tipos de ayuda establecidos en el artículo 52.

d) El plan de realojo temporal y retorno legalmente necesario, en su caso, con indicación 
de los plazos y costes de los realojos y de las medidas sociales complementarias previstas 
para la población afectada.

e) En los casos en los que el sistema de gestión sea por expropiación se identificarán 
sus propietarios y ocupantes legales.

En el Acuerdo de Comisión Bilateral de Seguimiento se fijarán las anualidades 
correspondientes a la aportación del Ministerio de Fomento, siendo la última, en todo caso, 
la correspondiente al ejercicio 2021. El Ministerio de Fomento transferirá a la Comunidad 
Autónoma o Ciudades de Ceuta o Melilla el importe de la subvención en la forma y plazos 
previstos en los convenios de colaboración.

Artículo 50.  Beneficiarios.

1. Podrán ser beneficiarios de las ayudas quienes asuman la responsabilidad de la 
ejecución integral del Área delimitada por la actuación.

2. Cuando la ejecución de la actuación corresponda a varios beneficiarios, la ayuda se 
distribuirá en proporción al coste asumido por cada uno.

Los beneficiarios destinarán el importe íntegro de la ayuda al pago de las 
correspondientes actuaciones. Cuando se trate de comunidades de propietarios y 
agrupaciones de comunidades de propietarios, esta regla resultará igualmente de aplicación 
con independencia de que, tanto el importe de la misma, como el coste de las obras, deba 
repercutirse en los propietarios de viviendas y en su caso locales comerciales o predios de 
otros usos compatibles, de conformidad con las reglas previstas en la legislación de 
Propiedad Horizontal.

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, cuando alguno de los miembros de la 
comunidad de propietarios, o de la agrupación de comunidades de propietarios, incurra en 
una o varias de las prohibiciones establecidas en el artículo 13.2 de la Ley 38/2003, de 17 de 
noviembre, General de Subvenciones, no se atribuirá a dicho propietario la parte 
proporcional que le correspondería de la ayuda recibida, que se prorrateará entre los 
restantes miembros de la comunidad o agrupación.
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Artículo 51.  Actuaciones subvencionables.

1. Las actuaciones subvencionables por este programa son, además de las recogidas en 
los artículos 36 y 43, las siguientes:

a) La ejecución de obras o trabajos de mantenimiento e intervención en las viviendas 
unifamiliares y en los edificios, incluso en el interior de las viviendas, instalaciones fijas, 
equipamiento propio y elementos comunes, a fin de adecuarlos a los estándares previstos 
por la normativa vigente.

b) La ejecución de las siguientes obras de mejora de la calidad y sostenibilidad del medio 
urbano:

b.1) Obras de urbanización y reurbanización material de los espacios públicos tales 
como consolidación, pavimentación, jardinería, infraestructuras, instalaciones, servicios de 
abastecimiento de agua, saneamiento, suministro energético, alumbrado, recogida, 
separación y gestión de residuos, telecomunicaciones y utilización del subsuelo.

b.2) Obras de mejora de la accesibilidad de los espacios públicos.
b.3) Obras destinadas a mejorar la eficiencia ambiental en materia de agua, energía, uso 

de materiales, gestión de residuos y protección de la biodiversidad:

i. En el ámbito del agua, las de reducción del uso de agua potable y de riego, las de 
gestión sostenible de las escorrentías urbanas, las aguas pluviales y residuales, y las de 
gestión de depuración y su retorno adecuado al medio.

ii. En el ámbito de la energía, las de mejora de la eficiencia energética en edificación y en 
servicios urbanos, las de implantación de energías renovables y sistemas de climatización 
centralizada o de distrito, considerados eficientes según la Directiva 2012/27/UE, las de 
fomento de la movilidad sostenible y, en general, todas aquéllas otras destinadas a reducir la 
demanda energética, reducir las emisiones de gases contaminantes y aumentar el uso de 
energías renovables.

iii. En el ámbito de la mejora en el uso de materiales y la gestión de residuos, las 
relacionadas con la mejora del reciclaje de los materiales, especialmente aquéllas dirigidas a 
cumplir con los planes nacionales o autonómicos de recogida de residuos, las relativas al 
uso de materiales reciclados o renovables en edificación o urbanización, y las relativas al 
uso de materiales locales ligados a estrategias de promoción de una gestión sostenible del 
territorio.

iv. En el ámbito de la protección y mejora de la biodiversidad, las infraestructuras verdes 
urbanas, como por ejemplo: las propuestas de conectividad de espacios verdes, de 
promoción de cubiertas verdes, o de implantación de especies adecuadas al medio.

c) Obras de demolición de edificios, de viviendas e infraviviendas y de edificación de 
edificios de viviendas y viviendas de nueva construcción. Los nuevos edificios y viviendas 
deberán tener una calificación energética mínima B, y cumplir en todo caso con las 
exigencias del Código Técnico de la Edificación.

2. También serán subvencionables:

a) Los costes de los programas de realojo temporal de los ocupantes de inmuebles que 
deban ser desalojados de su vivienda habitual u ocuparan una infravivienda o chabola, a 
consecuencia de la correspondiente actuación. Se incluye también las actuaciones de 
acompañamiento social integral e individualizado de las unidades de convivencia para 
favorecer la adecuada inclusión de cada uno de sus componentes en su nuevo entorno.

b) Los gastos de redacción de proyectos y dirección de obras, de los equipos y oficinas 
de planeamiento, de información (ventanilla única), de gestión y de acompañamiento social 
de actuaciones subvencionables.

3. El coste de todas las actuaciones subvencionables anteriores constituirá la inversión 
de la actuación. Se incluirán también, los honorarios de los profesionales intervinientes, el 
coste de la redacción de los proyectos, direcciones técnicas o facultativas, informes técnicos 
y certificados necesarios, los gastos derivados de la tramitación administrativa, y otros 
gastos generales similares, siempre que todos ellos estén debidamente justificados. No se 
podrán incluir impuestos, tasas o tributos.
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El presupuesto de las obras de la inversión no podrá superar los costes medios de 
mercado que a tales actuaciones correspondan. El coste de los certificados, informes y 
proyectos técnicos tampoco podrá superar los precios medios de mercado.

Artículo 52.  Cuantía de las ayudas.

1. La cuantía máxima de las ayudas se determinará atendiendo al coste total de la 
intervención, que se desglosará según los criterios de fijación de cuantías del punto 2 de 
este artículo. En todas ellas, de forma individualizada, no podrá excederse del 40 % de su 
coste, salvo para el realojo de las familias y para la financiación del coste de gestión y de los 
equipos y oficinas de planeamiento, información y acompañamiento social en los que no 
operará este límite porcentual.

2. La cuantía máxima de las ayudas se calculará conforme a los siguientes criterios y 
multiplicando el número de viviendas por las ayudas unitarias establecidas a continuación:

2.1 Hasta 12.000 euros por vivienda que se rehabilite, ya sea unifamiliar o en edificio de 
tipología residencial colectiva, y en caso de edificios adicionalmente 120 euros por cada 
metro cuadrado de superficie construida de local comercial u otros usos. Esta ayuda está 
condicionada a que se alcancen los objetivos de reducción de demanda energética 
establecidos en el artículo 36.

La ayuda básica unitaria establecida en el párrafo anterior podrá ser incrementada en 
1.000 euros por vivienda y 10 euros por cada metro cuadrado de superficie construida de 
uso comercial u otros usos, para edificios y viviendas declarados Bien de Interés Cultural, 
catalogados o que cuenten con protección integral en el instrumento de ordenación 
urbanística correspondiente.

Para poder computar la cuantía establecida por cada metro cuadrado de uso comercial u 
otros usos será necesario que los predios correspondientes participen en los costes de 
ejecución de la actuación.

En aquellas viviendas en que los ingresos de la unidad de convivencia residente sean 
inferiores a tres veces el IPREM el porcentaje máximo de la ayuda sobre la inversión podrá 
alcanzar hasta el 75 %.

En aquellas viviendas en las que resida una persona con discapacidad o mayor de 65 
años y se acometan actuaciones para la mejora de la accesibilidad el porcentaje máximo de 
la ayuda podrá alcanzar hasta el 75 % de la inversión.

Estas ayudas, se solicitarán, gestionarán y resolverán para la vivienda o, en su caso, 
conjuntamente para todo el edificio, sin perjuicio de su posterior reparto y repercusión 
proporcional. Se destinarán íntegramente al pago de las cuotas correspondientes a las 
actuaciones subvencionables, una vez repercutidas proporcionalmente.

2.2 Hasta 30.000 euros por cada vivienda construida en sustitución de otra previamente 
demolida o construida en los casos de infravivienda y chabolismo.

2.3 Para las actuaciones de mejora de la calidad y sostenibilidad del medio urbano hasta 
2.000 euros por cada vivienda objeto de rehabilitación y/o por cada vivienda construida.

El cómputo del número de viviendas objeto de rehabilitación y/o construcción, a los 
efectos de la determinación de esta componente de la ayuda, se corresponderá con el 
número de viviendas que en origen vayan a ser objeto de rehabilitación o nueva construcción 
dentro del Área declarada. Si finalmente el número de viviendas rehabilitadas o construidas 
fuere inferior, este cómputo no se verá alterado, salvo que el número de viviendas 
rehabilitadas o construidas fuere inferior al 50% de las inicialmente previstas, en cuyo caso 
la ayuda unitaria por vivienda se verá reducida hasta no poder superar 1.500 euros por cada 
vivienda efectivamente rehabilitada o construida.

2.4 Hasta 4.000 euros anuales, por unidad de convivencia a realojar, durante el tiempo 
que duren las obras y hasta un máximo de tres años, para las actuaciones de realojo 
temporal.

2.5 Hasta 1.000 euros por vivienda rehabilitada o construida para financiar el coste de 
gestión y de los equipos y oficinas de planeamiento, información y acompañamiento social.

3. Las subvenciones de este programa serán compatibles con cualesquiera otras ayudas 
públicas para el mismo objeto. No serán compatibles con las ayudas del programa de mejora 
de la eficiencia energética y sostenibilidad en viviendas, del programa de fomento de la 
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conservación, de la mejora de la seguridad de utilización y de la accesibilidad en viviendas, 
del programa de fomento del parque de vivienda en alquiler y del programa de fomento de 
viviendas para personas mayores y personas con discapacidad, todos de este Plan.

Artículo 53.  Abono de las subvenciones por la Comunidad Autónoma o Ciudades de Ceuta 
y Melilla.

El beneficiario deberá aportar, con carácter previo a la percepción de la ayuda 
reconocida, ya sea en forma de anticipos o pagos a cuenta o en su totalidad:

1. La primera licencia municipal que sea precisa para ejecutar la correspondiente 
actuación, ya sea de demolición, urbanización, rehabilitación u obra nueva.

2. Certificado de inicio de la obra correspondiente a dicha primera licencia o autorización 
municipal.

Artículo 54.  Plazo para la ejecución de las Áreas de regeneración y renovación.

La actuación financiada en su conjunto deberá estar finalizada en el plazo máximo de 
cinco años desde la firma del correspondiente Acuerdo de Comisión Bilateral de 
Seguimiento.

CAPÍTULO IX

Programa de ayuda a los jóvenes

Artículo 55.  Objeto del programa.

1. Este programa tiene por objeto facilitar el acceso al disfrute de una vivienda digna y 
adecuada en régimen de alquiler a los jóvenes con escasos medios económicos, mediante el 
otorgamiento de ayudas directas al inquilino, o facilitar a los jóvenes el acceso a una 
vivienda en régimen de propiedad localizada en un municipio de pequeño tamaño, mediante 
la concesión de una subvención directa para su adquisición.

2. A los efectos de este Plan, se entiende por municipio de pequeño tamaño el que 
posea una población residente inferior a los 5.000 habitantes, de los cuales, la mayoría se 
encuentran integrados en el medio rural.

3. Asimismo, tiene por objeto incrementar las ayudas de los programas de fomento de 
mejora de la eficiencia energética y sostenibilidad en viviendas, de fomento de la 
conservación, de la mejora de la seguridad de utilización y de la accesibilidad en viviendas y 
de fomento de la regeneración y renovación urbana y rural cuando los beneficiarios sean 
personas mayores de edad y menores de treinta y cinco años y las actuaciones se realicen 
en municipios de menos de 5.000 habitantes.

Artículo 56.  Ayudas a los jóvenes.

Este programa regula dos opciones de ayudas para los jóvenes no simultaneables entre 
sí:

1. Ayuda para el alquiler de vivienda habitual y permanente.
2. Ayuda para la adquisición de vivienda habitual y permanente localizada en un 

municipio de pequeño tamaño.

Artículo 57.  Beneficiarios.

1. Podrán ser beneficiarios de las ayudas de este programa contempladas en la opción 1 
del artículo 56 las personas físicas mayores de edad que reúnan todos y cada uno de los 
requisitos siguientes:

a) Ser titular o estar en condiciones de suscribir un contrato de arrendamiento de 
vivienda formalizado en los términos de la Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de 
Arrendamientos Urbanos, en calidad de arrendatario.

b) Tener menos de treinta y cinco años en el momento de solicitar la ayuda.
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c) Que la vivienda arrendada o a arrendar, constituya o vaya a constituir la residencia 
habitual y permanente del arrendatario, lo que deberá acreditarse:

i. En el caso de ser titular del contrato de arrendamiento de vivienda, mediante 
certificado o volante de empadronamiento en el que consten, a fecha de la solicitud, las 
personas que tienen su domicilio habitual en la vivienda objeto del contrato de 
arrendamiento.

ii. En el caso de personas que deseen acceder a un arrendamiento de vivienda, el citado 
certificado o volante deberá aportarse en el plazo de dos meses desde la resolución de 
concesión de la ayuda, que quedará condicionada a su aportación.

d) Que las personas que tengan su domicilio habitual y permanente en la vivienda 
arrendada, consten o no como titulares del contrato de arrendamiento, tengan, en conjunto, 
unos ingresos iguales o inferiores a tres veces el Indicador Público de Renta de Efectos 
Múltiples (IPREM).

Dicho umbral será de cuatro veces el IPREM si se trata de una familia numerosa de 
categoría general o de personas con discapacidad y de 5 veces el IPREM cuando se trate de 
familias numerosas de categoría especial o de personas con discapacidad de alguno de los 
siguientes tipos: i) personas con parálisis cerebral, personas con enfermedad mental, 
personas con discapacidad intelectual o personas con discapacidad del desarrollo, con un 
grado de discapacidad reconocido igual o superior al 33 por 100 o ii) personas con 
discapacidad física o sensorial, con un grado de discapacidad reconocido igual o superior al 
65 por 100.

e) Que la vivienda objeto del contrato de arrendamiento lo sea por una renta igual o 
inferior a 600 euros mensuales, sin perjuicio de los supuestos previstos en el artículo 
siguiente.

No podrá concederse la ayuda cuando el solicitante o alguno de los que tengan su 
residencia habitual y permanente en la vivienda objeto del contrato de arrendamiento se 
encuentre en alguna de las situaciones que a continuación se indican:

i. Ser propietario o usufructuario de alguna vivienda en España. Se exceptuarán de este 
requisito quienes siendo titulares de una vivienda acrediten la no disponibilidad de la misma 
por causa de separación o divorcio, o no puedan habitarla por cualquier otra causa ajena a 
su voluntad o cuando la vivienda resulte inaccesible por razón de discapacidad del titular o 
algún miembro de la unidad de convivencia.

ii. Que el arrendatario o cualquiera de los que tengan su domicilio habitual y permanente 
en la vivienda arrendada tenga parentesco en primer o segundo grado de consanguinidad o 
de afinidad con el arrendador de la vivienda.

iii. Que el arrendatario o cualquiera de los que tengan su domicilio habitual y permanente 
en la vivienda arrendada sea socio o partícipe de la persona física o jurídica que actúe como 
arrendador.

Cuando un beneficiario de esta ayuda cambie su domicilio a otro ubicado en la misma 
Comunidad Autónoma o Ciudad de Ceuta y Melilla, sobre el que suscriba un nuevo contrato 
de arrendamiento de vivienda, quedará obligado a comunicar dicho cambio al órgano 
concedente en el plazo máximo de quince días desde la firma del nuevo contrato de 
arrendamiento. El beneficiario no perderá el derecho a la subvención por el cambio siempre 
que con el nuevo arrendamiento se cumplan con todos los requisitos, límites y condiciones 
establecidos en este real decreto, y que el nuevo contrato de arrendamiento de vivienda se 
formalice sin interrupción temporal con el anterior. En estos casos, se ajustará la cuantía de 
la ayuda a la del nuevo alquiler, debiendo ser, en todo caso, igual o inferior a la reconocida 
que se viniera percibiendo.

2. Podrán ser beneficiarios de las ayudas de este programa contempladas en la opción 2 
del artículo 56 las personas físicas mayores de edad que reúnan todos y cada uno de los 
requisitos siguientes:

a) Estar en condiciones de suscribir un contrato público o privado de adquisición de 
vivienda localizada en un municipio de pequeño tamaño, incluido el supuesto de vivienda 
edificada o a edificar sobre un derecho de superficie cuya titularidad recaiga en un tercero, y 
disponer de unos ingresos anuales iguales o inferiores a tres veces el IPREM.
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Dicho umbral será de cuatro veces el IPREM si se trata de una familia numerosa de 
categoría general o de personas con discapacidad y de cinco veces el IPREM cuando se 
trate de familias numerosas de categoría especial o de personas con discapacidad de alguno 
de los siguientes tipos: i) personas con parálisis cerebral, personas con enfermedad mental, 
personas con discapacidad intelectual o personas con discapacidad del desarrollo, con un 
grado de discapacidad reconocido igual o superior al 33 por 100 o ii) personas con 
discapacidad física o sensorial, con un grado de discapacidad reconocido igual o superior al 
65 por 100.

b) Tener menos de treinta y cinco años en el momento de solicitar la ayuda.
c) Que la vivienda a adquirir vaya a constituir la residencia habitual y permanente del 

beneficiario por un plazo mínimo de cinco años desde la fecha su adquisición, debiendo ser 
ocupada en el plazo máximo de tres meses desde su entrega por la entidad vendedora. El 
plazo de cinco años podrá ser inferior cuando sobrevengan cambios de domicilio por 
razones laborales o cuando se enajene la vivienda reinvirtiendo el total del importe obtenido 
con la enajenación en la adquisición de otra vivienda habitual y permanente que se adecue a 
las nuevas circunstancias familiares del beneficiario.

d) Que el precio de adquisición de la vivienda, sin los gastos y tributos inherentes a la 
adquisición, sea igual o inferior a 100.000 euros.

No podrá concederse la ayuda cuando el solicitante sea propietario o usufructuario de 
alguna vivienda en España. Se exceptuarán de este requisito quienes siendo titulares de una 
vivienda acrediten la no disponibilidad de la misma por causa de separación o divorcio, o no 
puedan habitarla por cualquier otra causa ajena a su voluntad o cuando la vivienda resulte 
inaccesible por razón de discapacidad del titular o algún miembro de la unidad de 
convivencia.

Artículo 58.  Modificación de la renta máxima mensual.

Las Comunidades Autónomas y las Ciudades de Ceuta y Melilla, en relación con la 
ayuda del apartado 1 del artículo 56, podrán incrementar hasta 900 euros la renta máxima 
mensual en determinados municipios cuando así lo justifiquen en base a estudios 
actualizados de oferta de vivienda en alquiler que acrediten tal necesidad. En todo caso, las 
convocatorias de ayudas que se acojan a esta excepción solo lo podrán realizar si 
previamente han suscrito un Acuerdo con el Ministerio de Fomento en el seno de la 
Comisión Bilateral de Seguimiento que acredite la conformidad del Ministerio.

Artículo 59.  Compatibilidad de la ayuda.

La ayuda al alquiler del apartado 1 del artículo 56 deberá destinarse obligatoriamente al 
pago de la renta de la vivienda habitual, y no se podrá compatibilizar con las percepciones 
del programa de Renta Básica de Emancipación ni con ninguna otra ayuda para el pago del 
alquiler de este Plan o que puedan conceder las Comunidades Autónomas y Ciudades de 
Ceuta y Melilla, las Corporaciones Locales o cualesquiera otras Administraciones o 
Entidades Públicas.

La ayuda a la adquisición de vivienda del apartado 2 del artículo 56 deberá destinarse 
obligatoriamente a la adquisición de vivienda habitual y permanente localizada en un 
municipio de pequeño tamaño y será compatible con cualquier otra ayuda para el mismo 
objeto que otorgue cualquier otra institución pública o privada.

Artículo 60.  Cuantía de la ayuda.

1. La cuantía de la ayuda al alquiler del apartado 1 del artículo 56 será de hasta el 50 % 
de la renta mensual que deba satisfacer el beneficiario por el alquiler de su vivienda habitual 
y permanente para los primeros 600 euros.

2. En los supuestos previstos en el artículo 58 en los que la renta máxima mensual 
supere los 600 euros y alcance hasta 900 euros al mes, la ayuda a incrementar será de 
hasta el 30 % de la renta mensual en el tramo comprendido entre 601 y 900 euros de renta.

3. La cuantía de la ayuda a la adquisición de vivienda del apartado 2 del artículo 56 será 
de hasta 10.800 euros por vivienda, con el límite del 20 % del precio de adquisición de la 
vivienda, sin los gastos y tributos inherentes a la adquisición. En el supuesto de adquisición 
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de la propiedad de una vivienda por más de un propietario, el importe de la ayuda que 
pudiera recibir un beneficiario que adquiere una parte de la misma se determinará aplicando, 
al importe de la ayuda que correspondería a la adquisición del 100 % de la vivienda, el 
porcentaje de cuota adquirida.

Artículo 61.  Incremento de cuantía de la ayuda para jóvenes en los programas de fomento 
de mejora de la eficiencia energética y sostenibilidad en viviendas, de fomento de la 
conservación, de la mejora de la seguridad de utilización y de la accesibilidad en viviendas y 
de fomento de la regeneración y renovación urbana y rural.

Se incrementarán en un 25 % las ayudas unitarias reguladas en los programas de 
fomento de mejora de la eficiencia energética y sostenibilidad en viviendas, de fomento de la 
conservación, de la mejora de la seguridad de utilización y de la accesibilidad en viviendas y 
de fomento de la regeneración y renovación urbana y rural cuando se otorguen a 
beneficiarios que sean personas mayores de edad y menores de treinta y cinco años en el 
momento de la solicitud y las actuaciones se realicen en municipios de pequeño tamaño.

Artículo 62.  Plazos y abono de la ayuda.

1. Ayuda al alquiler del apartado 1 del artículo 56. La ayuda al alquiler del apartado 1 del 
artículo 56 se concederá a los beneficiarios por el plazo de tres años. No obstante, y siempre 
que haya razones que lo justifiquen, las Comunidades Autónomas y Ciudades de Ceuta y 
Melilla podrán conceder esta ayuda por plazo inferior a tres años.

Los beneficiarios de las ayudas de este programa estarán obligados a comunicar de 
inmediato, incluso durante la tramitación de la solicitud, al órgano competente de la 
Comunidad Autónoma o Ciudad de Ceuta y Melilla que le haya reconocido la ayuda, 
cualquier modificación de las condiciones o requisitos que motivaron tal reconocimiento y 
que pueda determinar la pérdida sobrevenida del derecho a la ayuda. En este supuesto, y en 
su caso, dicho órgano competente resolvería limitando el plazo de concesión de la ayuda 
hasta la fecha de la pérdida sobrevenida del derecho.

Estas ayudas se abonarán, con carácter general, de forma periódica por los órganos 
competentes de las Comunidades Autónomas o Ciudades de Ceuta y Melilla.

2. Ayuda para la adquisición de vivienda del apartado 2 del artículo 56. Los beneficiarios 
de la ayuda para adquisición de vivienda habitual y permanente del apartado 2 del artículo 
56 dispondrán de un plazo de tres meses, desde la fecha de notificación de la resolución de 
concesión de la ayuda, para aportar a la Comunidad Autónoma o Ciudad de Ceuta o Melilla 
la escritura pública o el contrato privado de compraventa que acredite la adquisición de la 
vivienda. En ambos casos podrá tratarse de la adquisición de una vivienda ya construida o 
de una vivienda en construcción, siendo necesario que, en este último supuesto, en el 
contrato privado o escritura pública de compraventa figure la ayuda concedida como parte de 
la entrega a cuenta para la adquisición de la vivienda.

Esta ayuda no podrá concederse para la adquisición de viviendas cuya construcción, 
acreditada con el certificado de inicio de obra suscrito por técnico competente, se inicie una 
vez transcurrido el plazo de seis meses desde la fecha de notificación de la resolución de 
concesión de la ayuda.

La ayuda solo podrá ser abonada al beneficiario cuando aporte la escritura pública de 
compraventa en la que la misma conste como parte del pago. A tal efecto, el beneficiario y la 
entidad vendedora de la vivienda podrán acordar que el abono de la ayuda sea realizada por 
la Comunidad Autónoma o Ciudad de Ceuta o Melilla directamente a dicha entidad como 
parte de dicho pago. En el supuesto de no aportar escritura pública de compraventa solo se 
podrá abonar la ayuda al beneficiario cuando aporte el contrato privado en el que conste la 
ayuda como parte del pago en la modalidad de entregas a cuenta y el correspondiente aval o 
seguro sobre las entregas a cuenta exigidos por la Ley 38/1999, de 5 de noviembre, de 
Ordenación de la Edificación.

En cualquier supuesto en el que no se perfeccione la adquisición de la vivienda y la 
ayuda ya hubiera sido abonada, el beneficiario o la entidad que la percibió por cuenta del 
beneficiario habrán de reintegrarla al Tesoro Público conforme a los procedimientos 
regulados al respecto.
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Artículo 63.  Acceso a la ayuda.

El acceso a las ayudas de este programa se realizará mediante convocatoria pública de 
las Comunidades Autónomas y Ciudades de Ceuta y Melilla.

Artículo 64.  Gestión de la ayuda mediante entidades arrendadoras colaboradoras.

En relación con la ayuda del apartado 1 del artículo 56 si existiera una entidad 
colaboradora que actúe como arrendadora de las viviendas, podrá acordarse en la 
convocatoria de la Comunidad Autónoma o Ciudad de Ceuta y Melilla que dicha entidad 
gestione directamente la recepción de la ayuda para su directa aplicación al pago del 
alquiler, mediante el correspondiente descuento.

CAPÍTULO X

Programa de fomento de viviendas para personas mayores y personas con 
discapacidad

Artículo 65.  Objeto del programa.

El objeto de este programa es el fomento de la construcción de viviendas para personas 
mayores y personas con discapacidad junto con las instalaciones y servicios comunes 
necesarios para ser explotadas en régimen de alquiler o cesión en uso.

Artículo 66.  Requisitos de las viviendas.

Podrán obtener financiación con cargo a las ayudas de este programa las promociones 
de viviendas de nueva construcción o de viviendas procedentes de la rehabilitación de 
edificios que se vayan a ceder en uso o destinar al arrendamiento, en ambos supuestos, por 
un plazo de al menos cuarenta años. Esta circunstancia deberá constar en nota marginal en 
el Registro de la Propiedad.

Las instalaciones y servicios comunes habrán de incluir, como mínimo: asistencia social, 
atención médica básica veinticuatro horas disponible y cercana, limpieza y mantenimiento, 
dispositivos y sistemas de seguridad, restauración, actividades sociales, deportivas, de ocio 
y culturales así como terapias preventivas y de rehabilitación.

El diseño de los espacios ha de garantizar la adecuación y accesibilidad al uso por parte 
de personas mayores o, en su caso, de personas con discapacidad.

Las viviendas de las promociones de nueva construcción así como las procedentes de la 
rehabilitación de edificios habrán de tener una calificación energética mínima B.

Artículo 67.  Beneficiarios de las ayudas.

Podrán ser beneficiarios de estas ayudas:

1. Las Administraciones Públicas, los organismos públicos y demás entidades de 
derecho público y privado, así como las empresas públicas, privadas, público-privadas y 
sociedades mercantiles participadas mayoritariamente por las Administraciones Públicas.

2. Las fundaciones, las empresas de economía social y sus asociaciones, cooperativas 
de autoconstrucción, las organizaciones no gubernamentales y las asociaciones declaradas 
de utilidad pública, y aquéllas a las que se refiere la disposición adicional quinta de la Ley 
7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local.

Artículo 68.  Gestión.

La financiación de este programa, exige la suscripción de un Acuerdo en el seno de las 
comisiones bilaterales de seguimiento entre el Ministerio de Fomento, las Comunidades 
Autónomas y el Ayuntamiento correspondiente, salvo en el caso de las Ciudades de Ceuta y 
Melilla en que se suscribirá solamente por el Ministerio de Fomento y la ciudad de que se 
trate.

Con carácter previo al Acuerdo de la Comisión Bilateral de Seguimiento, las 
Comunidades Autónomas y Ciudades de Ceuta y Melilla deberán remitir al Ministerio de 
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Fomento la previsión de la actuación acompañada de una memoria-programa que la defina 
en todos sus extremos y justifique su viabilidad económica.

Artículo 69.  Cuantía de la ayuda.

Los promotores de las viviendas, incluso procedentes de su rehabilitación, podrán 
obtener una ayuda directa, proporcional a la superficie útil de cada vivienda, hasta un 
máximo de 400 euros por metro cuadrado de dicha superficie útil. La cuantía máxima de esta 
subvención no podrá superar el 40 % de la inversión de la actuación.

Esta subvención es compatible con cualquiera otra subvención concedida por otras 
Administraciones Públicas para el mismo objeto.

La inversión de la actuación, a los efectos de la determinación de la ayuda de este 
programa, estará constituida por todos los gastos inherentes a la promoción de que se trate 
excepto impuestos, tasas y tributos. Se incluye el coste del suelo, de la edificación, los 
gastos generales, de los informes preceptivos, el beneficio industrial y cualquiera otro 
necesario siempre y cuando todos ellos consten debidamente acreditados. En el caso de 
actuaciones de rehabilitación no admitirá la inclusión del coste del suelo.

Artículo 70.  Limitación del precio del alquiler o de la cesión en uso.

El precio del alquiler o de la cesión en uso de la vivienda será proporcional a su 
superficie útil y, en todo caso, igual o inferior a 9,5 euros por metro cuadrado de superficie 
útil de uso vivienda.

Dicho precio umbral habrá de figurar en la resolución de concesión de la ayuda y podrá 
ser actualizado por Orden ministerial del Ministerio de Fomento.

El arrendador podrá percibir, además de la renta inicial o revisada que le corresponda, el 
coste real de los servicios de que disfrute el arrendatario y se satisfagan por el arrendador, 
así como las demás repercusiones autorizadas por la legislación aplicable.

El cedente podrá percibir, además del precio inicial o revisado que se acuerde, el coste 
real de los servicios de que disfrute el cesionario y se satisfagan por el cedente, así como los 
gastos de comunidad e impuestos, tasas o tributos también satisfechos por el cedente, cuya 
repercusión sea acordada en la cesión de uso.

Artículo 71.  Pago de la ayuda al beneficiario.

Previamente al abono total o parcial de la subvención, ya sea en forma de anticipos o 
pagos a cuenta o en su totalidad, el beneficiario promotor de la actuación, deberá acreditar 
estar en posesión de:

1. Documento administrativo acreditativo de la cesión o la concesión administrativa del 
suelo, o, en su caso, escritura pública de constitución del derecho de superficie o de 
titularidad del suelo, o, en su caso, de titularidad del edificio a rehabilitar.

2. Licencia municipal de obra.
3. Certificado de inicio de obra.

Sin perjuicio de los anticipos y abonos a cuenta de la ayuda, no se podrá abonar al 
beneficiario el último 20 % de la misma hasta que las viviendas resultantes: estuvieren 
finalizadas, un mínimo del 20 % ocupadas en régimen de cesión de uso o de arrendamiento 
y se haya producido la anotación registral de la nota marginal referida en el artículo 66.

Artículo 72.  Plazo de ejecución de las actuaciones.

Las obras correspondientes a actuaciones financiadas con cargo a este programa 
deberán realizarse en el plazo máximo de treinta meses desde la fecha de concesión de la 
ayuda que podrá extenderse a treinta y seis meses cuando se trate de promociones de más 
de 50 viviendas.

Cuando se trate de actuaciones de rehabilitación o reanudación los plazos serán de 
veinticuatro meses y treinta meses, respectivamente.

En los supuestos en que por causas ajenas al beneficiario o promotor de la actuación la 
concesión de la licencia municipal, o autorización administrativa de que se trate, se demore y 
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no sea concedida en el plazo de seis meses desde su solicitud, los plazos anteriores podrán 
incrementarse en seis meses.

Estos plazos podrán ser prorrogados por huelgas que afecten al desarrollo de las 
actuaciones, razones climatológicas que alteren calendarios de ejecución de obras o 
cualquier otra causa de fuerza mayor debidamente acreditada y por el plazo de retraso 
imputable a dichas causas.

Artículo 73.  Arrendatarios y cesionarios.

Las viviendas financiadas con cargo a este programa deberán ser arrendadas o cedidas 
en uso a personas mayores de sesenta y cinco años o a personas con discapacidad (con 
sus familias, en caso de menores tutelados) cuyos ingresos, incluyendo los de todas las 
personas que constituyan la unidad de convivencia, no superen cinco veces el IPREM.

No podrán disponer, en el momento de habitar la vivienda, de vivienda propia o en 
usufructo y su patrimonio, a efectos de la Ley del Impuesto sobre el Patrimonio, habrá de ser 
inferior a 200.000 euros. A estos efectos, no se considerará que se es propietario o 
usufructuario de una vivienda si el derecho recae únicamente sobre una parte alícuota de la 
misma y se ha obtenido por herencia o transmisión mortis causa sin testamento.

No será exigible la no disposición de vivienda referida en el párrafo anterior en los 
siguientes casos:

a) Cuando el titular de la vivienda acredite la no disponibilidad de la misma por causa de 
separación, divorcio o cualquier otra causa ajena a su voluntad.

b) Cuando la vivienda resulte inaccesible por razón de discapacidad del titular o de algún 
miembro de la unidad de convivencia.

CAPÍTULO XI

Seguimiento, control y evaluación

Artículo 74.  Órganos competentes para el seguimiento del Plan.

1. Conferencia Sectorial de Vivienda, Urbanismo y Suelo. La Conferencia Sectorial de 
Vivienda, Urbanismo y Suelo es el órgano superior de cooperación, de carácter multilateral y 
ámbito sectorial, entre las Comunidades Autónomas y Ciudades de Ceuta y Melilla, por un 
lado, y la Administración del Estado, por el otro, en materia de vivienda, urbanismo y suelo. 
Estará presidida por el titular del Ministerio de Fomento y su vicepresidente será designado 
por los consejeros autonómicos con competencias en materia de vivienda, urbanismo y 
suelo, según lo que se establezca en su reglamento interno.

La Conferencia Sectorial de Vivienda, Urbanismo y Suelo ajustará sus actuaciones a lo 
dispuesto en el artículo 147 y siguientes de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen 
Jurídico del Sector Público y a lo que establezca en su reglamento interno de 
funcionamiento.

Las sesiones plenarias de la Conferencia Sectorial de Vivienda, Urbanismo y Suelo 
serán convocadas por su presidente, que podrá invitar a sus reuniones a los representantes 
de las Administraciones Públicas o de entidades públicas o privadas que puedan contribuir 
con sus aportaciones al mejor funcionamiento de la conferencia. En particular, cuando la 
conferencia aborde cuestiones relacionadas con el presente Plan, podrá convocar como 
observador a una representación de la Federación Española de Municipios y Provincias.

Corresponderá a la Conferencia Sectorial de Vivienda, Urbanismo y Suelo, entre otras 
funciones, el seguimiento de la implantación y la verificación de los resultados del Plan, 
proponiendo al Ministerio de Fomento cuantas medidas considere oportunas para su mayor 
eficiencia.

2. Comisión Multilateral de Vivienda, Urbanismo y Suelo. La Comisión Multilateral de 
Vivienda, Urbanismo y Suelo estará constituida por los Directores Generales competentes en 
la materia de cada Comunidad Autónoma y Ciudades de Ceuta y Melilla, y será presidida por 
el titular de la Dirección General de Arquitectura, Vivienda y Suelo del Ministerio de Fomento. 
Podrá participar en el seguimiento, control y evaluación del Plan.
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3. Comisión Bilateral de Seguimiento. La Comisión Bilateral de Seguimiento, prevista en 
los convenios de colaboración que se suscriban entre el Ministerio de Fomento y las 
Comunidades Autónomas o Ciudades de Ceuta y Melilla para la ejecución del Plan, estará 
constituida por el Director General de Arquitectura, Vivienda y Suelo del Ministerio de 
Fomento (que la presidirá) y por el titular del órgano competente en la materia de la 
correspondiente Comunidad Autónoma o Ciudad de Ceuta y Melilla.

La Comisión Bilateral de Seguimiento velará por el adecuado cumplimiento de lo 
convenido, pudiendo acordar reajustes en las actuaciones inicialmente previstas en y entre 
los distintos programas, así como otros ajustes que resultasen necesarios, por las 
modificaciones que pudieran producirse en la financiación del Plan, respetando siempre el 
marco general establecido en el convenio de colaboración y sin que las reordenaciones que 
se acuerden, puedan suponer un incremento de las dotaciones presupuestarias a aportar por 
el Ministerio de Fomento en cada año, ni se prolonguen más allá del ejercicio 2021.

Artículo 75.  Control del Plan.

1. Una vez vencido el semestre natural, y antes del último día del mes siguiente, se 
enviará por cada una de las Comunidades Autónomas y Ciudades de Ceuta y Melilla un 
informe (o archivo informático o por acceso a aplicaciones informáticas compartidas) en el 
que se recojan los siguientes datos:

a) Número de solicitudes recibidas por cada programa objeto de convocatoria pública, 
detallando cuántas de ellas se han resuelto favorablemente, cuantas desfavorablemente y 
las que están pendientes de resolver, desglosado por provincias y municipios.

b) El número de beneficiarios a los que se les ha concedido las ayudas en cada uno de 
los programas, desagregados por sexo y desglosado por provincias y municipios, nivel de 
renta, así como el importe de la subvención que le corresponde abonar a cada uno de ellos.

c) Relación de abonos, tanto realizados como pendientes de realizar, con la 
correspondiente justificación contable o certificación del órgano gestor competente.

2. Además de lo establecido en el apartado anterior, cada Comunidad Autónoma o 
Ciudad de Ceuta y Melilla deberá certificar con la misma periodicidad:

a) Que ha realizado las consultas oportunas para constatar que los beneficiarios de las 
ayudas, o bien no son perceptores de otro tipo de subvención, o bien son perceptores de 
subvenciones complementarias a las recogidas en el Plan Estatal, indicando cuales son.

b) Que ha realizado las consultas oportunas para constatar que todos los beneficiarios 
están al corriente de las obligaciones tributarias y de la Seguridad Social.

3. Si la Dirección General de Arquitectura, Vivienda y Suelo del Ministerio de Fomento no 
recibe o no tiene acceso a la documentación establecida para cada uno de los programas, ni 
la relación de abonos, tanto realizados como pendientes de realizar, con la correspondiente 
justificación contable o certificación, ni los informes semestrales o de evaluación anual, el 
Ministerio de Fomento podrá paralizar las correspondientes transferencias de fondos a las 
Comunidades Autónomas y Ciudades de Ceuta y Melilla, hasta la recepción completa de 
dicha información.

También se podrán paralizar las transferencias de fondos cuando la información recibida 
evidencie incumplimiento de este real decreto, del convenio de colaboración correspondiente 
y, en todo caso, de incumplimiento conforme al ordenamiento jurídico de aplicación.

Artículo 76.  Evaluación del Plan.

Con independencia del control descrito en el artículo anterior, las Comunidades 
Autónomas y las Ciudades de Ceuta y Melilla deberán presentar al Ministerio de Fomento un 
informe de evaluación anual relativo al desarrollo de los programas de subvenciones en su 
ámbito territorial conforme a lo que se establezca en el convenio de colaboración 
correspondiente, sin perjuicio de lo previsto en la regla séptima del artículo 86.2 de la Ley 
47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria.

El informe de evaluación anual se presentará al Ministerio de Fomento en el primer 
trimestre del año siguiente al que es objeto de evaluación, y en él se debe incluir un resumen 
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de la información anual por programas, y un análisis de dicha información. En dicho informe 
deberá incluirse la variable de sexo en las estadísticas y recogida de datos realizadas.

Disposición adicional primera.  Compensación de ayudas.

A los efectos de lo dispuesto en la regla sexta del artículo 86.2 de la Ley 47/2003, de 26 
de noviembre, General Presupuestaria, se entenderá que tienen el mismo destino específico 
todos los fondos para subvenciones vinculadas a planes estatales de vivienda, transferidos a 
las Comunidades Autónomas y Ciudades de Ceuta y Melilla y que se encuentren en poder 
de las mismas.

El Ministerio de Fomento compensará con las Comunidades Autónomas y Ciudades de 
Ceuta y Melilla, los importes que les hubiere adelantado cuyo pago esté pendiente de 
justificación, con las cantidades pendientes de transferencia, en concepto de subvención, 
sea cual sea la línea y naturaleza de la subvención y el plan estatal al que correspondan. En 
caso contrario el Ministerio de Fomento iniciará el procedimiento de reintegro al Tesoro 
Público. Todo ello, sin perjuicio de la obligación de las Comunidades Autónomas y las 
Ciudades de Ceuta y Melilla de justificar el pago de la totalidad de las subvenciones 
percibidas.

Disposición adicional segunda.  Límites temporales a la concesión de subvenciones.

Con posterioridad al 31 de diciembre de 2021 las Comunidades Autónomas y Ciudades 
de Ceuta y Melilla no podrán conceder ninguna ayuda de las recogidas en este real decreto, 
salvo que se reconozcan con cargo a los fondos transferidos por el Ministerio en el ejercicio 
2021 o anteriores, se autorice por la Comisión Bilateral de seguimiento y se refieran a los 
programas de: fomento del parque de vivienda en alquiler, fomento de la regeneración y 
renovación urbana y rural y fomento de viviendas para personas mayores y personas con 
discapacidad. En todo caso, el reconocimiento de las ayudas no podrá realizarse más allá 
del 30 de junio de 2025.

Asimismo, la concesión de las ayudas por las Comunidades Autónomas y Ciudades de 
Ceuta y Melilla deberá ser notificada al Ministerio de Fomento con anterioridad al 31 de 
diciembre de 2021, salvo que sean reconocidas con posterioridad conforme a lo establecido 
en el párrafo anterior en cuyo caso deberán ser notificadas en el plazo máximo de un mes 
desde su reconocimiento.

Disposición adicional tercera.  Periodo de amortización de los préstamos convenidos 
concedidos a promotores de vivienda protegida para venta o alquiler en aplicación de 
anteriores planes estatales de vivienda.

Los préstamos convenidos concedidos a promotores de vivienda protegida para venta o 
alquiler en aplicación de los anteriores planes estatales de vivienda, podrán interrumpir el 
periodo de amortización, sin limitación de plazo, siempre y cuando cuenten con la 
autorización de la Comunidad Autónoma o Ciudad de Ceuta y Melilla y la conformidad de la 
entidad de crédito acreedora.

En ambos casos las entidades de crédito colaboradoras dispondrán del plazo máximo de 
diez días para notificar al Ministerio de Fomento la formalización de la interrupción.

La interrupción del periodo de amortización, en el caso de los préstamos convenidos 
para promotores de vivienda protegida en alquiler está condicionada a la renuncia, desde la 
fecha de interrupción, a las ayudas de subsidiación que les restara por percibir.

Disposición transitoria primera.  Ampliación del plazo para la ejecución de las actuaciones 
de los programas de fomento del parque público de vivienda en alquiler y de fomento de la 
regeneración y renovación urbanas del Plan Estatal 2013-2016.

El plazo de ejecución de las actuaciones de los programas de fomento del parque 
público de vivienda en alquiler y de fomento de la regeneración y renovación urbanas que se 
ejecuten al amparo de un Acuerdo de Comisión Bilateral de Seguimiento de los convenios de 
colaboración suscritos entre el Ministerio de Fomento y cada comunidad autónoma o las 
ciudades de Ceuta y Melilla para la ejecución, incluida su prórroga, del Plan estatal de 
fomento del alquiler de viviendas, la rehabilitación edificatoria, y la regeneración y renovación 
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urbanas, 2013-2016, será ampliable hasta el 31 de diciembre de 2020, incluso en los 
supuestos en que se supere el plazo máximo de tres años inicialmente establecido en el 
Plan Estatal 2013-2016 o hubiera finalizado el plazo inicialmente acordado con anterioridad a 
la entrada en vigor de este real decreto. En estas actuaciones las comunidades autónomas y 
las ciudades de Ceuta y Melilla podrán resolver la concesión de ayudas hasta el 1 de octubre 
de 2020.

Esta ampliación habrá de ser solicitada por las comunidades autónomas o las ciudades 
de Ceuta y Melilla, y será suscrita en una adenda al correspondiente Acuerdo de Comisión 
Bilateral.

Las comunidades autónomas o las ciudades de Ceuta y Melilla dispondrán de un plazo 
de tres meses, desde la fecha de finalización que se determine en la adenda, para remitir al 
Ministerio de Fomento las correspondientes justificaciones de la inversión realizada y, 
finalizado este plazo, deberán remitir las correspondientes justificaciones de pago de las 
subvenciones en otro plazo de tres meses.

Disposición transitoria segunda.  Plazo para el reconocimiento de ayudas del programa 
de ayuda al alquiler de vivienda y del programa de fomento de la rehabilitación edificatoria 
del Plan Estatal de fomento del alquiler de viviendas, la rehabilitación edificatoria, y la 
regeneración y renovación urbanas, 2013-2016.

El reconocimiento de ayudas del programa de ayuda al alquiler de vivienda y del 
programa de fomento de la rehabilitación edificatoria del Plan Estatal de fomento del alquiler 
de viviendas, la rehabilitación edificatoria, y la regeneración y renovación urbanas, 
2013-2016 de aquellas convocatorias publicadas durante los ejercicios 2014, 2015, 2016 y 
2017 se podrá realizar hasta el 31 de diciembre de 2018, siempre y cuando se realice con 
cargo al presupuesto comprometido por el Ministerio de Fomento, en los ejercicios 2014, 
2015, 2016 y 2017, en el convenio correspondiente suscrito entre la Comunidad Autónoma o 
Ciudad de Ceuta y Melilla de que se trate y el Ministerio de Fomento para la ejecución del 
Plan Estatal 2013-2016 o de su prórroga y ello sea compatible con la liquidación del 
correspondiente convenio.

Disposición transitoria tercera.  Efectos retroactivos.

Las ayudas que se otorguen al amparo de este real decreto podrán reconocerse con 
efectos retroactivos del 1 de enero de 2018.

Disposición derogatoria.  
Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo 

establecido en este real decreto.

Disposición final primera.  Títulos competenciales.

Este real decreto se aprueba al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.13.ª de la 
Constitución, que atribuye al Estado la competencia exclusiva en materia de bases y 
coordinación de la planificación general de la actividad económica.

Disposición final segunda.  Habilitación para el desarrollo y aplicación reglamentarios.

1. Se habilita a la persona titular del Ministerio de Fomento para dictar cuantas 
disposiciones resulten necesarias para el desarrollo y ejecución de lo dispuesto en este real 
decreto.

2. El titular del Ministerio de Fomento podrá concretar la cuantía de las subvenciones 
susceptibles de otorgamiento, dentro de los límites de este real decreto, en función de las 
disponibilidades presupuestarias, la evolución de las condiciones objetivas y los indicadores 
utilizados para el seguimiento del Plan.

Estas modificaciones no podrán afectar a subvenciones ya reconocidas.
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Disposición final tercera.  Entrada en vigor.

Este real decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín 
Oficial del Estado».
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§ 29

Orden TMA/336/2020, de 9 de abril, por la que se incorpora, sustituye 
y modifican sendos programas de ayuda del Plan Estatal de Vivienda 
2018-2021, en cumplimiento de lo dispuesto en los artículos 10, 11 y 
12 del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se 
adoptan medidas urgentes complementarias en el ámbito social y 

económico para hacer frente al COVID-19

Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana
«BOE» núm. 101, de 11 de abril de 2020
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2020-4412

Debido a la rapidez en la evolución de la situación de emergencia de salud pública 
ocasionada por el COVID-19, a escala nacional e internacional, el Gobierno, al amparo de lo 
dispuesto en el artículo cuarto, apartados b) y d), de la Ley Orgánica 4/1981, de 1 de junio, 
de los estados de alarma, excepción y sitio, declaró el estado de alarma en todo el territorio 
nacional con el fin de afrontar la crisis sanitaria, mediante Real Decreto 463/2020, de 14 de 
marzo.

La pandemia de COVID–19 está generando un fuerte impacto económico y social que, 
entre otros ámbitos, está afectando a los ingresos de muchos ciudadanos que, en calidad de 
arrendatarios, vienen ocupando sus viviendas habituales con los que hacían frente al pago 
de sus alquileres. Este impacto afectará, sin duda también, a determinados colectivos 
especialmente vulnerables para los que se hace necesaria la readaptación y ajuste del Plan 
Estatal de Vivienda 2018-2021, implementando ayudas para soluciones habitacionales más 
rápidas y fomentando el incremento del parque público y social de viviendas destinadas al 
alquiler o cesión en uso.

El reciente Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo (RDL 11/2020), por el que se 
adoptan medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico para hacer 
frente al COVID-19 se hace eco de esta problemática y establece determinadas medidas 
encaminadas a su solución. Una de ellas estriba en proporcionar a las comunidades 
autónomas y a las ciudades de Ceuta y de Melilla, las herramientas necesarias para hacer 
frente a las consecuencias de esta crisis en los arrendatarios de su vivienda habitual. A ellas 
se une una línea de avales para la cobertura por cuenta del Estado de la financiación a 
arrendamientos en situación de vulnerabilidad social y económica que posibilitará, a todos 
aquellos arrendatarios que se encuentren en tal situación, el acceso a ayudas transitorias de 
financiación en forma de préstamos sin gastos ni intereses para ellos. Estos préstamos a 
devolver en un plazo de hasta 6 años prorrogable 4 años más, les permitirá atender de 
manera tempestiva el pago de sus alquileres de vivienda habitual y proporcionará tanto a 
arrendadores como a arrendatarios la necesaria tranquilidad que precisan hasta tanto se 
recupere la actividad económica afectada por el impacto del COVID-19. Este programa 
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podría resultar, no obstante, insuficiente para hacer frente a circunstancias urgentes, o de 
extrema vulnerabilidad de aquéllas familias cuya situación ni siquiera con ese préstamo 
avalado pudieran resolver su situación de precariedad para hacer frente al pago del alquiler.

Por ello, adicionalmente, en el ámbito del Plan Estatal de Vivienda, el Real Decreto-ley 
11/2020 mandata en sus artículos 10, 11 y 12 al Ministerio de Transportes, Movilidad y 
Agenda Urbana para que dicte una Orden en la que se incorpore el «programa de ayudas 
para contribuir a minimizar el impacto económico y social del COVID-19 en los alquileres de 
vivienda habitual»; se sustituya el programa de ayudas a las personas en situación de 
desahucio o lanzamiento de su vivienda habitual por el «programa de ayuda a las víctimas 
de violencia de género, personas objeto de desahucio de su vivienda habitual, personas sin 
hogar y otras personas especialmente vulnerables»; y se modifique puntualmente el 
programa de fomento del parque de vivienda en alquiler. Se pretende con ello habilitar o 
modificar estos programas para poder adaptarse a las situaciones para las que los actuales 
programas del Plan Estatal de Vivienda no estaban preparados.

En cumplimiento del referido mandato, esta Orden incorpora de forma inmediata al Plan 
Estatal de Vivienda 2018-2021, regulado en el Real Decreto 106/2018, de 9 de marzo, el 
nuevo programa de ayudas para contribuir a minimizar el impacto económico y social del 
COVID-19 en los alquileres de vivienda habitual. Este programa habilita ayudas para hacer 
frente a las situaciones más acentuadas de vulnerabilidad social y económica que no sean 
resueltas con las mencionadas ayudas transitorias de financiación, así como para ayudar al 
pago de dicho préstamo (concedido en su caso al amparo del artículo 9 del Real Decreto-ley 
11/2020) al que hayan accedido los arrendatarios. Por ello, dentro de la necesaria flexibilidad 
en la gestión de este programa que se concede a las administraciones competentes, sí es 
necesario prever la relación de las ayudas que se otorguen al amparo del mismo, con los 
créditos avalados ya mencionados.

La sustitución y modificación de los otros dos programas del Plan Estatal de Vivienda 
2018-2021, tiene como objetivo proporcionar a las comunidades autónomas y a las ciudades 
de Ceuta y Melilla herramientas para acelerar la disposición de soluciones habitacionales, 
mediante ayudas directas, en su caso, para aquellas situaciones que se hayan exacerbado 
como consecuencia del impacto del COVID-19, y no puedan esperar a la gestión ordinaria 
de las ayudas del Plan.

El nuevo «programa de ayuda a las víctimas de violencia de género, personas objeto de 
desahucio de su vivienda habitual, personas sin hogar y otras personas especialmente 
vulnerables», permitirá hacer frente a estas situaciones de extrema urgencia, que hasta el 
momento no eran resueltas con el programa al que sustituye, por ser ineficaz en su diseño 
para abordar el impacto de la pandemia que se está sufriendo, y que con seguridad va a 
prolongarse más allá de la suspensión de los lanzamientos aprobada en el Real Decreto-ley 
11/2020. Se debe, por tanto sustituir, para ganar inmediatez en la solución a esa nueva 
realidad.

Por otro lado, a las nuevas situaciones de vulnerabilidad como consecuencia del 
COVID-19 y del estado de alarma, se suma la parálisis sobrevenida del mercado 
inmobiliario. Esto hace imprescindible proporcionar aún más, si cabe, soluciones 
habitacionales que puedan implementarse de forma rápida y mediante adjudicación directa 
cuando así sea necesario, de acuerdo con la valoración de los servicios sociales 
correspondientes. Para ello, se incorporan nuevos perfiles de vulnerabilidad en el programa 
anterior, y se habilita a la administración competente para adjudicar estas ayudas conforme 
al criterio de especial vulnerabilidad que ellas definan; y finalmente se modifica puntualmente 
el programa de fomento del parque de vivienda en alquiler, con el objeto de que, las 
comunidades autónomas y las ciudades de Ceuta y Melilla y sus entidades públicas 
vinculadas, puedan adquirir viviendas con cargo a este programa, incrementando así el 
parque público de vivienda con cierta celeridad y, como consecuencia, soluciones 
habitacionales que sin duda, en algunos casos serán ocupadas por personas afectadas por 
la pandemia.

Por su parte la Disposición final décima del Real Decreto-ley 11/2020 habilita a la 
persona titular del Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana para dictar cuantas 
disposiciones resulten necesarias para la modificación parcial de lo dispuesto en el Real 
Decreto 106/2018, de 9 de marzo, por el que se regula el Plan Estatal de Vivienda 
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2018-2021, siempre y cuando se respeten los compromisos adquiridos por el anterior 
Ministerio de Fomento con las Comunidades Autónomas y las ciudades de Ceuta y Melilla en 
los convenios suscritos para la ejecución de dicho Plan y las modificaciones que tengan por 
objeto contribuir a minimizar los efectos económicos y sociales del COVID-19.

Todas estas herramientas se consideran esenciales para que las comunidades 
autónomas y las ciudades de Ceuta y Melilla puedan paliar, en la medida de lo posible, a las 
situaciones de mayor vulnerabilidad que se produzcan como consecuencia del impacto que 
la pandemia del COVID-19 puede producir en un mercado como el del alquiler, ya de por sí 
tensionado con anterioridad en muchos lugares de nuestra geografía.

En su virtud y de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 10, 11 y 12 del Real Decreto-
ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes complementarias en 
el ámbito social y económico para hacer frente al COVID-19, dispongo:

Artículo 1.  Nuevo programa de ayudas al alquiler.

Se incorpora de forma inmediata al Real Decreto 106/2018, de 9 de marzo, el nuevo 
«programa de ayudas para contribuir a minimizar el impacto económico y social del 
COVID-19 en los alquileres de vivienda habitual».

Artículo 2.  Programa de ayudas para contribuir a minimizar el impacto económico y social 
del COVID-19 en los alquileres de vivienda habitual.

1. Objeto del programa.

Este programa tiene por objeto la concesión de ayudas al alquiler, mediante adjudicación 
directa, a las personas arrendatarias de vivienda habitual que, como consecuencia del 
impacto económico y social del COVID–19 tengan problemas transitorios para atender al 
pago parcial o total del alquiler.

Específicamente, el programa incluye en su objeto la concesión de ayudas para hacer 
frente a la devolución de las ayudas transitorias de financiación recogidas en el artículo 9 del 
Real Decreto-ley 11/2020, por el que se adoptan medidas urgentes complementarias en el 
ámbito social y económico para hacer frente al COVID-19 y contraídas por arrendatarios de 
vivienda habitual, a cuya devolución no pudieran hacer frente.

Las ayudas tendrán carácter finalista, y por tanto no podrán aplicarse a otro destino que 
el pago de la renta del alquiler, o la cancelación, total o parcial, de las ayudas transitorias de 
financiación reguladas en el artículo 9 del Real Decreto-ley 11/2020.

2. Beneficiarios.

Podrán beneficiarse de las ayudas de este programa las personas físicas que, en su 
condición de arrendatarios de vivienda habitual, acrediten estar en situación de 
vulnerabilidad económica y social sobrevenida a consecuencia del COVID-19.

Las Comunidades Autónomas y las ciudades de Ceuta y de Melilla determinarán los 
supuestos de «situación de vulnerabilidad económica y social sobrevenida a consecuencia 
del COVID-19» que posibilitarán adquirir la condición de beneficiarios de las ayudas de este 
programa, que incluirán en todo caso y como mínimo los definidos en el artículo 5 del Real 
Decreto-ley 11/2020, con los límites del apartado 3 del citado precepto legal, así como los 
medios a través de los cuales podrán acreditarse, que incluirán en todo caso y también como 
mínimo los establecidos por el artículo 6 del citado Real Decreto-ley.

Los beneficiarios deberán acreditar, además:

a) Que la persona arrendataria o cualquiera de las que tengan su domicilio habitual y 
permanente en la vivienda arrendada no tenga parentesco en primer o segundo grado de 
consanguinidad o de afinidad con la persona que tenga la condición de arrendador de la 
vivienda.

b) Que la persona arrendataria o cualquiera de las que tengan su domicilio habitual y 
permanente en la vivienda arrendada no sea socia o partícipe de la persona física o jurídica 
que actúe como arrendadora.

Las personas beneficiarias de las ayudas de este programa estarán obligadas a 
comunicar de inmediato al órgano competente de la Comunidad Autónoma o de las 
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Ciudades de Ceuta y de Melilla que les haya reconocido la ayuda cualquier modificación de 
las condiciones o requisitos que motivaron tal reconocimiento. En el supuesto de que el 
órgano competente resuelva que la modificación es causa de la pérdida sobrevenida del 
derecho a la ayuda, limitará en su resolución el plazo de concesión de la misma hasta la 
fecha en que se considere efectiva dicha pérdida.

No podrán obtener la condición de personas beneficiarias de estas ayudas quienes 
incurran en alguna de las circunstancias previstas en el artículo 13 de la Ley 38/2003, de 17 
de diciembre, General de Subvenciones.

3. Solicitud de la ayuda.

La ayuda habrá de ser solicitada por la persona arrendataria a la comunidad autónoma o 
a la ciudad de Ceuta o de Melilla correspondiente, como máximo hasta el 30 de septiembre 
de 2020.

Las Comunidades Autónomas y las ciudades de Ceuta y Melilla concretarán el plazo y 
forma de presentación de solicitudes, mediante resolución o acuerdo, que será objeto de 
publicidad, a la mayor brevedad posible.

En el caso de que las Comunidades Autónomas y las ciudades de Ceuta y de Melilla no 
determinen supuestos adicionales o complementarios de «situación de vulnerabilidad 
económica y social sobrevenida a consecuencia del COVID-19» serán de aplicación los 
definidos en el artículo 5 del Real Decreto-ley 11/2020; asimismo, mientras no determinen la 
documentación para la acreditación de dichos supuestos adicionales o complementarios, 
será de aplicación lo establecido en el artículo 6 del citado Real Decreto-ley.

La solicitud deberá ir acompañada, en todo caso, de copia completa del contrato de 
arrendamiento en vigor, con inclusión expresa del medio y forma de pago a la persona 
arrendadora, y de la acreditación del pago de las últimas tres mensualidades, salvo que el 
contrato tuviera una vigencia de menor plazo, en cuyo caso se acreditará el pago desde el 
inicio del contrato. Esta documentación ha de ser suficiente para que, en su caso, la ayuda 
pueda ser pagada de forma directa al arrendador por cuenta del arrendatario.

4. Cuantía de la ayuda y plazo de la ayuda.

La cuantía de la ayuda podrá llegar hasta un importe máximo de 900 euros al mes y del 
100% de la renta arrendaticia. Se podrá conceder por un plazo de hasta 6 meses, pudiendo 
incluirse como primera mensualidad la correspondiente al mes de abril de 2020.

En el supuesto de haber accedido a las ayudas transitorias de financiación recogidas en 
el artículo 9 del Real Decreto-ley 11/2020 la ayuda podrá llegar hasta un importe máximo de 
5.400 euros con la que se satisfará total o parcialmente el pago de la renta de la vivienda 
habitual.

Serán los órganos competentes de cada comunidad autónoma y de las ciudades de 
Ceuta y de Melilla los que determinen la cuantía exacta de estas ayudas, dentro de los 
límites establecidos para este programa, para lo que podrán establecer los medios 
necesarios para que la concesión de las ayudas se produzca teniendo en cuenta el grado de 
vulnerabilidad de los solicitantes. A estos efectos podrán solicitar asesoramiento de los 
servicios sociales autonómicos o locales correspondientes, o habilitar cualquier otro 
mecanismo que les permita ponderar el grado de vulnerabilidad para proponer, en su caso, 
el importe de la ayuda y/o las mensualidades a las que se deba atender.

5. Gestión.

Corresponde a las comunidades autónomas y a las ciudades de Ceuta y de Melilla la 
tramitación y resolución de los procedimientos de concesión y pago de las ayudas de este 
programa, así como la gestión del abono de las mismas una vez que se haya reconocido por 
dichas administraciones públicas el derecho de las personas beneficiarias a obtenerlas, 
dentro de las condiciones y límites establecidos en el Real Decreto-ley 11/2020, en esta 
orden ministerial y en el propio Plan Estatal de Vivienda 2018-2021.

6. Pago de la ayuda.

Una vez resuelta por cada comunidad autónoma o por las ciudades de Ceuta y de Melilla 
la concesión de la ayuda y verificados por las mismas el cumplimiento de los requisitos y 
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condiciones necesarios para su pago de acuerdo con lo dispuesto por aquéllas, será el 
órgano competente correspondiente quien proceda a dicho pago al beneficiario.

No obstante lo anterior, podrá acordarse que el pago se realice directamente al 
arrendador por cuenta del arrendatario en el supuesto de que no se hubiera satisfecho el 
pago del alquiler por el arrendatario, salvo que se haya suscrito un préstamo mediante las 
ayudas transitorias de financiación reguladas en el artículo 9 del Real Decreto-ley 11/2020 y 
el período de las mensualidades y las cuantías cubiertas fueran coincidentes.

En todo caso, cuando se haya concedido un préstamo mediante las ayudas transitorias 
de financiación reguladas en el artículo 9 del Real Decreto-ley 11/2020 la cuantía de la 
ayuda concedida deberá destinarse a la amortización del préstamo. Únicamente cuando se 
haya cancelado la totalidad del préstamo, siendo el importe de éste inferior al de la ayuda 
concedida en aplicación de este programa, podrá destinarse a cubrir el pago de nuevas 
mensualidades de renta o de importes superiores de la misma hasta alcanzar el total de la 
ayuda recibida.

La ayuda se pagará de una sola vez o por partes, mediante abonos con la periodicidad e 
importes que defina cada comunidad autónoma o las ciudades de Ceuta y de Melilla.

7. Compatibilidad de la ayuda.

La ayuda de este programa, con independencia de que se haya suscrito o no un 
préstamo mediante las ayudas transitorias de financiación reguladas en el artículo 9 del Real 
Decreto-ley 11/2020, es compatible con cualquier otra ayuda al alquiler que viniere 
percibiendo la persona arrendataria, incluso si fuera con cargo al propio Plan Estatal de 
Vivienda 2018-2021, siempre y cuando el total de las ayudas no supere el 100% del importe 
del alquiler del mismo período. En caso de superarlo, si la ayuda correspondiente a este 
programa fuese concedida, se reducirá en la cuantía necesaria hasta cumplir con dicho 
límite.

8. Exención de cofinanciación autonómica.

Los apartados 2 y 3 del artículo 6 del Real Decreto 106/2018, de 9 de marzo, por el que 
se regula el Plan Estatal de Vivienda 2018-2021, no serán de aplicación a los fondos 
estatales que las Comunidades Autónomas y las Ciudades de Ceuta y Melilla comprometan 
en este programa.

Artículo 3.  Supresión y sustitución del programa de ayuda a las personas en situación de 
desahucio o lanzamiento de su vivienda habitual.

Se suprime el programa de ayuda a las personas en situación de desahucio o 
lanzamiento de su vivienda habitual regulado en el capítulo IV del Real Decreto 106/2018, de 
9 de marzo, por el que se regula el Plan Estatal de Vivienda 2018-2021 y se sustituye por el 
programa de ayuda a las víctimas de violencia de género, personas objeto de desahucio de 
su vivienda habitual, personas sin hogar y otras personas especialmente vulnerables 
regulado en artículo siguiente.

Artículo 4.  Programa de ayuda a las víctimas de violencia de género, personas objeto de 
desahucio de su vivienda habitual, personas sin hogar y otras personas especialmente 
vulnerables.

1. Objeto del programa.

Este programa tiene por objeto facilitar una solución habitacional inmediata a las 
personas víctimas de violencia de género, a las personas objeto de desahucio de su vivienda 
habitual, a las personas sin hogar y a otras personas especialmente vulnerables.

2. Beneficiarios.

Podrán ser beneficiarias de las ayudas de este programa las personas víctimas de 
violencia de género, las personas objeto de desahucio de su vivienda habitual, las personas 
sin hogar y otras personas especialmente vulnerables; y por cuenta de las mismas, las 
administraciones públicas, empresas públicas y entidades sin ánimo de lucro, de economía 
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colaborativa o similares, siempre sin ánimo de lucro, cuyo objeto sea dotar de una solución 
habitacional a aquéllas personas.

A los efectos de lo dispuesto en el apartado 1 se considerarán personas especialmente 
vulnerables aquellas que ostenten dicha consideración por los servicios sociales de las 
comunidades autónomas, de las ciudades de Ceuta y Melilla o de las administraciones 
locales correspondientes.

No podrán ser beneficiarias aquellas personas que dispongan de una vivienda en 
propiedad o en régimen de usufructo, que puedan ocupar tras la acreditación de la condición 
de víctima de violencia de género, o el desahucio de su vivienda habitual o la consideración 
de especialmente vulnerable y cuya ocupación sea compatible con dichas situaciones.

3. Solución habitacional.

Las comunidades autónomas y las ciudades de Ceuta y de Melilla pondrán a disposición 
de la persona beneficiaria una vivienda de titularidad pública, o que haya sido cedida para su 
uso a una administración pública, aunque mantenga la titularidad privada, adecuada a sus 
circunstancias en términos de tamaño, servicios y localización, para ser ocupada en régimen 
de alquiler, de cesión de uso, o en cualquier régimen de ocupación temporal admitido en 
derecho. Cuando no se disponga de este tipo de vivienda, la ayuda podrá aplicarse sobre 
una vivienda adecuada, de titularidad privada o sobre cualquier alojamiento o dotación 
residencial susceptible de ser ocupada por las personas beneficiarias, en los mismos 
regímenes.

4. Cuantía de la ayuda.

La cuantía de estas ayudas, dentro de los límites de este programa y atendiendo a las 
circunstancias personales de la persona beneficiaria, podrá alcanzar los siguientes importes:

a. Hasta 600 euros al mes y hasta el 100% de la renta o precio de ocupación del 
inmueble, establecido. En supuestos debidamente justificados por el órgano concedente de 
la ayuda, podrá alcanzar hasta 900 euros al mes y hasta el 100% de la renta o precio de 
ocupación, establecido.

b. Hasta 200 euros al mes para atender los gastos de mantenimiento, comunidad y 
suministros básicos con el límite del 100% de los mismos.

La determinación de la cuantía deberá contar con el informe favorable de los servicios 
sociales de la comunidad autónoma, de la ciudad de Ceuta y Melilla o de la administración 
local correspondiente.

5. Plazo de la ayuda.

Las ayudas referidas en el apartado anterior se podrán conceder por un plazo máximo 
de cinco años, pudiendo acumularse a los plazos anteriores, con efectos retroactivos, la 
cuantía necesaria para atender al pago del alquiler o los gastos de mantenimiento, 
comunidad y suministros básicos de los seis meses anteriores a los que la persona 
beneficiaria, en su caso, no hubiera podido hacer frente.

6. Gestión.

Las comunidades autónomas o las ciudades de Ceuta y Melilla podrán conceder estas 
ayudas de forma inmediata, mediante adjudicación directa, a las personas beneficiarias o por 
cuenta de estas a las administraciones, empresas o entidades referidas en el punto 2 de 
este artículo, con la sola acreditación de la condición de víctima de violencia de género, del 
desahucio o lanzamiento, inminente o ya realizado, de la vivienda habitual, de la condición 
de persona sin hogar o de la condición de persona especialmente vulnerable. A tal efecto se 
adjuntará un informe de los servicios sociales autonómicos o locales correspondientes, en el 
que se atiendan y valoren las circunstancias personales que aconsejen la concesión de la 
ayuda.
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Artículo 5.  Modificación del programa de fomento del parque de vivienda en alquiler 
regulado en el capítulo V del Real Decreto 106/2018 por el que se regula el Plan Estatal de 
Vivienda 2018-2021.

1. Se añade el siguiente párrafo al artículo 25 del Real Decreto 106/2018 por el que se 
regula el Plan Estatal de Vivienda 2018-2021:

«Asimismo podrán obtener financiación con cargo a las ayudas de este programa 
las viviendas que, de forma individualizada o en bloque, sean adquiridas por las 
Administraciones Públicas, los organismos públicos y demás entidades de derecho 
público, así como las empresas públicas y las entidades del tercer sector sin ánimo 
de lucro, con objeto de incrementar el parque público y social de viviendas 
destinadas al alquiler o cesión en uso».

2. Se añade el siguiente párrafo al artículo 26 del Real Decreto 106/2018 por el que se 
regula el Plan Estatal de Vivienda 2018-2021:

«En el supuesto de adquisición de viviendas para incrementar el parque de 
vivienda pública y social destinada al alquiler o cesión en uso podrán ser 
beneficiarios: las Administraciones Públicas, los organismos públicos y demás 
entidades de derecho público, así como las empresas públicas y las entidades del 
tercer sector sin ánimo de lucro».

3. El segundo párrafo del artículo 27 del Real Decreto 106/2018 por el que se regula el 
Plan Estatal de Vivienda 2018-2021 queda redactado como sigue:

«Con carácter previo al Acuerdo de la Comisión Bilateral de Seguimiento, las 
Comunidades Autónomas y las Ciudades de Ceuta y de Melilla deberán remitir al 
Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana las previsiones de las 
actuaciones o adquisiciones acompañadas de una memoria-programa, que defina 
cada actuación o adquisición en todos sus extremos y justifique su viabilidad 
económica».

4. Se añade un apartado 4 al artículo 28 del Real Decreto 106/2018 por el que se regula 
el Plan Estatal de Vivienda 2018-2021, con la siguiente redacción:

«4. Los adquirentes de viviendas, para incrementar el parque público y social de 
vivienda destinado al alquiler o cesión en uso, podrán obtener una subvención 
proporcional a la superficie útil de cada vivienda, de hasta un máximo de 400 euros 
por metro cuadrado de superficie útil. La cuantía máxima de esta subvención no 
podrá superar el 60% del precio o coste de adquisición incluidos impuestos, tasas, 
tributos, gastos de notaría y registro y cualquier otro gasto inherente a la adquisición. 
Esta subvención es compatible con cualquiera otra subvención concedida por otras 
Administraciones Públicas para el mismo objeto».

5. Se añade un apartado 5 al artículo 29 del Real Decreto 106/2018 por el que se regula 
el Plan Estatal de Vivienda 2018-2021, conforme sigue:

«5. El precio del alquiler o de la cesión en uso de las viviendas públicas y 
sociales destinadas al alquiler adquiridas con ayudas de este programa habrá de ser 
limitado. Esta limitación la podrá establecer la Comunidad Autónoma o las Ciudades 
de Ceuta y de Melilla, siendo en todo caso inferior a 5,5 euros mensuales por metro 
cuadrado de superficie útil de vivienda, más en su caso, un 60% de dicha cuantía por 
metro cuadrado de superficie útil de plaza de garaje o de cualquier otra superficie 
adicional anexa a la vivienda sin inclusión, en ningún caso, de superficies de 
elementos comunes. La actualización anual de este precio máximo será determinada 
por la Comunidad Autónoma o por las Ciudades de Ceuta y de Melilla con la 
periodicidad que consideren y de conformidad con la normativa estatal y autonómica 
de aplicación.»

6. Se añade el siguiente párrafo al artículo 30 del Real Decreto 106/2018 por el que se 
regula el Plan Estatal de Vivienda 2018-2021:
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«En el supuesto de adquisición de vivienda para incrementar el parque público y 
social de vivienda destinado al alquiler o cesión en uso la ayuda se podrá conceder 
mediante adjudicación directa y se pagará al beneficiario con carácter previo a la 
formalización de la escritura pública de compraventa, estando el pago expresamente 
condicionado a la efectiva formalización de la compraventa».

7. Se modifica el título del artículo 31 del Real Decreto 106/2018 por el que se regula el 
Plan Estatal de Vivienda 2018-2021, siendo el nuevo título: «Artículo 31. Plazo de ejecución 
de las actuaciones o adquisiciones», añadiéndose, además, el siguiente párrafo:

«La adquisición de viviendas habrá de ser formalizada en el plazo máximo de 
seis meses desde el reconocimiento de la ayuda y de tres meses desde el pago 
condicionado de la misma».

8. Se añade el siguiente párrafo al artículo 32 del Real Decreto 106/2018 por el que se 
regula el Plan Estatal de Vivienda 2018-2021:

«Las viviendas públicas y sociales cuya adquisición ha sido financiada con cargo 
a las ayudas de este programa solo podrán ser alquiladas o cedidas en uso a 
personas cuyos ingresos, incluyendo los de todas las personas que constituyen la 
unidad de convivencia, no superen 3 veces el IPREM. Este umbral será de cuatro 
veces el IPREM si se trata una familia numerosa de categoría general o de personas 
con discapacidad y de cinco veces el IPREM cuando se trate de familias numerosas 
de categoría especial o de personas con discapacidad de alguno de los siguientes 
tipos: i) personas con parálisis cerebral, personas con enfermedad mental, personas 
con discapacidad intelectual o personas con discapacidad del desarrollo, con un 
grado de discapacidad reconocido igual o superior al 33% o ii) personas con 
discapacidad física o sensorial, con un grado de discapacidad reconocido igual o 
superior al 65%. La actualización de esta limitación de ingresos será determinada por 
la Comunidad Autónoma o Ciudad de Ceuta y Melilla con la periodicidad que 
consideren y de conformidad con la normativa estatal y autonómica de aplicación.»

Artículo 6.  Entrada en vigor.

Esta orden entrará en vigor el día de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».
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§ 30

Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan 
medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico 

para hacer frente al COVID-19. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 91, de 1 de abril de 2020

Última modificación: 27 de mayo de 2020
Referencia: BOE-A-2020-4208

[ . . . ]

Artículo 1.  Suspensión del procedimiento de desahucio y de los lanzamientos para hogares 
vulnerables sin alternativa habitacional.

1. Una vez levantada la suspensión de todos los términos y plazos procesales por la 
finalización del estado de alarma, en la tramitación del procedimiento de desahucio regulado 
en la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, derivado de contratos de 
arrendamiento de vivienda sujetos a la Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de Arrendamientos 
Urbanos, en los que la persona arrendataria acredite ante el Juzgado encontrarse en una 
situación de vulnerabilidad social o económica sobrevenida como consecuencia de los 
efectos de la expansión del COVID-19, que le imposibilite encontrar una alternativa 
habitacional para sí y para las personas con las que conviva, esta circunstancia será 
comunicada por el Letrado de la Administración de Justicia a los servicios sociales 
competentes y se iniciará una suspensión extraordinaria del acto de lanzamiento. Si no 
estuviese señalado, por no haber transcurrido el plazo de diez días a que se refiere el 
artículo 440.3 o por no haberse celebrado la vista, se suspenderá dicho plazo o la 
celebración de la vista hasta que se adopten las medidas que los servicios sociales 
competentes estimen oportunas, por un periodo máximo de seis meses desde la entrada en 
vigor de este real decreto-ley.

2. Para que opere la suspensión a que se refiere el apartado anterior, la persona 
arrendataria deberá acreditar que se encuentra en alguna de las situaciones de 
vulnerabilidad económica a que se refiere el artículo 5 del presente real decreto-ley, 
acompañando su escrito de los documentos a que se refiere el artículo 6. Si el Letrado de la 
Administración de Justicia entendiera que concurre la situación de vulnerabilidad económica 
alegada, decretará la suspensión con carácter retroactivo a la fecha en que aquella se 
produjo por el tiempo estrictamente necesario, atendido el informe de los servicios sociales. 
El decreto que fije la suspensión señalará expresamente que, transcurrido el plazo fijado, se 
reanudará el cómputo de los días a que se refiere el artículo 440.3 o señalará fecha para la 
vista.

3. A los efectos previstos en el artículo 150.4 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de 
Enjuiciamiento Civil, se entenderá que concurre el consentimiento de la persona arrendataria 
por la mera presentación de la solicitud de suspensión.
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4. En caso de que el establecimiento de la suspensión extraordinaria a que se refiere el 
apartado 1 de este artículo afecte a arrendadores que acrediten ante el Juzgado encontrarse 
igualmente en situación de vulnerabilidad social o económica sobrevenida como 
consecuencia de los efectos de la expansión del COVID-19, presentando el escrito y los 
documentos a los que se refiere el apartado 2, el Letrado de la Administración de Justicia 
deberá comunicarlo a los servicios sociales competentes para su consideración en el 
establecimiento del plazo de suspensión extraordinaria y en la definición de las medidas de 
protección social a adoptar.

5. Se entenderá que concurre el consentimiento del arrendador para hacer la 
comunicación prevenida en el apartado anterior por la mera presentación del escrito 
alegando la situación de vulnerabilidad económica sobrevenida.

[ . . . ]
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§ 31

Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan 
medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico 

para hacer frente al COVID-19. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 91, de 1 de abril de 2020

Última modificación: 27 de mayo de 2020
Referencia: BOE-A-2020-4208

[ . . . ]

Artículo 2.  Prórroga extraordinaria de los contratos de arrendamiento de vivienda habitual.

En los contratos de arrendamiento de vivienda habitual sujetos a la Ley 29/1994, de 24 
de noviembre, de Arrendamientos Urbanos, en los que, dentro del periodo comprendido 
desde la entrada en vigor de este real decreto-ley hasta el día en que hayan transcurrido dos 
meses desde la finalización del estado de alarma para la gestión de la situación de crisis 
sanitaria ocasionada por el COVID-19, finalice el periodo de prórroga obligatoria previsto en 
el artículo 9.1 o el periodo de prórroga tácita previsto en el artículo 10.1, ambos artículos de 
la referida Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de Arrendamientos Urbanos, podrá aplicarse, 
previa solicitud del arrendatario, una prórroga extraordinaria del plazo del contrato de 
arrendamiento por un periodo máximo de seis meses, durante los cuales se seguirán 
aplicando los términos y condiciones establecidos para el contrato en vigor. Esta solicitud de 
prórroga extraordinaria deberá ser aceptada por el arrendador, salvo que se fijen otros 
términos o condiciones por acuerdo entre las partes.

[ . . . ]
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§ 32

Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan 
medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico 

para hacer frente al COVID-19. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 91, de 1 de abril de 2020

Última modificación: 27 de mayo de 2020
Referencia: BOE-A-2020-4208

[ . . . ]

Artículo 3.  Moratoria de deuda arrendaticia.

Se establecen medidas conducentes a procurar la moratoria de la deuda arrendaticia 
para las personas arrendatarias de vivienda habitual en situación de vulnerabilidad 
económica a causa del COVID-19, desde este artículo y hasta el artículo 9, ambos incluidos.

Artículo 4.  Aplicación automática de la moratoria de la deuda arrendaticia en caso de 
grandes tenedores y empresas o entidades públicas de vivienda.

1. La persona arrendataria de un contrato de vivienda habitual suscrito al amparo de la 
Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de Arrendamientos Urbanos, que se encuentre en 
situación de vulnerabilidad económica, tal y como se define en el artículo siguiente, podrá 
solicitar de la persona arrendadora cuando esta sea una empresa o entidad pública de 
vivienda o un gran tenedor, entendiendo por tal la persona física o jurídica que sea titular de 
más de diez inmuebles urbanos, excluyendo garajes y trasteros, o una superficie construida 
de más de 1.500 m2, en el plazo de tres meses desde la entrada en vigor de este real 
decreto-ley, el aplazamiento temporal y extraordinario en el pago de la renta, siempre que 
dicho aplazamiento o la condonación total o parcial de la misma no se hubiera conseguido 
ya con carácter voluntario por acuerdo entre ambas partes.

2. En el caso de que el acuerdo no se hubiese producido, el arrendador comunicará 
expresamente al arrendatario, en el plazo máximo de 7 días laborables, su decisión, 
escogida entre las siguientes alternativas:

a) Una reducción del 50% de la renta arrendaticia durante el tiempo que dure el estado 
de alarma decretado por el Gobierno y las mensualidades siguientes si aquel plazo fuera 
insuficiente en relación con la situación de vulnerabilidad provocada a causa del COVID-19, 
con un máximo en todo caso de cuatro meses.

b) Una moratoria en el pago de la renta arrendaticia que se aplicará de manera 
automática y que afectará al periodo de tiempo que dure el estado de alarma decretado por 
el Gobierno y a las mensualidades siguientes, prorrogables una a una, si aquel plazo fuera 
insuficiente en relación con la situación de vulnerabilidad provocada a causa del COVID-19, 
sin que puedan superarse, en ningún caso, los cuatro meses. Dicha renta se aplazará, a 
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partir de la siguiente mensualidad de renta arrendaticia, mediante el fraccionamiento de las 
cuotas durante al menos tres años, que se contarán a partir del momento en el que se 
supere la situación aludida anteriormente, o a partir de la finalización del plazo de los cuatro 
meses antes citado, y siempre dentro del plazo a lo largo del cual continúe la vigencia del 
contrato de arrendamiento o cualquiera de sus prórrogas. La persona arrendataria no tendrá 
ningún tipo de penalización y las cantidades aplazadas serán devueltas a la persona 
arrendadora sin intereses.

3. Lo dispuesto en los dos apartados anteriores resultará de aplicación a todos los 
arrendamientos correspondientes al Fondo Social de Vivienda derivado del Real Decreto-ley 
27/2012 de 15 de noviembre, de medidas urgentes para reforzar la protección a los 
deudores hipotecarios.

4. La persona arrendataria podrá tener acceso al programa de ayudas transitorias de 
financiación reguladas por el artículo 9, levantándose la moratoria en el pago de la renta 
arrendaticia regulada por este artículo y el consiguiente fraccionamiento de las cuotas 
preestablecido, en la primera mensualidad de renta en la que dicha financiación esté a 
disposición de la persona obligada a su pago.

Artículo 5.  Definición de la situación de vulnerabilidad económica a efectos de obtener 
moratorias o ayudas en relación con la renta arrendaticia de la vivienda habitual.

1. Los supuestos de vulnerabilidad económica a consecuencia de la emergencia 
sanitaria ocasionada por el COVID-19 requerirán la concurrencia conjunta, a los efectos de 
obtener moratorias o ayudas en relación con la renta arrendaticia de la vivienda habitual, de 
los siguientes requisitos:

a) Que la persona que esté obligada a pagar la renta de alquiler pase a estar en 
situación de desempleo, Expediente Temporal de Regulación de Empleo (ERTE), o haya 
reducido su jornada por motivo de cuidados, en caso de ser empresario, u otras 
circunstancias similares que supongan una pérdida sustancial de ingresos, no alcanzando 
por ello el conjunto de los ingresos de los miembros de la unidad familiar, en el mes anterior 
a la solicitud de la moratoria:

i. Con carácter general, el límite de tres veces el Indicador Público de Renta de Efectos 
Múltiples mensual (en adelante IPREM).

ii. Este límite se incrementará en 0,1 veces el IPREM por cada hijo a cargo en la unidad 
familiar. El incremento aplicable por hijo a cargo será de 0,15 veces el IPREM por cada hijo 
en el caso de unidad familiar monoparental.

iii. Este límite se incrementará en 0,1 veces el IPREM por cada persona mayor de 65 
años miembro de la unidad familiar.

iv. En caso de que alguno de los miembros de la unidad familiar tenga declarada 
discapacidad igual o superior al 33 por ciento, situación de dependencia o enfermedad que 
le incapacite acreditadamente de forma permanente para realizar una actividad laboral, el 
límite previsto en el subapartado i) será de cuatro veces el IPREM, sin perjuicio de los 
incrementos acumulados por hijo a cargo.

v. En el caso de que la persona obligada a pagar la renta arrendaticia sea persona con 
parálisis cerebral, con enfermedad mental, o con discapacidad intelectual, con un grado de 
discapacidad reconocido igual o superior al 33 por ciento, o persona con discapacidad física 
o sensorial, con un grado de discapacidad reconocida igual o superior al 65 por ciento, así 
como en los casos de enfermedad grave que incapacite acreditadamente, a la persona o a 
su cuidador, para realizar una actividad laboral, el límite previsto en el subapartado i) será de 
cinco veces el IPREM.

b) Que la renta arrendaticia, más los gastos y suministros básicos, resulte superior o 
igual al 35 por cien de los ingresos netos que perciba el conjunto de los miembros de la 
unidad familiar. A estos efectos, se entenderá por «gastos y suministros básicos» el importe 
del coste de los suministros de electricidad, gas, gasoil para calefacción, agua corriente, de 
los servicios de telecomunicación fija y móvil, y las posibles contribuciones a la comunidad 
de propietarios, todos ellos de la vivienda habitual que corresponda satisfacer al 
arrendatario.
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2. A los efectos de lo previsto en este artículo se entenderá por unidad familiar la 
compuesta por la persona que adeuda la renta arrendaticia, su cónyuge no separado 
legalmente o pareja de hecho inscrita y los hijos, con independencia de su edad, que residan 
en la vivienda, incluyendo los vinculados por una relación de tutela, guarda o acogimiento 
familiar y su cónyuge no separado legalmente o pareja de hecho inscrita, que residan en la 
vivienda.

3. No se entenderá que concurren los supuestos de vulnerabilidad económica a 
consecuencia de la emergencia sanitaria ocasionada por el COVID-19 a los efectos de 
obtener moratorias o ayudas en relación con la renta arrendaticia de la vivienda habitual 
cuando la persona arrendataria o cualquiera de las personas que componen la unidad 
familiar que habita aquella sea propietaria o usufructuaria de alguna vivienda en España. Se 
considerará que no concurren estas circunstancias cuando el derecho recaiga únicamente 
sobre una parte alícuota de la misma y se haya obtenido por herencia o mediante 
transmisión mortis causa sin testamento. Se exceptuará de este requisito también a quienes, 
siendo titulares de una vivienda, acrediten la no disponibilidad de la misma por causa de 
separación o divorcio, por cualquier otra causa ajena a su voluntad o cuando la vivienda 
resulte inaccesible por razón de discapacidad de su titular o de alguna de las personas que 
conforman la unidad de convivencia.

Artículo 6.  Acreditación de las condiciones subjetivas.

1. La concurrencia de las circunstancias a que se refiere el artículo 5 se acreditará por la 
persona arrendataria ante la persona arrendadora mediante la presentación de los siguientes 
documentos:

a) En caso de situación legal de desempleo, mediante certificado expedido por la entidad 
gestora de las prestaciones, en el que figure la cuantía mensual percibida en concepto de 
prestaciones o subsidios por desempleo.

b) En caso de cese de actividad de los trabajadores por cuenta propia, mediante 
certificado expedido por la Agencia Estatal de la Administración Tributaria o el órgano 
competente de la Comunidad Autónoma, en su caso, sobre la base de la declaración de 
cese de actividad declarada por el interesado.

c) Número de personas que habitan en la vivienda habitual:

i. Libro de familia o documento acreditativo de pareja de hecho.
ii. Certificado de empadronamiento relativo a las personas empadronadas en la vivienda, 

con referencia al momento de la presentación de los documentos acreditativos y a los seis 
meses anteriores.

iii. Declaración de discapacidad, de dependencia o de incapacidad permanente para 
realizar una actividad laboral.

d) Titularidad de los bienes: nota simple del servicio de índices del Registro de la 
Propiedad de todos los miembros de la unidad familiar.

e) Declaración responsable del deudor o deudores relativa al cumplimiento de los 
requisitos exigidos para considerarse sin recursos económicos suficientes según este real 
decreto-ley.

2. Si el solicitante de la moratoria no pudiese aportar alguno de los documentos 
requeridos en las letra a) a d) del apartado anterior, podrá sustituirlo mediante una 
declaración responsable que incluya la justificación expresa de los motivos, relacionados con 
las consecuencias de la crisis del COVID-19, que le impiden tal aportación. Tras la 
finalización del estado de alarma y sus prórrogas dispondrá del plazo de un mes para la 
aportación de los documentos que no hubiese facilitado.

Artículo 7.  Consecuencias de la aplicación indebida por la persona arrendataria de la 
moratoria excepcional de la deuda arrendaticia y de las ayudas públicas para vivienda 
habitual en situación de vulnerabilidad económica a causa del COVID-19.

1. La persona o personas que se hayan beneficiado de una moratoria de la deuda 
arrendaticia de su vivienda habitual y/o de ayudas públicas para atender al pago de la misma 
sin reunir los requisitos previstos en el artículo 5, serán responsables de los daños y 
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perjuicios que se hayan podido producir, así como de todos los gastos generados por la 
aplicación de estas medidas excepcionales, sin perjuicio de las responsabilidades de otro 
orden a que la conducta de los mismos pudiera dar lugar.

2. El importe de los daños, perjuicios y gastos no podrá ser inferior al beneficio 
indebidamente obtenido por la persona arrendataria por la aplicación de la norma, la cual 
incurrirá en responsabilidad, también, en los casos en los que, voluntaria y deliberadamente, 
busque situarse o mantenerse en los supuestos de vulnerabilidad económica con la finalidad 
de obtener la aplicación de las medidas reguladas por este real decreto-ley.

Artículo 8.  Modificación excepcional y transitoria de las condiciones contractuales de 
arrendamiento en el caso de arrendadores no comprendidos entre los recogidos en el 
artículo 4 como consecuencia del impacto económico y social del COVID-19.

1. La persona arrendataria de un contrato de vivienda habitual suscrito al amparo de la 
Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de Arrendamientos Urbanos, que se encuentre en 
situación de vulnerabilidad económica, tal y como se define en el artículo 5, podrá solicitar de 
la persona arrendadora, cuando esta no sea ninguna de las comprendidas en el artículo 4, 
en el plazo de tres meses desde la entrada en vigor de este real decreto-ley y en los 
términos recogidos en los apartados 2 a 4 siguientes, el aplazamiento temporal y 
extraordinario en el pago de la renta, siempre que dicho aplazamiento o la condonación total 
o parcial de la misma no se hubiera acordado previamente entre ambas partes con carácter 
voluntario.

2. Una vez recibida la solicitud, la persona arrendadora comunicará a la arrendataria, en 
el plazo máximo de 7 días laborables, las condiciones de aplazamiento o de fraccionamiento 
aplazado de la deuda que acepta o, en su defecto, las posibles alternativas que plantea en 
relación con las mismas.

3. Si la persona física arrendadora no aceptare ningún acuerdo sobre el aplazamiento y, 
en cualquier caso, cuando la persona arrendataria se encuentre en la situación de 
vulnerabilidad sobrevenida referida en el artículo 5, esta podrá tener acceso al programa de 
ayudas transitorias de financiación reguladas por el artículo siguiente.

Artículo 9.  Aprobación de una línea de avales para la cobertura por cuenta del Estado de la 
financiación a arrendatarios en situación de vulnerabilidad social y económica como 
consecuencia de la expansión del COVID-19.

1. Con objeto de proporcionar cobertura financiera para hacer frente a los gastos de 
vivienda por parte de los hogares que se encuentren en situaciones de vulnerabilidad social 
y económica como consecuencia de la expansión del COVID 19, se autoriza al Ministerio de 
Transportes, Movilidad y Agenda Urbana para que, mediante convenio con el Instituto de 
Crédito Oficial, por un plazo de hasta catorce años, se desarrolle una línea de avales con 
total cobertura del Estado, para que las entidades de crédito puedan ofrecer ayudas 
transitorias de financiación a las personas que se encuentren en la referida situación de 
vulnerabilidad, en forma de préstamo con un plazo de devolución de hasta seis años, 
prorrogable excepcionalmente por otros cuatro y sin que, en ningún caso, devengue ningún 
tipo de gastos e intereses para el solicitante.

2. Las ayudas transitorias de financiación serán finalistas, debiendo dedicarse al pago de 
la renta del arrendamiento de vivienda habitual y podrán cubrir un importe máximo de seis 
mensualidades de renta.

3. A estas ayudas transitorias de financiación podrán acceder todos aquellos 
arrendatarios que se encuentren en situación de vulnerabilidad sobrevenida como 
consecuencia de la expansión del COVID-19, de acuerdo con los criterios y requisitos que se 
definan a través de una Orden del Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana, 
que incluirán en todo caso, y como mínimo, las situaciones definidas en el artículo 5 del 
presente real decreto-ley. Dicha Orden no precisará desarrollo normativo posterior para su 
aplicación y cumplirá en todo caso con la normativa de la Unión Europea en materia de 
ayudas de Estado.

4. La Orden del Ministerio de Transportes Movilidad y Agenda Urbana establecida en el 
apartado anterior no estará sujeta a la autorización del Consejo de Ministros, prevista en el 
artículo 10.2 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones.
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5. A los efectos de la aplicación de las ayudas transitorias de financiación, se establece 
que en el mismo acto de concesión del préstamo por parte de la entidad de crédito de 
conformidad con la regulación establecida, se entenderá concedida la subvención de gastos 
e intereses que conlleve dicho préstamo, por lo que no requerirá resolución de concesión del 
Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana. Las ayudas en la modalidad de 
subvención de tipo de interés se financiarán por el Ministerio de Transportes Movilidad y 
Agenda Urbana con cargo a la aplicación presupuestaria 17.09.261N.481, «Bonificación de 
gastos e intereses por concesión de préstamos a arrendatarios en situación de 
vulnerabilidad por el COVID- 19». Este crédito tendrá la consideración de ampliable. La 
verificación del cumplimiento de los requisitos de los beneficiarios de la subvención se 
realizará ‘‘ex post’’ por el Ministerio de Transportes Movilidad y Agenda Urbana, conforme a 
la normativa de aplicación.

6. El convenio del Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana con el Instituto 
de Crédito Oficial al que se refiere el apartado 1 y la Orden del Ministerio de Transportes 
Movilidad y Agenda Urbana referida en apartados anteriores, quedan exceptuados de la 
aplicación de lo dispuesto en los apartados Sexto y Séptimo del Acuerdo de Consejo de 
Ministros de 27 de diciembre de 2019, por el que se establecen los criterios de aplicación de 
la prórroga para 2020 de los Presupuestos Generales del Estado vigentes en el año 2019. 
Adicionalmente, al convenio le resultará de aplicación el régimen especial previsto en el 
artículo 39 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes 
extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del COVID-19.

Téngase en cuenta la Resolución de 1 de mayo de 2020, de la Secretaría de Estado de 
Transportes, Movilidad y Agenda Urbana, por la que se publica el Convenio con el Instituto de 
Crédito Oficial E.P.E., para la gestión de los avales y de la subvención de gastos e intereses por 
parte del Estado a arrendatarios en la "Línea de avales de arrendamiento COVID-19". Ref. 
BOE-A-2020-4786

[ . . . ]
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§ 33

Real Decreto-ley 15/2020, de 21 de abril, de medidas urgentes 
complementarias para apoyar la economía y el empleo. [Inclusión 

parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 112, de 22 de abril de 2020
Última modificación: 27 de mayo de 2020

Referencia: BOE-A-2020-4554

Disposición adicional tercera.  Límite máximo de la línea de avales para la cobertura por 
cuenta del Estado de la financiación a arrendatarios en situación de vulnerabilidad social y 
económica, aprobada en el artículo 9 del Real Decreto Ley 11/2020 de 31 de marzo, por el 
que se adoptan medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico para 
hacer frente al COVID-19.

En relación con la línea de avales para la cobertura por cuenta del Estado de la 
financiación a arrendatarios en situación de vulnerabilidad social y económica como 
consecuencia de la expansión del COVID-19, aprobada en el artículo 9 del Real Decreto-Ley 
11/2020, de 31 de marzo, el Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana podrá 
conceder avales por un importe máximo de 1.200 millones de euros.

[ . . . ]

Información relacionada

• El Real Decreto-ley 15/2020, de 21 de abril, ha sido convalidado por Acuerdo del Congreso de 
los Diputados, publicado por Resolución de 13 de mayo de 2020. Ref. BOE-A-2020-5051
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§ 34

Orden TMA/378/2020, de 30 de abril, por la que se definen los 
criterios y requisitos de los arrendatarios de vivienda habitual que 
pueden acceder a las ayudas transitorias de financiación 
establecidas en el artículo 9 del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de 
marzo, por el que se adoptan medidas urgentes complementarias en 

el ámbito social y económico para hacer frente al COVID-19

Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana
«BOE» núm. 121, de 1 de mayo de 2020
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2020-4759

Téngase en cuenta la Resolución de 1 de mayo de 2020, de la Secretaría de Estado de Transportes, Movilidad 
y Agenda Urbana, por la que se publica el Convenio con el Instituto de Crédito Oficial E.P.E., para la gestión de 
los avales y de la subvención de gastos e intereses por parte del Estado a arrendatarios en la "Línea de avales 
de arrendamiento COVID-19". Ref. BOE-A-2020-4786

El artículo 9 del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan 
medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico para hacer frente al 
COVID-19, autoriza al Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana a que, 
mediante convenio con el Instituto de Crédito Oficial desarrolle una línea de avales, con total 
cobertura del Estado, a fin de que las entidades de crédito puedan ofrecer ayudas 
transitorias de financiación para hacer frente al alquiler de vivienda habitual de los hogares 
que se encuentren en situaciones de vulnerabilidad social y económica como consecuencia 
de la expansión del COVID-19.

Igualmente, prevé que mediante una Orden del Ministerio de Transportes, Movilidad y 
Agenda Urbana se definan los criterios y requisitos para acceder a estas ayudas transitorias 
de financiación, que incluirán en todo caso, y como mínimo, las situaciones definidas en el 
artículo 5 del citado real decreto-ley. El mismo artículo 9 del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 
de marzo, preceptúa que dicha Orden no precisará desarrollo normativo posterior para su 
aplicación y debe cumplir en todo caso con la normativa de la Unión Europea en materia de 
ayudas de Estado.

En ese marco legal especial establecido por el artículo 9 del Real Decreto-ley 11/2020, 
de 31 de marzo, por el que preferentemente deben regirse estas ayudas transitorias de 
financiación, la ayuda consiste en la financiación misma, el aval y la exención de gastos e 
intereses para el solicitante. Además, corresponde a las entidades de crédito «ofrecer 
ayudas transitorias de financiación» y, por tanto, aceptar las solicitudes de ayudas que 
cumplan los requisitos para acceder a ellas. El sistema descrito se complementa con la 
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colaboración del Instituto de Crédito Oficial para la gestión de las ayudas y con el 
seguimiento y control de las ayudas que, una vez definidos los criterios y requisitos para 
acceder a ellas, prevé esta Orden.

Para la financiación de estas ayudas, el Consejo de Ministros, en su reunión de catorce 
de abril de dos mil veinte, ha aprobado el Acuerdo por el que se modifican los límites y el 
número de anualidades establecidos en el artículo 47 de la Ley 47/2003, de 26 de 
noviembre, General Presupuestaria, para adquirir compromisos de gasto con cargo a 
ejercicios futuros, a fin de dar cumplimiento al Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, 
por el que se adoptan medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico 
para hacer frente al COVID-19, en la aplicación presupuestaria 17.09.261N.481 
«Bonificación de gastos e intereses por concesión de préstamos a arrendatarios en situación 
de vulnerabilidad por el COVID-19», sin crédito inicial.

Además, el Real Decreto-ley 16/2020, de 28 de abril, de medidas procesales y 
organizativas para hacer frente al COVID-19 en el ámbito de la Administración de Justicia ha 
completado el artículo 9 Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, para incluir, entre otras 
previsiones, que «en el mismo acto de concesión del préstamo por parte de la entidad de 
crédito de conformidad con la regulación establecida, se entenderá concedida la subvención 
de gastos e intereses que conlleve dicho préstamo, por lo que no requerirá resolución de 
concesión del Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana». Igualmente se ha 
añadido que las ayudas en la modalidad de subvención de tipo de interés se financiarán por 
el Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana con cargo a la aplicación 
presupuestaria 17.09.261N.481, «Bonificación de gastos e intereses por concesión de 
préstamos a arrendatarios en situación de vulnerabilidad por el COVID-19; así como que 
«este crédito tendrá la consideración de ampliable» y que «la verificación del cumplimiento 
de los requisitos de los beneficiarios de la subvención se realizará ex post por el Ministerio 
de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana, conforme a la normativa de aplicación».

En su virtud y de acuerdo con el referido artículo 9 del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 
de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes complementarias en el ámbito social y 
económico para hacer frente al COVID-19, dispongo:

Artículo 1.  Objeto y ámbito.

1. Constituye el objeto de esta Orden la definición de los criterios y requisitos para 
acceder a las ayudas transitorias de financiación en la modalidad de préstamos avalados y 
subvencionados por el Estado. Estos préstamos serán concedidos por entidades de crédito, 
contarán con total cobertura mediante aval del Estado y no devengarán ningún tipo de 
gastos e intereses para el solicitante (en adelante, préstamos avalados y subvencionados 
por el Estado).

2. Los préstamos avalados y subvencionados por el Estado se podrán conceder a 
arrendatarios de viviendas habituales localizadas en todo el territorio español.

Artículo 2.  Régimen jurídico.

Los préstamos avalados y subvencionados por el Estado se regirán por el artículo 9 del 
Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes 
complementarias en el ámbito social y económico para hacer frente al COVID-19; así como 
por la presente Orden.

Supletoriamente, se aplicarán la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de 
Subvenciones y su reglamento, aprobado por Real Decreto 887/2006, de 21 de julio; la Ley 
47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria y la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.

Artículo 3.  Características y compatibilidad de los préstamos avalados y subvencionados 
por el Estado.

Los préstamos avalados y subvencionados por el Estado deberán cumplir estas 
condiciones:

1. Podrán otorgarse por las entidades de crédito adheridas a la LÍNEA DE AVALES 
ARRENDAMIENTO COVID-19 (en adelante, entidades de crédito).
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2. Se otorgarán, por concesión directa y por una sola vez, a los arrendatarios de vivienda 
habitual que cumplan todos y cada uno de los requisitos establecidos en esta Orden.

3. Desde su formalización, contarán con la total cobertura del aval del Estado (Ministerio 
de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana) y con una subvención por todos los gastos e 
intereses del préstamo con cargo al Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana 
(MITMA).

4. Serán finalistas y deberán dedicarse exclusivamente al pago de la renta del 
arrendamiento de la vivienda habitual.

5. Serán compatibles con cualquiera de las ayudas al alquiler reguladas en el Plan 
Estatal de Vivienda 2018-2021 y, específicamente, con las del programa de ayudas para 
contribuir a minimizar el impacto económico y social del COVID-19 en los alquileres de 
vivienda habitual; sin perjuicio de que estas últimas hayan de destinarse, en su caso, a la 
amortización del préstamo.

6. Serán gestionados con la colaboración del Instituto de Crédito Oficial (ICO) que, a tal 
fin, suscribirá un convenio con el MITMA, al que se adherirán las Entidades de crédito que 
vayan a conceder los préstamos.

Artículo 4.  Condiciones subjetivas de los arrendatarios.

1. Los préstamos avalados y subvencionados por el Estado podrán otorgarse a los 
arrendatarios de vivienda habitual, residentes en España, con contrato en vigor suscrito al 
amparo de la Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de Arrendamientos Urbanos, que se 
encuentren en situación de vulnerabilidad económica a consecuencia de la emergencia 
sanitaria ocasionada por el COVID-19 (en adelante, arrendatarios); siempre que reúnan de 
forma conjunta los siguientes requisitos:

a) Que el arrendatario o alguno de los miembros de la unidad familiar se encuentre 
afectado por una circunstancia que implique una reducción de ingresos, por pasar a estar en 
situación de desempleo, por estar afectado por un Expediente Temporal de Regulación de 
Empleo (ERTE), por haber reducido su jornada por motivo de cuidados, por cese de 
actividad de los trabajadores por cuenta propia o por otras circunstancias sobrevenidas 
vinculadas a la actividad laboral o empresarial que impliquen dicha reducción de ingresos 
como consecuencia de la expansión del COVID-19.

b) Que el conjunto de los ingresos de los miembros de la unidad familiar, en el mes 
anterior a la solicitud de la ayuda, no alcance el límite de cinco veces el Indicador Público de 
Renta de Efectos Múltiples mensual (en adelante IPREM).

c) Que la renta arrendaticia más los gastos y suministros básicos resulte superior o igual 
al 35 por cien de los ingresos netos que perciba el conjunto de los miembros de la unidad 
familiar. A estos efectos, se entenderá por «gastos y suministros básicos» el importe del 
coste de los suministros de electricidad, gas, gasoil para calefacción, agua corriente, de los 
servicios de telecomunicación fija y móvil, y las posibles contribuciones a la comunidad de 
propietarios, todos ellos de la vivienda habitual que corresponda satisfacer al arrendatario, 
referidos al periodo de un mes.

Para obtener estos préstamos no será exigible hallarse al corriente en el cumplimiento 
de las obligaciones tributarias o con la Seguridad Social ni del pago de obligaciones por 
reintegro de otras subvenciones.

2. A los efectos de este artículo se entenderá por unidad familiar la compuesta por la 
persona que adeuda el arrendamiento, su cónyuge no separado legalmente o pareja de 
hecho inscrita y los hijos, con independencia de su edad, que residan en la vivienda, 
incluyendo los vinculados por una relación de tutela, guarda o acogimiento familiar y su 
cónyuge no separado legalmente o pareja de hecho inscrita, que residan en la vivienda.

3. En caso de ser varios los titulares de un mismo contrato de alquiler, será obligatorio 
que todos ellos formalicen como prestatarios un solo contrato de préstamo, del que 
responderán todos de forma solidaria.

4. No se entenderá que concurren los supuestos de vulnerabilidad económica a 
consecuencia de la emergencia sanitaria ocasionada por el COVID-19, a los efectos de 
obtener ayudas en relación con la renta arrendaticia de la vivienda habitual, cuando la 
persona arrendataria o cualquiera de las personas que componen la unidad familiar que 
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habita aquella sea propietaria o usufructuaria de alguna vivienda en España. Se considerará 
que no concurren estas circunstancias en alguno de estos casos:

a) Cuando el derecho recaiga únicamente sobre una parte alícuota de la misma y se 
haya obtenido por herencia o mediante transmisión mortis causa sin testamento

b) Para quienes, siendo titulares de una vivienda, acrediten la no disponibilidad de la 
misma por causa de separación o divorcio, por cualquier otra causa ajena a su voluntad o 
cuando la vivienda resulte inaccesible por razón de discapacidad de su titular o de alguna de 
las personas que conforman la unidad de convivencia.

Artículo 5.  Acreditación de las condiciones subjetivas.

Para acreditar los requisitos a que se refiere el artículo 4 deberán presentarse ante la 
entidad de crédito los siguientes documentos, dependiendo del hecho alegado:

a) En caso de situación legal de desempleo, certificado expedido por la entidad gestora 
de las prestaciones en el que figure la cuantía mensual percibida en concepto de 
prestaciones o subsidios por desempleo.

b) En caso de cese de actividad de los trabajadores por cuenta propia, certificado 
expedido por la Agencia Estatal de la Administración Tributaria o el órgano competente de la 
Comunidad Autónoma, en su caso, sobre la base de la declaración de cese de actividad 
declarada por el interesado.

c) Personas que habitan en la vivienda habitual:

– Libro de familia o documento acreditativo de pareja de hecho.
– Certificado de empadronamiento relativo a las personas empadronadas en la vivienda, 

con referencia al momento de la presentación de los documentos acreditativos.

d) Titularidad de los bienes: Certificado catastral o nota simple del servicio de índices del 
Registro de la Propiedad de todos los miembros de la unidad familiar.

e) En todo caso e incluido en el modelo de solicitud del anexo I de esta Orden: 
declaración responsable del arrendatario relativa al cumplimiento de los requisitos 
establecidos en el artículo 4 de esta Orden y de los requisitos del artículo 13 de la Ley 
38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones que resulten de aplicación, con 
mención expresa de que los ingresos de la unidad familiar son inferiores a 5 veces el IPREM 
en el mes anterior a la solicitud de la ayuda y de que la renta arrendaticia más los gastos y 
suministros básicos, correspondientes también al mes anterior a la solicitud del préstamo, 
resulta superior o igual al 35 por cien de los ingresos netos de la unidad familiar, así como a 
las circunstancias sobrevenidas que suponen la reducción de ingresos a que se refiere el 
apartado a) del artículo 4.1.

Esta declaración podrá sustituir la aportación de algunos de los documentos anteriores 
siempre que incluya la justificación expresa de los motivos, relacionados con las 
consecuencias de la crisis del COVID-19, que le impidan tal aportación. Tras la finalización 
del estado de alarma y sus prórrogas dispondrá del plazo de tres meses para aportar dichos 
documentos a la entidad de crédito.

Junto con estos documentos se presentará la solicitud del préstamo, que incluye la 
declaración responsable, conforme al modelo establecido en el anexo I de esta Orden.

Artículo 6.  Financiación.

1. Para la concesión de estos préstamos, el ICO pondrá a disposición de las entidades 
de crédito la LÍNEA DE AVALES ARRENDAMIENTO COVID-19 por un importe global de mil 
doscientos millones de euros (1.200.000.000 €); conforme autoriza la disposición adicional 
tercera del Real Decreto-Ley 15/2020, de 21 de abril, de medidas urgentes complementarias 
para apoyar a la economía y al empleo.

El ICO podrá adherir a la LÍNEA DE AVALES ARRENDAMIENTO COVID-19 a las 
entidades de crédito sometidas a supervisión del Banco de España.

2. La bonificación de los gastos e intereses de los préstamos se financiará por el MITMA 
con cargo a la aplicación presupuestaria 17.09.261N.481 «Bonificación de gastos e intereses 
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por concesión de préstamos a arrendatarios en situación de vulnerabilidad por el 
COVID-19».

La bonificación de gastos e intereses no podrá superar el importe resultante de aplicar el 
tipo 1,5 % TAE al préstamo.

El ICO adelantará a las entidades de crédito la bonificación de gastos e intereses de los 
préstamos y, posteriormente, el MITMA, con cargo a la aplicación presupuestaria 
17.09.261N.481 «Bonificación de gastos e intereses por concesión de préstamos a 
arrendatarios en situación de vulnerabilidad por el COVID-19», abonará al ICO el importe de 
dicha bonificación. A tales efectos, se establece un importe máximo global de ciento doce 
millones de euros (112.000.000 €), con la siguiente distribución por anualidades, de 
conformidad con el Acuerdo de Consejo de Ministros de 14 de abril de 2020:

Aplicación 17.09.261N.481

(Importes en millones de euros)

Año Bonificación gastos e intereses de los préstamos concedidos por las entidades de crédito a los 
arrendatarios

2021 10
2022 20
2023 17
2024 15
2025 13
2026 11
2027 9
2028 8
2029 5
2030 3
2031 1
Total. 112

3. En el convenio que se suscriba entre el MITMA y el ICO se establecerán los términos 
de colaboración en relación con el aval a otorgar por el MITMA, así como la bonificación de 
gastos e intereses.

4. Los préstamos avalados y subvencionados por el Estado se otorgarán hasta que se 
alcance cualquiera de estos límites o, en su caso, los que resulten de su ampliación:

a) Mil doscientos millones de euros, como máximo que puede ser avalado por el MITMA 
conforme a la disposición adicional tercera del Real Decreto-ley 15/2020, de 21 de abril, de 
medidas urgentes complementarias para apoyar a la economía y al empleo.

b) Ciento doce millones de euros por «Bonificación de gastos e intereses por concesión 
de préstamos a arrendatarios en situación de vulnerabilidad por el COVID-19»; conforme al 
Acuerdo del Consejo de Ministros de 14 de abril de 2020).

Artículo 7.  Condiciones de los préstamos.

Los préstamos avalados y subvencionados por el Estado se otorgarán con sujeción a 
estas condiciones:

1. Se formalizarán mediante un contrato de préstamo entre la entidad de crédito y el 
arrendatario.

2. La cuantía del préstamo podrá alcanzar hasta el 100 % del importe de seis 
mensualidades, en virtud del contrato de arrendamiento de vivienda habitual vigente, con un 
máximo de 5.400 euros, a razón de un máximo de 900 euros por mensualidad.

3. Las seis mensualidades financiables podrán ser desde el 1 de abril de 2020 y no 
podrán ser posteriores a 6 meses a contar desde la firma del préstamo entre la entidad 
bancaria y el arrendatario ni posteriores al fin de vigencia del contrato de arrendamiento o 
sus prórrogas.

4. El plazo de amortización inicial podrá ser de hasta 6 años y podrá pactarse un período 
de carencia de principal de seis meses. Una vez transcurridos los tres primeros años desde 
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la concesión del préstamo y antes de seis meses de la finalización del plazo inicial, será 
admisible una única prórroga de 4 años de plazo de amortización adicional, siempre que se 
acredite ante la Entidad de crédito que, en el momento de la solicitud de prórroga, persiste la 
situación de vulnerabilidad y se cumplen los requisitos definidos en esta Orden. Cuando en 
la operación de préstamo figuren varios arrendatarios para una misma vivienda, será 
obligatorio que todos ellos formulen la solicitud de prórroga y todos respondan de forma 
solidaria.

El arrendatario podrá realizar la cancelación total o amortización anticipada facultativa de 
la financiación, sin que ello le genere gastos o comisiones.

En todo caso, la cancelación o amortización anticipada, total o parcial, se producirá de 
manera inmediata en el supuesto en el que se satisfaga, respectivamente, la totalidad o 
parte del importe del préstamo, ya se realice el pago por el arrendatario o por las 
Administraciones públicas competentes en materia de vivienda o protección social.

5. El aval otorgado por el MITMA se mantendrá hasta el último plazo de amortización 
pactado más 180 días.

6. En el contrato se hará constar que se deberá proceder a la amortización anticipada del 
préstamo por el arrendatario y procederá el reintegro de la subvención por gastos e intereses 
si se comprobara que el arrendatario ha incurrido en falsedad, ocultación o inexactitud 
relevante al presentar los documentos o la declaración responsable a que se refiere el 
artículo 4 de esta Orden.

Artículo 8.  Presentación de solicitudes y formalización de los préstamos.

1. Los préstamos avalados y subvencionados por el Estado deberán ser solicitados por 
el arrendatario ante la Entidad de crédito, con el modelo de solicitud que figura en el anexo I 
de esta Orden, antes del 30 de septiembre de 2020 y deberán formalizarse antes del 31 de 
octubre de 2020. A propuesta de la comisión de seguimiento prevista en el convenio entre el 
MITMA y el ICO, mediante orden ministerial, estos plazos podrán prorrogarse hasta el 30 de 
noviembre y el 31 de diciembre de 2020, respectivamente.

2. Los arrendatarios deberán acreditar ante la Entidad de crédito que cumplen los 
requisitos establecidos en el artículo 4 de esta Orden. La presentación de la solicitud 
implicará el consentimiento del interesado para el tratamiento de datos por el ICO y el 
MITMA, a efectos de las disposiciones vigentes en materia de protección de datos, así como 
la autorización al ICO y al MITMA para poder consultar los datos fiscales y laborales de los 
arrendatarios y para su cesión por parte de este último a la Consejería u organismo 
competente en materia de vivienda de la Comunidad Autónoma o ciudades de Ceuta y 
Melilla, según la localización de la vivienda arrendada, con el único objeto de que éstas 
puedan utilizar esta información para analizar la situación de vulnerabilidad del arrendatario 
para la aplicación de posibles ayudas presentes o futuras.

3. La Entidad de crédito solo concederá los préstamos a los arrendatarios que acrediten 
cumplir los requisitos establecidos en el artículo 4 de esta Orden y aporten la totalidad de la 
documentación requerida en los términos previstos en el artículo 5 de la misma.

4. Los gastos e intereses del préstamo no podrán superar el importe resultante de aplicar 
el tipo 1,5 % TAE al préstamo. En dichos gastos se entenderán comprendidos todos los que 
se devenguen desde la solicitud del préstamo hasta su cancelación.

5. En el momento de formalizar el préstamo, la Entidad de crédito deberá cumplimentar 
el formulario previsto en el anexo II de esta Orden y remitirlo al ICO verificando, con carácter 
previo a la formalización del préstamo avalado y subvencionado por el MITMA, el 
cumplimiento de los requisitos de los arrendatarios para obtener las ayudas.

6. Con ocasión del otorgamiento del préstamo, la entidad de crédito no podrá exigir al 
interesado la contratación de ningún producto o servicio adicional.

Artículo 9.  Pago de las ayudas al arrendador.

1. La entidad de crédito abonará el importe del préstamo, correspondiente a las seis 
mensualidades, directamente a la persona o entidad arrendadora de la vivienda, previa 
comunicación, para su toma de razón, al titular del préstamo.

2. El abono se realizará con periodicidad mensual, salvo que se acuerde una 
periodicidad distinta, y, en su caso, con un pago inicial que comprenda las mensualidades 
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devengadas y no pagadas desde el 1 de abril de 2020 hasta la firma del contrato de 
préstamo. La entidad de crédito deberá conservar el justificante de cada uno de los pagos 
que realice.

Artículo 10.  Seguimiento y control de las ayudas.

1. En el convenio que se suscriba entre el MITMA y el ICO se regulará la colaboración 
entre ellos, y la de las entidades de crédito, para el seguimiento y control de estas ayudas.

2. En todo caso, el ICO facilitará esta información al MITMA:

a) Quincenalmente, un informe justificativo de los préstamos avalados y subvencionados 
por el Estado.

b) Con carácter anual, un informe justificativo de todos los préstamos concedidos, el 
importe de aval ejecutado, el importe de los gastos e intereses bonificados; los préstamos 
amortizados; las operaciones que las entidades de crédito hayan comunicado como fallidas y 
los importes recuperados.

Artículo 11.  Causas de reintegro de las ayudas.

1. La Entidad de crédito deberá conservar la documentación acreditativa de los requisitos 
de elegibilidad del arrendatario solicitante del préstamo durante doce años desde la firma del 
contrato de préstamo. La comisión de seguimiento del convenio podrá reducir este plazo 
para los préstamos que estén ya totalmente amortizados y para los préstamos que no 
hubieren solicitado la prórroga.

2. El MITMA podrá verificar en todo momento que los préstamos avalados y 
subvencionados por el Estado se han otorgado a arrendatarios que cumplían los requisitos 
de elegibilidad para obtenerlos; así como que el importe de aquellos se ha destinado a la 
finalidad para la que se otorgaron.

3. En caso de que se compruebe que, de acuerdo con la documentación aportada al 
formular la solicitud, el arrendatario no cumplía los requisitos para obtener el préstamo en el 
momento de su concesión por la Entidad de crédito, se exigirá a esta el reintegro al MITMA 
de los abonos realizados por el ICO en concepto de subvención de gastos e intereses, a 
cuyo importe se aplicará el interés de demora.

4. Si el MITMA comprobara que el arrendatario ha destinado el importe del préstamo a 
una finalidad distinta para la que se otorgó, o que el arrendatario ha incurrido en falsedad, 
ocultación o inexactitud relevante al presentar los documentos o en cualquier declaración 
responsable a que se refiera esta Orden; se procederá del siguiente modo:

a) Si el préstamo estuviera pendiente de abonarse, en todo o en parte, se cancelará el 
abono de las cantidades pendientes y el arrendatario deberá proceder a la amortización 
anticipada del préstamo.

b) En todo caso, se exigirá al arrendatario el reintegro de los gastos e intereses 
satisfechos por el préstamo; a cuyo importe se aplicará el interés de demora.

5. En el caso de que la Entidad de crédito califique un préstamo como fallido, tras el 
ejercicio de todas las acciones que en buena práctica deba realizar la Entidad para la 
recuperación de importes impagados y para el que se haya ejecutado el aval, MITMA 
solicitará al arrendatario el reintegro de los gastos e intereses satisfechos por el préstamo; a 
cuyo importe también se aplicará el interés de demora.

6. En el MITMA, corresponderá a la Dirección General de Vivienda y Suelo realizar las 
actuaciones de verificación, comprobación y reintegro a que se refiere este precepto. La 
verificación podrá realizarse aplicando técnicas de tratamiento masivo de datos. Para el 
reintegro se aplicará la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones.

Artículo 12.  Infracciones y sanciones.

En los supuestos de infracciones administrativas en materia de subvenciones y ayudas 
públicas, será de aplicación lo previsto en el título IV de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, 
y en el título IV de su Reglamento.
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Artículo 13.  Control financiero y publicidad de las subvenciones.

El control financiero de subvenciones se ejercerá en los términos previstos en el título III 
de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones.

Las subvenciones reguladas en esta Orden están sujetas a las normas generales de 
publicidad y transparencia previstas en la Ley General de Subvenciones y demás normativa 
de desarrollo.

Disposición final.  Entrada en vigor.

Esta Orden entrará en vigor el día de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».
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ANEXO I

Formulario de solicitud de préstamo

Modelo de formulario a cumplimentar por los arrendatarios al presentar ante la Entidad de 
crédito la solicitud del préstamo regulado en esta Orden
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ANEXO II

Formulario de concesión del préstamo

Modelo de formulario a cumplimentar por la Entidad de crédito al formalizar el préstamo 
acogido a la LÍNEA DE AVALES ARRENDAMIENTO COVID-19 del artículo 9 del Real 

Decreto-ley 11/2020
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§ 35

Resolución de 1 de mayo de 2020, de la Secretaría de Estado de 
Transportes, Movilidad y Agenda Urbana, por la que se publica el 
Convenio con el Instituto de Crédito Oficial, E.P.E., para la gestión de 
los avales y de la subvención de gastos e intereses por parte del 
Estado a arrendatarios en la "Línea de avales de arrendamiento 

COVID-19"

Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana
«BOE» núm. 122, de 2 de mayo de 2020
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2020-4786

Con fecha 1 de mayo de 2020 se ha suscrito, previa tramitación reglamentaria, el 
Convenio de colaboración entre el Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana y 
el Instituto de Crédito Oficial, E.P.E. para la gestión de los avales y de la subvención de 
gastos e intereses por parte del Estado a arrendatarios en la «Línea de avales de 
arrendamiento COVID-19».

En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 48.8 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, 
de Régimen Jurídico del Sector Público, se publica en el «Boletín Oficial del Estado» dicho 
convenio de colaboración, que figura como anexo a esta resolución.

ANEXO
Madrid, 1 de mayo de 2020.

En presencia de D. José Luis Ábalos Meco, Ministro de Transportes, Movilidad y Agenda 
Urbana.

REUNIDOS

De una parte, D. Pedro Saura García, en su calidad de Secretario de Estado de 
Transportes, Movilidad y Agenda Urbana, en virtud del Real Decreto 28/2020, de 14 de 
enero (BOE 15/01/2020), actuando en el ejercicio de la competencia atribuida por el artículo 
62.2 g) de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público.

De otra parte, D. José Carlos García de Quevedo Ruiz en nombre y representación del 
Instituto de Crédito Oficial, E.P.E. (en adelante ICO), con CIF Q2876002C y domicilio en 
Madrid, Paseo del Prado, n.º 4, en su calidad de Presidente, por virtud de su nombramiento 
por Real Decreto 683/2018, de 22 de junio de 2018.

Ambas partes, en la calidad en que intervienen en este acto, se reconocen 
recíprocamente capacidad legal para obligarse y otorgar el presente y, a tal efecto,
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EXPONEN

Primero.  
Que el Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana (en adelante, MITMA), de 

conformidad con el Real Decreto 2/2020, de 12 de enero, es el Departamento Ministerial al 
que corresponde la propuesta y ejecución de las políticas del Gobierno en materia de 
vivienda.

Segundo.  
Que el ICO es un Organismo público configurado como Entidad pública empresarial de 

las previstas en los artículos 84, 103 y siguientes de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de 
Régimen Jurídico del Sector Público; está adscrita al Ministerio de Asuntos Económicos y 
Transformación Digital a través de la Secretaría de Estado de Economía y Apoyo a la 
Empresa, que tiene naturaleza jurídica de Entidad de Crédito y la consideración de Agencia 
Financiera del Estado.

Son fines del ICO, de acuerdo con el artículo 2 de sus Estatutos aprobados por Real 
Decreto 706/1999, de 30 abril (BOE de 13 de mayo), el sostenimiento y la promoción de 
actividades económicas que contribuyan al crecimiento y a la mejora de la distribución de la 
riqueza nacional y, en especial, de aquellas que, por su trascendencia social, cultural, 
innovadora o ecológica, merezcan su fomento.

Para el cumplimiento de los fines que le atribuye el artículo 2 de su Estatuto, el Instituto 
de Crédito Oficial podrá, de acuerdo con el artículo 4 de sus Estatutos, desarrollar, sin 
perjuicio de las competencias de los distintos Departamentos ministeriales, las siguientes 
funciones: Formalizar, gestionar y administrar fondos, subvenciones, créditos, avales u otras 
garantías, cuotas y cualesquiera instrumentos financieros al servicio de sus fines, pudiendo a 
dicho efecto realizar toda clase de operaciones financieras de activo.

Tercero.  
Que el Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan medidas 

urgentes complementarias en el ámbito social y económico para hacer frente al COVID-19, 
regula una serie de medidas dirigidas a familias y colectivos vulnerables y entre ellas, en su 
artículo 9, establece la aprobación de una línea de avales para la cobertura por cuenta del 
Estado de la financiación a arrendatarios en situación de vulnerabilidad social y económica 
como consecuencia de la expansión del COVID-19.

Cuarto.  
Que el Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, autoriza al MITMA para que, mediante 

convenio con el ICO, por un plazo de hasta catorce años, se desarrolle una línea de avales 
con total cobertura del Estado, para que las entidades de crédito puedan ofrecer ayudas 
transitorias de financiación a los arrendatarios de vivienda habitual que se encuentren en la 
referida situación de vulnerabilidad, con un plazo de devolución de hasta seis años, 
prorrogable excepcionalmente por otros cuatro y sin que, en ningún caso, devengue ningún 
tipo de gastos e intereses para el solicitante.

Quinto.  
Que la Orden TMA/378/2020, de 30 de abril, por la que se definen los criterios y 

requisitos de los arrendatarios de vivienda habitual que pueden acceder a las ayudas 
transitorias de financiación establecidas en el artículo 9 del real decreto-ley 11/2020, de 31 
de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes complementarias en el ámbito social y 
económico para hacer frente al COVID-19, establece los criterios y requisitos que deben 
cumplir los arrendatarios en situación de vulnerabilidad sobrevenida como consecuencia de 
la expansión del COVID-19 para poder acceder a las ayudas transitorias de financiación en 
la modalidad de préstamos avalados y subvencionados por el Estado, de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 9 del Real Decreto-ley 11/2020.
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Sexto.  
Que mediante Acuerdo de Consejo de Ministros de 14 de abril de 2020, se han aprobado 

las partidas presupuestarias que se indican en este Convenio y se han autorizado límites 
para adquirir compromisos de gasto con cargo a ejercicios futuros en aplicación de lo 
dispuesto en el artículo 47.3 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria 
para financiar por parte del MITMA, la bonificación de intereses y gastos al cliente y la 
compensación a ICO por los gastos de gestión y administración incurridos por la línea 
prevista en el Real Decreto-ley 11/2020.

Séptimo.  
Que la disposición adicional tercera del Real Decreto-ley 15/2020, de 21 de abril, de 

medidas urgentes complementarias para apoyar a la economía y al empleo señala: «En 
relación con la línea de avales para la cobertura por cuenta del Estado de la financiación a 
arrendatarios en situación de vulnerabilidad social y económica como consecuencia de la 
expansión del COVID-19, aprobada en el artículo 9 del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de 
marzo, el Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana podrá conceder avales por 
un importe máximo de 1.200 millones de euros».

Octavo.  
Que el MITMA y el ICO proponen la suscripción de un Convenio, por el que se 

establecen los términos de la colaboración entre ambas partes en relación con el aval a 
otorgar por el MITMA en concepto de cobertura total del riesgo de las operaciones que 
cumplan con los requisitos establecidos en el presente Convenio, así como la bonificación 
por el MITMA de los gastos e intereses para el cliente de la financiación avalada.

Noveno.  
De conformidad con lo dispuesto en la disposición final cuarta-Tres.6 del Real Decreto-

ley 16/2020, de 28 de abril, de medidas procesales y organizativas para hacer frente al 
COVID-19 en el ámbito de la Administración de Justicia el presente convenio:

1.º) Queda exceptuado de lo dispuesto en los apartados Sexto y Séptimo del Acuerdo de 
Consejo de Ministros de 27 de diciembre de 2019, por el que se establecen los criterios de 
aplicación de la prórroga para 2020 de los Presupuestos Generales del Estado vigentes en 
el año 2019, se formaliza la distribución por secciones y se aprueban medidas para reforzar 
el control del gasto público; y

2.º) Le es de aplicación el artículo 39 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de 
medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del 
COVID-19, en el que se establece el siguiente régimen especial para los convenios 
relacionados con el COVID-19:

– No resultan de aplicación las disposiciones contenidas en los apartados 1 y 2 en las 
letras a), b) y c) del artículo 50 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del 
Sector Público, así como en el Acuerdo del Consejo de Ministros de 15 de diciembre de 
2017, por el que se aprueban las instrucciones para la tramitación de convenios, en la 
tramitación administrativa y suscripción de los convenios; y

– Quedan excluidos de lo establecido en el apartado 8 del artículo 48 de la Ley 40/2015, 
de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, perfeccionándose y resultando 
eficaces por la prestación del consentimiento de las partes, sin perjuicio de su posterior 
inscripción en el Registro Electrónico estatal de Órganos e Instrumentos de Cooperación del 
sector público estatal y su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

De acuerdo con lo anterior, las partes suscriben el presente Convenio, que se regirá de 
conformidad con las siguientes
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ESTIPULACIONES

Primera.  Objeto, ámbito territorial y vigencia del Convenio.

a) Objeto.

El objeto del presente Convenio es establecer los términos de colaboración entre el 
MITMA y el ICO, en relación con la gestión del aval a otorgar por el MITMA, así como con la 
gestión y pago de la bonificación de gastos e intereses, a los préstamos formalizados por las 
Entidades de crédito para hacer frente al alquiler de vivienda habitual por parte de los 
hogares que se encuentren en situaciones de vulnerabilidad social y económica como 
consecuencia de la expansión del COVID-19, conforme a lo establecido en el Real Decreto-
ley 11/2020 y la Orden TMA/378/2020, de 30 de abril, del MITMA.

Es objeto también de este Convenio establecer el compromiso financiero por MITMA 
para atender al gasto derivado de las comisiones a abonar al ICO por la administración y 
gestión de la línea de avales aprobada en el artículo 9 del RDL 11/2020 y la disposición 
adicional tercera del Real Decreto-ley 15/2020, de 21 de abril, de medidas urgentes 
complementarias para apoyar a la economía y al empleo que recibirá el ICO.

Ámbito territorial.

El ámbito territorial de aplicación de este Convenio es el territorio español.

b) Vigencia.

1. El presente Convenio resultará eficaz el mismo día de su firma, sin perjuicio de su 
posterior inscripción en el Registro Electrónico estatal de Órganos e Instrumentos de 
Cooperación del sector público estatal y publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

2. De conformidad con lo establecido en el artículo 9 del Real Decreto-ley 11/2020, el 
presente Convenio tendrá una vigencia de 14 años desde su firma.

3. No obstante lo anterior, las Partes se obligan al cumplimiento de todas las 
obligaciones, mientras subsistan, que dimanen de este Convenio.

Segunda.  Características generales de los avales y la bonificación de intereses y gastos.

a) Instrumentación

El ICO, en nombre y por cuenta del MITMA, formalizará contratos de avales con las 
Entidades de crédito adheridas a la línea «Línea de Avales Arrendamiento COVID-19» (en 
adelante, línea de avales). El texto del contrato de aval entre ICO y las Entidades 
Financieras se ajustará en todos sus términos y condiciones a lo establecido en el presente 
Convenio y en la Orden TMA/378/2020, de 30 de abril, del MITMA

Los contratos de aval con las Entidades de crédito se formalizarán con posterioridad a la 
publicación en el «Boletín Oficial del Estado» del presente Convenio.

b) Importe.

b.1) Importe de avales.

El ICO, actuando en nombre y por cuenta del MITMA, pondrá a disposición de las 
Entidades de crédito adheridas la línea avales por un importe global máximo de mil 
doscientos millones de euros (1.200.000.000 €), de conformidad con lo dispuesto en el 
presente Convenio.

Si en alguna anualidad el importe disponible para el abono de comisiones de 
administración o gestión de ICO, o el abono de los importes correspondientes a bonificación 
de gastos e intereses, por parte del MITMA no fuera suficiente para cubrir los desembolsos 
que deba realizar al ICO de acuerdo con la Estipulación Cuarta, el MITMA desembolsará a 
ICO los importes correspondientes pendientes de pago en la siguiente o siguientes 
anualidades en las que haya importe disponible suficiente.

b.2) Importe de bonificación de gastos e intereses.

El ICO, actuando en nombre y por cuenta del MITMA, pondrá a disposición de las 
Entidades de crédito adheridas a la línea las ayudas en forma de bonificaciones de gastos e 
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intereses de los préstamos, concedidos a los clientes por las citadas entidades con cargo a 
sus fondos, por un importe global máximo de ciento doce millones de euros (112.000.000 €).

En el mismo acto de concesión del préstamo por parte de la Entidad de crédito de 
conformidad con la regulación establecida, se entenderá concedida la subvención de gastos 
e intereses que conlleve dicho préstamo, en virtud de lo establecido en el artículo 9 del Real 
Decreto-ley 11/2020 y en la Orden TMA/378/2020, de 30 de abril, del MITMA. Las ayudas en 
la modalidad de subvención de tipo de interés se financiarán por el MITMA con cargo al 
gasto máximo aprobado para dicha línea de ayudas.

Si en alguna anualidad el importe disponible para la bonificación de gastos e intereses 
por parte del MITMA no es suficiente para cubrir los desembolsos que deba realizar al ICO 
de acuerdo con la Estipulación Cuarta, el MITMA desembolsará a ICO los importes 
pendientes de pago en la siguiente o siguientes anualidades en las que haya importe 
disponible suficiente.

c) Plazo de formalización de operaciones con los Clientes.

Las operaciones avaladas y subvencionadas por el Estado deberán formalizarse entre el 
Cliente y la Entidad de crédito adherida con posterioridad a la fecha de firma del contrato de 
aval entre ICO y dicha Entidad.

El Cliente deberá solicitar el préstamo a la Entidad de crédito antes del 30 de septiembre 
de 2020 con el modelo de solicitud que figura en el Anexo I de la Orden TMA/378/2020, de 
30 de abril, del MITMA. Las Entidades de crédito deberán formalizar los préstamos con los 
Clientes antes del 31 de octubre de 2020. No obstante, mediante acuerdo de la Comisión de 
Seguimiento a la que hace referencia la Estipulación Séptima del presente Convenio, el ICO 
y el MITMA podrán proponer la ampliación de ambos plazos hasta el 30 de noviembre y el 
31 de diciembre de 2020 respectivamente. Esta ampliación, en su caso, se realizará 
mediante Orden del MITMA tal y como se señala en el artículo 8 de la Orden TMA/ 
378/2020, de 30 de abril, del MITMA.

d) Clientes.

Podrán ser Clientes todos aquellos arrendatarios de vivienda habitual residentes en 
España que se encuentren en situación de vulnerabilidad sobrevenida como consecuencia 
de la expansión del COVID-19, de acuerdo con los criterios y requisitos definidos en la 
Orden TMA/378/2020, de 30 de abril, del MITMA y que se recogen en el Anexo I del 
presente Convenio. La verificación del cumplimiento de las condiciones de elegibilidad en 
base a los referidos criterios y requisitos corresponderá a la Entidad de crédito, como trámite 
previo a la formalización del préstamo. La entidad de crédito solo concederá los préstamos 
avalados y subvencionados por el Estado a los arrendatarios que acrediten cumplir los 
requisitos establecidos en el artículo 4 de la Orden TMA/378/2020, de 30 de abril, del MITMA 
en los términos previstos en demás artículos de la misma.

En caso de ser varios los titulares en un mismo contrato de alquiler, será obligatorio que 
todos ellos formalicen el contrato de préstamo con la Entidad de crédito como prestatarios. A 
estos efectos, se formalizará un solo contrato de préstamo en el que figuren todos los 
arrendatarios como prestatarios del préstamo, del que responderán todos de forma solidaria, 
y deberán cumplir conjuntamente los requisitos y condiciones establecidos en el Anexo I.

En todo caso, el contrato de arrendamiento a tener en cuenta deberá corresponder a la 
vivienda completa, pudiendo incluir el mobiliario, los trasteros, y las plazas de garaje y otras 
dependencias anexas a la vivienda, pero excluyendo los acuerdos de subarriendo y el 
alquiler de habitaciones.

e) Conceptos financiables e importe máximo de financiación por préstamo.

Los préstamos avalados y subvencionados por el Estado formalizados entre el Cliente y 
la Entidad de crédito serán finalistas, debiendo dedicarse la financiación al pago de la renta 
del arrendamiento de la vivienda habitual del Cliente.

El importe máximo de financiación, con cargo a los fondos de la Entidad de crédito, por 
operación de préstamo podrá cubrir hasta el 100% del importe de seis mensualidades, en 
virtud del contrato de arrendamiento de vivienda en vigor y sus prórrogas, con un máximo de 
5.400 euros, a razón de un máximo de 900 euros cada mes, por contrato de arrendamiento y 
préstamo. Las seis mensualidades máximas financiables podrán ser de fecha desde el 1 de 
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abril de 2020 y no podrán ser posteriores a 6 meses a contar desde la firma del préstamo 
entre la Entidad de crédito y el Cliente ni posteriores al fin de vigencia del contrato de 
arrendamiento o sus prórrogas.

Las Entidades de crédito abonarán las cuantías correspondientes a las seis 
mensualidades directamente a la persona o entidad arrendadora de la vivienda, previa 
comunicación, para su toma de razón, al titular del préstamo.

El abono se realizará con periodicidad mensual, salvo que se acuerde periodicidad 
distinta, y, en su caso, con un pago inicial que comprenda las mensualidades devengadas y 
no pagadas desde el 1 de abril de 2020 hasta la firma del contrato de préstamo. La Entidad 
de crédito deberá conservar el justificante de cada uno de los pagos que se realicen.

f) Modalidad de financiación.

Las operaciones de financiación entre el Cliente y las Entidades de crédito deberán 
instrumentarse mediante un contrato de préstamo financiado con fondos de la citada entidad, 
independientemente de las fuentes de financiación de la Entidad de crédito.

g) Plazos de las operaciones de préstamo.

Los Clientes podrán formalizar las operaciones de préstamo por un plazo de hasta seis 
años, prorrogable excepcionalmente por otros cuatro años.

A estos efectos, el Cliente y la Entidad de crédito podrán acordar un plazo de 
amortización inicial de hasta 6 años y los Clientes podrán solicitar a la Entidad de crédito, por 
escrito, una vez transcurridos al menos tres años desde la fecha de concesión del préstamo 
y antes de seis meses de la finalización del plazo inicial, una única prórroga de 4 años de 
plazo de amortización adicional, siempre que se acredite ante la entidad financiera que 
persisten, en el momento de la solicitud de prórroga, su situación de vulnerabilidad y se 
cumplan los requisitos definidos en la Orden TMA/378/2020, de 30 de abril, del MITMA y que 
se recogen en el Anexo I del presente Convenio

En caso de que en la operación de préstamo figuren varios arrendatarios como Clientes, 
será obligatorio que todos ellos formulen la solicitud de prórroga y todos respondan de forma 
solidaria.

Una vez establecida, en su caso, la prórroga excepcional de cuatro años de la operación 
de préstamo, la Entidad de crédito establecerá la nueva cuota mensual a aplicar hasta la 
finalización del nuevo periodo del préstamo, redistribuyendo el capital del préstamo 
pendiente de pago.

El Cliente podrá solicitar un periodo de carencia de principal de 6 meses, que deberá ser 
aceptado e incorporado en las condiciones de la operación de financiación por parte de la 
Entidad de crédito.

El Cliente podrá realizar la cancelación total o amortización anticipada facultativa de la 
financiación, sin que ello genere gastos o comisiones para el Cliente.

En todo caso, la cancelación o amortización anticipada, total o parcial, se producirá de 
manera inmediata en el supuesto en el que, respectivamente, se satisfaga la totalidad o 
parte del importe del préstamo, ya sea a través del pago por parte del Cliente o a través de 
transferencia realizada por las Administraciones públicas competentes en materia de 
vivienda o protección social.

h) Duración del aval.

El aval permanecerá vigente durante un periodo igual al del último plazo de amortización 
pactado en el contrato de préstamo suscrito entre la Entidad de crédito y el Cliente, o su 
prórroga, más 180 días.

i) Tipo de interés máximo y comisiones al Cliente.

El tipo de interés del préstamo formalizado por de la Entidad de crédito al con Cliente 
será fijo, hasta 1,5% TAE, y estará subvencionado por el MITMA de acuerdo con lo 
establecido en la Orden TMA/378/2020, de 30 de abril, del MITMA, sin que, en ningún caso, 
estos préstamos, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 9.1 del Real Decreto-ley 
11/2020, devenguen ningún tipo de gastos e intereses para el solicitante.

La Entidad de crédito no podrá aplicar al Cliente comisiones por ningún concepto.
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La Entidad de crédito no podrá aplicar tipos de demora al Cliente ni gastos o comisiones 
por la reclamación de importes impagados o comisiones o gastos por cualquier otro 
concepto.

La Entidad de crédito no podrá exigir al Cliente la contratación de ningún producto o 
servicio para la concesión de la financiación.

j) Bonificación del MITMA de gastos e intereses.

Los importes de las ayudas en la modalidad de bonificación de gastos e intereses del 
préstamo, que se concedan al amparo de la Orden TMA/378/2020, de 30 de abril, del 
MITMA se financiarán con cargo al gasto aprobado por el MITMA en la partida 
presupuestaria 17.09.261N.481 «Bonificación de gastos e intereses por concesión de 
préstamos a arrendatarios en situación de vulnerabilidad por el COVID-19» para la 
concesión de dichas subvenciones. En virtud de esta Orden, el MITMA bonificará el 100% de 
los gastos e intereses de las operaciones de préstamo formalizadas con los Clientes, esto 
es, el 100% del tipo de interés aplicado por la Entidad de crédito a la operación, con el límite 
máximo indicado en el apartado anterior.

A estos efectos la Entidad de crédito no cobrará al Cliente ningún importe por gastos e 
intereses y, una vez al año, en los primeros quince días de diciembre de cada ejercicio, la 
Entidad de crédito comunicará a ICO los importes de tipo de interés devengados por los 
préstamos formalizados con los Clientes que hayan recibido el aval, desde el 1 de diciembre 
del año anterior y hasta el 30 de noviembre del ejercicio correspondiente.

En la segunda quincena de diciembre de cada ejercicio, ICO abonará a las Entidades de 
crédito los importes de intereses comunicados por las Entidades. El MITMA abonará al ICO, 
en los términos previstos en la Estipulación Cuarta, los importes que hayan sido abonados 
por el ICO a las Entidades.

k) Aprobación de los préstamos.

Los Clientes deberán presentar sus solicitudes de financiación a las Entidades de crédito 
que hayan formalizado el contrato de aval con el ICO.

Las Entidades de crédito analizarán si las solicitudes de financiación cumplen todas las 
condiciones establecidas en la Orden TMA/378/2020, de 30 de abril, del MITMA para la 
concesión de las ayudas transitorias de financiación en la modalidad de préstamos avalados 
y subvencionados por el Estado. No podrán concederse operaciones de préstamo avaladas 
y con subvención de gastos e intereses en esta línea por las Entidades de crédito a ninguna 
operación que no cumpla todas las condiciones establecidas en la citada Orden y para las 
que no se aporten por los Clientes la totalidad de la documentación requerida en la misma.

Para las operaciones de préstamo formalizadas, la Entidad de crédito comunicará a ICO, 
a través de Banc@ico, la relación de operaciones formalizadas y para las que solicita el aval 
y la subvención de gastos e intereses de acuerdo con el procedimiento que se establecerá 
en los correspondientes contratos de aval entre ICO y las Entidades.

Las Entidades de crédito señalarán en sus sistemas de contabilidad y de gestión del 
riesgo estas operaciones, con el fin de facilitar su trazabilidad. Posteriormente, incorporarán 
esta señalización en su declaración a la Central de Información de Riesgos, siguiendo a tal 
efecto las instrucciones del Banco de España.

l) Riesgo de las operaciones de préstamo.

El aval del MITMA a las Entidades de crédito será por el 100% del riesgo de los Clientes, 
sin cap. El ICO gestionará los avales en nombre y por cuenta del MITMA, y no asume riesgo 
de las operaciones formalizadas con los clientes.

El aval del MITMA cubrirá las cantidades impagadas por el Cliente de principal de cada 
operación.

El ICO abonará a las Entidades de crédito los importes correspondientes a los avales 
ejecutados de acuerdo con el apartado n) de esta Estipulación. El MITMA abonará a ICO, en 
los términos previstos en la Estipulación Cuarta, los importes que hayan sido abonados por 
el ICO a las Entidades de crédito.

m) Comisión de aval.
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El MITMA no aplicará comisión por la prestación del aval, que será gratuito para las 
Entidades de crédito y los Clientes.

n) Gestión del aval.

El aval se gestionará de acuerdo con este procedimiento:

1. Comunicación y abono de importes impagados.

En caso de impago del principal por el Cliente, la Entidad de crédito podrá solicitar al ICO 
el desembolso del importe correspondiente al riesgo asumido por el MITMA para cada una 
de las operaciones formalizadas con los Clientes de acuerdo con el apartado l) de esta 
Estipulación «Riesgo de las operaciones de financiación».

A estos efectos:

– La Entidad de crédito podrá considerar impagadas aquellas cuotas en las que, 
habiendo el Cliente desatendido el pago de principal, éste no hubiera procedido a regularizar 
su situación dentro de los Noventa (90) días naturales posteriores a la fecha del 
incumplimiento.

– La Entidad de crédito, con periodicidad trimestral, comunicará a ICO aquellas 
operaciones que hayan resultado impagadas a lo largo del correspondiente trimestre, 
indicando el importe correspondiente al principal impagado.

– La comunicación deberá realizarse a través de Banc@ico con periodicidad trimestral, 
dentro de los Quince (15) días naturales inmediatamente posteriores a la finalización de 
cada trimestre natural, que finalizan los días 31 de marzo, 30 de junio, 30 de septiembre y 31 
de diciembre.

– No obstante lo establecido en el punto anterior, con la finalidad de permitir un mayor 
margen de operativa a la Entidad de crédito, para aquellas operaciones que pudieran tener 
posibilidad de regularización en sus pagos, se amplía en un trimestre natural adicional el 
plazo para que la Entidad de crédito realice la comunicación de impagados a ICO.

– El importe máximo de la liquidación de impagados vendrá determinado por el 100% 
del principal impagado de cada cuota para cada operación formalizada con el Cliente.

– El ICO, en un plazo de Sesenta (60) días hábiles desde la recepción de la 
comunicación de impagados, procederá a abonar a la Entidad de crédito el 100% del importe 
del principal impagado de las operaciones comunicadas, sin perjuicio de la obligación de la 
Entidad de crédito de realizar las correspondientes actuaciones de reclamación al Cliente de 
importes impagados, conforme a las mejores prácticas bancarias.

– La Entidad de crédito aplicará los importes recibidos del ICO en concepto de principal 
impagado a la cuenta de mora del Cliente, rebajando la deuda que éste tiene contraída con 
ella, en el momento que, una vez agotadas las acciones de recobro la Entidad considere la 
operación como fallida.

– La Entidad de crédito estará obligada al envío de un informe jurídico individualizado 
por operación que certifique la declaración del fallido, para aquellas operaciones que la 
Entidad de crédito considere fallidas.

– En caso de ejecución del aval, el ICO abonará el mismo progresivamente a lo largo de 
toda la duración de la operación conforme al plazo inicialmente establecido y por las cuotas 
vencidas impagadas. No se abonará el importe del principal no vencido y pendiente de pago, 
con independencia de si la Entidad declara la cancelación o vencimiento anticipado de toda 
la operación antes del plazo inicialmente establecido, excepto si el vencimiento anticipado 
tiene su origen en la detección por MITMA de falsedad o error relevante imputable al Cliente 
en la solicitud de financiación en la Línea.

2. Recuperación de importes impagados.

La Entidad de crédito, a través de los mecanismos que utilice conforme a las mejores 
prácticas bancarias, realizará las correspondientes actuaciones de recobro de las 
operaciones para las que se han comunicado importes impagados (y para las que se haya 
recibido el correspondiente 100% de tales importes correspondiente al aval del Ministerio), 
incluyendo el ejercicio de cuantas acciones judiciales pueda corresponder agotando todas 
las vías posibles.
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El ICO gestionará con las Entidades de crédito los cobros de los importes recuperados 
en función de la comunicación recibida por la Entidad de crédito.

En caso de efectuarse recuperaciones de importes relativos a estas operaciones, la 
Entidad de crédito vendrá obligada a reintegrar a ICO el 100% de los importes recuperados, 
con el límite del importe abonado por el ICO en virtud del aval.

El abono a ICO del 100% de las recuperaciones dinerarias que se produzcan de 
importes relativos a operaciones impagadas se hará con periodicidad trimestral. Los 
importes recibidos por el ICO de las Entidades de crédito minorarán el saldo pendiente de 
pago que, en su caso, exista por parte del MITMA a ICO. En caso de que se reciban por ICO 
recuperaciones de las Entidades de crédito, una vez que se hayan reintegrado por el MITMA 
al ICO todos los importes abonados a las Entidades de crédito por ejecución de aval y 
bonificación de gastos e intereses, el ICO ingresará en el Tesoro los importes recuperados 
de acuerdo con lo establecido en la Estipulación Cuarta del presente Convenio.

A estos efectos, y con carácter previo al abono al ICO de las cantidades 
correspondientes, la Entidad de crédito deberá comunicar los importes recuperados a través 
de Banc@ico.

Los importes aplicados a impagos que se recuperen no incrementarán el aval para 
nuevos impagos.

Respecto de los gastos en que se incurra para recuperar el importe impagado, se 
aplicará lo siguiente:

– Al iniciar las operaciones de recuperación, la Entidad de crédito remitirá al ICO una 
estimación de gastos.

– De los importes recuperados de cada operación, la Entidad de crédito podrá, previa 
justificación documental adecuada al ICO, descontar el 100% de los gastos en los que haya 
incurrido para hacer efectiva la recuperación para operaciones, siempre que dichos gastos 
sean en todo caso inferiores al importe de lo recuperado para cada una de esas 
operaciones.

– En la certificación a que se refiere la Estipulación Cuarta se hará constar lo siguiente:

a) Importe de los gastos de recuperación, según la estimación inicial de la Entidad de 
crédito.

b) Importe de los gastos de recuperación efectivamente descontados por la Entidad de 
crédito.

c) Importe recuperado que se ingresa en el Tesoro.

– La Comisión de seguimiento podrá solicitar al ICO que emita informe sobre si los 
mecanismos de recuperación empleados se ajustan a las mejores prácticas bancarias.

3. Control de fallidos.

Se consideran fallidas aquellas operaciones vencidas o no, para las que después de un 
análisis individualizado de la Entidad de crédito se considere remota su recuperación y se 
proceda a darles de baja del activo.

El ICO recibirá de la Entidad de crédito, para su comunicación al MITMA, información 
trimestral de operaciones declaradas fallidas, definidas de acuerdo con la Circular 4/2017 del 
Banco de España, a lo largo del trimestre anterior a la fecha de comunicación.

La Entidad de crédito enviará al ICO, con periodicidad trimestral, la relación de 
operaciones declaradas contablemente fallidas a lo largo del trimestre anterior a la fecha de 
comunicación. La comunicación se realizará a través de Banc@ico y deberá estar firmada 
con certificado digital.

Una vez finalizadas todas las labores recuperatorias por parte de la Entidad de crédito 
ésta certificará al ICO la declaración del fallido mediante un informe jurídico emitido por la 
misma, y de manera individualizada por operación.

En todo caso, el MITMA conservará sus derechos de cobro de recuperaciones en caso 
de que se produjeran recuperaciones posteriores a la declaración de fallido por la Entidad de 
crédito, estando igualmente obligada la Entidad de crédito a realizar el abono 
correspondiente al ICO.
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Igualmente, una vez hecha por la Entidad de crédito la declaración de fallido, el MITMA 
conservará su derecho para, conforme a la legislación aplicable en cada caso, recobrar el 
principal avalado y reintegrar la subvención por gastos e intereses.

o) Comisiones de gestión del ICO al MITMA.

El MITMA abonará a ICO en concepto de gestión del aval y de la bonificación de gastos 
e intereses por el ICO las siguientes comisiones:

– Comisión de gestión: comisión de 0,25% flat, calculada sobre el importe de las 
operaciones formalizadas. El pago se realizará por el MITMA en cada ejercicio con cargo a 
la partida 17.09.261N.359 «Otros gastos financieros», en los términos establecidos en la 
Estipulación Cuarta del presente Convenio.

– Comisión de administración: comisión de 0,1% anual, calculada sobre el importe del 
saldo vivo del aval gestionado por el ICO, a 30 de noviembre del ejercicio anterior. En la 
certificación enviada en 2020 al MITMA de acuerdo con lo establecido en la Estipulación 
Cuarta del presente Convenio, se calculará sobre el importe avalado a 31 de octubre de 
2020. El pago se realizará por el MITMA en cada ejercicio con cargo a la partida 
17.09.261N.359 «Otros gastos financieros» en los términos establecidos en la Estipulación 
Cuarta del presente Convenio.

p) Garantías del Cliente a la Entidad de crédito:

La Entidad de crédito no podrá solicitar al Cliente ningún tipo de garantía para la 
aprobación del préstamo.

q) Documentación de las operaciones.

En relación con las operaciones avaladas y subvencionadas por el MITMA de acuerdo 
con lo establecido en el presente Convenio, el ICO incluirá en los contratos con las 
Entidades de crédito, entre otras, que deberán enviar al ICO la siguiente documentación, que 
se facilitará por el ICO al MITMA:

– La documentación acreditativa de la condición de elegibilidad del solicitante a aportar a 
la Entidad de crédito por el Cliente de acuerdo con la Orden TMA/378/2020, de 30 de abril, 
del MITMA, y que se recogen en el Anexo I del presente Convenio.

– Modelo de formulario a cumplimentar por parte de la Entidad de crédito en el momento 
de concesión del préstamo avalado y subvencionado por el Estado de acuerdo con la Orden 
TMA/378/2020, de 30 de abril, del MITMA y que se recoge en el Anexo II del presente 
Convenio.

A estos efectos, el envío de documentación al MITMA, podrá realizarse a través de la 
aplicación Banc@ico, a la que se daría acceso por el ICO, en su caso, al MITMA mediante 
certificado digital. El ICO no solicitará a las Entidades de crédito documentación adicional a 
la indicada.

Asimismo, la Entidad de crédito deberá conservar la citada documentación acreditativa 
de la condición de elegibilidad del solicitante durante doce años desde la firma del contrato 
de préstamo. La comisión de seguimiento de este convenio podrá reducir este plazo para los 
préstamos que estén ya totalmente amortizados y para los préstamos que no hubieren 
solicitado la prórroga.

Corresponderá al MITMA la verificación ex post de la elegibilidad del Cliente, pudiendo 
ser efectuada aplicando técnicas de tratamiento masivo de datos, sobre la base de la 
información aportada por la Entidad de crédito de acuerdo con el contenido de los Anexos I y 
II y cuyo desarrollo podrá ser objeto de contratación, encargo o convenio.

En caso de que se compruebe que, de acuerdo con la documentación aportada al 
formular la solicitud, el arrendatario no cumplía los requisitos para obtener el préstamo en el 
momento de su concesión por la Entidad de crédito, se exigirá a esta el reintegro al MITMA 
de los abonos realizados por el ICO en concepto de subvención de gastos e intereses, a 
cuyo importe se aplicará el interés de demora.

Si el MITMA comprobara que el arrendatario ha destinado el importe del préstamo a una 
finalidad distinta para la que se otorgó, o que el arrendatario ha incurrido en falsedad, 
ocultación o inexactitud relevante al presentar los documentos o en cualquier declaración 
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responsable a que se refiera la Orden TMA/378/2020, de 30 de abril, del MITMA se 
procederá del siguiente modo:

a) Si el préstamo estuviera pendiente de abonarse, en todo o en parte, se cancelará el 
abono de las cantidades pendientes y el arrendatario deberá proceder a la amortización 
anticipada del préstamo.

b) En todo caso, se exigirá al arrendatario el reintegro de los gastos e intereses 
satisfechos por el préstamo; a cuyo importe se aplicará el interés de demora.

En el caso de que la Entidad de crédito califique un préstamo como fallido, tras el 
ejercicio de todas las acciones que en buena práctica deba realizar la Entidad para la 
recuperación de importes impagados y para el que se haya ejecutado el aval, MITMA 
solicitará al arrendatario el reintegro de los gastos e intereses satisfechos por el préstamo; a 
cuyo importe también se aplicará el interés de demora.

Los importes que en su caso sean reintegrados por el Cliente a través de la Entidad de 
crédito a los que se refiere esta Estipulación tendrán el mismo tratamiento que el indicado en 
el presente Convenio para los importes abonados por las Entidades de crédito en concepto 
de recuperaciones.

Tercera.  Obligaciones de la Entidad de crédito en relación con los contratos de préstamo a 
formalizar con los clientes.

El ICO establecerá en los contratos de aval con las Entidades de crédito la obligación de 
la Entidad de incorporar en los contratos de préstamo que formalice con los Clientes las 
siguientes cláusulas:

1) Información de la cobertura del préstamo con el aval y la bonificación de gastos e 
intereses otorgada por el MITMA, con referencia expresa al presente Convenio.

2) Información de la obligación del Cliente de cumplir con las condiciones de elegibilidad 
previstas en la Orden TMA/378/2020, de 30 de abril, del MITMA para acceder al préstamo 
avalado y subvencionado por el Estado con una ayuda en la modalidad de bonificación de 
gastos e intereses.

3) Declaración del Cliente de no haber obtenido financiación dentro de la Línea de 
Avales Arrendamiento COVID-19 por importe superior a seis veces la renta mensual del 
alquiler de su vivienda habitual.

4) Declaración del Cliente de reconocimiento y autorización al ICO, al MITMA, a la 
Entidad de crédito y a cualquier otro organismo que estos designen a efectuar cuantos 
controles físicos o documentales consideren oportunos para comprobar el efectivo 
cumplimiento de las condiciones de elegibilidad de la Línea y el empleo del Préstamo 
exclusivamente para atender la renta de su vivienda habitual.

5) El Cliente tendrá la facultad de amortizar anticipadamente el préstamo, sin 
penalización, total o parcialmente.

6) Amortización anticipada obligatoria en los supuestos de detectarse incumplimiento de 
cualquiera de las condiciones de esta Línea, falta de justificación del cumplimiento, falsedad 
o error. El reembolso anticipado conllevará para el Cliente la obligación de pago de una 
comisión del 2% flat sobre las cantidades dispuestas en concepto de penalización.

7) Información al Cliente de que el MITMA se reserva el derecho a ejercitar las acciones 
legales que procedan para la recuperación de los importes impagados, con los efectos 
previstos en la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria, la Ley 58/2003, 
de 17 de diciembre, General Tributaria, Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de 
Subvenciones y demás normativa que resulte de aplicación.

8) Consentimiento del Cliente a la amortización anticipada del préstamo y al reintegro de 
la subvención por gastos e intereses si se comprobara que el arrendatario ha incurrido en 
falsedad, ocultación o inexactitud relevante al presentar los documentos o la declaración 
responsable a que se refiere el artículo 4 de la Orden TMA/378/2020, de 30 de abril, del 
MITMA.

9) Consentimiento del Cliente para el tratamiento de datos por el ICO y el MITMA a 
efectos de las disposiciones vigentes en materia de protección de datos, así como la 
autorización al ICO y al MITMA para poder consultar los datos fiscales y laborales de los 
arrendatarios y para su cesión por parte de este último a la Consejería u organismo 
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competente en materia de vivienda de la Comunidad Autónoma o ciudades de Ceuta y 
Melilla, según la localización de la vivienda arrendada, con el único objeto de que éstas 
puedan utilizar esta información para analizar la situación de vulnerabilidad del arrendatario 
para la aplicación de las ayudas presentes o futuras que, en su caso, puedan resultar 
aplicables.

Cuarta.  Abono por el MITMA de las comisiones de gestión y administración y de los 
importes abonados a las Entidades de crédito por el ICO.

El MITMA abonará anualmente al ICO los importes que hayan sido pagados por el ICO a 
las Entidades de crédito por la ejecución de los avales y la bonificación de gastos e 
intereses, así como las comisiones de gestión y administración devengadas en el periodo; 
ello supondrá que los actos de gestión presupuestaria destinados a la aplicación definitiva al 
Presupuesto del gasto derivado de la ejecución de los citados avales también 
corresponderán al MITMA.

A estos efectos, el ICO enviará al MITMA anualmente, en el mes de diciembre, dos 
certificaciones:

Una con el importe correspondiente a las ejecuciones del aval y a la comisión de 
administración, con el siguiente desglose:

a. Fondos desembolsados por el ICO a las Entidades de crédito en el ejercicio en el que 
se envía la certificación por ejecuciones del aval asumidas por el ICO (100% de las cuotas 
impagadas por los clientes de principal en el ejercicio).

b. Importe correspondiente a la comisión de administración sobre el saldo vivo del 
importe avalado a 1 de diciembre del ejercicio anterior. En el caso de la certificación enviada 
en 2020, se calculará sobre el saldo vivo a 31 de octubre de 2020 (0,1% sobre el saldo vivo 
avalado).

c. Importes certificados por el ICO al MITMA en ejercicios anteriores en concepto de 
comisión de gestión, comisión de administración o importes abonados a las Entidades de 
crédito por ejecuciones del aval que estén pendientes de pago por parte del MITMA por no 
contar el MITMA con presupuesto suficiente para su pago en el trimestre correspondiente.

d. Importes por ejecuciones del aval recuperados por las Entidades de crédito que hayan 
sido abonados al ICO en el ejercicio, con el desglose previsto en la Estipulación Segunda n).

Y otra con el importe correspondiente al importe de la subvención en la modalidad de 
bonificación de los gastos e intereses de los préstamos que corresponden a los beneficiarios 
de las ayudas aprobadas por el MITMA y concedidas al amparo de la Orden TMA/378/2020, 
de 30 de abril, del MITMA con el siguiente desglose:

e. Importes de la bonificación de gastos e intereses desembolsada por el ICO a las 
Entidades de crédito en el ejercicio.

f. Importes abonados a las Entidades de crédito por bonificaciones de intereses que 
estén pendientes de pago por parte del MITMA por no contar el MITMA con presupuesto 
suficiente para su pago en el ejercicio correspondiente.

g. Importes de la bonificación de gastos e intereses recuperados por las Entidades de 
crédito que hayan sido abonados al ICO en el ejercicio.

El MITMA con carácter previo al pago de la bonificación de gastos e intereses, de las 
comisiones de gestión y administración, y ejecución del aval, efectuará las comprobaciones 
oportunas de:

– Certificación por ejecución de aval y comisión de administración (a+b+c-d)
– Certificación por bonificación de gastos e intereses (e+f-g)

para luego transferir al ICO el importe de costes certificado por el ICO en el primer 
trimestre del ejercicio siguiente a aquel en el que se han recibido las certificaciones.

En el caso de las comisiones a ICO con la limitación de la consignación presupuestaria 
de cada ejercicio prevista en el presente convenio y, en el caso de la bonificación de gastos 
e intereses a Entidades de crédito con la limitación establecida en la Orden TMA/378/2020, 
de 30 de abril, del MITMA en base a la cual se aprueba el gasto máximo correspondiente a 
las subvenciones de gastos e intereses regulados en la misma.
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El importe correspondiente a la comisión de gestión (0,25% flat, calculada sobre el 
importe de las operaciones formalizadas) se abonará por el MITMA de la siguiente manera:

– En el año 2020 se abonará por el MITMA 0,1 millones de euros a ICO.
– En enero de 2021, ICO certificará al MITMA el importe total correspondiente de 

comisión de gestión y el MITMA abonará en el plazo máximo de 1 mes desde la recepción 
de la certificación el importe total de comisión de gestión certificado menos 0,1 millones de 
euros.

Si el importe contenido en la certificación anual de un ejercicio es inferior a la cuantía 
comprometida para un ejercicio, se procederá a realizar el reajuste de las anualidades en el 
ejercicio correspondiente, con sujeción a lo dispuesto en el penúltimo párrafo de esta 
Estipulación.

Los importes de compromiso iniciales de gasto que se requiere que estén aprobados en 
la partida presupuestaria 17.09.261N.359 «Otros gastos financieros» del MITMA serán, 
como máximo, los siguientes, sin perjuicio de lo que se indica a continuación para los 
supuestos de ajustes de importes entre ejercicios (cifras en millones de euros).

Los importes de las ayudas a los arrendatarios correspondientes a la bonificación de 
gastos e intereses del préstamo, que se concedan al amparo de la Orden TMA/378/2020, de 
30 de abril, del MITMA, se financiarán con cargo al gasto aprobado por el MITMA en la 
partida presupuestaria 17.09.261N.481 «Bonificación de gastos e intereses por concesión de 
préstamos a arrendatarios en situación de vulnerabilidad por el Covid19» para la concesión 
de dichas ayudas, por lo que la cuantía de las mismas que se recoge en el en el epígrafe 
b.2) de la Estipulación Segunda es a título informativo, no forma parte del compromiso de 
gasto derivado de este convenio.

Importes en millones de euros

Año
Comisión 

Administración ICO 
[CA]

Comisión Gestión
ICO [CG]

Total Importe 
Convenio
[CA+ CG]

Bonificacion Gastos e 
Intereses

Orden TMA/378/2020, de 
30 de abril

2020 0,1 0,1
2021 1 2,9 3,9 10
2022 1,2 0 1,2 20
2023 1,1 0 1,1 17
2024 1 0 1 15
2025 0,9 0 0,9 13
2026 0,8 0 0,8 11
2027 0,7 0 0,7 9
2028 0,6 0 0,6 8
2029 0,5 0 0,5 5
2030 0,4 0 0,4 3
2031 0,4 0 0,4 1

TOTAL 8,6 3 11,6 112

Si a 31 de octubre de 2020, o la fecha a la que se prorrogue la formalización de 
contratos con los Clientes, la cuantía de los préstamos formalizados fuese inferior a 1.200 
millones de euros, en el primer trimestre de 2021 se ajustarán, con sujeción a lo dispuesto 
en la Estipulación Séptima del presente Convenio, los importes comprometidos indicados en 
el cuadro anterior adecuándolos al importe de financiación efectivamente concedida.

En el primer trimestre de cada uno de los ejercicios de 2022 al 2031, se podrán revisar 
los importes comprometidos, previa certificación por el ICO del saldo vivo a 1 de diciembre 
del ejercicio anterior de las operaciones avaladas, y con sujeción a lo dispuesto en la 
Estipulación Séptima del presente Convenio.

En los casos de reajuste de las anualidades entre ejercicios de los importes 
comprometidos, siempre que no se altere el importe total de los mismos, la tramitación del 
expediente financiero de reajuste de anualidades no precisará la suscripción de una Adenda, 
siendo suficiente el acuerdo de la comisión de seguimiento con la propuesta de 
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reprogramación de los importes, una vez valorada por dicha comisión la certificación emitida 
por el ICO.

Si con posterioridad a 2031, tras el abono por el MITMA de la última certificación enviada 
por el ICO, se produjeran recuperaciones, el ICO ingresará en el Tesoro, en el mes de enero 
del ejercicio siguiente los importes que haya recibido de las Entidades de crédito en el año 
inmediatamente anterior correspondientes a operaciones impagadas para las que el MITMA 
haya abonado previamente el aval asumido por el ICO así como la bonificación de gastos e 
intereses.

Quinta.  Envío de datos relativos a operaciones.

Durante el periodo de formalización de préstamos entre las Entidades de crédito y los 
Clientes el ICO facilitará al MITMA quincenalmente un informe de las operaciones avaladas 
por el MITMA, en la línea de avales, con los datos relativos a las operaciones formalizadas.

Con carácter anual, el ICO enviará al MITMA un informe con la relación de todas las 
operaciones para las que se hayan abonado importes de aval a las Entidades de crédito por 
haber sido impagadas por los Clientes total o parcialmente, la relación de todas las 
operaciones para las que se hayan abonado bonificaciones de gastos e intereses, la relación 
de todas las operaciones para las que se hayan recibido importes por recuperaciones de las 
Entidades de crédito, y la relación de todas las operaciones que las Entidades de crédito 
hayan comunicado como fallidas

A estos efectos, el envío de los informes al MITMA, podrá realizarse a través de la 
aplicación Banc@ico, a la que se daría acceso por el ICO, en su caso, al MITMA mediante 
certificado digital.

Sexta.  Reintegro de importes avalados.

El ICO establecerá en los contratos de aval con las Entidades de crédito, la obligación de 
éstas de reintegrar al ICO los importes recibidos en concepto de aval y de bonificación de 
gastos e intereses, y no podrá realizar nuevas ejecuciones del aval, en los siguientes 
supuestos:

1. El incumplimiento de cualquiera de las condiciones del aval. En caso de 
incumplimiento que afecte solo a una o varias operaciones, el reintegro de los importes 
abonados se limitarán a los correspondientes a las operaciones afectadas.

2. La inexactitud o falsedad en las manifestaciones y declaraciones de la Entidad de 
crédito.

Los importes reintegrados por la Entidad de crédito a los que se refiere esta Estipulación 
tendrán el mismo tratamiento que el indicado en el presente Convenio para los importes 
abonados por las Entidades de crédito en concepto de recuperaciones.

Séptima.  Seguimiento y evaluación.

Para el seguimiento, vigilancia y control de ejecución del presente Convenio se 
constituirá una comisión de seguimiento constituida por los siguientes miembros:

– Dos representantes del MITMA, designados por la Secretaría General de Agenda 
Urbana y Vivienda.

– Dos representantes del ICO, uno de los cuales pertenecerá a la Dirección de 
Mediación y Pyme designado por la Directora de mediación y PYME y el otro al 
Departamento de Administración de Operaciones, designado por el jefe del citado 
departamento.

Los miembros de la comisión, una vez designados, elegirán de común acuerdo quién de 
ellos ejercerá de secretario, que contará con voz y voto.

La comisión se reunirá cuantas veces se considere necesario y sus funciones serán el 
seguimiento del desarrollo del Convenio, así como de cualquier otra incidencia de 
interpretación y cumplimiento que pudiera producirse sobre el desarrollo del mismo. 
Asimismo, la comisión decidirá sobre la prórroga, en su caso, de la ampliación del plazo de 
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formalización de operaciones entre los Clientes y las Entidades de crédito de acuerdo con lo 
establecido en el epígrafe c) de la Estipulación Segunda del presente Convenio.

En lo no previsto de forma expresa en este Convenio para la comisión de seguimiento, 
serán de aplicación las normas reguladoras de los órganos colegiados contenidas en el 
capítulo II, sección 3.ª del Título preliminar de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen 
Jurídico del Sector Público.

Octava.  Modificación.

Las disposiciones del presente Convenio podrán ser parcial o totalmente modificadas por 
acuerdo expreso de las partes, para la mejor eficiencia y eficacia de su finalidad, previo 
cumplimiento de los requisitos formales y legales necesarios para ello. Las modificaciones 
acordadas, en su caso, se adjuntarán como adenda al texto del Convenio. Las 
correspondientes adendas, que se tramitarán siguiendo el procedimiento que exija la 
legislación vigente, resultarán eficaces una vez inscritas en el Registro Electrónico estatal de 
Órganos e Instrumentos de Cooperación del sector público estatal y publicadas en el 
«Boletín Oficial del Estado».

Novena.  Causas de extinción y efectos.

Las causas de extinción del presente convenio serán las previstas en el artículo 51 de la 
Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público.

Serán causas de extinción del presente Convenio:

– el transcurso de la vigencia del Convenio.
– el mutuo acuerdo de las partes.
– el incumplimiento, por cualquiera de las partes, de las obligaciones pactadas por parte 

de alguno de los firmantes. En este caso, se estará a lo dispuesto en el artículo 51 c) de la 
Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público.

– por decisión judicial declaratoria de la nulidad del Convenio.

En caso de incumplimiento del Convenio por una de las partes, la otra podrá notificar a la 
parte incumplidora un requerimiento para que cumpla en el plazo de un mes con las 
obligaciones o compromisos que se consideran incumplidos. Este requerimiento será 
comunicado también a la Comisión de Seguimiento.

Si transcurrido el plazo de un mes persistiera el incumplimiento, la parte que lo dirigió 
notificará a la otra y a la Comisión de Seguimiento la concurrencia de la causa de resolución 
del convenio y podrá considerar que el mismo queda resuelto desde ese mismo momento. Si 
como consecuencia del incumplimiento, se declarara una obligación de abono de 
cantidades, o de indemnización de los perjuicios causados éstos deberán ser abonados en 
el plazo de dos meses desde su liquidación.

En todo caso se estará a lo dispuesto en el artículo 52 de la Ley 40/2015, de 1 de 
octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, en cuanto a los efectos de la resolución del 
presente Convenio. En cualquier caso, permanecerán vigentes las obligaciones derivadas de 
las operaciones avaladas.

Décima.  Publicidad.

Las partes firmantes se comprometen a destacar, en las actividades que realicen para la 
difusión de las actuaciones previstas en el Convenio, la colaboración prestada entre ellas, 
así como a incorporar sus respectivos logotipos en los materiales que se produzcan y utilicen 
para la publicidad o difusión de las actividades que pudieran ser realizadas.

Decimoprimera.  Naturaleza, régimen jurídico y jurisdicción.

1. El convenio, de naturaleza administrativa, se rige por lo establecido en el Capítulo VI 
del Título Preliminar de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector 
Público y demás normativa que sea de aplicación.

2. Las partes, en el seno de la comisión de seguimiento, resolverán de mutuo acuerdo 
cualquier problema de interpretación, así como las controversias que pudieran suscitarse 
durante su ejecución. En ausencia de acuerdo, las cuestiones derivadas de su aplicación 
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serán recurribles de conformidad con lo previsto en la Ley 29/1998, de 13 de julio, 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso Administrativa.

Decimosegunda.  Protección de datos.

Las partes se comprometen a cumplir durante la vigencia de este Convenio, e inclusive 
una vez finalizada su vigencia por la causa que sea, lo dispuesto en el Reglamento (UE) 
2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo a la 
protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a 
la libre circulación de estos datos y por el que se deroga la Directiva 95/46/CE, en la Ley 
Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los 
derechos digitales, y resto de normativa europea y nacional de protección de datos.

Los datos personales proporcionados en este Convenio o como consecuencia del 
desarrollo del mismo se conservarán durante el período de tiempo necesario en función de 
los siguientes criterios: a) obligación y plazos legales de conservación; b) duración de la 
relación contractual establecida con la Entidad; c) límite de tiempo para las 
responsabilidades legales que pueden derivarse de la relación contractual establecida con la 
Entidad; y d) solicitud de supresión enviada por la parte interesada, cuando corresponda.

En cualquier momento puede ejercer el derecho a obtener confirmación sobre si sus 
datos personales se están procesando o no, así como a ejercer los derechos de acceso, 
rectificación, limitación del tratamiento, supresión, portabilidad y oposición, enviando su 
solicitud por escrito a Paseo del Prado, 4, 28014 - Madrid o por correo electrónico a 
delegadoprotecciondatos@ico.es, en ambos casos junto con la copia de su Documento 
Nacional de Identidad o equivalente, como prueba de su identidad. Le informamos que 
puede comunicarse con el Delegado de Protección de Datos de ICO, enviando su solicitud o 
consulta por escrito al correo o dirección anteriormente mencionado.

Decimotercera.  Notificaciones.

Las notificaciones y comunicaciones que hubieren de ser cursadas por una parte a la 
otra en relación con el presente Convenio, se remitirán, a las siguientes direcciones:

Por parte del MITMA:

Dirección General de Vivienda y Suelo.
Paseo de la Castellana 67 - 28071-Madrid.
Correo electrónico: dgvs@mitma.es

Por parte del ICO:

Dirección de Mediación y Pymes.
Área de Mediación con Entidades Financieras.
Paseo del Prado 4 - 28014-Madrid.
Correo electrónico: ana.martinez@ico.es

En el caso de que se produjeran cambios en los domicilios señalados, se notificarán de 
forma inmediata, por correo certificado, a la otra parte para su conocimiento.

En prueba de conformidad, las partes suscriben el presente documento en duplicado 
ejemplar, en lugar y fecha indicados en el encabezamiento.

ANEXO I

Condiciones de elegibilidad y documentación acreditativa.
Las condiciones de elegibilidad del solicitante y la documentación acreditativa a aportar a 

la Entidad de crédito son las siguientes:
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Documentación a aportar Contenido de la documentación y condiciones de elegibilidad

1
SOLICITUD DEL PRÉSTAMO Y DECLARACIÓN 
RESPONSABLE incluida en la misma, según modelo del Anexo I 
de la Orden TMA/378/2020, de 30 de abril, del MITMA junto con la 
información y documentación requerida en la propia solicitud.

El solicitante deberá cumplimentar, firmar y aportar la solicitud del préstamo, que incluye declaración responsable, 
conforme al MODELO del Anexo I de la Orden TMA/378/2020, de 30 de abril, del MITMA.
Habrá de cumplir, bajo su responsabilidad, los requisitos incluidos en dicha declaración responsable y habrá de 
APORTAR LA INFORMACIÓN Y DOCUMENTACIÓN REQUERIDA EN LA SOLICITUD, conforme al MODELO 
referido.
Así mismo, tal y como se incluye en dicho MODELO, habrá de consentir que el arrendador conozca la existencia de la 
concesión del préstamo, autorizar al MITMA a consultar y contrastar la información declarada y de comprometerse a 
proporcionar cualquier documentación que pueda solicitarse para la comprobación de los datos declarados.

2
DECLARACION RESPONSABLE
en caso de que la persona arrendataria o cualquiera de las 
personas que componen la unidad familiar que habita la vivienda 
son propietarias o usufructuarias de alguna vivienda en España y 
están incursas en las excepciones previstas en el artículo 4.4 de 
la Orden TMA/378/2020, de 30 de abril, del MITMA.

Se aportará declaración responsable que, en caso de que algún miembro de la unidad familiar sea propietario o 
usufructuario de alguna vivienda en España, acredite que están incursas en alguna de las excepciones previstas en el 
artículo 4.4 de la Orden TMA/378/2020, de 30 de abril, del MITMA

3
DECLARACION RESPONSABLE
en caso de que el solicitante no pudiese aportar alguno de los 
documentos requeridos como consecuencia de la crisis del 
COVID-19

En caso de que el solicitante no pudiese aportar alguno de los documentos requeridos, podrá ser sustituido 
transitoriamente mediante declaración responsable siempre que incluya la justificación expresa de los motivos, 
relacionados con las consecuencias de la crisis del COVID-19, que le impiden tal aportación. Tras la finalización del 
estado de alarma y sus prórrogas dispondrá del plazo de tres meses para dicha aportación a la Entidad de crédito.

ANEXO II

Formulario de concesión del préstamo
Modelo de formulario a cumplimentar por la Entidad de crédito al formalizar el préstamo 

acogido a la Línea de Avales Arrendamiento COVID-19 del artículo 9 del RDL 11/2020:

Renta mensual del contrato de arrendamiento 
de vivienda y datos del arrendador para el 
abono de la ayuda.

Cantidad en euros, a partir de la información contenida en los contratos de arrendamiento de vivienda y sus prórrogas.
Datos del contrato de arrendamiento en vigor, en el que figure identificación del arrendador y la cuenta corriente de su titularidad para 
que la Entidad de crédito abone la ayuda financiera directamente al arrendador en concepto de renta arrendaticia.

Importe de préstamo concedido. Cantidad en euros de capital concedido al solicitante, que cómo máximo podrá ascender a seis mensualidades de renta, con el máximo 
de 900 euros por mensualidad.

Plazo de devolución del préstamo. Número de meses fijados para la devolución del préstamo concedido.
Cuota mensual del préstamo. Cantidad en euros correspondiente a la cuota mensual establecida para la devolución de la totalidad del capital del préstamo.
Acreditación de las condiciones de elegibilidad del solicitante:

Descripción de la circunstancia que implique la 
reducción de ingresos de alguno de los 
miembros de la unidad familiar.

Se detallará la circunstancia acreditada por el solicitante:
a. pasar a estar en situación de desempleo
b. por estar afectado por un Expediente Temporal de Regulación de Empleo (ERTE)
c. por haber reducido su jornada por motivo de cuidados,
d. por cese de actividad de los trabajadores por cuenta propia
e. por otras circunstancias sobrevenidas vinculadas a la actividad laboral o empresarial que impliquen dicha reducción de ingresos

Composición de la unidad familiar. Se detallará el número de miembros de la unidad familiar que han tenido ingresos en el mes anterior a la solicitud.

Cumplimiento del límite de ingresos. Se especificará que los ingresos de la unidad familiar en el mes anterior a la solicitud se encuentran por debajo de 5 veces el IPREM, 
conforme a declaración responsable del solicitante.

Cumplimiento del requisito de sobrecarga 
financiera para hacer frente al pago del 
alquiler.

Se especificará que se cumple que la renta arrendaticia, más los gastos y suministros básicos, resulta superior o igual al 35% de los 
ingresos netos que perciba el conjunto de los miembros de la unidad familiar en el mes anterior a la solicitud conforme a declaración 
responsable del solicitante.

Cumplimiento del requisito de que ningún 
miembro de la unidad familiar que reside en la 
vivienda es propietario o usufructuario de 
alguna vivienda en España.

Se detallará la documentación facilitada por el solicitante para acreditar que ningún miembro de la unidad familiar que reside en la 
vivienda es propietario o usufructuario de alguna vivienda en España:
– Certificado catastral o nota simple registral de todas las personas que componen la unidad familiar que acredite que ninguna de ellas 
es propietaria o usufructuaria de alguna vivienda en España.
– Declaración responsable, en caso de ser propietaria o usufructuaria de alguna vivienda y se de alguna de las excepciones previstas 
en el artículo 4.4 de la Orden TMA/378/2020, de 30 de abril, del MITMA..
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§ 36

Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan 
medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico 

para hacer frente al COVID-19. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 91, de 1 de abril de 2020

Última modificación: 27 de mayo de 2020
Referencia: BOE-A-2020-4208

[ . . . ]

Sección 1.ª Medidas dirigidas a familias y colectivos vulnerables

[ . . . ]

II

Artículo 16.  Definición de vulnerabilidad económica a los efectos de la moratoria hipotecaria 
y del crédito de financiación no hipotecaria.

1. Los supuestos de vulnerabilidad económica a consecuencia de la emergencia 
sanitaria ocasionada por el COVID-19 a efectos de este real decreto-ley y del Real Decreto-
ley 8/2020, de 17 de marzo, quedan definidos por el cumplimiento conjunto de las siguientes 
condiciones:

a) Que el potencial beneficiario pase a estar en situación de desempleo o, en caso de 
ser empresario o profesional, sufra una pérdida sustancial de sus ingresos o una caída 
sustancial en su facturación de al menos un 40%. A los efectos de este artículo tendrán la 
consideración de empresarios y profesionales las personas físicas que cumplan las 
condiciones previstas en el artículo 5 de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto 
sobre el Valor Añadido.

b) Que el conjunto de los ingresos de los miembros de la unidad familiar no supere, en el 
mes anterior a la solicitud de la moratoria:

i. Con carácter general, el límite de tres veces el Indicador Público de Renta de Efectos 
Múltiples mensual (en adelante IPREM).

ii. Este límite se incrementará en 0,1 veces el IPREM por cada hijo a cargo en la unidad 
familiar. El incremento aplicable por hijo a cargo será de 0,15 veces el IPREM por cada hijo 
en el caso de unidad familiar monoparental.

iii. Este límite se incrementará en 0,1 veces el IPREM por cada persona mayor de 65 
años miembro de la unidad familiar.

iv. En caso de que alguno de los miembros de la unidad familiar tenga declarada 
discapacidad igual o superior al 33 por ciento, situación de dependencia o enfermedad que 
le incapacite acreditadamente de forma permanente para realizar una actividad laboral, el 
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límite previsto en el subapartado i) será de cuatro veces el IPREM, sin perjuicio de los 
incrementos acumulados por hijo a cargo.

v. En el caso de que el deudor hipotecario sea persona con parálisis cerebral, con 
enfermedad mental, o con discapacidad intelectual, con un grado de discapacidad 
reconocido igual o superior al 33 por ciento, o persona con discapacidad física o sensorial, 
con un grado de discapacidad reconocida igual o superior al 65 por ciento, así como en los 
casos de enfermedad grave que incapacite acreditadamente, a la persona o a su cuidador, 
para realizar una actividad laboral, el límite previsto en el subapartado i) será de cinco veces 
el IPREM.

c) Que el total de las cuotas hipotecarias de los bienes inmuebles a los que se refiere el 
artículo 19, más los gastos y suministros básicos resulte superior o igual al 35 por cien de los 
ingresos netos que perciba el conjunto de los miembros de la unidad familiar. A estos 
efectos, se entenderá por «gastos y suministros básicos» el importe del coste de los 
suministros de electricidad, gas, gasoil para calefacción, agua corriente, de los servicios de 
telecomunicación fija y móvil y las contribuciones a la comunidad de propietarios. Solo 
tendrán la consideración de «gastos y suministros básicos» los suministrados en la vivienda 
habitual de la unidad familiar.

d) Que, a consecuencia de la emergencia sanitaria, la unidad familiar haya sufrido una 
alteración significativa de sus circunstancias económicas en términos de esfuerzo de acceso 
a la vivienda, A tal fin, se entenderá que se ha producido una alteración significativa de las 
circunstancias económicas cuando el esfuerzo que represente el total de la carga 
hipotecaria, entendida como la suma de las cuotas hipotecarias de los bienes inmuebles a 
los que se refiere el artículo 19 sobre la renta familiar se haya multiplicado por al menos 1,3.

A los efectos del presente real decreto-ley, se entiende por unidad familiar la compuesta 
por el deudor, su cónyuge no separado legalmente o pareja de hecho inscrita y los hijos, con 
independencia de su edad, que residan en la vivienda, incluyendo los vinculados por una 
relación de tutela, guarda o acogimiento familiar y su cónyuge no separado legalmente o 
pareja de hecho inscrita, que residan en la vivienda.

A los efectos del presente real decreto-ley se entiende por potencial beneficiario a quien 
esté haciendo frente a una deuda hipotecaria conforme al artículo 19.

2. En ningún caso resultará de aplicación esta definición para los consumidores 
vulnerables en el ámbito del agua, el gas natural y la electricidad en los términos del Real 
Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, y de este real decreto-ley, ni para la moratoria de deuda 
arrendaticia a la que se refiere el artículo 3.

Artículo 17.  Acreditación de las condiciones subjetivas.

1. La concurrencia de las circunstancias a que se refiere el artículo 16 se acreditará por 
el potencial beneficiario mediante la presentación de los siguientes documentos:

a) En caso de situación legal de desempleo, mediante certificado expedido por la entidad 
gestora de las prestaciones, en el que figure la cuantía mensual percibida en concepto de 
prestaciones o subsidios por desempleo.

b) En caso de cese de actividad de los trabajadores por cuenta propia, mediante 
certificado expedido por la Agencia Estatal de la Administración Tributaria o el órgano 
competente de la Comunidad Autónoma, en su caso, sobre la base de la declaración de 
cese de actividad declarada por el interesado.

c) Número de personas que habitan la vivienda:

i. Libro de familia o documento acreditativo de pareja de hecho.
ii. Certificado de empadronamiento relativo a las personas empadronadas en la vivienda, 

con referencia al momento de la presentación de los documentos acreditativos y a los seis 
meses anteriores.

iii. Declaración de discapacidad, de dependencia o de incapacidad permanente para 
realizar una actividad laboral.

d) Titularidad de los bienes:
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i. Nota simple del servicio de índices del Registro de la Propiedad de todos los miembros 
de la unidad familiar.

ii. Escrituras de compraventa de la vivienda habitual, de la vivienda en alquiler, o del 
inmueble afecto a la actividad económica y de concesión del préstamo o préstamos con 
garantía hipotecaria en el caso de que se solicite una moratoria de la deuda hipotecaria.

e) En el caso de que se solicite la moratoria de la deuda hipotecaria por el préstamo 
hipotecario por una vivienda en alquiler conforme a la letra c) del artículo 19, deberá 
aportarse el correspondiente contrato de arrendamiento.

f) Declaración responsable del deudor o deudores relativa al cumplimiento de los 
requisitos exigidos para considerarse sin recursos económicos suficientes según este real 
decreto-ley.

2. Si el solicitante de la moratoria no pudiese aportar alguno de los documentos 
requeridos en las letras a) a e) del apartado anterior, podrá sustituirlo mediante una 
declaración responsable que incluya la justificación expresa de los motivos, relacionados con 
las consecuencias de la crisis del COVID-19, que le impiden tal aportación. Tras la 
finalización del estado de alarma y sus prórrogas dispondrá del plazo de un mes para la 
aportación de los documentos que no hubiese facilitado.

Artículo 18.  Definición de la situación de vulnerabilidad económica y acreditación derivadas 
de los contratos de crédito sin garantía hipotecaria.

1. Los supuestos de vulnerabilidad económica a consecuencia de la emergencia 
sanitaria ocasionada por el COVID-19 derivadas de los contratos de crédito sin garantía 
hipotecaria son los establecidos en el artículo 16 del presente real decreto-ley, con las 
siguientes especialidades:

a) Si la persona física fuera beneficiaria a su vez de la moratoria establecida en el 
artículo 7 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, no se tendrá en cuenta su aplicación 
a efectos del cálculo previsto en el artículo 16.1.c) y d) de este real decreto-ley, para la 
suspensión de las obligaciones derivadas de los créditos o préstamos sin garantía 
hipotecaria establecida en este real decreto-ley.

b) Si el potencial beneficiario no tuviera contratado un préstamo hipotecario y sin 
embargo, tuviera que hacer frente al pago periódico, o bien de una renta por alquiler de su 
vivienda habitual, o bien de cualquier tipo de financiación sin garantía hipotecaria frente a 
una entidad financiera, o a ambas simultáneamente, se sustituirá el importe de la cuota 
hipotecaria por la suma total de dichos importes, incluyendo la renta por alquiler aunque sea 
objeto de moratoria conforme al artículo 3, a efectos de los cálculos referidos en el artículo 
16.1 letras c) y d). Asimismo, a efectos del cálculo de la carga hipotecaria conforme al 
artículo 16, se utilizará la suma total de dichos importes. Si el potencial beneficiario tuviera 
que hacer frente a un único préstamo sin garantía hipotecaria y no tuviera que hacer frente al 
pago periódico de una renta por alquiler de su vivienda habitual, se tendrá en cuenta sólo 
dicho préstamo sin garantía hipotecaria a los efectos anteriores.

2. La concurrencia de las circunstancias a que se refiere el párrafo anterior se acreditará 
por el deudor ante el acreedor mediante la presentación de la documentación establecida en 
el artículo 17 del presente real decreto-ley. El importe de los pagos periódicos para la 
devolución de la financiación sin garantía hipotecaria se acreditará mediante la aportación 
del correspondiente contrato suscrito con la entidad financiera.

III

Artículo 19.  Moratoria de deuda hipotecaria.

La deuda hipotecaria o los préstamos hipotecarios a los que se refieren los artículos 7 a 
16 ter del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, serán la deuda hipotecaria contraída o 
los préstamos hipotecarios contratados para la adquisición de:

a) La vivienda habitual.
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b) Inmuebles afectos a la actividad económica que desarrollen los empresarios y 
profesionales a los que se refiere la letra a) del artículo 16.1.

c) Viviendas distintas a la habitual en situación de alquiler y para las que el deudor 
hipotecario persona física, propietario y arrendador de dichas viviendas, haya dejado de 
percibir la renta arrendaticia desde la entrada en vigor del Estado de alarma decretado por el 
Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, o deje de percibirla hasta un mes después de la 
finalización del mismo.

[ . . . ]
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§ 37

Real Decreto-ley 6/2020, de 10 de marzo, por el que se adoptan 
determinadas medidas urgentes en el ámbito económico y para la 

protección de la salud pública. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 62, de 11 de marzo de 2020

Última modificación: 8 de abril de 2020
Referencia: BOE-A-2020-3434

CAPÍTULO I

Medidas en materia económica

[ . . . ]

Artículo segundo.  Modificación de la Ley 1/2013, de 14 de mayo, de medidas para reforzar 
la protección a los deudores hipotecarios, reestructuración de deuda y alquiler social.

Uno. El párrafo primero del apartado 1 del artículo 1 de la Ley 1/2013, de 14 de mayo, 
queda redactado como sigue:

«1. Hasta transcurridos once años desde la entrada en vigor de esta Ley, no 
procederá el lanzamiento cuando en un proceso judicial o extrajudicial de ejecución 
hipotecaria se hubiera adjudicado al acreedor, o a cualquier otra persona física o 
jurídica la vivienda habitual de personas que se encuentren en los supuestos de 
especial vulnerabilidad y en las circunstancias económicas previstas en este 
artículo.»

Dos. La letra b) del apartado 2 del artículo 1 de la Ley 1/2013, de 14 de mayo, queda 
redactada del siguiente modo:

«b) Unidad familiar monoparental con al menos un hijo a cargo.»

Tres. La letra a) del apartado 1 del artículo 3 de la Ley 1/2013, de 14 de mayo, queda 
redactada como sigue:

«a) Que el conjunto de los ingresos de los miembros de la unidad familiar no 
supere el límite de tres veces el Indicador Público de Renta de Efectos Múltiples 
anual de catorce pagas. Dicho límite será de cuatro veces el Indicador Público de 
Renta de Efectos Múltiples anual de catorce pagas en los supuestos previstos en las 
letras d) y f) del apartado anterior, y de cinco veces dicho indicador en el caso de que 
el ejecutado sea persona con parálisis cerebral, con enfermedad mental o con 
discapacidad intelectual, con un grado de discapacidad reconocido igual o superior al 
33 por ciento, o persona con discapacidad física o sensorial, con un grado de 
discapacidad reconocido igual o superior al 65 por ciento, así como en los casos de 
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enfermedad grave que incapacite acreditadamente, a la persona o a su cuidador, 
para realizar una actividad laboral. El límite definido para cada caso se incrementará 
por cada hijo a cargo dentro de la unidad familiar en:

i. 0,15 veces el IPREM para las familias monoparentales;
ii. 0,10 veces el IPREM para el resto de familias.»

[ . . . ]
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§ 38

Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes 
extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del 

COVID-19. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 73, de 18 de marzo de 2020
Última modificación: 27 de mayo de 2020

Referencia: BOE-A-2020-3824

[ . . . ]

IV

Artículo 7.  Moratoria de deuda hipotecaria.

1. Se establecen medidas conducentes a procurar la moratoria de la deuda hipotecaria 
para la adquisición de la vivienda habitual, de inmuebles afectos a la actividad económica 
que desarrollen empresarios y profesionales y de viviendas distintas a la habitual en 
situación de alquiler, conforme al artículo 19 del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, 
por quienes padecen extraordinarias dificultades para atender su pago como consecuencia 
de la crisis del COVID-19 desde este artículo y hasta el artículo 16ter de este real decreto-
ley, ambos incluidos.

2. A los efectos de la moratoria de deuda hipotecaria a la que se refiere el apartado 
anterior tendrán la consideración de empresarios y profesionales las personas físicas que 
cumplan las condiciones previstas en el artículo 5 de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del 
Impuesto sobre el Valor Añadido.

Artículo 8.  Ámbito de aplicación de la moratoria de deuda hipotecaria.

1. Las medidas previstas en este real decreto-ley para la suspensión de las obligaciones 
derivadas de los contratos de préstamo con garantía hipotecaria vigentes a la fecha de 
entrada en vigor de este real decreto-ley cuya finalidad fuera la adquisición de vivienda 
habitual o de inmuebles afectos a la actividad económica que desarrollen empresarios y 
profesionales se aplicarán a dichos contratos cuando concurran en el deudor todos los 
requisitos establecidos en el artículo 16 del real decreto ley 11/2020, de 31 de marzo, para 
entender que está dentro de los supuestos de vulnerabilidad económica.

2. Estas mismas medidas se aplicarán igualmente a los fiadores y avalistas del deudor 
principal, respecto de su vivienda habitual y con las mismas condiciones que las 
establecidas para el deudor hipotecario.
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Artículo 9.  Definición de la situación de vulnerabilidad económica.

1. Los supuestos de vulnerabilidad económica a consecuencia de la emergencia 
sanitaria ocasionada por el COVID-19 quedan definidos con el siguiente tenor:

a) Que el deudor hipotecario pase a estar en situación de desempleo o, en caso de ser 
empresario o profesional, sufra una pérdida sustancial de sus ingresos o una caída 
sustancial de sus ventas.

b) Que el conjunto de los ingresos de los miembros de la unidad familiar no supere, en el 
mes anterior a la solicitud de la moratoria:

i. Con carácter general, el límite de tres veces el Indicador Público de Renta de Efectos 
Múltiples mensual (en adelante IPREM).

ii. Este límite se incrementará en 0,1 veces el IPREM por cada hijo a cargo en la unidad 
familiar. El incremento aplicable por hijo a cargo será de 0,15 veces el IPREM por cada hijo 
en el caso de unidad familiar monoparental.

iii. Este límite se incrementará en 0,1 veces el IPREM por cada persona mayor de 65 
años miembro de la unidad familiar.

iv. En caso de que alguno de los miembros de la unidad familiar tenga declarada 
discapacidad superior al 33 por ciento, situación de dependencia o enfermedad que le 
incapacite acreditadamente de forma permanente para realizar una actividad laboral, el límite 
previsto en el subapartado i) será de cuatro veces el IPREM, sin perjuicio de los incrementos 
acumulados por hijo a cargo.

v. En el caso de que el deudor hipotecario sea persona con parálisis cerebral, con 
enfermedad mental, o con discapacidad intelectual, con un grado de discapacidad 
reconocido igual o superior al 33 por ciento, o persona con discapacidad física o sensorial, 
con un grado de discapacidad reconocida igual o superior al 65 por ciento, así como en los 
casos de enfermedad grave que incapacite acreditadamente, a la persona o a su cuidador, 
para realizar una actividad laboral, el límite previsto en el subapartado i) será de cinco veces 
el IPREM.

c) Que la cuota hipotecaria, más los gastos y suministros básicos, resulte superior o igual 
al 35 por cien de los ingresos netos que perciba el conjunto de los miembros de la unidad 
familiar.

d) Que, a consecuencia de la emergencia sanitaria, la unidad familiar haya sufrido una 
alteración significativa de sus circunstancias económicas en términos de esfuerzo de acceso 
a la vivienda, en los términos que se definen en el punto siguiente.

2. A los efectos de lo previsto en este artículo se entenderá:

a) Que se ha producido una alteración significativa de las circunstancias económicas 
cuando el esfuerzo que represente la carga hipotecaria sobre la renta familiar se haya 
multiplicado por al menos 1,3.

b) Que se ha producido una caída sustancial de las ventas cuando esta caída sea al 
menos del 40 %.

c) Por unidad familiar la compuesta por el deudor, su cónyuge no separado legalmente o 
pareja de hecho inscrita y los hijos, con independencia de su edad, que residan en la 
vivienda, incluyendo los vinculados por una relación de tutela, guarda o acogimiento familiar 
y su cónyuge no separado legalmente o pareja de hecho inscrita, que residan en la vivienda.

Artículo 10.  Fiadores, avalistas e hipotecantes no deudores.

Los fiadores, avalistas e hipotecantes no deudores que se encuentren en los supuestos 
de vulnerabilidad económica podrán exigir que la entidad agote el patrimonio del deudor 
principal, sin perjuicio de la aplicación a éste, en su caso, de las medidas previstas en el 
Código de Buenas Prácticas, antes de reclamarles la deuda garantizada, aun cuando en el 
contrato hubieran renunciado expresamente al beneficio de excusión.

Artículo 11.  Acreditación de las condiciones subjetivas.

1. La concurrencia de las circunstancias a que se refiere el artículo 9 se acreditará por el 
deudor ante la entidad acreedora mediante la presentación de los siguientes documentos:
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a) En caso de situación legal de desempleo, mediante certificado expedido por la entidad 
gestora de las prestaciones, en el que figure la cuantía mensual percibida en concepto de 
prestaciones o subsidios por desempleo.

b) En caso de cese de actividad de los trabajadores por cuenta propia, mediante 
certificado expedido por la Agencia Estatal de la Administración Tributaria o el órgano 
competente de la Comunidad Autónoma, en su caso, sobre la base de la declaración de 
cese de actividad declarada por el interesado.

c) Número de personas que habitan la vivienda:

i. Libro de familia o documento acreditativo de pareja de hecho.
ii. Certificado de empadronamiento relativo a las personas empadronadas en la vivienda, 

con referencia al momento de la presentación de los documentos acreditativos y a los seis 
meses anteriores.

iii. Declaración de discapacidad, de dependencia o de incapacidad permanente para 
realizar una actividad laboral.

d) Titularidad de los bienes:

i. Nota simple del servicio de índices del Registro de la Propiedad de todos los miembros 
de la unidad familiar.

ii. Escrituras de compraventa de la vivienda y de concesión del préstamo con garantía 
hipotecaria.

e) Declaración responsable del deudor o deudores relativa al cumplimiento de los 
requisitos exigidos para considerarse sin recursos económicos suficientes según este real 
decreto-ley.

Artículo 12.  Solicitud de moratoria.

Los deudores comprendidos en el ámbito de aplicación de este real decreto-ley podrán 
solicitar del acreedor, hasta quince días después del fin de la vigencia del presente real 
decreto-ley, una moratoria en el pago del préstamo con garantía hipotecaria para la 
adquisición de su vivienda habitual o de inmuebles afectos a la actividad económica que 
desarrollen empresarios y profesionales. Los deudores acompañarán, junto a la solicitud de 
moratoria, la documentación prevista en el artículo 17 del real decreto ley 11/2020, de 31 de 
marzo.

Artículo 13.  Concesión de la moratoria.

1. Una vez realizada la solicitud de la moratoria a la que se refiere el artículo 12 de este 
real decreto-ley, la entidad acreedora procederá a su implementación en un plazo máximo 
de 15 días.

2. Una vez concedida la moratoria, la entidad acreedora comunicará al Banco de España 
su existencia y duración. Los importes que serían exigibles al deudor de no aplicarse la 
moratoria no se considerarán vencidos. Durante el período de suspensión no se devengará 
interés alguno.

3. La aplicación de la suspensión no requerirá acuerdo entre las partes, ni novación 
contractual alguna, para que surta efectos, pero deberá formalizarse en escritura pública e 
inscribirse en el Registro de la Propiedad. La inscripción de la ampliación del plazo inicial 
tendrá plenos efectos, en su caso, frente a los acreedores intermedios inscritos aunque no 
cuente con el consentimiento de estos.

4. Cuando prestamista y prestatario beneficiario de la moratoria acuerden una novación 
como consecuencia de la modificación del clausulado del contrato en términos o condiciones 
contractuales que vayan más allá de la mera suspensión a la que se refiere el artículo 13, 
incorporarán, además de aquellos otros aspectos que las partes pacten, la suspensión de las 
obligaciones contractuales impuesta por este real decreto-ley y solicitada por el deudor, así 
como el no devengo de intereses durante la vigencia de la suspensión.
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Artículo 14.  Efectos de la moratoria.

1. La solicitud de la moratoria a la que se refiere el artículo 12 conllevará la suspensión 
de la deuda hipotecaria durante el plazo de tres meses y la consiguiente inaplicación durante 
el periodo de vigencia de la moratoria de la cláusula de vencimiento anticipado que, en su 
caso, constara en el contrato de préstamo con garantía hipotecaria.

La duración de la suspensión podrá ser ampliada por Acuerdo del Consejo de Ministros.
2. Durante el periodo de vigencia de la moratoria a la que se refiere el presente capítulo 

la entidad acreedora no podrá exigir el pago de la cuota hipotecaria, ni de ninguno de los 
conceptos que la integran (amortización del capital o pago de intereses), ni íntegramente, ni 
en un porcentaje. Tampoco se devengarán intereses.

Artículo 15.  Inaplicación de intereses moratorios.

1. En todos los contratos de crédito o préstamo garantizados con hipoteca inmobiliaria en 
los que el deudor se encuentre en los supuestos de vulnerabilidad económica prácticas y 
acredite ante la entidad que se encuentra en dicha circunstancia, no se permitirá la 
aplicación de interés moratorio por el período de vigencia de la moratoria.

2. Esta inaplicabilidad de intereses no será aplicable a deudores o contratos distintos de 
los regulados en el presente real decreto-ley.

Artículo 16.  Consecuencias de la aplicación indebida por el deudor de las medidas para la 
reestructuración de la deuda hipotecaria inmobiliaria.

1. El deudor de un crédito o préstamo garantizado con hipoteca que se hubiese 
beneficiado de las medidas de moratoria en este real decreto-ley sin reunir los requisitos 
previstos en el artículo 9, será responsable de los daños y perjuicios que se hayan podido 
producir, así como de todos los gastos generados por la aplicación de estas medidas de 
flexibilización, sin perjuicio de las responsabilidades de otro orden a que la conducta del 
deudor pudiera dar lugar.

2. El importe de los daños, perjuicios y gastos no puede resultar inferior al beneficio 
indebidamente obtenido por el deudor por la aplicación de la norma.

3. También incurrirá en responsabilidad el deudor que, voluntaria y deliberadamente, 
busque situarse o mantenerse en los supuestos de vulnerabilidad económica con la finalidad 
de obtener la aplicación de estas medidas, correspondiendo la acreditación de esta 
circunstancia a la entidad con la que tuviere concertado el préstamo o crédito.

Artículo 16 bis.  Régimen de supervisión y sanción.

1. Las entidades prestamistas supervisadas por el Banco de España remitirán cada día 
hábil a esta Autoridad la siguiente información referida al día hábil precedente:

a) Número de solicitudes de suspensión presentadas por deudores.
b) Número de suspensiones concedidas.
c) Número de beneficiaros de la suspensión, desagregados, por un lado, en deudores y 

avalistas y, por otro lado, en asalariados y empresarios/profesionales.
d) Número de préstamos cuyo pago se ha suspendido.
e) Saldo vivo pendiente de amortización cuyo pago se suspende.
f) CNAE de la actividad que venía realizando el deudor.
g) Número de préstamos en los que el deudor solicita que se documente la suspensión 

en escritura notarial.

2. Los artículos 7 a 16 y el apartado primero de este artículo tendrá la consideración de 
normas de ordenación y disciplina a las que se refiere el artículo 2 de la Ley 10/2014, de 26 
de junio, de ordenación, supervisión y solvencia de entidades de crédito.

Artículo 16 ter.  Formalización en escritura pública de la moratoria hipotecaria.

1. Los derechos arancelarios notariales y registrales derivados de la formalización e 
inscripción de la moratoria hipotecaria legal en los términos del apartado 3 del artículo 13 y 
de la formalización e inscripción de la novación del préstamo hipotecario en los supuestos 
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del apartado 4 del artículo 13, serán satisfechos en todo caso por el acreedor y se 
bonificarán en un 50 por ciento en los siguientes términos:

a) Por el otorgamiento de la escritura se devengará el arancel correspondiente a las 
escrituras de novación hipotecaria, previsto en la letra f) del apartado 1 del número 1 del 
anexo I del Real Decreto 1426/1989, de 17 de noviembre, por el que se aprueba el arancel 
de los Notarios, reducidos al 50 por ciento, sin que se devengue cantidad alguna a partir del 
quinto folio de matriz y de copia, sea copia autorizada o copia simple. El arancel mínimo 
previsto será de 30 euros y el máximo de 75.

b) Por la práctica de la inscripción se aplicará el arancel previsto para las novaciones 
modificativas en artículo 2.1.g) del Anexo I del Real Decreto 1427/1989, de 17 de noviembre, 
por el que se aprueba el Arancel de los Registradores. Al resultado se le aplicará una 
bonificación del 50 por ciento. El arancel mínimo previsto será de 24 euros y el máximo de 
50 euros.

2. (Derogado)
3. Formalizada la escritura pública se remitirá por el notario autorizante al Registro de la 

Propiedad través de cualquiera de los medios de presentación que permite la Ley 
hipotecaria.

[ . . . ]
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§ 39

Real Decreto-ley 15/2020, de 21 de abril, de medidas urgentes 
complementarias para apoyar la economía y el empleo. [Inclusión 

parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 112, de 22 de abril de 2020
Última modificación: 27 de mayo de 2020

Referencia: BOE-A-2020-4554

Disposición adicional decimoquinta.  Otorgamiento unilateral por el acreedor de los 
instrumentos notariales en que se formaliza la ampliación de plazo derivada de la moratoria 
legal de los préstamos o créditos garantizados con hipoteca o mediante otro derecho 
inscribible distinto.

1. El reconocimiento de la aplicación de la suspensión de la deuda hipotecaria durante el 
plazo de tres meses prevista en el artículo 13.3 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de 
marzo, por el que se adoptan medidas urgentes complementarias en el ámbito social y 
económico para hacer frente al COVID-19, no estará sujeta a lo dispuesto en la Ley 5/2019, 
de 15 de marzo, de crédito inmobiliario.

2. Será obligación unilateral de la entidad acreedora la elevación a escritura pública del 
reconocimiento de la suspensión prevista en el artículo 13.3 del Real Decreto-ley 8/2020, de 
17 de marzo por la citada entidad, a los efectos de que pueda procederse a la inscripción de 
la ampliación del plazo inicial en el Registro de la Propiedad.

3. Igualmente, será obligación unilateral de la entidad acreedora promover la 
formalización de la póliza o escritura pública en la que se documente el reconocimiento de la 
suspensión de las obligaciones contractuales en los créditos o préstamos sin garantía 
hipotecaria prevista en el artículo 24.2 del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el 
que se adoptan medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico para 
hacer frente al COVID-19 y, la inscripción, en su caso, en el Registro de Bienes Muebles, 
siempre que el crédito o préstamo estuviera garantizado mediante algún derecho inscribible 
distinto de la hipoteca o hubiera accedido al Registro.

4. Lo dispuesto en los apartados anteriores será de aplicación a cualquier solicitud de 
moratoria presentada al amparo del artículo 13.3 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de 
marzo o del artículo 24.2 del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, aun cuando la 
solicitud del acreedor o incluso su aceptación por la entidad acreedora se hubieran 
producido con anterioridad a la entrada en vigor del presente real decreto-ley.

5. El notario facilitará gratuitamente al deudor una copia simple del instrumento notarial 
en el que se eleve unilateralmente a público el acuerdo de moratoria legal conforme a la 
presente disposición.

[ . . . ]
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Información relacionada

• El Real Decreto-ley 15/2020, de 21 de abril, ha sido convalidado por Acuerdo del Congreso de 
los Diputados, publicado por Resolución de 13 de mayo de 2020. Ref. BOE-A-2020-5051
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§ 40

Resolución de 27 de mayo de 2020, de la Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública, por la que se aprueban los modelos 
de solicitud para hacer constar en el Registro de Bienes Muebles la 
suspensión de las obligaciones contractuales derivadas de préstamo 
o garantía hipotecaria contratado por persona física que se encuentre 
en situación de vulnerabilidad económica, en la forma definida por el 
Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan 
medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico 

para hacer frente al COVID-19

Ministerio de Justicia
«BOE» núm. 158, de 5 de junio de 2020
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2020-5734

Vistos los artículos 16 y 21 a 24 del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el 
que se adoptan medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico para 
hacer frente al COVID-19, así como la disposición adicional decimoquinta, apartado 3, del 
Real Decreto-ley 15/2020, de 21 de abril, de medidas urgentes complementarias para apoyar 
la economía y el empleo, ante la conveniencia de facilitar el modo de solicitar ante el 
Registro de Bienes Muebles la constancia de haberse producido la moratoria a que refieren 
dichos preceptos, dadas las dificultades logísticas impuestas por la declaración del Estado 
de Alarma y con el fin de facilitar su obtención tanto a los consumidores como a las 
entidades financiadoras, este Centro Directivo acuerda:

Aprobar los modelos que se anejan, de utilización voluntaria, sin perjuicio de cualquier 
otra novación que pueda seguir presentándose en la forma y por los cauces ordinarios 
previstos por la legislación vigente.

ANEXO 1

Modelo de solicitud, ante el Registro de Bienes Muebles de la constancia de 
moratoria para varios contratatos

D./D.ª ............................................................................................................, en nombre y 
representación de la entidad ................................................................................., provista de 
CIF número ....................., con domicilio social 
en ....................................................................................................................., en su 
condición de (apoderado, consejero delegado, etc.), en virtud de (datos de escritura de 
nombramiento ...........................................), inscrita en el Registro Mercantil 
de ............................................... con fecha .................. (datos de la inscripción).
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EXPONE

I. Que ostenta la condición de acreedor en los siguientes contratos de financiación 
inscritos en el Registro de Bienes Muebles en relación a los bienes que se especifican, 
siendo deudores las personas físicas que igualmente se relacionan:

1. Contrato 1 (al que se refiere la suspensión/ datos de inscripción del bien objeto del 
contrato y deudor/es que ha/han realizado la solicitud de 
suspensión): ...............................................................................................................................
.............................................

2. Contrato 2: ........................................................................................................................
......................................................................................................................................

3. Contrato 3: ........................................................................................................................
.....................................................................................................................................

4. Contrato 4: ........................................................................................................................
......................................................................................................................................

II. Que a consecuencia de la pandemia provocada por el COVID-19 se han dictado 
recientemente diversas disposiciones, entre ellas varias de carácter económico, y, dentro de 
la mismas, algunas favoreciendo una moratoria o suspensión en las obligaciones 
contractuales de naturaleza crediticia, especialmente en los artículos 21 y siguientes del 
Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes 
complementarias en el ámbito social y económico para hacer frente al COVID-19 así como 
en la disposición adicional decimoquinta apartado 3 del Real Decreto-ley 15/2020, de 21 de 
abril, de medidas urgentes complementarias para apoyar la economía y el empleo.

III. Que la entidad acreedora ha recibido de los deudores que resultan del apartado I 
solicitud de suspensión de su obligación de pago derivada de los referidos contratos, al 
amparo de la citada legislación y de la normativa general y complementaria mediante escrito 
de fecha ................

IV. Que la entidad acreedora ha examinado la documentación aportada y el 
cumplimiento de los requisitos legalmente previstos y con base en ello

ACUERDA

Reconocer la suspensión temporal de las obligaciones contractuales derivadas de los 
citados contratos con una duración de tres meses ampliables mediante Acuerdo del Consejo 
de Ministros al amparo de la indicada normativa.

Solicitar la inscripción del presente en el Registro de Bienes Muebles competente.

En ............................., a ....... de ................................ de .............

ANEXO 2

Modelo de solicitud, ante el Registro de Bienes Muebles de la constancia de 
moratoria para un único contrato

D./D.ª ............................................................................................................, en nombre y 
representación de la entidad ................................................................................., provista de 
CIF número ....................., con domicilio social 
en ....................................................................................................................., en su 
condición de (apoderado, consejero delegado, etc.), en virtud de (datos de escritura de 
nombramiento .............................................), inscrita en el Registro Mercantil 
de ..................................... con fecha .................. (datos de la inscripción).

EXPONE

I. Que como consecuencia del 
contrato .................................................................................................................................. 
(indicar datos de la inscripción e identificación del bien) D./
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D.ª .................................................................................. resulta acreedor de la persona física 
D./D.ª ............................................................................................................

II. Que a consecuencia de la pandemia provocada por el COVID-19 se han dictado 
recientemente diversas disposiciones, entre ellas varias de carácter económico, y, dentro de 
la mismas, algunas favoreciendo una moratoria o suspensión en las obligaciones 
contractuales de naturaleza crediticia, especialmente en los artículos 21 y siguientes del 
Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes 
complementarias en el ámbito social y económico para hacer frente al COVID-19 así como 
en la disposición adicional decimoquinta apartado 3 del Real Decreto-ley 15/2020, de 21 de 
abril, de medidas urgentes complementarias para apoyar la economía y el empleo

III. Que la entidad acreedora ha recibido del deudor que resulta del apartado I, solicitud 
de suspensión de su obligación de pago derivada del referido contrato, al amparo de la 
citada legislación y de la normativa general y complementaria mediante escrito de 
fecha ...................................................

IV. Que la entidad acreedora ha examinado la documentación aportada y el 
cumplimiento de los requisitos legalmente previstos y con base en ello

ACUERDA

Reconocer la suspensión temporal de las obligaciones contractuales derivadas del citado 
contrato con una duración de tres meses ampliables mediante Acuerdo del Consejo de 
Ministros al amparo de la indicada normativa y

Solicitar la inscripción del presente en el Registro de Bienes Muebles competente

En ............................., a ....... de ................................ de .............
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§ 41

Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes 
extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del 

COVID-19. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 73, de 18 de marzo de 2020
Última modificación: 27 de mayo de 2020

Referencia: BOE-A-2020-3824

[ . . . ]

II

Artículo 4.  Garantía de suministro de agua y energía a consumidores vulnerables.

1. Durante el mes siguiente a la entrada en vigor de este real decreto-ley los 
suministradores de energía eléctrica, gas natural y agua no podrán suspender el suministro a 
aquellos consumidores en los que concurra la condición de consumidor vulnerable, 
vulnerable severo o en riesgo de exclusión social definidas en los artículos 3 y 4 del Real 
Decreto 897/2017, de 6 de octubre, por el que se regula la figura del consumidor vulnerable, 
el bono social y otras medidas de protección para los consumidores domésticos.

2. Se prorroga de forma automática hasta el 15 de septiembre de 2020 la vigencia del 
bono social para aquellos beneficiarios del mismo a los que les venza con anterioridad a 
dicha fecha el plazo previsto en el artículo 9.2 del Real Decreto 897/2017, de 6 de octubre.

3. A partir de la entrada en vigor de este real decreto-ley se suspende la vigencia de los 
siguientes artículos relativos a los sistemas de actualización de precios regulados:

a. Los artículos 3.5 y 6 de la Orden IET/389/2015, de 5 de marzo, por la que se actualiza 
el sistema de determinación automática de precios máximos de venta, antes de impuestos, 
de los gases licuados del petróleo envasados y se modifica el sistema de determinación 
automática de las tarifas de venta, antes de impuestos, de los gases licuados del petróleo 
por canalización, para los siguientes tres bimestres, salvo que la aplicación del sistema de 
determinación automática de precios máximos tuviera por efecto la fijación de nuevos 
precios inferiores a los vigentes a la entrada en vigor de este real decreto-ley.

Salvo que concurra la circunstancia señalada en el inciso final del párrafo anterior, 
durante el periodo de suspensión estarán vigentes los precios máximos establecidos en la 
Resolución de 14 de enero de 2020, de la Dirección General de Política Energética y Minas, 
por la que se publican los nuevos precios máximos de venta, antes de impuestos, de los 
gases licuados del petróleo envasados, en envases de carga igual o superior a 8 kg, e 
inferior a 20 kg, excluidos los envases de mezcla para usos de los gases licuados del 
petróleo como carburante.

b. El artículo 10 así como el apartado segundo de la Disposición adicional única de la 
Orden ITC/1660/2009, de 22 de junio, por la que se establece la metodología de cálculo de 
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la tarifa de último recurso de gas natural, para los siguientes dos trimestres, salvo que en 
cualquiera de ellos la aplicación de la metodología de cálculo tuviera por efecto la fijación de 
una tarifa de último recurso inferior a la vigente a la entrada en vigor de este real decreto-ley.

Salvo que concurra la circunstancia señalada en el inciso final del párrafo anterior, 
durante el periodo de suspensión estarán vigentes los términos de la tarifa establecidos en la 
Resolución de 23 de diciembre de 2019, de la Dirección General de Política Energética y 
Minas, por la que se hace pública la tarifa de último recurso de gas natural.

[ . . . ]
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§ 42

Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan 
medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico 

para hacer frente al COVID-19. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 91, de 1 de abril de 2020

Última modificación: 27 de mayo de 2020
Referencia: BOE-A-2020-4208

[ . . . ]

Sección 1.ª Medidas dirigidas a familias y colectivos vulnerables

I

[ . . . ]

V

Artículo 29.  Garantía de suministro de energía eléctrica, productos derivados del petróleo, 
gas natural y agua.

Excepcionalmente, mientras esté en vigor el estado de alarma, no podrá suspenderse el 
suministro de energía eléctrica, productos derivados del petróleo, incluidos los gases 
manufacturados y los gases licuados del petróleo, gas natural y agua a los consumidores 
personas físicas en su vivienda habitual, por motivos distintos a la seguridad del suministro, 
de las personas y de las instalaciones, aunque conste dicha posibilidad en los contratos de 
suministro o acceso suscritos por los consumidores de conformidad con la normativa 
sectorial que les resulte aplicación en cada caso.

Para acreditar ante el suministrador que el suministro se produce en la vivienda habitual, 
el consumidor podrá emplear cualquier medio documental que acredite de manera 
fehaciente dicha circunstancia.

Asimismo, el periodo durante el que esté en vigor el estado de alarma no computará a 
efectos de los plazos comprendidos entre el requerimiento fehaciente del pago y la 
suspensión del suministro por impago establecidos en la normativa vigente o en los 
contratos de suministro en su caso.

[ . . . ]
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§ 43

Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan 
medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico 

para hacer frente al COVID-19. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 91, de 1 de abril de 2020

Última modificación: 27 de mayo de 2020
Referencia: BOE-A-2020-4208

[ . . . ]

Sección 1.ª Medidas dirigidas a familias y colectivos vulnerables

I

[ . . . ]

Artículo 10.  Nuevo programa de ayudas para contribuir a minimizar el impacto económico y 
social del COVID-19 en los alquileres de vivienda habitual.

1. Mediante Orden del Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana se 
incorporará al Plan Estatal de Vivienda 2018-2021 regulado en el Real Decreto 106/2018, de 
9 de marzo, un nuevo programa de ayudas al alquiler, denominado «Programa de ayudas 
para contribuir a minimizar el impacto económico y social del COVID-19 en los alquileres de 
vivienda habitual».

2. Este programa tendrá por objeto la concesión de ayudas al alquiler, mediante 
adjudicación directa, a las personas arrendatarias de vivienda habitual que, como 
consecuencia del impacto económico y social del COVID-19, tengan problemas transitorios 
para atender al pago parcial o total del alquiler y encajen en los supuestos de vulnerabilidad 
económica y social sobrevenida que se definan y que incluirán en todo caso, y como mínimo, 
las situaciones definidas en el artículo 5 del presente real decreto-ley.

Así y sin menoscabo de otras actuaciones, este programa tendrá la finalidad de hacer 
frente a la dificultad en la devolución de aquellas ayudas transitorias de financiación 
contraídas por hogares vulnerables que no se hayan recuperado de su situación de 
vulnerabilidad sobrevenida como consecuencia de la crisis del COVID-19 y que, por tanto, 
no puedan hacer frente a la devolución de dichos préstamos.

3. Podrán beneficiarse de las ayudas de este programa las personas físicas que, en su 
condición de arrendatarios de vivienda habitual encajen en los supuestos de vulnerabilidad 
económica y social sobrevenida referidas en el apartado anterior, presentando problemas 
transitorios para atender al pago parcial o total del alquiler.

4. La cuantía de esta ayuda será de hasta 900 euros al mes y de hasta el 100% de la 
renta arrendaticia o, en su caso, de hasta el 100% del principal e intereses del préstamo que 
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se haya suscrito con el que se haya satisfecho el pago de la renta de la vivienda habitual. 
Serán los órganos competentes de cada Comunidad Autónoma y de las Ciudades de Ceuta 
y de Melilla los que determinen la cuantía exacta de estas ayudas, dentro de los límites 
establecidos para este programa. A estos efectos podrán adjuntar un informe de los servicios 
sociales autonómicos o locales correspondientes, en el que se atienda y valoren las 
circunstancias excepcionales y sobrevenidas de la persona beneficiaria como consecuencia 
del impacto económico y social del COVID-19.

Artículo 11.  Sustitución del programa de ayuda a las personas en situación de desahucio o 
lanzamiento de su vivienda habitual por el nuevo programa de ayuda a las víctimas de 
violencia de género, personas objeto de desahucio de su vivienda habitual, personas sin 
hogar y otras personas especialmente vulnerables regulado en artículo siguiente.

1. Mediante Orden Ministerial del Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana 
se sustituirá el Programa de ayuda a las personas en situación de desahucio o lanzamiento 
de su vivienda habitual del Plan Estatal de Vivienda 2018-2021, regulado en el Real Decreto 
106/2018, de 9 de marzo, por el nuevo «Programa de ayuda a las víctimas de violencia de 
género, personas objeto de desahucio de su vivienda habitual, personas sin hogar y otras 
personas especialmente vulnerables».

2. Este nuevo programa tendrá por objeto facilitar una solución habitacional inmediata a 
las personas víctimas de violencia de género, a las personas objeto de desahucio de su 
vivienda habitual, a las personas sin hogar y a otras personas especialmente vulnerables.

3. Podrán ser beneficiarias de las ayudas de este programa las personas referidas en el 
apartado anterior y las administraciones públicas, empresas públicas y entidades sin ánimo 
de lucro, de economía colaborativa o similares, siempre sin ánimo de lucro, cuyo objeto sea 
dotar de una solución habitacional a aquellas personas y por cuenta de las mismas.

Artículo 12.  Modificación del programa de fomento del parque de vivienda en alquiler.

1. Mediante Orden del Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana se 
modificará el programa de fomento del parque de vivienda en alquiler. Dicha modificación 
respetará en su integridad el programa ahora existente, pero incorporando un nuevo 
supuesto que posibilite destinar las ayudas a la compra de viviendas con objeto de 
incrementar el parque público de viviendas.

2. Podrán obtener ayudas en este nuevo supuesto las viviendas que, de forma 
individualizada o en bloque, sean adquiridas por las Administraciones Públicas, los 
organismos públicos y demás entidades de derecho público, así como las empresas públicas 
y las entidades del tercer sector sin ánimo de lucro, con objeto de incrementar el parque 
público de viviendas destinadas al alquiler o cesión en uso social.

Artículo 13.  Autorización para transferir anticipadamente a las Comunidades Autónomas y 
a las Ciudades de Ceuta y de Melilla los fondos comprometidos por el Ministerio de 
Transportes, Movilidad y Agenda Urbana en los convenios suscritos para la ejecución del 
Plan Estatal de Vivienda 2018-2021.

1. Se autoriza al Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana a transferir a las 
Comunidades Autónomas y a las Ciudades de Ceuta y de Melilla el 100% de los fondos 
comprometidos para el año 2020 en los convenios para la ejecución del Plan Estatal de 
Vivienda 2018-2021, en concreto 346.637.200 euros consignados en la partida 
presupuestaria 17.09.261N.753, sin esperar a la adquisición del compromiso financiero por 
parte de aquellas ni a cualquier otro requisito exigido en los convenios.

2. Se autoriza asimismo al citado Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana 
a transferir a las Comunidades Autónomas y a las Ciudades de Ceuta y de Melilla el 100% 
de los fondos comprometidos para el año 2021 en los convenios para la ejecución del Plan 
Estatal de Vivienda 2018-2021, en concreto 354.255.600 euros, en el primer trimestre de 
2021, sin esperar a la adquisición del compromiso financiero por parte de aquellas ni a 
cualquier otro requisito exigido en los convenios.
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Artículo 14.  Autorización para la disposición inmediata de los fondos aún no comprometidos 
por las Comunidades Autónomas y las Ciudades de Ceuta y de Melilla para la concesión de 
ayudas al alquiler, mediante adjudicación directa, en aplicación del nuevo programa de 
ayudas para contribuir a minimizar el impacto económico y social del COVID-19 en los 
alquileres de vivienda habitual.

Se autoriza a las Comunidades Autónomas y a las Ciudades de Ceuta y de Melilla a 
disponer de los fondos comprometidos por el Ministerio de Fomento (actualmente Ministerio 
de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana) en los convenios para la ejecución del Plan 
Estatal de Vivienda 2018-2021 y que no hubieran sido comprometidos, a su vez, por las 
mismas, para la concesión de ayudas al alquiler, mediante adjudicación directa, en 
aplicación del nuevo programa de ayudas para contribuir a minimizar el impacto económico y 
social del COVID-19 en los alquileres de vivienda habitual.

Esta autorización se entiende sin necesidad del Acuerdo previo de la Comisión Bilateral 
de Seguimiento que, de conformidad con el apartado 5 del artículo 6 del Real Decreto 
106/2018, de 9 de marzo, por el que se regula el Plan Estatal de Vivienda 2018-2021, 
debiera formalizarse para redistribuir las aportaciones estatales entre los distintos programas 
del Plan. Esta Comisión dará cuenta a posteriori de la redistribución generada como 
consecuencia de la disposición de fondos referida en este artículo.

Artículo 15.  No sujeción del nuevo programa de ayudas para contribuir a minimizar el 
impacto económico y social del COVID-19 en los alquileres de vivienda habitual a la 
cofinanciación autonómica establecida en el artículo 6 del Real Decreto 106/2018, de 9 de 
marzo, por el que se regula el Plan Estatal de Vivienda 2018-2021.

Los apartados 2 y 3 del artículo 6 del Real Decreto 106/2018, de 9 de marzo, por el que 
se regula el Plan Estatal de Vivienda 2018-2021, no serán de aplicación a los fondos 
estatales que las Comunidades Autónomas y las Ciudades de Ceuta y de Melilla 
comprometan en el programa de ayudas para contribuir a minimizar el impacto económico y 
social del COVID-19 en los alquileres de vivienda habitual.

[ . . . ]

Disposición adicional segunda.  Aplicación de las condiciones generales del Real Decreto 
106/2018 de 9 de marzo, por el que se regula el Plan Estatal de Vivienda 2018-2021.

A los nuevos programas de ayuda del Plan Estatal de Vivienda 2018-2021 que se 
relacionan en este real decreto-ley, ya sea por incorporación, sustitución o modificación, les 
serán de aplicación las disposiciones que, con carácter general, se regulan en el Real 
Decreto 106/2018, de 9 de marzo, salvo las salvedades específicas reguladas en este real 
decreto-ley.

Disposición adicional tercera.  Incorporación de nuevos programas de ayuda a los 
convenios suscritos entre el entonces Ministerio de Fomento y las Comunidades Autónomas 
y las Ciudades de Ceuta y Melilla para la ejecución del Plan Estatal de Vivienda 2018-2021.

Los nuevos programas de ayuda del Plan Estatal de Vivienda 2018-2021, que se 
relacionan en este real decreto-ley, ya sea por incorporación, sustitución o modificación, 
podrán ser objeto de los convenios suscritos entre el Ministerio de Fomento y las 
Comunidades Autónomas y las Ciudades de Ceuta y de Melilla para la ejecución del Plan 
Estatal de Vivienda 2018-2021. Podrán, por tanto, ser financiados con cargo a los fondos 
comprometidos por ambas administraciones en dichos convenios.

A tal efecto, las Comisiones Bilaterales de Seguimiento, reguladas en el artículo 74 del 
Real Decreto 106/2018, de 9 de marzo, y en la cláusula decimoquinta de cada convenio que 
para la ejecución del Plan Estatal de Vivienda 2018-2021 suscribió el entonces Ministerio de 
Fomento con cada Comunidad autónoma y con Ceuta y Melilla, podrán incorporar los 
nuevos programas de ayuda en los reajustes presupuestarios que acuerde sobre el 
inicialmente previsto, entre los distintos programas, respetando siempre el marco general 
establecido en el convenio de colaboración y sin que las reordenaciones que se acuerden 
puedan suponer un incremento en las dotaciones presupuestarias a aportar por el Ministerio 
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de Transportes, Movilidad y Agenda urbana cada año, ni se prolonguen más allá del ejercicio 
2021.

Disposición adicional cuarta.  Reajustes en el reparto de los fondos disponibles en cada 
convenio entre los programas del Plan Estatal de Vivienda 2018-2021 sobre el reparto 
inicialmente previsto.

La Comisión Bilateral de Seguimiento, prevista en los convenios de colaboración que ya 
estén suscritos o que se vayan a suscribir entre el entonces Ministerio de Fomento, hoy 
Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana, y las Comunidades Autónomas o las 
Ciudades de Ceuta y de Melilla para la ejecución del Plan Estatal de Vivienda 2018-2021, 
incluidas en su caso sus eventuales modificaciones, podrá acordar reajustes en el reparto de 
fondos inicialmente previsto entre los distintos programas de ayuda, así como otros ajustes 
que resultasen necesarios, por las modificaciones que pudieran producirse en la financiación 
del Plan, respetando siempre el marco general establecido en el convenio de colaboración y 
sin que los reajustes en el reparto puedan suponer un incremento de las dotaciones 
presupuestarias a aportar por el Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda urbana en 
cada año, ni se prolonguen más allá del ejercicio 2021.

Estos acuerdos de reajuste en el reparto de fondos entre programas se podrán producir 
incluso con posterioridad a la finalización del ejercicio objeto de reajuste, especialmente con 
motivo de la liquidación de los convenios de colaboración.

Disposición adicional quinta.  Comprobación de requisitos para la concesión de ayudas al 
alquiler del Plan Estatal de Vivienda 2018-2021.

1. Los requisitos que han de cumplir los beneficiarios de cualquier ayuda al alquiler 
financiada con cargo al Plan Estatal de Vivienda 2018-2021, incluidos los del programa de 
ayudas para contribuir a minimizar el impacto económico y social del COVID-19 en los 
alquileres de vivienda habitual, podrán ser verificados por las Comunidades Autónomas y por 
las Ciudades de Ceuta y de Melilla con posterioridad a la resolución de concesión de la 
ayuda, quedando esta condicionada al cumplimiento de los mismos.

2. Las Comunidades Autónomas o las Ciudades de Ceuta y Melilla que como 
consecuencia de la comprobación de los requisitos con posterioridad a la resolución de 
concesión de la ayuda y, en su caso, al pago total o parcial de la misma detecten su 
incumplimiento, habrán de resolver la anulación o suspensión de la concesión de la ayuda 
desde la fecha en la que se hubiere producido el incumplimiento y solicitar, en su caso, el 
reintegro o devolución que procediere conforme a la normativa de aplicación.

[ . . . ]

Disposición transitoria primera.  Régimen transitorio aplicable al programa de ayuda a las 
personas en situación de desahucio o lanzamiento de la vivienda.

Las ayudas reconocidas al amparo del programa de ayuda a las personas en situación 
de desahucio o lanzamiento de su vivienda habitual mantienen sus efectos por el plazo total 
y la cuantía total por las que fueron reconocidas.

A partir de la entrada en vigor de la Orden Ministerial que desarrolle el programa de 
ayuda a las víctimas de violencia de género, personas objeto de desahucio de su vivienda 
habitual, personas sin hogar y otras personas especialmente vulnerables, no se admitirán 
nuevos reconocimientos de ayudas al amparo del programa ayuda a las personas en 
situación de desahucio o lanzamiento de su vivienda habitual, pudiendo las mismas acceder 
a las ayudas reguladas al amparo del programa de ayuda a las víctimas de violencia de 
género, personas objeto de desahucio de su vivienda habitual, personas sin hogar y otras 
personas especialmente vulnerables.

[ . . . ]
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Disposición final novena.  Aportación financiera estatal adicional al Plan Estatal de 
Vivienda 2018-2021.

1. Se autoriza al Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana a disponer de 
100 millones de euros con cargo al Fondo de Contingencia para ser implementados con 
urgencia en el crédito presupuestario 17.09.261N.753 «Subvenciones estatales. Planes de 
Vivienda» correspondiente al ejercicio 2020. Esta dotación será implementada de inmediato 
al importe comprometido para el ejercicio 2020 por el Ministerio de Fomento, hoy Ministerio 
de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana, en los convenios para la ejecución del Plan 
Estatal de Vivienda 2018-2021.

2. El reparto de esta dotación entre las Comunidades Autónomas y las Ciudades de 
Ceuta y Melilla se realizará con los mismos porcentajes que acordó la Conferencia Sectorial 
de Vivienda, Urbanismo y Suelo.

3. Se autoriza al Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana a transferir con 
urgencia a las Comunidades Autónomas y a las Ciudades de Ceuta y de Melilla el 100% de 
esta dotación sin esperar a la adquisición del compromiso financiero por parte de aquéllas, ni 
a cualquier otro requisito exigido en los convenios. Por lo que respecta a la Comunidad Foral 
de Navarra y al País Vasco, las ayudas que correspondan se negociarán en el seno del 
concierto navarro y el cupo vasco, respectivamente.

Disposición final décima.  Habilitación para el desarrollo y modificación del Plan Estatal de 
Vivienda 2018-2021.

Se habilita a la persona titular del Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana 
para dictar cuantas disposiciones resulten necesarias para el desarrollo y ejecución de lo 
dispuesto en el Real Decreto 106/2018, de 9 de marzo, por el que se regula el Plan Estatal 
de Vivienda 2018-2021.

Se habilita asimismo a la persona titular del Ministerio de Transportes, Movilidad y 
Agenda Urbana para dictar cuantas disposiciones resulten necesarias para la modificación 
parcial de lo dispuesto en el Real Decreto 106/2018, de 9 de marzo, por el que se regula el 
Plan Estatal de Vivienda 2018-2021, siempre y cuando se respeten los compromisos 
adquiridos por el anterior Ministerio de Fomento con las Comunidades Autónomas y las 
ciudades de Ceuta y Melilla en los convenios suscritos para la ejecución de dicho Plan y las 
modificaciones que tengan por objeto contribuir a minimizar los efectos económicos y 
sociales del COVID-19.

Disposición final undécima.  Desarrollo reglamentario y ejecución.

Se habilita al Gobierno y a las personas titulares de los departamentos ministeriales, en 
el ámbito de sus competencias, a dictar cuantas disposiciones sean necesarias para el 
desarrollo y ejecución de lo dispuesto en este real decreto-ley.

Disposición final duodécima.  Vigencia.

1. Con carácter general, las medidas previstas en el presente real decreto-ley 
mantendrán su vigencia hasta un mes después del fin de la vigencia de la declaración del 
estado de alarma. No obstante lo anterior, aquellas medidas previstas en este real decreto-
ley que tienen un plazo determinado de duración se sujetarán al mismo.

2. Sin perjuicio de lo anterior la vigencia de las medidas previstas en este real decreto-
ley, previa evaluación de la situación, se podrá prorrogar por el Gobierno mediante real 
decreto-ley.

Disposición final decimotercera.  Entrada en vigor.

El presente Real decreto-ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 
Boletín Oficial del Estado a excepción del artículo 37, sobre Medidas de restricción a las 
comunicaciones comerciales de las entidades que realicen una actividad de juego regulada 
en la Ley 13/2011, de 27 de mayo, de regulación del juego, que entrará en vigor a los dos 
días de la citada publicación en el «Boletín Oficial del Estado».
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§ 44

Real Decreto-ley 15/2020, de 21 de abril, de medidas urgentes 
complementarias para apoyar la economía y el empleo. [Inclusión 

parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 112, de 22 de abril de 2020
Última modificación: 27 de mayo de 2020

Referencia: BOE-A-2020-4554

Disposición final décima.  Modificación del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por 
el que se adoptan medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico para 
hacer frente al COVID-19.

El Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes 
complementarias en el ámbito social y económico para hacer frente al COVID-19, queda 
modificado como sigue:

Uno. El subapartado iv, de la letra a), del apartado 1 del artículo 5 del Real Decreto-ley 
11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes complementarias en el 
ámbito social y económico para hacer frente al COVID-19, queda con la siguiente redacción:

«iv. En caso de que alguno de los miembros de la unidad familiar tenga 
declarada discapacidad igual o superior al 33 por ciento, situación de dependencia o 
enfermedad que le incapacite acreditadamente de forma permanente para realizar 
una actividad laboral, el límite previsto en el subapartado i) será de cuatro veces el 
IPREM, sin perjuicio de los incrementos acumulados por hijo a cargo.»

Dos. Se modifica el subapartado iv de la letra b) del apartado 1 del artículo 16 del Real 
Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes 
complementarias en el ámbito social y económico para hacer frente al COVID-19 que queda 
con la siguiente redacción:

«iv. En caso de que alguno de los miembros de la unidad familiar tenga 
declarada discapacidad igual o superior al 33 por ciento, situación de dependencia o 
enfermedad que le incapacite acreditadamente de forma permanente para realizar 
una actividad laboral, el límite previsto en el subapartado i) será de cuatro veces el 
IPREM, sin perjuicio de los incrementos acumulados por hijo a cargo».

Tres. Se da nueva redacción al apartado 6 del artículo 24 del Real Decreto-ley 11/2020, 
de 31 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes complementarias en el ámbito 
social y económico para hacer frente al COVID-19:

«6. Durante la vigencia del estado de alarma y hasta que vuelva a restablecerse 
plenamente la libertad deambulatoria, no podrán formalizarse los instrumentos 
notariales a que se refiere el apartado 2. No obstante, ello no suspenderá la 
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aplicación de la moratoria, que deberá aplicarse automáticamente, se haya 
formalizado o no aún dicha suspensión en el instrumento correspondiente.

Los derechos arancelarios notariales derivados de la intervención de pólizas en 
que se formalice, en su caso, la suspensión temporal de las obligaciones 
contractuales derivadas de todo préstamo o crédito sin garantía hipotecaria a que se 
refiere el artículo 21 del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, serán los 
establecidos en el Decreto de 15 de diciembre de 1950 y se bonificarán en un 50 % 
con un límite mínimo de 25 euros y máximo de 50 euros, por todos los conceptos 
incluyendo sus copias y traslados.

Los derechos arancelarios de los registradores derivados de la constancia 
registral, en su caso, de la suspensión temporal de las obligaciones contractuales, a 
que se refiere el artículo 21 de Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, se 
minutarán de conformidad con el artículo 36.9.g de la Ordenanza aprobada por 
Orden de 19 de julio 1999, por la cantidad fija de 6 euros.

Los derechos arancelarios notariales y registrales derivados de la formalización e 
inscripción previstos en este apartado serán satisfechos, en todo caso, por el 
acreedor».

Cuatro. El artículo 35 queda redactado en los siguientes términos:

«Artículo 35.  Aplazamiento en el pago de deudas con la Seguridad Social.

1. Las empresas y los trabajadores por cuenta propia incluidos en cualquier 
régimen de la Seguridad social o los autorizados para actuar a través del Sistema de 
remisión electrónica de datos en el ámbito de la Seguridad Social (Sistema RED), 
siempre que no tuvieran otro aplazamiento en vigor, podrán solicitar el aplazamiento 
en el pago de sus deudas con la Seguridad Social cuyo plazo reglamentario de 
ingreso tenga lugar entre los meses de abril y junio de 2020, en los términos y 
condiciones establecidos en la normativa de Seguridad Social, pero con las 
siguientes particularidades:

1.ª Será de aplicación un interés del 0,5 % en lugar del previsto en el artículo 
23.5 del Texto Refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por el 
Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre.

2.ª Las solicitudes de aplazamiento deberán efectuarse antes del transcurso de 
los diez primeros días naturales de cada uno de los plazos reglamentarios de ingreso 
anteriormente señalados.

3.ª El aplazamiento se concederá mediante una única resolución, con 
independencia de los meses que comprenda, se amortizará mediante pagos 
mensuales y determinará un plazo de amortización de 4 meses por cada 
mensualidad solicitada a partir del mes siguiente al que aquella se haya dictado, sin 
que exceda en total de 12 mensualidades.

4.ª La solicitud de este aplazamiento determinará la suspensión del 
procedimiento recaudatorio respecto a las deudas afectadas por el mismo y que el 
deudor sea considerado al corriente de sus obligaciones con la Seguridad Social 
hasta que se dicte la correspondiente resolución.

2. El aplazamiento a que se refiere el presente artículo será incompatible con la 
moratoria regulada en el artículo anterior. Las solicitudes de aplazamiento por 
periodos respecto de los que también se haya solicitado la citada moratoria se 
tendrán por no presentadas, si al solicitante se le ha concedido esta última.»

Cinco. Se modifica el apartado 1 del artículo 36, que queda redactado de la siguiente 
manera:

«1. Si como consecuencia de las medidas adoptadas durante la vigencia del 
estado de alarma los contratos suscritos por los consumidores y usuarios, ya sean de 
compraventa de bienes o de prestación de servicios, incluidos los de tracto sucesivo, 
resultasen de imposible cumplimiento, el consumidor y usuario tendrá derecho a 
resolver el contrato durante un plazo de 14 días desde la imposible ejecución del 
mismo. La pretensión de resolución solo podrá ser estimada cuando no quepa 
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obtener de la propuesta o propuestas de revisión ofrecidas por cada una de las 
partes, sobre la base de la buena fe, una solución que restaure la reciprocidad de 
intereses del contrato. Las propuestas de revisión podrán abarcar, entre otras, el 
ofrecimiento de bonos o vales sustitutorios al reembolso. A estos efectos, se 
entenderá que no cabe obtener propuesta de revisión que restaure la reciprocidad de 
intereses del contrato cuando haya transcurrido un periodo de 60 días desde la 
solicitud de resolución contractual por parte del consumidor o usuario sin que haya 
acuerdo entre las partes sobre la propuesta de revisión.»

Sexto. Se añade un nuevo apartado 3 a la disposición adicional octava, con la siguiente 
redacción:

«3. Aquellos procedimientos de contratación cuya continuación haya sido 
acordada por las entidades del sector público de conformidad con lo previsto en el 
apartado 4 de la disposición adicional tercera del Real Decreto 463/2020, de 14 de 
marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión de la situación de 
crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19 serán susceptibles de recurso especial 
en los términos establecidos en la propia Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de 
Contratos del Sector Público, sin que el procedimiento de recurso pueda 
considerarse suspendido al amparo de lo dispuesto en el apartado primero de la 
citada disposición adicional tercera.

En ningún caso resultará de aplicación lo previsto en el apartado 1 de esta 
disposición adicional a aquellos procedimientos de contratación cuya continuación 
haya sido acordada por las entidades del sector público de conformidad con lo 
previsto en el apartado 4 de la disposición adicional tercera del Real Decreto 
463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión 
de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID 19, por lo que los plazos 
del recurso especial previstos en la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del 
Sector Público continuarán computándose en los términos establecidos en dicha 
Ley.»

[ . . . ]

Información relacionada

• El Real Decreto-ley 15/2020, de 21 de abril, ha sido convalidado por Acuerdo del Congreso de 
los Diputados, publicado por Resolución de 13 de mayo de 2020. Ref. BOE-A-2020-5051
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§ 45

Orden TMA/263/2020, de 20 de marzo, por la que se regula la 
adquisición y distribución de mascarillas por parte del Ministerio de 

Transportes, Movilidad y Agenda Urbana

Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana
«BOE» núm. 78, de 21 de marzo de 2020

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2020-3947

Debido a la rapidez en la evolución de la situación de emergencia de salud pública 
ocasionada por el COVID-19, a escala nacional e internacional, el Gobierno, al amparo de lo 
dispuesto en el artículo 4, apartados b) y d), de la Ley Orgánica 4/1981, de 1 de junio, de los 
estados de alarma, excepción y sitio, ha declarado el estado de alarma en todo el territorio 
nacional con el fin de afrontar la crisis sanitaria, mediante Real Decreto 463/2020, de 14 de 
marzo.

Por su parte, de acuerdo con los artículos 4 y 14.1 del Real Decreto 463/2020, de 14 de 
marzo, el Ministro de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana, como autoridad competente 
delegada en sus áreas de responsabilidad, queda habilitado para dictar cuantos actos y 
disposiciones sean necesarios, en la esfera específica de su actuación, en orden a la 
protección de personas, bienes y lugares, sin necesidad de procedimiento administrativo 
alguno.

En ese contexto, el mantenimiento del transporte de mercancías es fundamental para 
garantizar el abastecimiento. Conforme indica el artículo 14.4 del Real Decreto 463/2020, de 
14 de marzo, el Ministro de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana establecerá las 
condiciones necesarias para facilitar el transporte de mercancías en todo el territorio 
nacional, con objeto de garantizar el abastecimiento y la entrega de productos adquiridos en 
el comercio por internet, telefónico o correspondencia.

Asimismo, el transporte público de viajeros debe seguir desarrollándose, conforme a las 
distintas medidas adoptadas por este Ministerio en base al citado artículo 14 del Real 
Decreto 463/2020, de 14 de marzo, teniendo en cuenta las limitaciones establecidas en el 
artículo 7 del citado Real Decreto.

Ambos tipos de transportes, de mercancías y de viajeros, deben desarrollarse, en todo 
caso, con la debida protección de la salud. Para ello, es necesario que el personal que 
desarrolle funciones relacionadas con dicho transporte y entrega de mercancías y productos, 
en estas circunstancias excepcionales, esté provisto de las debidas mascarillas.

En base a ello, es necesario articular un procedimiento ágil y eficaz para adquirir las 
citadas mascarillas a nivel centralizado en el Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda 
Urbana.

El artículo 16 del Real Decreto-ley 7/2020, de 12 de marzo, por el que se adoptan 
medidas urgentes para responder al impacto económico del COVID-19, modificado por la 
Disposición Final sexta del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes 
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extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del COVID-19, indica que la 
adopción de cualquier tipo de medida directa o indirecta por parte de los órganos de la 
Administración General del Estado para hacer frente al COVID-19 justificará la necesidad de 
actuar de manera inmediata, al amparo de lo previsto en el artículo 120 de la Ley 9/2017, de 
8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento 
jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 
2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014.

De acuerdo con la previsión establecida en el párrafo anterior, a todos los contratos que 
hayan de celebrarse por la Administración General del Estado para atender las necesidades 
derivadas de la protección de las personas y otras medidas adoptadas por el Consejo de 
Ministros para hacer frente al COVID-19, les resultará de aplicación la tramitación de 
emergencia.

En virtud de lo anterior, este Ministerio procederá a adquirir de manera centralizada, 
mediante adjudicación directa y tramitación de emergencia, las mascarillas necesarias para 
que el personal relacionado con el sector del transporte pueda seguir desempeñando sus 
funciones con la debida protección de la salud.

Una vez adquirido dicho material, se procederá a su distribución con arreglo a los 
criterios de reparto establecidos en esta Orden.

Por ello, al amparo de la habilitación contenida en los artículos 4 y 14 del Real Decreto 
463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión de la 
situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, dispongo:

Artículo 1.  Adquisición de mascarillas por el Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda 
Urbana.

1. El Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana procederá a adquirir de 
forma centralizada un máximo de 8.000.000 de mascarillas protección FFP2 con objeto de 
su posterior distribución en el ámbito del sector del transporte, con motivo de la situación de 
emergencia de salud pública provocada por el COVID-19.

2. Dicha adquisición se realizará a favor de los destinatarios que se indican en el 
siguiente artículo y conforme al procedimiento regulado en el artículo 3 de esta Orden.

Artículo 2.  Destinatarios finales de dicha adquisición.

Las mascarillas serán adquiridas para su posterior distribución al personal que presta 
sus servicios en el sector del transporte en áreas de riesgo, según los criterios indicados con 
carácter general por el Ministerio de Sanidad, distribuyéndose a los trabajadores 
relacionados con el servicio de transporte público de competencia estatal, autonómica y 
local, así como a los trabajadores del ámbito privado relacionados con el transporte de 
viajeros y de mercancías en todo el territorio nacional, con objeto de garantizar el 
abastecimiento. La distribución se realizará conforme a los criterios y porcentajes de reparto 
señalados en el artículo 5 de esta Orden.

En el ámbito del transporte por carretera, se incluye en esta Orden el transporte público 
de viajeros, tanto en vehículos de turismo como en vehículos de más de nueve plazas, lo 
que implica, transportes regulares de viajeros de uso general, regulares de uso especial, 
discrecionales en autobús, taxis y arrendamiento de vehículo con conductor, tanto de 
competencia estatal, como autonómica o local. Además, el transporte por carretera en esta 
Orden incluye el transporte público de mercancías realizado por empresas autorizadas.

Artículo 3.  Procedimiento de adquisición.

1. La adquisición será realizada de forma centralizada por el ente público Puertos del 
Estado adscrito al Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana, mediante la 
tramitación de emergencia, conforme a lo dispuesto en el artículo 16 del Real Decreto-ley 
7/2020, de 12 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes para responder al impacto 
económico del COVID-19, al amparo de lo previsto en el artículo 120 de la Ley 9/2017, de 8 
de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento 
jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 
2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014.
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2. La financiación de dicha adquisición será realizada en los términos indicados en el 
artículo 6.

Artículo 4.  Entrega y recepción.

Tras su entrega en el lugar indicado en contrato, se procederá a efectuar un acto formal 
y positivo de recepción del suministro.

La empresa suministradora sólo tendrá derecho al abono del precio de los suministros 
efectivamente entregados y formalmente recibidos.

Artículo 5.  Procedimiento de distribución.

1. Las mascarillas adquiridas por el ente público Puertos del Estado y recibidas con 
arreglo al procedimiento previsto en el artículo anterior, serán distribuidas de acuerdo con los 
siguientes criterios:

a) A entidades del sector público en el ámbito del transporte de competencia estatal, 
incluidas las entidades que realicen alguna de las actividades previstas en el artículo 14.4 
del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, las cantidades que se indican para cada una de 
las enumeradas a continuación:

80.000 a las entidades públicas empresariales Administrador de Infraestructuras 
Ferroviarias (ADIF) y ADIF-Alta Velocidad; 620.000 a Renfe-Operadora; 4.800 a la entidad 
pública empresarial ENAIRE; 102.000 a AENA para su posterior distribución en el ámbito del 
sector aéreo; 1.128.000 al ente público Puertos del Estado y Autoridades Portuarias para su 
distribución en el ámbito del sector marítimo, incluida a la entidad pública empresarial 
Sociedad de Salvamento y Seguridad Marítima (SASEMAR); y 2.000.000 a la sociedad 
mercantil estatal Correos y Telégrafos.

b) A trabajadores que prestan servicios en el ámbito del transporte terrestre de viajeros y 
de mercancías, no incluidos en la letra anterior, así como personal del Ministerio de 
Transportes, Movilidad y Agenda Urbana: 4.000.000

En este apartado se incluyen conductores de taxis, VTC, camioneros que realicen 
transporte público de mercancías por empresas autorizadas, conductores de autobuses de 
líneas de pasajeros privados, así como personal en el ámbito autonómico y local.

A efectos de su distribución desde el lugar habilitado para la recepción que se establezca 
en el contrato hasta los puntos de entrega a los destinatarios finales, por parte de las 
asociaciones representativas y entidades públicas competentes de cada uno de los sectores 
se remitirá la correspondiente solicitud a la Dirección General de Transporte Terrestre en el 
plazo de los 2 días posteriores a la comunicación de la recepción de las mismas. A la vista 
de las solicitudes y dentro del número máximo asignado al sector, el citado órgano expedirá 
la correspondiente autorización identificando, representante designado en cada caso para la 
recogida en el punto de entrega y número asignado al mismo. El receptor será el 
responsable de su distribución a los destinatarios finales.

2. La distribución de las mascarillas a los destinatarios finales, se realizará atendiendo a 
los criterios indicados con carácter general por el Ministerio de Sanidad.

3. El material sobrante, será puesto a disposición del Ministerio de Sanidad, con el fin de 
que este Ministerio pueda distribuirlo, en su caso, a los establecimientos sanitarios y/o 
farmacéuticos.

Artículo 6.  Financiación.

1. El ente público Puertos del Estado abonará a la empresa suministradora el importe 
correspondiente a las mascarillas que sean recibidas de conformidad de acuerdo con el 
artículo 4, emitiéndose por la empresa una factura por el importe total de este material. No 
obstante, con posterioridad, se procederá a compensar al ente público por el importe 
abonado, a través del procedimiento establecido en el apartado siguiente.

2. La financiación por cada una de las entidades previstas en el artículo 5 y, en su caso, 
por el Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana, se realizará del siguiente 
modo:
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a) Cada una de las entidades del sector público incluidas en la letra a) del apartado 1 del 
artículo anterior, financiará el importe que le corresponda en función del número de 
mascarillas que le sean adjudicadas, abonándoselo al ente público Puertos del Estado.

b) El importe correspondiente a las mascarillas entregadas a los destinatarios incluidos 
en la letra b) del apartado 1 del artículo anterior, se financiará por parte del Ministerio de 
Transportes, Movilidad y Agenda Urbana con cargo al crédito presupuestario que se habilite 
expresamente a tal fin. A tales efectos, Puertos del Estado remitirá los documentos 
justificativos relativos a las autorizaciones aprobadas por la Dirección General de 
Transportes Terrestres y la documentación justificativa de la entrega al representante 
designado para su recepción, de acuerdo con lo previsto en el artículo 5.1 b).

Disposición final primera.  Habilitación para la aprobación de instrucciones.

Se habilita a la Directora General de Transporte Terrestre para dictar, en su caso, las 
instrucciones que sean necesarias para la concreción de la medida establecida en esta 
Orden.

Disposición final segunda.  Vigencia.

Esta Orden será de aplicación desde su comunicación al ente Público Puertos del 
Estado.
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§ 46

Orden SND/265/2020, de 19 de marzo, de adopción de medidas 
relativas a las residencias de personas mayores y centros socio-
sanitarios, ante la situación de crisis sanitaria ocasionada por el 

COVID-19

Ministerio de Sanidad
«BOE» núm. 78, de 21 de marzo de 2020

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2020-3951

La Ley Orgánica 3/1986, de 14 de abril, de Medidas Especiales en Materia de Salud 
Pública, establece en su artículo tercero que, con el fin de controlar las enfermedades 
transmisibles, la autoridad sanitaria, además de realizar las acciones preventivas generales, 
podrá adoptar las medidas oportunas para el control de los enfermos, de las personas que 
estén o hayan estado en contacto con los mismos y del medio ambiente inmediato, así como 
las que se consideren necesarias en caso de riesgo de carácter transmisible.

La Ley Orgánica 4/1981, de 1 de junio, de los estados de alarma, excepción y sitio, 
señala que en el supuesto de crisis sanitaria por epidemia, la autoridad sanitaria podrá 
adoptar aquellas medidas establecidas en las normas para la lucha contra las enfermedades 
infecciosas.

El Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma 
para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, contempla 
una serie de medidas dirigidas a proteger la salud y seguridad de los ciudadanos y a reforzar 
el sistema de salud pública. En su artículo 4.2. señala que en las áreas de responsabilidad 
que no recaigan en la competencia de los Ministros de Defensa, Interior y Transportes, 
Movilidad y Agenda Urbana, será autoridad competente delegada el Ministro de Sanidad. 
Asimismo, el artículo 4.3 indica que los ministros designados como autoridades competentes 
delegadas en ese real decreto, quedan habilitados para dictar las órdenes necesarias para 
garantizar la prestación de los servicios en orden a la protección de las personas.

Los mayores, las personas con discapacidad u otros usuarios de residencias y otros 
centros sociosanitarios se encuentran en situación de vulnerabilidad ante la infección 
COVID-19 por varios motivos, como son entre otros, que habitualmente presentan edad 
avanzada; patología de base o comorbilidades; y su estrecho contacto con otras personas, 
como son sus cuidadores y otros convivientes.

Cuando se produce el diagnóstico de un caso de COVID-19 en un centro en el que 
resida población vulnerable, se pone en marcha la declaración o comunicación de caso que 
esté establecida, en su caso, por la autoridad sanitaria.

La propagación del COVID–19 entre personas vulnerables que viven en residencias de 
mayores, se está observando en los últimos días, por lo que es necesario avanzar en la 
adopción de medidas organizativas y de coordinación, orientadas a reducir el riesgo de 
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contagio así como a tratar de la forma más adecuada a las personas que sufran esta 
enfermedad.

Mediante la presente orden, en el marco del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, y 
con el objetivo de proteger a la población más vulnerable de la infección por COVID-19, se 
establecen medidas organizativas para la atención sanitaria de los residentes afectados por 
el COVID-19 y de quienes conviven con ellos.

En su virtud, resuelvo:

Primero.  Medidas relativas a todo el personal, sanitario y no sanitario, que preste servicio 
en las residencias de mayores y otros centros sociosanitarios.

1. Todos los trabajadores que por razón de su actividad profesional tengan contacto 
directo con los residentes deben seguir las medidas de protección recomendadas por el 
Ministerio de Sanidad, según al nivel de riesgo al que están expuestos.

2. En la medida de lo posible, se debe reducir al mínimo el número de trabajadores en 
contacto directo con un residente afectado por un caso posible o positivo de COVID-19, así 
como el tiempo de su exposición.

Con este objetivo, los trabajadores de estos centros deben ser asignados a cada uno de 
los grupos de residentes que se señalan en el punto segundo.1 de esta orden, garantizando 
que sean los mismos los que interactúen en los cuidados de cada uno de estos grupos. No 
se deben producir rotaciones de personal asignado a diferentes zonas de aislamiento.

Segundo.  Medidas relativas a la ubicación y aislamiento de pacientes COVID-19 en las 
residencias de mayores y otros centros sociosanitarios.

1. Los residentes de los centros en los que resulta de aplicación esta orden deben 
clasificarse en:

a) Residentes sin síntomas y sin contacto estrecho con caso posible o confirmado de 
COVID-19.

b) Residentes sin síntomas, en aislamiento preventivo por contacto estrecho con caso 
posible o confirmado de COVID-19.

c) Residentes con síntomas compatibles con el COVID-19.
d) Casos confirmados de COVID-19.
Esta clasificación debe realizarse en cada centro con carácter urgente, y a más tardar en 

el plazo de un día desde que se publique esta orden.

2. En el caso de que un residente presente infección respiratoria aguda leve, debe ser 
aislado del resto de residentes.

3. En el caso de que haya más un residente con infección respiratoria aguda leve, y no 
sea posible el aislamiento individual, puede recurrirse al aislamiento por cohorte.

4. En el caso de residentes con diagnostico COVID-19 confirmado, debe ser aislado del 
resto de residentes.

5. En el caso de que haya más de un residente con infección confirmada por COVID-19, 
puede recurrirse al aislamiento por cohortes.

6. En cualquier caso, estos residentes, casos posibles o casos confirmados de 
COVID-19, deben mantenerse aislados del resto de residentes.

7. En el caso de que las condiciones del centro lo permitan, es preferible el aislamiento 
vertical o por plantas, como criterio de agrupación preferible para cada uno de los grupos de 
residentes señalados en punto 1. El centro debe utilizar la sectorización de incendios ya 
definida como área de ubicación de cada uno de los grupos señalados, salvo que esto no 
sea posible por el tamaño de la residencia.

8. El centro deberá atender especialmente, el mantenimiento en la zona de aislamiento 
que le corresponda a aquellas personas deambulantes o errantes, con trastorno 
neurocognitivo, de manera que se le permita deambular sin que le resulte posible salir de 
esa zona de aislamiento, evitando la utilización de sujeción mecánica o química.
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Tercero.  Medidas relativas a la limpieza en las residencias de mayores y otros centros 
sociosanitarios.

Se deben adoptar medidas extremas de limpieza con desinfectantes recomendados por 
la autoridad sanitaria en todo el centro, con especial atención en las siguientes zonas:

a) En el acceso/salida de los sectores de aislamiento, como pueden ser puertas, 
escaleras, ascensores, entre otros. para reducir el riesgo de transmisión del COVID-19.

b) Zonas accesibles para las personas deambulantes.

Cuarto.  Medidas relativas a los profesionales sanitarios en relación con la atención sanitaria 
en las residencias de mayores y otros centros sociosanitarios.

1. La autoridad sanitaria de la comunidad autónoma podrá modificar la prestación de 
servicios del personal médico, de enfermería u otro tipo de personal sanitario vinculado con 
las residencias de mayores y otros centros sociosanitarios, con independencia de su 
titularidad pública o privada, así como la correspondiente a ese tipo de personal vinculado 
con atención primaria o atención hospitalaria o especializada extrahospitalaria, en su caso, 
para adaptarlos a las necesidades de atención en las residencias de mayores y otros centros 
sociosanitarios.

2. Si el personal sanitario médico, de enfermería u de otro tipo, ha tenido contacto 
estrecho con un caso posible o confirmado de COVID-19 y no presenta síntomas, seguirá 
realizando su actividad normal así como la vigilancia de síntomas.

Quinto.  Medidas de coordinación para el diagnóstico, seguimiento y derivación COVID-19 
en residencias de mayores y otros centros sociosanitarios y el Sistema Nacional de Salud.

1. Con carácter general, y siempre que exista disponibilidad, deberá realizarse la prueba 
diagnóstica de confirmación a los casos que presenten síntomas de infección respiratoria 
aguda para confirmar posible infección por COVID-19.

2. Para ello, el personal de la residencia deberá ponerse en contacto con el centro de 
Atención Primaria asignado, que actuará de forma coordinada con el médico de la residencia 
si se cuenta con este recurso. Tras una primera valoración del caso y si presenta síntomas 
leves, el paciente permanecerá en aislamiento en la residencia garantizando que se realiza 
seguimiento del caso. No obstante, si se cumplen criterios de derivación a un centro 
sanitario, se activará el procedimiento establecido para tal efecto.

Sexto.  Seguimiento de casos.

En el caso que sea necesario la autoridad sanitaria competente establecerá el 
procedimiento y la información requerida para el seguimiento y/o gestión de la atención de 
los COVID-19 residentes en estos centros de mayores y/o sociosanitarios.

Séptimo.  Desarrollo y ejecución.

Corresponde a las autoridades sanitarias competentes de cada comunidad autónoma 
dictar las resoluciones, disposiciones e instrucciones interpretativas que, en la esfera 
específica de su actuación, sean necesarias para garantizar la eficacia de lo dispuesto en 
esta orden.

Octavo.  Efectos.

Esta orden producirá efectos a partir de su firma.

Noveno.  Temporalidad de las medidas.

Esta orden será de aplicación hasta la finalización de la declaración del periodo del 
estado de alarma o prórrogas del mismo.
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Décimo.  Ciudades autónomas de Ceuta y Melilla.

Las referencias efectuadas en esta orden a las autoridades competentes de las 
comunidades autónomas, se entenderán referidas a la autoridad competente estatal en 
relación con las Ciudades autónomas de Ceuta y Melilla

Undécimo.  Régimen de recursos.

Contra la presente orden, que pone fin a la vía administrativa, se podrá interponer 
recurso contencioso-administrativo en el plazo de dos meses a partir del día siguiente al de 
su publicación en la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional, de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 11 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora 
de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.
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§ 47

Orden SND/266/2020, de 19 de marzo, por la que se establecen 
determinadas medidas para asegurar el acceso a la prestación 
farmacéutica del Sistema Nacional de Salud al colectivo de los 

Regímenes Especiales de la Seguridad Social

Ministerio de Sanidad
«BOE» núm. 78, de 21 de marzo de 2020
Última modificación: 16 de abril de 2020

Referencia: BOE-A-2020-3952

Con motivo de la situación de emergencia de salud pública provocada por el COVID-19, 
que la Organización Mundial de la Salud elevó a pandemia internacional el pasado 11 de 
marzo de 2020, el Gobierno de la Nación, en el ejercicio de sus competencias 
constitucionalmente atribuidas, acordó declarar, mediante Real Decreto 463/2020, de 14 de 
marzo, el estado de alarma en todo el territorio nacional.

Dicho Real Decreto habilita al Ministro de Sanidad, como autoridad competente 
delegada, para adoptar todas las medidas que considere oportunas dirigidas a reforzar el 
Sistema Nacional de Salud en todo el territorio nacional.

En su virtud, resuelvo:

Primero.  
1. En el ámbito de los Regímenes Especiales de la Mutualidad General de Funcionarios 

Civiles del Estado (MUFACE), del Instituto Social de las Fuerzas Armadas (ISFAS) y de la 
Mutualidad General Judicial (MUGEJU), excepcionar transitoriamente la obligación de 
estampillar el sello de visado de recetas de aquellos medicamentos sometidos, según la 
legislación vigente, a reservas singulares consistentes en la imposición del visado previo a 
su dispensación por oficinas de farmacia.

2. En el mismo ámbito, y al objeto de garantizar la continuidad de los tratamientos 
crónicos activos actualmente, entendiendo por tales aquellos de esa naturaleza que cuenten 
con una prescripción por un profesional sanitario autorizado y que haya sido dispensada en 
2020, se prorroga la validez de los mismos por todo el tiempo de vigencia del presente 
estado de alarma, y se autoriza, en consecuencia la dispensación en oficinas de farmacia de 
los medicamentos y productos sanitarios incluidos en dicha prescripción.

Segundo.  
Para aquellos mutualistas que no reciban asistencia sanitaria a través de sistema 

público, se faculta a las Mutualidades para que puedan adoptar en su ámbito de 
organización todas las medidas necesarias para garantizar el acceso a tratamientos con 
aquellos medicamentos sin cupón-precinto y que son dispensados en los servicios de 
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farmacia de los hospitales privados concertados, con cargo al presupuesto de la respectiva 
Mutualidad.

Los hospitales dispensadores deberán colaborar con las Mutualidades para la 
consecución de este fin, con el objetivo de asegurar la asistencia.

Tercero.  
Estas medidas se extenderán hasta la finalización de la declaración del estado de alarma 

y de sus posibles prórrogas.

Cuarto.  
Esta orden producirá efectos el mismo día su publicación en el «Boletín Oficial del 

Estado».

Quinto.  
Contra la presente orden, que pone fin a la vía administrativa, se podrá interponer 

recurso contencioso-administrativo en el plazo de dos meses a partir del día siguiente al de 
su publicación ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional, de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 11 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora 
de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.
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§ 48

Orden SND/275/2020, de 23 de marzo, por la que se establecen 
medidas complementarias de carácter organizativo, así como de 
suministro de información en el ámbito de los centros de servicios 
sociales de carácter residencial en relación con la gestión de la crisis 

sanitaria ocasionada por el COVID-19

Ministerio de Sanidad
«BOE» núm. 81, de 24 de marzo de 2020

Última modificación: 4 de abril de 2020
Referencia: BOE-A-2020-4010

El Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma 
para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, contempla 
una serie de medidas dirigidas a proteger la salud y seguridad de la ciudadanía, contener la 
progresión de la enfermedad y reforzar el sistema de salud pública.

El artículo 4.2 de dicho Real Decreto establece como autoridades delegadas 
competentes en sus respectivas áreas de responsabilidad a los titulares de los Ministerios de 
Defensa, Interior, Transportes, Movilidad y Agenda Urbana y Sanidad. Asimismo, designa 
como autoridad competente delegada al Ministro de Sanidad en las áreas de responsabilidad 
que no recaigan en la competencia de alguno de los Ministros indicados anteriormente.

Además, el artículo 4.3 prevé que los Ministros designados como autoridades 
competentes delegadas en este Real Decreto puedan dictar las órdenes, resoluciones, 
disposiciones e instrucciones interpretativas que, en la esfera específica de su actuación, 
sean necesarios para garantizar la prestación de todos los servicios ordinarios o 
extraordinarios, en orden a la protección de bienes y lugares, mediante la adopción de 
cualquiera de las medidas previstas en los artículos 11 y 12 de la Ley Orgánica 4/1981, de 1 
de junio.

Asimismo, el artículo 12, en relación con el 4.º, de la Ley Orgánica 4/1981, de 1 de junio, 
permite en las crisis sanitarias, tales como epidemias, la adopción de todas las medidas 
establecidas en las normas para la lucha contra las enfermedades infecciosas, tales como la 
Ley 14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad; la Ley 33/2011, de 4 de octubre, General 
de Salud Pública, o la Ley Orgánica 3/1986, de 14 de abril, de Medidas Especiales en 
Materia de Salud Pública.

Adicionalmente, el artículo 18.2 del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, prevé la 
adopción de medidas necesarias por empresas y proveedores que, no teniendo la 
consideración de críticos, de acuerdo con lo previsto en la Ley 8/2011, de 28 de abril, por la 
que se establecen medidas para la protección de infraestructuras críticas, son esenciales 
para asegurar el abastecimiento de la población y los propios servicios esenciales.

La Orden SND/265/2020, de 19 de marzo, de adopción de medidas relativas a las 
residencias de personas mayores y centros socio-sanitarios, ante la situación de crisis 
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sanitaria ocasionada por el COVID-19, estableció una primera batería de medidas, 
fundamentalmente de carácter organizativo, encaminadas a luchar contra el COVID-19 en 
estos centros.

La citada Orden SND/265/2020, de 19 de marzo, debe entenderse sin perjuicio de las 
obligaciones establecidas para los centros, establecimientos y servicios sanitarios en la 
Orden SND/232/2020, de 15 de marzo, por la que se adoptan medidas en materia de 
recursos humanos y medios para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por 
el COVID-19 y en la Orden SND/234/2020, de 15 de marzo, sobre adopción de disposiciones 
y medidas de contención y remisión de información al Ministerio de Sanidad ante la situación 
de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19.

El rápido avance de la enfermedad, la especial vulnerabilidad de las personas mayores, 
las personas con discapacidad u otros usuarios de centros residenciales y centros sociales 
con internamiento ante la infección COVID-19, y la necesidad de disponer de recursos para 
la atención de los mismos, obliga a adoptar nuevas medidas dirigidas a reducir el riesgo de 
contagio y garantizar la posibilidad de utilización de todos los recursos disponibles para la 
atención social y sanitaria de estos colectivos.

En su virtud, a propuesta del Ministerio de Derechos Sociales y Agenda 2030, resuelvo:

Primero.  Objeto y ámbito de aplicación.

Constituye el objeto de la presente Orden el establecimiento de medidas 
complementarias de carácter organizativo, así como de suministro de información para todos 
los centros de servicios sociales de carácter residencial (centros residenciales de personas 
mayores, personas con discapacidad u otros centros de servicios sociales de análoga 
naturaleza), ya sean de titularidad pública o privada, y que se encuentren en territorio 
nacional.

A los efectos de lo previsto en la presente Orden, los centros de servicios sociales de 
carácter residencial de titularidad privada tendrán la consideración de operadores de 
servicios esenciales con los efectos previstos en el artículo 18.2 del Real Decreto 463/2020, 
de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión de la situación de 
crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19.

Segundo.  Medidas aplicables en los centros de servicios sociales de carácter residencial.

1. Los centros a los que se refiere el primer párrafo del apartado primero deberán 
mantener su actividad, no pudiendo adoptar medida alguna que, en relación con la situación 
de emergencia originada por el COVID-19, conlleve el cierre, reducción o suspensión de 
actividades o de contratos laborales, salvo que la autoridad competente de la comunidad 
autónoma determine, por las circunstancias concurrentes, que el mantenimiento de la 
actividad del centro no es imprescindible.

2. El titular de los centros a los que se refiere el apartado 1 garantizará la puesta a 
disposición de la información veraz y ajustada al sistema de información vigente, sobre las 
características físicas del centro, personal y residentes/pacientes del mismo, con especial 
atención a lo establecido en el apartado segundo de la Orden SND/265/2020, de 19 de 
marzo, de adopción de medidas relativas a las residencias de personas mayores y centros 
socio-sanitarios, ante la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19

Esta información se facilitará con la periodicidad y a través del medio que indique la 
autoridad competente de la respectiva comunidad autónoma.

3. Las autoridades competentes de las comunidades autónomas deberán cumplimentar y 
remitir al Ministerio de Sanidad la información contenida en el anexo, en relación con los 
centros de servicios sociales de carácter residencial existentes en su territorio. Dicha 
información será remitida por primera vez antes del día 8 de abril de 2020 y será actualizada 
desde entonces cada martes y viernes antes de las 21 horas.

A estos efectos, la autoridad competente de la comunidad autónoma establecerá la 
forma y plazo en que los titulares de los centros residenciales objeto de esta orden deben 
remitir la información que no se encuentre en poder de la comunidad autónoma.

El anexo al que se refiere el párrafo primero de este apartado estará disponible en la 
sede electrónica del Ministerio de Sanidad.
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Tercero.  Medidas de Intervención.

1. La autoridad competente de la comunidad autónoma deberá priorizar la identificación 
e investigación epidemiológica de los casos por COVID-19 relacionados con residentes, 
trabajadores o visitantes de los centros de servicios sociales de carácter residencial.

2. En particular, la autoridad competente deberá priorizar la realización de pruebas 
diagnósticas de los residentes y del personal que presta servicio en los mismos, así como la 
disponibilidad de equipos de protección individual para ambos colectivos, al menos cuando 
en los centros residenciales se detecten residentes clasificados en los grupos c) o d) del 
apartado segundo de la Orden SND/265/2020, de 19 de marzo, y sin perjuicio del carácter 
también prioritario a estos efectos de los pacientes que se encuentran en centros sanitarios y 
de los profesionales que los atienden.

3. Se faculta a la autoridad competente de la comunidad autónoma en función de la 
situación epidémica y asistencial de cada centro residencial o territorio concreto, y siempre 
atendiendo a principios de necesidad y de proporcionalidad, a intervenir los centros 
residenciales objeto de esta orden.

4. Las medidas de intervención que acuerde la autoridad competente podrán conllevar:

a) El alta, la baja, reubicación y traslado de los residentes a otros centros residenciales, 
con independencia de su carácter público o privado, cuando exista justificación basada en el 
aislamiento y protección de cohortes en base a lo establecido en la Orden SND/265/2020, de 
19 de marzo, así como cuando resulte necesario para sostener la continuidad de los 
servicios por carecer de recursos humanos suficientes.

b) La adopción de las medidas oportunas para la puesta en marcha de nuevos centros 
residenciales y la modificación de la capacidad u organización de los existentes.

c) En los casos en los que un centro residencial cuente con pacientes clasificados en los 
grupos b), c) y d) del apartado segundo.1 de la Orden SND/265/2020, de 19 de marzo, la 
designación de un empleado público para dirigir y coordinar la actividad asistencial de estos 
centros.

A estos efectos, dicho empleado público dispondrá de los recursos materiales y 
humanos disponibles en el centro residencial intervenido, así como de los recursos 
vinculados con la actividad sanitaria asistencial que se presta de forma habitual a los 
residentes en el mismo, tanto en el propio centro residencial como en el sistema de salud 
correspondiente.

En particular, garantizará que se han adoptado las medidas establecidas en los 
apartados segundo, tercero, quinto y sexto de la Orden SND/265/2020, de 19 de marzo, 
sobre la ubicación y aislamiento de pacientes, limpieza, coordinación para el diagnóstico, 
seguimiento y, en su caso, derivación de los residentes.

El expediente que se abra al efecto por parte de la autoridad competente que ha 
ordenado la intervención incluirá un informe sobre la situación inicial, el detalle de la 
intervención realizada y la situación final una vez realizada esta.

d) La modificación del uso de los centros residenciales objeto de esta Orden para su 
utilización como espacios para uso sanitario de acuerdo con lo establecido en el apartado 
noveno de la Orden SNS/232/2020, de 15 de marzo, por la que se adoptan medidas en 
materia de recursos humanos y medios para la gestión de la situación de crisis sanitaria 
ocasionada por el COVID-19. Esta actuación será especialmente de aplicación en los casos 
en los que el centro residencial cuente con pacientes clasificados en el grupo d) del apartado 
segundo.1 de la Orden SND/265/2020, de 19 de marzo.

5. La autoridad competente deberá proceder a la designación de empleado público a la 
que se refiere el párrafo c) del apartado anterior, cuando concurra alguno de los siguientes 
supuestos:

a) Cuando se produzca un incremento no esperado de los fallecimientos durante la 
epidemia por COVID-19.

b) En cualquiera de las situaciones excepcionales que se establecen en el apartado 
quinto.

Esta designación deberá realizarse en un plazo no superior a veinticuatro horas desde 
que se produzca la comunicación de alguna de las situaciones indicadas.
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Cuarto.  Inspección sanitaria.

Los centros residenciales a los que se refiere esta Orden quedan sujetos a la inspección 
de los servicios sanitarios de la comunidad autónoma correspondiente.

Los empleados públicos designados por las comunidades autónomas para llevar a cabo 
estas inspecciones podrán realizarlas en cualquier momento, quedando autorizados para 
ordenar cuantas actuaciones sean precisas para cumplir con las normas vinculadas al 
control de la crisis sanitaria originada por el COVID-19.

Quinto.  Concurrencia de situaciones excepcionales.

1. Cuando concurra alguna de las situaciones excepcionales que se relacionan a 
continuación, todos los centros residenciales objeto de esta Orden deberán comunicarla de 
inmediato a las correspondientes Consejerías de Servicios Sociales y de Sanidad de la 
comunidad autónoma, así como a la Delegación o Subdelegación de Gobierno que 
corresponda a fin de recabar el auxilio urgente disponible para dar respuesta a la situación 
concreta:

a) Imposibilidad, por ausencia de medios personales, materiales, circunstancias físicas o 
de otra índole, para cumplir con lo indicado en la Orden SND/265/2020, de 19 de marzo, de 
adopción de medidas relativas a las residencias de personas mayores y centros socio-
sanitarios, y especialmente en lo relativo a las normas de aislamiento.

b) Imposibilidad para gestionar adecuadamente la conservación y retirada de cadáveres 
por acumulación y/o ausencia de servicios funerarios disponibles.

c) Cualquier otra circunstancia análoga que ponga en grave peligro la integridad y 
sostenimiento del servicio que se presta.

2. Las autoridades competentes valorarán la situación, y auxiliarán la misma de forma 
coordinada activando todos los medios ordinarios y excepcionales disponibles en su 
territorio.

Realizada la intervención oportuna, se notificará la misma con indicación sucinta del 
establecimiento en el que se produjo la incidencia, situación abordada, medios activados y 
situación final, a los Ministerios de Sanidad y de Derechos Sociales y para la Agenda 2030.

Sexto.  Difusión de las medidas adoptadas.

Las comunidades autónomas y las ciudades autónomas de Ceuta y Melilla deberán 
difundir de manera inmediata a todos los centros de servicios sociales de carácter 
residencial a los que se refiere esta Orden, y que se encuentren en su ámbito competencial 
de actuación y acreditación, lo dispuesto en esta Orden.

Séptimo.  Desarrollo y ejecución.

Corresponde a las autoridades competentes de cada comunidad autónoma dictar, en su 
esfera específica de actuación, las disposiciones y resoluciones necesarias para garantizar 
la eficacia de lo dispuesto en la presente Orden.

Octavo.  Incumplimiento.

El incumplimiento o la resistencia a las órdenes de las autoridades competentes en aras 
al cumplimiento de lo previsto en esta Orden, será sancionado con arreglo a las leyes, en los 
términos establecidos en el artículo 10 de la Ley Orgánica 4/1981, de 1 de junio, de los 
estados de alarma, excepción y sitio.

Noveno.  Vigencia.

Lo previsto en esta Orden será de aplicación hasta la finalización del estado de alarma 
declarado por el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, y sus posibles prórrogas.
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Décimo.  Efectos.

Esta Orden producirá efectos el mismo día su publicación en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Undécimo.  Régimen de recursos.

Contra la presente Orden, que pone fin a la vía administrativa, se podrá interponer 
recurso contencioso-administrativo en el plazo de dos meses a partir del día siguiente al de 
su publicación ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional, de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 11 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora 
de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

ANEXO

Información sobre actuaciones en centros de servicios sociales de carácter 
residencial en relación con la crisis sanitaria por el COVID-19

La información se remitirá de forma agregada por comunidad autónoma.

Comunidad Autónoma: __________________________________________
Fecha de referencia de los datos: __________________________________

 N.º
N.º total de centros de servicios sociales de carácter residencial en la comunidad autónoma.  
N.º total de residentes en centros de servicios sociales de carácter residencial en la comunidad 
autónoma.  

N.º total de fallecimientos en centros de servicios sociales de carácter residencial desde el 8 de 
marzo de 2020 hasta la fecha.  

N.º total de fallecimientos por COVID-19 confirmados en centros de servicios sociales de carácter 
residencial desde el 8 de marzo de 2020 hasta la fecha.  

N.º total de fallecimientos con sintomatología compatible con COVID-19 (no confirmados) en 
centros de servicios sociales de carácter residencial desde el 8 de marzo hasta la fecha.  

N.º de centros de servicios sociales de carácter residencial con expediente de intervención por 
COVID-19 abierto desde el 24 de marzo de 2020 hasta la fecha.  

N.º total de residentes en centros de servicios sociales de carácter residencial con expediente de 
intervención por COVID-19 desde el 24 de marzo de 2020 hasta la fecha.  

N.º total de trabajadores en activo en centros de servicios sociales de carácter residencial con 
expediente de intervención por COVID-19 desde el 24 de marzo de 2020 hasta la fecha.  

N.º de fallecimientos desde el 8 de marzo de 2020 hasta la fecha en los centros de servicios 
sociales de carácter residencial con expediente de intervención por COVID-19.  

  N.º
N.º de centros de servicios sociales de carácter residencial 
con expediente de intervención abierto desde el 24 de 
marzo de 2020 hasta la fecha por COVID-19 y situación 
excepcional o análoga (apartado quinto Orden SND/
275/2020).

Por incremento no esperado de 
fallecimientos.  

Por ausencia de medios.  
Por gestión de cadáveres.  
Otros motivos.  

 N.º
N.º Residentes clasificados en cohorte a) de la orden SND/265/2020: sin síntomas y sin contacto 
en centros de servicios sociales de carácter residencial con expediente de intervención por 
COVID-19 desde el 24 de marzo de 2020 hasta la fecha.

 

N.º Residentes clasificados en cohorte b) de la orden SND/265/2020: sin síntomas en aislamiento 
preventivo por contacto, en centros de servicios sociales de carácter residencial con expediente de 
intervención por COVID-19 desde el 24 de marzo de 2020 hasta la fecha.

 

N.º Residentes clasificados en cohorte c) de la orden SND/265/2020: con síntomas compatibles 
con COVID-19, en centros de servicios sociales de carácter residencial con expediente de 
intervención desde el 24 de marzo de 2020 hasta la fecha.

 

N.º Residentes clasificados en cohorte d) de la orden SND/265/2020: casos confirmados de 
COVID-19, en centros de servicios sociales de carácter residencial con expediente de intervención 
desde el 24 de marzo de 2020 hasta la fecha.

 

Esta información será remitida antes del 8 de abril de 2020 y será actualizada desde 
entonces cada martes y viernes antes de las 21 horas.
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§ 49

Resolución de 23 de marzo de 2020, de la Secretaría de Estado de 
Derechos Sociales, por la que se publica el Acuerdo del Consejo 
Territorial de Servicios Sociales y del Sistema para la Autonomía y 
Atención a la Dependencia, que modifica parcialmente el Acuerdo de 
27 de noviembre de 2008, sobre criterios comunes de acreditación 
para garantizar la calidad de los centros y servicios del Sistema para 

la Autonomía y Atención a la Dependencia

Ministerio de Derechos Sociales y Agenda 2030
«BOE» núm. 82, de 25 de marzo de 2020

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2020-4031

De conformidad con lo establecido en el artículo 34 de la Ley 39/2006, de 14 de 
diciembre, de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las personas en situación 
de dependencia, el Consejo Territorial de Servicios Sociales y del Sistema para la 
Autonomía y Atención a la Dependencia aprobó, en su reunión extraordinaria de 20 de 
marzo de 2020, el Acuerdo por el que se modifica parcialmente el Acuerdo de 27 de 
noviembre de 2008, sobre criterios comunes de acreditación para garantizar la calidad de los 
centros y servicios del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia, que se 
publica como anexo a esta resolución.

ANEXO

Acuerdo de 20 de marzo de 2020, del Consejo Territorial de Servicios Sociales y 
del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia, por el que se 
autoriza a la Secretaría de Estado de Derechos Sociales para modificar, por 
razones de urgencia y de forma temporal, el Acuerdo de 27 de noviembre de 
2008, del Consejo Territorial de Servicios Sociales y del Sistema para la 
Autonomía y Atención a la Dependencia, sobre criterios comunes de 
acreditación para garantizar la calidad de los centros y servicios del Sistema 
para la Autonomía y Atención a la Dependencia, con el fin de flexibilizar la 
acreditación y funcionamiento de los servicios mientras persista la situación 

de crisis COVID-19
El Consejo Territorial de Servicios Sociales y del Sistema para la Autonomía y Atención a 

la Dependencia, de conformidad con lo establecido en el artículo 34 de la Ley 39/2006, de 14 
de diciembre, de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las personas en 
situación de dependencia, tiene atribuida la fijación de criterios comunes de acreditación de 
centros, servicios y entidades, sin perjuicio de las competencias de cada una de las 
Comunidades Autónomas y de la Administración General del Estado (Instituto de Mayores y 
Servicios Sociales).
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Ante la situación de pandemia derivada del COVID-19 y por razones de urgencia y de 
forma temporal, la modificación que ahora se propone pretende flexibilizar la acreditación y 
funcionamiento de los servicios de atención a la dependencia mientras persista la situación 
de crisis COVID-19.

En su virtud, se acuerda modificar el Acuerdo de 27 de noviembre de 2008, del Consejo 
Territorial de Servicios Sociales y del Sistema para la Autonomía y Atención a la 
Dependencia, incorporando al criterio tercero apartado b) un nuevo ordinal denominado 5 
bis, que queda redactado en los siguientes términos:

«5 bis. Régimen provisional y excepcional ante la situación de pandemia derivada del 
COVID-19.

Cuando se acredite la no existencia de demandantes de empleo con las titulaciones 
especificas necesarias en la zona donde esté ubicado, bien el centro o institución social o 
bien donde se preste el servicio de asistencia personal o las labores de auxiliar de ayuda a 
domicilio, podrán desempeñar estas funciones personas que tengan alguna de las 
titulaciones exigidas para cualquiera de ellas.

Si tampoco hubiera disponibilidad de demandantes de empleo con ninguna de las 
titulaciones antes señaladas, podrán desempeñar estas funciones personas que, careciendo 
de titulación, preferentemente, tengan experiencia en cuidado y atención de personas 
dependientes, debiendo las entidades prestadoras de servicios garantizar la supervisión y 
formación práctica en el puesto de trabajo para mejorar sus competencias profesionales.

Este régimen excepcional estará vigente por un plazo inicial de tres meses a partir de su 
publicación, pudiendo ser prorrogado por nuevo acuerdo del Consejo Territorial por 
sucesivos periodos de tres meses o inferiores en función de las necesidades organizativas y 
asistenciales derivadas de la evolución de la situación sanitaria.

Corresponde a las Administraciones públicas competentes en Servicios Sociales dictar 
las resoluciones, disposiciones e instrucciones interpretativas que, en su caso, sean 
necesarias para la aplicación de este régimen provisional excepcional.»
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§ 50

Orden SND/295/2020, de 26 de marzo, por la que se adoptan 
medidas en materia de recursos humanos en el ámbito de los 
servicios sociales ante la situación de crisis ocasionada por el 

COVID-19

Ministerio de Sanidad
«BOE» núm. 86, de 28 de marzo de 2020

Última modificación: 4 de abril de 2020
Referencia: BOE-A-2020-4156

El Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma 
para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, contempla 
una serie de medidas dirigidas a proteger el bienestar, la salud y seguridad de los 
ciudadanos y la contención de la progresión de la enfermedad.

El artículo 4.2.d) del citado Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, determina que, para 
el ejercicio de las funciones previstas en el mismo y bajo la superior dirección del Presidente 
del Gobierno, el Ministro de Sanidad tendrá la condición de autoridad competente delegada, 
tanto en su propia área de responsabilidad como en las demás áreas que no recaigan en el 
ámbito específico de competencias de los demás Ministros designados como autoridad 
competente delegada a los efectos de este real decreto.

En concreto, de acuerdo con lo establecido en el artículo 4.3 del Real Decreto 463/2020, 
de 14 de marzo, el Ministro de Sanidad queda habilitado para dictar las órdenes, 
resoluciones, disposiciones e instrucciones interpretativas que, dentro de su ámbito de 
actuación como autoridad delegada, sean necesarias para garantizar la prestación de todos 
los servicios, ordinarios o extraordinarios, en orden a la protección de personas, bienes y 
lugares, mediante la adopción de cualquiera de las medidas previstas en el artículo once de 
la Ley Orgánica 4/1981, de 1 de junio, de los estados de alarma, excepción y sitio, cuyo 
párrafo b) prevé la posibilidad de establecer prestaciones personales obligatorias. Para ello, 
no será precisa la tramitación de procedimiento administrativo alguno.

En estos mismos términos, los artículos 8.2 y 13.c) del Real Decreto 463/2020, de 14 de 
marzo habilitan a la autoridad delegada competente por razón del estado de alarma a la 
imposición de prestaciones personales obligatorias que resulten imprescindibles para la 
consecución de las finalidades de este real decreto.

Asimismo, conforme al artículo 4.1 del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, a los 
efectos del ejercicio de las funciones derivadas del estado de alarma, la autoridad 
competente es el Gobierno, al resultar imprescindible que todas las disposiciones y medidas 
que en adelante sea necesario adoptar con ocasión del COVID-19, lo sean de acuerdo a los 
principios de coordinación y unidad de decisión. Por tanto, para garantizar la coherencia en 
la toma de decisiones, asegurar la efectividad de las medidas y favorecer la cohesión y la 
equidad en el conjunto del territorio nacional, todas las disposiciones y medidas que en el 
ámbito autonómico sea preciso adoptar en relación con el estado de alarma ocasionado por 
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el COVID-19, serán establecidas por el Ministro de Sanidad en todos aquellos supuestos en 
los que este actúe como autoridad competente delegada. Las comunidades autónomas 
velarán por el cumplimiento de estas medidas y disposiciones en el ámbito local.

Adicionalmente, el artículo 18.2 del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, prevé la 
adopción de medidas necesarias por empresas y proveedores que, no teniendo la 
consideración de críticos, de acuerdo con lo previsto en la Ley 8/2011, de 28 de abril, por la 
que se establecen medidas para la protección de infraestructuras críticas, son esenciales 
para asegurar el abastecimiento de la población y los propios servicios esenciales. Debido a 
la situación crítica de los colectivos destinatarios de los servicios sociales, que precisan de 
una atención ineludible e inaplazable, y ante la grave situación de falta de personal que se 
está produciendo en los centros y entidades públicos y privados acreditados que proveen de 
tales servicios sociales esenciales, se hace preciso adoptar una serie de medidas en 
relación con los recursos humanos de este sector que garanticen la adecuada y debida 
asistencia de los señalados colectivos.

Las medidas que se contienen en la presente orden son las imprescindibles para hacer 
frente a la situación descrita y la competencia para su adopción, recae en el Ministerio de 
Sanidad, de acuerdo con lo previsto en el citado artículo 4 del Real Decreto 463/2020, de 14 
de marzo.

En su virtud, a propuesta del Ministerio de Derechos Sociales y Agenda 2030, resuelvo:

Primero.  Objeto.

Esta orden tiene por objeto el establecimiento de medidas especiales en materia de 
recursos humanos para la garantía del correcto funcionamiento del sistema de servicios 
sociales en su conjunto y la continuidad de los mismos, en desarrollo y aplicación de lo 
previsto en el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de 
alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19.

Segundo.  Ámbito de aplicación.

Esta orden es de aplicación a todos los centros y entidades que presten cualquiera de 
los servicios contenidos en el Catálogo de Referencia aprobado por Acuerdo del Consejo 
Territorial de Servicios Sociales y del Sistema para la Autonomía y Atención a la 
Dependencia el 16 de enero de 2013, con independencia de su titularidad, así como a sus 
trabajadores y trabajadoras cualquiera que sea la naturaleza de su relación contractual o 
administrativa.

A los efectos de lo previsto en la presente orden, los centros y entidades de titularidad 
privada a los que se refiere el párrafo anterior tendrán la consideración de operadores de 
servicios esenciales con los efectos previstos en el artículo 18.2 del Real Decreto 463/2020, 
de 14 de marzo.

Tercero.  Régimen de prestación de servicios.

1. El Instituto de Mayores y Servicios Sociales (Imserso) y las comunidades autónomas 
en sus respectivos ámbitos de competencia en materia de servicios sociales podrán adoptar 
en materia de servicios sociales las medidas necesarias para la protección de las personas, 
bienes y lugares, pudiendo imponer a los trabajadores y trabajadoras de los servicios 
sociales la prestación de servicios extraordinarios, ya sea en razón de su duración o de su 
naturaleza.

Las medidas que se adopten deberán contribuir a la correcta prestación de los servicios 
sociales objeto de esta orden y deberán utilizar de manera racional los recursos humanos 
disponibles. Asimismo, deberán atender a los principios de necesidad y proporcionalidad.

Dichas medidas no serán de aplicación a las mujeres que se encuentren en estado de 
gestación.

2. El personal de los centros y entidades a que se refiere el apartado segundo contará 
con acreditación suficiente expedida por su entidad o empresa para que le sean de 
aplicación los supuestos pertinentes del artículo 7 del Real Decreto 463/2020, de 14 de 
marzo, por el que se declara el estado de alarma.
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3. Las medidas que se adopten podrán ir dirigidas a la encomienda de funciones 
distintas de las correspondientes al puesto de trabajo, categoría o especialidad, si bien 
preferentemente dichas funciones serán similares o análogas a las del puesto que se viene 
desempeñando y teniendo en cuenta la capacitación profesional. Asimismo, se podrán 
adoptar medidas de reasignación de efectivos y cambios de centro de trabajo siempre que 
no comporten la movilidad geográfica del trabajador o trabajadora.

4. Todo el personal de servicios sociales, independientemente de que ya esté prestando 
sus servicios en la modalidad de teletrabajo u otras, deberá estar disponible para ser 
requerido en cualquier momento para la prestación de tareas presenciales, con excepción de 
aquellas personas que se encuentren en situación de aislamiento domiciliario por COVID-19. 
Lo anterior afecta también al personal administrativo mínimo imprescindible para el 
desarrollo de los servicios.

5. Asimismo, podrán adoptase las medidas que se consideren precisas en materia de 
jornada de trabajo y descanso, permisos, licencias y vacaciones y reducciones de jornada.

Cuarto.  Medidas excepcionales para la contratación o reincorporación de personal.

1. Es de inmediata aplicación el Acuerdo de 20 de marzo de 2020 del Consejo Territorial 
de Servicios Sociales y del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia, por el 
que se modifican temporalmente los criterios comunes de acreditación para garantizar la 
calidad de los centros y servicios del Sistema para la Autonomía y Atención a la 
Dependencia.

2. Se autoriza, previa valoración por la autoridad competente de la oportunidad de la 
medida y de la idoneidad del trabajador, a la contratación temporal, a jornada parcial o 
completa, de personal que se encuentre cursando el último año de los estudios requeridos 
para la prestación de los correspondientes servicios en los distintos ámbitos del sector de los 
Servicios Sociales y del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia y que, en 
consecuencia, no se halle en posesión del preceptivo título académico o de la habilitación 
profesional correspondiente.

3. El personal con dispensa absoluta de asistencia al puesto de trabajo por ejercicio de 
funciones sindicales podrá solicitar voluntariamente reincorporarse para desempeñar sus 
funciones en atención a la situación generada por el COVID-19.

La reincorporación de estos trabajadores no supondrá el cese del personal sustituto que 
pudiera existir.

Quinto.  Vigencia.

Lo previsto en esta orden será de aplicación hasta la finalización del estado de alarma 
declarado por el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, y sus posibles prórrogas.

Sexto.  Régimen sancionador.

De acuerdo con lo previsto en el artículo 20 del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, 
el incumplimiento o resistencia a las medidas adoptadas en virtud de lo establecido en la 
presente orden, será sancionado con arreglo a las leyes, en los términos previstos en el 
artículo 10 de la Ley Orgánica 4/1981, de 1 de junio.

Séptimo.  Desarrollo y ejecución.

Corresponde al Instituto de Mayores y Servicios Sociales (Imserso) y a las autoridades 
competentes de cada comunidad autónoma dictar las resoluciones, disposiciones e 
instrucciones interpretativas que, en la esfera específica de su actuación, sean necesarias 
para garantizar la eficacia de lo dispuesto en esta orden.

Octavo.  Modificaciones presupuestarias.

De acuerdo con lo establecido en el artículo 1 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de 
marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social 
del COVID-19, con cargo al Fondo de Contingencia y al suplemento de crédito concedido en 
dicho precepto al Ministerio de Derechos Sociales y Agenda 2030, se realizarán las 
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correspondientes transferencias a las autoridades estatales y autonómicas en el ámbito de 
los servicios sociales y del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia para la 
financiación de las actuaciones previstas en la presente orden.

Noveno.  Efectos.

Esta orden producirá efectos el mismo día su publicación en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Décimo.  Régimen de recursos.

Contra la presente orden, se podrá interponer recurso contencioso-administrativo en el 
plazo de dos meses a partir del día siguiente al de su publicación ante la Sala de lo 
Contencioso-administrativo del Tribunal Supremo, de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 12 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-
Administrativa.
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§ 51

Orden SND/310/2020, de 31 de marzo, por la que se establecen 
como servicios esenciales determinados centros, servicios y 

establecimientos sanitarios

Ministerio de Sanidad
«BOE» núm. 91, de 1 de abril de 2020

Última modificación: 28 de abril de 2020
Referencia: BOE-A-2020-4211

El Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma 
para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, contempla 
una serie de medidas dirigidas a proteger el bienestar, la salud y seguridad de los 
ciudadanos y la contención de la progresión de la enfermedad.

El artículo 4.2.d) del citado Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, determina que, para 
el ejercicio de las funciones previstas en el mismo y bajo la superior dirección del Presidente 
del Gobierno, el Ministro de Sanidad tendrá la condición de autoridad competente delegada, 
tanto en su propia área de responsabilidad como en las demás áreas que no recaigan en el 
ámbito específico de competencias de los demás Ministros designados como autoridad 
competente delegada a los efectos de este real decreto.

En concreto, de acuerdo con lo establecido en el artículo 4.3 del Real Decreto 463/2020, 
de 14 de marzo, el Ministro de Sanidad queda habilitado para dictar las órdenes, 
resoluciones, disposiciones e instrucciones interpretativas que, dentro de su ámbito de 
actuación como autoridad delegada, sean necesarios para garantizar la prestación de todos 
los servicios, ordinarios o extraordinarios, en orden a la protección de personas, bienes y 
lugares, mediante la adopción de cualquiera de las medidas previstas en el artículo 11 de la 
Ley Orgánica 4/1981, de 1 de junio, de los estados de alarma, excepción y sitio, cuyo párrafo 
b) prevé la posibilidad de establecer prestaciones personales obligatorias. Para ello, no será 
precisa la tramitación de procedimiento administrativo alguno.

Asimismo, el artículo 10 del citado real decreto establece un conjunto de actividades 
comerciales para las cuales se permite su continuidad durante la duración del estado de 
alarma, y entre las que se encuentran las relativas a los centros sanitarios, habilitando el 
apartado 6 de dicho artículo al Ministro de Sanidad para modificar, ampliar o restringir las 
medidas, lugares, establecimientos y actividades que puedan seguir desarrollando su 
actividad comercial durante la duración del estado de alarma.

Tras la declaración del estado de alarma, y ante la evaluación de la situación de la crisis 
sanitaria en nuestro país, el Gobierno ha adoptado diferentes medidas tanto para la 
contención de la propagación del COVID-19, como para frenar el impacto que la crisis 
sanitaria está teniendo sobre el mercado laboral.

En atención a lo anterior, el pasado 28 de marzo de 2020 se publicó en el «Boletín 
Oficial del Estado» el Real Decreto-ley 9/2020, de 27 de marzo, por el que se adoptan 
medidas complementarias, en el ámbito laboral, para paliar los efectos derivados del 
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COVID-19, cuyo artículo 1 declaraba como de carácter esencial, los centros, servicios y 
establecimientos sanitarios, con independencia de su titularidad o forma de gestión, que 
determinara el Ministerio de Sanidad, estando obligados dichos centros a mantener su 
actividad, pudiendo únicamente proceder a reducir o suspender la misma parcialmente en 
los términos en que así lo permitan las autoridades competentes.

Asimismo, mediante el Real Decreto-ley 10/2020, de 29 de marzo, por el que se regula 
un permiso retribuido recuperable para las personas trabajadoras por cuenta ajena que no 
presten servicios esenciales, con el fin de reducir la movilidad de la población en el contexto 
de la lucha contra el COVID-19, el Gobierno ha dado un paso más en su lucha por la 
contención de la enfermedad estableciendo una relación de actividades esenciales, tanto del 
sector público como del sector privado, para las que se permite continuar su actividad 
durante el período comprendido entre el 30 de marzo y el 9 de abril de 2020, ambos 
inclusive. A cuyo efecto, el anexo del citado real decreto-ley en su punto 9 establece la 
continuidad de la actividad de los centros, servicios y establecimientos sanitarios, al tiempo 
que habilita en su artículo 5 al Ministro de Sanidad, en su condición de autoridad competente 
delegada, a modificar o especificar, mediante las órdenes necesarias, las actividades que se 
ven afectadas por el permiso retribuido recuperable previsto en el citado real decreto-ley.

Por todo ello, con el objeto de maximizar los efectos de contención del COVID-19 
llevados a cabo y con el fin de dar cumplimiento a lo previsto en el Real Decreto-ley 9/2020, 
de 27 de marzo, se hace necesario determinar la relación de centros, servicios y 
establecimientos sanitarios a los que debido a su importancia en la gestión de la crisis 
sanitaria ocasionada por el COVID-19, debe considerarse como de carácter esencial.

Asimismo, por coherencia con el resto de medidas establecidas para la lucha frente al 
COVID-19, se determina que deban ser únicamente estos establecimientos los que deban 
mantener su actividad comercial a los efectos previstos en el artículo 10 del Real Decreto 
463/2020, de 14 de marzo, y del permiso retribuido establecido por el Real Decreto-ley 
10/2020, de 29 de marzo.

En su virtud, dispongo:

Artículo 1.  Objeto.

La presente orden tiene por objeto determinar la relación de centros, servicios y 
establecimientos sanitarios que se consideran servicios esenciales a los efectos previstos en 
el Real Decreto-ley 9/2020, de 27 de marzo, por el que se adoptan medidas 
complementarias, en el ámbito laboral, para paliar los efectos derivados del COVID-19 y en 
el Real Decreto-ley 10/2020, de 29 de marzo, por el que se regula un permiso retribuido 
recuperable para las personas trabajadoras por cuenta ajena que no presten servicios 
esenciales, con el fin de reducir la movilidad de la población en el contexto de la lucha contra 
el COVID-19.

Artículo 2.  Centros, servicios y establecimientos sanitarios de carácter esencial.

Se determinan como servicios esenciales a los efectos previstos en el artículo 1 del Real 
Decreto-ley 9/2020, de 27 de marzo, los centros, servicios y establecimientos sanitarios 
previstos en el anexo.

Artículo 3.  Centros, servicios y establecimientos sanitarios de carácter no esencial.

Desde la entrada en vigor de la presente orden, y hasta el día 9 de abril de 2020 
inclusive, los centros, servicios y establecimientos sanitarios que no hayan sido declarados 
servicios esenciales de acuerdo con lo previsto en el artículo 2, deberán paralizar toda 
actividad que implique algún tipo de desplazamiento.

De conformidad con lo previsto en el apartado octavo de la Orden SND/232/2020, de 15 
de marzo, por la que se adoptan medidas en materia de recursos humanos y medios para la 
gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, durante el tiempo en 
el que por la progresión o afectación de la epidemia de COVID-19 no se pueda atender 
adecuadamente la asistencia sanitaria de la población con los medios materiales y humanos 
adscritos, las comunidades autónomas tendrán a su disposición los centros y 
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establecimientos sanitarios privados, incluidos los señalados en el párrafo anterior, así como 
su personal.

Artículo 4.  Permiso retribuido.

Desde la entrada en vigor de la presente orden, las personas trabajadoras de los 
centros, servicios y establecimientos sanitarios que no figuren en el anexo de esta Orden 
disfrutarán del permiso retribuido recuperable, de carácter obligatorio, previsto en el Real 
Decreto-ley 10/2020, de 29 de marzo, siempre y cuando cumplan el resto de requisitos 
señalados en el citado real decreto-ley.

Disposición final primera.  Habilitación.

Se habilita al titular de la Secretaría General de Sanidad a modificar los centros, 
servicios y establecimientos sanitarios previstos en el anexo.

Disposición final segunda.  Entrada en vigor.

La presente orden entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el «Boletín 
Oficial del Estado».

ANEXO

Relación de centros, servicios y establecimientos sanitarios que se determinan 
como servicios esenciales

Se determinan como servicios esenciales los siguientes centros, servicios y 
establecimientos sanitarios previstos en el Real Decreto 1277/2003, de 10 de octubre, por el 
que se establecen las bases generales sobre autorización de centros, servicios y 
establecimientos sanitarios:

C.1 Hospitales (centros con internamiento).
C.2 Proveedores de asistencia sanitaria sin internamiento encuadrados en alguna de las 

siguientes tipologías:

C.2.1 Consultas médicas.
C.2.2 Consultas de otros profesionales sanitarios.
C.2.3 Centros de atención primaria.
C.2.4 Centros polivalentes.
C.2.5 Centros especializados con el siguiente detalle:

C.2.5.1 Clínicas dentales: ante situaciones de urgencia.
C.2.5.2 Centros de reproducción humana asistida: únicamente ante procesos 

programados o ya iniciados.
C.2.5.3 Centros de interrupción voluntaria del embarazo.
C.2.5.4 Centros de cirugía mayor ambulatoria: ante situaciones de urgencia.
C.2.5.5 Centros de diálisis.
C.2.5.6 Centros de diagnóstico.
C.2.5.7 Centros móviles de asistencia sanitaria: deben ser considerados como 

esenciales en tanto en cuanto el centro sea considerado como servicio esencial por parte de 
la autoridad sanitaria de la comunidad autónoma en la que estén ubicados.

C.2.5.8 Centros de transfusión.
C.2.5.9 Bancos de tejidos.
C.2.5.11 Centros de salud mental.
C.2.5.90 Otros centros especializados: deben ser considerados como esenciales en 

tanto en cuanto el centro sea considerado como servicio esencial por parte de la autoridad 
sanitaria de la comunidad autónoma en la que estén ubicados.

C.2.90 Otros proveedores de asistencia sanitaria sin internamiento: deben ser 
considerados como esenciales en tanto en cuanto sean considerados como servicio esencial 
por parte de la autoridad sanitaria de la comunidad autónoma en la que estén ubicados.

C.3 Servicios sanitarios integrados en una organización no sanitaria: deben ser 
considerados como esenciales en tanto en cuanto el servicio se ubique en una organización 
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considerada como esencial o sean considerados como esenciales por parte de la autoridad 
sanitaria de la comunidad autónoma en la que estén ubicados.

Establecimientos sanitarios:

E.1 Oficinas de farmacia.
E.2 Botiquines.
E.3 Ópticas.
E.4 Ortopedias.
E.5 Establecimientos de audioprótesis.
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§ 52

Orden SND/322/2020, de 3 de abril, por la que se modifican la Orden 
SND/275/2020, de 23 de marzo y la Orden SND/295/2020, de 26 de 
marzo, y se establecen nuevas medidas para atender necesidades 
urgentes de carácter social o sanitario en el ámbito de la situación de 

la crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19

Ministerio de Sanidad
«BOE» núm. 95, de 4 de abril de 2020
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2020-4300

El Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma 
para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, contempla 
una serie de medidas dirigidas a proteger el bienestar, la salud y seguridad de los 
ciudadanos y la contención de la progresión de la enfermedad.

El artículo 4.2.d) del citado Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, determina que, para 
el ejercicio de las funciones previstas en el mismo y bajo la superior dirección del Presidente 
del Gobierno, el Ministro de Sanidad tendrá la condición de autoridad competente delegada, 
tanto en su propia área de responsabilidad como en las demás áreas que no recaigan en el 
ámbito específico de competencias de los demás titulares de los departamentos designados 
como autoridad competente delegada a los efectos de este real decreto.

En concreto, de acuerdo con lo establecido en el artículo 4.3 del Real Decreto 463/2020, 
de 14 de marzo, el Ministro de Sanidad queda habilitado para dictar las órdenes, 
resoluciones, disposiciones e instrucciones interpretativas que, dentro de su ámbito de 
actuación como autoridad delegada, sean necesarias para garantizar la prestación de todos 
los servicios, ordinarios o extraordinarios, en orden a la protección de personas, bienes y 
lugares, mediante la adopción de cualquiera de las medidas previstas en el artículo 11 de la 
Ley Orgánica 4/1981, de 1 de junio, de los estados de alarma, excepción y sitio.

En el citado marco, se dictó la Orden SND/275/2020, de 23 de marzo, por la que se 
establecen medidas complementarias de carácter organizativo, así como de suministro de 
información en el ámbito de los centros de servicios sociales de carácter residencial en 
relación con la gestión de la crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, que estableció un 
conjunto de medidas para proteger a uno de los colectivos más vulnerables y que más 
severamente está siendo castigado en esta crisis sanitaria, los residentes de centros de 
servicios sociales de carácter residencial (centros residenciales de personas mayores, 
personas con discapacidad u otros centros de servicios sociales de análoga naturaleza).

Debido a la situación cambiante de la crisis sanitaria, resulta necesario adoptar nuevas 
medidas con el fin de contribuir a la contención del COVID-19 en los centros de servicios 
sociales de carácter residencial. Para ello, entre otras medidas, se dispone que se deberá 
priorizar la identificación e investigación epidemiológica de los casos por COVID-19 
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relacionados con residentes, trabajadores o visitantes de estos centros, se aclara en qué 
casos concretos un centro residencial podrá ser intervenido por un empleado público o se 
disponen nuevas obligaciones de suministro de información por parte de las comunidades 
autónomas.

Por otro lado, el Ministro de Sanidad dictó la Orden SND/295/2020, de 26 de marzo, por 
la que se adoptan medidas en materia de recursos humanos en el ámbito de los servicios 
sociales ante la situación de crisis ocasionada por el COVID-19. En el párrafo 3 del apartado 
cuarto de la misma se establece la obligatoriedad de que el personal con dispensa absoluta 
de asistencia al puesto de trabajo por ejercicio de funciones sindicales deberá reincorporase 
de forma temporal para desempeñar sus funciones en atención a la situación generada por 
el COVID-19. Sin embargo, posteriormente, la Orden SND/307/2020, 30 de marzo, por la 
que se establecen los criterios interpretativos para la aplicación del Real Decreto-ley 
10/2020, de 29 de marzo, y el modelo de declaración responsable para facilitar los trayectos 
necesarios entre el lugar de residencia y de trabajo determinó que las actividades de 
representación sindical y patronal no se encuentran afectadas por dicho real decreto-ley para 
así garantizar la asistencia y asesoramiento a personas trabajadoras y empleadores. Dada la 
especial necesidad de asegurar el cumplimiento de estas funciones en un contexto como el 
actual, resulta necesario flexibilizar las disposiciones de la Orden SND/295/2020, de 26 de 
marzo, y equiparar la situación del personal con dispensa absoluta de asistencia al puesto 
de trabajo por ejercicio de funciones sindicales en el ámbito de los servicios sociales a la del 
mismo personal sanitario que se encuentra también en situación de dispensa absoluta.

No obstante, tal y como establece la Orden SND/232/2020, de 15 de marzo, por la que 
se adoptan medidas en materia de recursos humanos y medios para la gestión de la 
situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, dicho personal sanitario podrá 
solicitar, de manera voluntaria, reincorporarse para desempeñar funciones asistenciales 
relacionadas con la atención al COVID-19. En ese aspecto también la presente orden 
equipara a esa misma situación al personal de los servicios sociales.

Finamente, con el fin de atender necesidades urgentes de carácter social o sanitario 
derivadas de la actual situación de emergencia sanitaria, se ha considerado conveniente 
reforzar las medidas adoptadas frente al COVID-19 con las instalaciones y empleados 
públicos del IMSERSO.

Las medidas que se contienen en la presente orden son las imprescindibles para hacer 
frente a la situación descrita y la competencia para su adopción corresponde al Ministro de 
Sanidad, de acuerdo con lo previsto en el citado artículo 4 del Real Decreto 463/2020, de 14 
de marzo.

En su virtud, a propuesta del Ministerio de Derechos Sociales y Agenda 2030, resuelvo:

Primero.  Modificación de la Orden SND/275/2020, de 23 de marzo, por la que se 
establecen medidas complementarias de carácter organizativo, así como de suministro de 
información en el ámbito de los centros de servicios sociales de carácter residencial en 
relación con la gestión de la crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19.

Uno. Se añade un apartado 3 al apartado segundo con el siguiente tenor:

«3. Las autoridades competentes de las comunidades autónomas deberán 
cumplimentar y remitir al Ministerio de Sanidad la información contenida en el anexo, 
en relación con los centros de servicios sociales de carácter residencial existentes en 
su territorio. Dicha información será remitida por primera vez antes del día 8 de abril 
de 2020 y será actualizada desde entonces cada martes y viernes antes de las 21 
horas.

A estos efectos, la autoridad competente de la comunidad autónoma establecerá 
la forma y plazo en que los titulares de los centros residenciales objeto de esta orden 
deben remitir la información que no se encuentre en poder de la comunidad 
autónoma.

El anexo al que se refiere el párrafo primero de este apartado estará disponible 
en la sede electrónica del Ministerio de Sanidad.»

Dos. Se modifica el apartado tercero, que queda redactado en los siguientes términos:
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«Tercero.  Medidas de Intervención.

1. La autoridad competente de la comunidad autónoma deberá priorizar la 
identificación e investigación epidemiológica de los casos por COVID-19 
relacionados con residentes, trabajadores o visitantes de los centros de servicios 
sociales de carácter residencial.

2. En particular, la autoridad competente deberá priorizar la realización de 
pruebas diagnósticas de los residentes y del personal que presta servicio en los 
mismos, así como la disponibilidad de equipos de protección individual para ambos 
colectivos, al menos cuando en los centros residenciales se detecten residentes 
clasificados en los grupos c) o d) del apartado segundo de la Orden SND/265/2020, 
de 19 de marzo, y sin perjuicio del carácter también prioritario a estos efectos de los 
pacientes que se encuentran en centros sanitarios y de los profesionales que los 
atienden.

3. Se faculta a la autoridad competente de la comunidad autónoma en función de 
la situación epidémica y asistencial de cada centro residencial o territorio concreto, y 
siempre atendiendo a principios de necesidad y de proporcionalidad, a intervenir los 
centros residenciales objeto de esta orden.

4. Las medidas de intervención que acuerde la autoridad competente podrán 
conllevar:

a) El alta, la baja, reubicación y traslado de los residentes a otros centros 
residenciales, con independencia de su carácter público o privado, cuando exista 
justificación basada en el aislamiento y protección de cohortes en base a lo 
establecido en la Orden SND/265/2020, de 19 de marzo, así como cuando resulte 
necesario para sostener la continuidad de los servicios por carecer de recursos 
humanos suficientes.

b) La adopción de las medidas oportunas para la puesta en marcha de nuevos 
centros residenciales y la modificación de la capacidad u organización de los 
existentes.

c) En los casos en los que un centro residencial cuente con pacientes 
clasificados en los grupos b), c) y d) del apartado segundo.1 de la Orden SND/
265/2020, de 19 de marzo, la designación de un empleado público para dirigir y 
coordinar la actividad asistencial de estos centros.

A estos efectos, dicho empleado público dispondrá de los recursos materiales y 
humanos disponibles en el centro residencial intervenido, así como de los recursos 
vinculados con la actividad sanitaria asistencial que se presta de forma habitual a los 
residentes en el mismo, tanto en el propio centro residencial como en el sistema de 
salud correspondiente.

En particular, garantizará que se han adoptado las medidas establecidas en los 
apartados segundo, tercero, quinto y sexto de la Orden SND/265/2020, de 19 de 
marzo, sobre la ubicación y aislamiento de pacientes, limpieza, coordinación para el 
diagnóstico, seguimiento y, en su caso, derivación de los residentes.

El expediente que se abra al efecto por parte de la autoridad competente que ha 
ordenado la intervención incluirá un informe sobre la situación inicial, el detalle de la 
intervención realizada y la situación final una vez realizada esta.

d) La modificación del uso de los centros residenciales objeto de esta Orden para 
su utilización como espacios para uso sanitario de acuerdo con lo establecido en el 
apartado noveno de la Orden SNS/232/2020, de 15 de marzo, por la que se adoptan 
medidas en materia de recursos humanos y medios para la gestión de la situación de 
crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19. Esta actuación será especialmente de 
aplicación en los casos en los que el centro residencial cuente con pacientes 
clasificados en el grupo d) del apartado segundo.1 de la Orden SND/265/2020, de 19 
de marzo.

5. La autoridad competente deberá proceder a la designación de empleado 
público a la que se refiere el párrafo c) del apartado anterior, cuando concurra alguno 
de los siguientes supuestos:
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a) Cuando se produzca un incremento no esperado de los fallecimientos durante 
la epidemia por COVID-19.

b) En cualquiera de las situaciones excepcionales que se establecen en el 
apartado quinto.

Esta designación deberá realizarse en un plazo no superior a veinticuatro horas 
desde que se produzca la comunicación de alguna de las situaciones indicadas.»

Tres. Se incorpora un anexo con el siguiente contenido:

«ANEXO

Información sobre actuaciones en centros de servicios sociales de 
carácter residencial en relación con la crisis sanitaria por el COVID-19

La información se remitirá de forma agregada por comunidad autónoma.

Comunidad Autónoma: __________________________________________
Fecha de referencia de los datos: __________________________________

N.º
N.º total de centros de servicios sociales de carácter residencial en la comunidad autónoma.
N.º total de residentes en centros de servicios sociales de carácter residencial en la comunidad 
autónoma.
N.º total de fallecimientos en centros de servicios sociales de carácter residencial desde el 8 
de marzo de 2020 hasta la fecha.
N.º total de fallecimientos por COVID-19 confirmados en centros de servicios sociales de 
carácter residencial desde el 8 de marzo de 2020 hasta la fecha.
N.º total de fallecimientos con sintomatología compatible con COVID-19 (no confirmados) en 
centros de servicios sociales de carácter residencial desde el 8 de marzo hasta la fecha.
N.º de centros de servicios sociales de carácter residencial con expediente de intervención por 
COVID-19 abierto desde el 24 de marzo de 2020 hasta la fecha.
N.º total de residentes en centros de servicios sociales de carácter residencial con expediente 
de intervención por COVID-19 desde el 24 de marzo de 2020 hasta la fecha.
N.º total de trabajadores en activo en centros de servicios sociales de carácter residencial con 
expediente de intervención por COVID-19 desde el 24 de marzo de 2020 hasta la fecha.
N.º de fallecimientos desde el 8 de marzo de 2020 hasta la fecha en los centros de servicios 
sociales de carácter residencial con expediente de intervención por COVID-19.

N.º
N.º de centros de servicios sociales de carácter 
residencial con expediente de intervención abierto desde 
el 24 de marzo de 2020 hasta la fecha por COVID-19 y 
situación excepcional o análoga (apartado quinto Orden 
SND/275/2020).

Por incremento no esperado de 
fallecimientos.
Por ausencia de medios.
Por gestión de cadáveres.
Otros motivos.

N.º
N.º Residentes clasificados en cohorte a) de la orden SND/265/2020: sin síntomas y sin 
contacto en centros de servicios sociales de carácter residencial con expediente de 
intervención por COVID-19 desde el 24 de marzo de 2020 hasta la fecha.
N.º Residentes clasificados en cohorte b) de la orden SND/265/2020: sin síntomas en 
aislamiento preventivo por contacto, en centros de servicios sociales de carácter residencial 
con expediente de intervención por COVID-19 desde el 24 de marzo de 2020 hasta la fecha.
N.º Residentes clasificados en cohorte c) de la orden SND/265/2020: con síntomas 
compatibles con COVID-19, en centros de servicios sociales de carácter residencial con 
expediente de intervención desde el 24 de marzo de 2020 hasta la fecha.
N.º Residentes clasificados en cohorte d) de la orden SND/265/2020: casos confirmados de 
COVID-19, en centros de servicios sociales de carácter residencial con expediente de 
intervención desde el 24 de marzo de 2020 hasta la fecha.

Esta información será remitida antes del 8 de abril de 2020 y será actualizada 
desde entonces cada martes y viernes antes de las 21 horas.»
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Segundo.  Modificación de la Orden SND/295/2020, de 26 de marzo, por la que se adoptan 
medidas en materia de recursos humanos en el ámbito de los servicios sociales ante la 
situación de crisis ocasionada por el COVID-19.

Se modifica el apartado 3 del apartado cuarto, que queda redactado como sigue:

«3. El personal con dispensa absoluta de asistencia al puesto de trabajo por 
ejercicio de funciones sindicales podrá solicitar voluntariamente reincorporarse para 
desempeñar sus funciones en atención a la situación generada por el COVID-19.

La reincorporación de estos trabajadores no supondrá el cese del personal 
sustituto que pudiera existir.»

Tercero.  Recuperación de la dispensa por la realización de funciones sindicales.

El personal que tenía reconocida la dispensa absoluta de asistencia al puesto de trabajo 
por ejercer funciones sindicales con anterioridad a la aprobación de la Orden SND/295/2020, 
de 26 de marzo, y que se haya incorporado como consecuencia de la aprobación de dicha 
orden, podrá volver a su situación de dispensa para el ejercicio de funciones sindicales.

Cuarto.  Puesta a disposición de las instalaciones del IMSERSO.

Se insta al Instituto de Mayores y Servicios Sociales (IMSERSO) para que, previa 
petición motivada de la autoridad competente de la comunidad autónoma o del Instituto 
Nacional de Gestión Sanitaria (INGESA) en el ámbito territorial de las Ciudades de Ceuta y 
Melilla, ponga a disposición, y con cargo al presupuesto ordinario de gastos del IMSERSO, 
las instalaciones de sus centros que estén disponibles, por no estar prestando actualmente 
los servicios que le son propios.

Quinto.  Recursos necesarios.

Los medicamentos y productos necesarios para desempeñar las tareas 
correspondientes, así como, en su caso, el personal externo necesario, serán aportados por 
la comunidad autónoma solicitante o por el INGESA, según el caso.

Sexto.  Devolución de las instalaciones.

La comunidad autónoma solicitante o el INGESA, según el caso, procederá a la 
devolución de las instalaciones al IMSERSO cuando finalice la crisis sanitaria en las mismas 
condiciones en las que fueron entregadas.

Séptimo.  Puesta a disposición de los empleados públicos del IMSERSO.

Los empleados públicos que presten servicios en los centros del IMSERSO deberán 
desempeñar las tareas necesarias que temporalmente, por causa de la crisis sanitaria, les 
sean encomendadas por las comunidades autónomas solicitantes o por el INGESA, previa 
petición de aquellos y consiguiente resolución de puesta a disposición de los mismos, con 
independencia de que el servicio sea prestado en instalaciones propias del IMSERSO o en 
otras distintas.

Dichos empleados públicos continuarán percibiendo las retribuciones correspondientes a 
su puesto de trabajo de origen, sin perjuicio de las garantías que les correspondan en su 
Administración de procedencia.

Octavo.  Efectos.

Esta orden producirá efectos el mismo día de su publicación en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Noveno.  Régimen de recursos.

Contra la presente orden, se podrá interponer recurso contencioso-administrativo en el 
plazo de dos meses a partir del día siguiente al de su publicación ante la Sala de lo 
Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo, de conformidad con lo dispuesto en el 
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artículo 12 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-
Administrativa.
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§ 53

Orden SND/338/2020, de 8 de abril, por la que se prorroga la 
interrupción de la realización de cualquier actividad comprendida en 
el ámbito del programa de turismo social del Instituto de Mayores y 
Servicios Sociales para personas mayores y mantenimiento del 
empleo en zonas turísticas ante la situación de crisis ocasionada por 

el brote de COVID-19

Ministerio de Sanidad
«BOE» núm. 101, de 11 de abril de 2020
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2020-4420

El Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma 
para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, contempla 
una serie de medidas dirigidas a proteger el bienestar, la salud y seguridad de los 
ciudadanos y la contención de la progresión de la enfermedad.

El artículo 4.2.d) del citado Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, determina que, para 
el ejercicio de las funciones previstas en el mismo y bajo la superior dirección del Presidente 
del Gobierno, el Ministro de Sanidad tendrá la condición de autoridad competente delegada, 
tanto en su propia área de responsabilidad como en las demás áreas que no recaigan en el 
ámbito específico de competencias de los demás Ministros designados como autoridad 
competente delegada a los efectos de este real decreto.

En concreto, de acuerdo con lo establecido en el artículo 4.3 del Real Decreto 463/2020, 
de 14 de marzo, el Ministro de Sanidad queda habilitado para dictar las órdenes, 
resoluciones, disposiciones e instrucciones interpretativas que, dentro de su ámbito de 
actuación como autoridad delegada, sean necesarias para garantizar la prestación de todos 
los servicios, ordinarios o extraordinarios, en orden a la protección de personas, bienes y 
lugares, mediante la adopción de cualquiera de las medidas previstas en el artículo once de 
la Ley Orgánica 4/1981, de 1 de junio, de los estados de alarma, excepción y sitio. Para ello, 
no será precisa la tramitación de procedimiento administrativo alguno.

El Consejo de Ministros, a propuesta del Vicepresidente segundo y Ministro de Derechos 
Sociales y Agenda 2030 y del Ministro de Sanidad, en su reunión del día 12 de marzo de 
2020, acordó la interrupción de la realización de cualquier actividad comprendida en el 
ámbito del programa de turismo social del Imserso para personas mayores y mantenimiento 
del empleo en zonas turísticas hasta las 00:00 horas del día 13 de abril de 2020, sin perjuicio 
de las prórrogas que se acuerden de forma sucesiva.

Dada la evolución de la crisis sanitaria provocada por el COVID-19 y debido a la especial 
vulnerabilidad a esta enfermedad del colectivo de personas beneficiarias del programa de 
turismo social del Instituto de Mayores y Servicios Sociales (en adelante, Imserso) y a la 
necesidad de adoptar las medidas precisas para la garantía de su salud y bienestar, se 
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precisa la prórroga de la interrupción del citado programa social de turismo del Imserso hasta 
el 30 de junio de 2020.

Las medidas que se contienen en la presente orden son las imprescindibles para hacer 
frente a la situación descrita y la competencia para su adopción recae en el Ministerio de 
Sanidad, de acuerdo con lo previsto en el citado artículo 4 del Real Decreto 463/2020, de 14 
de marzo.

En su virtud, a propuesta del Ministerio de Derechos Sociales y Agenda 2030, resuelvo:

Primero.  Objeto.

Esta orden tiene por objeto la prórroga de la interrupción de la realización de cualquier 
actividad comprendida en el ámbito del programa de turismo social del Instituto de Mayores y 
Servicios Sociales (en adelante Imserso), acordada por el Consejo de Ministros en su 
reunión de 12 de marzo de 2020.

Segundo.  Prórroga del programa de turismo social del Imserso.

Se establece la prórroga de la interrupción de la realización de cualquier actividad 
comprendida en el ámbito del programa de turismo social del Imserso prevista en el apartado 
primero del Acuerdo de Consejo de Ministros de 12 de marzo de 2020, por el que se 
aprueba la interrupción del programa de turismo social del Imserso para personas mayores y 
mantenimiento del empleo en zonas turísticas, hasta las 00.00 horas del 30 de junio 2020 y 
sin perjuicio de las prórrogas que se pudieran adoptar.

Tercero.  Efectos.

Esta orden producirá efectos el mismo día de su publicación en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Cuarto.  Régimen de recursos.

Contra la presente orden se podrá interponer recurso contencioso-administrativo en el 
plazo de dos meses a partir del día siguiente al de su publicación ante la Sala de lo 
Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo, de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 12 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-
Administrativa.
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§ 54

Orden SND/354/2020, de 19 de abril, por la que se establecen 
medidas excepcionales para garantizar el acceso de la población a 
los productos de uso recomendados como medidas higiénicas para la 

prevención de contagios por el COVID-19

Ministerio de Sanidad
«BOE» núm. 109, de 19 de abril de 2020
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2020-4525

Téngase en cuenta la Resolución de 22 de abril de 2020, de la Dirección General de Cartera Común de 
Servicios del Sistema Nacional de Salud y Farmacia, por la que se publica el Acuerdo de la Comisión 
Interministerial de Precios de los Medicamentos de 21 de abril de 2020, por el que se establecen importes 
máximos de venta al público en aplicación de lo previsto en la presente Orden. Ref. BOE-A-2020-4577, así 
como la Resolución de 2 de mayo de 2020, por la que se publican los Acuerdos de la Comisión Interministerial 
de Precios de los Medicamentos, de 28 de abril de 2020, por los que se determinan importes máximos de 
venta al público en aplicación de lo previsto en la presente Orden. Ref. BOE-A-2020-4815

Primero.  Objeto.

El objeto de esta orden es establecer el procedimiento para la fijación del importe 
máximo de venta al público de los productos sanitarios, así como de aquellos productos 
necesarios para la protección de la salud poblacional frente al COVID-19, determinar la 
información que debe establecerse en el etiquetado de mascarillas higiénicas y definir las 
condiciones donde se puede realizar una venta unitaria al público de mascarillas quirúrgicas 
que no estén empaquetadas individualmente.

Segundo.  Ámbito de aplicación.

1. La presente orden será de aplicación en lo referente a la fijación del importe de venta 
al público a:

a) Productos sanitarios, como son las mascarillas quirúrgicas y los guantes de nitrilo y 
otros productos sanitarios que se consideren imprescindibles para minimizar el riesgo de 
propagación del COVID-19 entre las personas, debiendo ser determinados estos últimos 
mediante Resolución de la persona titular de la Secretaría General de Sanidad.

b) Productos necesarios para la protección de la salud poblacional, entendiendo como 
tales aquellos que, sin revestir la condición de medicamento ni producto sanitario, se 
consideran imprescindibles para minimizar el riesgo de propagación del COVID-19 entre las 
personas. En particular:
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1.º Mascarillas higiénicas, tanto no reutilizables (de un solo uso) como reutilizables, 
entendiéndose como tal la pieza facial que cubre la boca, la nariz y la barbilla, que está 
provista de un arnés de cabeza y que cumpla los requisitos establecidos en las 
especificaciones técnicas UNE 0064-1:2020, UNE 0064-2:2020, UNE 0065:2020 o cualquier 
norma equivalente que garantice el cumplimiento de los criterios de aceptación establecidos 
en las citadas especificaciones.

2.º Antisépticos de piel sana autorizados por la Agencia Española de Medicamentos y 
Productos Sanitarios (en adelante la Agencia), y los geles y soluciones hidroalcohólicas para 
manos, de naturaleza cosmética autorizadas temporalmente por la Agencia.

3.º Otros productos que se consideren imprescindibles para minimizar el riesgo de 
propagación del COVID-19 entre las personas, y que se determinen mediante Resolución de 
la persona titular de la Secretaría General de Sanidad.

2. La presente orden será de aplicación con respecto a las obligaciones de información 
al consumidor a cualquier tipo de mascarilla higiénica.

Tercero.  Procedimiento para la fijación del importe máximo de venta al público.

Para la adopción por la Comisión Interministerial de Precios de los Medicamentos (en 
adelante la Comisión) del correspondiente acuerdo para la fijación del importe máximo de 
venta al público de los productos establecidos en el apartado segundo.1, se seguirá el 
siguiente procedimiento:

a) Por la Dirección General de Cartera Común de Servicios del Sistema Nacional de 
Salud y Farmacia, del Ministerio de Sanidad, se realizará la convocatoria a los miembros de 
la Comisión, para que se reúnan en sesión extraordinaria en un plazo de cuarenta y ocho 
horas, y de modo telemático.

b) La Dirección General de Cartera Común de Servicios del Sistema Nacional de Salud y 
Farmacia elaborará una propuesta de importe máximo de venta al público de los productos 
relacionados en el apartado segundo.1, que someterá a la deliberación y decisión de la 
Comisión en dicha sesión extraordinaria.

c) La Comisión adoptará el acuerdo que proceda, correspondiendo a la Dirección 
General de Cartera Común de Servicios del Sistema Nacional de Salud y Farmacia, en 
cuanto órgano de apoyo administrativo a la Comisión, la elaboración del documento que 
incorpore dicho acuerdo, y que podrá revestir la forma de certificación expedida por el 
secretario de dicho órgano colegiado.

d) La notificación o, en su caso, la publicación en el «Boletín Oficial del Estado» del 
anterior acuerdo se realizará por la Dirección General de Cartera Común de Servicios del 
Sistema Nacional de Salud y Farmacia, que acordará cuantas diligencias sean precisas para 
verificar tales actos de comunicación.

Cuarto.  Obligaciones de información al consumidor de las mascarillas higiénicas objeto de 
esta norma.

1. Los datos mínimos exigibles en el etiquetado de las mascarillas higiénicas son:

a) Datos de la empresa: nombre, razón social y domicilio.
b) Denominación usual del producto: aquel por el que sea conocido con el fin de que 

pueda identificarse plenamente su naturaleza.
c) Contenido del envase: número de unidades si el envase contiene varias mascarillas.
d) Composición.
e) Periodo recomendado de uso.
f) Características esenciales del producto, incluyendo la talla en caso de ser pertinente, y 

si es reutilizable o de un solo uso.
g) Advertencias, entre ellas «Este producto no es un equipo de protección individual ni 

un producto sanitario».
h) Lote de fabricación cuando el proceso de elaboración se realice en series 

identificables.
i) Instrucciones de uso sobre sobre colocación, uso y mantenimiento, manipulación y 

eliminación.
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j) Lugar de procedencia u origen, en el caso de que su omisión pudiera inducir a error al 
consumidor.

k) Si cumple las especificaciones técnicas UNE 0064-1:2020, UNE 0064-2:2020 o UNE 
0065:2020, que establecen los requisitos mínimos que deben cumplir las mascarillas 
higiénicas, no reutilizables y reutilizables en cuanto a los materiales que se utilizan para su 
diseño, elaboración, confección, marcado y uso o cualquier norma equivalente.

l) Los datos testados relativos a la eficacia de filtración bacteriana (BFE), y de 
respirabilidad (Presión diferencial), (Pa/cm2), en caso de que se haya realizado test, 
incluyendo en número de ensayo y el laboratorio empleado.

m) Si se trata de una mascarilla higiénica reutilizable debe indicarse un número de 
lavados máximo, así como un método de lavado o higienización.

n) Precio final completo conforme al artículo 20.c) del texto refundido de la Ley General 
para la Defensa de los Consumidores y Usuarios, aprobado por Real Decreto Legislativo 
1/2007, de 16 de noviembre.

2. Por razones justificadas de espacio, los datos obligatorios podrán figurar en las 
instrucciones, folletos o documentos que acompañen al producto.

3. Los datos del etiquetado no deberán inducir a error o engaño por medio de 
inscripciones, signos, anagramas o dibujos, ni dejarán lugar a dudas respecto de la 
verdadera naturaleza del producto.

4. El etiquetado se colocará de manera clara y duradera en su envase, recomendándose 
el embalaje más pequeño disponible comercialmente, o sobre el producto siempre que sea 
perfectamente visible por el consumidor a través del embalaje. Asimismo, si la venta es a 
través de Internet, esta información también debe mostrarse en la página web.

5. Los productos que se suministren no envasados al consumidor deberán incorporar la 
información obligatoria, bien en la etiqueta sobre el propio producto, bien en el folleto o 
documento que acompañe al mismo y que debe entregarse al comprador.

Quinto.  Otras actuaciones de control sobre las mascarillas higiénicas objeto de esta norma.

1. En relación al cumplimiento de determinadas especificaciones técnicas del producto 
con base en una norma, como eficacia de filtración bacteriana (BFE), y de respirabilidad 
(Presión diferencial), (Pa/cm2), estos ensayos deben haber sido certificados por un 
laboratorio en base a las especificaciones técnicas UNE-EN 14683:2019+AC:2019, u otra 
equivalente. Si se alega un periodo máximo de uso o periodo de uso continuado, este debe 
estar fundamentado.

2. En el caso de mascarillas destinadas a la población infantil, en cumplimiento del Real 
Decreto 1801/2003, de 2 de diciembre, sobre seguridad general de los productos, deberá 
tenerse en cuenta las especificaciones técnicas UNE-EN 14682:2015 Seguridad de la ropa 
infantil: cordones y cuerdas ajustables en ropa infantil, en cuanto a que los arneses que 
sirven para la sujeción a la cabeza para las mascarillas higiénicas para niños deben poder 
sujetarse sin generar nudos, extremos libres o elementos tridimensionales. Asimismo, se 
recomienda la colocación de una advertencia para que la mascarilla se utilice bajo la 
supervisión de un adulto.

3. Si se trata de una mascarilla higiénica reutilizable el fabricante debe asegurarse de 
que mantiene sus propiedades tras dicho lavado o higienización. Para ello, las propiedades 
deberían verificarse y contrastarse mediante ensayos conforme al número máximo de 
lavados que indique en su etiquetado.

4. Las mascarillas que ni el material ni ellas hayan sido sometidas a ninguna verificación 
mediante ensayos de laboratorio en lo que respecta a su eficacia de filtración y 
respirabilidad, no podrán alegar en su etiquetado características que puedan inducir a 
interpretar que el producto posee propiedades sobre las que no se ha realizado verificación 
alguna, como, por ejemplo: «protección frente a virus» o similar. Además, si este tipo de 
mascarillas alega ser «lavable», deberá estar compuesta por un tejido o combinación de 
tejidos que puedan lavarse conforme a las instrucciones facilitadas sin que el producto sufra 
deterioro. Y en caso de que se atribuyera un número máximo de lavados, este hecho deberá 
estar fundamentado.
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5. Las autoridades de vigilancia del mercado se reservan el derecho de realizar cuantas 
actuaciones consideren oportunas a los efectos de garantizar el cumplimiento de la 
legislación aplicable.

Sexto.  Productos no autorizados por la Agencia.

Los antisépticos de piel sana y los geles y soluciones hidroalcohólicas para manos, de 
naturaleza cosmética que no hayan sido autorizados por la Agencia no podrán alegar en su 
etiquetado características que puedan inducir a interpretar que el producto posee 
propiedades sobre las que no se ha realizado verificación alguna, tales como «protección/
desinfección frente a virus» o similar.

Séptimo.  Venta unitaria de mascarillas quirúrgicas en oficinas de farmacia.

La venta unitaria de mascarillas quirúrgicas que no estén empaquetadas individualmente 
solo se podrá realizar en las oficinas de farmacia garantizando unas condiciones de higiene 
adecuadas que salvaguarden la calidad del producto.

Octavo.  Vigencia.

Lo previsto en esta orden mantendrá su vigencia hasta que así se determine mediante 
orden por la persona titular del Ministerio de Sanidad.

Noveno.  Efectos.

Esta orden producirá efectos el mismo día de su publicación en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Décimo.  Régimen de recursos.

Contra la presente orden, se podrá interponer recurso contencioso-administrativo en el 
plazo de dos meses a partir del día siguiente al de su publicación ante la Sala de lo 
Contencioso-administrativo del Tribunal Supremo, de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 12 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-
administrativa.
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§ 55

Resolución de 22 de abril de 2020, de la Dirección General de 
Cartera Común de Servicios del Sistema Nacional de Salud y 
Farmacia, por la que se publica el Acuerdo de la Comisión 
Interministerial de Precios de los Medicamentos de 21 de abril de 
2020, por el que se establecen importes máximos de venta al público 
en aplicación de lo previsto en la Orden SND/354/2020, de 19 de 
abril, por la que se establecen medidas excepcionales para 
garantizar el acceso de la población a los productos de uso 
recomendados como medidas higiénicas para la prevención de 

contagios por el COVID-19

Ministerio de Sanidad
«BOE» núm. 113, de 23 de abril de 2020
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2020-4577

La Comisión Interministerial de Precios de los Medicamentos, en su reunión del 21 de 
abril de 2020, ha adoptado un acuerdo por el que se establecen importes máximos de venta 
al público de determinados productos en aplicación de lo previsto en el apartado Segundo.1 
de la Orden SND/354/2020, de 19 de abril, por la que se establecen medidas excepcionales 
para garantizar el acceso de la población a los productos de uso recomendados como 
medidas higiénicas para la prevención de contagios por el COVID-19.

A los efectos de dar publicidad al mencionado acuerdo, esta Dirección General de 
Cartera Común de Servicios del Sistema Nacional de Salud y Farmacia ha resuelto disponer 
la publicación del mismo en el «Boletín Oficial del Estado» como anexo a la presente 
resolución.

La presente resolución, que no pone fin a la vía administrativa, podrá ser recurrida en 
alzada ante el Secretario General de Sanidad, en el plazo de un mes a contar desde el día 
siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado», de conformidad con lo 
dispuesto en los artículos 121 y 122 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas.

COVID-19: COLECTIVOS VULNERABLES

– 366 –



ANEXO

Acuerdo por el que se establecen importes máximos de venta al público en 
aplicación de lo previsto en la Orden SND/354/2020, de 19 de abril, por la que se 
establecen medidas excepcionales para garantizar el acceso de la población a 
los productos de uso recomendados como medidas higiénicas para la 

prevención de contagios por el COVID-19
El pasado 19 de abril ha sido publicada en el «Boletín Oficial del Estado» la Orden SND/

354/2020, de 19 de abril, por la que se establecen medidas excepcionales para garantizar el 
acceso de la población a los productos de uso recomendados como medidas higiénicas para 
la prevención de contagios por el COVID-19.

La citada orden establece en su apartado Tercero que por acuerdo de la Comisión 
Interministerial de Precios de los Medicamentos se podrá establecer el importe máximo de 
venta al público de los productos establecidos en el apartado segundo.1 de la Orden SND/
354/2020, de 19 de abril.

Asimismo, se dispone que corresponde a la Dirección General de Cartera Común de 
Servicios del Sistema Nacional de Salud y Farmacia, en cuanto órgano de apoyo 
administrativo a la Comisión Interministerial de Precios de los Medicamentos, la elaboración 
del documento que incorpore dicho acuerdo, así como su publicación en el «Boletín Oficial 
del Estado».

En su virtud, la Comisión Interministerial de Precios de los Medicamentos, en su reunión 
del día 21 de abril de 2020, acuerda:

En relación con los productos señalados en el apartado Segundo.1 de la Orden SND/
354/2020, de 19 de abril, por la que se establecen medidas excepcionales para garantizar el 
acceso de la población a los productos de uso recomendados como medidas higiénicas para 
la prevención de contagios por el COVID-19, establecer los siguientes importes máximos de 
venta al público de los mismos:

1.º Mascarillas quirúrgicas desechables: 0,96 euros/unidad.
2.º Mascarillas higiénicas: la determinación de su importe máximo se difiere a la próxima 

reunión de la Comisión, a fin de obtener mayor información sobre los costes de fabricación 
en el sector textil nacional.

3.º Antisépticos de piel sana autorizados por la AEMPS: la determinación de su importe 
máximo se difiere a la próxima reunión de la Comisión, a fin de obtener mayor información 
sobre sus costes de fabricación.

4.º Geles y soluciones hidroalcohólicas autorizados temporalmente por la AEMPS:

Hasta 150 ml. 0,021 €/ml
150 ml y hasta 300 ml. 0,018 €/ml
300 ml y hasta 1000 ml. 0,015 €/ml

Téngase en cuenta que la Resolución de 2 de mayo de 2020, de la Dirección General de 
Cartera Común de Servicios del Sistema Nacional de Salud y Farmacia, por la que se publican 
los Acuerdos de la Comisión Interministerial de Precios de los Medicamentos, de 28 de abril de 
2020, regula los precios de los antisépticos de piel sana autorizados por la AEMPS y acuerda la 
revisión al alza del precio de los geles y soluciones hidroalcohólicas en los formatos hasta 150 
ml y de 151-300 ml aplicando un coeficiente corrector de 1,2. Ref. BOE-A-2020-4815

Los anteriores importes máximos son unitarios, y son precios finales con el IVA, o, en su 
caso, el IGIC correspondientes.

Estos importes máximos quedan sujetos a futuras revisiones por esta Comisión, 
atendiendo a la evolución de los precios de mercado.

Este acuerdo producirá efectos desde el día siguiente al de su publicación en el «Boletín 
Oficial del Estado».
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§ 56

Orden SND/422/2020, de 19 de mayo, por la que se regulan las 
condiciones para el uso obligatorio de mascarilla durante la situación 

de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19

Ministerio de Sanidad
«BOE» núm. 142, de 20 de mayo de 2020

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2020-5142

Como consecuencia de la acelerada evolución de la situación de emergencia de salud 
pública ocasionada por el COVID-19, a escala nacional e internacional, el Gobierno, al 
amparo de lo dispuesto en el artículo cuatro, apartados b) y d), de la Ley Orgánica 4/1981, 
de 1 de junio, de los estados de alarma, excepción y sitio, declaró, mediante el Real Decreto 
463/2020, de 14 de marzo, el estado de alarma en todo el territorio nacional con el fin de 
afrontar la crisis sanitaria, el cual ha sido prorrogado en cuatro ocasiones, la última con 
ocasión del Real Decreto 514/2020, de 8 de mayo, hasta las 00:00 horas del día 24 de mayo 
de 2020, en los términos expresados en dicha norma.

El artículo 4.2.d) del citado Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, determina que, para 
el ejercicio de las funciones previstas en el mismo y bajo la superior dirección del Presidente 
del Gobierno, el Ministro de Sanidad tendrá la condición de autoridad competente delegada, 
tanto en su propia área de responsabilidad como en las demás áreas que no recaigan en el 
ámbito específico de competencias de los demás Ministros designados como autoridad 
competente delegada a los efectos de este real decreto.

En concreto, de acuerdo con lo establecido en el artículo 4.3 del Real Decreto 463/2020, 
de 14 de marzo, el Ministro de Sanidad queda habilitado para dictar las órdenes, 
resoluciones, disposiciones e instrucciones interpretativas que, dentro de su ámbito de 
actuación como autoridad delegada, sean necesarias para garantizar la prestación de todos 
los servicios, ordinarios o extraordinarios, en orden a la protección de personas, bienes y 
lugares, mediante la adopción de cualquiera de las medidas previstas en el artículo once de 
la Ley Orgánica 4/1981, de 1 de junio.

Asimismo, el artículo 8 del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, establece que las 
autoridades delegadas competentes podrán imponer la realización de prestaciones 
personales obligatorias imprescindibles para la consecución de los fines del citado real 
decreto.

La Comunicación «Hoja de ruta común europea para el levantamiento de las medidas de 
contención de la COVID-19», presentada el pasado 15 de abril por la presidenta de la 
Comisión Europea y el presidente del Consejo Europeo, ha considerado esenciales las 
medidas extraordinarias adoptadas por los Estados miembros. Se afirma que dichas 
medidas, basadas en la información actual disponible en relación con las características de 
la enfermedad y su forma de transmisión, y adoptadas siguiendo un criterio de precaución, 
han permitido reducir la morbilidad y mortalidad asociada a la COVID-19, al tiempo que han 
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permitido reforzar los sistemas sanitarios y asegurar los aprovisionamientos necesarios para 
hacer frente a la pandemia.

Por su parte, la Organización Mundial de la Salud, con fecha 16 de abril de 2020, definió 
los principios a tener en cuenta a la hora de plantear el levantamiento de las medidas de 
desconfinamiento. Entre los citados principios, merece especial atención la necesidad de 
minimizar los riesgos en lugares con alto potencial de contagio como lugares cerrados y 
lugares públicos donde se produce una gran concentración de personas; y que se asegure el 
compromiso del conjunto de la población en la aplicación de las medidas adoptadas a fin de 
continuar protegiendo los derechos a la vida, a la integridad física y a la salud de las 
personas.

La evolución de la crisis sanitaria, que se desarrolla en el marco del estado de alarma, 
obliga a adaptar y concretar de manera continua las medidas adoptadas, para asegurar la 
eficiencia en la gestión de la crisis. En este marco, y ante la alta transmisibilidad del SARS-
CoV2, especialmente en las fases iniciales de la enfermedad y en las personas 
asintomáticas, se hace preciso dictar una orden para regular el uso de las mascarillas, 
estableciendo los casos y supuestos en los que su utilización será obligatoria, sin perjuicio 
de las recomendaciones previstas por las autoridades sanitarias en el resto de casos.

El uso generalizado de mascarillas por parte de la población general para reducir la 
transmisión comunitaria del SARS-CoV2 está justificado no solo por su alta transmisibilidad, 
sino también por la capacidad que han demostrado las mascarillas para bloquear la emisión 
de gotas infectadas, muy importante cuando no es posible mantener la distancia de 
seguridad.

Asimismo, es necesario seguir un principio de precaución que permita continuar por la 
senda de la reducción de los casos de contagio de la enfermedad en nuestro país, 
principalmente cuando no se dispone de otras medidas como la vacunación.

Así, mediante la presente orden se dispone, con carácter general, el uso obligatorio de 
mascarillas en personas de seis años en adelante en la vía pública, en espacios al aire libre 
y en cualquier espacio cerrado de uso público o que se encuentre abierto al público, siempre 
que no sea posible mantener una distancia de seguridad interpersonal de al menos dos 
metros, siendo recomendable su uso para la población infantil de entre tres y cinco años.

Se excepcionan de esta obligación a aquellas personas que presenten algún tipo de 
dificultad respiratoria que pueda verse agravada por la utilización de la mascarilla y a 
aquellas cuyo uso se encuentre contraindicado por motivos de salud o discapacidad. 
Asimismo, su uso no será exigible en el desarrollo de actividades que resulten incompatibles, 
tales como la ingesta de alimentos y bebidas, así como en circunstancias en las que exista 
una causa de fuerza mayor o situación de necesidad.

Lo previsto en esta orden debe entenderse sin perjuicio de la necesidad de seguir 
cumpliendo con las recomendaciones de las autoridades sanitarias relativas al 
mantenimiento de la distancia interpersonal, la higiene de manos y resto de medidas de 
prevención.

En su virtud, con arreglo a las facultades previstas en el artículo 4.3 del Real Decreto 
463/2020, de 14 de marzo, dispongo:

Artículo 1.  Objeto.

La presente orden tiene por objeto regular el uso obligatorio de mascarilla por parte de la 
población.

A los efectos de lo dispuesto en la presente orden, se entenderá cumplida la obligación a 
que se refiere el apartado anterior mediante el uso de cualquier tipo de mascarilla, 
preferentemente higiénicas y quirúrgicas, que cubra nariz y boca. Se observarán, en todo 
caso, las indicaciones de las autoridades sanitarias acerca de su uso.

Artículo 2.  Sujetos obligados.

1. Quedan obligados al uso de mascarillas en los espacios señalados en el artículo 3 las 
personas de seis años en adelante.

2. La obligación contenida en el párrafo anterior no será exigible en los siguientes 
supuestos:
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a) Personas que presenten algún tipo de dificultad respiratoria que pueda verse 
agravada por el uso de mascarilla.

b) Personas en las que el uso de mascarilla resulte contraindicado por motivos de salud 
debidamente justificados, o que por su situación de discapacidad o dependencia presenten 
alteraciones de conducta que hagan inviable su utilización.

c) Desarrollo de actividades en las que, por la propia naturaleza de estas, resulte 
incompatible el uso de la mascarilla.

d) Causa de fuerza mayor o situación de necesidad.

Artículo 3.  Espacios en los que resulta obligatorio el uso de mascarilla.

El uso de mascarilla será obligatorio en la vía pública, en espacios al aire libre y en 
cualquier espacio cerrado de uso público o que se encuentre abierto al público, siempre que 
no sea posible mantener una distancia de seguridad interpersonal de al menos dos metros.

Disposición final primera.  Régimen de recursos.

Contra la presente orden, se podrá interponer recurso contencioso-administrativo, en el 
plazo de dos meses a partir del día siguiente al de su publicación, ante la Sala de lo 
Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo, de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 12 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-
Administrativa.

Disposición final segunda.  Efectos y vigencia.

La presente orden surtirá plenos efectos desde el día siguiente al de su publicación en el 
«Boletín Oficial del Estado» y mantendrá su eficacia durante toda la vigencia del estado de 
alarma y sus posibles prórrogas.
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§ 57

Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan 
medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico 

para hacer frente al COVID-19. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 91, de 1 de abril de 2020

Última modificación: 27 de mayo de 2020
Referencia: BOE-A-2020-4208

[ . . . ]

II

Artículo 16.  Definición de vulnerabilidad económica a los efectos de la moratoria hipotecaria 
y del crédito de financiación no hipotecaria.

1. Los supuestos de vulnerabilidad económica a consecuencia de la emergencia 
sanitaria ocasionada por el COVID-19 a efectos de este real decreto-ley y del Real Decreto-
ley 8/2020, de 17 de marzo, quedan definidos por el cumplimiento conjunto de las siguientes 
condiciones:

a) Que el potencial beneficiario pase a estar en situación de desempleo o, en caso de 
ser empresario o profesional, sufra una pérdida sustancial de sus ingresos o una caída 
sustancial en su facturación de al menos un 40%. A los efectos de este artículo tendrán la 
consideración de empresarios y profesionales las personas físicas que cumplan las 
condiciones previstas en el artículo 5 de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto 
sobre el Valor Añadido.

b) Que el conjunto de los ingresos de los miembros de la unidad familiar no supere, en el 
mes anterior a la solicitud de la moratoria:

i. Con carácter general, el límite de tres veces el Indicador Público de Renta de Efectos 
Múltiples mensual (en adelante IPREM).

ii. Este límite se incrementará en 0,1 veces el IPREM por cada hijo a cargo en la unidad 
familiar. El incremento aplicable por hijo a cargo será de 0,15 veces el IPREM por cada hijo 
en el caso de unidad familiar monoparental.

iii. Este límite se incrementará en 0,1 veces el IPREM por cada persona mayor de 65 
años miembro de la unidad familiar.

iv. En caso de que alguno de los miembros de la unidad familiar tenga declarada 
discapacidad igual o superior al 33 por ciento, situación de dependencia o enfermedad que 
le incapacite acreditadamente de forma permanente para realizar una actividad laboral, el 
límite previsto en el subapartado i) será de cuatro veces el IPREM, sin perjuicio de los 
incrementos acumulados por hijo a cargo.
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v. En el caso de que el deudor hipotecario sea persona con parálisis cerebral, con 
enfermedad mental, o con discapacidad intelectual, con un grado de discapacidad 
reconocido igual o superior al 33 por ciento, o persona con discapacidad física o sensorial, 
con un grado de discapacidad reconocida igual o superior al 65 por ciento, así como en los 
casos de enfermedad grave que incapacite acreditadamente, a la persona o a su cuidador, 
para realizar una actividad laboral, el límite previsto en el subapartado i) será de cinco veces 
el IPREM.

c) Que el total de las cuotas hipotecarias de los bienes inmuebles a los que se refiere el 
artículo 19, más los gastos y suministros básicos resulte superior o igual al 35 por cien de los 
ingresos netos que perciba el conjunto de los miembros de la unidad familiar. A estos 
efectos, se entenderá por «gastos y suministros básicos» el importe del coste de los 
suministros de electricidad, gas, gasoil para calefacción, agua corriente, de los servicios de 
telecomunicación fija y móvil y las contribuciones a la comunidad de propietarios. Solo 
tendrán la consideración de «gastos y suministros básicos» los suministrados en la vivienda 
habitual de la unidad familiar.

d) Que, a consecuencia de la emergencia sanitaria, la unidad familiar haya sufrido una 
alteración significativa de sus circunstancias económicas en términos de esfuerzo de acceso 
a la vivienda, A tal fin, se entenderá que se ha producido una alteración significativa de las 
circunstancias económicas cuando el esfuerzo que represente el total de la carga 
hipotecaria, entendida como la suma de las cuotas hipotecarias de los bienes inmuebles a 
los que se refiere el artículo 19 sobre la renta familiar se haya multiplicado por al menos 1,3.

A los efectos del presente real decreto-ley, se entiende por unidad familiar la compuesta 
por el deudor, su cónyuge no separado legalmente o pareja de hecho inscrita y los hijos, con 
independencia de su edad, que residan en la vivienda, incluyendo los vinculados por una 
relación de tutela, guarda o acogimiento familiar y su cónyuge no separado legalmente o 
pareja de hecho inscrita, que residan en la vivienda.

A los efectos del presente real decreto-ley se entiende por potencial beneficiario a quien 
esté haciendo frente a una deuda hipotecaria conforme al artículo 19.

2. En ningún caso resultará de aplicación esta definición para los consumidores 
vulnerables en el ámbito del agua, el gas natural y la electricidad en los términos del Real 
Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, y de este real decreto-ley, ni para la moratoria de deuda 
arrendaticia a la que se refiere el artículo 3.

Artículo 17.  Acreditación de las condiciones subjetivas.

1. La concurrencia de las circunstancias a que se refiere el artículo 16 se acreditará por 
el potencial beneficiario mediante la presentación de los siguientes documentos:

a) En caso de situación legal de desempleo, mediante certificado expedido por la entidad 
gestora de las prestaciones, en el que figure la cuantía mensual percibida en concepto de 
prestaciones o subsidios por desempleo.

b) En caso de cese de actividad de los trabajadores por cuenta propia, mediante 
certificado expedido por la Agencia Estatal de la Administración Tributaria o el órgano 
competente de la Comunidad Autónoma, en su caso, sobre la base de la declaración de 
cese de actividad declarada por el interesado.

c) Número de personas que habitan la vivienda:

i. Libro de familia o documento acreditativo de pareja de hecho.
ii. Certificado de empadronamiento relativo a las personas empadronadas en la vivienda, 

con referencia al momento de la presentación de los documentos acreditativos y a los seis 
meses anteriores.

iii. Declaración de discapacidad, de dependencia o de incapacidad permanente para 
realizar una actividad laboral.

d) Titularidad de los bienes:

i. Nota simple del servicio de índices del Registro de la Propiedad de todos los miembros 
de la unidad familiar.
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ii. Escrituras de compraventa de la vivienda habitual, de la vivienda en alquiler, o del 
inmueble afecto a la actividad económica y de concesión del préstamo o préstamos con 
garantía hipotecaria en el caso de que se solicite una moratoria de la deuda hipotecaria.

e) En el caso de que se solicite la moratoria de la deuda hipotecaria por el préstamo 
hipotecario por una vivienda en alquiler conforme a la letra c) del artículo 19, deberá 
aportarse el correspondiente contrato de arrendamiento.

f) Declaración responsable del deudor o deudores relativa al cumplimiento de los 
requisitos exigidos para considerarse sin recursos económicos suficientes según este real 
decreto-ley.

2. Si el solicitante de la moratoria no pudiese aportar alguno de los documentos 
requeridos en las letras a) a e) del apartado anterior, podrá sustituirlo mediante una 
declaración responsable que incluya la justificación expresa de los motivos, relacionados con 
las consecuencias de la crisis del COVID-19, que le impiden tal aportación. Tras la 
finalización del estado de alarma y sus prórrogas dispondrá del plazo de un mes para la 
aportación de los documentos que no hubiese facilitado.

Artículo 18.  Definición de la situación de vulnerabilidad económica y acreditación derivadas 
de los contratos de crédito sin garantía hipotecaria.

1. Los supuestos de vulnerabilidad económica a consecuencia de la emergencia 
sanitaria ocasionada por el COVID-19 derivadas de los contratos de crédito sin garantía 
hipotecaria son los establecidos en el artículo 16 del presente real decreto-ley, con las 
siguientes especialidades:

a) Si la persona física fuera beneficiaria a su vez de la moratoria establecida en el 
artículo 7 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, no se tendrá en cuenta su aplicación 
a efectos del cálculo previsto en el artículo 16.1.c) y d) de este real decreto-ley, para la 
suspensión de las obligaciones derivadas de los créditos o préstamos sin garantía 
hipotecaria establecida en este real decreto-ley.

b) Si el potencial beneficiario no tuviera contratado un préstamo hipotecario y sin 
embargo, tuviera que hacer frente al pago periódico, o bien de una renta por alquiler de su 
vivienda habitual, o bien de cualquier tipo de financiación sin garantía hipotecaria frente a 
una entidad financiera, o a ambas simultáneamente, se sustituirá el importe de la cuota 
hipotecaria por la suma total de dichos importes, incluyendo la renta por alquiler aunque sea 
objeto de moratoria conforme al artículo 3, a efectos de los cálculos referidos en el artículo 
16.1 letras c) y d). Asimismo, a efectos del cálculo de la carga hipotecaria conforme al 
artículo 16, se utilizará la suma total de dichos importes. Si el potencial beneficiario tuviera 
que hacer frente a un único préstamo sin garantía hipotecaria y no tuviera que hacer frente al 
pago periódico de una renta por alquiler de su vivienda habitual, se tendrá en cuenta sólo 
dicho préstamo sin garantía hipotecaria a los efectos anteriores.

2. La concurrencia de las circunstancias a que se refiere el párrafo anterior se acreditará 
por el deudor ante el acreedor mediante la presentación de la documentación establecida en 
el artículo 17 del presente real decreto-ley. El importe de los pagos periódicos para la 
devolución de la financiación sin garantía hipotecaria se acreditará mediante la aportación 
del correspondiente contrato suscrito con la entidad financiera.

[ . . . ]

Sección 3.ª Medidas de protección de consumidores

Artículo 36.  Derecho de resolución de determinados contratos sin penalización por parte de 
los consumidores y usuarios.

1. Si como consecuencia de las medidas adoptadas durante la vigencia del estado de 
alarma los contratos suscritos por los consumidores y usuarios, ya sean de compraventa de 
bienes o de prestación de servicios, incluidos los de tracto sucesivo, resultasen de imposible 
cumplimiento, el consumidor y usuario tendrá derecho a resolver el contrato durante un plazo 
de 14 días desde la imposible ejecución del mismo. La pretensión de resolución solo podrá 
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ser estimada cuando no quepa obtener de la propuesta o propuestas de revisión ofrecidas 
por cada una de las partes, sobre la base de la buena fe, una solución que restaure la 
reciprocidad de intereses del contrato. Las propuestas de revisión podrán abarcar, entre 
otras, el ofrecimiento de bonos o vales sustitutorios al reembolso. A estos efectos, se 
entenderá que no cabe obtener propuesta de revisión que restaure la reciprocidad de 
intereses del contrato cuando haya transcurrido un periodo de 60 días desde la solicitud de 
resolución contractual por parte del consumidor o usuario sin que haya acuerdo entre las 
partes sobre la propuesta de revisión.

2. En los supuestos en los que el cumplimiento del contrato resulte imposible de acuerdo 
con el apartado anterior, el empresario estará obligado a devolver las sumas abonadas por 
el consumidor o usuario, salvo gastos incurridos debidamente desglosados y facilitados al 
consumidor, en la misma forma en que se realizó el pago en un plazo máximo de 14 días, 
salvo aceptación expresa de condiciones distintas por parte del consumidor y usuario.

3. Respecto de los contratos de prestación de servicios de tracto sucesivo, la empresa 
prestadora de servicios podrá ofrecer opciones de recuperación del servicio a posteriori y 
sólo si el consumidor no pudiera o no aceptara dicha recuperación entonces se procedería a 
la devolución de los importes ya abonados en la parte correspondiente al periodo del servicio 
no prestado por dicha causa o, bajo la aceptación del consumidor, a minorar la cuantía que 
resulte de las futuras cuotas a imputar por la prestación del servicio. Asimismo, la empresa 
prestadora de servicios se abstendrá de presentar a cobro nuevas mensualidades hasta que 
el servicio pueda prestarse con normalidad, sin que ello dé lugar a la rescisión del contrato, 
salvo por la voluntad de ambas partes.

4. En el supuesto de que se trate de contratos de viaje combinado, que hayan sido 
cancelados con motivo del COVID19, el organizador o, en su caso el minorista, podrán 
entregar al consumidor o usuario un bono para ser utilizado dentro de un año desde la 
finalización de la vigencia del estado de alarma y sus prórrogas, por una cuantía igual al 
reembolso que hubiera correspondido. Transcurrido el periodo de validez del bono sin haber 
sido utilizado, el consumidor podrá solicitar el reembolso completo de cualquier pago 
realizado. En cualquier caso, el eventual ofrecimiento de un bono sustitutorio temporal 
deberá contar con el suficiente respaldo financiero que garantice su ejecución.

No obstante lo anterior, el organizador, o en su caso el minorista, deberán proceder a 
efectuar el reembolso a los consumidores y usuarios en el supuesto de que estos solicitaran 
la resolución del contrato, de conformidad con lo previsto en el apartado 2 del artículo 160 
del texto refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y 
otras leyes complementarias, siempre que los proveedores de servicios incluidos en el 
contrato de viaje combinado hubieran procedido a la devolución total del importe 
correspondiente a sus servicios. Si solo algunos de los proveedores de servicios del viaje 
combinado efectuaran la devolución al organizador o, en su caso, al minorista, o la cuantía 
devuelta por cada uno de ellos fuera parcial, el consumidor o usuario tendrá derecho al 
reembolso parcial correspondiente a las devoluciones efectuadas, siendo descontado del 
importe del bono entregado por la resolución del contrato.

El organizador o, en su caso, el minorista, procederán a efectuar los reembolsos citados 
anteriormente en un plazo no superior a 60 días desde la fecha de la resolución del contrato 
o desde aquella en que los proveedores de servicios hubieran procedido a su devolución.

Artículo 37.  Medidas de restricción a las comunicaciones comerciales de las entidades que 
realicen una actividad de juego regulada en la Ley 13/2011, de 27 de mayo, de regulación 
del juego.

1. Las medidas previstas en este artículo se aplican a todas las entidades que 
desarrollen una actividad de juego incluida en el ámbito de aplicación de la Ley 13/2011, de 
27 de mayo, de regulación del juego.

2. A efectos de lo previsto en este artículo, se entiende por comunicaciones comerciales 
cualquier forma de actividad publicitaria difundida por cualquier medio o soporte, destinada a 
promocionar, de manera directa o indirecta, las actividades de juego definidas en el ámbito 
de aplicación de la Ley 13/2011, de 27 de mayo, o las entidades que las realizan.
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3. Se prohíben las comunicaciones comerciales que, de forma implícita o expresa, hagan 
referencia a la situación de excepcionalidad que deriva de la enfermedad COVID-19 o 
interpelen al consumo de actividades de juego en este contexto.

4. Durante el tiempo de vigencia de la declaración del estado de alarma realizada por el 
Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, las entidades referidas en el apartado 1 no podrán 
realizar las siguientes actuaciones:

a) Actividades de promoción dirigidas a la captación de nuevos clientes o de fidelización 
de clientes existentes que recojan cuantías económicas, bonos, bonificaciones, descuentos, 
regalos de apuestas o partidas, multiplicadores de cuotas o premios o cualquier otro 
mecanismo similar.

b) Emisión de comunicaciones comerciales en los servicios de comunicación audiovisual 
referidos en el artículo 2.2 de la Ley 7/2010, de 31 de marzo, General de la Comunicación 
Audiovisual, incluidos los servicios a petición cuando aquellas sean distinguibles y 
separables, excepto en la franja horaria comprendida entre la 1 y las 5 de la mañana.

c) Emisión de comunicaciones comerciales que se comercialicen, vendan u organicen 
por prestadores de servicios de intercambio de vídeos a través de plataformas definidos 
como tales en la Directiva (UE) 2018/1808 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 14 de 
noviembre de 2018, por la que se modifica la Directiva 2010/13/UE sobre la coordinación de 
determinadas disposiciones legales, reglamentarias y administrativas de los Estados 
miembros relativas a la prestación de servicios de comunicación audiovisual, excepto en la 
franja horaria comprendida entre la 1 y las 5 de la mañana.

d) Emisión de comunicaciones comerciales en servicios de la sociedad de la información 
(incluidas comunicaciones individualizadas en correos electrónicos o medios equivalentes y 
redes sociales).»

5. El incumplimiento de cualquiera de las obligaciones establecidas en este artículo 
tendrá la consideración de infracción grave a los efectos de lo dispuesto la Ley 13/2011, de 
27 de mayo, de regulación del juego.

[ . . . ]
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§ 58

Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes 
extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del 

COVID-19. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 73, de 18 de marzo de 2020
Última modificación: 27 de mayo de 2020

Referencia: BOE-A-2020-3824

[ . . . ]

VII

Artículo 21.  Interrupción del plazo para la devolución de productos durante vigencia del 
estado de alarma.

Durante la vigencia del Estado de Alarma o sus posibles prórrogas, se interrumpen los 
plazos para la devolución de los productos comprados por cualquier modalidad, bien 
presencial bien on-line. El cómputo de los plazos se reanudará en el momento en que pierda 
vigencia el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el Estado de 
Alarma o, en su caso, las prórrogas del mismo.

[ . . . ]
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§ 59

Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan 
medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico 

para hacer frente al COVID-19. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 91, de 1 de abril de 2020

Última modificación: 27 de mayo de 2020
Referencia: BOE-A-2020-4208

[ . . . ]

IV

Artículo 21.  Suspensión de las obligaciones derivadas de los contratos de crédito sin 
garantía hipotecaria.

1. Se establecen medidas conducentes a procurar la suspensión temporal de las 
obligaciones contractuales derivadas de todo préstamo o crédito sin garantía hipotecaria que 
estuviera vigente a la fecha de entrada en vigor de este real decreto-ley, cuando esté 
contratado por una persona física que se encuentre en situación de vulnerabilidad 
económica, en la forma definida en el artículo 16, como consecuencia de la crisis sanitaria 
provocada por el COVID-19.

En todo caso, los contratos de arrendamiento financiero se entenderán incluidos dentro 
del ámbito de aplicación objetivo de la suspensión temporal a que se refiere el párrafo 
anterior.

2. Estas mismas medidas se aplicarán igualmente a los fiadores y avalistas del deudor 
principal en los que concurran las circunstancias señaladas en el artículo 16.

Artículo 22.  Fiadores o avalistas.

Los fiadores o avalistas a los que les resulte de aplicación la suspensión de las 
obligaciones derivadas de los contratos de crédito sin garantía hipotecaria podrán exigir que 
el acreedor agote el patrimonio del deudor principal antes de reclamarles la deuda 
garantizada, aun cuando en el contrato hubieran renunciado expresamente al beneficio de 
excusión.

Artículo 23.  Solicitud de la suspensión.

Los deudores comprendidos en el ámbito de aplicación de la suspensión de las 
obligaciones derivadas de los contratos de crédito sin garantía hipotecaria podrán solicitar 
del acreedor, hasta un mes después del fin de la vigencia del estado de alarma, la 
suspensión de sus obligaciones. Los deudores acompañarán, junto a la solicitud de 
suspensión, la documentación prevista en el artículo 17.
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Artículo 24.  Concesión de la suspensión.

1. Una vez realizada la solicitud de la suspensión a la que se refiere el artículo 23 de 
este real decreto-ley y acreditada la situación de vulnerabilidad económica, el acreedor 
procederá a la suspensión automática de las obligaciones derivadas del crédito sin garantía 
hipotecaria.

2. Al igual que en la moratoria de los préstamos hipotecarios regulada en los artículos 7 
a 16 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, la aplicación de la suspensión no 
requerirá acuerdo entre las partes para que surta efectos, ni novación contractual alguna. La 
suspensión de las obligaciones contractuales surtirá efectos desde la solicitud del deudor al 
acreedor, acompañada de la documentación requerida, a través de cualquier medio. No 
obstante, si el crédito o préstamo estuviera garantizado mediante algún derecho inscribible 
distinto de la hipoteca o hubiera accedido al Registro de Venta a Plazos de Bienes Muebles 
a los efectos previstos en el apartado 1 del artículo 15 de la Ley 28/1998, de 13 de julio, de 
Venta a Plazos de Bienes Muebles, será necesaria la inscripción de la ampliación de plazo 
que suponga la suspensión, de acuerdo con las normas generales aplicables.

3. Una vez aplicada la suspensión el acreedor comunicará al Banco de España su 
existencia y duración. Los importes que serían exigibles al deudor de no aplicarse la 
moratoria no se considerarán vencidos.

4. La suspensión tendrá una duración de tres meses ampliables mediante Acuerdo de 
Consejo de Ministros.

5. Cuando prestamista y prestatario beneficiario de la moratoria acuerden una novación, 
como consecuencia de la modificación del clausulado del contrato en aspectos distintos a la 
suspensión a la que se refiere el artículo 13 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, 
incorporarán, además de aquellos otros aspectos que las partes pacten, la suspensión de las 
obligaciones contractuales impuestas por este real decreto-ley y solicitadas por el deudor, 
así como el no devengo de intereses durante la vigencia de la suspensión.

6. Durante la vigencia del estado de alarma y hasta que vuelva a restablecerse 
plenamente la libertad deambulatoria, no podrán formalizarse los instrumentos notariales a 
que se refiere el apartado 2. No obstante, ello no suspenderá la aplicación de la moratoria, 
que deberá aplicarse automáticamente, se haya formalizado o no aún dicha suspensión en 
el instrumento correspondiente.

Los derechos arancelarios notariales derivados de la intervención de pólizas en que se 
formalice, en su caso, la suspensión temporal de las obligaciones contractuales derivadas de 
todo préstamo o crédito sin garantía hipotecaria a que se refiere el artículo 21 del Real 
Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, serán los establecidos en el Decreto de 15 de 
diciembre de 1950 y se bonificarán en un 50 % con un límite mínimo de 25 euros y máximo 
de 50 euros, por todos los conceptos incluyendo sus copias y traslados.

Los derechos arancelarios de los registradores derivados de la constancia registral, en 
su caso, de la suspensión temporal de las obligaciones contractuales, a que se refiere el 
artículo 21 de Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, se minutarán de conformidad con 
el artículo 36.9.g de la Ordenanza aprobada por Orden de 19 de julio 1999, por la cantidad 
fija de 6 euros.

Los derechos arancelarios notariales y registrales derivados de la formalización e 
inscripción previstos en este apartado serán satisfechos, en todo caso, por el acreedor.

Artículo 25.  Efectos de la suspensión.

1. Durante el periodo de vigencia de la suspensión:

a) El acreedor no podrá exigir el pago de la cuota, ni de ninguno de los conceptos que la 
integran (amortización del capital o pago de intereses), ni íntegramente, ni parcialmente.

b) No se devengarán ningún tipo de intereses, ni ordinarios, ni de demora.

2. La fecha del vencimiento acordada en el contrato se ampliará, como consecuencia de 
la suspensión, por el tiempo de duración de esta, sin modificación alguna del resto de las 
condiciones pactadas. Tratándose de bienes o derechos inscribibles se ajustarán a su propia 
normativa, de acuerdo con las reglas generales, y lo dispuesto en el apartado segundo del 
artículo anterior.
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3. La suspensión en el pago de intereses no será aplicable a deudores o contratos 
distintos de los regulados en el presente real decreto-ley.

Artículo 26.  Consecuencias de la actuación fraudulenta del deudor en relación con la 
suspensión de las obligaciones derivadas de los contratos de crédito sin garantía 
hipotecaria.

Se aplicará al deudor que se hubiese beneficiado en fraude de ley de las medidas de 
suspensión de las obligaciones derivadas de los contratos de crédito sin garantía hipotecaria 
lo establecido en el artículo 16 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo.

[ . . . ]
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§ 60

Real Decreto-ley 19/2020, de 26 de mayo, por el que se adoptan 
medidas complementarias en materia agraria, científica, económica, 
de empleo y Seguridad Social y tributarias para paliar los efectos del 

COVID-19. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 150, de 27 de mayo de 2020

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2020-5315

Artículo 6.  Acuerdos marco sectoriales promovidos por las asociaciones representativas de 
entidades financieras sobre aplazamiento de operaciones de financiación de clientes 
afectados por la crisis del coronavirus.

1. Las entidades financieras que se adhieran a Acuerdos marco sectoriales para la 
concesión de moratorias convencionales con sus deudores como consecuencia de la crisis 
sanitaria derivada del COVID-19, se sujetarán a lo dispuesto en este artículo y en los 
artículos 7 y 8 siempre que dichos Acuerdos marco sectoriales se hayan comunicado al 
Banco de España para su registro, que los publicará en su página web.

2. A estos efectos se entiende por entidades financieras las entidades de crédito, los 
establecimientos financieros de crédito, los prestamistas de crédito inmobiliario, las 
entidades de pago y las entidades de dinero electrónico.

3. Las entidades financieras que se adhieran a un Acuerdo marco sectorial remitirán 
cada día hábil al Banco de España la siguiente información referida al día hábil precedente:

a) Número de solicitudes de suspensión presentadas por deudores.
b) Número de suspensiones concedidas.
c) Número de solicitudes de suspensión denegadas.
d) Número de beneficiaros de la suspensión, desagregados, por un lado, en deudores y 

avalistas y, por otro lado, en asalariados y empresarios/profesionales.
e) Número de préstamos cuyo pago se ha suspendido.
f) Saldo vivo pendiente de amortización cuyo pago se suspende.
g) CNAE de la actividad que venía realizando el deudor.
h) Número de préstamos en los que el deudor solicita que se documente la suspensión 

en escritura notarial.

4. Lo previsto en este artículo, en los artículos 7 y 8 y en la disposición transitoria primera 
tendrán la consideración de norma de ordenación y disciplina a que se refiere el artículo 2 de 
la Ley 10/2014, de 26 de junio, de ordenación, supervisión y solvencia de entidades de 
crédito.
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Artículo 7.  Disposiciones generales sobre las moratorias convencionales suscritas al 
amparo de un Acuerdo marco sectorial.

1. Las moratorias convencionales suscritas entre el deudor y su entidad financiera al 
amparo de un Acuerdo marco sectorial podrán tener por objeto toda clase de préstamos, 
créditos y arrendamientos financieros.

2. La moratoria convencional suscrita entre el deudor y su entidad financiera al amparo 
de un Acuerdo marco sectorial podrá acordar, sin perjuicio del devengo de los intereses 
pactados en el contrato de préstamo inicial, que el importe de lo aplazado se abone 
mediante:

a) La redistribución de las cuotas sin modificación del plazo de vencimiento, o
b) La ampliación del plazo de vencimiento en un número de meses equivalente a la 

duración de la moratoria.

El deudor y la entidad financiera podrán acordar la prórroga, con las mismas condiciones 
y prima pactadas inicialmente del seguro de protección de pagos o de amortización de 
préstamo que se hubiera contratado, con el préstamo que se nova por el mismo periodo 
tiempo en el que se amplíe el vencimiento de este, con el consiguiente adeudo de la prima. 
A estos efectos se entenderá por seguro de protección de pagos aquel que cubre la 
contingencia de desempleo o la incapacidad temporal del deudor asegurado, y por seguro de 
amortización aquel que cubre al deudor ante las contingencias de fallecimiento o invalidez 
sobre la totalidad o parte del capital del préstamo.

3. Las moratorias a que se refiere el apartado anterior no podrán en ningún caso:

a) Modificar el tipo de interés pactado.
b) Cobrar gastos o comisiones excepto que se trate de un préstamo sin interés, y el 

efecto del gasto o comisión no suponga un aumento de la Tasa Anual Equivalente (TAE) 
acordada en el contrato inicial, o bien se trate de la prima de la prórroga del contrato de 
seguro señalado en el apartado anterior.

c) Comercializarse junto con cualquier otro producto vinculado o combinado.
d) Establecer otras garantías adicionales, personales o reales, que no constasen en el 

contrato original.

4. Cuando la entidad financiera conceda, simultánea o sucesivamente, una moratoria 
legal y una moratoria convencional, el acuerdo de moratoria convencional suscrito con el 
deudor recogerá expresamente el reconocimiento de la moratoria legal, suspendiéndose los 
efectos de la moratoria convencional hasta el momento en el que finalice aquella.

5. A los efectos de este artículo, se entenderá por moratoria legal la regulada en los 
artículos 13.3, 14 y 15 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes 
extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del COVID-19, así como en 
los artículos 24.2 y 25 del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan 
medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico para hacer frente al 
COVID-19.

6. Antes de la formalización de la moratoria a que se refiere este precepto, la entidad 
financiera deberá entregar al deudor junto con la propuesta de acuerdo para establecer la 
moratoria convencional información simplificada sobre las condiciones del préstamo que, al 
menos, deberá incluir:

a) Las consecuencias jurídicas y económicas del aplazamiento, con o sin ampliación de 
plazo, del préstamo afectado.

b) En su caso, las condiciones de la prórroga del seguro de protección de pagos o de 
amortización de préstamo que inicialmente se hubiera contratado con el préstamo que se 
nova.

7. La información simplificada y la propuesta de acuerdo para establecer la moratoria 
convencional a que se refiere el apartado anterior serán entregadas por la entidad financiera 
gratuitamente en soporte duradero al deudor por cualquier medio, incluidos los telemáticos y 
los servicios de banca electrónica de que disponga la entidad financiera, siempre que 
permitan acreditar el contenido y la entrega al deudor.
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8. El acuerdo de moratoria convencional acogido a lo previsto en este artículo y en los 
artículos 6 y 8 podrá ser firmado por el prestatario y, en su caso, los fiadores y avalistas, de 
manera manuscrita, mediante firma electrónica, por el sistema de otorgamiento del 
consentimiento que tuvieran fijado contractualmente el deudor y la entidad financiera, o por 
cualquier otro medio que permita obtener válidamente el consentimiento. En todo caso, el 
medio empleado deberá dejar constancia del contenido y de la fecha en la que se presta el 
consentimiento. Para su inscripción en el Registro correspondiente el acuerdo de moratoria 
deberá constar en documento público, cuando, conforme a las reglas generales, resulte 
exigible.

9. La formalización del contrato por el que se establece la moratoria convencional 
acogida a un Acuerdo marco sectorial de los señalados en el artículo anterior no estará 
sometida a lo previsto en:

a) Los artículos 10, 11, 12, 14 y 15, el apartado 2 de la disposición transitoria primera de 
la Ley 5/2019, de 15 de marzo, reguladora de los contratos de crédito inmobiliario, ni

b) los artículos 7 a 12 y 14 de Ley 16/2011, de 24 de junio, de contratos de crédito al 
consumo.

10. La inscripción de la moratoria convencional suscrita entre el deudor y su entidad 
financiera al amparo de un Acuerdo marco sectorial en el correspondiente Registro tendrá 
plenos efectos, en su caso, frente a los acreedores intermedios inscritos aunque no cuente 
con el consentimiento de estos.

11. Los aranceles notariales y registrales de los instrumentos notariales en las que se 
eleve a público el acuerdo suscrito con el deudor de moratoria convencional acogida a lo 
previsto en este artículo, y de la inscripción en el Registro correspondiente serán los 
previstos en los artículo 16 ter del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, y 24.6 del Real 
Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes 
complementarias en el ámbito social y económico para hacer frente al COVID-19.

Artículo 8.  Régimen excepcional de formalización de las moratorias convencionales 
suscritas al amparo de Acuerdos marco sectoriales adoptados como consecuencia de la 
crisis sanitaria provocada por la COVID-19.

1. Cuando en la moratoria se pacte exclusivamente un aplazamiento del principal o 
principal e intereses de un préstamo o crédito con garantía real o un arrendamiento 
financiero cuya inscripción requiera la formalización en documento público y, en su caso, la 
prórroga del seguro de protección de pagos o de amortización de préstamo a la que se 
refiere el apartado 2 del artículo 7, la entidad financiera elevará unilateralmente a público el 
acuerdo de moratoria suscrito por el deudor y, en su caso, los fiadores y avalistas siempre 
que:

a) La moratoria se materialice mediante la ampliación del plazo de vencimiento, y
b) El deudor no manifieste expresamente su voluntad de comparecer ante el notario para 

el otorgamiento bilateral.

2. El notario protocolizará, junto al acuerdo suscrito señalado en el apartado anterior:

a) La prórroga del seguro de protección de pagos o de amortización de préstamo al que 
se refiere el apartado 2 del artículo 7, en su caso,

b) La información simplificada a la que se refiere el apartado 6 del artículo anterior,
c) El justificante de su recepción por el deudor, y
d) Una declaración responsable suscrita por persona con poder bastante para actuar en 

nombre de la entidad financiera en la que se manifieste:

i. El concreto Acuerdo marco sectorial al que se acoge la moratoria y que cumple todos 
los requisitos previstos en el mismo,

ii. Que el deudor ha recibido la información simplificada señalada en el apartado 6 del 
artículo 7,

iii. Que el consentimiento del deudor se ha prestado de conformidad con lo previsto en el 
apartado 8 del artículo 7, y

iv. La fecha de la firma del acuerdo de moratoria.
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3. El notario facilitará gratuitamente al deudor una copia simple del instrumento notarial 
en el que se eleve unilateralmente a público el acuerdo de moratoria convencional acogido a 
lo previsto en este artículo.

4. El notario autorizante deberá en todo caso comprobar que por la entidad financiera se 
ha proporcionado al deudor la información simplificada prevista en el artículo 7, y rechazar el 
otorgamiento cuando no se ajuste a lo previsto en este artículo y en los artículos 6 y 7.

[ . . . ]

Disposición transitoria primera.  Moratorias acogidas a un Acuerdo marco sectorial y 
suscritas con anterioridad a la entrada en vigor esta norma.

1. Las moratorias convencionales acogidas a un Acuerdo marco sectorial de los 
previstos en el artículo 6 que hayan sido suscritas por el deudor y su entidad financiera antes 
de la entrada en vigor de este real decreto-ley se sujetarán a lo dispuesto en este precepto.

2. La obligación de entrega previa de la información simplificada establecida en el 
apartado 6 del artículo 7 se considerará cumplida en las moratorias a las que hace referencia 
el apartado anterior cuando la entidad financiera:

a) Hubiera entregado al deudor con anterioridad a la suscripción de la moratoria la 
Información normalizada europea sobre el crédito al consumo que figura en el anexo II de la 
Ley 16/2011, de 24 de junio, de contratos de crédito al consumo, en el caso de un crédito al 
consumo, o la Ficha Europea de Información Normalizada (FEIN) recogida en el anexo I de 
la Ley 5/2019, de 15 de marzo, antes de la elevación a público prevista en el artículo 8, o 
bien

b) Entregue al deudor antes de la elevación a público del acuerdo de moratoria la 
información simplificada prevista en apartado 6 del artículo 7 junto con la información del 
derecho que le asiste a desistir de la moratoria en el plazo de diez días, sin que el deudor 
haya ejercido dicho derecho.

3. En las moratorias a las que hace referencia el apartado 1, las obligaciones de 
transparencia en relación con los contratos recogidas en el artículo 7 de la Ley 5/2019, de 15 
de marzo, deberán cumplirse en el plazo de un mes desde la entrada en vigor de este real 
decreto-ley.

[ . . . ]
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§ 61

Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes 
extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del 

COVID-19. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 73, de 18 de marzo de 2020
Última modificación: 27 de mayo de 2020

Referencia: BOE-A-2020-3824

[ . . . ]

VI

Artículo 18.  Garantía en el mantenimiento de los servicios de comunicaciones electrónicas 
y la conectividad de banda ancha.

Excepcionalmente, mientras esté en vigor el estado de alarma, las empresas 
proveedoras de servicios de comunicaciones electrónicas mantendrán la prestación de los 
servicios de comunicaciones electrónicas disponibles al público contratados por sus clientes 
a fecha del inicio de la aplicación del estado de alarma, de forma que no podrán 
suspenderlos o interrumpirlos por motivos distintos a los de integridad y seguridad de las 
redes y de los servicios de comunicaciones electrónicas, según se define en el artículo 44 de 
la Ley 9/2014, de 9 de mayo, General de Telecomunicaciones, aunque conste dicha 
posibilidad en los contratos de servicios suscritos por los consumidores.

Artículo 19.  Garantía en la prestación del servicio universal de telecomunicaciones.

1. Mientras esté en vigor el estado de alarma, el proveedor de servicios de 
comunicaciones electrónicas designado para la prestación del servicio universal de 
telecomunicaciones garantizará la prestación de los elementos que integran el servicio 
universal de telecomunicaciones y mantendrá, como mínimo, el conjunto de beneficiarios 
actuales, así como la calidad de la prestación del conjunto de servicios que conforman dicho 
servicio universal, de acuerdo con el artículo 25 de la Ley 9/2014, de 9 de mayo, General de 
Telecomunicaciones y su normativa de desarrollo.

2. En particular, garantizará la continuidad de los servicios y su calidad y no podrá 
reducir el número de beneficiarios, con especial referencia a los siguientes ámbitos:

a) El conjunto de los beneficiarios actuales y las condiciones en las que presta el servicio 
de acceso funcional a Internet, según se establece en el artículo 28 del Real Decreto 
424/2005, de 15 de abril, por el que se aprueba el Reglamento sobre las condiciones para la 
prestación de servicios de comunicaciones electrónicas, el servicio universal y la protección 
de los usuarios.
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b) Las condiciones en las que actualmente garantiza la asequibilidad del servicio, según 
se definen en el artículo 35 del Real Decreto 424/2005, de 15 de abril, por el que se aprueba 
el Reglamento sobre las condiciones para la prestación de servicios de comunicaciones 
electrónicas, el servicio universal y la protección de los usuarios.

Artículo 20.  Suspensión de la portabilidad.

(Derogado)

[ . . . ]
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§ 62

Real Decreto-ley 19/2020, de 26 de mayo, por el que se adoptan 
medidas complementarias en materia agraria, científica, económica, 
de empleo y Seguridad Social y tributarias para paliar los efectos del 

COVID-19. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 150, de 27 de mayo de 2020

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2020-5315

Artículo 3.  Fraccionamiento y aplazamiento de deudas en los servicios de comunicaciones 
electrónicas.

1. Los operadores de comunicaciones electrónicas deberán conceder a sus abonados, 
previa solicitud de estos, un fraccionamiento y, en consecuencia, aplazamiento de la deuda 
correspondiente a las facturas presentadas al cobro desde la fecha de entrada en vigor del 
Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la 
gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, y sus prórrogas, y, en 
todo caso, hasta el 30 de junio de 2020, ambos inclusive.

Las condiciones del fraccionamiento y aplazamiento serán las siguientes:

a) El fraccionamiento será lineal a lo largo de los meses aplazados.
b) El plazo para realizar los pagos fraccionados será de seis meses, salvo que el 

abonado haya acordado libremente con el operador un plazo diferente, ya sea superior o 
inferior.

c) No se devengarán intereses de demora ni se exigirán garantías para el 
fraccionamiento y aplazamiento.

2. La aceptación de la solicitud del fraccionamiento y aplazamiento de la deuda 
determinará la suspensión del derecho de los abonados a la conservación de los números 
que les hayan sido asignados en caso de cambio del operador que preste el servicio, hasta 
el momento en el que el abonado esté al corriente de la deuda aplazada o, en todo caso, 
durante el plazo de seis meses a contar desde la entrada en vigor de este real decreto-ley.

Aquellos abonados que no soliciten o que no acepten el fraccionamiento y aplazamiento 
de la deuda en los términos indicados en el apartado anterior, tendrán suspendido el 
derecho de conservación de numeración por cambio de operador hasta que el abonado 
salde la deuda contraída con el operador y, en todo caso, por un período de tres meses a 
contar desde el día en que finalice la vigencia del estado de alarma declarado por el Real 
Decreto 463/2020, de 14 de marzo, y sus prórrogas.

3. No obstante lo anterior, los abonados no tendrán suspendido su derecho a la 
conservación de los números asignados en caso de cambio del operador cuando 
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comuniquen al operador su disconformidad con la factura y, en ausencia de respuesta 
satisfactoria, hayan interpuesto la correspondiente reclamación ante un organismo oficial.

A estos efectos, el operador deberá resolver la reclamación que le presente el abonado 
en un plazo máximo de una semana. Esta resolución o la ausencia de la misma en ese plazo 
máximo, legitimará al abonado para acudir ante los organismos oficiales que tramiten 
reclamaciones de usuarios finales.

[ . . . ]
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§ 63

Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan 
medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico 

para hacer frente al COVID-19. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 91, de 1 de abril de 2020

Última modificación: 27 de mayo de 2020
Referencia: BOE-A-2020-4208

[ . . . ]

Disposición adicional vigésima.  Disponibilidad de los planes de pensiones en caso de 
desempleo o cese de actividad derivados de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el 
COVID-19.

1. Durante el plazo de seis meses desde la entrada en vigor del Real Decreto 463/2020, 
de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión de la situación de 
crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19 los partícipes de los planes de pensiones 
podrán, excepcionalmente, hacer efectivos sus derechos consolidados en los siguientes 
supuestos:

a) Encontrarse en situación legal de desempleo como consecuencia de un expediente de 
regulación temporal de empleo derivado de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el 
COVID-19.

b) Ser empresario titular de establecimientos cuya apertura al público se haya visto 
suspendida como consecuencia de lo establecido en el artículo 10 del Real Decreto 
463/2020, de 14 de marzo.

c) En el caso de los trabajadores por cuenta propia que hubieran estado previamente 
integrados en un régimen de la Seguridad Social como tales, o en un régimen de mutualismo 
alternativo a esta, y como consecuencia de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el 
COVID-19 hayan cesado en su actividad o, cuando sin haber cesado en su actividad, su 
facturación en el mes natural anterior al que se solicita la disponibilidad del plan de 
pensiones se haya reducido, al menos, en un 75 por ciento en relación con el promedio de 
facturación del semestre natural anterior, siempre que no se encuentren en alguno de los 
dos supuestos recogidos en los párrafos siguientes.

En el caso de los trabajadores autónomos agrarios de producciones de carácter 
estacional incluidos en el Sistema Especial para Trabajadores por Cuenta Propia Agrario, así 
como los trabajadores de producciones pesqueras, marisqueras o de productos específicos 
de carácter estacional incluidos en el Régimen Especial de Trabajadores del Mar, cuando su 
facturación promedio en los meses de campaña de producción anteriores al que se solicita la 
prestación se vea reducida, al menos, en un 75 por ciento en relación con los mismos meses 
de la campaña del año anterior.
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En el caso de los trabajadores autónomos que desarrollen actividades en alguno de los 
siguientes códigos de la CNAE 2009: 5912, 5915, 5916, 5920 y entre el 9001 y el 9004 
ambos incluidos, siempre que, no cesando en su actividad, su facturación en el mes natural 
anterior al que se solicita la prestación se vea reducida en al menos un 75 por ciento en 
relación con la efectuada en los 12 meses anteriores.

2. El importe de los derechos consolidados disponible no podrá ser superior a:

a) Los salarios dejados de percibir mientras se mantenga la vigencia del expediente de 
regulación temporal de empleo para el supuesto previsto en el apartado 1.a).

b) Los ingresos netos estimados que se hayan dejado de percibir mientras se mantenga 
la suspensión de apertura al público para el supuesto recogido en el apartado 1.b).

c) Los ingresos netos estimados que se hayan dejado de percibir mientras se mantenga 
la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19 para el supuesto recogido en el 
apartado 1.c).

Los importes establecidos en los párrafos anteriores deberán ser acreditados por los 
partícipes de los planes de pensiones que soliciten la disposición de sus derechos 
consolidados.

3. Reglamentariamente podrán regularse las condiciones y términos en que podrán 
hacerse efectivos los derechos consolidados en los supuestos indicados en el apartado 1.

En todo caso, el reembolso de derechos consolidados se hará efectivo a solicitud del 
partícipe, sujetándose al régimen fiscal establecido para las prestaciones de los planes de 
pensiones. El reembolso deberá efectuarse dentro del plazo máximo de siete días hábiles 
desde que el partícipe presente la documentación acreditativa correspondiente.

4. Lo dispuesto en esta disposición será igualmente aplicable a los asegurados de los 
planes de previsión asegurados, planes de previsión social empresarial y mutualidades de 
previsión social a que se refiere el artículo 51 de la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas.

5. El Gobierno, a propuesta de la Ministra de Asuntos Económicos y Transformación 
Digital, podrá ampliar el plazo previsto en el apartado 1 para solicitar el cobro de los planes 
de pensiones, teniendo en cuenta las necesidades de renta disponible ante la situación 
derivada de las circunstancias de la actividad económica provocadas como consecuencia de 
la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19.

[ . . . ]
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§ 64

Real Decreto-ley 15/2020, de 21 de abril, de medidas urgentes 
complementarias para apoyar la economía y el empleo. [Inclusión 

parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 112, de 22 de abril de 2020
Última modificación: 27 de mayo de 2020

Referencia: BOE-A-2020-4554

CAPÍTULO V

Medidas de protección de los ciudadanos

[ . . . ]

Artículo 23.  Normas sobre disponibilidad excepcional de los planes de pensiones en 
situaciones derivadas de la crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19.

A efectos de lo establecido en la disposición adicional vigésima del Real Decreto-ley 
11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes complementarias en el 
ámbito social y económico para hacer frente al COVID-19, se seguirán las siguientes normas 
para la disponibilidad de derechos consolidados en planes de pensiones:

1. Podrán solicitar hacer efectivos sus derechos consolidados en los supuestos de la 
citada disposición adicional vigésima del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, los 
partícipes de los planes de pensiones del sistema individual y asociado, y los partícipes de 
los planes de pensiones del sistema de empleo de aportación definida o mixtos para 
aquellas contingencias definidas en régimen de aportación definida.

Los partícipes de los planes de pensiones del sistema de empleo de la modalidad de 
prestación definida o mixtos también podrán disponer, para aquellas contingencias definidas 
en régimen de prestación definida o vinculadas a la misma, de los derechos consolidados en 
caso de estar afectados por un ERTE, la suspensión de apertura al público de 
establecimientos o el cese de actividad, derivados de la situación de crisis sanitaria 
ocasionada por el COVID-19, cuando lo permita el compromiso por pensiones y lo prevean 
las especificaciones del plan aprobadas por su comisión de control en las condiciones que 
estas establezcan.

2. La concurrencia de las circunstancias a que se refiere el apartado 1 de la disposición 
adicional vigésima del Real Decreto-ley 11/2020 se acreditará por el partícipe del plan de 
pensiones que solicite la disposición mediante la presentación de los siguientes documentos 
ante la entidad gestora de fondos de pensiones:

a) En el supuesto de encontrarse el partícipe afectado por un expediente de regulación 
temporal de empleo (ERTE) derivado de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el 
COVID-19, se presentará el certificado de la empresa en el que se acredite que el partícipe 

COVID-19: COLECTIVOS VULNERABLES

– 390 –



se ha visto afectado por el ERTE, indicando los efectos del mismo en la relación laboral para 
el partícipe.

b) En el supuesto de ser el partícipe empresario titular de establecimiento cuya apertura 
al público se haya visto suspendida como consecuencia de lo establecido en el artículo 10 
del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, se presentará declaración del partícipe en la 
que este manifieste, bajo su responsabilidad, que cumple con los requisitos establecidos en 
el apartado 1, letra b) de la disposición adicional vigésima del Real Decreto-ley 11/2020, de 
31 de marzo, para poder hacer efectivos sus derechos consolidados.

c) En el supuesto de ser trabajador por cuenta propia que hubiera estado previamente 
integrado en un régimen de la Seguridad Social como tal, o en un régimen de mutualismo 
alternativo a esta, y haya cesado en su actividad o cuya facturación se haya reducido en un 
75 por ciento como consecuencia del estado de alarma decretado por el Gobierno, se 
presentará, según corresponda:

1.º El certificado expedido por la Agencia Estatal de la Administración Tributaria o el 
órgano competente de la Comunidad Autónoma, en su caso, sobre la base de la declaración 
de cese de actividad declarada por el interesado; o

2.º la información contable que justifique la reducción de la facturación en los mismos 
términos que los establecidos en el artículo 17.10 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de 
marzo, para justificar la reducción de la facturación en la prestación extraordinaria por cese 
de actividad de los trabajadores por cuenta propia afectados por la declaración del estado de 
alarma. Los trabajadores por cuenta propia que no estén obligados a llevar los libros que 
acrediten el volumen de actividad, deberán acreditar la reducción de la facturación por 
cualquier medio de prueba admitido en derecho.

d) Si el solicitante no pudiese aportar alguno de los documentos requeridos, podrá 
sustituirlo mediante una declaración responsable que incluya la justificación expresa de los 
motivos, relacionados con las consecuencias de la crisis del COVID-19, que le impiden tal 
aportación. Tras la finalización del estado de alarma y sus prórrogas dispondrá del plazo de 
un mes para la aportación de los documentos que no hubiese facilitado.

3. El importe de los derechos consolidados disponible será el justificado por el partícipe a 
la entidad gestora de fondos de pensiones, con el límite máximo de la menor de las dos 
cuantías siguientes para el conjunto de planes de pensiones de los que sea titular:

1.º Dependiendo de cuál sea el supuesto de los indicados en el apartado 1 de la 
disposición adicional vigésima del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo:

a) en el supuesto de encontrarse el partícipe afectado por un ERTE derivado de la 
situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19: los salarios netos dejados de 
percibir mientras se mantenga la vigencia del ERTE, con un periodo de cómputo máximo 
igual a la vigencia del estado de alarma más un mes adicional, justificados con la última 
nómina previa a esta situación;

b) en el supuesto de empresario titular de establecimiento cuya apertura al público se 
haya visto suspendida como consecuencia de lo establecido en el artículo 10 del Real 
Decreto 463/2020, de 14 de marzo: los ingresos netos estimados que se hayan dejado de 
percibir debido a la suspensión de apertura al público, con un periodo de cómputo máximo 
igual a la vigencia del estado de alarma más un mes adicional, justificados mediante la 
presentación de la declaración anual del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas 
correspondiente al ejercicio anterior y, en su caso, el pago fraccionado del Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Físicas y las autoliquidaciones del Impuesto sobre el Valor Añadido 
correspondientes al último trimestre;

c) En el supuesto de trabajadores por cuenta propia que hubieran estado previamente 
integrados en un régimen de la Seguridad Social como tal, o en un régimen de mutualismo 
alternativo a esta, y hayan cesado en su actividad o cuya facturación se haya reducido en un 
75 por ciento como consecuencia del estado de alarma decretado por el Gobierno: los 
ingresos netos que se hayan dejado de percibir durante un periodo de cómputo máximo igual 
a la vigencia del estado de alarma más un mes adicional, estimados mediante la declaración 
anual del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas correspondiente al ejercicio 
anterior y, en su caso, el pago fraccionado del Impuesto sobre la Renta de las Personas 
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Físicas y las autoliquidaciones del Impuesto sobre el Valor Añadido correspondientes al 
último trimestre.

En el caso de los apartados b) y c), el solicitante deberá aportar además una declaración 
responsable en la que se cuantifique el importe mensual de reducción de ingresos.

2.º El resultado de prorratear el Indicador Público de Renta de Efectos Múltiples (IPREM) 
anual para 12 pagas vigente para el ejercicio 2020 multiplicado por tres en la proporción que 
corresponda al período de duración del ERTE, al periodo de suspensión de la apertura al 
público del establecimiento o al periodo de cese de la actividad, según, respectivamente, 
corresponda a cada uno de los supuestos a los que se refieren los apartados a), b) y c) del 
apartado 1 de la disposición adicional vigésima del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de 
marzo. En todo caso, en los tres supuestos el periodo de tiempo máximo a computar es la 
vigencia del estado de alarma más un mes adicional.

4. El partícipe será responsable de la veracidad de la documentación acreditativa de la 
concurrencia del supuesto de hecho que se requiera para solicitar la prestación, así como de 
la exactitud en la cuantificación del importe a percibir.

5. El reembolso deberá efectuarse dentro del plazo máximo de siete días hábiles desde 
que el partícipe presente la documentación acreditativa completa. En el caso de los planes 
de pensiones de la modalidad de empleo, dicho plazo se ampliará hasta treinta días hábiles 
desde que el partícipe presente la documentación acreditativa completa.

6. Lo dispuesto en esta disposición será igualmente aplicable a los asegurados de los 
planes de previsión asegurados, planes de previsión social empresarial y mutualidades de 
previsión social a que se refiere el artículo 51 de la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas. En estos casos, las referencias realizadas 
en los apartados anteriores a las entidades gestoras, a los partícipes y a las especificaciones 
de planes de pensiones se entenderán referidas a las entidades aseguradoras, los 
asegurados o mutualistas, y a las pólizas de seguro o reglamento de prestaciones, 
respectivamente. En el caso de las mutualidades de previsión social que actúen como 
sistema alternativo al alta en el Régimen Especial de la Seguridad Social de los 
Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos, no se podrán hacer efectivos los derechos 
económicos de los productos o seguros utilizados para cumplir con dicha función alternativa.

7. Los apartados anteriores definen los supuestos y condiciones en que podrá hacerse 
efectiva la facultad excepcional de liquidar los derechos consolidados prevista en la 
disposición adicional vigésima del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo. En lo no 
previsto en tales apartados, se mantiene en vigor esta última disposición adicional vigésima.

8. Las cuantías y la documentación indicadas en los apartados anteriores podrán ser 
modificadas por Real Decreto, conforme a lo dispuesto en el apartado 3 de la disposición 
adicional vigésima del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo.

[ . . . ]

Información relacionada

• El Real Decreto-ley 15/2020, de 21 de abril, ha sido convalidado por Acuerdo del Congreso de 
los Diputados, publicado por Resolución de 13 de mayo de 2020. Ref. BOE-A-2020-5051
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§ 65

Orden TED/320/2020, de 3 de abril, por la que se desarrollan 
determinados aspectos del derecho a percepción del bono social por 
parte de trabajadores autónomos que hayan cesado su actividad o 
hayan visto reducida su facturación como consecuencia del 
COVID-19 y se modifica el modelo de solicitud del bono social para 
trabajadores autónomos que hayan visto afectada su actividad como 
consecuencia del COVID-19, establecido en el Anexo IV del Real 
Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan medidas 
urgentes complementarias en el ámbito social y económico para 

hacer frente al COVID-19

Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico
«BOE» núm. 94, de 4 de abril de 2020
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2020-4292

El Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes 
complementarias en el ámbito social y económico para hacer frente al COVID-19, ha 
regulado en su artículo 28 el derecho a percepción del bono social por parte de trabajadores 
autónomos que hayan cesado su actividad o hayan visto reducida su facturación como 
consecuencia del COVID-19.

Este artículo 28 precisa del desarrollo de especialidades de plazos procedimentales para 
la tramitación y comunicación de la aplicación del bono social a sus solicitantes, teniendo en 
cuenta que en lo no previsto en el citado artículo y en esta orden, es aplicable toda la 
normativa vigente sobre el bono social y, en particular, la recogida en la Ley 24/2013, de 26 
de diciembre, del Sector Eléctrico, en el Real Decreto 897/2017, de 6 de octubre, y en la 
Orden ETU/943/2017, de 6 de octubre.

La disposición final undécima habilita para que los Ministros, en el ámbito de sus 
competencias, puedan dictar cuantas disposiciones sean necesarias para el desarrollo y 
ejecución de lo dispuesto en este real decreto-ley.

Por otra parte, en el anexo IV se recoge el modelo de solicitud por el que los 
consumidores comprendidos en dicho artículo han de acreditar la condición de consumidor 
vulnerable definida en dicho precepto y solicitar la percepción del bono social, y que se ha de 
dirigir a un comercializador de referencia a través de la dirección de correo electrónico que 
aparezca en su página web, junto con la documentación justificativa que se prevé en el 
artículo 28.4 del citado Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo.

Esta orden también tiene por objeto modificar el modelo de solicitud que se establece en 
el anexo IV, a fin de clarificar algunos aspectos prácticos de aplicación de esta nueva 
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modalidad de bono social, de acuerdo con la habilitación para efectuar dicha modificación 
mediante orden ministerial en el último párrafo del artículo 28.4.

En su virtud, dispongo:

Artículo 1.  Normativa aplicable y plazos de subsanación y comunicación para la aplicación, 
en su caso, del bono social previsto en el artículo 28 del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de 
marzo.

1. De acuerdo con el artículo 28 del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el 
que se adoptan medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico para 
hacer frente al COVID-19, será de aplicación al bono social otorgado a los consumidores 
vulnerables previstos en el mismo, toda la normativa vigente sobre el bono social y, en 
particular, la recogida en la Ley 24/2013, de 26 de diciembre, del Sector Eléctrico, en el Real 
Decreto 897/2017, de 6 de octubre, y en la Orden ETU/943/2017, de 6 de octubre.

2. Respecto de la tramitación de las solicitudes que se amparan en el citado artículo 28 
del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, en el caso de que la solicitud fuera 
incompleta, en el plazo máximo de cinco días hábiles desde la recepción, el comercializador 
de referencia se dirigirá al consumidor indicando la documentación acreditativa que debe 
subsanar.

Una vez recibida por el comercializador de referencia la solicitud del consumidor 
completa acompañada de la documentación acreditativa, en el plazo máximo de cinco días 
hábiles, la comercializadora de referencia, a través de la plataforma informática disponible a 
tal efecto en la sede electrónica del Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto 
Demográfico, comprobará los datos que obren en la misma y comunicará mediante correo 
electrónico al consumidor el resultado de la comprobación del cumplimiento de los requisitos 
recogidos en los apartados 1 y 2 del artículo 28 para la aplicación del bono social, indicando, 
en su caso, la fecha a partir de la cual procederá a su aplicación.

En el caso de que el resultado sea positivo, en dicho plazo se deberá haber realizado el 
cambio de comercializador y la formalización del contrato a Precio Voluntario para el 
Pequeño Consumidor.

3. El bono social se devengará a partir del primer día del ciclo de facturación en el que 
tenga lugar la recepción de la solicitud completa con la documentación acreditativa que, en 
su caso, sea necesaria.

Artículo 2.  Modificación del modelo de solicitud del bono social para trabajadores 
autónomos que hayan visto afectada su actividad como consecuencia del COVID-19 
establecido en el anexo IV del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se 
adoptan medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico para hacer 
frente al COVID-19.

El anexo IV del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan 
medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico para hacer frente al 
COVID-19, que establece el modelo de solicitud del bono social para trabajadores 
autónomos que hayan visto afectada su actividad como consecuencia del COVID-19, queda 
modificado en los términos que se establecen en el anexo de esta orden.

Disposición transitoria primera.  Adaptación de la plataforma informática y plazo de 
comunicación a los solicitantes.

El plazo de cinco días para la comprobación de datos en la plataforma informática 
previsto en el artículo 1.2 de esta orden no será exigible hasta que la mencionada plataforma 
haya sido adaptada a lo previsto en el artículo 28 del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de 
marzo. La Secretaría de Estado de Energía comunicará a los comercializadores de 
referencia la efectividad de la adaptación de dicha plataforma informática.
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Disposición transitoria segunda.  Solicitudes presentadas conforme al modelo que se 
establece en el anexo IV del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo.

Los comercializadores de referencia deberán adaptar el modelo que pongan a 
disposición de los consumidores comprendidos en el ámbito de aplicación del artículo 28 del 
Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, a la entrada en vigor de esta orden.

No obstante, se tendrán por válidamente presentadas las solicitudes que se ajusten al 
modelo que se recoge en el anexo IV y de acuerdo con los requisitos del artículo 28 del Real 
Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, siempre que conste autorización expresa por parte del 
titular o, en caso de formar parte de una unidad familiar, de todos los miembros de la unidad 
familiar mayores de 14 años, para la consulta a las correspondientes bases de datos de la 
Agencia Estatal de la Administración, o en el caso del País Vasco y Navarra, de la Agencia 
Foral correspondiente, que contengan información sobre rentas por parte del Ministerio para 
la Transición Ecológica y el Reto Demográfico, a partir de los datos introducidos por la 
comercializadora de referencia en la aplicación implementada al efecto en la sede 
electrónica del Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico, sin perjuicio de 
las mejoras que sean exigibles para acreditar válidamente los requisitos establecidos en el 
citado artículo 28.

A estos efectos, los solicitantes podrán remitir el nuevo modelo establecido en el anexo 
de esta orden. Asimismo, los comercializadores podrán solicitar la subsanación de la falta de 
consentimiento en relación con el modelo de solicitud establecido en el anexo IV del Real 
Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo. En ambos casos, se considerará como fecha de 
presentación para, en su caso, el devengo del bono social, la fecha en la que se presentó el 
modelo de solicitud del anexo IV del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, siempre que 
la solicitud contuviera la documentación acreditativa que, en su caso, fuera necesaria.

Disposición final única.  Entrada en vigor.

Esta orden entrará en vigor el mismo día de su publicación en el «Boletín Oficial del 
Estado».
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ANEXO

ANEXO IV [Formulario de solicitud]
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§ 66

Real Decreto-ley 7/2020, de 12 de marzo, por el que se adoptan 
medidas urgentes para responder al impacto económico del 

COVID-19. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 65, de 13 de marzo de 2020
Última modificación: 27 de mayo de 2020

Referencia: BOE-A-2020-3580

[ . . . ]

CAPÍTULO II

Medidas de apoyo a las familias

Artículo 8.  Derecho básico de alimentación de niños y niñas en situación de vulnerabilidad 
que se encuentran afectados por el cierre de centros educativos.

1. Las familias de los niños y niñas beneficiarios de una beca o ayuda de comedor 
durante el curso escolar que se encuentren afectados por el cierre de centros educativos 
tendrán derecho a ayudas económicas o la prestación directa de distribución de alimentos.

2. La gestión de estas medidas se llevará a cabo por parte de los servicios sociales de 
atención primaria en coordinación con los centros escolares y las respectivas consejerías de 
educación y de servicios sociales de las Comunidades Autónomas, Ceuta y Melilla.

3. Serán beneficiarias las familias con alumnado de educación infantil, educación 
primaria y educación secundaria obligatoria a quienes las Comunidades Autónomas, Ceuta y 
Melilla o los servicios sociales municipales han concedido becas o ayudas para el comedor 
escolar durante el presente curso académico.

4. Estas medidas se prolongarán mientras permanezcan clausurados los centros 
educativos, sin perjuicio de su revisión en función de la duración de esta circunstancia.

Artículo 9.  Concesión de un suplemento de crédito en el Presupuesto del Ministerio de 
Derechos Sociales y Agenda 2030 para financiar los programas de servicios sociales de las 
comunidades autónomas.

1. Para proceder al pago de las ayudas a que se refiere el presente real decreto-ley, se 
autoriza la aplicación del Fondo de Contingencia y la concesión de un suplemento de crédito 
en el Ministerio de Derechos Sociales y Agenda 2030, por importe de 25.000.000 euros, en 
la aplicación presupuestaria 26.16.231F.453.07 «Protección a la familia y atención a la 
pobreza infantil. Prestaciones básicas de servicios sociales».

La financiación de este suplemento de crédito se realizará de conformidad con el artículo 
50 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria.
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2. Con cargo al suplemento de crédito se realizarán las correspondientes transferencias 
a las Comunidades Autónomas, Ceuta y Melilla para proceder a la concesión de la ayuda 
regulada en el artículo anterior.

3. La distribución territorial de los créditos destinados a las Comunidades Autónomas y 
las Ciudades de Ceuta y Melilla para la concesión de las ayudas a las que se refiere este 
real decreto-ley se realizará de acuerdo con los mismos criterios utilizados para la 
distribución económica del crédito del subprograma A2 «Programa específico para garantizar 
el derecho básico de alimentación, ocio y cultura de los menores durante las vacaciones 
escolares y la conciliación de la vida familiar y laboral» del «Programa de Protección a la 
familia y atención a la pobreza infantil», establecidos en el Acuerdo del Consejo de Ministros 
de 5 de julio de 2019, por el que se formalizan los criterios de distribución y la distribución 
resultante de los créditos acordados por el Consejo Territorial de Servicios Sociales y del 
Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia, que se destinan a la financiación 
de los planes o programas sociales, para el ejercicio 2019, publicado mediante la Orden 
SCB/777/2019, de 15 de julio.

[ . . . ]
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§ 67

Real Decreto-ley 15/2020, de 21 de abril, de medidas urgentes 
complementarias para apoyar la economía y el empleo. [Inclusión 

parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 112, de 22 de abril de 2020
Última modificación: 27 de mayo de 2020

Referencia: BOE-A-2020-4554

Disposición transitoria cuarta.  Disposiciones aplicables a determinados préstamos 
universitarios.

1. Aquellas personas que hayan suscrito préstamos universitarios concedidos a través 
de las convocatorias aprobadas mediante Orden CIN/2940/2008, de 14 de octubre, por la 
que se regulan los préstamos ligados a la posesión de una renta futura para realizar estudios 
de Máster universitario; Orden EDU/3108/2009, de 17 de noviembre, por la que se regulan 
los préstamos ligados a la posesión de una renta futura para realizar estudios de posgrado 
de Máster universitario o de Doctorado; y Orden EDU/3248/2010, de 17 de diciembre, por la 
que se regulan los préstamos universitarios para realizar estudios de posgrado de máster y 
de doctorado, podrán optar, con anterioridad al día 31 de julio de 2020, por la novación de 
sus respectivos instrumentos contractuales, en los términos establecidos en la disposición 
transitoria única del Real Decreto-ley 3/2019, de 8 de febrero, de medidas de medidas 
urgentes en el ámbito de la Ciencia, la Tecnología, la Innovación y la Universidad.

2. Se establece un periodo de carencia inicial hasta el 31 de diciembre de 2020 para 
todos aquellos préstamos que se acojan a esta novación, sin perjuicio de lo establecido 
respecto del período de carencia en la disposición transitoria única del Real Decreto-ley 
3/2019, de 8 de febrero, de medidas urgentes en el ámbito de la Ciencia, la Tecnología, la 
Innovación y la Universidad.

[ . . . ]

Información relacionada

• El Real Decreto-ley 15/2020, de 21 de abril, ha sido convalidado por Acuerdo del Congreso de 
los Diputados, publicado por Resolución de 13 de mayo de 2020. Ref. BOE-A-2020-5051
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§ 68

Orden SND/414/2020, de 16 de mayo, para la flexibilización de 
determinadas restricciones de ámbito nacional establecidas tras la 
declaración del estado de alarma en aplicación de la fase 2 del Plan 

para la transición hacia una nueva normalidad

Ministerio de Sanidad
«BOE» núm. 138, de 16 de mayo de 2020

Última modificación: 6 de junio de 2020
Referencia: BOE-A-2020-5088

Téngase en cuenta la Orden SND/427/2020, de 21 de mayo, en cuanto a la aplicación de determinadas 
previsiones de la presente Orden a los municipios y entes de ámbito territorial inferior al municipio que tengan 
menos de 10.001 habitantes y densidad de población inferior a 100 habitantes por kilómetro cuadrado, que aún 
se encuentran en Fase 0 y Fase 1. Ref. BOE-A-2020-5218

Como consecuencia de la situación de emergencia de salud pública ocasionada por el 
COVID-19, a escala nacional e internacional, el Gobierno, al amparo de lo dispuesto en el 
artículo 4, apartados b) y d), de la Ley Orgánica 4/1981, de 1 de junio, de los estados de 
alarma, excepción y sitio, declaró, mediante el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, el 
estado de alarma en todo el territorio nacional con el fin de afrontar la crisis sanitaria, el cual 
ha sido prorrogado en cuatro ocasiones, la última con ocasión del Real Decreto 514/2020, de 
8 de mayo, hasta las 00:00 horas del día 24 de mayo de 2020, en los términos expresados 
en dicha norma.

El artículo 4.2.d) del citado Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, determina que, para 
el ejercicio de las funciones previstas en el mismo y bajo la superior dirección del Presidente 
del Gobierno, el Ministro de Sanidad tendrá la condición de autoridad competente delegada, 
tanto en su propia área de responsabilidad como en las demás áreas que no recaigan en el 
ámbito específico de competencias de los demás Ministros designados como autoridad 
competente delegada a los efectos de este real decreto.

En concreto, de acuerdo con lo establecido en el artículo 4.3 del Real Decreto 463/2020, 
de 14 de marzo, el Ministro de Sanidad queda habilitado para dictar las órdenes, 
resoluciones, disposiciones e instrucciones interpretativas que, dentro de su ámbito de 
actuación como autoridad delegada, sean necesarios para garantizar la prestación de todos 
los servicios, ordinarios o extraordinarios, en orden a la protección de personas, bienes y 
lugares, mediante la adopción de cualquiera de las medidas previstas en el artículo once de 
la Ley Orgánica 4/1981, de 1 de junio.

Por su parte, el artículo 7.1 del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, limita la libertad 
de circulación de las personas a determinados supuestos, contemplando en su apartado 6 
que el Ministro de Sanidad pueda, en atención a la evolución de la emergencia sanitaria, 
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dictar órdenes e instrucciones en relación con las actividades y desplazamientos a que se 
refieren los apartados 1 a 4 de ese artículo, con el alcance y ámbito territorial que en 
aquellas se determine.

Asimismo, el artículo 10 del citado Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, recoge las 
medidas de contención en el ámbito de establecimientos y locales comerciales, actividades 
de hostelería y restauración, o archivos entre otros, contemplando su apartado 6 una 
habilitación al Ministro de Sanidad para modificar, ampliar o restringir las medidas, lugares, 
establecimientos y actividades enumeradas en los apartados anteriores, por razones 
justificadas de salud pública, pudiendo por tanto ampliar esta suspensión a aquellos otros 
supuestos que se consideren necesarios.

En el momento actual, España ha iniciado un proceso de reducción gradual de las 
medidas extraordinarias de restricción de la movilidad y del contacto social establecidas 
mediante el citado Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo. Así, el pasado 28 de abril de 
2020 el Consejo de Ministros adoptó el Plan para la transición hacia una nueva normalidad 
que establece los principales parámetros e instrumentos para la consecución de la 
normalidad. Este proceso articulado en cuatro fases, fase 0 a fase 3, ha de ser gradual y 
adaptable a los cambios de orientación necesarios en función de la evolución de los datos 
epidemiológicos y del impacto de las medidas adoptadas.

El objetivo fundamental del citado Plan para la transición es conseguir que, preservando 
la salud pública, se recupere paulatinamente la vida cotidiana y la actividad económica, 
minimizando el riesgo que representa la epidemia para la salud de la población y evitando 
que las capacidades del Sistema Nacional de Salud se puedan desbordar.

Asimismo, según lo recogido en el artículo 3 del Real Decreto 514/2020, 8 de mayo, en 
aplicación del Plan para la desescalada de las medidas extraordinarias adoptadas para 
hacer frente a la pandemia de COVID-19, aprobado por el Consejo de Ministros en su 
reunión de 28 de abril de 2020, el Ministro de Sanidad, a propuesta, en su caso, de las 
comunidades autónomas y de las ciudades de Ceuta y Melilla, y a la vista de la evolución de 
los indicadores sanitarios, epidemiológicos, sociales, económicos y de movilidad, podrá 
acordar, en el ámbito de su competencia, la progresión de las medidas aplicables en un 
determinado ámbito territorial, sin perjuicio de las habilitaciones conferidas al resto de 
autoridades delegadas competentes. La regresión de las medidas hasta las previstas en el 
Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, se hará, en su caso, siguiendo el mismo 
procedimiento.

En este sentido, la habilitación al Ministro de Sanidad y a las demás autoridades 
competentes delegadas se refiere a las medidas de desescalada en todos los ámbitos de 
actividad afectados por las restricciones establecidas en la declaración del estado de alarma 
y sus sucesivas prórrogas.

Por todo ello, y ante la evolución epidemiológica positiva y el oportuno cumplimiento de 
los criterios establecidos, se procede a extender la flexibilización de algunas medidas que 
corresponderían a la fase 2 para determinadas unidades territoriales.

Asimismo, cabe indicar que las medidas que ahora se establecen podrán ser 
complementadas por las que en el ámbito del transporte, interior y defensa sean aprobadas 
por las restantes autoridades delegadas en el ejercicio de las habilitaciones previstas en el 
Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo.

Entre las principales medidas establecidas por esta orden cabe señalar, en primer lugar, 
una serie de medidas para garantizar la protección de los trabajadores en su puesto de 
trabajo, así como para evitar la concentración de personas en determinados momentos en el 
nuevo escenario proporcionado por esta fase 2.

En el ámbito social, se realiza una flexibilización estas medidas que afectan a la 
circulación, asistencia a velatorios y entierros, lugares de culto siempre que se respeten las 
medidas de prevención e higiene establecidas en esta orden. Asimismo, se permite la 
celebración de bodas para un número limitado de asistentes.

En el ámbito del comercio minorista y de prestación de servicios, se podrá proceder a la 
reapertura al público de centros y parques comerciales, prohibiendo la permanencia en las 
zonas comunes o áreas recreativas y limitando el aforo de los establecimientos comerciales 
situados en ellos al cuarenta por ciento. También se amplía el número de puestos que 
pueden operar en mercados al aire libre a un tercio de los puestos habituales o autorizados, 
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limitando al mismo tiempo la afluencia de clientes, de manera que se asegure el 
mantenimiento de la distancia social de dos metros.

Con respecto a las actividades de hostelería y restauración, podrá procederse a la 
reapertura al público de estos establecimientos para consumo en el local, salvo los locales 
de discotecas y bares de ocio nocturno, siempre que no se supere el cuarenta por ciento de 
su aforo y se cumplan las medidas establecidas en esta orden.

Las comunidades autónomas podrán permitir las visitas de un familiar a viviendas 
tuteladas y a centros residenciales de personas con discapacidad, siempre que en estas 
residencias no haya casos confirmados de COVID-19 o alguno de los residentes esté en 
período de cuarentena y que se cumplan las medidas de higiene y prevención establecidas.

Se establecen igualmente las medidas aplicables en materia de ciencia e innovación 
relativas al reinicio de la actividad propia de las residencias de personal investigador, 
científico y técnico, así como las relativas al aforo permitido.

Podrá procederse a la reapertura al público de las zonas comunes de los hoteles y 
alojamientos turísticos que hubieran suspendido su apertura al público en virtud de la Orden 
SND/257/2020, de 19 de marzo, por la que se declara la suspensión de apertura al público 
establecimientos de alojamiento turístico, siempre que no se supere un tercio de su aforo.

Se posibilita la reapertura de locales y establecimientos destinados a actos y 
espectáculos culturales. Si el acto o espectáculo se celebra en lugares cerrados, el 
espectador deberá contar con asiento o butaca pre-asignada y no podrá superarse un tercio 
del aforo original, ni reunir más de cincuenta personas. Tratándose de actividades al aire 
libre, el público deberá permanecer sentado, guardando la distancia necesaria y no podrá 
superarse un tercio del aforo original ni reunir más de cuatrocientas personas.

Se establecen igualmente las pautas y recomendaciones para la reanudación de la 
actividad de salas de exposiciones, y centros con visita pública, en los que se exhiban 
públicamente bienes culturales con presencia de personal de atención al público en sala, así 
como personal de seguridad y de limpieza, y en los que se realizan trabajos de montaje y 
desmontaje de exposiciones que implican el traslado y la manipulación de bienes culturales.

Se señalan las condiciones en las que pueden volver a abrir al público los monumentos y 
otros equipamientos culturales con las necesarias medidas de seguridad e higiene.

En el ámbito del deporte, se establecen las condiciones en las que debe desarrollarse la 
actividad deportiva profesional y federada, tanto para los entrenamientos básicos en ligas no 
profesionales federadas, como para los entrenamientos de carácter total en ligas 
profesionales. Igualmente, se disponen los criterios y condiciones para la reanudación de las 
ligas profesionales y para la reapertura de las instalaciones deportivas cubiertas y de las 
piscinas para uso deportivo, precisándose concertación de cita previa y establecimiento de 
turnos horarios con el fin de evitar aglomeraciones, así como el cumplimiento de las medidas 
de higiene y protección necesarias.

Se establecen asimismo las condiciones para la apertura al público de las piscinas 
recreativas, previéndose las medidas necesarias para conseguir que tanto las instalaciones 
como el agua del vaso estén libres de microorganismos patógenos y de sustancias que 
puedan afectar negativamente la salud del usuario.

Se amplían a veinte personas los grupos que pueden realizar actividades de turismo 
activo y de naturaleza y se permite la celebración de congresos, encuentros, reuniones de 
negocio y conferencias sin que se supere la cifra de cincuenta asistentes y siempre que se 
respete la distancia física exigida de dos metros.

Se modifica la Orden SND/388/2020, de 3 de mayo, por la que se establecen las 
condiciones para la apertura al público de determinados comercios y servicios, y la apertura 
de archivos, así como para la práctica del deporte profesional y federado, con el fin de 
flexibilizar determinadas restricciones a aquellas unidades territoriales que permanecen en 
fase 0.

Finalmente, se modifica la Orden SND/399/2020, de 9 de mayo, para la flexibilización de 
determinadas restricciones de ámbito nacional, establecidas tras la declaración del estado 
de alarma en aplicación de la fase 1 del Plan para la transición hacia una nueva normalidad, 
para permitir, entre otros aspectos la caza y la pesca deportiva y recreativa. Asimismo, en 
relación con los establecimientos y locales comerciales minoristas y de prestación de 
servicios asimilados, se mantiene como requisito para la apertura en fase 1 que estos tengan 
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una superficie útil de exposición y venta igual o inferior a 400 metros cuadrados, pero se 
prevé que en el caso de que la superficie sea superior, puedan acotar el espacio que se 
reabra al público ajustándose a este umbral.

Desde el punto de vista de la salud pública, el principal objetivo de la existencia de esta 
restricción en fase 0 y fase 1 es evitar las aglomeraciones de personas y el incumplimiento 
de las reglas de distanciamiento social establecidas como estrategia fundamental para evitar 
la expansión del virus. Las grandes dimensiones de estos espacios y su mayor aforo 
dificultan garantizar las medidas de prevención e higiene que, en fases tempranas del 
proceso de desescalada, precisan de un alto grado de cumplimiento en todo momento y por 
parte de todos los usuarios y personal para lograr el control de la epidemia. Asimismo, dadas 
las características y localización de este tipo de establecimientos, esta restricción también 
pretende reducir los desplazamientos y la movilidad de personas, tanto en el transporte 
público como privado, y las posibles aglomeraciones que se puedan suceder en las entradas 
y salidas y en los espacios comunes. En el caso del transporte público, además se pueden 
producir situaciones de riesgo adicionales, que se pretenden minimizar en estas fases del 
proceso de desescalada, al concurrir muchas personas, de tal forma que no siempre es 
posible respetar la distancia de seguridad establecida. Por último, también se considera el 
tiempo de permanencia en los establecimientos como un importante factor de riesgo 
asociado a los locales mayores de 400 metros, puesto que la estancia media en este tipo de 
locales suele ser más larga que en los establecimientos más pequeños, lo que de esta forma 
aumentaría el tiempo de exposición al virus, y con ello un aumento del riesgo tanto a nivel 
individual como comunitario.

Corresponde al Ministro de Sanidad la adopción de esta orden, de acuerdo con lo 
establecido en los artículos 4.3, 7.6 y 10.6 del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por 
el que se declara el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria 
ocasionada por el COVID-19, así como en el artículo 3 del Real Decreto 514/2020, de 8 de 
mayo, por el que se prorroga el estado de alarma declarado por el Real Decreto 463/2020, 
de 14 de marzo.

En su virtud, dispongo:

CAPÍTULO I

Disposiciones generales

Sección 1.ª Objeto y ámbito de aplicación

Artículo 1.  Objeto.

La presente orden tiene por objeto establecer las condiciones para la flexibilización de 
determinadas restricciones de ámbito nacional establecidas por el estado de alarma, en 
aplicación de la fase 2 del Plan para la transición hacia una nueva normalidad.

Artículo 2.  Ámbito de aplicación.

1. La presente orden será de aplicación a las actividades objeto de la misma que se 
desarrollen en las unidades territoriales que constan en el anexo, así como a las personas 
que residan en dichas unidades, de acuerdo con lo previsto en el segundo párrafo del 
artículo 3 del Real Decreto 514/2020, de 8 de mayo, por el que se prorroga el estado de 
alarma declarado por el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo.

2. Las personas vulnerables al COVID-19 también podrán hacer uso de las habilitaciones 
previstas en esta orden, siempre que su condición clínica esté controlada y lo permita, y 
manteniendo rigurosas medidas de protección.

No podrán hacer uso de dichas habilitaciones, ya sea para reincorporarse a su puesto de 
trabajo o para acudir a los locales, establecimientos, centros, o realizar las actividades a que 
se refiere esta orden, las personas que presenten síntomas o estén en aislamiento 
domiciliario debido a un diagnóstico por COVID-19, o que se encuentren en período de 
cuarentena domiciliaria por haber tenido contacto estrecho con alguna persona con síntomas 
o diagnosticada de COVID-19.
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Sección 2.ª Medidas de higiene y prevención

Artículo 3.  Fomento de los medios no presenciales de trabajo.

Siempre que sea posible, se fomentará la continuidad del teletrabajo para aquellos 
trabajadores que puedan realizar su actividad laboral a distancia.

Artículo 4.  Medidas de higiene y prevención para el personal trabajador de los sectores de 
actividad previstos en esta orden.

1. Sin perjuicio del cumplimiento de la normativa de prevención de riesgos laborales y de 
la normativa laboral, el titular de la actividad económica o, en su caso, el director de los 
centros las entidades previstas en esta orden deberán adoptar las acciones necesarias para 
cumplir las medidas de higiene y prevención para el personal trabajador de los sectores de 
actividad establecidos en esta orden.

En este sentido, se asegurará que todos los trabajadores tengan permanentemente a su 
disposición en el lugar de trabajo agua y jabón o geles hidroalcohólicos o desinfectantes con 
actividad virucida autorizados y registrados por el Ministerio de Sanidad para la limpieza de 
manos. Asimismo, cuando no pueda garantizarse la distancia de seguridad interpersonal de 
aproximadamente dos metros, se asegurará que los trabajadores dispongan de equipos de 
protección adecuados al nivel de riesgo. En este caso, todo el personal deberá estar 
formado e informado sobre el correcto uso de los citados equipos de protección.

Lo dispuesto en el párrafo anterior será también aplicable a todos los trabajadores de 
empresas que presten servicios en los centros, entidades, locales o establecimientos a los 
que resulta de aplicación esta orden, ya sea con carácter habitual o de forma puntual.

2. El fichaje con huella dactilar será sustituido por cualquier otro sistema de control 
horario que garantice las medidas higiénicas adecuadas para la protección de la salud y la 
seguridad de los trabajadores, o bien se deberá desinfectar el dispositivo de fichaje antes y 
después de cada uso, advirtiendo a los trabajadores de esta medida.

3. La disposición de los puestos de trabajo, la organización de los turnos y el resto de 
condiciones de trabajo existentes en los centros, entidades, locales y establecimientos se 
modificarán, en la medida necesaria, para garantizar la posibilidad de mantener la distancia 
de seguridad interpersonal de dos metros entre los trabajadores, siendo esto responsabilidad 
del titular de la actividad económica o, en su caso, del director de los centros y entidades, o 
de la persona en quien estos deleguen.

4. Asimismo, las medidas de distancia previstas en esta orden deberán cumplirse, en su 
caso, en los vestuarios, taquillas y aseos de los trabajadores, así como en cualquier otra 
zona de uso común.

5. Si un trabajador empezara a tener síntomas compatibles con la enfermedad, 
contactará de inmediato con el teléfono habilitado para ello por la comunidad autónoma o 
centro de salud correspondiente y, en su caso, con el correspondiente servicio de prevención 
de riesgos laborales. El trabajador se colocará una mascarilla, debiendo abandonar, en todo 
caso, su puesto de trabajo hasta que su situación médica sea valorada por un profesional 
sanitario.

Artículo 5.  Medidas para prevenir el riesgo de coincidencia masiva de personas en el 
ámbito laboral.

1. Sin perjuicio de la adopción de las necesarias medidas de protección colectiva e 
individual, los centros deberán realizar los ajustes en la organización horaria que resulten 
necesarios para evitar el riesgo de coincidencia masiva de personas, trabajadoras o no, en 
espacios o centros de trabajo durante las franjas horarias de previsible máxima afluencia o 
concentración, atendiendo a la zona geográfica de la que se trate, y de conformidad con lo 
recogido en los siguientes apartados de este artículo.

2. Se considerará que existe riesgo de coincidencia masiva de personas cuando no haya 
expectativas razonables de que se respeten las distancias mínimas de seguridad, 
particularmente en las entradas y salidas al trabajo, teniendo en cuenta tanto la probabilidad 
de coincidencia masiva de las personas trabajadoras como la afluencia de otras personas 
que sea previsible o periódica.
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3. Los ajustes a los que se refiere el apartado anterior deberán efectuarse teniendo en 
cuenta las instrucciones de las autoridades competentes, así como, en su caso lo previsto en 
la normativa laboral y convencional que resulte de aplicación.

Artículo 6.  Medidas de higiene exigibles a las actividades previstas en esta orden.

1. El titular de la actividad económica o, en su caso, el director de los centros y entidades 
deberá asegurar que se adoptan las medidas de limpieza y desinfección adecuadas a las 
características e intensidad de uso de los centros, entidades, locales y establecimientos 
previstos en esta orden.

En las tareas de limpieza se prestará especial atención a las zonas de uso común y a las 
superficies de contacto más frecuentes como pomos de puertas, mesas, muebles, 
pasamanos, suelos, teléfonos, perchas, y otros elementos de similares características, 
conforme a las siguientes pautas:

a) Se utilizarán desinfectantes como diluciones de lejía (1:50) recién preparada o 
cualquiera de los desinfectantes con actividad virucida que se encuentran en el mercado y 
que han sido autorizados y registrados por el Ministerio de Sanidad. En el uso de ese 
producto se respetarán las indicaciones de la etiqueta.

b) Tras cada limpieza, los materiales empleados y los equipos de protección utilizados se 
desecharán de forma segura, procediéndose posteriormente al lavado de manos.

Las medidas de limpieza se extenderán también, en su caso, a zonas privadas de los 
trabajadores, tales como vestuarios, taquillas, aseos, cocinas y áreas de descanso.

Asimismo, cuando existan puestos de trabajo compartidos por más de un trabajador, se 
realizará la limpieza y desinfección del puesto tras la finalización de cada uso, con especial 
atención al mobiliario y otros elementos susceptibles de manipulación.

2. En el caso de que se empleen uniformes o ropa de trabajo, se procederá al lavado y 
desinfección regular de los mismos, siguiendo el procedimiento habitual.

3. Se deben realizar tareas de ventilación periódica en las instalaciones y, como mínimo, 
de forma diaria y durante el tiempo necesario para permitir la renovación del aire.

4. Cuando en los centros, entidades, locales y establecimientos previstos en esta orden 
haya ascensor o montacargas, su uso se limitará al mínimo imprescindible y se utilizarán 
preferentemente las escaleras. Cuando sea necesario utilizarlos, la ocupación máxima de los 
mismos será de una persona, salvo que sea posible garantizar la separación de dos metros 
entre ellas, o en aquellos casos de personas que puedan precisar asistencia, en cuyo caso 
también se permitirá la utilización por su acompañante.

5. Cuando de acuerdo con lo previsto en esta orden el uso de los aseos, vestuarios, 
probadores, salas de lactancia o similares esté permitido por clientes, visitantes o usuarios, 
su ocupación máxima será de una persona para espacios de hasta cuatro metros cuadrados 
salvo en aquellos supuestos de personas que puedan precisar asistencia, en cuyo caso 
también se permitirá la utilización por su acompañante. Para espacios de más de cuatro 
metros cuadrados que cuenten con más de una cabina o urinario, la ocupación máxima será 
de un tercio del número de cabinas/urinarios que tenga la estancia, debiendo mantenerse 
durante su uso una distancia de seguridad de dos metros. Deberá reforzarse la limpieza y 
desinfección de los referidos aseos garantizando siempre el estado de salubridad e higiene 
de los mismos.

6. Se fomentará el pago con tarjeta u otros medios que no supongan contacto físico 
entre dispositivos, evitando, en la medida de lo posible, el uso de dinero en efectivo. Se 
limpiará y desinfectará el datáfono tras cada uso, así como el TPV si el empleado que lo 
utiliza no es siempre el mismo.

7. Se deberá disponer de papeleras en las que poder depositar pañuelos y cualquier otro 
material desechable. Dichas papeleras deberán ser limpiadas de forma frecuente, y al 
menos una vez al día.

8. Lo previsto en este artículo se aplicará sin perjuicio de las especificidades en materia 
de limpieza y desinfección establecidas en esta orden para sectores concretos.
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CAPÍTULO II

Flexibilización de medidas de carácter social

Artículo 7.  Libertad de circulación.

1. Se podrá circular por la provincia, isla o unidad territorial de referencia a efectos del 
proceso de desescalada, sin perjuicio de las excepciones que justifiquen el desplazamiento a 
otra parte del territorio nacional por motivos sanitarios, laborales, profesionales o 
empresariales, de retorno al lugar de residencia familiar, asistencia y cuidado de mayores, 
dependientes o personas con discapacidad, causa de fuerza mayor o situación de necesidad 
o cualquier otra de análoga naturaleza.

Las personas de hasta 70 años podrán realizar la actividad física no profesional prevista 
en la Orden SND/380/2020, de 30 de abril, sobre las condiciones en las que se puede 
realizar actividad física no profesional al aire libre durante la situación de crisis sanitaria 
ocasionada por el COVID-19, en cualquier franja horaria a excepción de la comprendida 
entre las 10:00 horas y las 12:00 horas y entre las 19:00 horas y las 20:00 horas, que queda 
reservada a los mayores de 70 años y a las personas a las que se refiere el artículo 2.2, 
párrafo primero. Las comunidades autónomas y ciudades autónomas podrán acordar que en 
su ámbito territorial estas franjas horarias comiencen hasta dos horas antes y terminen hasta 
dos horas después, siempre y cuando no se incremente la duración total de las mismas.

2. En todo caso, deberán respetarse las medidas de seguridad e higiene establecidas 
por las autoridades sanitarias para la prevención del COVID-19, y, en particular, las relativas 
al mantenimiento de una distancia mínima de seguridad de, al menos, dos metros, o, en su 
defecto, medidas alternativas de protección física, de higiene de manos y etiqueta 
respiratoria. A estos efectos, los grupos deberían ser de un máximo de quince personas, 
excepto en el caso de personas convivientes.

Artículo 8.  Velatorios y entierros.

1. Los velatorios podrán realizarse en todo tipo de instalaciones, públicas o privadas, con 
un límite máximo, en cada momento, de veinticinco personas en espacios al aire libre o 
quince personas en espacios cerrados, sean o no convivientes.

2. La participación en la comitiva para el enterramiento o despedida para cremación de la 
persona fallecida se restringe a un máximo de veinticinco personas, entre familiares y 
allegados, además de, en su caso, el ministro de culto o persona asimilada de la confesión 
respectiva para la práctica de los ritos funerarios de despedida del difunto.

3. En todo caso, deberán respetarse las medidas de seguridad e higiene establecidas 
por las autoridades sanitarias para la prevención del COVID-19, relativas al mantenimiento 
de una distancia mínima de seguridad de dos metros, higiene de manos y etiqueta 
respiratoria.

Artículo 9.  Lugares de culto.

1. Se permitirá la asistencia a lugares de culto siempre que no se supere el cincuenta por 
ciento de su aforo. El aforo máximo deberá publicarse en lugar visible del espacio destinado 
al culto. Se deberán cumplir las medidas generales de seguridad e higiene establecidas por 
las autoridades sanitarias.

2. Serán de aplicación los requisitos previstos en el artículo 9, apartados 2 y 3, de la 
Orden SND/399/2020, de 9 de mayo, para la flexibilización de determinadas restricciones de 
ámbito nacional, establecidas tras la declaración del estado de alarma en aplicación de la 
fase 1 del Plan para la transición hacia una nueva normalidad.

Artículo 10.  Ceremonias nupciales.

1. Las ceremonias nupciales podrán realizarse en todo tipo de instalaciones, públicas o 
privadas, ya sea en espacios al aire libre o espacios cerrados, siempre que no se supere el 
cincuenta por ciento de su aforo, y en todo caso un máximo de cien personas en espacios al 
aire libre o de cincuenta personas en espacios cerrados.
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Durante la celebración de las ceremonias se deberán cumplir las medidas de higiene y 
prevención establecidas por las autoridades sanitarias relativas al mantenimiento de la 
distancia social, higiene de manos y etiqueta respiratoria.

2. Las celebraciones que pudieran tener lugar tras la ceremonia y que impliquen algún 
tipo de servicio de hostelería y restauración, se ajustarán a lo previsto en el capítulo IV.

3. Lo previsto en este artículo será de aplicación a otras celebraciones religiosas de 
carácter social.

CAPÍTULO III

Condiciones para el desarrollo de la actividad en establecimientos y locales 
comerciales minoristas y de prestación de servicios asimilados

Artículo 11.  Condiciones para la reapertura al público de establecimientos y locales 
comerciales minoristas que no tengan la condición de centros y parques comerciales.

1. Podrá procederse a la reapertura al público de todos los establecimientos y locales 
comerciales minoristas y de actividades de servicios profesionales cuya actividad se hubiera 
suspendido tras la declaración del estado de alarma en virtud de lo dispuesto en el artículo 
10.1 del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma 
para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, con 
independencia de su superficie útil de exposición y venta, siempre que cumplan todos los 
requisitos siguientes:

a) Que se reduzca al cuarenta por ciento el aforo total en los establecimientos y locales 
comerciales. En el caso de establecimientos o locales distribuidos en varias plantas, la 
presencia de clientes en cada una de ellas deberá guardar esta misma proporción.

En cualquier caso, se deberá garantizar una distancia mínima de dos metros entre 
clientes. En los locales en los que no sea posible mantener dicha distancia, se permitirá 
únicamente la permanencia dentro del local de un cliente.

b) Que se establezca un horario de atención con servicio prioritario para mayores de 65 
años.

c) Que cumplan adicionalmente con las medidas que se recogen en este capítulo con 
excepción de lo previsto en los artículos 12 y 17.

2. Lo dispuesto en esta orden, a excepción de las medidas de seguridad e higiene que 
se prevén en los artículos 4, 13 y 14, no será de aplicación a los establecimientos y locales 
comerciales minoristas que ya estaban abiertos al público de acuerdo con el artículo 10.1 del 
Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, para los productos o secciones mencionados en el 
citado artículo.

3. Todos los establecimientos y locales que puedan proceder a la reapertura al público 
según lo dispuesto en este capítulo, podrán establecer, en su caso, sistemas de recogida en 
el establecimiento de los productos adquiridos por teléfono o internet, siempre que 
garanticen una recogida escalonada que evite aglomeraciones en el interior del local o su 
acceso.

4. Podrá establecerse un sistema de reparto a domicilio preferente para colectivos 
determinados.

5. En el caso de los mercados que desarrollan su actividad en la vía pública al aire libre o 
de venta no sedentaria, comúnmente llamados mercadillos, que ya hubieran reiniciado su 
actividad conforme a lo dispuesto en la Orden SND/399/2020, de 9 de mayo, o la reinicien 
por decisión del Ayuntamiento correspondiente a partir de la entrada en vigor de la presente 
orden, se garantizará la limitación a un tercio de los puestos habituales o autorizados, 
limitando la afluencia de clientes de manera que se asegure el mantenimiento de la distancia 
social de dos metros.

Los Ayuntamientos podrán aumentar la superficie habilitada o habilitar nuevos días para 
el ejercicio de esta actividad, de manera que se produzca un efecto equivalente a la citada 
limitación.

A la hora de determinar los comerciantes que pueden ejercer su actividad, el 
Ayuntamiento podrá priorizar aquellos que comercializan productos alimentarios y de primera 
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necesidad, asegurando que no se manipulen los productos comercializados en los mismos 
por parte de los consumidores.

Los Ayuntamientos establecerán requisitos de distanciamiento entre puestos y 
condiciones de delimitación del mercado con el objetivo de garantizar la seguridad y 
distancia entre trabajadores, clientes y viandantes.

Artículo 12.  Condiciones para la reapertura al público de centros y parques comerciales.

Podrá procederse a la reapertura al público de centros comerciales, así como de 
parques comerciales, siempre que se garanticen todas las condiciones siguientes:

a) Que, conforme a los aforos determinados en el Plan de Autoprotección de cada centro 
o parque comercial, se limite el aforo total de los mismos al treinta por ciento de sus zonas 
comunes.

b) Que se limite al cuarenta por ciento el aforo en cada uno de los establecimientos 
comerciales situados en ellos.

c) No se permitirá la permanencia de clientes en las zonas comunes excepto para el 
mero tránsito entre los establecimientos comerciales.

Lo previsto en el párrafo anterior no será de aplicación a la actividad de hostelería y 
restauración que se desarrolle en dichas zonas comunes, la cual se ajustará a lo previsto en 
el capítulo IV.

d) Queda prohibida la utilización de las zonas recreativas como pueden ser zonas 
infantiles, ludotecas o áreas de descanso, debiendo permanecer cerradas.

e) Que se cumplan las medidas de higiene establecidas en este capítulo para los 
establecimientos y locales minoristas, además de las específicas que se establecen en el 
artículo 17.

Artículo 13.  Medidas de higiene exigibles a los establecimientos y locales con apertura al 
público.

1. Los establecimientos y locales que abran al público en los términos del artículo 11 
realizarán, al menos dos veces al día, una limpieza y desinfección de las instalaciones con 
especial atención a las superficies de contacto más frecuentes como pomos de puertas, 
mostradores, muebles, pasamanos, máquinas dispensadoras, suelos, teléfonos, perchas, 
carros y cestas, grifos, y otros elementos de similares características, conforme a las 
siguientes pautas:

a) Una de las limpiezas se realizará al finalizar el día, o bien antes de la reanudación de 
la actividad al día siguiente.

b) Serán de aplicación las indicaciones de limpieza y desinfección previstas en el artículo 
6.1.a) y b).

Para dicha limpieza se podrá realizar, a lo largo de la jornada y preferentemente a 
mediodía, una pausa de la apertura dedicada a tareas de mantenimiento, limpieza y 
reposición. Estos horarios de cierre por limpieza se comunicarán debidamente al consumidor 
por medio de cartelería visible o mensajes por megafonía.

Asimismo, se realizará una limpieza y desinfección de los puestos de trabajo en cada 
cambio de turno, con especial atención a mostradores y mesas u otros elementos de los 
puestos en mercadillos, mamparas en su caso, teclados, terminales de pago, pantallas 
táctiles, herramientas de trabajo y otros elementos susceptibles de manipulación, prestando 
especial atención a aquellos utilizados por más de un trabajador.

Cuando en el establecimiento o local vaya a permanecer más de un trabajador 
atendiendo al público, las medidas de limpieza se extenderán no solo a la zona comercial, 
sino también, en su caso, a las zonas privadas de los trabajadores, tales como vestuarios, 
taquillas, aseos, cocinas y áreas de descanso.

2. Se revisará cada hora el funcionamiento y la limpieza de sanitarios, grifos y pomos de 
puerta de los aseos en los establecimientos y locales comerciales minoristas.

3. En el caso de la venta automática, máquinas expendedoras, lavanderías autoservicio 
y actividades similares, el titular de las mismas deberá asegurar el cumplimiento de las 
medidas de higiene y desinfección adecuadas tanto de las máquinas como de los 
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establecimientos y locales, así como informar a los usuarios de su correcto uso mediante la 
instalación de cartelería informativa. En todo caso, serán de aplicación las medidas previstas 
en el artículo 6.

Artículo 14.  Medidas de higiene y prevención para el personal trabajador de los 
establecimientos y locales que abran al público.

La distancia entre vendedor o proveedor de servicios y cliente durante todo el proceso de 
atención al cliente será de al menos un metro cuando se cuente con elementos de 
protección o barrera, o de aproximadamente dos metros sin estos elementos. Asimismo, la 
distancia entre los puestos de los mercados al aire libre o de venta no sedentaria en la vía 
pública y los viandantes será de dos metros en todo momento.

En el caso de servicios que no permitan el mantenimiento de la distancia de seguridad 
interpersonal, como pueden ser las peluquerías, centros de estética o fisioterapia, se deberá 
utilizar el equipo de protección adecuado al nivel de riesgo que asegure la protección tanto 
del trabajador como del cliente, debiendo asegurar en todo caso el mantenimiento de la 
distancia de dos metros entre un cliente y otro.

Artículo 15.  Medidas relativas a la higiene de los clientes en el interior de establecimientos 
y locales y en los mercados al aire libre o de venta no sedentaria en la vía pública.

1. El tiempo de permanencia en los establecimientos y locales será el estrictamente 
necesario para que los clientes puedan realizar sus compras o recibir la prestación del 
servicio.

2. Los establecimientos y locales, así como los mercados al aire libre o de venta no 
sedentaria en la vía pública, deberán señalar de forma clara la distancia de seguridad 
interpersonal de dos metros entre clientes, con marcas en el suelo, o mediante el uso de 
balizas, cartelería y señalización para aquellos casos en los que sea posible la atención 
individualizada de más de un cliente al mismo tiempo, que no podrá realizarse de manera 
simultánea por el mismo trabajador.

3. Los establecimientos y locales deberán poner a disposición del público dispensadores 
de geles hidroalcohólicos o desinfectantes con actividad virucida autorizados y registrados 
por el Ministerio de Sanidad, en todo caso en la entrada del local, que deberán estar siempre 
en condiciones de uso, siendo recomendada la puesta a disposición de estos dispensadores 
también en las inmediaciones de los mercados al aire libre o de venta no sedentaria en la vía 
pública.

4. En los establecimientos y locales comerciales, así como los mercados al aire libre o de 
venta no sedentaria en la vía pública, que cuenten con zonas de autoservicio, deberá prestar 
el servicio un trabajador del establecimiento o local o mercado v al aire libre o de venta no 
sedentaria en la vía pública con el fin de evitar la manipulación directa de los productos por 
parte de los clientes.

5. No se podrá poner a disposición de los clientes productos de prueba no destinados a 
la venta como cosméticos, productos de perfumería, y similares que impliquen manipulación 
directa por sucesivos clientes.

Asimismo, no se podrán colocar en los establecimientos comerciales productos de 
telecomunicaciones para uso y prueba de los clientes sin supervisión de un vendedor o 
trabajador que de manera permanente pueda proceder a su desinfección inmediata tras la 
manipulación por parte de cada cliente.

6. En los establecimientos del sector comercial textil, y de arreglos de ropa y similares, 
los probadores deberán utilizarse por una única persona, después de su uso se limpiarán y 
desinfectarán.

En caso de que un cliente se pruebe una prenda que posteriormente no adquiera, el 
titular del establecimiento implementará medidas para que la prenda sea higienizada antes 
que sea facilitada a otros clientes. Esta medida será también aplicable a las devoluciones de 
prendas que realicen los clientes.
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Artículo 16.  Medidas en materia de aforo para los establecimientos y locales abiertos al 
público.

1. Los establecimientos y locales deberán exponer al público el aforo máximo de cada 
local y asegurar que dicho aforo, así como la distancia de seguridad interpersonal de dos 
metros se respeta en su interior.

2. Para ello, los establecimientos y locales deberán establecer sistemas que permitan el 
recuento y control del aforo, de forma que éste no sea superado en ningún momento, y que 
deberá incluir a los propios trabajadores.

3. La organización de la circulación de personas y la distribución de espacios deberá 
modificarse, cuando sea necesario, con el objetivo de garantizar la posibilidad de mantener 
la distancia de seguridad interpersonal de dos metros exigida por el Ministerio de Sanidad. 
Preferiblemente, siempre que un local disponga de dos o más puertas, se podrá establecer 
un uso diferenciado para la entrada y la salida, reduciendo así el riesgo de formación de 
aglomeraciones.

4. En los establecimientos y locales comerciales que dispongan de aparcamientos 
propios para sus trabajadores y clientes, cuando el acceso a las instalaciones, los lectores 
de tickets y tarjetas de trabajadores no pudiera realizarse de manera automática sin 
contacto, este será sustituido por un control manual y continuo por parte del personal de 
seguridad, para mejor seguimiento de las normas de aforo. Este personal también 
supervisará que se cumple con las normas de llegada y salida escalonada de los 
trabajadores a y desde su puesto de trabajo, según los turnos establecidos por el centro. En 
su caso, y salvo que estrictos motivos de seguridad recomienden lo contrario, las puertas 
que se encuentren en el recorrido entre el parking y el acceso a la tienda o los vestuarios de 
los trabajadores permanecerán abiertas para evitar la manipulación de los mecanismos de 
apertura.

Artículo 17.  Medidas aplicables a centros comerciales y parques comerciales.

Además de lo dispuesto en el artículo 12, los centros y parques comerciales que reabran 
al público deberán cumplir las condiciones siguientes:

a) El uso de aseos familiares y salas de lactancia se restringirá a una única familia, no 
pudiendo simultanear su uso dos unidades familiares.

b) El uso de los aseos y salas de lactancia comunes de los centros y parques 
comerciales deberá ser controlado por el personal de los mismos, debiendo procederse a su 
limpieza y desinfección de acuerdo con lo establecido en el artículo 6.5.

c) El personal de seguridad velará por que se respete la distancia mínima interpersonal 
de dos metros y evitará la formación de grupos numerosos y aglomeraciones que se puedan 
formar, prestando especial atención a las zonas de escaleras mecánicas y a los ascensores.

d) En la zona de aparcamiento, además de la desinfección continuada de los puntos de 
contacto habituales y puesta a disposición al alcance del cliente de gel hidroalcohólico, se 
fomentará el pago por medios electrónicos sin contacto de acuerdo con lo previsto en el 
artículo 6.6.

e) En caso necesario, se utilizarán vallas o sistemas de señalización equivalentes para 
un mejor control de los accesos y gestión de las personas a los efectos de evitar cualquier 
aglomeración. Preferiblemente, siempre que el centro o parque comercial disponga de dos o 
más accesos, se podrá establecer un uso diferenciado para la entrada y la salida, 
reduciendo así el riesgo de formación de aglomeraciones.

f) Se deberán establecer sistemas que permitan el recuento y control del aforo, de forma 
que éste no sea superado en ningún momento, y que deberá incluir a los propios 
trabajadores.
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CAPÍTULO IV

Condiciones para la prestación del servicio en los establecimientos de 
hostelería y restauración

Artículo 18.  Reapertura de locales de hostelería y restauración para consumo en el local.

1. Podrá procederse a la reapertura al público de los establecimientos de hostelería y 
restauración para consumo en el local, salvo los locales de discotecas y bares de ocio 
nocturno, siempre que no se supere un cuarenta por ciento de su aforo y se cumplan las 
condiciones previstas en los apartados siguientes.

2. El consumo dentro del local únicamente podrá realizarse sentado en mesa, o 
agrupaciones de mesa, y preferentemente mediante reserva previa. En ningún caso se 
admitirá el autoservicio en barra por parte del cliente. Asimismo, estará permitido el encargo 
en el propio establecimiento de comida y bebida para llevar.

3. Se podrá ofrecer productos de libre servicio, ya sean frescos o elaborados con 
anticipación, para libre disposición de los clientes siempre que sea asistido con pantalla de 
protección, a través de emplatados individuales y/o monodosis debidamente preservadas del 
contacto con el ambiente.

4. La prestación del servicio en las terrazas al aire libre de los establecimientos de 
hostelería y restauración se realizará conforme a lo previsto en la Orden SND/399/2020, de 9 
de mayo.

5. Deberá asegurarse el mantenimiento de la debida distancia física de dos metros entre 
las mesas o, en su caso, agrupaciones de mesas. La mesa o agrupación de mesas que se 
utilicen para este fin, deberán ser acordes al número de personas, permitiendo que se 
respeten la distancia mínima de seguridad interpersonal.

6. Las comunidades autónomas y las ciudades autónomas, en su respectivo ámbito 
territorial, podrán modificar el porcentaje de aforo previsto en el apartado 1 de este artículo, 
así como el relativo a la ocupación de las terrazas al aire libre previsto en el artículo 15.1 de 
la Orden SND/399/2020, de 9 de mayo, siempre que los mismos no sean inferiores al treinta 
por ciento ni superiores al cincuenta por ciento.

Artículo 19.  Medidas de higiene y prevención en la prestación del servicio en el local.

En la prestación del servicio en los locales de hostelería y restauración deberán 
respetarse las siguientes medidas de higiene y prevención:

a) Limpieza y desinfección del equipamiento, en particular mesas, sillas, así como 
cualquier otra superficie de contacto, entre un cliente y otro. Asimismo, se deberá proceder a 
la limpieza y desinfección del local al menos una vez al día de acuerdo con lo previsto en el 
artículo 6.

b) Se priorizará la utilización de mantelerías de un solo uso. En el caso de que esto no 
fuera posible, debe evitarse el uso de la misma mantelería o salvamanteles con distintos 
clientes, optando por materiales y soluciones que faciliten su cambio entre servicios y su 
lavado mecánico en ciclos de lavado entre 60 y 90 grados centígrados.

c) Se deberá poner a disposición del público dispensadores de geles hidroalcohólicos o 
desinfectantes con actividad virucida autorizados y registrados por el Ministerio de Sanidad, 
en todo caso en la entrada del establecimiento o local y a la salida de los baños, que 
deberán estar siempre en condiciones de uso.

d) Se evitará el empleo de cartas de uso común, optando por el uso de dispositivos 
electrónicos propios, pizarras, carteles u otros medios similares.

e) Los elementos auxiliares del servicio, como la vajilla, cristalería, cubertería o 
mantelería, entre otros, se almacenarán en recintos cerrados y, si esto no fuera posible, lejos 
de zonas de paso de clientes y trabajadores.

f) Se eliminarán productos de autoservicio como servilleteros, palilleros, vinagreras, 
aceiteras, y otros utensilios similares, priorizando monodosis desechables o su servicio en 
otros formatos bajo petición del cliente.

g) Se establecerá en el local un itinerario para evitar aglomeraciones en determinadas 
zonas y prevenir el contacto entre clientes.

h) El uso de los aseos por los clientes se ajustará a lo previsto en el artículo 6.5.
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i) El personal trabajador que realice el servicio en mesa deberá garantizar la distancia de 
seguridad con el cliente y aplicar los procedimientos de higiene y prevención necesarios para 
evitar el riesgo de contagio.

CAPÍTULO V

De las viviendas tuteladas, centros residenciales de personas con 
discapacidad y centros residenciales de personas mayores

Artículo 20.  Visitas a viviendas tuteladas, centros residenciales de personas con 
discapacidad y centros residenciales de personas mayores.

Las comunidades autónomas y las ciudades autónomas podrán permitir en su ámbito 
territorial la realización de visitas a los residentes de viviendas tuteladas, centros 
residenciales de personas con discapacidad y centros residenciales de personas mayores, 
así como la realización de paseos por los residentes.

Corresponderá a las comunidades autónomas y a las ciudades autónomas establecer los 
requisitos y condiciones en las que se deben realizar dichas visitas y paseos.

CAPÍTULO VI

Condiciones para la reapertura de las residencias para investigadores

Artículo 21.  Apertura de residencias para investigadores.

1. Las residencias, edificios, centros e instalaciones, de naturaleza pública o privada, que 
tengan por objeto el alojamiento y prestación de servicios hosteleros y de restauración a 
personal científico, técnico e investigador de todos los ámbitos, y que hubieran detenido su 
actividad, podrán reanudar la misma.

Serán de aplicación las condiciones previstas en el capítulo XIII de la Orden SND/
399/2020, de 9 de mayo, así como las previstas en los capítulos IV y VII de la presente 
orden, que les sean de aplicación.

2. Con carácter previo a su reapertura se procederá a la limpieza y desinfección de las 
residencias, edificios, centros e instalaciones a que se refiere el apartado anterior.

Asimismo, se llevará a cabo una limpieza y desinfección periódica de los locales e 
instalaciones de las residencias, centros e instalaciones en los términos previstos en el 
artículo 6. Además, se deberá garantizar que, una vez finalizado el turno de trabajo, y previo 
a la entrada del nuevo turno, se desinfectará el entorno de trabajo.

3. Se fomentará el establecimiento de un régimen de trabajo a turnos u otro tipo de 
adaptación de las jornadas laborales para los trabajadores de dichas residencias, a fin de 
garantizar las medidas de protección previstas en esta orden, de conformidad con la 
normativa que resulte de aplicación.

4. Corresponderá a los directores o máximos responsables de las residencias que 
reinicien su actividad acordar de forma motivada la aplicación de lo dispuesto en el presente 
artículo.

5. En el caso de las residencias, centros, edificios o instalaciones pertenecientes, 
vinculadas o adscritas al sector público estatal, la adopción de las medidas previstas en este 
artículo se realizará de conformidad con las normas propias que les resulten de aplicación.

CAPÍTULO VII

Condiciones para la reapertura de las zonas comunes de hoteles y 
alojamientos turísticos

Artículo 22.  Reapertura de zonas comunes de hoteles y alojamientos turísticos.

1. Podrá procederse a la reapertura al público de las zonas comunes de los hoteles y 
alojamientos turísticos que hubieran suspendido su apertura al público en virtud de la Orden 
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SND/257/2020, de 19 de marzo, por la que se declara la suspensión de apertura al público 
establecimientos de alojamiento turístico, siempre que no se supere un tercio de su aforo.

2. A los servicios de hostelería y restauración de los hoteles y alojamientos turísticos se 
les aplicara lo establecido en el capítulo IV.

3. Lo previsto en esta orden se entenderá sin perjuicio de lo establecido en la Orden 
TMA/277/2020, de 23 de marzo, por la que se declaran servicios esenciales a determinados 
alojamientos turísticos y se adoptan disposiciones complementarias.

Artículo 23.  Medidas de higiene y prevención exigibles a las zonas comunes de los hoteles 
y alojamientos turísticos.

1. Cada establecimiento deberá determinar los aforos de los distintos espacios comunes, 
así como aquellos lugares en los que se podrán realizar eventos y las condiciones más 
seguras para su realización conforme al aforo máximo previsto en el artículo anterior y de 
acuerdo con las medidas de higiene, protección y distancia mínima señaladas.

2. Aquellos espacios cerrados donde se vayan a celebrar eventos, actividades de 
animación o gimnasios, deberán ventilarse dos horas antes de su uso.

3. Las actividades de animación o clases grupales deberán diseñarse y planificarse con 
un aforo máximo de veinte personas y respetándose la distancia mínima de seguridad entre 
personas y entre estos y el animador o entrenador. En caso contrario, se deberán utilizar 
mascarillas. Las actividades de animación o clases grupales se realizarán preferentemente 
al aire libre y se evitará el intercambio de objetos.

4. Se realizará la correspondiente desinfección de objetos y material utilizado en las 
actividades de animación después de cada uso y se dispondrá gel hidroalcohólico o 
desinfectantes con actividad virucida autorizados y registrados por el Ministerio de Sanidad y 
desinfectante de superficies.

5. En el caso de instalaciones deportivas se aplicarán las medidas de higiene y 
prevención previstas en los artículos 42 y 43 de esta orden y en el artículo 41 de la Orden 
SND/399/2020, de 9 de mayo.

Asimismo, para las piscinas y spas el establecimiento determinará las directrices y 
recomendaciones para su uso, de acuerdo con las normas de prevención e higiene 
establecidas por las autoridades sanitarias, y siendo de aplicación lo previsto en el capítulo 
X.

CAPÍTULO VIII

Medidas de flexibilización en el ámbito de la cultura

Sección 1.ª Condiciones en que debe desarrollarse la actividad de las 
bibliotecas

Artículo 24.  Servicios autorizados en las bibliotecas.

1. Las bibliotecas, tanto de titularidad pública como privada, prestarán los servicios 
establecidos en la Orden SND/399/2020, de 9 de mayo, y los expresamente previstos en el 
presente artículo.

2. Podrán llevarse a cabo actividades de consulta en sala siempre que no se supere un 
tercio del aforo autorizado. Cuando un usuario abandone un puesto de lectura, éste habrá de 
ser limpiado y desinfectado.

3. Se podrá hacer uso de los ordenadores y medios informáticos de las bibliotecas 
destinados para el uso público de los ciudadanos, así como de catálogos de acceso público 
en línea, catálogos en fichas de la biblioteca o publicaciones electrónicas. Todos ellos 
deberán limpiarse después de cada uso.

4. Se permitirá el préstamo interbibliotecario entre las bibliotecas ubicadas en alguna de 
las unidades territoriales previstas en el anexo, debiéndose proceder con las obras objeto de 
este préstamo del mismo modo que con las obras de préstamo domiciliario.

5. No obstante lo establecido en los apartados anteriores, las salas infantiles y las 
colecciones de libre acceso permanecerán cerradas.
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6. Serán de aplicación las medidas de higiene, prevención y de información previstas en 
los artículos 24 y 25 de la Orden SND/399/2020, de 9 de mayo.

Sección 2.ª Condiciones en que debe desarrollarse la reapertura al público de 
salas de exposiciones y su actividad

Artículo 25.  Reapertura al público de las salas de exposiciones.

Podrá procederse a la reapertura al público de las salas de exposiciones cuya actividad 
se hubiera suspendido tras la declaración del estado de alarma en virtud de lo dispuesto en 
el artículo 10.1 del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, siempre que no se supere un 
tercio del aforo autorizado y se adopten las medidas necesarias para el debido control de las 
aglomeraciones, cumpliendo los requisitos establecidos en la presente orden.

Artículo 26.  Medidas de higiene y prevención aplicables a las salas de exposiciones.

1. Las salas que cuenten con mostradores de información y atención al público deberán 
instalar elementos y barreras físicas de protección en el área de recepción de visitantes.

2. Las salas deberán proceder a la instalación de carteles con normas y 
recomendaciones específicas para el público, especialmente para recordar la necesidad de 
mantener la distancia interpersonal de dos metros. Asimismo, se deberá proceder a la 
instalación de vinilos de señalización con indicaciones sobre la distancia de seguridad, para 
evitar que se formen colas o aglomeraciones en la entrada y/o salida del establecimiento o 
centro.

3. El uso de los aseos se ajustará a lo dispuesto en el artículo 6.5.

Artículo 27.  Adaptación de los servicios de limpieza.

1. Las salas procederán de forma previa a la reapertura a la realización de una limpieza 
y desinfección en profundidad.

2. La limpieza y desinfección de los espacios de exposición o almacenaje en los que se 
encuentren depositados bienes culturales se realizará conforme a las recomendaciones 
específicas para este tipo de zonas establecidas por el Instituto del Patrimonio Cultural de 
España (IPCE).

3. En los espacios sin bienes culturales, la limpieza se realizará conforme a lo dispuesto 
en el artículo 6.

Artículo 28.  Adaptación de los servicios de atención al público.

1. Cada sala valorará la necesidad de modificar la prestación de los servicios de atención 
al público, teniendo en cuenta las exigencias de control del aforo y la posible apertura 
rotativa de espacios.

2. El personal de atención al público de la sala deberá informar a los visitantes sobre las 
medidas de higiene y prevención frente al COVID-19 que deben observarse durante la visita 
y velarán por su cumplimiento. Asimismo, dicho personal controlará que no se supera el 
aforo permitido.

Artículo 29.  Medidas específicas para los trabajos asociados al montaje y desmontaje de 
exposiciones temporales.

1. Para evitar la confluencia de trabajadores de distintas especialidades propias de la 
actividad de montaje y desmontaje de exposiciones temporales, las salas procurarán el 
mantenimiento en todo momento de la distancia interpersonal de dos metros.

2. Se deberá proceder a la limpieza y desinfección, al menos una vez al día, del interior 
de las cabinas de los vehículos de las empresas de transporte, al igual que los puntos de 
agarre de la maquinaria, los elementos auxiliares y las herramientas que se utilicen durante 
el montaje, que cada empresa deberá aportar.

3. En el caso de que sean varias las empresas participantes en un montaje o 
desmontaje, las salas diseñarán el escalonamiento horario de las entradas y salidas de las 
mismas, concentrando los trabajos de cada empresa en diferentes días y horarios, y 
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evitando en la medida de lo posible la coincidencia en un mismo espacio de distintas 
empresas.

4. Las salas planificarán los movimientos internos del personal y de los bienes culturales 
y velarán por la reducción, en la medida de lo posible, del número de efectivos de cada una 
de las empresas en sala, aunque eso suponga alargar los calendarios de trabajo.

Artículo 30.  Visita y atención al público.

1. Los responsables de las salas evitarán la celebración de eventos de inauguración de 
exposiciones que puedan suponer una aglomeración de personas en un espacio cerrado.

2. Asimismo, se adoptarán las medidas necesarias para evitar aglomeraciones durante 
las visitas y atención al público o el desarrollo de su actividad.

3. No se podrá prestar el servicio de guardarropa ni el de consigna.
4. El uso de los elementos expuestos diseñados para un uso táctil por el visitante estará 

inhabilitado. Tampoco estarán disponibles para los visitantes las audioguías, folletos u otro 
material análogo.

5. Las salas podrán adoptar cuantas otras medidas adicionales consideren necesarias 
en función de sus características específicas y sus condiciones de visita pública para cumplir 
con las medidas de prevención e higiene establecidas por las autoridades sanitarias.

Sección 3.ª Condiciones en que debe desarrollarse la actividad de visita a 
monumentos y otros equipamientos culturales

Artículo 31.  Reapertura al público de monumentos y otros equipamientos culturales.

Podrá procederse a la reapertura al público de monumentos y otros equipamientos 
culturales afectados por las medidas de contención previstas en el artículo 10.1 del Real 
Decreto 463/2020, de 14 de marzo, siempre que las visitas no superen un tercio del aforo 
autorizado y con sujeción a los requisitos establecidos en la presente orden.

En ningún caso podrán desarrollarse en ellos otras actividades culturales distintas de las 
visitas.

Artículo 32.  Medidas de higiene y prevención aplicables a los monumentos y otros 
equipamientos culturales.

1. Los accesos y lugares de control, información y atención al público deberán instalar 
elementos y barreras físicas de protección para el personal de control y vigilancia.

2. En todos los accesos a los inmuebles se colocarán carteles con normas y 
recomendaciones específicas para el público, recordando la necesidad de mantener la 
distancia interpersonal de dos metros. Asimismo, se deberá proceder a la instalación de 
elementos de señalización con indicaciones sobre la distancia de seguridad, para evitar que 
se formen colas o aglomeraciones en la entrada y/o salida de los inmuebles.

3. El uso de los aseos se ajustará a lo dispuesto en el artículo 6.5.

Artículo 33.  Adaptación de los servicios de limpieza.

1. Los inmuebles deberán someterse de forma previa a la reapertura a una limpieza y 
desinfección selectiva de las partes accesibles al público, siguiendo las normas 
recomendadas por el Instituto del Patrimonio Cultural de España (IPCE) para este tipo de 
bienes en función de su naturaleza y características.

2. La limpieza y desinfección de los espacios de exposición o almacenaje incluidos en 
estos inmuebles en los que se encuentren depositados bienes culturales se realizará 
conforme a las recomendaciones específicas para este tipo de zonas establecidas por el 
IPCE.

3. En los espacios sin bienes culturales, la limpieza se realizará conforme a lo previsto 
en el artículo 6.

4. Los gestores y responsables de los inmuebles realizarán un análisis y diagnóstico de 
las condiciones particulares de los mismos, los recorridos de los visitantes y los elementos 
con posibilidad de convertirse en focos de contagio, estableciendo una estrategia de 
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desinfección y limpieza proporcionada a los riesgos, sin poner en peligro los valores 
culturales reconocidos.

Los lugares donde no pueda garantizarse la seguridad de los visitantes por sus 
condiciones especiales o por imposibilidad de realizar las tareas de desinfección necesarias, 
serán excluidos de la visita pública.

Artículo 34.  Adaptación de los servicios de atención al público.

1. Cada equipamiento cultural valorará la necesidad de modificar la prestación de los 
servicios de atención al público, teniendo en cuenta las exigencias de control del aforo y una 
posible apertura rotativa de espacios.

2. El personal de atención al público deberá informar a los visitantes sobre las medidas 
de higiene y prevención frente al COVID-19 que deben observarse durante la visita y velarán 
por su cumplimiento. Asimismo, dicho personal controlará que no se supere el aforo 
permitido.

Artículo 35.  Medidas específicas para los recintos de Monumentos y otros equipamientos 
culturales con uso compartido con actividades no culturales.

1. Para evitar la confluencia de personal trabajador, investigador, residente o usuario de 
los inmuebles con los visitantes de estos equipamientos por motivo de su carácter cultural, 
los espacios donde pueda haber interferencia de circulaciones entre ambos serán objeto de 
señalización y, si es posible, balizamiento para asegurar el mantenimiento de la distancia 
interpersonal.

2. En los recintos religiosos con culto, como iglesias, colegiatas o catedrales u ocupados 
por comunidades religiosas como monasterios, abadías o conventos, se establecerán 
recorridos obligatorios para separar circulaciones, procurando el mantenimiento en todo 
momento de la distancia interpersonal de dos metros recomendada por parte de las 
autoridades sanitarias. Cuando no sea posible cumplir con estas condiciones, se exigirá el 
uso de mascarillas a los visitantes o se establecerán horarios diferenciados de visita.

3. En el caso de arquitectura residencial, como palacios, viviendas colectivas o 
residencias privadas, se organizarán los horarios para evitar interferencias entre los 
residentes y las actividades de visita.

4. En el caso de jardines históricos, las zonas donde se desarrollen trabajos de 
mantenimiento serán acotadas para evitar interferencias con las actividades de visita.

5. El señalamiento de recorridos obligatorios e independientes para los residentes, 
trabajadores de los inmuebles y sus visitantes se realizará teniendo en cuenta el 
cumplimiento de las condiciones de evacuación exigibles en la normativa aplicable.

Artículo 36.  Condiciones para la realización de la visita y atención al público.

1. Los responsables de los inmuebles permitirán únicamente las visitas individuales, o de 
convivientes, evitando la realización de actividades paralelas o complementarias ajenas a la 
propia visita.

2. No se podrá prestar el servicio de guardarropa ni el de consigna, reservándose los 
gestores el derecho de admisión cuando los visitantes porten objetos como bolsos, mochilas 
o similares que entrañen peligro para la seguridad de las personas o los bienes custodiados.

El uso de los elementos expuestos diseñados para un uso táctil por el visitante estará 
inhabilitado. Tampoco estarán disponibles para los visitantes las audioguías, folletos en sala 
u otro material análogo.

3. Los responsables de los inmuebles podrán adoptar cuantas otras medidas adicionales 
consideren necesarias en función de sus características específicas y sus condiciones de 
visita pública para cumplir con las medidas de prevención e higiene establecidas por las 
autoridades sanitarias.

Artículo 37.  Medidas de control de aforo.

1. La reducción a un tercio del aforo, establecida en el artículo 31, se calculará respecto 
del aforo previsto en el correspondiente Plan de Autoprotección del inmueble o recinto para 
sus espacios cerrados y libres.

COVID-19: COLECTIVOS VULNERABLES

§ 68  Flexibilización de determinadas restricciones en aplicación de la fase 2

– 419 –



2. Sin perjuicio de lo señalado en el artículo 34, el límite previsto en el apartado anterior 
será objeto de control tanto en la venta en taquillas como en la venta online de entradas. 
Para ello, si fuera necesario, cada monumento o equipamiento cultural pondrá a disposición 
del público un número máximo de entradas por tramos horarios.

3. Cuando las características del inmueble impliquen que la restricción del aforo a un 
tercio no permita cumplir con la distancia recomendable, prevalecerá la aplicación de la 
distancia de seguridad interpersonal como criterio para determinar el aforo máximo 
permitido.

Sección 4.ª Condiciones en que debe desarrollarse la actividad de cines, 
teatros, auditorios y espacios similares, y de otros locales y establecimientos 

destinados a actos y espectáculos culturales

Artículo 38.  Actividad de los cines, teatros, auditorios y espacios similares y de otros 
locales y establecimientos destinados a actos y espectáculos culturales.

1. Todos los cines, teatros, auditorios y espacios similares, cuya actividad se hubiera 
suspendido tras la declaración del estado de alarma en virtud de lo dispuesto en el artículo 
10.1 del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, podrán reanudarla en los términos 
previstos en la presente orden, siempre que cuenten con butacas pre-asignadas y no 
superen un tercio del aforo autorizado.

2. En el caso de locales y establecimientos distintos de los previstos en el apartado 
anterior, destinados a actos y espectáculos culturales, la reanudación de la actividad se 
sujetará a los siguientes requisitos:

a) Si se celebra en lugares cerrados, no podrá superarse un tercio del aforo autorizado, 
ni reunir más de cincuenta personas.

b) Tratándose de actividades al aire libre, el público deberá permanecer sentado, 
guardando la distancia necesaria y no podrá superarse un tercio del aforo autorizado, ni 
reunir más de cuatrocientas personas.

c) En todo caso, en la reanudación de la actividad deberá observarse lo establecido en 
esta orden.

3. Serán de aplicación en el desarrollo de las actividades previstas en los apartados 
anteriores los requisitos y medidas contemplados en los artículos 34, 35, 36 y 37 de la Orden 
SND/399/2020, de 9 de mayo, con las especialidades que se indican en el presente artículo. 
Las referencias que se efectúan en la Orden SND/399/2020, de 9 de mayo, a 
representaciones, espectáculos o funciones se entenderán hechas también a las sesiones 
de cine o acto o espectáculo cultural de que se trate.

4. Se recomendará la venta online o telefónica de la entrada, y, en caso de compra en 
taquilla, será de aplicación lo previsto en el artículo 6.6.

5. Se permite la prestación de servicios complementarios, tales como tienda, cafetería o 
similares, que se ajustará a las normas que esta orden establece para dichas actividades. 
No se prestará servicio de guardarropa ni de consigna.

6. Durante el proceso de atención y acomodación, se guardará entre los trabajadores de 
sala y el público la distancia de seguridad fijada por las autoridades sanitarias.

7. Se deberá garantizar la distancia de seguridad fijada por las autoridades sanitarias en 
las colas, entradas y salidas de espectadores, así como el establecimiento de sistemas de 
control de aglomeraciones cuando se reúna a más de cincuenta personas.

Sección 5.ª Condiciones en que debe desarrollarse la actividad de plazas, 
recintos e instalaciones taurinas

Artículo 38 bis.  Actividad de plazas, recintos e instalaciones taurinas.

1. Todos las plazas, recintos e instalaciones taurinas al aire libre, cuya actividad se 
hubiera suspendido tras la declaración del estado de alarma en virtud de lo dispuesto en el 
artículo 10 del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, podrán reanudar la misma, siempre 
que cuenten con butacas pre-asignadas y no se supere un tercio del aforo autorizado, y en 
todo caso, un máximo de cuatrocientas personas.
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2. Serán de aplicación en el desarrollo de las actividades previstas en el apartado 
anterior los requisitos y medidas contemplados en los artículos 34 a 37 de la Orden SND/
399/2020, de 9 de mayo, y en los apartados 4 a 7 del artículo 38 anterior.

3. Aquellos materiales que sean suministrados a los usuarios durante el desarrollo de la 
actividad y que sean de uso compartido deberán ser desinfectados después de cada uso.

4. En el caso que en las recintos e instalaciones taurinas se prestaran servicios de 
hostelería y restauración se deberá estar a lo previsto en el capítulo IV.

CAPÍTULO IX

Condiciones en las que debe desarrollarse la actividad deportiva

Artículo 39.  Entrenamiento básico en ligas no profesionales federadas.

1. Los deportistas integrados en clubes participantes en ligas no profesionales podrán 
realizar entrenamientos de carácter básico, dirigidos a una modalidad deportiva específica, 
de manera individual y cumpliendo con las correspondientes medidas de prevención e 
higiene.

A los efectos de lo previsto en esta orden, se entenderá por entrenamiento de carácter 
básico el entrenamiento individualizado, adaptado a las especiales necesidades de cada 
modalidad deportiva, desarrollado en los centros de entrenamiento de que dispongan los 
clubes o en otro tipo de instalaciones que se encuentren abiertas al público.

2. Los entrenamientos básicos de estos deportistas se desarrollarán cumpliendo 
estrictamente las medidas de prevención e higiene establecidas por las autoridades 
sanitarias frente al COVID-19 relativas al mantenimiento de una distancia de seguridad 
interpersonal de al menos dos metros, lavado de manos, uso de instalaciones, protecciones 
sanitarias, y todas aquellas relativas a la protección de los deportistas y personal auxiliar de 
la instalación.

3. La federación deportiva correspondiente emitirá la debida acreditación a los 
deportistas integrados en ella, considerándose, a estos efectos, la licencia deportiva 
suficiente acreditación.

Artículo 40.  Entrenamiento total o pre-competición en ligas profesionales.

1. Los clubes deportivos profesionales o Sociedades Anónimas Deportivas podrán 
desarrollar entrenamientos de carácter total dirigidos a una modalidad deportiva específica, 
cumpliendo con las correspondientes medidas de prevención e higiene.

A los efectos de lo previsto en esta orden, se entenderá por entrenamiento de carácter 
total el desarrollo de tareas dirigidas a la fase previa de la competición, incluyendo los 
trabajos tácticos exhaustivos, que incluyan acciones conjuntas en grupos de varios 
deportistas hasta un máximo de catorce personas.

2. Si se optara por el régimen de entrenamiento en concentración se deberá cumplir con 
las medidas específicas establecidas para este tipo de entrenamiento por las autoridades 
sanitarias y el Consejo Superior de Deportes. Tanto si se requiere el servicio de residencia, 
como la apertura de los servicios de restauración y cafeterías, se deberán cumplir las 
medidas establecidas en la presente orden para este tipo de establecimientos.

3. Las tareas de entrenamiento se desarrollarán siempre que sea posible por turnos, 
evitando superar el cincuenta por ciento de la capacidad de la instalación para los 
deportistas.

4. Podrá asistir a las sesiones de entrenamiento el personal técnico necesario para el 
desarrollo de las mismas, así como personal de apoyo y utillero imprescindible.

5. Se podrán utilizar los vestuarios.
6. Podrán realizarse reuniones técnicas de trabajo con un máximo de quince 

participantes, incluyendo al técnico. En todo caso, se deberá guardar la correspondiente 
distancia de seguridad y hacer uso de las medidas de protección necesarias.

7. Los árbitros podrán acceder a las instalaciones, para su específico entrenamiento, en 
el mismo régimen y con las mismas condiciones aplicables a los deportistas y personal 
técnico, de acuerdo con las normas específicas que regulan las instalaciones deportivas al 
aire libre y cerradas.
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8. A las sesiones de entrenamiento no podrán asistir medios de comunicación.
9. En todo caso se seguirán las medidas de prevención y protección establecidas por las 

autoridades sanitarias.
10. Se deberá realizar una limpieza y desinfección periódica de las instalaciones 

conforme a lo previsto en el artículo 6. Asimismo, se limpiará y desinfectará el material 
utilizado por los deportistas al finalizar cada turno de entrenamiento y a la finalización de la 
jornada.

11. Para el uso de materiales o la realización de actividades en gimnasios será necesario 
aplicar las adecuadas medidas de protección para deportistas y técnicos. Con carácter 
general, los deportistas no podrán compartir ningún material de uso individual. Si esto no 
fuera posible, cualquier equipo o material utilizado para ejercicios tácticos o entrenamientos 
específicos o de mantenimiento mecánico y de material o equipación de seguridad, tendrá 
que ser desinfectado tras cada uso.

12. Una vez finalizada la primera semana de entrenamiento de carácter total, para el 
desarrollo de los trabajos tácticos exhaustivos incluidos en el mismo podrá ampliarse el 
número de personas participantes de acuerdo con las necesidades de ejecución requeridas 
en cada caso.

Artículo 41.  Reanudación de la competición de las Ligas Profesionales.

1. Se podrá proceder a la reanudación de la competición profesional siempre y cuando la 
evolución de la situación sanitaria lo permita.

2. La competición se reanudará sin público y a puerta cerrada. Se permitirá la entrada de 
medios de comunicación para la retransmisión de la competición.

3. El número de personas que podrán acceder a los estadios y pabellones en los que la 
competición profesional tenga lugar, por ser necesarias para el adecuado desarrollo de la 
misma, se determinará por parte del Consejo Superior de deportes con anterioridad al inicio 
de la citada competición, siguiendo las recomendaciones sanitarias de higiene y prevención.

4. En las instalaciones en que tenga lugar la competición se seguirán, en todo caso, las 
medidas de prevención y protección establecidas por las autoridades sanitarias y el Consejo 
Superior de Deportes.

Artículo 42.  Apertura de instalaciones deportivas cubiertas.

1. Se podrá proceder a la apertura de las instalaciones deportivas cubiertas para la 
realización de actividades deportivas con las limitaciones que recoge este artículo.

2. Podrá acceder a las mismas cualquier persona que desee realizar una práctica 
deportiva, incluidos los deportistas de alto nivel, de alto rendimiento, profesionales, 
federados, árbitros o jueces y personal técnico federativo.

A los efectos de esta orden, se considera instalación deportiva cubierta toda aquella 
instalación deportiva, con independencia de que se encuentre ubicada en un recinto cerrado 
o abierto, que se encuentre completamente cerrada y que tenga techo y que permita la 
práctica de una modalidad deportiva.

3. La actividad deportiva requerirá la concertación de cita previa con la entidad gestora 
de la instalación. Para ello, se organizarán turnos horarios, fuera de los cuales no se podrá 
permanecer en la instalación.

4. En las instalaciones deportivas cubiertas, se podrá permitir la práctica deportiva 
individual o aquellas prácticas que se puedan desarrollar por un máximo de dos personas en 
el caso de modalidades así practicadas, con la excepción de las modalidades practicadas 
por parejas, siempre sin contacto físico, manteniendo las debidas medidas de seguridad y 
protección, y en todo caso la distancia social de seguridad de dos metros. Asimismo, se 
respetará el límite del treinta por ciento de capacidad de aforo de uso deportivo en cada 
instalación, tanto en lo relativo al acceso, como durante la propia práctica, habilitándose un 
sistema de acceso que evite la acumulación de personas y que cumpla con las medidas de 
seguridad y protección sanitaria.

5. Únicamente podrá acceder con los deportistas un entrenador en el caso de que 
resulte necesario, circunstancia que deberá acreditarse debidamente. Se exceptúan las 
personas con discapacidad o menores que requieran la presencia de un acompañante.
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6. Se podrán utilizar los vestuarios, respetando lo dispuesto al efecto en las medidas 
generales de prevención e higiene frente al COVID-19 indicadas por las autoridades 
sanitarias.

Lo dispuesto en este apartado será de aplicación en esta fase 2 a los centros deportivos 
regulados en el artículo 42 de la Orden SND 399/2020, de 9 de mayo.

7. Se procederá a la limpieza y desinfección de las instalaciones de acuerdo con lo 
señalado en el artículo 6. Asimismo, a la finalización de cada turno se procederá a la 
limpieza de las zonas comunes y, en cada turno, se deberá limpiar y desinfectar el material 
compartido después de cada uso. Al finalizar la jornada se procederá a la limpieza de la 
instalación, reduciéndose la presencia del personal al número mínimo suficiente para la 
prestación adecuada del servicio.

8. En todo caso, los titulares de la instalación deberán cumplir con las normas básicas de 
protección sanitaria del Ministerio de Sanidad. Si en la instalación deportiva se realizan otras 
actividades, o se prestan otros servicios adicionales no deportivos, deberán cumplir con la 
normativa específica que en cada caso corresponda.

9. Lo previsto en este artículo no será de aplicación a las piscinas cubiertas, las cuales 
se regirán por lo dispuesto en el artículo 43.

Artículo 43.  Apertura de piscinas para uso deportivo.

1. Se podrá proceder a la apertura de las piscinas al aire libre o cubiertas para la 
realización de actividades deportivas con las limitaciones que recoge este artículo.

2. Podrán acceder a las mismas cualquier persona, teniendo carácter preferente el 
acceso de los deportistas integrados, a través de la correspondiente licencia, en la 
federación deportiva cuyas modalidades y especialidades deportivas se desarrollen en el 
medio acuático; natación, salvamento y socorrismo, triatlón, pentalón moderno y actividades 
subacuáticas.

3. La actividad deportiva requerirá la concertación de cita previa con la entidad gestora 
de la instalación. Para ello, se organizarán turnos horarios, fuera de los cuales no se podrá 
permanecer en la instalación.

4. En las piscinas se podrá permitir la práctica deportiva individual o aquellas prácticas 
que se puedan desarrollar por un máximo de dos personas en el caso de modalidades así 
practicadas, siempre sin contacto físico manteniendo las debidas medidas de seguridad y 
protección, y en todo caso la distancia de seguridad de dos metros.

Cuando la piscina se divida por calles de entrenamiento, se habilitará un sistema de 
acceso y control que evite la acumulación de personas y que cumpla con las medidas de 
seguridad y protección sanitarias.

En cualquier caso, se respetará el límite del treinta por ciento de capacidad de aforo de 
uso deportivo en cada piscina, tanto en lo relativo al acceso, como durante la propia práctica.

5. Únicamente podrá acceder con los deportistas un entrenador en el caso de que 
resulte necesario, circunstancia que deberá acreditarse debidamente, con excepción de las 
personas con discapacidad o menores que requieran la presencia de un acompañante.

6. Se podrán utilizar los vestuarios, respetando lo dispuesto al efecto en las medidas 
generales de prevención e higiene frente al COVID-19 indicadas por las autoridades 
sanitarias.

7. Se procederá a la limpieza y desinfección de acuerdo con lo señalado en los artículos 
44 y 45. Asimismo, a la finalización de cada turno se procederá a la limpieza de la playa de 
la piscina y de las zonas comunes y, en cada turno, se deberá limpiar y desinfectar el 
material compartido después de cada uso. Al finalizar la jornada se procederá a la limpieza 
de la instalación, reduciéndose la permanencia del personal al número mínimo suficiente 
para la prestación adecuada del servicio.

8. En todo caso, los titulares de la instalación deberán cumplir con las normas básicas de 
protección sanitaria del Ministerio de Sanidad. Si en la instalación deportiva se realizan otras 
actividades, o se prestan otros servicios adicionales no deportivos, deberán cumplir con la 
normativa específica que en cada caso corresponda.
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CAPÍTULO X

Condiciones para la reapertura al público de las piscinas recreativas y uso de 
las playas

Artículo 44.  Reapertura al público de las piscinas recreativas.

1. Se podrá proceder a la apertura al público de las piscinas recreativas, quedando 
permitido el acceso a las mismas por parte de cualquier persona.

El aforo máximo permitido será del treinta por ciento de la capacidad de la instalación, 
siempre que sea posible respetar la distancia de seguridad entre usuarios de dos metros. En 
caso contrario se reducirá dicho aforo a efectos de cumplir con la distancia de seguridad.

2. Para poder acceder a la piscina se requerirá la concertación de cita previa con la 
entidad gestora de la instalación. Para ello, se organizarán horarios por turnos, fuera de los 
cuales no se podrá permanecer en la instalación.

3. Con carácter previo a su apertura se deberá llevar a cabo la limpieza y desinfección 
de las instalaciones con especial atención a los espacios cerrados como vestuarios o baños.

Asimismo, se deberán limpiar y desinfectar los diferentes equipos y materiales como, 
vaso, corcheras, material auxiliar de clases, rejilla perimetral, botiquín, taquillas, así como 
cualquier otro en contacto con los usuarios, que forme parte de la instalación.

Los biocidas a utilizar para la desinfección de superficies serán aquellos del tipo de 
producto 2, referidos en el anexo V del Reglamento (UE) n.º 528/2012 del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 22 de mayo de 2012, relativo a la comercialización y el uso de los 
biocidas. Asimismo, se podrán utilizar desinfectantes como diluciones de lejía 1:50 recién 
preparada o cualquiera de los desinfectantes con actividad virucida que se encuentran en el 
mercado y que han sido autorizados y registrados por el Ministerio de Sanidad.

4. Lo previsto en este artículo se entiende sin perjuicio de las operaciones de depuración 
física y química del agua necesarias para obtener una calidad del agua de los vasos 
adecuada conforme a los anexos I y II del Real Decreto 742/2013, de 27 de septiembre, por 
el que se establecen los criterios técnico-sanitarios de las piscinas, con la realización de los 
controles pertinentes, así como del cumplimiento del resto de normativa aplicable.

Artículo 45.  Medidas de higiene y prevención aplicables a las piscinas recreativas.

1. Se procederá a la limpieza y desinfección diaria de la instalación de acuerdo con lo 
señalado en el artículo 6.

No obstante, en aquellas superficies en contacto frecuente con las manos de los 
usuarios, como pomos de las puertas de los vestuarios, o barandillas, se deberá llevar a 
cabo una limpieza y desinfección, al menos tres veces al día.

2. Se recordará a los usuarios por medios de cartelería visible o mensajes de megafonía 
las normas de higiene y prevención a observar, señalando la necesidad de abandonar la 
instalación ante cualquier síntoma compatible con el COVID-19.

3. En las zonas de estancia de los usuarios, se debe establecer una distribución espacial 
para garantizar la distancia de seguridad de al menos dos metros entre los usuarios 
mediante señales en el suelo limitando los espacios. Todos los objetos personales, como 
toallas, deben permanecer dentro del perímetro de seguridad de dos metros establecido, 
evitando contacto con el resto de usuarios.

4. El uso y limpieza de los aseos se llevará a cabo de conformidad con lo previsto en el 
artículo 6.5. Asimismo, se deberá verificar que, en todo momento, estén dotados de jabón y/ 
o geles hidroalcohólicos o desinfectantes con actividad virucida autorizados y registrados por 
el Ministerio de Sanidad.

5. No se podrá hacer uso de las duchas de los vestuarios ni de las fuentes de agua.

Artículo 46.  Uso de las playas.

1. El tránsito y permanencia en las playas, así como la práctica de actividades 
deportivas, profesionales o de recreo, se realizarán en los términos previstos en el apartado 
2 del artículo 7 de esta orden, siempre que en este último caso se puedan desarrollar 
individualmente y sin contacto físico, y que se mantenga una distancia mínima de dos metros 
entre los participantes.
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2. Se permite el uso de duchas y lavapiés al aire libre, aseos, vestuarios y otros servicios 
públicos similares. Su ocupación máxima será de una persona, salvo en aquellos supuestos 
de personas que puedan precisar asistencia, en cuyo caso podrán contar con su 
acompañante. Deberá reforzarse la limpieza y desinfección de los referidos aseos 
garantizando siempre el estado de salubridad e higiene de los mismos.

3. Los bañistas deberán hacer un uso responsable de la playa y sus instalaciones, tanto 
desde el punto de vista medioambiental como sanitario, cumpliendo para ello con las 
recomendaciones y normas establecidas por las autoridades sanitarias.

4. La ubicación de los objetos personales, toallas, tumbonas y elementos similares se 
llevará a cabo de modo que se garantice un perímetro de seguridad de dos metros con 
respecto a otros usuarios, salvo en el caso de bañistas convivientes o que no superen el 
número máximo de personas previsto en el apartado 2 del artículo 7 de esta orden. Las 
tumbonas de uso rotatorio deberán ser limpiadas y desinfectadas cuando cambie de usuario.

5. Los ayuntamientos podrán establecer limitaciones tanto de acceso, que en todo caso 
será gratuito, como de aforo en las playas a fin de asegurar que se respeta la distancia 
interpersonal de, al menos, dos metros entre bañistas. Asimismo, a efectos de garantizar su 
disfrute por el mayor número posible de personas en condiciones de seguridad sanitaria, 
podrán también establecer límites en los tiempos de permanencia en las mismas, así como 
en el acceso a los aparcamientos en aras a facilitar el control del aforo de las playas.

A efectos de calcular el aforo máximo permitido por cada playa, se considerará que la 
superficie de playa a ocupar por cada bañista será de aproximadamente cuatro metros 
cuadrados.

6. Los ayuntamientos asegurarán que se realiza una limpieza y desinfección de las 
instalaciones y bienes de las playas usando para ello sustancias que no resulten 
perjudiciales para el medioambiente.

7. Se recordará a los usuarios mediante cartelería visible u otros medios las normas de 
higiene y prevención a observar, señalando la necesidad de abandonar la instalación ante 
cualquier síntoma compatible con el COVID-19.

8. Las actividades de hostelería y restauración que se realicen en las playas, incluidas 
las descubiertas, con concesión o autorización de ocupación o aprovechamiento del dominio 
público marítimo-terrestre, se regirán por lo establecido en esta orden para el régimen de 
hostelería y restauración, sin perjuicio de lo dispuesto en la legislación sectorial aplicable.

Los responsables de negocios de motos acuáticas, hidropedales y de cualesquiera otros 
elementos deportivos o de recreo deberán cumplir con los dispuesto en las órdenes 
específicas para comercio minorista y, de modo particular, en todo lo que se refiere a higiene 
y desinfección. Todos los vehículos deberán ser limpiados y desinfectados antes de cada 
uso.

CAPÍTULO XI

Condiciones para el desarrollo de las actividades de turismo activo y 
naturaleza y otras actividades de ocio

Artículo 47.  Condiciones para el desarrollo de las actividades de turismo activo y 
naturaleza.

A los efectos de lo dispuesto en el artículo 47 de la Orden SND/399/2020, de 9 de mayo, 
se podrán realizar actividades de turismo activo y de naturaleza para grupos de hasta veinte 
personas, en las mismas condiciones que las establecidas en dicho artículo.

Artículo 47 bis.  Condiciones para la reapertura de los parques naturales.

Se podrá proceder a la reapertura de los parques naturales siempre que no se supere el 
veinte por ciento de su aforo máximo permitido.

A los parques naturales que reabran de acuerdo con lo previsto en el párrafo anterior, les 
serán de aplicación los apartados 2 a 4 del artículo 47 de la Orden SND/399/2020, de 9 de 
mayo.
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Artículo 47 ter.  Condiciones para la reapertura de los teleféricos.

1. Se podrá proceder a la reapertura de los teleféricos siempre que, en cada cabina, no 
se supere el cincuenta por ciento de su ocupación máxima permitida.

2. Para el desarrollo de esta actividad, será necesario llevar a cabo una limpieza y 
desinfección de la instalación con carácter previo a su reapertura. Asimismo, se deberá 
proceder a la limpieza y desinfección diaria de la misma en los términos previstos en el 
artículo 6.

3. Cuando en las cabinas existieran asientos, los usuarios deberán permanecer siempre 
sentados, guardando una distancia de separación de al menos un asiento entre personas o 
grupos de no convivientes. En el caso de cabinas que no cuenten con asientos, en el suelo 
se deberán utilizar vinilos de señalización, u otros elementos similares, indicando la distancia 
mínima de seguridad.

4. Se deberá poner a disposición del público, y en todo caso en la entrada de la 
instalación, dispensadores de geles hidroalcohólicos o desinfectantes con actividad virucida 
autorizados y registrados por el Ministerio de Sanidad, que deberán estar siempre en 
condiciones de uso.

CAPÍTULO XII

Condiciones para la celebración de congresos, encuentros, reuniones de 
negocio, conferencias y eventos

Artículo 48.  Celebración de congresos, encuentros, reuniones de negocio, conferencias y 
eventos.

1. Se permitirá la realización de congresos, encuentros, reuniones de negocio, 
conferencias y eventos promovidos por cualesquiera entidades de naturaleza pública o 
privada. A estos efectos, se procederá a la apertura de pabellones de congresos, salas 
conferencias, salas multiusos y otros establecimientos e instalaciones similares.

2. En todo momento, dichas actividades deberán cumplir las obligaciones de distancia 
física exigida de dos metros, sin superar en ningún caso la cifra de cincuenta asistentes, 
debiendo fomentarse la participación no presencial de aquellos que puedan prestar su 
actividad a distancia.

3. Cuando no pueda garantizarse la distancia de seguridad interpersonal de dos metros 
entre todo asistente a dichas actividades, así como la de los trabajadores que presten sus 
servicios en y para las mismas, se deberá disponer de equipos de protección adecuados al 
nivel de riesgo, asegurando el desarrollo de tales actividades en condiciones de seguridad, 
autoprotección y distanciamiento social y la limpieza y desinfección de los locales e 
instalaciones donde se desarrollen las mismas, a cuyo efecto se estará a lo dispuesto en el 
artículo 6.

4. Corresponderá a los directores o máximos responsables de las entidades convocantes 
de los actos a que se refiere este artículo acordar de forma motivada la aplicación de lo 
dispuesto en el mismo.

5. En el caso de las entidades del sector público estatal, la adopción de las medidas 
previstas en este artículo se realizará de conformidad con las normas propias que les 
resulten de aplicación.

6. Lo previsto en este artículo resulta de aplicación a la realización de congresos, 
encuentros, eventos y seminarios en el ámbito de la investigación científica y técnica, el 
desarrollo y la innovación.

CAPÍTULO XIII

Medidas de flexibilización en el ámbito educativo y de la formación

Artículo 49.  Medidas de flexibilización a adoptar por las administraciones educativas.

De acuerdo con lo previsto en el artículo 7 del Real Decreto 537/2020, de 22 de mayo, 
las administraciones educativas podrán disponer la flexibilización de las medidas de 
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contención y la reanudación de las actividades presenciales en el ámbito educativo no 
universitario y de la formación, correspondiéndoles asimismo la ejecución de dichas 
medidas.

Asimismo, las administraciones educativas podrán decidir mantener las actividades 
educativas a través de las modalidades a distancia y «on line», siempre que resulte posible, 
y aunque no fuera esta la modalidad prestacional educativa establecida como forma 
específica de enseñanza en los centros.

Artículo 50.  Otras actividades educativas o de formación.

1. Los centros educativos y de formación no previstos en el artículo anterior, tales como 
autoescuelas o academias, podrán disponer la reanudación de su actividad presencial, 
siempre que no se supere un tercio de su aforo. Asimismo, deberán priorizar, siempre que 
sea posible, las modalidades de formación a distancia y “on line”.

2. Serán de aplicación las medidas de higiene y prevención previstas para los 
establecimientos y locales comerciales de carácter minorista en el artículo 13.

3. Los centros educativos y de formación deberán poner a disposición del público, y en 
todo caso en la entrada del centro, dispensadores de geles hidroalcohólicos o desinfectantes 
con actividad virucida autorizados y registrados por el Ministerio de Sanidad, que deberán 
estar siempre en condiciones de uso.

4. En el caso de las clases prácticas de conducción será obligatorio el uso de mascarillas 
en el vehículo de prácticas, tanto por el profesor o profesora como por el alumno o alumna.

Asimismo, se deberá limpiar y desinfectar el vehículo de prácticas antes y después de su 
uso por cada alumno o alumna, prestando especial atención a los elementos de uso común y 
el mando del vehículo, así como llevar a cabo su ventilación posterior conforme a lo previsto 
en el artículo 6.

CAPÍTULO XIV

Condiciones para el desarrollo de actividades de formación práctica presencial 
para personal ferroviario.

Artículo 51.  Condiciones para el desarrollo de actividades de formación práctica presencial 
para personal ferroviario.

1. Se permitirá la formación práctica presencial para personal ferroviario que esté 
obteniendo nuevos títulos habilitantes en centros homologados de formación para su 
incorporación al sector.

2. Dicha formación presencial práctica se impartirá, en todo caso, sujeta a las 
condiciones señaladas por las autoridades sanitarias y los servicios de prevención de 
riesgos laborales y protección de la salud de los trabajadores de las entidades ferroviarias y 
de los centros de formación implicados, para evitar el riesgo de contagios y asegurar el 
distanciamiento social durante el ejercicio profesional en el transporte ferroviario.

3. Lo previsto en este artículo de aplicación a la formación de personal de otros sistemas 
ferroviarios de competencia no estatal, ya sean convencionales, ligeros, metropolitanos o 
tranviarios.

Disposición adicional primera.  Control del cumplimiento de las medidas de esta orden.

Los servicios de inspección municipales, autonómicos o de policía especial, en el ámbito 
de sus competencias, serán los encargados de vigilar el cumplimiento de las medidas 
recogidas en esta orden, correspondiendo la instrucción de los procedimientos 
sancionadores que procedan a las autoridades competentes de acuerdo con la legislación 
sectorial aplicable.

Disposición adicional segunda.  Órdenes e instrucciones en desarrollo o aplicación del 
estado de alarma.

Lo previsto en la Orden SND/399/2020, de 9 de mayo, así como en el resto de órdenes e 
instrucciones aprobadas en desarrollo o aplicación del estado de alarma declarado por el 
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Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, serán de aplicación a las unidades territoriales de la 
fase 2 del Plan para la transición hacia la nueva normalidad en todo aquello que no se 
oponga o contradiga a lo establecido en la presente orden.

Disposición adicional tercera.  Medidas para las acciones comerciales o de promoción.

Las acciones comerciales o de promoción que lleven a cabo los establecimientos 
comerciales deberán estar acompañadas de medidas destinadas a asegurar que no se 
generen aglomeraciones que impidan el mantenimiento de la distancia de seguridad, el 
cumplimiento de los límites de aforo, o que comprometan el resto de medidas establecidas 
en esta orden, debiendo adoptar las medidas adecuadas para evitarlas, incluyendo el cese 
inmediato de las mencionadas acciones comerciales o de promoción si resultara necesario.

Disposición adicional cuarta.  Municipio de Totana.

La Comunidad Autónoma de la Región de Murcia deberá solicitar al Ministerio de 
Sanidad la suspensión parcial o total de la aplicación de esta orden al Municipio de Totana 
cuando considere que existe una situación de riesgo para la población o cuando exista un 
crecimiento sostenido del número de casos de COVID-19.

Disposición adicional quinta.  Medidas de flexibilización para los desplazamientos de la 
población infantil y práctica de la actividad física no profesional.

No serán de aplicación a los desplazamientos de la población infantil y a la práctica de la 
actividad física no profesional las franjas y limitaciones respectivamente previstas en el 
segundo párrafo del artículo 2.1 de la Orden SND/370/2020, de 25 de abril, y en el artículo 
2.4 de la Orden SND/380/2020, de 30 de abril, debiendo sujetarse la práctica de las dichas 
actividades a lo establecido en el artículo 7 de la presente orden.

No regirá limitación alguna respecto del número de veces al día en que se podrán 
realizar las actividades previstas en la Orden SND/370/2020, de 25 de abril y la Orden SND/
380/2020, de 30 de abril.

Disposición adicional sexta.  Rincón de Ademuz.

A los efectos de lo previsto en esta orden y de acuerdo con lo señalado en la disposición 
adicional única del Real Decreto 514/2020, de 8 de mayo, Rincón de Ademuz recibirá el 
tratamiento propio de la unidad territorial de Teruel.

Disposición final primera.  Modificación de la Orden SND/388/2020, de 3 de mayo, por la 
que se establecen las condiciones para la apertura al público de determinados comercios y 
servicios, y la apertura de archivos, así como para la práctica del deporte profesional y 
federado.

Se introducen las siguientes modificaciones en la Orden SND/388/2020, de 3 de mayo, 
por la que se establecen las condiciones para la apertura al público de determinados 
comercios y servicios, y la apertura de archivos, así como para la práctica del deporte 
profesional y federado:

Uno. Se suprime el capítulo I. Condiciones para la apertura al público de 
establecimientos y locales comerciales minoristas y de prestación de servicios asimilados.

Dos. Se modifica el título del artículo, el apartado 1 y el apartado 6 del artículo 8, que 
quedan redactados en los siguientes términos:

«Artículo 8.  Deportistas profesionales y deportistas calificados de alto nivel y de alto 
rendimiento.

1. Los deportistas profesionales, de acuerdo con lo estipulado en el Real Decreto 
1006/1985, de 26 de junio, por el que se regula la relación laboral especial de los 
deportistas profesionales, y los deportistas calificados por el Consejo Superior de 
Deportes como deportistas de alto nivel o de interés nacional, así como los 
calificados por las comunidades autónomas como deportistas de alto rendimiento 
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podrán realizar entrenamientos de forma individual y al aire libre, dentro de los límites 
de la provincia en la que resida el deportista. Para ello:

a) Podrán acceder libremente, en caso de resultar necesario, a aquellos espacios 
naturales en los que deban desarrollar su actividad deportiva, como mar, ríos, o 
embalses, entre otros.

b) Podrán utilizar los implementos deportivos y equipamiento necesario.

El desarrollo de los entrenamientos y el uso del material deberán realizarse 
manteniendo, en todo caso, las correspondientes medidas de distanciamiento social 
e higiene para la prevención del contagio del COVID-19, indicadas por las 
autoridades sanitarias.»

«6. La federación deportiva correspondiente emitirá la debida acreditación a los 
deportistas integrados en ella que cumplan estos requisitos, considerándose, a estos 
efectos, la licencia deportiva o el certificado de Deportista de Alto Nivel o de Alto 
Rendimiento suficiente acreditación.»

Tres. Se modifica el apartado 1 del artículo 9, que queda redactado en los siguientes 
términos:

«1. Los deportistas federados no recogidos en el artículo anterior podrán realizar 
entrenamientos de forma individual, en espacios al aire libre, dos veces al día, entre 
las 6:00 horas y las 10:00 horas y entre las 20:00 horas y las 23:00 horas, y dentro 
de los límites de la provincia en la que tengan su residencia.

Las comunidades autónomas y ciudades autónomas podrán acordar que, en su 
ámbito territorial, las franjas horarias previstas en este artículo comiencen hasta dos 
horas antes y terminen hasta dos horas después, siempre y cuando no se 
incremente la duración total de dichas franjas.

Para realizar estos entrenamientos, si fuera necesario, dichos deportistas podrán 
acceder libremente a aquellos espacios naturales en los que deban desarrollar su 
actividad deportiva como mar, ríos, o embalses, entre otros.

No obstante, si en la modalidad deportiva practicada participaran animales, se 
podrá realizar la práctica al aire libre, de manera individualizada, en el lugar donde 
estos permanezcan, mediante cita previa, y durante el mismo período de tiempo.»

Cuatro. Se introduce una nueva disposición adicional única con la siguiente redacción.

«Disposición adicional única.  Otras medidas adicionales de flexibilización en 
materia de comercio minorista, servicios sociales, educación y universidades, ciencia 
e innovación, bibliotecas y museos, y deporte profesional y federado.

Serán de aplicación en esta fase lo previsto en la sección 2.ª del capítulo I, los 
artículos 8 y 9, el capítulo III, los capítulos V a IX, los artículos 38 a 40 y la 
disposición adicional segunda de la Orden SND/399/2020, de 9 de mayo, para la 
flexibilización de determinadas restricciones de ámbito nacional, establecidas tras la 
declaración del estado de alarma en aplicación de la fase 1 del Plan para la 
transición hacia una nueva normalidad.»

Disposición final segunda.  Modificación de la Orden SND/399/2020, de 9 de mayo, para la 
flexibilización de determinadas restricciones de ámbito nacional, establecidas tras la 
declaración del estado de alarma en aplicación de la fase 1 del Plan para la transición hacia 
una nueva normalidad.

Se introducen las siguientes modificaciones en la Orden SND/399/2020, de 9 de mayo, 
para la flexibilización de determinadas restricciones de ámbito nacional, establecidas tras la 
declaración del estado de alarma en aplicación de la fase 1 del Plan para la transición hacia 
una nueva normalidad:

Uno. Se modifica el apartado 1 del artículo 2, que queda redactado en los siguientes 
términos:
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«Artículo 2.  Ámbito de aplicación.

1. Esta orden será de aplicación a las actividades objeto de la misma que se 
desarrollen en las unidades territoriales que constan en el anexo, así como a las 
personas que residan en dichas unidades, de acuerdo con lo previsto en el segundo 
párrafo del artículo 3 del Real Decreto 514/2020, de 8 de mayo, por el que se 
prorroga el estado de alarma declarado por el Real Decreto 463/2020, de 14 de 
marzo.

Sin perjuicio de lo anterior, lo previsto en los Capítulos VIII, IX, X y XI, así como 
lo dispuesto en los artículos 41 y 42, no será de aplicación respecto de las unidades 
territoriales contempladas en el apartado quince del anexo, y lo dispuesto en el 
artículo 22 no será de aplicación respecto de las unidades territoriales contempladas 
en el apartado ocho del anexo.»

Dos. Se modifica el apartado 2 del artículo 8, que queda redactado en los siguientes 
términos:

«2. La participación en la comitiva para el enterramiento o despedida para 
cremación de la persona fallecida se restringe a un máximo de quince personas, 
entre familiares y allegados, además de, en su caso, el ministro de culto o persona 
asimilada de la confesión respectiva para la práctica de los ritos funerarios de 
despedida del difunto.

En las unidades territoriales contempladas en el apartado ocho del anexo, los 
velatorios podrán realizarse en las instalaciones dispuestas a tal uso únicamente de 
8:00 horas a 22:00 horas.»

Tres. Se modifica el artículo 10 que queda redactado en los siguientes términos:

«Artículo 10.  Reapertura de los establecimientos y locales comerciales minoristas y 
de prestación de servicios asimilados.

1. Podrá procederse a la reapertura al público de todos los establecimientos y 
locales comerciales minoristas y de actividades de servicios profesionales cuya 
actividad se hubiera suspendido tras la declaración del estado de alarma en virtud de 
lo dispuesto en el artículo 10.1 del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el 
que se declara el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria 
ocasionada por el COVID-19, siempre que tengan una superficie útil de exposición y 
venta igual o inferior a 400 metros cuadrados, pudiendo, en el caso de superar este 
límite, acotar el espacio que se reabra al público ajustándose a este umbral, siempre 
que cumplan todos los requisitos siguientes:

a) Que se reduzca al treinta por ciento el aforo total en los locales comerciales. 
En el caso de establecimientos distribuidos en varias plantas, la presencia de clientes 
en cada una de ellas deberá guardar esta misma proporción. En cualquier caso, se 
deberá garantizar una distancia mínima de dos metros entre clientes. En los locales 
comerciales en los que no sea posible mantener dicha distancia, se permitirá 
únicamente la permanencia dentro del local de un cliente.

b) Que se establezca un horario de atención con servicio prioritario para mayores 
de 65 años.

c) Que cumplan adicionalmente con las medidas que se recogen en este 
capítulo.

2. En el caso de establecimientos y locales comerciales que se encuentren 
dentro de parques o centros comerciales, podrán proceder a su reapertura al público 
siempre que tengan una superficie útil de exposición y venta al público igual o inferior 
a 400 metros cuadrados o acoten la misma a este umbral, y cuenten con acceso 
directo e independiente desde la vía pública.

3. Lo dispuesto en este capítulo, a excepción de las medidas de seguridad e 
higiene que se prevén en los artículos 4, 11 y 12, no será de aplicación a los 
establecimientos y locales comerciales minoristas que ya estaban abiertos al público 
de acuerdo con el artículo 10.1 del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, los 
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cuales podrán continuar abiertos, pudiendo ampliar la superficie útil de exposición y 
venta hasta 400 metros cuadrados, para la venta de productos autorizados en dicho 
artículo 10.1 u otros distintos.

4. Asimismo, podrán proceder a su reapertura al público, mediante la utilización 
de la cita previa, los concesionarios de automoción, las estaciones de inspección 
técnica de vehículos y los centros de jardinería y viveros de plantas sea cual fuere su 
superficie útil de exposición y venta.

Igualmente, podrán proceder a su reapertura al público las entidades 
concesionarias de juego público de ámbito estatal, a excepción de aquellas que se 
encuentren ubicadas dentro de centros comerciales o parques comerciales, sin 
acceso directo e independiente desde la vía pública.

5. Todos los establecimientos y locales que puedan proceder a la reapertura al 
público según lo dispuesto en este capítulo, podrán establecer, en su caso, sistemas 
de recogida en el local de los productos adquiridos por teléfono o en internet, 
siempre que garanticen una recogida escalonada que evite aglomeraciones en 
interior del local o su acceso.

6. Podrá establecerse un sistema de reparto a domicilio preferente para 
colectivos determinados.

7. Cuando así lo decidan los Ayuntamientos correspondientes, y debiendo 
comunicar esta decisión al órgano competente en materia de sanidad de la 
comunidad autónoma, podrán proceder a su reapertura los mercados que desarrollan 
su actividad al aire libre o de venta no sedentaria en la vía pública, comúnmente 
denominados mercadillos, dando preferencia a aquellos de productos alimentarios y 
de primera necesidad y procurando que sobre los productos comercializados en los 
mismos se garantice su no manipulación por parte de los consumidores. Los 
Ayuntamientos establecerán requisitos de distanciamiento entre puestos y 
condiciones de delimitación del mercado con el objetivo de garantizar la seguridad y 
distancia entre trabajadores, clientes y viandantes.

En todo caso, se garantizará una limitación al veinticinco por ciento de los 
puestos habituales o autorizados y una afluencia inferior a un tercio del aforo habitual 
pudiendo alternativamente procederse al aumento de la superficie habilitada para el 
ejercicio de esta actividad de manera que se produzca un efecto equivalente a la 
citada limitación.»

Cuatro. Se modifica el artículo 14 que queda redactado en los siguientes términos:

«Artículo 14.  Medidas en materia de aforo para los establecimientos y locales 
abiertos al público.

1. Los establecimientos y locales deberán exponer al público el aforo máximo de 
cada local y asegurar que dicho aforo, así como la distancia de seguridad 
interpersonal de dos metros se respeta en su interior.

2. Para ello, los establecimientos y locales deberán establecer sistemas que 
permitan el recuento y control del aforo, de forma que éste no sea superado en 
ningún momento, y que deberá incluir a los propios trabajadores.

3. La organización de la circulación de personas y la distribución de espacios 
deberá modificarse, cuando sea necesario, con el objetivo de garantizar la posibilidad 
de mantener las distancias de seguridad interpersonal exigidas en cada momento por 
el Ministerio de Sanidad. Preferiblemente, siempre que un local disponga de dos o 
más puertas, se podrá establecer un uso diferenciado para la entrada y la salida, 
reduciendo así el riesgo de formación de aglomeraciones.

4. Los establecimientos y locales comerciales que tengan una superficie de 
exposición y venta al público superior a 400 metros cuadrados que procedan a su 
reapertura conforme a lo dispuesto en el artículo 10, podrán utilizar marcas, balizas, 
cartelería o señalización para garantizar el mantenimiento de la distancia 
interpersonal de seguridad y realizar un mejor control de los accesos y gestión de las 
personas a los efectos de evitar cualquier aglomeración. En caso necesario, estos 
establecimientos podrán habilitar una zona de espera en el interior de los mismos, 
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adicional a los 400 metros cuadrados autorizados, garantizando el cumplimiento del 
resto de medidas de seguridad e higiene.

5. En los establecimientos y locales comerciales que dispongan de 
aparcamientos propios para sus empleados y clientes, cuando el acceso a las 
instalaciones, los lectores de tickets y tarjetas de empleados no pudiera realizarse de 
manera automática sin contacto, este será sustituido por un control manual y 
continuo por parte del personal de seguridad, para mejor seguimiento de las normas 
de aforo. Este personal también supervisará que se cumple con las normas de 
llegada y salida escalonada de los empleados a y desde su puesto de trabajo, según 
los turnos establecidos por el centro.

En su caso, y salvo que estrictos motivos de seguridad recomienden lo contrario, 
las puertas que se encuentren en el recorrido entre el parking y el acceso a tienda o 
los vestuarios de los empleados permanecerán abiertas para evitar la manipulación 
de los mecanismos de apertura.»

Cinco. Se modifica el artículo 17 que queda redactado en los siguientes términos:

«Artículo 17.  Servicios y prestaciones en materia de servicios sociales.

1. Los servicios sociales deberán garantizar la prestación efectiva de todos los 
servicios y prestaciones recogidos en el Catálogo de Referencia de Servicios 
Sociales, aprobado por el Consejo Territorial de Servicios Sociales y del Sistema 
para la Autonomía y la Atención a la Dependencia. Para ello, las autoridades 
competentes de las comunidades autónomas podrán determinar la reapertura al 
público de los centros y servicios donde se presten dichos servicios y prestaciones, 
atendiendo a la situación epidemiológica de cada centro o servicio, y a la capacidad 
de respuesta del sistema sanitario concernido.

2. Se priorizará que los servicios y prestaciones a los que se refiere el apartado 
anterior sean realizados por vía telemática, reservando la atención presencial a 
aquellos casos en que resulte imprescindible.

Cuando los citados servicios y prestaciones deban ser realizados de manera 
presencial, se garantizará el cumplimiento de los siguientes requisitos:

a) Observancia de las medidas de higiene y prevención establecidas por las 
autoridades sanitarias, especialmente el mantenimiento de distancia social, etiqueta 
respiratoria e higiene de manos.

b) Uso de equipos de protección adecuados al nivel de riesgo tanto por parte de 
las personas trabajadoras como por los usuarios.

3. En aquellos servicios dirigidos al cuidado de personas vulnerables que 
impliquen contacto estrecho y/o alojamiento colectivo como es el caso de servicios 
de ayuda a domicilio, los servicios prestados en centros de día y los centros 
residenciales de carácter social, las autoridades competentes de las comunidades 
autónomas podrán determinar la adopción de medidas adicionales en materia 
monitorización y seguimiento de casos, adopción de procedimientos de aislamiento o 
cuarentena, trazabilidad de los contactos, y de realización de pruebas diagnósticas.

4. En todo caso, se garantizará la disponibilidad de acceso a los servicios de 
terapia, rehabilitación, atención temprana y atención diurna para personas con 
discapacidad y/o en situación de dependencia.»

Seis. Se modifica el artículo 33, que queda redactado en los siguientes términos:

«Artículo 33.  Reapertura de los locales y establecimientos en los que se desarrollen 
actos y espectáculos culturales.

Podrá procederse a la reapertura al público de todos los locales y 
establecimientos en los que se desarrollen actos y espectáculos culturales cuya 
actividad se hubiera suspendido tras la declaración del estado de alarma en virtud de 
lo dispuesto en el artículo 10.1 del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, siempre 
que no superen un tercio del aforo autorizado. Además, si se realizan en lugares 
cerrados, no podrá haber más de treinta personas en total y, si son al aire libre, el 
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aforo máximo autorizado será de doscientas personas, sin perjuicio de lo dispuesto 
en el párrafo siguiente, y siempre que cumplan los requisitos de la presente orden.

Serán de aplicación las siguientes especialidades:

a) En las unidades territoriales contempladas en el apartado ocho del anexo, el 
aforo máximo autorizado será de veinte personas en lugares cerrados y cien 
personas al aire libre.

b) En las unidades territoriales contempladas en el apartado diez del anexo, el 
aforo máximo autorizado será de treinta personas, tanto en lugares cerrados como al 
aire libre.

c) En la unidad territorial contemplada en el apartado trece del anexo, el aforo 
máximo autorizado en lugares al aire libre será de cincuenta personas.»

Siete. Se incluye un nuevo capítulo XV con el siguiente contenido:

«CAPÍTULO XV

Condiciones para el desarrollo de la actividad cinegética y la pesca 
deportiva y recreativa

Artículo 48.  Actividad cinegética.

1. Queda permitida la actividad cinegética en todas sus modalidades siempre que 
se respete la distancia de seguridad y las medidas de higiene y prevención fijadas 
por las autoridades sanitarias.

2. Para el desarrollo de la actividad cinegética organizada que implique a más de 
un cazador, se deberá disponer de un plan de actuación por parte del responsable en 
el que se detallen las medidas de prevención e higiene a observar.

Artículo 49.  Pesca deportiva y recreativa.

Queda permitida la práctica de la pesca deportiva y recreativa en todas sus 
modalidades siempre que se respete la distancia de seguridad y las medidas de 
higiene y prevención fijadas por las autoridades sanitarias.

Artículo 50.  Medidas de higiene y prevención aplicables a la actividad cinegética y 
pesca deportiva y recreativa.

Durante el desarrollo de las actividades cinegéticas y de pesca deportiva y 
recreativa previstas en este capítulo se seguirán las medidas generales de 
prevención e higiene frente al COVID-19 indicadas por las autoridades sanitarias y 
en particular:

a) Cuando no sea posible mantener la distancia de seguridad establecida será 
obligatorio el uso de mascarilla.

b) No se compartirán utensilios de caza o pesca, ni utillaje de comida o bebida.
c) Se deberá limpiar y desinfectar el vestuario después de su uso de acuerdo con 

lo previsto en el artículo 6.
d) Se deberán limpiar y desinfectar los utensilios de caza y pesca utilizados.»

Ocho. Se modifica la disposición adicional segunda que queda redactada en los 
siguientes términos:

«Disposición adicional segunda.  Medidas para las acciones comerciales o de 
promoción.

Las acciones comerciales o de promoción que lleven a cabo los establecimientos 
comerciales deberán estar acompañadas de medidas destinadas a asegurar que no 
se generen aglomeraciones que impidan el mantenimiento de la distancia de 
seguridad, el cumplimiento de los límites de aforo, o comprometan el resto de 
medidas establecidas en esta orden, debiendo adoptar las medidas adecuadas para 
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evitarlas, incluyendo el cese inmediato de las mencionadas acciones comerciales o 
de promoción si resultara necesario.»

Nueve. Se modifica el anexo que queda redactado en los siguientes términos:

«ANEXO

Unidades territoriales
1. En la Comunidad Autónoma de Andalucía, las provincias de Almería, Córdoba, 

Cádiz, Granada, Huelva, Jaén, Málaga y Sevilla.
2. En la Comunidad Autónoma de Aragón, las provincias de Huesca, Zaragoza y 

Teruel.
3. En la Comunidad Autónoma del Principado de Asturias, toda la provincia de 

Asturias.
4. En la Comunidad Autónoma de Illes Balears, las islas de Mallorca, Menorca e 

Ibiza.
5. En la Comunidad Autónoma de Canarias, las islas de Tenerife, Gran Canaria, 

Lanzarote, Fuerteventura y La Palma.
6. En la Comunidad Autónoma de Cantabria, toda la provincia de Cantabria.
7. En la Comunidad Autónoma de Castilla y León, las siguientes zonas básicas 

de salud:

a) En la provincia de Ávila, las zonas básicas de salud de Muñico, Mombeltrán, 
Madrigal de las Altas Torres y San Pedro Arroyo.

b) En la provincia de Burgos, las zonas básicas de salud de Sedano, Valle de 
Losa, Quintanar de la Sierra, Espinosa de los Monteros, Pampliega, Valle de Mena, 
Huerta de Rey, Melgar Fernamental, Valle Tobalina, Roa de Duero y Valle 
Valdebezana.

c) En la provincia de León, las zonas básicas de salud de Truchas, Matallana de 
Torio, Riaño, Mansilla Mulas, Sahagún de Campos, Valderas, Bembibre, Cacabelos, 
Fabero, Puente Domingo Flórez, Toreno, Villablino, Villafranca del Bierzo, Ponferrada 
I, Ponferrada II, Ponferrada III y Ponferrada IV.

d) En la provincia de Palencia, las zonas básicas de salud de Torquemada, 
Cervera de Pisuerga, Guardo, Paredes de Nava y Villamuriel de Cerrato.

e) En la provincia Salamanca, las zonas básicas de salud de Robleda, 
Aldeadávila de la Ribera, Lumbrales, Miranda del Castañar, Calzada de Valdunciel, 
Cantalapiedra, Fuenteguinaldo, Peñaranda, Fuentes de Oñoro y Matilla Caños.

f) En la provincia de Segovia, las zonas básicas de salud de Sepúlveda y 
Navafría.

g) En la provincia de Soria, las zonas básicas de salud de San Pedro Manrique, 
Berlanga de Duero y Olvega.

h) En la provincia de Valladolid, las zonas básicas de salud de Alaejos, Mayorga 
de Campos, Esguevillas de Esgueva, Mota del Marqués y Villafrechos.

i) En la provincia de Zamora, las zonas básicas de salud de Alta Sanabria, 
Carbajales de Alba, Tábara, Santibáñez de Vidriales, Alcañices (Aliste), Corrales del 
Vino, Villalón de Campos, Villalpando, Camarzana de Tera, Villarín y Mombuey.

8. En la Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha, las provincias de 
Guadalajara, Cuenca, Toledo, Albacete y Ciudad Real.

9. En la Comunidad Autónoma de Cataluña, las regiones sanitarias de Camp de 
Tarragona, Alt Pirineu i Aran, Terres de l’Ebre, Girona, Lleida y Catalunya Central, 
así como las áreas de gestión asistencial del Alt Penedès y Garraf (región 
metropolitana Sud).

10. En la Comunidad Valenciana, las provincias de Castellón/Castelló, Valencia/
València, y Alicante/Alacant.

11. En la Comunidad Autónoma de Extremadura, las provincias de Cáceres y 
Badajoz.
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12. En la Comunidad Autónoma de Galicia, las provincias de Lugo, A Coruña, 
Ourense y Pontevedra.

13. En la Región de Murcia, toda la provincia de Murcia.
14. En la Comunidad Foral de Navarra, toda la provincia de Navarra.
15. En la Comunidad Autónoma del País Vasco, los territorios históricos de 

Araba/Álava, Bizkaia y Gipuzkoa.
16. En la Comunidad Autónoma de La Rioja, toda la provincia de La Rioja.
17. La Ciudad Autónoma de Ceuta.
18. La Ciudad Autónoma de Melilla.»

Disposición final tercera.  Régimen de recursos.

Contra la presente orden, se podrá interponer recurso contencioso-administrativo en el 
plazo de dos meses a partir del día siguiente al de su publicación ante la Sala de lo 
Contencioso-administrativo del Tribunal Supremo, de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 12 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-
administrativa.

Disposición final cuarta.  Planes específicos de seguridad, protocolos organizativos y 
guías.

Las medidas dispuestas por la presente orden podrán ser completadas por planes 
específicos de seguridad, protocolos organizativos y guías adaptados a cada sector de 
actividad, que aprueben las Administraciones Públicas o sus organismos dependientes o 
vinculados, una vez oídas las partes implicadas, así como por aquellos que sean acordados 
en el ámbito empresarial entre los propios trabajadores, a través de sus representantes, y los 
empresarios o asociaciones y patronales de cada sector.

Disposición final quinta.  Efectos y vigencia.

La presente orden surtirá plenos efectos desde las 00:00 horas del día 18 de mayo de 
2020 y mantendrá su eficacia durante toda la vigencia del estado de alarma y sus posibles 
prórrogas.

ANEXO

Unidades territoriales
7. En la Comunidad Autónoma de Castilla y León, las provincias de Ávila, Burgos, León, 

Palencia, Salamanca, Segovia, Soria, Valladolid y Zamora.
8. En la Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha, las provincias de Albacete, 

Ciudad Real y Toledo.
9. En la Comunidad Autónoma de Cataluña, las regiones sanitarias de Girona, Catalunya 

Central, Lleida y Barcelona.
10. En la Comunidad Valenciana, las provincias de Castellón/Castelló, Valencia/

València, y Alicante/Alacant.
17. La Ciudad Autónoma de Ceuta.
19. En la Comunidad de Madrid, la provincia de Madrid.
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§ 69

Orden SND/458/2020, de 30 de mayo, para la flexibilización de 
determinadas restricciones de ámbito nacional establecidas tras la 
declaración del estado de alarma en aplicación de la fase 3 del Plan 

para la transición hacia una nueva normalidad. [Inclusión parcial]

Ministerio de Sanidad
«BOE» núm. 153, de 30 de mayo de 2020

Última modificación: 6 de junio de 2020
Referencia: BOE-A-2020-5469

Como consecuencia de la situación de emergencia de salud pública ocasionada por el 
COVID-19, a escala nacional e internacional, el Gobierno, al amparo de lo dispuesto en el 
artículo cuatro, apartados b) y d), de la Ley Orgánica 4/1981, de 1 de junio, de los estados 
de alarma, excepción y sitio, declaró, mediante el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, el 
estado de alarma en todo el territorio nacional con el fin de afrontar la crisis sanitaria, el cual 
ha sido prorrogado en cinco ocasiones, la última mediante el Real Decreto 537/2020, de 22 
de mayo, hasta las 00:00 horas del día 7 de junio de 2020, en los términos expresados en 
dicha norma.

El artículo 4.2.d) del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, determina que, para el 
ejercicio de las funciones previstas en el mismo y bajo la superior dirección del Presidente 
del Gobierno, el Ministro de Sanidad tendrá la condición de autoridad competente delegada.

En concreto, de acuerdo con lo establecido en el artículo 4.3 del Real Decreto 463/2020, 
de 14 de marzo, el Ministro de Sanidad queda habilitado para dictar las órdenes, 
resoluciones, disposiciones e instrucciones interpretativas que, dentro de su ámbito de 
actuación como autoridad delegada, sean necesarias para garantizar la prestación de todos 
los servicios, ordinarios o extraordinarios, en orden a la protección de personas, bienes y 
lugares, mediante la adopción de cualquiera de las medidas previstas en el artículo once de 
la Ley Orgánica 4/1981, de 1 de junio.

Adicionalmente, de acuerdo con el artículo 6 del Real Decreto 537/2020, de 22 de mayo, 
por el que se prorroga el estado de alarma, el Ministro de Sanidad se designa como única 
autoridad competente delegada en el período correspondiente a la nueva prórroga.

Por su parte, el artículo 7.1 del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, limita la libertad 
de circulación de las personas a determinados supuestos, contemplando en su apartado 6 
que el Ministro de Sanidad pueda, en atención a la evolución de la emergencia sanitaria, 
dictar órdenes e instrucciones en relación con las actividades y desplazamientos a que se 
refieren los apartados 1 a 4 de ese artículo, con el alcance y ámbito territorial que en 
aquellas se determine.

Asimismo, el artículo 10 del citado Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, recoge las 
medidas de contención en el ámbito de establecimientos y locales comerciales, actividades 
de hostelería y restauración, o archivos entre otros, contemplando su apartado 6 una 
habilitación al Ministro de Sanidad para modificar, ampliar o restringir las medidas, lugares, 
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establecimientos y actividades enumeradas en los apartados anteriores, por razones 
justificadas de salud pública, pudiendo por tanto ampliar esta suspensión a aquellos otros 
supuestos que se consideren necesarios.

En el momento actual, España ha iniciado un proceso de reducción gradual de las 
medidas extraordinarias de restricción de la movilidad y del contacto social establecidas 
mediante el citado Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo. Así, el pasado 28 de abril de 
2020 el Consejo de Ministros adoptó el Plan para la transición hacia una nueva normalidad 
que establece los principales parámetros e instrumentos para la consecución de la 
normalidad. Este proceso, articulado en cuatro fases, fase 0 a fase 3, ha de ser gradual y 
adaptable a los cambios de orientación necesarios en función de la evolución de los datos 
epidemiológicos y del impacto de las medidas adoptadas.

El objetivo fundamental del citado Plan para la transición es conseguir que, preservando 
la salud pública, se recupere paulatinamente la vida cotidiana y la actividad económica, 
minimizando el riesgo que representa la epidemia para la salud de la población y evitando 
que las capacidades del Sistema Nacional de Salud se puedan desbordar.

Asimismo, según lo recogido en el artículo 3 del Real Decreto 537/2020, de 22 de mayo, 
en aplicación del citado Plan, el Ministro de Sanidad, a propuesta, en su caso, de las 
comunidades autónomas y de las Ciudades de Ceuta y Melilla, y a la vista de la evolución de 
los indicadores sanitarios, epidemiológicos, sociales, económicos y de movilidad, podrá 
acordar, en el ámbito de su competencia, la progresión de las medidas aplicables en un 
determinado ámbito territorial. La regresión de las medidas hasta las previstas en el Real 
Decreto 463/2020, de 14 de marzo, se hará, en su caso, siguiendo el mismo procedimiento.

Por todo ello, y de acuerdo con lo previsto en la Orden SND/387/2020, de 3 de mayo, por 
la que se regula el proceso de cogobernanza con las comunidades autónomas y ciudades de 
Ceuta y Melilla para la transición a una nueva normalidad, y ante la evolución epidemiológica 
positiva y el oportuno cumplimiento de los criterios establecidos, procede aprobar las 
correspondientes medidas de flexibilización a aplicar en todas aquellas unidades territoriales 
que estén en la fase 3 del Plan para la transición hacia una nueva normalidad.

De este modo, podrá procederse a la apertura de establecimientos y locales comerciales 
minoristas y de actividades de servicios profesionales con independencia de su superficie útil 
de exposición y venta, siempre y cuando se limite su aforo al cincuenta por ciento.

Se permite asimismo la apertura al público de las zonas comunes y las zonas recreativas 
de los centros y parques comerciales, limitando su aforo al cuarenta por ciento. Asimismo, el 
aforo de los locales y establecimientos comerciales ubicados en los mismos se fija también 
en un cincuenta por ciento.

En materia de hostelería y restauración, se permite el consumo en barra siempre que se 
garantice el mantenimiento de la distancia de seguridad entre clientes o, en su caso, grupos 
de clientes, de dos metros. De este modo, se establece un régimen equivalente al permitido 
para el consumo en mesa, para el que se mantiene una distancia de dos metros entre mesas 
o agrupaciones de mesas. Asimismo, se permite que las terrazas al aire libre abran al 
setenta y cinco por ciento de su capacidad permitida.

Por lo que se refiere a los hoteles y alojamientos turísticos se permite la apertura al 
público de las zonas comunes siempre que no superen el cincuenta por ciento de su aforo.

En el ámbito de la cultura, destaca la posibilidad de realizar actividades culturales en las 
bibliotecas y museos.

En materia de deportes se permiten los entrenamientos de carácter medio en ligas no 
profesionales federadas, así como la celebración de espectáculos y actividades deportivas.

Por lo que se refiere a las actividades turísticas se flexibilizan las condiciones para la 
práctica de actividades de turismo activo y de naturaleza con grupos de hasta treinta 
personas.

En materia de congresos, se establece un límite de ochenta asistentes.
Asimismo, se podrá proceder a la reapertura de los centros recreativos turísticos, 

zoológicos y acuarios con un aforo máximo del cincuenta por ciento.
Se permite la reapertura al público de los casinos, establecimientos de juegos colectivos 

de dinero y de azar, salones de juego, salones recreativos, rifas y tómbolas, locales 
específicos de apuestas y otros locales e instalaciones asimilables a los de actividad 
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recreativa de juegos y apuestas, siempre que no se supere el cincuenta por ciento del aforo 
permitido y se cumplan las medidas de higiene y prevención previstas en la orden.

Finalmente, se permite la realización de actividades de tiempo libre dirigidas a la 
población infantil y juvenil, siempre que se cumplan las medidas de higiene y prevención 
previstas en esta orden.

Corresponde al Ministro de Sanidad la adopción de esta orden, de acuerdo con lo 
establecido en los artículos 4.3, 7.6 y 10.6 del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por 
el que se declara el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria 
ocasionada por el COVID-19, así como los artículos 3 y 6 del Real Decreto 537/2020, de 22 
de mayo, por el que se prorroga el estado de alarma declarado por el Real Decreto 
463/2020, de 14 de marzo.

En su virtud, dispongo:

CAPÍTULO I

Disposiciones generales

Sección 1.ª Objeto y ámbito de aplicación

Artículo 1.  Objeto.

La presente orden tiene por objeto establecer las condiciones para la flexibilización de 
determinadas restricciones de ámbito nacional establecidas por el estado de alarma, en 
aplicación de la fase 3 del Plan para la transición hacia una nueva normalidad.

Artículo 2.  Ámbito de aplicación.

1. La presente orden será de aplicación a las actividades objeto de la misma que se 
desarrollen en las unidades territoriales que constan en el anexo, así como a las personas 
que residan en dichas unidades, de acuerdo con lo previsto en el apartado segundo del 
artículo 3 del Real Decreto 537/2020, de 22 de mayo, por el que se prorroga el estado de 
alarma declarado por el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo.

2. Las personas vulnerables al COVID-19 también podrán hacer uso de las habilitaciones 
previstas en esta orden, siempre que su condición clínica esté controlada y lo permita, y 
manteniendo rigurosas medidas de protección.

No podrán hacer uso de dichas habilitaciones, ya sea para reincorporarse a su puesto de 
trabajo o para acudir a los locales, establecimientos, centros, o realizar las actividades a que 
se refiere esta orden, las personas que presenten síntomas o estén en aislamiento 
domiciliario debido a un diagnóstico por COVID-19, o que se encuentren en período de 
cuarentena domiciliaria por haber tenido contacto estrecho con alguna persona con síntomas 
o diagnosticada de COVID-19.

Sección 2.ª Medidas de higiene y prevención

Artículo 3.  Fomento de los medios no presenciales de trabajo.

1. Siempre que sea posible, se fomentará la continuidad del teletrabajo para aquellos 
trabajadores que puedan realizar su actividad laboral a distancia.

2. No obstante lo anterior, las empresas podrán elaborar protocolos de reincorporación 
presencial a la actividad laboral, siempre de acuerdo con la normativa laboral y de 
prevención de riesgos laborales, que deberán incluir recomendaciones sobre el uso de los 
equipos de protección adecuados al nivel de riesgo, la descripción de las medidas de 
seguridad a aplicar, la regulación de la vuelta al trabajo con horario escalonado para el 
personal, siempre que esto sea posible, así como la conciliación de la vida laboral y familiar.

Artículo 4.  Medidas de higiene y prevención para el personal trabajador de los sectores de 
actividad previstos en esta orden.

1. Sin perjuicio del cumplimiento de la normativa de prevención de riesgos laborales y de 
la normativa laboral, el titular de la actividad económica o, en su caso, el director de los 
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centros y entidades previstas en esta orden deberá adoptar las acciones necesarias para 
cumplir las medidas de higiene y prevención para el personal trabajador de los sectores de 
actividad establecidos en esta orden.

En este sentido, se asegurará que todos los trabajadores tengan permanentemente a su 
disposición en el lugar de trabajo agua y jabón, o geles hidroalcohólicos o desinfectantes con 
actividad virucida autorizados y registrados por el Ministerio de Sanidad para la limpieza de 
manos. Asimismo, cuando no pueda garantizarse la distancia de seguridad interpersonal de 
aproximadamente dos metros, se asegurará que los trabajadores dispongan de equipos de 
protección adecuados al nivel de riesgo. En este caso, todo el personal deberá estar 
formado e informado sobre el correcto uso de los citados equipos de protección.

Lo dispuesto en el párrafo anterior será también aplicable a todos los trabajadores de 
empresas que presten servicios en los centros, entidades, locales o establecimientos a los 
que resulta de aplicación esta orden, ya sea con carácter habitual o de forma puntual.

2. El fichaje con huella dactilar será sustituido por cualquier otro sistema de control 
horario que garantice las medidas higiénicas adecuadas para la protección de la salud y la 
seguridad de los trabajadores, o bien se deberá desinfectar el dispositivo de fichaje antes y 
después de cada uso, advirtiendo a los trabajadores de esta medida.

3. La disposición de los puestos de trabajo, la organización de los turnos y el resto de 
condiciones de trabajo existentes en los centros, entidades, locales y establecimientos se 
modificarán, en la medida necesaria, para garantizar la posibilidad de mantener la distancia 
de seguridad interpersonal de dos metros entre los trabajadores, siendo esto responsabilidad 
del titular de la actividad económica o, en su caso, del director de los centros y entidades, o 
de la persona en quien estos deleguen.

4. Asimismo, las medidas de distancia previstas en esta orden deberán cumplirse, en su 
caso, en los vestuarios, taquillas y aseos de los trabajadores, así como en cualquier otra 
zona de uso común.

5. Si un trabajador empezara a tener síntomas compatibles con la enfermedad, 
contactará de inmediato con el teléfono habilitado para ello por la comunidad autónoma o 
centro de salud correspondiente y, en su caso, con el correspondiente servicio de prevención 
de riesgos laborales. El trabajador se colocará una mascarilla, debiendo abandonar, en todo 
caso, su puesto de trabajo hasta que su situación médica sea valorada por un profesional 
sanitario.

Artículo 5.  Medidas para prevenir el riesgo de coincidencia masiva de personas en el 
ámbito laboral.

1. Sin perjuicio de la adopción de las necesarias medidas de protección colectiva e 
individual, los centros deberán realizar los ajustes en la organización horaria que resulten 
necesarios para evitar el riesgo de coincidencia masiva de personas, trabajadoras o no, en 
espacios o centros de trabajo durante las franjas horarias de previsible máxima afluencia o 
concentración, atendiendo a la zona geográfica de la que se trate, y de conformidad con lo 
recogido en los siguientes apartados.

2. Se considerará que existe riesgo de coincidencia masiva de personas cuando no haya 
expectativas razonables de que se respeten las distancias mínimas de seguridad, 
particularmente en las entradas y salidas al trabajo, teniendo en cuenta tanto la probabilidad 
de coincidencia masiva de las personas trabajadoras como la afluencia de otras personas 
que sea previsible o periódica.

3. Los ajustes a los que se refiere el apartado anterior deberán efectuarse teniendo en 
cuenta las instrucciones de las autoridades competentes, así como, en su caso, lo previsto 
en la normativa laboral y convencional que resulte de aplicación.

Artículo 6.  Medidas de higiene exigibles a las actividades previstas en esta orden.

1. El titular de la actividad económica o, en su caso, el director de los centros y 
entidades, deberá asegurar que se adoptan las medidas de limpieza y desinfección 
adecuadas a las características e intensidad de uso de los centros, entidades, locales y 
establecimientos previstos en esta orden.

En las tareas de limpieza se prestará especial atención a las zonas de uso común y a las 
superficies de contacto más frecuentes como pomos de puertas, mesas, muebles, 
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pasamanos, suelos, teléfonos, perchas, y otros elementos de similares características, 
conforme a las siguientes pautas:

a) Se utilizarán desinfectantes como diluciones de lejía (1:50) recién preparada o 
cualquiera de los desinfectantes con actividad virucida que se encuentran en el mercado y 
que han sido autorizados y registrados por el Ministerio de Sanidad. En el uso de ese 
producto se respetarán las indicaciones de la etiqueta.

b) Tras cada limpieza, los materiales empleados y los equipos de protección utilizados se 
desecharán de forma segura, procediéndose posteriormente al lavado de manos.

Las medidas de limpieza se extenderán también, en su caso, a zonas privadas de los 
trabajadores, tales como vestuarios, taquillas, aseos, cocinas y áreas de descanso.

Asimismo, cuando existan puestos de trabajo compartidos por más de un trabajador, se 
realizará la limpieza y desinfección del puesto tras la finalización de cada uso, con especial 
atención al mobiliario y otros elementos susceptibles de manipulación.

2. En el caso de que se empleen uniformes o ropa de trabajo, se procederá al lavado y 
desinfección regular de los mismos, siguiendo el procedimiento habitual.

3. Se deben realizar tareas de ventilación periódica en las instalaciones y, como mínimo, 
de forma diaria y durante el tiempo necesario para permitir la renovación del aire.

4. Cuando en los centros, entidades, locales y establecimientos previstos en esta orden 
haya ascensor o montacargas, su uso se limitará al mínimo imprescindible y se utilizarán 
preferentemente las escaleras. Cuando sea necesario utilizarlos, la ocupación máxima de los 
mismos será de una persona, salvo que sea posible garantizar la separación de dos metros 
entre ellas, o en aquellos casos de personas que puedan precisar asistencia, en cuyo caso 
también se permitirá la utilización por su acompañante.

5. Cuando de acuerdo con lo previsto en esta orden el uso de los aseos, vestuarios, 
probadores, salas de lactancia o similares esté permitido por clientes, visitantes o usuarios, 
su ocupación máxima será de una persona para espacios de hasta cuatro metros cuadrados, 
salvo en aquellos supuestos de personas que puedan precisar asistencia, en cuyo caso 
también se permitirá la utilización por su acompañante. Para aseos de más de cuatro metros 
cuadrados que cuenten con más de una cabina o urinario, la ocupación máxima será del 
cincuenta por ciento del número de cabinas y urinarios que tenga la estancia, debiendo 
mantenerse durante su uso una distancia de seguridad de dos metros. Deberá reforzarse la 
limpieza y desinfección de los referidos aseos garantizando siempre el estado de salubridad 
e higiene de los mismos.

6. Se fomentará el pago con tarjeta u otros medios que no supongan contacto físico 
entre dispositivos, evitando, en la medida de lo posible, el uso de dinero en efectivo. Se 
limpiará y desinfectará el datáfono tras cada uso, así como el TPV si el empleado que lo 
utiliza no es siempre el mismo.

7. Se deberá disponer de papeleras en las que poder depositar pañuelos y cualquier otro 
material desechable. Dichas papeleras deberán ser limpiadas de forma frecuente, y al 
menos una vez al día.

8. Lo previsto en este artículo se aplicará sin perjuicio de las especificidades en materia 
de limpieza y desinfección establecidas en esta orden para sectores concretos.

CAPÍTULO II

Flexibilización de medidas de carácter social

Artículo 7.  Libertad de circulación.

1. Se podrá circular por la provincia, isla o unidad territorial de referencia a efectos del 
proceso de desescalada, sin perjuicio de las excepciones que justifiquen el desplazamiento a 
otra parte del territorio nacional por motivos sanitarios, laborales, profesionales o 
empresariales, de retorno al lugar de residencia familiar, asistencia y cuidado de mayores, 
dependientes o personas con discapacidad, causa de fuerza mayor o situación de necesidad 
o cualquier otra de análoga naturaleza.
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No quedará reservada ninguna franja horaria a colectivo alguno. En el caso de contacto 
social con personas que se encuentran dentro de los grupos considerados vulnerables al 
COVID-19, se deberán extremar las medidas de seguridad e higiene.

2. En todo caso, deberán respetarse las medidas de seguridad e higiene establecidas 
por las autoridades sanitarias para la prevención del COVID-19, y, en particular, las relativas 
al mantenimiento de una distancia mínima de seguridad de, al menos, dos metros, o, en su 
defecto, medidas alternativas de protección física, de higiene de manos y etiqueta 
respiratoria. A estos efectos, los grupos deberían ser de un máximo de veinte personas, 
excepto en el caso de personas convivientes.

Artículo 8.  Velatorios y entierros.

1. Los velatorios podrán realizarse en todo tipo de instalaciones, públicas o privadas, con 
un límite máximo, en cada momento, de cincuenta personas en espacios al aire libre o de 
veinticinco personas en espacios cerrados, sean o no convivientes.

2. La participación en la comitiva para el enterramiento o despedida para cremación de la 
persona fallecida se restringe a un máximo de cincuenta personas, entre familiares y 
allegados, además de, en su caso, el ministro de culto o persona asimilada de la confesión 
respectiva para la práctica de los ritos funerarios de despedida del difunto.

3. En todo caso, deberán respetarse las medidas de seguridad e higiene establecidas 
por las autoridades sanitarias para la prevención del COVID-19, relativas al mantenimiento 
de una distancia mínima de seguridad de dos metros, higiene de manos y etiqueta 
respiratoria.

Artículo 9.  Lugares de culto.

1. Se permitirá la asistencia a lugares de culto siempre que no se supere el setenta y 
cinco por ciento de su aforo. El aforo máximo deberá publicarse en lugar visible del espacio 
destinado al culto. Se deberán cumplir las medidas generales de seguridad e higiene 
establecidas por las autoridades sanitarias.

2. Serán de aplicación los requisitos previstos en el artículo 9, apartados 2 y 3, de la 
Orden SND/399/2020, de 9 de mayo, para la flexibilización de determinadas restricciones de 
ámbito nacional, establecidas tras la declaración del estado de alarma en aplicación de la 
fase 1 del Plan para la transición hacia una nueva normalidad.

Artículo 10.  Ceremonias nupciales.

1. Las ceremonias nupciales podrán realizarse en todo tipo de instalaciones, públicas o 
privadas, ya sea en espacios al aire libre o espacios cerrados, siempre que no se supere el 
setenta y cinco por ciento de su aforo, y en todo caso un máximo de ciento cincuenta 
personas en espacios al aire libre o de setenta y cinco personas en espacios cerrados.

Durante la celebración de las ceremonias se deberán cumplir las medidas de higiene y 
prevención establecidas por las autoridades sanitarias relativas al mantenimiento de la 
distancia social, higiene de manos y etiqueta respiratoria.

2. Las celebraciones que pudieran tener lugar tras la ceremonia y que impliquen algún 
tipo de servicio de hostelería y restauración, se ajustarán a lo previsto en el capítulo IV.

3. Lo previsto en este artículo será de aplicación a otras celebraciones religiosas de 
carácter social.
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CAPÍTULO III

Condiciones para el desarrollo de la actividad en establecimientos y locales 
comerciales minoristas y de prestación de servicios asimilados

Artículo 11.  Condiciones que deben cumplir los establecimientos y locales comerciales 
minoristas y de actividades de servicios profesionales abiertos al público, que no tengan la 
condición de centros y parques comerciales.

1. Los establecimientos y locales comerciales minoristas y de actividades de servicios 
profesionales que, con independencia de su superficie útil de exposición y venta, abran al 
público deberán cumplir todos los requisitos siguientes:

a) Que se reduzca al cincuenta por ciento el aforo total en los establecimientos y locales. 
En el caso de establecimientos o locales distribuidos en varias plantas, la presencia de 
clientes en cada una de ellas deberá guardar esta misma proporción.

En cualquier caso, se deberá garantizar una distancia mínima de dos metros entre 
clientes. En los locales en los que no sea posible mantener dicha distancia, se permitirá 
únicamente la permanencia dentro del local de un cliente.

b) Que se establezca un horario de atención con servicio prioritario para mayores de 65 
años.

c) Que cumplan adicionalmente con las medidas que se recogen en este capítulo a 
excepción de lo previsto en los artículos 12 y 17.

2. Lo dispuesto en esta orden, a excepción de las medidas de seguridad e higiene que 
se prevén en los artículos 4, 13 y 14, no será de aplicación a los establecimientos y locales 
comerciales minoristas que ya estaban abiertos al público de acuerdo con el artículo 10.1 del 
Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, para los productos o secciones mencionados en el 
citado artículo.

3. Todos los establecimientos y locales abiertos al público según lo dispuesto en este 
capítulo podrán establecer, en su caso, sistemas de recogida en el establecimiento de los 
productos adquiridos por teléfono o Internet, siempre que garanticen una recogida 
escalonada que evite aglomeraciones en el interior del local o su acceso.

4. Podrá establecerse un sistema de reparto a domicilio preferente para colectivos 
determinados.

5. En el caso de los mercados que desarrollan su actividad en la vía pública al aire libre o 
de venta no sedentaria, comúnmente llamados mercadillos, que ya hubieran reiniciado su 
actividad conforme a lo dispuesto en la Orden SND/399/2020, de 9 de mayo, en la Orden 
SND/414/2020, de 16 de mayo, para la flexibilización de determinadas restricciones de 
ámbito nacional establecidas tras la declaración del estado de alarma en aplicación de la 
fase 2 del Plan para la transición hacia una nueva normalidad, o la reinicien por decisión del 
Ayuntamiento correspondiente a partir de la entrada en vigor de la presente orden, se 
garantizará la limitación a la mitad de los puestos habituales o autorizados, limitando la 
afluencia de clientes de manera que se asegure el mantenimiento de la distancia social de 
dos metros.

Los Ayuntamientos podrán aumentar la superficie habilitada o habilitar nuevos días para 
el ejercicio de esta actividad, de manera que se produzca un efecto equivalente a la citada 
limitación.

A la hora de determinar los comerciantes que pueden ejercer su actividad, el 
Ayuntamiento podrá priorizar aquellos que comercializan productos alimentarios y de primera 
necesidad, asegurando que no se manipulen los productos comercializados en los mismos 
por parte de los consumidores.

Los Ayuntamientos establecerán requisitos de distanciamiento entre puestos y 
condiciones de delimitación del mercado con el objetivo de garantizar la seguridad y 
distancia entre trabajadores, clientes y viandantes.
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Artículo 12.  Condiciones que deben cumplir los centros y parques comerciales abiertos al 
público.

Únicamente podrán abrir al público los centros y parques comerciales, incluidas sus 
zonas comunes y recreativas, que garanticen el cumplimiento de los siguientes requisitos:

a) Que, conforme a los aforos determinados en el Plan de Autoprotección de cada centro 
o parque comercial, se limite el aforo de sus zonas comunes y recreativas al cuarenta por 
ciento.

b) Que se limite al cincuenta por ciento el aforo en cada uno de los establecimientos y 
locales comerciales situados en ellos.

c) Que se garantice, en todo caso, el mantenimiento de la distancia interpersonal de dos 
metros y se eviten las aglomeraciones de personas que comprometan el cumplimiento de la 
misma en las zonas comunes y recreativas, como pueden ser zonas infantiles, ludotecas o 
áreas de descanso.

d) Que se cumplan las medidas de higiene establecidas en este capítulo para los 
establecimientos y locales comerciales minoristas, además de las específicas que se 
establecen en el artículo 17.

Artículo 13.  Medidas de higiene exigibles a los establecimientos y locales con apertura al 
público.

1. Los establecimientos y locales que abran al público en los términos del artículo 11 
realizarán, al menos dos veces al día, una limpieza y desinfección de las instalaciones con 
especial atención a las superficies de contacto más frecuentes como pomos de puertas, 
mostradores, muebles, pasamanos, máquinas dispensadoras, suelos, teléfonos, perchas, 
carros y cestas, grifos, y otros elementos de similares características, conforme a las 
siguientes pautas:

a) Una de las limpiezas se realizará al finalizar el día, o bien antes de la reanudación de 
la actividad al día siguiente.

b) Serán de aplicación las indicaciones de limpieza y desinfección previstas en el artículo 
6.1.a) y b).

Para dicha limpieza se podrá realizar, a lo largo de la jornada y preferentemente a 
mediodía, una pausa de la apertura dedicada a tareas de mantenimiento, limpieza y 
reposición. Estos horarios de cierre por limpieza se comunicarán debidamente al consumidor 
por medio de cartelería visible o mensajes por megafonía.

Asimismo, se realizará una limpieza y desinfección de los puestos de trabajo en cada 
cambio de turno, con especial atención a mostradores y mesas u otros elementos de los 
puestos en mercadillos, mamparas en su caso, teclados, terminales de pago, pantallas 
táctiles, herramientas de trabajo y otros elementos susceptibles de manipulación, prestando 
especial atención a aquellos utilizados por más de un trabajador.

Cuando en el establecimiento o local vaya a permanecer más de un trabajador 
atendiendo al público, las medidas de limpieza se extenderán no solo a la zona comercial, 
sino también, en su caso, a las zonas privadas de los trabajadores, tales como vestuarios, 
taquillas, aseos, cocinas y áreas de descanso.

2. Se revisará cada hora el funcionamiento y la limpieza de sanitarios, grifos y pomos de 
puerta de los aseos en los establecimientos y locales con apertura al público.

3. En el caso de la venta automática, máquinas expendedoras, lavanderías autoservicio 
y actividades similares, el titular de las mismas deberá asegurar el cumplimiento de las 
medidas de higiene y desinfección adecuadas tanto de las máquinas como de los 
establecimientos y locales, así como informar a los usuarios de su correcto uso mediante la 
instalación de cartelería informativa. En todo caso, serán de aplicación las medidas previstas 
en el artículo 6 de esta orden.
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Artículo 14.  Medidas de higiene y prevención para el personal trabajador de los 
establecimientos y locales que abran al público.

La distancia entre el vendedor o proveedor de servicios y el consumidor durante todo el 
proceso de atención al consumidor será de al menos un metro cuando se cuente con 
elementos de protección o barrera, o de aproximadamente dos metros sin estos elementos.

Asimismo, la distancia entre los puestos de los mercados al aire libre o de venta no 
sedentaria en la vía pública y los consumidores será de dos metros en todo momento.

En el caso de servicios que no permitan el mantenimiento de la distancia de seguridad 
interpersonal, como pueden ser las peluquerías, centros de estética o fisioterapia, se deberá 
utilizar el equipo de protección adecuado al nivel de riesgo que asegure la protección tanto 
del trabajador como del cliente, debiendo asegurar en todo caso el mantenimiento de la 
distancia de dos metros entre un cliente y otro.

Artículo 15.  Medidas relativas a la higiene de los clientes en el interior de establecimientos 
y locales y en los mercados al aire libre o de venta no sedentaria en la vía pública.

1. El tiempo de permanencia en los establecimientos y locales será el estrictamente 
necesario para que los clientes puedan realizar sus compras o recibir la prestación del 
servicio.

2. Los establecimientos y locales, así como los mercados al aire libre o de venta no 
sedentaria en la vía pública, deberán señalar de forma clara la distancia de seguridad 
interpersonal de dos metros entre clientes, con marcas en el suelo, o mediante el uso de 
balizas, cartelería y señalización para aquellos casos en los que sea posible la atención 
individualizada de más de un cliente al mismo tiempo, que no podrá realizarse de manera 
simultánea por el mismo trabajador.

3. Los establecimientos y locales deberán poner a disposición del público dispensadores 
de geles hidroalcohólicos o desinfectantes con actividad virucida autorizados y registrados 
por el Ministerio de Sanidad, en todo caso en la entrada del local, que deberán estar siempre 
en condiciones de uso, siendo recomendada la puesta a disposición de estos dispensadores 
también en las inmediaciones de los mercados al aire libre o de venta no sedentaria en la vía 
pública.

4. En los establecimientos y locales, así como los mercados al aire libre o de venta no 
sedentaria en la vía pública, que cuenten con zonas de autoservicio, deberá prestar el 
servicio un trabajador del establecimiento o local o mercado al aire libre o de venta no 
sedentaria en la vía pública con el fin de evitar la manipulación directa de los productos por 
parte de los clientes.

5. No se podrá poner a disposición de los clientes productos de prueba no destinados a 
la venta como cosméticos, productos de perfumería, y similares que impliquen manipulación 
directa por sucesivos clientes.

Asimismo, no se podrán colocar en los establecimientos comerciales productos de 
telecomunicaciones para uso y prueba de los clientes sin supervisión de un trabajador que 
de manera permanente pueda proceder a su desinfección inmediata tras la manipulación por 
parte de cada cliente.

6. En los establecimientos del sector comercial textil, y de arreglos de ropa y similares, 
los probadores deberán utilizarse por una única persona y después de su uso se limpiarán y 
desinfectarán.

En caso de que un cliente se pruebe una prenda que posteriormente no adquiera, el 
titular del establecimiento implementará medidas para que la prenda sea higienizada antes 
que sea facilitada a otros clientes. Esta medida será también aplicable a las devoluciones de 
prendas que realicen los clientes.

Artículo 16.  Medidas en materia de aforo para los establecimientos y locales abiertos al 
público.

1. Los establecimientos y locales deberán exponer al público el aforo máximo de cada 
local y asegurar que dicho aforo, así como la distancia de seguridad interpersonal de dos 
metros se respeta en su interior.
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2. Para ello, los establecimientos y locales deberán establecer sistemas que permitan el 
recuento y control del aforo, de forma que éste no sea superado en ningún momento, y que 
deberá incluir a los propios trabajadores.

3. La organización de la circulación de personas y la distribución de espacios deberá 
modificarse, cuando sea necesario, con el objetivo de garantizar la posibilidad de mantener 
la distancia de seguridad interpersonal de dos metros exigida por el Ministerio de Sanidad. 
Preferiblemente, siempre que un local disponga de dos o más puertas, se podrá establecer 
un uso diferenciado para la entrada y la salida, reduciendo así el riesgo de formación de 
aglomeraciones.

4. En los establecimientos y locales que dispongan de aparcamientos propios para sus 
trabajadores y clientes, cuando el acceso a las instalaciones con los lectores de «tickets» y 
tarjetas de trabajadores no pudiera realizarse de manera automática sin contacto, este será 
sustituido por un control manual y continuo por parte del personal de seguridad, para mejor 
seguimiento de las normas de aforo.

Este personal también supervisará que se cumple con las normas de llegada y salida 
escalonada de los trabajadores a y desde su puesto de trabajo, según los turnos 
establecidos por el centro.

En su caso, y salvo que estrictos motivos de seguridad recomienden lo contrario, las 
puertas que se encuentren en el recorrido entre el «parking» y el acceso a la tienda o los 
vestuarios de los trabajadores permanecerán abiertas para evitar la manipulación de los 
mecanismos de apertura.

Artículo 17.  Medidas adicionales aplicables a centros comerciales y parques comerciales.

Además de lo dispuesto en el artículo 12, los centros y parques comerciales abiertos al 
público deberán cumplir las condiciones siguientes:

a) El uso de aseos familiares y salas de lactancia se restringirá a una única familia, no 
pudiendo simultanear su uso dos unidades familiares y debiendo procederse a su limpieza y 
desinfección de acuerdo con lo establecido en el artículo 6.5.

b) El uso de los aseos y salas de lactancia comunes de los centros y parques 
comerciales deberá ser controlado por el personal de los mismos, debiendo procederse a su 
limpieza y desinfección de acuerdo con lo establecido en el artículo 6.5.

c) Se deberá proceder diariamente a la limpieza y desinfección de las zonas comunes y 
zonas recreativas de los centros y parques comerciales, de acuerdo con lo establecido en el 
artículo 6, tanto antes de la apertura al público y después del cierre, como de manera regular 
durante el horario de apertura, prestando especial atención a las áreas de contacto de las 
zonas comunes, tales como suelos, mostradores, juegos de las zonas infantiles, y bancos o 
sillas.

d) El personal de seguridad velará por que se respete la distancia mínima interpersonal 
de dos metros y evitará la formación de grupos numerosos y aglomeraciones que se puedan 
formar, prestando especial atención a las zonas de escaleras mecánicas, ascensores, zonas 
comunes de paso y zonas recreativas.

e) En la zona de aparcamiento, además de la desinfección continuada de los puntos de 
contacto habituales y puesta a disposición al alcance del cliente de gel hidroalcohólico, se 
fomentará el pago por medios electrónicos sin contacto de acuerdo con lo previsto en el 
artículo 6.6.

f) En caso necesario, se utilizarán vallas o sistemas de señalización equivalentes para un 
mejor control de los accesos y gestión de las personas a los efectos de evitar cualquier 
aglomeración. Preferiblemente, siempre que el centro o parque comercial disponga de dos o 
más accesos, se podrá establecer un uso diferenciado para la entrada y la salida, 
reduciendo así el riesgo de formación de aglomeraciones.

g) Se deberán establecer sistemas que permitan el recuento y control del aforo, de forma 
que éste no sea superado en ningún momento, y que deberá incluir a los propios 
trabajadores.
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CAPÍTULO IV

Condiciones para la prestación del servicio en los establecimientos de 
hostelería y restauración

Artículo 18.  Apertura de establecimientos de hostelería y restauración.

1. Podrá procederse a la apertura al público de los establecimientos de hostelería y 
restauración para consumo en el local siempre que no se supere el cincuenta por ciento de 
su aforo y se cumplan las condiciones previstas en este capítulo.

2. El consumo dentro del local podrá realizarse sentado en mesa, o agrupaciones de 
mesas, preferentemente mediante reserva previa. Deberá asegurarse el mantenimiento de la 
debida distancia física de dos metros entre las mesas o, en su caso, agrupaciones de 
mesas. La mesa o agrupación de mesas que se utilicen para este fin, deberán ser acordes al 
número de personas, permitiendo que se respeten la distancia mínima de seguridad 
interpersonal.

3. Estará permitido el consumo en barra siempre que se garantice una separación 
mínima de dos metros entre clientes o, en su caso, grupos de clientes.

4. Podrá procederse a la apertura al público de las terrazas al aire libre de los 
establecimientos de hostelería y restauración limitándose el aforo al setenta y cinco por 
ciento de las mesas permitidas en el año inmediatamente anterior en base a la 
correspondiente licencia municipal. En el caso que la licencia sea concedida por primera vez, 
deberá limitarse el aforo al setenta y cinco por ciento del que haya sido autorizado para este 
año.

A los efectos de la presente orden se considerarán terrazas al aire libre todo espacio no 
cubierto o todo espacio que, estando cubierto, esté rodeado lateralmente por un máximo de 
dos paredes, muros o paramentos.

En el caso de que el establecimiento de hostelería y restauración obtuviera el permiso 
del Ayuntamiento para incrementar la superficie destinada a la terraza al aire libre, se podrá 
incrementar el número de mesas previsto en el párrafo anterior, respetando, en todo caso, 
una proporción del setenta y cinco por ciento entre mesas y superficie disponible y llevando 
a cabo un incremento proporcional del espacio peatonal en el mismo tramo de la vía pública 
en el que se ubique la terraza.

En todo caso, deberá asegurarse que se mantiene la debida distancia física de al menos 
dos metros entre las mesas o, en su caso, agrupaciones de mesas. La ocupación máxima 
será de veinte personas por mesa o agrupación de mesas. La mesa o agrupación de mesas 
que se utilicen para este fin, deberán ser acordes al número de personas, permitiendo que 
se respeten la distancia mínima de seguridad interpersonal.

5. Las comunidades autónomas y las ciudades autónomas, en su respectivo ámbito 
territorial, podrán modificar el aforo previsto en el apartado 1, siempre que el mismo no sea 
inferior al cincuenta por ciento ni superior a los dos tercios del aforo máximo.

Asimismo, podrán modificar el porcentaje previsto en el apartado 4, siempre que el 
mismo no sea inferior al cincuenta por ciento ni superior al setenta y cinco por ciento.

6. Podrá procederse a la reapertura al público de locales de discotecas y bares de ocio 
nocturno siempre que no se supere un tercio de su aforo y se cumplan las condiciones 
previstas en este capítulo. En todo caso, podrá procederse a la apertura al público de las 
terrazas al aire libre de estos establecimientos en las mismas condiciones y con los mismos 
requisitos previstos en los apartados 4 y 5.

Cuando existiera en el local un espacio destinado a pista de baile o similar, el mismo 
podrá ser utilizado para instalar mesas o agrupaciones de mesas, no pudiendo dedicarse 
dicho espacio a su uso habitual.

Artículo 19.  Medidas de higiene y prevención en la prestación del servicio.

En la prestación del servicio en los locales de hostelería y restauración, discotecas y 
bares de ocio nocturno a los que se refiere el artículo anterior, deberán respetarse las 
siguientes medidas de higiene y prevención:

a) Limpieza y desinfección del equipamiento, en particular mesas, sillas, barra, así como 
cualquier otra superficie de contacto, entre un cliente y otro. Asimismo, se deberá proceder a 
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la limpieza y desinfección del local al menos una vez al día de acuerdo con lo previsto en el 
artículo 6.

b) Se priorizará la utilización de mantelerías de un solo uso. En el caso de que esto no 
fuera posible, debe evitarse el uso de la misma mantelería o salvamanteles con distintos 
clientes, optando por materiales y soluciones que faciliten su cambio entre servicios y su 
lavado mecánico en ciclos de lavado entre 60 y 90 grados centígrados.

c) Se deberá poner a disposición del público dispensadores de geles hidroalcohólicos o 
desinfectantes con actividad virucida autorizados y registrados por el Ministerio de Sanidad, 
en todo caso en la entrada del establecimiento o local y a la salida de los baños, que 
deberán estar siempre en condiciones de uso.

d) Se evitará el empleo de cartas de uso común, optando por el uso de dispositivos 
electrónicos propios, pizarras, carteles u otros medios similares.

e) Los elementos auxiliares del servicio, como la vajilla, cristalería, cubertería o 
mantelería, entre otros, se almacenarán en recintos cerrados y, si esto no fuera posible, lejos 
de zonas de paso de clientes y trabajadores.

f) Se eliminarán productos de autoservicio como servilleteros, palilleros, vinagreras, 
aceiteras, y otros utensilios similares, priorizando monodosis desechables o su servicio en 
otros formatos bajo petición del cliente.

g) Se establecerá en el local un itinerario para evitar aglomeraciones en determinadas 
zonas y prevenir el contacto entre clientes.

h) El uso de los aseos por los clientes se ajustará a lo previsto en el artículo 6.5.
i) El personal trabajador que realice el servicio en mesa y en barra deberá garantizar la 

distancia de seguridad con el cliente y aplicar los procedimientos de higiene y prevención 
necesarios para evitar el riesgo de contagio. En cualquier caso, se deberá garantizar una 
distancia mínima de dos metros entre clientes.

CAPÍTULO V

Condiciones para la reapertura de las zonas comunes de hoteles y 
alojamientos turísticos

Artículo 20.  Reapertura de zonas comunes de hoteles y alojamientos turísticos.

1. Podrá procederse a la reapertura al público de las zonas comunes de los hoteles y 
alojamientos turísticos que hubieran suspendido su apertura al público en virtud de la Orden 
SND/257/2020, de 19 de marzo, por la que se declara la suspensión de apertura al público 
establecimientos de alojamiento turístico, siempre que no se supere el cincuenta por ciento 
de su aforo.

2. A los servicios de hostelería y restauración de los hoteles y alojamientos turísticos se 
les aplicará lo establecido en el capítulo IV.

3. Lo previsto en esta orden se entenderá sin perjuicio de lo establecido en la Orden 
TMA/277/2020, de 23 de marzo, por la que se declaran servicios esenciales a determinados 
alojamientos turísticos y se adoptan disposiciones complementarias.

Artículo 21.  Medidas de higiene y prevención exigibles a las zonas comunes de los hoteles 
y alojamientos turísticos.

1. Cada establecimiento deberá determinar los aforos de los distintos espacios comunes, 
así como aquellos lugares en los que se podrán realizar eventos y las condiciones más 
seguras para su realización conforme al aforo máximo previsto en el artículo anterior y de 
acuerdo con las medidas de higiene, protección y distancia mínima señaladas.

2. Aquellos espacios cerrados donde se vayan a celebrar eventos, actividades de 
animación o gimnasios, deberán ventilarse dos horas antes de su uso.

3. Las actividades de animación o clases grupales deberán diseñarse y planificarse con 
un aforo máximo de veinte personas. Se deberá respetar la distancia mínima de seguridad 
entre las personas que asistan a la actividad y entre estos y el animador o entrenador. En 
caso de no poder respetarse esa distancia, se deberán utilizar mascarillas. Las actividades 
de animación o clases grupales se realizarán preferentemente al aire libre y se evitará el 
intercambio de material.
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4. Se realizará la correspondiente desinfección de objetos y material utilizado en las 
actividades de animación después de cada uso y se dispondrá de gel hidroalcohólico o 
desinfectantes con actividad virucida autorizados y registrados por el Ministerio de Sanidad y 
desinfectante de superficies.

5. En el caso de instalaciones deportivas se aplicarán las medidas de higiene y 
prevención previstas en los artículos 42 y 43 de la Orden SND/414/2020, de 16 de mayo, y 
en el artículo 41 de la Orden SND/399/2020, de 9 de mayo.

Asimismo, para las piscinas y spas el establecimiento determinará las directrices y 
recomendaciones para su uso, de acuerdo con las normas de prevención e higiene 
establecidas por las autoridades sanitarias, y siendo de aplicación lo previsto en el capítulo X 
de la Orden SND/414/2020, de 16 de mayo.

CAPÍTULO VI

Medidas de flexibilización en el ámbito de la cultura

Sección 1.ª Condiciones en que debe desarrollarse la actividad de las 
bibliotecas

Artículo 22.  Servicios autorizados en las bibliotecas.

1. Las bibliotecas, tanto de titularidad pública como privada, prestarán los servicios 
establecidos en la Orden SND/399/2020, de 9 de mayo, en la Orden SND/414/2020, de 16 
de mayo, y los expresamente previstos en este artículo.

2. Podrán realizarse actividades culturales en las bibliotecas, siempre que no se supere 
el cincuenta por ciento del aforo autorizado. En todo caso, deberá mantenerse una distancia 
de seguridad interpersonal de dos metros entre los asistentes.

3. Podrá permitirse el estudio en sala, siempre que se den las condiciones necesarias 
según la dirección de la biblioteca, y no se supere el cincuenta por ciento del aforo 
autorizado. Igualmente, deberá mantenerse la distancia de seguridad interpersonal prevista 
en el apartado anterior.

4. Las bibliotecas podrán seguir prestando los servicios establecidos en la Orden SND/
399/2020, de 9 de mayo, y en la Orden SND/414/2020, de 16 de mayo, incrementándose el 
aforo máximo permitido hasta el cincuenta por ciento.

5. Serán de aplicación las medidas de higiene, prevención y de información previstas en 
los artículos 24 y 25 de la Orden SND/399/2020, de 9 de mayo.

Sección 2.ª Condiciones en que debe desarrollarse la actividad de los museos 
y salas de exposiciones

Artículo 23.  Visitas públicas y actividades culturales en los museos y medidas de control de 
aforo.

1. Los museos, de cualquier titularidad y gestión, podrán acoger tanto las visitas del 
público a la colección y a las exposiciones temporales, como la realización de actividades 
culturales o didácticas.

Se reducirá al cincuenta por ciento el aforo permitido para cada una de sus salas y 
espacios públicos.

2. En lo que respecta a las actividades culturales, en aquellos eventos que impliquen 
concurrencia de varias personas en un mismo espacio, tales como actividades educativas, 
conferencias, talleres, conciertos y, en general, programas públicos, se limitará la asistencia 
al número de personas que permita mantener la distancia de seguridad interpersonal de dos 
metros. Igualmente, se informará del límite de participantes en la convocatoria de la 
actividad.

3. Las actividades que tengan lugar en las salas de colección o exposiciones del museo, 
y que impliquen agrupamiento de los asistentes, tales como visitas guiadas, charlas en torno 
a piezas u otras similares, podrán suspenderse hasta que se superen todas las fases 
previstas en el Plan para la desescalada de las medidas extraordinarias adoptadas para 
hacer frente a la pandemia de COVID-19.
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4. Se promoverán aquellas actividades que eviten la proximidad física entre los 
participantes, primándose las actividades de realización autónoma.

Asimismo, cuando el formato de la actividad lo permita, se habilitarán canales de 
participación no presencial, tales como su retransmisión en directo o su grabación para 
comunicación pública digital.

Se reforzará el diseño de recursos educativos, científicos y divulgativos de carácter 
digital, que permitan al museo cumplir su función como institución educativa y transmisora de 
conocimiento, por medios alternativos a los presenciales.

5. Las visitas podrán ser de grupos de hasta veinte personas, siempre que se mantenga 
la distancia de seguridad interpersonal de dos metros.

6. Serán de aplicación las condiciones para la realización de las visitas públicas a los 
museos, así como las medidas de control de aforo previstas en el artículo 26 de la Orden 
SND/399/2020, de 9 de mayo, en todos aquellos aspectos que no se opongan o contradigan 
a lo señalado en este artículo.

Artículo 24.  Medidas preventivas higiénico-sanitarias para el público visitante.

Serán de aplicación las medidas higiénico-sanitarias para el público visitante previstas en 
el artículo 27 de la Orden SND/399/2020, de 9 de mayo.

Artículo 25.  Medidas de prevención de riesgos laborales en relación con el personal de los 
museos.

Sin perjuicio de la aplicación inmediata de esta orden, los titulares o gestores de los 
museos deberán establecer las medidas de prevención de riesgos necesarias para 
garantizar que los trabajadores, ya sean públicos o privados, pueden desempeñar sus 
funciones en las condiciones adecuadas, siendo en todo caso de aplicación las medidas 
generales de prevención e higiene frente al COVID-19 indicadas por las autoridades 
sanitarias.

Artículo 26.  Visitas públicas en las salas de exposiciones.

Serán de aplicación las condiciones de visita pública definidas para las salas de 
exposiciones en los artículos 26 a 30 de la Orden SND/414/2020, de 16 de mayo, si bien se 
permitirá la ocupación de un cincuenta por ciento de su aforo autorizado, siempre que los 
espacios disponibles permitan respetar la distancia de seguridad interpersonal de dos metros 
entre los visitantes.

Sección 3.ª Condiciones en que debe desarrollarse la actividad de visita a 
monumentos y otros equipamientos culturales

Artículo 27.  Condiciones para la realización de la visita.

Los monumentos y otros equipamientos culturales afectados por las medidas de 
contención previstas en el artículo 10.1 del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, serán 
accesibles para el público siempre que las visitas no superen la mitad del aforo autorizado y 
con sujeción a los requisitos establecidos en la presente orden.

Los responsables de los inmuebles permitirán únicamente las visitas individuales, de 
convivientes o de grupos de hasta veinte personas, evitando la realización de actividades 
paralelas o complementarias ajenas a la propia visita.

En ningún caso podrán desarrollarse en ellos otras actividades culturales distintas de las 
visitas.

Artículo 28.  Medidas de control de aforo.

1. La reducción a la mitad del aforo, establecida en el artículo anterior, se calculará 
respecto del aforo previsto en el correspondiente Plan de Autoprotección del inmueble o 
recinto para sus espacios cerrados y libres.

2. El límite previsto en el apartado anterior será objeto de control tanto en la venta en 
taquillas como en la venta online de entradas, así como por los servicios de atención al 
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público. Para ello, si fuera necesario, cada monumento o equipamiento cultural pondrá a 
disposición del público un número máximo de entradas por tramos horarios.

3. Cuando las características del inmueble impliquen que la restricción del aforo a la 
mitad no permita cumplir con la distancia recomendable, prevalecerá la aplicación de la 
distancia de seguridad interpersonal como criterio para determinar el aforo máximo 
permitido.

Artículo 29.  Otras medidas aplicables.

Será de aplicación a las visitas que se realicen a monumentos y otros equipamientos 
culturales lo previsto en los artículos 32 a 35, así como en los apartados 2 y 3 del artículo 36 
de la Orden SND/414/2020, de 16 de mayo.

Sección 4.ª Condiciones en que debe desarrollarse la actividad de cines, 
teatros, auditorios circos de carpa y espacios similares, así como de los 
recintos al aire libre y de otros locales y establecimientos destinados a actos y 

espectáculos culturales

Artículo 30.  Actividad de los cines, teatros, auditorios, circos de carpa y espacios similares, 
así como de los recintos al aire libre y de otros locales y establecimientos destinados a actos 
y espectáculos culturales.

1. Todos los cines, teatros, auditorios, circos de carpa y espacios similares de 
espectáculos podrán desarrollar su actividad en los términos previstos en la presente orden, 
siempre que cuenten con butacas pre-asignadas y no superen la mitad del aforo autorizado 
en cada sala.

2. En el caso de locales y establecimientos distintos de los previstos en los apartados 
anteriores, destinados a actos y espectáculos culturales, la reanudación de la actividad se 
sujetará a los siguientes requisitos:

a) Si se celebra en lugares cerrados, no podrá superarse el cincuenta por ciento del 
aforo autorizado, ni reunir más de ochenta personas.

b) Tratándose de actividades al aire libre, el público deberá permanecer sentado, 
guardando la distancia necesaria y no podrá superarse el cincuenta por ciento del aforo 
autorizado, ni reunir más de ochocientas personas.

3. Serán de aplicación en el desarrollo de las actividades previstas en los apartados 
anteriores los requisitos y medidas contemplados en los artículos 34 a 37 de la Orden SND/
399/2020, de 9 de mayo, con las especialidades establecidas en el artículo 38 de la Orden 
SND/414/2020, de 16 de mayo.

[ . . . ]

CAPÍTULO VII

Condiciones en las que debe desarrollarse la actividad deportiva

Artículo 31.  Entrenamiento medio en ligas no profesionales federadas.

1. Los deportistas integrados en clubes participantes en ligas no profesionales federadas 
podrán realizar entrenamientos de tipo medio, consistentes en el ejercicio de tareas 
individualizadas de carácter físico y técnico, así como en la realización de entrenamientos 
tácticos no exhaustivos dirigidos a la modalidad deportiva específica, en pequeños grupos de 
varios deportistas hasta un máximo de veinte, manteniendo las distancias de seguridad de 
dos metros de manera general, y evitando en todo caso, situaciones en las que se produzca 
contacto físico. Para ello, podrán utilizar las instalaciones que tengan a su disposición, 
cumpliendo las medidas establecidas por las autoridades sanitarias.

2. Si se optara por el régimen de entrenamiento en concentración se deberá cumplir con 
las medidas específicas establecidas para este tipo de entrenamiento por las autoridades 
sanitarias y el Consejo Superior de Deportes. Tanto si se requiere el servicio de residencia 
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como la apertura de los servicios de restauración y cafeterías se deberán cumplir las 
medidas establecidas para este tipo de establecimientos.

3. Las tareas de entrenamiento se realizarán siempre que sea posible por turnos, 
evitando superar el cincuenta por ciento de la capacidad que para deportistas tenga la 
instalación, con el objeto de mantener las distancias mínimas necesarias para la protección 
de la salud de los deportistas.

4. Podrá asistir a las sesiones de entrenamiento el personal técnico necesario para el 
desarrollo de las mismas, para lo cual deberá mantener las medidas generales de 
prevención e higiene frente al COVID-19 indicadas por las autoridades sanitarias. Entre 
dicho personal técnico se nombrará un responsable que informará de las incidencias al 
coordinador de la entidad deportiva.

5. Se podrán utilizar los vestuarios, respetando lo dispuesto al efecto en las medidas 
generales de prevención e higiene frente al COVID-19 indicadas por las autoridades 
sanitarias. A tal efecto, se estará a lo dispuesto en el artículo 6.5.

6. A las sesiones de entrenamiento no podrán asistir medios de comunicación.
7. Podrán realizarse reuniones técnicas de trabajo con un máximo de veinte 

participantes, y siempre guardando la correspondiente distancia de seguridad y el uso de las 
medidas de protección necesarias. A estos efectos, se entiende por reuniones técnicas de 
trabajo aquellas sesiones teóricas relativas al visionado de vídeos o charlas técnicas de 
revisión de aspectos de carácter técnico, táctico o deportivo vinculadas a las posteriores 
sesiones de entrenamiento que realiza el entrenador con los deportistas.

8. Las sesiones de entrenamiento no contarán con presencia de personal auxiliar, ni de 
utileros, reduciéndose el personal del centro de entrenamiento al número mínimo suficiente 
para prestar el servicio.

9. En todo caso se seguirán las medidas de prevención y protección establecidas por las 
autoridades sanitarias.

10. Se deberá realizar una limpieza y desinfección periódica de las instalaciones 
conforme a lo previsto en el artículo 6. Asimismo, se limpiará y desinfectará el material 
utilizado por los deportistas al finalizar cada turno de entrenamiento y a la finalización de la 
jornada.

11. Para el uso de materiales y gimnasios será necesario aplicar las adecuadas medidas 
de protección para deportistas y técnicos. Con carácter general, los deportistas no podrán 
compartir ningún material. Si esto no fuera posible, cualquier equipo o material utilizado para 
ejercicios tácticos o entrenamientos específicos o de mantenimiento mecánico y de material 
o equipación de seguridad, tendrá que ser desinfectado tras cada uso.

Artículo 32.  Celebración de espectáculos y actividades deportivas.

La celebración de espectáculos y/o actividades deportivas al aire libre o en instalaciones 
deportivas abiertas o cerradas, se ajustará a lo dispuesto en el artículo 41 de la Orden SND 
414/2020, de 16 de mayo.

Artículo 33.  Flexibilización de las medidas relativas a la apertura de instalaciones 
deportivas al aire libre, cerradas y centros deportivos.

1. En las instalaciones deportivas al aire libre a las que se refiere el artículo 41 de la 
Orden SND/399/2020, de 9 de mayo, se podrá realizar actividad deportiva en grupos de 
hasta veinte personas, sin contacto físico, y siempre que no se supere el cincuenta por 
ciento del aforo máximo permitido.

A estos efectos, será de aplicación el régimen de acceso, turnos y limpieza establecido 
en el artículo 41 de la Orden SND/399/2020, de 9 de mayo. No obstante, los deportistas 
podrán acceder a las instalaciones acompañados de una persona distinta de su entrenador.

2. En las instalaciones y centros deportivos a los que se refiere el artículo 42 de la Orden 
SND/399/2020, de 16 de mayo, así como en el artículo 42 de la Orden SND/414/2020, de 16 
de mayo, se podrá realizar actividad deportiva en grupos de hasta veinte personas, sin 
contacto físico y siempre que no se supere el cincuenta por ciento del aforo máximo 
permitido.

A estos efectos, será de aplicación el régimen de acceso, turnos y limpieza establecido 
en el artículo 42 de la Orden SND/399/2020, de 9 de mayo, y en el artículo 42 de la Orden 
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SND/414/2020, de 16 de mayo. No obstante, los deportistas podrán acceder a las 
instalaciones acompañados de una persona distinta de su entrenador.

3. Siempre que sea posible, durante la práctica de la actividad deportiva a la que se 
refiere este artículo deberá mantenerse una distancia de seguridad de dos metros.

4. No será necesaria la concertación de cita previa para la realización de las actividades 
deportivas en las instalaciones y centros a las que se refiere este artículo.

5. Queda permitida la utilización de los vestuarios y zonas de duchas. A tal efecto, se 
estará a lo dispuesto en el artículo 6.5.

CAPÍTULO VIII

Condiciones para el desarrollo de las actividades turísticas

Artículo 34.  Condiciones para el desarrollo de las actividades de turismo activo y 
naturaleza.

A los efectos de lo dispuesto en el artículo 47 de la Orden SND/399/2020, de 9 de mayo, 
se podrán realizar actividades de turismo activo y de naturaleza para grupos de hasta un 
máximo de treinta personas, y en las mismas condiciones que las establecidas en dicho 
artículo.

Artículo 35.  Condiciones para el desarrollo de la actividad de guía turístico.

1. Se permite la realización de la actividad de guía turístico en las condiciones previstas 
en los siguientes apartados.

2. Estas actividades se concertarán, preferentemente, mediante cita previa y los grupos 
serán de un máximo de veinte personas. Durante el desarrollo de la actividad se evitará el 
tránsito por zonas o lugares susceptibles de generar aglomeraciones. Asimismo, deberán 
respetarse las condiciones en que debe desarrollarse la actividad de visita a monumentos y 
otros equipamientos culturales, según lo establecido en esta orden.

3. Deberán respetarse las medidas de seguridad e higiene establecidas por las 
autoridades sanitarias para la prevención del COVID-19, y, en particular, las relativas al 
mantenimiento de una distancia mínima de seguridad de, al menos, dos metros, o en su 
defecto la utilización de medidas alternativas de protección física, de acuerdo con lo 
establecido en la Orden SND/422/2020, de 19 de mayo.

4. Durante el desarrollo de la actividad no se podrán suministrar audioguías, folletos u 
otro material análogo.

CAPÍTULO IX

Condiciones para la reapertura de los centros recreativos turísticos, zoológicos 
y acuarios

Artículo 36.  Condiciones para la reapertura al público de centros recreativos turísticos, 
zoológicos y acuarios.

1. Podrá procederse a la reapertura al público de los centros recreativos turísticos, 
zoológicos y acuarios, siempre que se garanticen todas las condiciones siguientes:

a) Que se limite el aforo total de los mismos al cincuenta por ciento.
b) Que se limite a un tercio el aforo en las atracciones y lugares cerrados.

2. Las zonas comerciales de los centros recreativos turísticos, zoológicos y acuarios 
deberán cumplir con las condiciones y medidas de higiene y/o prevención establecidas en el 
capítulo III.

3. Los establecimientos de hostelería y restauración de los centros recreativos turísticos, 
zoológicos y acuarios deberán cumplir con las condiciones y medidas de higiene y/o 
prevención establecidas en el capítulo IV.

4. A los hoteles y alojamientos turísticos de los centros recreativos turísticos les será de 
aplicación lo previsto en el capítulo V.
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Artículo 37.  Medidas en materia de aforo de los centros recreativos turísticos, zoológicos y 
acuarios.

1. Los centros recreativos turísticos, acuáticos y zoológicos deberán exponer al público 
el aforo máximo de cada local de acuerdo con lo previsto en el artículo anterior y asegurar 
que dicho aforo, así como la distancia de seguridad interpersonal de dos metros se respeta 
en su interior.

2. Para ello, los centros recreativos turísticos, acuáticos y zoológicos deberán establecer 
sistemas que permitan el recuento y control del aforo, de forma que éste no sea superado en 
ningún momento, y que deberá incluir a los propios trabajadores.

3. La organización de la circulación de personas y la distribución de espacios deberá 
modificarse, cuando sea necesario, con el objetivo de garantizar la posibilidad de mantener 
la distancia de seguridad interpersonal de dos metros. Preferiblemente, siempre que el 
centro disponga de dos o más puertas, se podrá establecer un uso diferenciado para la 
entrada y la salida, reduciendo así el riesgo de formación de aglomeraciones. El personal de 
seguridad controlará que se respeta la distancia mínima interpersonal y dispersará los 
posibles grupos numerosos y aglomeraciones que se puedan formar.

4. En los centros recreativos turísticos, acuáticos y zoológicos que dispongan de 
aparcamientos propios para sus trabajadores y clientes, cuando el acceso a las instalaciones 
con los lectores de «tickets» y tarjetas de trabajadores, no pudiera realizarse de manera 
automática sin contacto, este será sustituido por un control manual y continuo por parte del 
personal de seguridad, para mejor seguimiento de las normas de aforo. En su caso, y salvo 
que estrictos motivos de seguridad recomienden lo contrario, las puertas que se encuentren 
en el recorrido entre el «parking» y el acceso a los establecimientos o los vestuarios de los 
trabajadores permanecerán abiertas para evitar la manipulación de los mecanismos de 
apertura.

Artículo 38.  Medidas relativas a la higiene de los clientes y personal trabajador de los 
centros recreativos turísticos, zoológicos y acuarios.

1. Se debe garantizar la distancia de seguridad interpersonal de dos metros entre 
clientes en las zonas de cola, embarque y desembarque a las atracciones, con marcas en el 
suelo, o mediante el uso de balizas, cartelería y señalización. En los espacios interiores 
también se deberá respetar dicha distancia de seguridad, no debiendo realizarse la 
reapertura de aquellas secciones interiores y actividades donde no sea posible mantenerla.

2. Los centros recreativos turísticos, zoológicos y acuarios deberán poner a disposición 
del público dispensadores de geles hidroalcohólicos o desinfectantes con actividad virucida 
autorizados y registrados por el Ministerio de Sanidad, en todo caso en la entrada de cada 
servicio de entretenimiento, que deberán estar siempre en condiciones de uso.

3. La distancia entre los trabajadores y los clientes durante todo el proceso de atención 
al cliente será de al menos un metro cuando se cuente con elementos de protección o 
barrera, o de dos metros sin estos elementos.

En el caso de servicios que no permitan el mantenimiento de la distancia de seguridad 
interpersonal se deberá utilizar el equipo de protección adecuado al nivel de riesgo que 
asegure la protección tanto del trabajador como del cliente.

Artículo 39.  Medidas de higiene exigibles a los centros recreativos turísticos, zoológicos y 
acuarios.

Los centros recreativos turísticos, zoológicos y acuarios que abran al público en los 
términos del artículo 36 realizarán, al menos dos veces al día, una limpieza y desinfección de 
las instalaciones con especial atención a las superficies de contacto más frecuentes como 
atracciones, máquinas de entretenimiento, pomos de puertas, mostradores, pasamanos, 
máquinas dispensadoras, suelos, teléfonos, grifos, y otros elementos de similares 
características, conforme a las siguientes pautas:

a) Una de las limpiezas se realizará al finalizar el día, o bien antes de la reanudación de 
la actividad al día siguiente. Las otras limpiezas se podrán realizar a lo largo de la jornada y, 
preferentemente, una de ellas a mediodía. Las actividades requerirán de una pausa para la 
realización y desarrollo de estas labores de mantenimiento y limpieza. Los horarios de cierre 

COVID-19: COLECTIVOS VULNERABLES

§ 69  Flexibilización de determinadas restricciones en aplicación de la fase 3 [parcial]

– 453 –



por limpieza se comunicarán debidamente al cliente por medio de cartelería visible o 
mensajes por megafonía.

Asimismo, se realizará una limpieza y desinfección de los puestos de trabajo en cada 
cambio de turno, con especial atención a atracciones, mostradores y mesas, mamparas en 
su caso, teclados, terminales de pago, pantallas táctiles, herramientas de trabajo y otros 
elementos susceptibles de manipulación, prestando especial atención a aquellos utilizados 
por más de un trabajador.

b) Cuando en el establecimiento vaya a permanecer más de un trabajador atendiendo al 
público, las medidas de limpieza se extenderán no solo a la zona de uso común, sino 
también, en su caso, a las zonas privadas de los trabajadores, tales como vestuarios, 
taquillas, aseos, cocinas y áreas de descanso.

c) Se revisará cada hora el funcionamiento y la limpieza de sanitarios, grifos y pomos de 
puerta de los aseos, para cuya limpieza aplicarán las medidas establecidas en el artículo 6.5.

d) El uso de aseos familiares y salas de lactancia se restringirá a una única familia, no 
pudiendo simultanear su uso dos unidades familiares. Su uso deberá ser controlado por el 
personal de los mismos, debiendo procederse a su limpieza y desinfección frecuente, de 
acuerdo con lo establecido en el artículo 6.

e) En el caso de la venta automática, máquinas expendedoras, puestos de venta de 
comida, y actividades similares, el titular de las mismas deberá asegurar el cumplimiento de 
las medidas de higiene y desinfección adecuadas tanto de las máquinas como de los 
establecimientos y locales, así como informar a los usuarios de su correcto uso mediante la 
instalación de cartelería informativa. En todo caso, serán de aplicación las medidas previstas 
en el artículo 6.

CAPÍTULO X

Condiciones para la celebración de congresos, encuentros, reuniones de 
negocio, conferencias y eventos

Artículo 40.  Celebración de congresos, encuentros, reuniones de negocio, conferencias y 
eventos.

A los efectos de lo dispuesto en el artículo 48 de la Orden SND/414/2020, de 16 de 
mayo, se permitirá la realización de congresos, encuentros, reuniones de negocio, 
conferencias y eventos promovidos por cualesquiera entidades de naturaleza pública o 
privada, sin superar en ningún caso la cifra de ochenta asistentes, y en las mismas 
condiciones que las establecidas en dicho artículo.

Lo previsto en el párrafo anterior será igualmente de aplicación a la realización, por parte 
de personas físicas y jurídicas, públicas y privadas, de actividades y talleres informativos y 
de divulgación en el ámbito de la investigación científica y técnica, el desarrollo y la 
innovación, dirigidos a todo tipo de público, y que tengan por objeto el aprendizaje y la 
divulgación de contenidos relacionados con la I+D+I.

CAPÍTULO XI

Condiciones para la reapertura de los establecimientos y locales de juego y 
apuestas

Artículo 41.  Reapertura de los locales y establecimientos en los que se desarrollen 
actividades de juegos y apuestas.

1. Podrá procederse a la reapertura al público de los casinos, establecimientos de juegos 
colectivos de dinero y de azar, salones de juego, salones recreativos, rifas y tómbolas, 
locales específicos de apuestas y otros locales e instalaciones asimilables a los de actividad 
recreativa de juegos y apuestas conforme establezca la normativa sectorial en materia de 
juego.

Esta reapertura queda condicionada a que no se supere el cincuenta por ciento del aforo 
autorizado. Asimismo, deberán cumplirse las restantes condiciones y requisitos previstos con 
carácter general en esta orden.
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2. Los establecimientos y locales en los que se desarrollen actividades de juegos y 
apuestas deberán establecer sistemas que permitan el estricto recuento y control del aforo 
establecido en el apartado 1, de forma que éste no sea superado en ningún momento.

3. La disposición y el uso de las máquinas o de cualquier otro dispositivo de juego en los 
locales y establecimientos en los que se desarrollen actividades de juegos y apuestas 
deberán garantizar el mantenimiento de la distancia de seguridad interpersonal mínima de 
seguridad de dos metros.

4. Podrá procederse a la reapertura al público del servicio de restauración ubicado en 
establecimientos o locales de juego, de acuerdo con lo previsto en el capítulo IV.

Artículo 42.  Medidas de higiene y/o prevención en locales y establecimientos en los que se 
desarrollen actividades de juegos y apuestas.

En los locales y establecimientos en los que se desarrollen actividades de juegos y 
apuestas deberán llevarse a cabo las siguientes medidas de higiene y/o prevención:

a) Se pondrán a disposición de los clientes dispensadores de geles hidroalcohólicos o 
desinfectantes con actividad virucida autorizados y registrados por el Ministerio de Sanidad, 
en todo caso en la entrada del establecimiento o local y en cada mesa de juego, que 
deberán estar siempre en condiciones de uso.

b) Entre un cliente y otro se deberá proceder a la limpieza y desinfección de cualquier 
tipo de máquina o dispositivo a través del que se ofrecezcan actividades de juego, así como 
de sillas, mesas o cualquier otra superficie de contacto.

c) Se establecerán los mecanismos y procesos oportunos para garantizar la 
higienización, cada dos horas, de las fichas de casino, cartas o cualquier otro elemento de 
juego que se intercambie entre jugadores.

d) Se realizarán tareas de ventilación periódica en las instalaciones, como mínimo dos 
veces al día.

e) Los usuarios de las actividades de juego en las que se intercambien dinero en 
efectivo, fichas de casino, cartas o cualquier otro elemento de juego entre jugadores, así 
como los trabajadores que interactúen con dichos clientes, deberán usar de forma recurrente 
durante el desarrollo de esos juegos, los geles hidroalcohólicos o desinfectantes previstos en 
el párrafo a).

f) Siempre que sea posible, deberá evitarse el uso de cualquier material de uso común 
entre clientes, optando por el uso de dispositivos electrónicos propios, pizarras, carteles u 
otros medios similares.

CAPÍTULO XII

Condiciones para la realización de actividades de tiempo libre dirigidas a la 
población infantil y juvenil

Artículo 43.  Actividades de tiempo libre destinadas a la población infantil y juvenil.

1. Se podrán realizar actividades de tiempo libre destinadas a la población infantil y 
juvenil, siempre que se garantice el cumplimiento de las recomendaciones de prevención e 
higiene del Ministerio de Sanidad y la disponibilidad de un procedimiento para el manejo de 
posibles casos de COVID-19; así como aquellas otras condiciones que, en su caso, 
establezca la autoridad competente de la comunidad autónoma en la que se realicen dichas 
actividades.

2. Cuando el desarrollo de las actividades previstas en el apartado anterior se lleve a 
cabo al aire libre, se deberá limitar el número de participantes al cincuenta por ciento de la 
capacidad máxima habitual de la actividad, con un máximo de doscientos participantes, 
incluyendo los monitores.

Cuando las citadas actividades se realicen en espacios cerrados, se deberá limitar el 
número de participantes a un tercio de la capacidad máxima habitual de la actividad; con un 
máximo de ochenta participantes, incluyendo los monitores.

3. Durante el desarrollo de las actividades se deberá organizar a los participantes en 
grupos de hasta un máximo de diez personas, incluido el monitor.
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En la medida de lo posible, las actividades e interacciones se restringirán a los 
componentes de cada uno de estos grupos.

Disposición adicional primera.  Control del cumplimiento de las medidas de esta orden.

Los servicios de inspección municipales, autonómicos o de policía especial, en el ámbito 
de sus competencias, serán los encargados de vigilar el cumplimiento de las medidas 
recogidas en esta orden, correspondiendo la instrucción de los procedimientos 
sancionadores que procedan a las autoridades competentes de acuerdo con la legislación 
sectorial aplicable.

Disposición adicional segunda.  Órdenes e instrucciones en desarrollo o aplicación del 
estado de alarma.

Lo previsto en la Orden SND/399/2020, de 9 de mayo; en la Orden SND/414/2020, de 16 
de mayo, así como en el resto de órdenes e instrucciones aprobadas en desarrollo o 
aplicación del estado de alarma declarado por el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, 
será de aplicación a las unidades territoriales de la fase 3 del Plan para la transición hacia la 
nueva normalidad en todo aquello que no se oponga o contradiga a lo establecido en la 
presente orden.

Disposición adicional tercera.  Medidas para las acciones comerciales o de promoción.

Las acciones comerciales o de promoción que lleven a cabo los establecimientos y 
locales comerciales deberán estar acompañadas de medidas destinadas a asegurar que no 
se generen aglomeraciones que impidan el mantenimiento de la distancia de seguridad, el 
cumplimiento de los límites de aforo, o comprometan el resto de medidas establecidas en 
esta orden, debiendo adoptar las medidas adecuadas para evitarlas, incluyendo el cese 
inmediato de las mencionadas acciones comerciales o de promoción si resultara necesario.

[ . . . ]

Disposición final tercera.  Planes específicos de seguridad, protocolos organizativos y 
guías.

Las medidas dispuestas por la presente orden podrán ser completadas por planes 
específicos de seguridad, protocolos organizativos y guías adaptados a cada sector de 
actividad, que aprueben las Administraciones Públicas o sus organismos dependientes o 
vinculados, una vez oídas las partes implicadas, así como por aquellos que sean acordados 
en el ámbito empresarial entre los propios trabajadores, a través de sus representantes, y los 
empresarios o asociaciones y patronales de cada sector.

Disposición final cuarta.  Régimen de recursos.

Contra la presente orden, se podrá interponer recurso contencioso-administrativo en el 
plazo de dos meses a partir del día siguiente al de su publicación ante la Sala de lo 
Contencioso-administrativo del Tribunal Supremo, de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 12 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-
administrativa.

Disposición final quinta.  Efectos y vigencia.

La presente orden surtirá plenos efectos desde las 00:00 horas del día 1 de junio de 
2020 y mantendrá su eficacia durante toda la vigencia del estado de alarma y sus posibles 
prórrogas.

[ . . . ]
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§ 70

Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección 
Integral contra la Violencia de Género. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 313, de 29 de diciembre de 2004

Última modificación: 4 de agosto de 2018
Referencia: BOE-A-2004-21760

[ . . . ]

TÍTULO II

Derechos de las mujeres víctimas de violencia de género

CAPÍTULO I

Derecho a la información, a la asistencia social integral y a la asistencia 
jurídica gratuita

[ . . . ]

Artículo 19.  Derecho a la asistencia social integral.

1. Las mujeres víctimas de violencia de género tienen derecho a servicios sociales de 
atención, de emergencia, de apoyo y acogida y de recuperación integral. La organización de 
estos servicios por parte de las Comunidades Autónomas y las Corporaciones Locales, 
responderá a los principios de atención permanente, actuación urgente, especialización de 
prestaciones y multidisciplinariedad profesional.

2. La atención multidisciplinar implicará especialmente:

a) Información a las víctimas.
b) Atención psicológica.
c) Apoyo social.
d) Seguimiento de las reclamaciones de los derechos de la mujer.
e) Apoyo educativo a la unidad familiar.
f) Formación preventiva en los valores de igualdad dirigida a su desarrollo personal y a la 

adquisición de habilidades en la resolución no violenta de conflictos.
g) Apoyo a la formación e inserción laboral.

3. Los servicios adoptarán fórmulas organizativas que, por la especialización de su 
personal, por sus características de convergencia e integración de acciones, garanticen la 
efectividad de los indicados principios.

4. Estos servicios actuarán coordinadamente y en colaboración con los Cuerpos de 
Seguridad, los Jueces de Violencia sobre la Mujer, los servicios sanitarios y las instituciones 
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encargadas de prestar asistencia jurídica a las víctimas, del ámbito geográfico 
correspondiente. Estos servicios podrán solicitar al Juez las medidas urgentes que 
consideren necesarias.

5. También tendrán derecho a la asistencia social integral a través de estos servicios 
sociales los menores que se encuentren bajo la patria potestad o guarda y custodia de la 
persona agredida. A estos efectos, los servicios sociales deberán contar con personal 
específicamente formado para atender a los menores, con el fin de prevenir y evitar de forma 
eficaz las situaciones que puedan comportar daños psíquicos y físicos a los menores que 
viven en entornos familiares donde existe violencia de género.

6. En los instrumentos y procedimientos de cooperación entre la Administración General 
del Estado y la Administración de las Comunidades Autónomas en las materias reguladas en 
este artículo, se incluirán compromisos de aportación, por parte de la Administración General 
del Estado, de recursos financieros referidos específicamente a la prestación de los 
servicios.

7. Los organismos de igualdad orientarán y valorarán los programas y acciones que se 
lleven a cabo y emitirán recomendaciones para su mejora.

[ . . . ]
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§ 71

Real Decreto-ley 12/2020, de 31 de marzo, de medidas urgentes en 
materia de protección y asistencia a las víctimas de violencia de 

género

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 91, de 1 de abril de 2020
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2020-4209

I

El Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, declaró el estado de alarma para la gestión 
de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19. El artículo 18 del citado real 
decreto prevé que las autoridades, empresas y proveedores adopten las medidas necesarias 
para asegurar la prestación de los servicios esenciales que les son propios.

En este sentido, el artículo 2.a) de la Ley 8/2011, de 28 de abril, por la que se establecen 
medidas para la protección de las infraestructuras críticas, define esos servicios esenciales 
como el servicio necesario para el mantenimiento de las funciones sociales básicas, la salud, 
la seguridad, el bienestar social y económico de los ciudadanos, o el eficaz funcionamiento 
de las Instituciones del Estado y las Administraciones Públicas.

Asimismo, han sido aprobados el Real Decreto-ley 7/2020, de 12 de marzo, por el que se 
adoptan medidas urgentes para responder al impacto económico del COVID-19 y el Real 
Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente 
al impacto económico y social del COVID-19, con la finalidad de poder dar respuesta a la 
situación creada como consecuencia de la situación de emergencia y de la declaración del 
estado de alarma, en los diferentes ámbitos, tanto económicos como sociales, afectados.

Las medidas adoptadas a raíz de esta situación están provocando un especial impacto 
en determinados colectivos de personas especialmente vulnerables que deben ser objeto de 
protección por parte del Gobierno.

Las mujeres víctimas de violencia de género son un colectivo especialmente vulnerable 
en situaciones de aislamiento domiciliario, por verse forzadas a convivir con su agresor, lo 
que las sitúa en una situación de mayor riesgo, como se ha venido demostrando con motivo 
de situaciones parcialmente análogas, como los periodos vacacionales sin situación de 
permanencia en domicilios, periodos en los que se disparan los casos de violencia de género 
y de violencia doméstica.

En este contexto, ya antes de la declaración del estado de alarma y de la aprobación de 
las medidas adoptadas a su amparo, desde el Ministerio del Interior se impartieron las 
instrucciones oportunas en relación con los expedientes activos en el Área de Violencia de 
Género de la Secretaría de Estado de Seguridad. Sin embargo, resulta preciso llevar a cabo 
medidas dirigidas en especial a la protección y asistencia de las víctimas de violencia de 
género y, en particular, de aquellas que puedan encontrarse en una situación de especial 
vulnerabilidad, como garantía de sus derechos y en particular del derecho a la asistencia 
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social integral contemplado en la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de 
Protección Integral contra la Violencia de Género.

Efectivamente, el artículo 19 de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas 
de Protección Integral contra la Violencia de Género, señala que las mujeres víctimas de 
violencia de género tienen derecho a la asistencia social integral, a través de servicios 
sociales de atención, de emergencia, de acogida y de recuperación integral. Según la norma, 
la organización de estos servicios por parte de las comunidades autónomas y las 
corporaciones locales, responderá a los principios de atención permanente, actuación 
urgente, especialización de prestaciones y multidisciplinariedad profesional.

La violencia de género constituye, sin duda alguna, una amenaza a los derechos 
humanos, entre ellos, la vida, la integridad física y psíquica, la salud, la seguridad y el 
bienestar económico y social de sus víctimas y del conjunto de la sociedad; por tanto, 
merece que, en el marco de una situación de excepcionalidad como la declarada por el Real 
Decreto 463/2020, de 14 de marzo, se articulen las medidas necesarias para garantizar el 
adecuado funcionamiento de los servicios destinados a su protección y asistencia, 
eliminando los obstáculos que puedan dificultar o imposibilitar el acceso de las víctimas a los 
medios habituales de asistencia integral, comunicación y denuncia de situaciones de 
violencia de género; o que incluso disponiendo de tales medios puedan encontrarse con que 
los servicios de asistencia no estén disponibles o no lo estén al nivel habitual de atención.

Por otro lado, el Convenio del Consejo de Europa sobre prevención y lucha contra la 
violencia contra la mujer y la violencia doméstica, hecho en Estambul el 11 de mayo de 
2011, obliga a los Estados Parte a adoptar las medidas que sean necesarias para prevenir y 
dar respuesta a la violencia contra las mujeres. En particular, en su artículo 7 insta a que las 
medidas que se tomen impliquen, en su caso, a todos los actores pertinentes como las 
agencias gubernamentales, los parlamentos y las autoridades nacionales, regionales y 
locales; y en su artículo 8 promueve la dedicación de recursos financieros y humanos 
adecuados para la correcta aplicación de políticas integradas, medidas y programas dirigidos 
a prevenir y combatir todas las formas de violencia incluidas en el ámbito de aplicación del 
Convenio.

En septiembre de 2017, los Plenos del Congreso de los Diputados y del Senado 
aprobaron, respectivamente, el Informe de la Subcomisión para un Pacto de Estado en 
materia de violencia de género y el Informe de la Ponencia de Estudio para la elaboración de 
estrategias contra la violencia de género. Ambos integran el Pacto de Estado contra la 
Violencia de Género (en adelante, Pacto de Estado), cuya aprobación culminó en diciembre 
de 2017 con los acuerdos alcanzados entre el Gobierno y el resto de administraciones 
autonómicas y locales. El Pacto de Estado, además de medidas genéricas dirigidas a todas 
las Administraciones Públicas, incluye, en su Eje 7, recomendaciones específicas para las 
comunidades autónomas y las entidades locales, que se acompañan para su realización con 
el compromiso económico previsto en su Eje 9. Este establece un fondo finalista para la 
ejecución de las medidas del Pacto de Estado destinado a las comunidades autónomas y 
ciudades de Ceuta y Melilla, de cien millones de euros, que se refleja anualmente en los 
Presupuestos Generales del Estado.

La forma y el procedimiento en que ha de realizarse la distribución de estos fondos a las 
comunidades autónomas, a través de la Conferencia Sectorial de Igualdad, y los plazos para 
su transferencia y su correspondiente ejecución en el respectivo ejercicio económico, 
establecidos en el artículo 86 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General 
Presupuestaria, impiden aprovechar eficazmente los recursos que aporta el Pacto de Estado 
durante el periodo de cinco años para su ejecución.

De acuerdo con el artículo 86 de la mencionada Ley 47/2003, de 26 de noviembre, la 
Conferencia Sectorial de Igualdad se celebrará al comienzo del ejercicio económico para 
acordar los criterios objetivos para la distribución territorial de los créditos presupuestarios, y 
su distribución entre las comunidades autónomas y ciudades de Ceuta y Melilla. Esta 
distribución será aprobada mediante acuerdo del Consejo de Ministros y, a continuación, los 
órganos competentes de la Administración General del Estado, es decir, del Ministerio de 
Igualdad, aprobarán los instrumentos jurídicos oportunos para la formalización de los 
compromisos financieros.
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Es en ese momento de la formalización de los compromisos financieros cuando, en el 
supuesto de que las comunidades autónomas y ciudades de Ceuta y Melilla tengan 
remanentes de fondos no comprometidos correspondientes a las transferencias del ejercicio 
anterior (determinados en el estado de ejecución que estas deben presentar no más tarde 
del 31 de marzo de cada ejercicio), estos remanentes deberán ser descontados de la 
cantidad que corresponda transferir a cada comunidad autónoma, para que sean utilizados 
en el ejercicio corriente como situación de tesorería en el origen.

Además, los créditos que correspondan a cada comunidad autónoma se le librarán y 
harán efectivos por cuartas partes en la segunda quincena natural de cada trimestre (con la 
única excepción del pago correspondiente al primer trimestre), que solo podrán hacerse 
efectivos una vez se haya aprobado definitivamente la distribución territorial de los créditos y 
se hayan formalizado los correspondientes compromisos financieros mediante el oportuno 
instrumento jurídico.

Por lo expuesto, de acuerdo con el estado de ejecución que presente cada comunidad 
autónoma y las ciudades de Ceuta y Melilla no más tarde del 31 de marzo, se conocerán los 
remanentes que no hubieran comprometido a 31 de diciembre de 2019, tanto respecto de los 
créditos del Pacto de Estado que se transfirieron en 2018 (que pudieron ejecutarse en 2019 
en virtud de la disposición adicional única del Real Decreto-ley 9/2018, de 3 de agosto, de 
medidas urgentes para el desarrollo del Pacto de Estado contra la violencia de género) como 
de los transferidos en 2019. Así, los remanentes que no hubieran comprometido a 31 de 
diciembre de 2019 deberán ser descontados de la cantidad que corresponda transferir a 
cada comunidad autónoma y las ciudades de Ceuta y Melilla en el presente ejercicio 2020; 
de tal manera que, de no mediar una urgente modificación normativa, una vez que se 
celebre la Conferencia Sectorial de Igualdad, los fondos del Pacto de Estado para las 
comunidades autónomas y las ciudades de Ceuta y Melilla para 2020 no podrían transferirse 
de forma efectiva pues se descontarían los remanentes de los fondos transferidos en los 
ejercicios anteriores que no hubieran sido comprometidos.

Además, de acuerdo con el mencionado artículo 86 de la Ley 47/2003, de 26 de 
noviembre, los créditos que corresponda gestionar a cada comunidad autónoma se le 
librarán y harán efectivos por cuartas partes en la segunda quincena natural de cada 
trimestre, por lo que el libramiento de los últimos trimestres limita enormemente la posibilidad 
de su ejecución durante el ejercicio económico corriente al que se refiere el propio artículo 
86.

Así, dado que el libramiento de los créditos se extiende hasta el último trimestre del año, 
es muy difícil que en ese breve plazo se puedan realizar alguna de las necesidades 
identificadas por las distintas comunidades autónomas, puesto que tanto la Ley 38/2003, de 
17 de noviembre, General de Subvenciones, como la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de 
Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las 
Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de 
febrero de 2014, establecen unos plazos de tramitación administrativa que no permiten su 
adecuada ejecución, en los estrictos plazos ya mencionados.

Con la finalidad de evitar tal descuento, que sería tan perjudicial para la lucha contra la 
violencia de género, facilitar la ejecución de los fondos transferidos en los últimos trimestres 
del año, y la propia necesidad de celebrar cuanto antes la Conferencia Sectorial de Igualdad 
en la que se formalice la distribución de los fondos para 2020, quedan suficientemente 
acreditadas las razones de urgente y extraordinaria necesidad que justifican la medida 
adoptada mediante el presente Real Decreto-ley. La adecuada ejecución del Pacto de 
Estado así lo exige.

Estas circunstancias que impiden ejecutar adecuadamente los créditos del Pacto de 
Estado en cada ejercicio presupuestario, también han sido trasladadas por escrito, y 
expuestas por las propias comunidades autónomas y ciudades de Ceuta y Melilla en la 
Conferencia Sectorial de Igualdad celebrada el 17 de octubre de 2019, en la que 
manifestaron mayoritariamente la necesidad de exceptuar el régimen de los remanentes 
previsto en la regla Sexta del apartado 2 del artículo 86 de la Ley 47/2003, de 26 de 
noviembre, tal y como ya se hizo en 2018 o, en su defecto, establecer un ámbito temporal 
más amplio para la ejecución de los fondos del Pacto de Estado.
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Asimismo, y en referencia a las transferencias a las comunidades autónomas para la 
ejecución de los fondos del Pacto de Estado, resulta inminente la culminación del plazo para 
justificar y acordar el reparto de fondos; la necesidad de mantener los servicios esenciales 
de asistencia social integral contra la violencia de género en un contexto de excepcionalidad 
como el que nos encontramos, con las modificaciones necesarias para su adaptación a las 
medidas dispuestas por las autoridades delegadas, constituye una justificación adicional a la 
necesidad de exceptuar la aplicación de la regla Sexta del artículo 86.2 de la Ley 47/2003, 
General Presupuestaria, en los términos previstos en el presente Real Decreto-ley.

Concurren, pues, los requisitos constitucionales de extraordinaria y urgente necesidad 
que habilitan al Gobierno para aprobar las medidas contenidas en el presente Real Decreto-
ley dentro del margen de apreciación que, en cuanto órgano de dirección política del Estado, 
le reconoce el artículo 86.1 de la Constitución (SSTC 142/2014, FJ 3 y 33/2017, FJ 3).

II

En consecuencia, y buscando dar respuesta a las necesidades de protección de las 
víctimas de violencia de género en un contexto como en el que nos encontramos, este Real 
Decreto-ley adopta una serie de medidas destinadas al mantenimiento y adaptación de los 
servicios de asistencia integral y protección, estableciendo medidas organizativas para 
garantizar el adecuado funcionamiento de los servicios destinados a su protección, así como 
la adaptación de las modalidades de prestación de los mismos a las circunstancias 
excepcionales a las que se ve sometida la ciudadanía durante estos días.

De esta manera, el presente Real Decreto-ley se estructura en dos capítulos, el primero 
de ellos contiene seis artículos destinados a asegurar el funcionamiento de los servicios de 
asistencia y protección integral de las víctimas de violencia de género en el marco del estado 
de alarma. El segundo capítulo contiene dos artículos; en el primero se prevé la excepción 
de la aplicación de la regla Sexta del artículo 86.2 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, 
para los fondos destinados a la financiación del Pacto de Estado contra la Violencia de 
Género, con el objetivo de asegurar la implementación y prestación continuada durante los 
cincos años de vigencia del Pacto de Estado de los servicios de asistencia y protección de 
las víctimas de violencia de género. En el segundo, se habilita la financiación de los servicios 
puestos en marcha por las comunidades autónomas, para hacer frente a las necesidades en 
materia de violencia de género derivadas de la declaración del estado de alarma.

Finalmente, el texto se cierra con una disposición transitoria que regula la aplicación de 
la excepción a la regla Sexta del artículo 86.2 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, a los 
remanentes no comprometidos correspondientes al ejercicio presupuestario del año 2019 y 
dos disposiciones finales que contienen el fundamento constitucional de las medidas 
adoptadas y la entrada en vigor de este Real Decreto-ley.

III

Por otra parte, se respetan los límites constitucionalmente establecidos para el uso de 
este instrumento normativo, pues este Real Decreto-ley no afecta al ordenamiento de las 
instituciones básicas del Estado, a los derechos, deberes y libertades de los ciudadanos 
regulados en el Título I de la Constitución, al régimen de las comunidades autónomas ni al 
derecho electoral general.

Además, el Real Decreto-ley representa un instrumento constitucionalmente lícito, en 
tanto que pertinente y adecuado para la consecución del fin que justifica la legislación de 
urgencia, que no es otro, tal como reiteradamente ha exigido nuestro Tribunal Constitucional, 
que subvenir a una situación concreta, dentro de los objetivos gubernamentales, que por 
razones difíciles de prever requiere una acción normativa inmediata en un plazo más breve 
que el requerido por la vía normal o por el procedimiento de urgencia para la tramitación 
parlamentaria de las leyes.

En las medidas que se adoptan en el presente Real Decreto-ley para garantizar la 
prestación de los servicios de atención y protección integral de las víctimas de violencia de 
género, se aprecian las circunstancias de extraordinaria y urgente necesidad previstas en el 
artículo 86 de la Constitución Española, derivada de la situación de estado de alarma y 
considerando, por otra parte, que los objetivos que se pretenden alcanzar, la protección 
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inmediata y efectiva de las víctimas de violencia de género, con el mismo no pueden 
conseguirse a través de la tramitación de una ley por el procedimiento de urgencia.

Asimismo, y en lo que se refiere a la disposición relativa al régimen de los fondos del 
Pacto de Estado contra la Violencia de Género transferidos a las comunidades autónomas, 
concurre en este caso el presupuesto habilitante de la urgente necesidad, derivado de las 
dificultades existentes para ejecutar los fondos transferidos a las comunidades autónomas.

El corto periodo de tiempo para la ejecución de las medidas identificadas en cada uno de 
los ejercicios y las reglas generales de tramitación contenidas en algunas normas (tanto la 
Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, como en la Ley 9/2017, de 8 
de noviembre, de Contratos del Sector Público), y el carácter absolutamente prioritario de la 
lucha contra la violencia de género aconsejan que, de forma singular, se excepcione el 
régimen contenido en la regla Sexta del artículo 86.2 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, 
para el periodo de tiempo en el que mantenga su vigencia el Pacto de Estado contra la 
Violencia de Género.

Por tanto, en este Real Decreto-ley concurren, por su naturaleza y finalidad, las 
circunstancias de extraordinaria y urgente necesidad que exige el artículo 86 de la 
Constitución Española como presupuestos habilitantes para la aprobación de un Real 
Decreto-ley.

IV

Este Real Decreto-ley cumple con los principios de necesidad, eficacia, proporcionalidad, 
seguridad jurídica, transparencia y eficiencia, previstos en el artículo 129 de la Ley 39/2015, 
de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, 
que, en el ejercicio de la iniciativa legislativa, deben cumplir las Administraciones Públicas.

En cuanto a los principios de necesidad y eficacia, se ven plenamente respaldados dado 
el interés general en el que se funda, siendo el Real Decreto-ley el instrumento más 
adecuado para garantizar su consecución.

Por lo que respecta a la proporcionalidad, se ha buscado establecer una medida 
imprescindible para atender la necesidad de protección, asistencia y atención de las víctimas 
de la violencia de género en una situación de excepcionalidad y en la que la convivencia con 
el agresor supone un riesgo cierto a su integridad física y moral.

Dicha proporcionalidad puede, asimismo, apreciarse en la excepción de la regla Sexta 
del artículo 86.2 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, ya que se ha buscado establecer 
una medida imprescindible para atender la necesidad de protección, asistencia y atención de 
las víctimas de la violencia de género, mediante la flexibilización de la regla de gasto de los 
programas ejecutados por las comunidades autónomas y las ciudades de Ceuta y Melilla a 
tal fin, no pudiendo plantearse otras medidas menos restrictivas de derechos o que 
impongan menos obligaciones a los destinatarios.

Asimismo, siendo coherente con el resto del ordenamiento jurídico, supone un marco 
normativo estable, predecible, integrado, claro y de certidumbre, que facilita su conocimiento 
y comprensión y, en consecuencia, la actuación y toma de decisiones por parte de las 
Administraciones Públicas concernidas, por lo que se entiende que la propuesta se adecua 
al principio de seguridad jurídica.

En cumplimiento del principio de transparencia, la norma identifica claramente su 
propósito y ofrece una explicación completa de su contenido en esta parte expositiva.

Finalmente, dado que la norma no impone cargas administrativas, se entiende 
plenamente cumplida la adecuación al principio de eficiencia.

En su virtud, en uso de la autorización contenida en el artículo 86 de la Constitución, a 
propuesta de la Ministra de Igualdad y del Ministro del Interior, y previa deliberación del 
Consejo de Ministros en su reunión del día 31 de marzo de 2020,
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DISPONGO:

CAPÍTULO I

Medidas para garantizar el funcionamiento de los servicios de asistencia y 
protección integral a las víctimas de violencia de género

Artículo 1.  Declaración de servicio esencial.

A los efectos de lo previsto en el presente Real Decreto-ley, los servicios a los que se 
refieren los artículos 2 a 5 del mismo tendrán la consideración de servicios esenciales con 
los efectos previstos en el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el 
estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el 
COVID-19, sus normas de desarrollo; el Real Decreto-ley 10/2020, de 29 de marzo, por el 
que se regula un permiso retribuido recuperable para las personas trabajadoras por cuenta 
ajena que no presten servicios esenciales, con el fin de reducir la movilidad de la población 
en el contexto de la lucha contra el COVID-19, y el resto del ordenamiento jurídico.

Artículo 2.  Normal funcionamiento de los servicios de información y asesoramiento jurídico 
24 horas, telefónica y en línea, así como de los servicios de teleasistencia y asistencia social 
integral a las víctimas de violencia de género.

1. Las Administraciones Públicas competentes adoptarán las medidas necesarias para 
garantizar la prestación de los servicios de información y asesoramiento jurídico 24 horas, 
telefónica y en línea, dirigidos a las víctimas de violencia de género, con las mismas 
características que los que se venían prestando con anterioridad a la declaración del estado 
de alarma y, en su caso, adaptando su prestación a las necesidades excepcionales 
derivadas de este.

2. Las Administraciones Públicas competentes asegurarán el normal funcionamiento del 
servicio Telefónico de Atención y Protección para víctimas de la violencia de género 
(ATENPRO), adaptando, en su caso, su prestación a las necesidades excepcionales 
derivadas del estado de alarma.

3. Las Administraciones Públicas competentes garantizarán la prestación de los servicios 
de asistencia social integral, consistentes en orientación jurídica, psicológica y social 
destinadas a las víctimas de violencia género, que viniesen funcionando con anterioridad a la 
declaración del estado de alarma, adaptando, en su caso, su prestación a las necesidades 
excepcionales derivadas del estado de alarma.

La adaptación a la que se refiere el párrafo anterior, deberá tener en cuenta la situación 
de permanencia domiciliaria y prever alternativas a la atención telefónica, a través de medios 
como la mensajería instantánea para la asistencia psicológica o la alerta con geolocalización 
para la comunicación de emergencia a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad.

Artículo 3.  Servicios de acogida a víctimas de violencia de género y otras formas de 
violencia contra las mujeres.

1. Las Administraciones Públicas competentes garantizarán el normal funcionamiento de 
los centros de emergencia, acogida, pisos tutelados, y alojamientos seguros para víctimas 
de violencia de género, explotación sexual y trata con fines de explotación sexual.

2. Cuando la respuesta de emergencia conlleve el abandono del domicilio para 
garantizar la protección de la víctima y de sus hijos e hijas, se procederá al ingreso en los 
centros a los que se refiere el apartado anterior, que serán equipados con equipos de 
protección individual.

3. Cuando sea necesario para garantizar la acogida de víctimas y de sus hijos e hijas en 
riesgo, las Administraciones Públicas competentes podrán disponer el uso de los 
establecimientos de alojamiento turístico, a los que se refiere la Orden TMA/277/2020, de 23 
de marzo, por la que se declaran servicios esenciales a determinados alojamientos turísticos 
y se adoptan disposiciones complementarias.

4. A los centros a los que se refiere el presente artículo les será de aplicación, en aquello 
que proceda en atención a su naturaleza, lo dispuesto en los apartados segundo, tercero y 
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cuarto, de la Orden SND/275/2020, de 23 de marzo, por la que se establecen medidas 
complementarias de carácter organizativo, así como de suministro de información en el 
ámbito de los centros de servicios sociales de carácter residencial en relación con la gestión 
de la crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19.

Artículo 4.  Sistema de seguimiento por medios telemáticos del cumplimiento de las 
medidas cautelares y penas de prohibición de aproximación en materia de violencia de 
género.

1. Las Administraciones Públicas competentes adoptarán las medidas necesarias para 
garantizar el normal funcionamiento y prestación del servicio integral, incluido el servicio de 
puesta a disposición, instalación y mantenimiento de equipos de dispositivos telemáticos, del 
sistema de seguimiento por medios telemáticos del cumplimiento de las medidas cautelares 
y penas de prohibición de aproximación en materia de violencia de género.

2. Para el cumplimiento de lo dispuesto en el apartado anterior, las Administraciones 
Públicas competentes podrán dictar las instrucciones necesarias a las empresas prestadoras 
de los servicios.

Artículo 5.  Medidas relativas al personal que presta servicios de asistencia social integral a 
víctimas de violencia de género, y otras formas de violencia contra las mujeres que, por su 
naturaleza, se deban prestar de forma presencial.

1. Las personas trabajadoras que por razón de su actividad profesional tengan contacto 
directo con las víctimas y, en todo caso, quienes prestan sus servicios en centros de 
teleasistencia, emergencia o acogida, deben seguir las medidas de protección 
recomendadas por el Ministerio de Sanidad, según el nivel de riesgo al que están expuestos.

2. A efectos de lo anterior, y siempre que las disponibilidades así lo permitan, las 
Administraciones Públicas competentes, así como las empresas proveedoras de servicios, 
deberán dotar a las personas trabajadoras de los centros de los equipos de protección 
individual.

Artículo 6.  Campañas institucionales para prevenir la violencia de género durante el estado 
de alarma.

1. Con la finalidad de prevenir los impactos que el aislamiento domiciliario pueda tener 
en el incremento de casos de violencia de género y facilitar el acceso de las víctimas a los 
servicios de asistencia social integral, así como la sensibilización de su entorno social y 
familiar, las Administraciones Públicas competentes elaborarán las oportunas campañas de 
concienciación.

2. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 19 del Real Decreto 463/2020, de 14 de 
marzo, las autoridades competentes delegadas, así como las administraciones autonómicas 
y locales podrán disponer la inserción de las campañas, o los mensajes, anuncios y 
comunicaciones que formen parte de las mismas, a las que se refiere el apartado anterior, 
en los medios de comunicación social de titularidad pública y privada.

CAPÍTULO II

Medidas urgentes para favorecer la ejecución de los fondos del Pacto de 
Estado contra la Violencia de Género por las comunidades autónomas

Artículo 7.  Régimen aplicable a los remanentes no comprometidos afectados al Pacto de 
Estado en materia de Violencia de Género.

Con carácter excepcional, limitado exclusivamente a las transferencias contempladas en 
el crédito 25.03.232C.450 para el desarrollo de nuevas o ampliadas competencias 
reservadas a las comunidades autónomas en el Pacto de Estado contra la Violencia de 
Género, o los que resulten equivalentes en las Leyes de Presupuestos Generales del 
Estado, no resultará de aplicación lo dispuesto en la regla Sexta del artículo 86.2 de la Ley 
47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria, a los remanentes no comprometidos 
resultantes al final del ejercicio.
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Si el gasto o actuación a la que corresponda el remanente resulta suprimida en el 
presupuesto del ejercicio siguiente, se destinará aquel en primer lugar a hacer efectivas las 
obligaciones pendientes de pago al fin del ejercicio inmediatamente anterior y el sobrante 
que no estuviese comprometido se reintegrará al Estado.

Artículo 8.  Proyectos o programas financiados con fondos del Pacto de Estado contra la 
Violencia de Género.

Las comunidades autónomas y las entidades locales podrán destinar los fondos que les 
correspondan del Pacto de Estado contra la Violencia de Género a poner en marcha todos 
los proyectos o programas preventivos y asistenciales que se recogen en este Real Decreto-
ley, así como cualquier otro que, en el contexto del estado de alarma, tenga como finalidad 
garantizar la prevención, protección y la atención frente a todas las formas de violencias 
contra las mujeres.

Disposición transitoria única.  Régimen aplicable a los remanentes no comprometidos 
correspondientes al ejercicio presupuestario del año 2019.

Lo dispuesto en el artículo 7 será de aplicación a las transferencias contempladas en el 
crédito 25.03.232C.450 para el desarrollo de nuevas o ampliadas competencias reservadas 
a las comunidades autónomas en el Pacto de Estado contra la Violencia de Género 
correspondiente al ejercicio presupuestario del año 2019.

Disposición final primera.  Título competencial.

Este Real Decreto-ley se dicta al amparo de lo establecido en las reglas 149.1.1.ª, 
149.1.14.ª y 149.1.29.ª de la Constitución Española.

Disposición final segunda.  Entrada en vigor.

El presente Real Decreto-ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 
«Boletín Oficial del Estado».

Información relacionada

• El Real Decreto-ley 12/2020, de 31 de marzo, ha sido convalidado por Acuerdo del Congreso 
de los Diputados, publicado por Resolución de 29 de abril de 2020. Ref. BOE-A-2020-4758
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§ 72

Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el 
estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria 

ocasionada por el COVID-19. [Inclusión parcial]

Ministerio de la Presidencia, Relaciones con las Cortes y Memoria Democrática
«BOE» núm. 67, de 14 de marzo de 2020
Última modificación: 6 de junio de 2020

Referencia: BOE-A-2020-3692

[ . . . ]

Artículo 7.  Limitación de la libertad de circulación de las personas.

1. Durante la vigencia del estado de alarma, las personas únicamente podrán circular por 
las vías o espacios de uso público para la realización de las siguientes actividades, que 
deberán realizarse individualmente, salvo que se acompañe a personas con discapacidad, 
menores, mayores, o por otra causa justificada:

a) Adquisición de alimentos, productos farmacéuticos y de primera necesidad, así como 
adquisición de otros productos y prestación de servicios de acuerdo con lo establecido en el 
artículo 10.

b) Asistencia a centros, servicios y establecimientos sanitarios.
c) Desplazamiento al lugar de trabajo para efectuar su prestación laboral, profesional o 

empresarial.
d) Retorno al lugar de residencia habitual.
e) Asistencia y cuidado a mayores, menores, dependientes, personas con discapacidad 

o personas especialmente vulnerables.
f) Desplazamiento a entidades financieras y de seguros.
g) Por causa de fuerza mayor o situación de necesidad.
h) Cualquier otra actividad de análoga naturaleza.

1 bis. La vigencia del estado de alarma no supondrá obstáculo alguno al 
desenvolvimiento y realización de las actuaciones electorales precisas para el desarrollo de 
elecciones convocadas a Parlamentos de comunidades autónomas.

2. Los menores de 14 años podrán acompañar a un adulto responsable de su cuidado 
cuando este realice alguna o algunas de las actividades previstas en el apartado anterior.

3. Igualmente, se permitirá la circulación de vehículos particulares por las vías de uso 
público para la realización de las actividades referidas en los apartados anteriores o para el 
repostaje en gasolineras o estaciones de servicio.

4. En todo caso, en cualquier desplazamiento deberán respetarse las recomendaciones 
y obligaciones dictadas por las autoridades sanitarias.
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5. El Ministro del Interior podrá acordar el cierre a la circulación de carreteras o tramos 
de ellas por razones de salud pública, seguridad o fluidez del tráfico o la restricción en ellas 
del acceso de determinados vehículos por los mismos motivos.

Cuando las medidas a las que se refiere el párrafo anterior se adopten de oficio se 
informará previamente a las Administraciones autonómicas que ejercen competencias de 
ejecución de la legislación del Estado en materia de tráfico, circulación de vehículos y 
seguridad vial.

Las autoridades estatales, autonómicas y locales competentes en materia de tráfico, 
circulación de vehículos y seguridad vial garantizarán la divulgación entre la población de las 
medidas que puedan afectar al tráfico rodado.

6. El Ministro de Sanidad podrá, en atención a la evolución de la emergencia sanitaria, 
dictar órdenes e instrucciones en relación con las actividades y desplazamientos a que se 
refieren los apartados 1 a 4 de este artículo, con el alcance y ámbito territorial que en 
aquellas se determine.

[ . . . ]
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§ 73

Orden SND/370/2020, de 25 de abril, sobre las condiciones en las 
que deben desarrollarse los desplazamientos por parte de la 
población infantil durante la situación de crisis sanitaria ocasionada 

por el COVID-19

Ministerio de Sanidad
«BOE» núm. 116, de 25 de abril de 2020
Última modificación: 9 de mayo de 2020

Referencia: BOE-A-2020-4665

Téngase en cuenta que no serán de aplicación las franjas horarias y el límite de un adulto responsable y hasta 
tres niños, previstos en la presente Orden, a los municipios y entes de ámbito territorial inferior al municipio que 
tengan menos de 10.001 habitantes y densidad de población inferior a 100 habitantes por kilómetro cuadrado, 
según establece el art. 3 de la Orden SND/427/2020, de 21 de mayo. Ref. BOE-A-2020-5218, pudiéndose 
practicar las actividades previstas en la presente Orden en el término municipal o, en su defecto, a una 
distancia máxima de cinco kilómetros, incluyendo municipios adyacentes, siempre que se encuentren dentro 
del ámbito de aplicación de esta orden y pertenezcan a la misma unidad territorial de referencia.
Asimismo, no regirá limitación alguna respecto del número de veces al día en que se podrán realizar las 
actividades previstas en la presente Orden en las unidades territoriales en fase 2, según establece la 
disposición adicional 5 de la Orden SND/414/2020, de 16 de mayo, añadida por el art. 2.2 de la Orden SND/
445/2020, de 26 de mayo. Ref. BOE-A-2020-5088

Debido a la rapidez en la evolución de la situación de emergencia de salud pública 
ocasionada por el COVID-19, a escala nacional e internacional, el Gobierno, al amparo de lo 
dispuesto en el artículo 4, apartados b) y d), de la Ley Orgánica 4/1981, de 1 de junio, de los 
estados de alarma, excepción y sitio, declaró, mediante el Real Decreto 463/2020, de 14 de 
marzo, el estado de alarma en todo el territorio nacional con el fin de afrontar la crisis 
sanitaria, el cual ha sido prorrogado en tres ocasiones, la última con ocasión del Real 
Decreto 492/2020, de 24 de abril, hasta las 00:00 horas del día 10 de mayo de 2020, en los 
términos expresados en dicha norma.

El artículo 4.2.d) del citado Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, determina que, para 
el ejercicio de las funciones previstas en el mismo y bajo la superior dirección del Presidente 
del Gobierno, el Ministro de Sanidad tendrá la condición de autoridad competente delegada, 
tanto en su propia área de responsabilidad como en las demás áreas que no recaigan en el 
ámbito específico de competencias de los demás Ministros designados como autoridad 
competente delegada a los efectos de este real decreto.

En concreto, de acuerdo con lo establecido en el artículo 4.3 del Real Decreto 463/2020, 
de 14 de marzo, el Ministro de Sanidad queda habilitado para dictar las órdenes, 
resoluciones, disposiciones e instrucciones interpretativas que, dentro de su ámbito de 
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actuación como autoridad delegada, sean necesarias para garantizar la prestación de todos 
los servicios, ordinarios o extraordinarios, en orden a la protección de personas, bienes y 
lugares, mediante la adopción de cualquiera de las medidas previstas en el artículo once de 
la Ley Orgánica 4/1981, de 1 de junio.

El artículo 7.1 del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, limita la libertad de 
circulación de las personas, previendo una serie de excepciones, tales como la asistencia y 
cuidado de personas menores del párrafo e), la situación de necesidad, en su párrafo g), o 
cualquier otra actividad de análoga naturaleza del párrafo h).

Por otra parte, de acuerdo con el artículo 7.6 del citado real decreto, el Ministro de 
Sanidad podrá, en atención a la evolución de la emergencia sanitaria, dictar órdenes e 
instrucciones en relación con las actividades y desplazamientos a que se refieren los 
apartados primero a cuarto de este artículo, con el alcance y ámbito territorial que en 
aquellas se determine.

La evolución de la crisis sanitaria que se desarrolla en el marco del estado de alarma 
obliga a adaptar y concretar de manera continua las medidas adoptadas, para asegurar la 
eficiencia en la gestión de la crisis. En este marco, y con el objeto de proteger a la población 
infantil, se hace preciso dictar una orden para establecer el modo en que los niños y niñas 
pueden realizar desplazamientos fuera de su domicilio, con el fin de aliviar las medidas a las 
que han estado sometidos, y las posibles consecuencias negativas que ello conlleva, al 
tiempo que se respetan las medidas de seguridad necesarias.

En este sentido, el Comité de los Derechos del Niño de las Naciones Unidas ha realizado 
recientemente un llamamiento general a los Estados alertando sobre los efectos físicos, 
psicológicos y emocionales en la infancia a consecuencia de la epidemia ocasionada por el 
COVID-19, de las medidas adoptadas y sus consecuencias. Asimismo, el citado Comité 
considera que, en la situación de emergencia sanitaria, se debería permitir a los niños y 
niñas poder disfrutar diariamente de actividades fuera de casa de manera supervisada y 
manteniendo las garantías de higiene y distanciamiento social.

El impacto de la emergencia sanitaria en niños y niñas ha alterado su rutina de vida en 
todos sus ámbitos, como son el familiar, social, o educativo, entre otros. Del mismo modo, 
este impacto puede conllevar aspectos negativos en su salud somática (mayor tendencia al 
sobrepeso y obesidad, hipotonía, incremento del sedentarismo, etc.), así como en su salud 
emocional (irritabilidad, apatía y decaimiento, alteraciones del sueño, incremento de la 
dependencia de la persona adulta, etc.).

Teniendo en cuenta dichos efectos negativos, los cuales han evolucionado a medida que 
lo ha hecho la crisis sanitaria, se considera que existe una situación de necesidad que 
ampara, con arreglo a lo previsto en el artículo 7.1.g) del Real Decreto 463/2020, de 14 de 
marzo, y en línea con la finalidad de su artículo 7.2, la posibilidad de que la población infantil 
efectúe determinados desplazamientos, siempre que para ello se adopten las oportunas 
medidas de seguridad. Del mismo modo, los desplazamientos permitidos por esta orden 
resultan necesarios para el bienestar físico y psíquico de las personas menores de edad, 
entendiéndose, por tanto, que se trata de una actividad de análoga naturaleza, de acuerdo 
con lo previsto en el artículo 7.1.h), a la asistencia y cuidado de menores prevista en el 
párrafo e) de este mismo artículo.

Asimismo, dichos desplazamientos se deben entender sin perjuicio de los que ya se 
habilitan para las personas menores de 14 años en el artículo 7.2 del Real Decreto 
463/2020, de 14 de marzo, así como a los niños y niñas con discapacidad que tengan 
alteraciones en su conducta, como, por ejemplo, los trastornos del espectro autista y otras 
conductas disruptivas, en los términos previstos en la Instrucción de 19 de marzo de 2020, 
del Ministerio de Sanidad, por la que se establecen criterios interpretativos para la gestión de 
la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19.

Por otra parte, se considera que una salida controlada de la población infantil puede 
reportar beneficios asociados a un estilo de vida más saludable, prevenir algunos problemas 
asociados al mantenimiento prolongado del estado de alarma, como puede ser la mejora de 
la calidad del sueño o la síntesis de vitamina D, así como una mejora en el bienestar social o 
familiar.

Igualmente, cabe señalar que las condiciones de las viviendas y los estilos de vida no 
son iguales en todos los hogares, por lo que la declaración del estado de alarma supone un 

COVID-19: COLECTIVOS VULNERABLES

§ 73  Condiciones en las que deben desarrollarse los desplazamientos de la población infantil 

– 470 –



impacto desigual en la población infantil, afectando especialmente a aquellos niños y niñas 
que viven en condiciones de vida de mayor vulnerabilidad.

En los desplazamientos autorizados por esta orden se ha tenido en cuenta la necesidad 
de evitar aglomeraciones, motivo por el cual se permite que los citados desplazamientos se 
realicen en un horario suficientemente amplio y compatible con las horas solares, y que 
abarca desde las 9:00 horas a las 21:00 horas.

Por todo ello, se hace preciso dictar una orden para interpretar y concretar, con arreglo a 
las facultades previstas en los artículos 4.3 y 7.6 del Real Decreto 463/2020, de 14 de 
marzo, en qué casos está permitido, de acuerdo a lo previsto en el artículo 7.1, párrafos e), 
g) y h), del mencionado real decreto, el desplazamiento de los niños y niñas fuera de su 
domicilio, y bajo qué condiciones de seguridad debe realizarse para que no repercuta 
negativamente en la evolución de la epidemia, al tiempo que la población infantil obtenga el 
máximo beneficio para su salud física y mental, para su bienestar y desarrollo motriz y 
afectivo.

En su virtud, dispongo:

Artículo 1.  Objeto.

Esta orden tiene por objeto establecer las condiciones en las que los niños y niñas 
podrán realizar desplazamientos fuera del domicilio durante la vigencia del estado de alarma 
y sus posibles prórrogas.

A los efectos de lo previsto en esta orden se entenderá por niños y niñas las personas 
menores de 14 años.

Artículo 2.  Desplazamientos permitidos.

1. Se habilita a los niños y niñas, y a un adulto responsable, a circular por las vías o 
espacios de uso público, de acuerdo con lo previsto en el artículo 7.1, párrafos e), g) y h), del 
Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la 
gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, respecto a la 
circulación permitida por causas de asistencia y cuidado de personas menores, situación de 
necesidad y cualquier otra actividad de análoga naturaleza, siempre y cuando se respeten 
los requisitos establecidos en esta orden para evitar el contagio.

Dicha circulación queda limitada a la realización de un paseo diario, de máximo una hora 
de duración y a una distancia no superior a un kilómetro con respecto al domicilio del menor, 
entre las 12:00 horas y las 19:00 horas.

Téngase en cuenta que, en las unidades territoriales en fase 2, no serán de aplicación a los 
desplazamientos de la población infantil las franjas y limitaciones previstas en el segundo 
párrafo del apartado 1, ni regirá limitación alguna respecto del número de veces al día, debiendo 
sujetarse su práctica a lo establecido en el art. 7 de la Orden SND/414/2020, de 16 de mayo, 
según establece la disposición adicional 5 de la citada Orden, añadida por el art. 2.2 de la 
Orden SND/445/2020, de 26 de mayo. Ref. BOE-A-2020-5088

Las comunidades autónomas y ciudades autónomas podrán acordar en su ámbito 
territorial que la franja horaria a la que se refiere el párrafo anterior comience hasta dos 
horas antes y termine hasta dos horas después, siempre y cuando no se incremente la 
duración total de dicha franja.

2. No podrán hacer uso de la habilitación contenida en el apartado anterior los niños y 
niñas que presenten síntomas o estén en aislamiento domiciliario debido a un diagnóstico 
por COVID-19, o que se encuentren en periodo de cuarentena domiciliaria por haber tenido 
contacto con alguna persona con síntomas o diagnosticado de COVID-19.

3. Los desplazamientos a los que se refiere este artículo se entienden sin perjuicio de los 
permitidos para las personas menores de 14 años en el artículo 7.2 del Real Decreto 
463/2020, de 14 de marzo.
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Artículo 3.  Requisitos para evitar el contagio.

1. El paseo diario deberá realizarse como máximo en grupos formados por un adulto 
responsable y hasta tres niños o niñas.

Téngase en cuenta que, en todas las unidades territoriales en fase I y posteriores, no será 
de aplicación a los desplazamientos de la población infantil la limitación prevista en el apartado 
1, debiendo sujetarse la práctica de dichas actividades a lo establecido en el artículo 7.2 de la 
Orden SND/399/2020, de 9 de mayo, según establece la disposición adicional 4 de la misma, 
Ref. BOE-A-2020-4911, añadida por el art. 3.7 de la Orden SND/440/2020, de 23 de mayo. Ref. 
BOE-A-2020-5265

2. Durante el paseo diario deberá mantenerse una distancia interpersonal con terceros 
de al menos dos metros.

Asimismo, deberá cumplirse con las medidas de prevención e higiene frente al 
COVID-19 indicadas por las autoridades sanitarias.

Artículo 4.  Lugares permitidos.

1. Se podrá circular por cualquier vía o espacio de uso público, incluidos los espacios 
naturales y zonas verdes autorizadas, siempre que se respete el límite máximo de un 
kilómetro con respecto al domicilio del menor.

2. No estará permitido el acceso a espacios recreativos infantiles al aire libre, así como a 
instalaciones deportivas.

Artículo 5.  Adulto responsable.

1. A los efectos de lo previsto en esta orden, se entiende por adulto responsable aquella 
persona mayor de edad que conviva en el mismo domicilio con el niño o niña actualmente, o 
se trate de un empleado de hogar a cargo del menor.

Cuando el adulto responsable sea una persona diferente de los progenitores, tutores, 
curadores, acogedores o guardadores legales o de hecho, deberá contar con una 
autorización previa de estos.

2. Es responsabilidad del adulto acompañante garantizar que se cumplen durante la 
realización del paseo diario los requisitos para evitar el contagio previstos en el artículo 3.

Disposición adicional única.  Medidas en relación con los niños y niñas que residan en 
centros de protección de menores, centros habitacionales sociales de apoyo para personas 
con discapacidad u otros servicios residenciales análogos.

Las comunidades autónomas, respetando en todo caso lo regulado en esta orden, 
podrán, en el ejercicio de sus competencias en materia de protección y tutela de personas 
menores de edad, adoptar las medidas necesarias para adecuar la aplicación de lo 
dispuesto en la misma, en relación con los niños y niñas que residan en centros de 
protección de menores, centros habitacionales sociales de apoyo para personas con 
discapacidad u otros servicios residenciales análogos.

Disposición final primera.  Régimen de recursos.

Contra la presente orden se podrá interponer recurso contencioso-administrativo, en el 
plazo de dos meses a partir del día siguiente al de su publicación, ante la Sala de lo 
Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo, de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 12 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-
Administrativa.

Disposición final segunda.  Efectos y vigencia.

La presente orden surtirá plenos efectos desde las 00:00 horas del día 26 de abril de 
2020 y mantendrá su eficacia durante toda la vigencia del estado de alarma y sus posibles 
prórrogas.
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§ 74

Orden SND/414/2020, de 16 de mayo, para la flexibilización de 
determinadas restricciones de ámbito nacional establecidas tras la 
declaración del estado de alarma en aplicación de la fase 2 del Plan 

para la transición hacia una nueva normalidad. [Inclusión parcial]

Ministerio de Sanidad
«BOE» núm. 138, de 16 de mayo de 2020

Última modificación: 6 de junio de 2020
Referencia: BOE-A-2020-5088

[ . . . ]

Disposición adicional quinta.  Medidas de flexibilización para los desplazamientos de la 
población infantil y práctica de la actividad física no profesional.

No serán de aplicación a los desplazamientos de la población infantil y a la práctica de la 
actividad física no profesional las franjas y limitaciones respectivamente previstas en el 
segundo párrafo del artículo 2.1 de la Orden SND/370/2020, de 25 de abril, y en el artículo 
2.4 de la Orden SND/380/2020, de 30 de abril, debiendo sujetarse la práctica de las dichas 
actividades a lo establecido en el artículo 7 de la presente orden.

No regirá limitación alguna respecto del número de veces al día en que se podrán 
realizar las actividades previstas en la Orden SND/370/2020, de 25 de abril y la Orden SND/
380/2020, de 30 de abril.

[ . . . ]
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§ 75

Orden INT/407/2020, de 12 de mayo, por la que se adoptan medidas 
para flexibilizar las restricciones establecidas en el ámbito de 
Instituciones Penitenciarias al amparo del Real Decreto 463/2020, de 
14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la 
gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19

Ministerio del Interior
«BOE» núm. 134, de 13 de mayo de 2020

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2020-4960

La expansión de la pandemia ocasionada por el COVID-19 dio lugar a la aprobación del 
Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la 
gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, en el que se adoptan 
importantes medidas restrictivas de la movilidad y que, ante la evolución de la pandemia, ha 
sido prorrogado por los Reales Decretos 476/2020, de 27 de marzo, 487/2020, de 10 de 
abril, 492/2020, de 24 de abril, y 514/2020, de 8 de mayo.

Como consecuencia de las medidas de contención adoptadas durante el tiempo que ha 
transcurrido desde la declaración del estado de alarma, se ha logrado una reducción 
sustancial y sostenida de los diferentes indicadores de expansión de la enfermedad en 
nuestro país.

En el marco de las medidas previstas en el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, y 
conforme a las atribuciones conferidas al Ministro del Interior, en virtud de su artículo 4.2.b), 
como autoridad competente delegada en el área de su responsabilidad, y en ejercicio de las 
facultades que le atribuye su artículo 4.3, se dictó la Orden INT/227/2020, de 15 de marzo, 
en relación con las medidas que se adoptan en el ámbito de Instituciones Penitenciarias al 
amparo del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de 
alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19.

En el momento actual, y dado que en España se ha iniciado un proceso de reducción 
gradual de las medidas extraordinarias de restricción de la movilidad y del contacto social 
establecidas mediante el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, con el objetivo de 
conseguir la recuperación paulatina de la vida cotidiana, preservando la salud pública, 
minimizando el riesgo que representa la epidemia para la salud de la población, y evitando 
que las capacidades del Sistema Nacional de Salud se puedan desbordar, se hace 
necesario acomodar el ámbito penitenciario a la nueva situación actual.

En consecuencia, de acuerdo con lo expuesto, como autoridad competente delegada, al 
amparo de lo previsto en el artículo 4, apartados 2 y 3, del Real Decreto 463/2020, de 14 de 
marzo, dispongo:
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Artículo único.  Régimen penitenciario.

Se reanudarán en los centros penitenciarios del Estado, de forma paulatina y gradual, 
manteniendo como referencia la protección de la salud pública, las siguientes actividades:

a) Las comunicaciones ordinarias de los internos.
b) Las salidas de permiso y las salidas programadas, de acuerdo con las indicaciones de 

la autoridad sanitaria.
c) Los internos clasificados en tercer grado o que tengan aplicado el régimen de 

flexibilidad y se hallen destinados en centros de inserción social, secciones abiertas o 
centros ordinarios, podrán seguir saliendo para la realización de las actividades 
expresamente relacionadas en el artículo 7 del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por 
el que se declara el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria 
ocasionada por el COVID-19, adoptándose los protocolos establecidos cuando regresen al 
centro penitenciario. En todo caso, en cualquier desplazamiento deberán respetarse las 
recomendaciones y obligaciones dictadas por las autoridades sanitarias.

d) Los traslados de los internos cuando sean solicitados por las autoridades judiciales, 
los traslados por razones sanitarias y aquellos que por circunstancias regimentales o 
tratamentales se requieran, según sean las indicaciones sanitarias que, en cada caso y 
momento, se vayan adoptando.

e) Las actividades educativas, formativas, terapéuticas, deportivas, culturales y religiosas 
en el interior de los centros penitenciarios, en función de la situación de estos y de las 
medidas que se puedan ir adoptando por las autoridades competentes en la materia.

Las actuaciones y actividades anteriormente citadas podrán revertirse si la situación 
epidemiológica así lo aconseja, de forma global o individualizada para uno o varios centros 
penitenciarios.

Disposición derogatoria única.  
Queda derogada la Orden INT/227/2020, de 15 de marzo, en relación con las medidas 

que se adoptan en el ámbito de Instituciones Penitenciarias al amparo del Real Decreto 
463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión de la 
situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19.

Disposición final única.  Entrada en vigor.

La presente orden entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín 
Oficial del Estado».
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§ 76

Resolución de 27 de marzo de 2020, de la Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública, por la que se acuerda la 
reanudación de los procedimientos de adquisición de la nacionalidad 
española regulados en el Real Decreto 1004/2015, de 6 de 
noviembre, por el que se aprueba el reglamento por el que se regula 
el procedimiento para la adquisición de la nacionalidad española por 
residencia y en la Ley 12/2015, de 24 de junio, en materia de 
concesión de la nacionalidad española a los sefardíes originarios de 

España

Ministerio de Justicia
«BOE» núm. 98, de 8 de abril de 2020
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2020-4351

El Real Decreto 453/2020, de 10 de marzo, por el que se desarrolla la estructura 
orgánica básica del Ministerio de Justicia, y se modifica el Reglamento del Servicio Jurídico 
del Estado, aprobado por el Real Decreto 997/2003, de 25 de julio, atribuye en su artículo 7. 
1. b) a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública la tramitación y, en su caso, 
resolución de los expedientes de nacionalidad, así como el estudio y la resolución de 
cuantas consultas le sean efectuadas sobre dicha materia. Asimismo, la Orden JUS/
125/2019, de 5 de febrero, sobre delegación de competencias, atribuye en su dispositivo 
vigésimo sexto A.1 a la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado (actual 
Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública) la resolución de los expedientes de 
adquisición de la nacionalidad española por residencia, de dispensa del requisito de 
residencia legal para recuperar la nacionalidad española, de dispensas matrimoniales, con 
inclusión de la autorización del matrimonio secreto, y de cambio y conservación de nombres 
y apellidos.

Con fecha 14 de marzo, se publicó en el «Boletín Oficial del Estado», el Real Decreto 
463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión de la 
situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, en cuya Disposición adicional 
tercera, apartado 4, se preveía la suspensión de todos los plazos administrativos, con la sola 
excepción de aquellos procedimientos y resoluciones referidos a situaciones estrechamente 
vinculadas a los hechos justificativos del estado de alarma.

Con fecha 18 de marzo de 2020 se ha publicado en el «Boletín Oficial del Estado», el 
Real Decreto 465/2020, de 17 de marzo, por el que se modifica el Real Decreto 463/2020, 
de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión de la situación de 
crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, cuyo artículo único, modifica el apartado 4 de la 
Disposición adicional tercera y habilita a la Administración para acordar motivadamente la 
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continuación de aquellos procedimientos administrativos que vengan referidos no sólo a 
situaciones estrechamente vinculadas a los hechos justificativos del estado de alarma sino 
también a situaciones que sean indispensables para la protección del interés general o para 
el funcionamiento básico de los servicios.

La concesión de la nacionalidad española es un acto que constituye una de las más 
plenas manifestaciones de la soberanía de un Estado, que conlleva el otorgamiento de una 
cualidad que lleva implícita un conjunto de derechos y obligaciones, otorgamiento en todo 
caso condicionado al cumplimiento por el solicitante de unos determinados requisitos, y que, 
conforme al artículo 21 del Código Civil, puede ser denegado por motivos de orden público o 
interés nacional. La nacionalidad concede, por tanto, un status y unos derechos superiores a 
los derivados de la mera residencia legal en España.

Teniendo en cuenta que en la actualidad existe un elevado número de solicitudes de 
adquisición de la nacionalidad pendientes de resolución –algunas de ellas con un 
considerable retraso en la tramitación–, tanto del procedimiento regulado en el Real Decreto 
1004/2015, de 6 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento por el que se regula el 
procedimiento para la adquisición de la nacionalidad española por residencia como del 
procedimiento establecido en la Ley 12/2015, de 24 de junio, en materia de concesión de la 
nacionalidad española a los sefardíes originarios de España, se hace indispensable para la 
protección del interés general adoptar medidas de continuación de los procedimientos que 
minoren el impacto que supondría paralizar la instrucción y resolución de los mismos.

En virtud de lo expuesto, resuelvo:

Primero.  
Reanudar los procedimientos de adquisición de la nacionalidad española regulados en el 

Real Decreto 1004/2015, de 6 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento por el 
que se regula el procedimiento para la adquisición de la nacionalidad española por 
residencia y en la Ley 12/2015, de 24 de junio, en materia de concesión de la nacionalidad 
española a los sefardíes originarios de España, que estuvieran en tramitación con fecha 14 
de marzo de 2020 o que se hayan iniciado o vayan a iniciarse con posterioridad a dicha 
fecha.

Esta resolución no afectará al régimen de recursos que puedan interponerse frente a la 
resolución o actos de trámite cualificados que se dicten, en tanto que el estado de alarma 
puede dificultar la movilidad de las personas así como el normal funcionamiento de los 
servicios postales incidiendo en los plazos establecidos en las normas para su interposición 
y resolución.

Segundo.  
Por las mismas razones mencionadas en el apartado anterior de dificultad para la 

movilidad de las personas así como limitación de la atención al público por parte de los 
registros civiles, y de acuerdo con la Disposición Adicional Tercera, apartado 1, del Real 
Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión 
de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, se mantiene la suspensión 
del plazo de 180 días que establecen el artículo 12.1 del Real Decreto 1004/2015 y el 
artículo 224 del Reglamento del Registro Civil para que se realicen ante el encargado del 
registro civil las manifestaciones a que se refiere el artículo 23 del Código Civil, relativas al 
juramento o promesa de fidelidad al Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, y la 
renuncia a la nacionalidad anterior, cuando proceda, y la solicitud de las inscripciones 
correspondientes en el Registro Civil.

Tercero.  
Publicar la presente resolución en el «Boletín Oficial del Estado» de conformidad con las 

reglas generales de publicación establecidas en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas sin que frente a la 
misma quepa recurso alguno. Asimismo se procederá a su publicación en la página web del 
Ministerio de Justicia www.mjusticia.gob.es.
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§ 77

Resolución de 13 de mayo de 2020, de la Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública, por la que se acuerda la prórroga 
del plazo de subsanación de las solicitudes de nacionalidad en virtud 
de la Ley 12/2015, de 24 de junio, en materia de concesión de la 
nacionalidad española a los sefardíes originarios de España y se 

aclaran aspectos de la tramitación de los expedientes

Ministerio de Justicia
«BOE» núm. 149, de 26 de mayo de 2020

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2020-5296

Mediante Circular de 9 de septiembre de 2019 de la entonces Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, se 
comunicó a todos los interesados el acuerdo del Director General de dar un plazo de 
subsanación de las solicitudes presentadas en virtud de la Ley 12/2015, de 24 de junio, en 
materia de concesión de la nacionalidad española a los sefardíes originarios de España. 
Este plazo de subsanación se estableció en un año a contar desde la fecha de la solicitud, 
que en ningún caso podía ser posterior al día 1 de octubre de 2019, finalizando, por lo tanto, 
el plazo de subsanación el 1 de septiembre de 2020 para los últimos expedientes 
presentados.

Debido a situación creada por la pandemia de la COVID-19, todos los centros del 
Instituto Cervantes se han visto obligados a cancelar los exámenes del DELE y CCSE 
necesarios para la tramitación de los expedientes. De igual manera, se ha suspendido el 
transporte aéreo de viajeros en y hacia España lo que imposibilita que, este momento, los 
solicitantes puedan comparecer ante el notario asignado, según establece el artículo 2.2 de 
la Ley 12/2015. Se recuerda que esta comparecencia ha de ser personal y que cualquier 
excepción por causas médicas u otras de fuerza mayor, deberá ser autorizada por la 
Directora General de Seguridad Jurídica y Fe Pública.

Siendo ambos requisitos de obligado cumplimiento, es necesario prorrogar el plazo 
establecido por la Circular de 9 de septiembre de 2019 de manera que, una vez que se 
reanuden los exámenes del Instituto Cervantes y se restablezcan las comunicaciones aéreas 
los solicitantes puedan subsanar sus solicitudes.

Por otra parte, se han recibido en esta Dirección General algunas consultas relativas a si 
existe un plazo preclusivo para la comparecencia del solicitante a efectos de la realización 
del acta notarial. Pues bien, conviene aclarar que ni la Ley 12/2015 de 24 de junio, ni la 
Circular antes citada, establecen un plazo para el acta de notoriedad, cuyo retraso, en 
principio, no sería imputable al peticionario que hubiese presentado su documentación en 
tiempo y forma.
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Cuestión distinta sería que, superadas las circunstancias antes mencionadas derivadas 
de la pandemia, el solicitante no respondiera a la citación de comparecencia ante el notario 
sin acreditar causa justificada para ello. En ese caso, deberá procederse de acuerdo con lo 
dispuesto en el artículo 95.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, que establece que «En los 
procedimientos iniciados a solicitud del interesado, cuando se produzca su paralización por 
causa imputable al mismo, la Administración le advertirá que, transcurridos tres meses, se 
producirá la caducidad del procedimiento. Consumido este plazo sin que el particular 
requerido realice las actividades necesarias para reanudar la tramitación, la Administración 
acordará el archivo de las actuaciones, notificándoselo al interesado. Contra la resolución 
que declare la caducidad procederán los recursos pertinentes».

Por lo tanto, teniendo en cuenta las circunstancias mencionadas, resuelvo:

Primero.  
Prorrogar el plazo de subsanación de las todas las solicitudes presentadas en plazo en 

virtud de la Ley 12/2015, de 24 de junio, en materia de concesión de la nacionalidad 
española a los sefardíes originarios de España, hasta el 1 de septiembre de 2021.

Segundo.  
Dicho plazo será objeto de revisión en el caso de persistir las circunstancias causadas 

por la pandemia del COVID-19.

COVID-19: COLECTIVOS VULNERABLES

§ 77  Prórroga del plazo de subsanación de las solicitudes de nacionalidad

– 479 –



§ 78

Orden SND/421/2020, de 18 de mayo, por la que se adoptan 
medidas relativas a la prórroga de las autorizaciones de estancia y 
residencia y/o trabajo y a otras situaciones de los extranjeros en 
España, en aplicación del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, 
por el que se declara el estado de alarma para la gestión de la 

situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19

Ministerio de Sanidad
«BOE» núm. 142, de 20 de mayo de 2020

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2020-5141

Debido a la rapidez en la evolución de la situación de emergencia de salud pública 
ocasionada por el COVID-19, a escala nacional e internacional, el Gobierno, al amparo de lo 
dispuesto en el artículo cuatro, apartados b) y d), de la Ley Orgánica 4/1981, de 1 de junio, 
de los estados de alarma, excepción y sitio, declaró, mediante el Real Decreto 463/2020, de 
14 de marzo, el estado de alarma en todo el territorio nacional con el fin de afrontar la crisis 
sanitaria, el cual ha sido prorrogado en cuatro ocasiones, la última con ocasión del Real 
Decreto 514/2020, de 8 de mayo, hasta las 00:00 horas del día 24 de mayo de 2020, en los 
términos expresados en dicha norma.

El artículo 4.2.d) del citado Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, determina que, para 
el ejercicio de las funciones previstas en el mismo y bajo la superior dirección del Presidente 
del Gobierno, el Ministro de Sanidad tendrá la condición de autoridad competente delegada, 
tanto en su propia área de responsabilidad como en las demás áreas que no recaigan en el 
ámbito específico de competencias de los demás Ministros designados como autoridad 
competente delegada a los efectos de este real decreto.

En concreto, de acuerdo con lo establecido en el artículo 4.3 del Real Decreto 463/2020, 
de 14 de marzo, el Ministro de Sanidad queda habilitado para dictar las órdenes, 
resoluciones, disposiciones e instrucciones interpretativas que, dentro de su ámbito de 
actuación como autoridad delegada, sean necesarios para garantizar la prestación de todos 
los servicios, ordinarios o extraordinarios, en orden a la protección de personas, bienes y 
lugares, mediante la adopción de cualquiera de las medidas previstas en el artículo once de 
la Ley Orgánica 4/1981, de 1 de junio.

El Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, establece en su disposición adicional tercera 
la suspensión de los plazos administrativos y en su disposición adicional cuarta la 
suspensión de los plazos de prescripción y caducidad.

Como es sabido, la normativa de extranjería impone al extranjero el deber de renovar su 
autorización de residencia y/o trabajo cuando esta es temporal De igual forma, exige solicitar 
la prórroga de la autorización de estancia por estudios, intercambio de alumnos, prácticas no 
laborales o servicios de voluntariado
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Esta renovación, de conformidad con las previsiones del Reglamento de la Ley Orgánica 
4/2000, sobre derechos y libertades de los extranjeros en España y su integración social, 
tras su reforma por Ley Orgánica 2/2009, aprobado por Real Decreto 557/2011, de 20 de 
abril, y de la Ley 14/2013, de 27 de septiembre, de apoyo a los emprendedores y su 
internacionalización, debe solicitarse durante los sesenta días naturales previos a la fecha de 
expiración de la vigencia de esta, así como dentro de los noventa días naturales posteriores 
a la fecha en que hubiera finalizado la vigencia de la anterior autorización.

La imposibilidad de presentar las solicitudes de renovación de las autorizaciones de 
residencia y/o trabajo está generando gran inseguridad jurídica tanto para los extranjeros 
que se hallan en España, como para los empleadores y resto de operadores sociales y 
económicos. Este hecho, ha sido puesto de manifiesto, además, por la sociedad civil y 
agentes sociales.

Con el fin de aportar la debida seguridad jurídica exigida ante esta extraordinaria 
situación y evitar que, una vez se levante el estado de alarma, los extranjeros puedan 
encontrarse en una situación de irregularidad sobrevenida, es necesario proceder a 
prorrogar de forma automática todas aquellas autorizaciones que venzan durante la vigencia 
del estado de alarma, así como de aquellas que vencieron en los tres meses previos a su 
declaración. Dicha prórroga automática surtirá efectos a partir del día siguiente al de la 
caducidad de la autorización y se extenderá durante los seis meses siguientes a la 
finalización del estado de alarma.

De igual forma, es necesario prorrogar, por idéntico período, la validez de las tarjetas de 
familiar de ciudadano de la Unión y las tarjetas de identidad de extranjero concedidas en 
base a una residencia de larga duración.

Por otro lado, y, con el mismo objetivo de reforzar la seguridad jurídica, se regulan 
ciertos aspectos relativos a la prórroga de las situaciones de estancia y ciertos visados de 
larga duración que se prorrogan automáticamente, en estos casos, por un periodo de tres 
meses tras la finalización del estado de alarma. En relación con los visados de larga 
duración, la prórroga se prevé para los expedidos en virtud de un acuerdo de movilidad de 
jóvenes que, con carácter general, no se pueden prorrogar puesto que existe un deber de 
regresar al país de origen trascurrido el año de vigencia del mismo. La duración de la 
prórroga automática se extenderá durante los tres meses siguientes a la finalización del 
estado de alarma para que, una vez se levanten los cierres de fronteras adoptados por el 
COVID-19, puedan regresar a sus países y no se encuentren, mientras, en una situación de 
irregularidad en el país.

Se regula también la situación de los extranjeros residentes en España que no se 
encuentren en el territorio nacional y cuyas autorizaciones de estancia o de residencia, o 
visados de larga duración caduquen durante la vigencia del estado de alarma. A tal fin, se 
habilita a que estos puedan entrar en España con su documento de viaje válido a tales 
efectos y la Tarjeta de Identidad de Extranjero o visado caducado.

Finalmente, se prevé que las ausencias del territorio español ocasionadas por la 
situación del COVID-19 no serán tenidas en cuenta a efectos de computar la continuidad de 
la residencia, con el fin de evitar que la imposibilidad de regresar a España por el cierre de 
fronteras terrestres y aéreas perjudique de forma negativa su estatus regular en el país.

Con estas medidas se avanza en la protección de los extranjeros residentes en España 
con el fin de evitar que la crisis asociada al COVID-19 tenga repercusiones en su estatus 
regular en el país.

Corresponde al Ministro de Sanidad la adopción de esta orden, de acuerdo con lo 
establecido en artículo 4.3 del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo.

En su virtud, dispongo:

Artículo 1.  Prórroga de las autorizaciones temporales de residencia y/o trabajo y de las 
autorizaciones de estancia.

1. Las autorizaciones temporales de residencia y/o trabajo y las autorizaciones de 
estancia por estudios, movilidad de alumnos, prácticas no laborales o servicios de 
voluntariado previstas en la normativa de extranjería, cuya vigencia expire durante la 
vigencia del estado de alarma y sus sucesivas prórrogas o haya expirado en los noventa 
días naturales previos a la fecha en que se decretó, quedarán automáticamente prorrogadas, 
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sin necesidad de emisión de una resolución individual para cada una de ellas por la Oficina 
de Extranjería.

2. La prórroga automática se iniciará al día siguiente de la caducidad de la autorización y 
se extenderá hasta que transcurran seis meses desde la finalización del estado de alarma.

3. Esta prórroga automática será de aplicación a las autorizaciones referidas en el 
apartado 1 con independencia de que se hubiesen presentado solicitudes de renovación, 
prórroga o modificación con anterioridad a la entrada en vigor de esta orden, siempre y 
cuando las mismas no se hayan resuelto expresamente. Dicha prórroga quedará sin efecto 
cuando la resolución que recaiga en el procedimiento iniciado fuera más favorable para el 
interesado.

4. La prórroga automática recogida en este artículo no será de aplicación a las estancias 
formativas de extranjeros, reguladas en el artículo 30 del Real Decreto 183/2008, de 8 de 
febrero, por el que se determinan y clasifican las especialidades en Ciencias de la Salud y se 
desarrollan determinados aspectos del sistema de formación sanitaria especializada.

5. La validez de las tarjetas de identidad de extranjero concedidas y expedidas en virtud 
de las autorizaciones enumeradas en el apartado 1 de este artículo y cuya vigencia hubiera 
expirado durante el estado de alarma, así como en los noventa días naturales previos a la 
fecha en que se decretó, se prorrogarán automáticamente por el mismo periodo que las 
autorizaciones.

6. La renovación, prórroga o modificación de la autorización que ha sido prorrogada de 
acuerdo con lo previsto en este artículo se regirá, en cuanto al procedimiento, los requisitos, 
los efectos y la duración, por lo dispuesto en la normativa de aplicación en función del tipo de 
autorización que ha sido prorrogada. Las correspondientes solicitudes podrán presentarse 
en cualquier momento durante la vigencia de la prórroga o hasta los noventa días naturales 
posteriores a la fecha de finalización de su vigencia, sin perjuicio de la sanción que 
corresponda al retraso. En cualquier caso, de resultar favorable esta última solicitud, el inicio 
de la vigencia que le corresponda a la nueva autorización se retrotraerá al día siguiente al de 
la caducidad de la autorización prorrogada.

Artículo 2.  Prórroga de las tarjetas de familiar de ciudadano de la Unión.

Queda prorrogada automáticamente durante la vigencia del estado de alarma y hasta un 
periodo de seis meses desde la finalización de este, la validez de las tarjetas de familiar de 
ciudadano de la Unión cuya vigencia hubiera expirado durante el estado de alarma o en los 
noventa días naturales previos a la fecha en que se decretó el mismo.

Artículo 3.  Prórroga de las tarjetas de identidad de extranjero concedidas en base a una 
residencia de larga duración.

Queda prorrogada automáticamente durante la vigencia del estado de alarma y hasta un 
periodo de seis meses desde la finalización de este, la validez de las tarjetas de identidad de 
extranjero concedidas en base a una residencia de larga duración cuya vigencia hubiera 
expirado durante el estado de alarma o en los noventa días naturales previos a la fecha en 
que se decretó el mismo.

Artículo 4.  Prórroga de las estancias de hasta de noventa días.

1. Aquellas personas que se hallen en España en situación de estancia, por un periodo 
no superior a noventa días, que haya expirado durante la vigencia del estado de alarma, 
verán su estancia prorrogada, de forma automática, por un periodo de tres meses.

2. Esta validez estará limitada al territorio español.
3. El periodo prorrogado se tendrá en cuenta a efectos de calcular el tiempo máximo 

autorizado para futuras estancias.

Artículo 5.  Prórroga de los visados de larga duración.

La validez de los visados de larga duración expedidos al amparo de un Acuerdo de 
Movilidad de Jóvenes, así como los visados de estancia por estudios de hasta ciento 
ochenta días de duración cuya vigencia expire durante la vigencia del estado de alarma, será 
prorrogada durante un período de tres meses desde la finalización del estado de alarma, 
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siempre que su titular se encuentre en España y no haya podido regresar a su país de 
origen.

Artículo 6.  Entrada en España de los nacionales de terceros países, titulares de una 
autorización, tarjeta de familiar de ciudadano de la Unión, tarjeta de identidad de extranjero 
concedida en base a una residencia de larga duración prorrogada o de visados de larga 
duración de inversores y emprendedores.

1. Los titulares de autorizaciones incluidas en el artículo 1, así como los titulares de una 
tarjeta de familiar de ciudadano de la Unión o de una tarjeta de identidad de extranjero 
concedida en base a una residencia de larga duración prorrogada que se encuentren en el 
extranjero podrán entrar en España con la presentación de su documento de viaje válido y 
en vigor y la tarjeta de identidad de extranjero caducada.

2. Los titulares de visados de larga duración expedidos al amparo de la Ley 14/2013, de 
27 de septiembre, de apoyo a los emprendedores y su internacionalización, cuya validez 
expire durante la vigencia del estado de alarma y que se encuentren en el extranjero podrán 
entrar en España con la presentación de su documento de viaje válido y en vigor y el visado 
caducado.

Artículo 7.  Ausencias del territorio español.

A los efectos de considerar acreditada la continuidad de residencia, no se computarán 
las ausencias del territorio español como consecuencia de la imposibilidad de retornar a 
España por el COVID-19.

Artículo 8.  Régimen de recursos.

Contra la presente orden, se podrá interponer recurso contencioso-administrativo en el 
plazo de dos meses a partir del día siguiente al de su publicación ante la Sala de lo 
Contencioso-administrativo del Tribunal Supremo, de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 12 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-
administrativa.

Artículo 9.  Efectos.

La presente orden surtirá plenos efectos desde el día de su publicación en el «Boletín 
Oficial del Estado».

COVID-19: COLECTIVOS VULNERABLES

§ 78  Prórroga de las autorizaciones de estancia y residencia y/o trabajo y a otras situaciones

– 483 –



§ 79

Orden TMA/277/2020, de 23 de marzo, por la que se declaran 
servicios esenciales a determinados alojamientos turísticos y se 

adoptan disposiciones complementarias. [Inclusión parcial]

Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana
«BOE» núm. 82, de 25 de marzo de 2020
Última modificación: 30 de marzo de 2020

Referencia: BOE-A-2020-4027

Artículo 1.  Declaración de servicio esencial de determinados alojamientos turísticos para la 
prestación del servicio de alojamiento a trabajadores.

Se declaran como servicios esenciales los alojamientos turísticos recogidos en el anexo 
de esta orden, que se mantendrán cerrados al público en general pero deben permitir el 
alojamiento de aquellos trabajadores que deban realizar labores de mantenimiento, 
asistencia sanitaria, reparación y ejecución de obras de interés general, abastecimiento de 
productos agrarios y pesqueros, y tripulaciones de los buques pesqueros, así como servicios 
complementarios a las mismas, en el ámbito sanitario, portuario, aeroportuario, viario y 
ferroviario, alimentario, salvamento y seguridad marítimo, la instalación, mantenimiento y 
reparación de redes de telecomunicaciones y centros de procesos de datos, suministro de 
energía y agua, suministro y servicios de transporte de mercancías o de viajeros ligados a 
las actividades permitidas por el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se 
declara el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por 
el COVID-19 y su normativa de desarrollo, así como de servicios esenciales como las 
fuerzas y cuerpos de seguridad y los trabajadores que deben desarrollar las actividades 
incluidas en los artículos 17 y 18 del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo. En todo caso, 
tendrán que observar las medidas e instrucciones de protección indicadas por el Ministerio 
de Sanidad tendentes a evitar el contagio del COVID-19.

Adicionalmente, por resolución del Ministro de Transporte, Movilidad y Agenda Urbana, 
se podrá ampliar, modificar, revisar o actualizar el listado de alojamientos turísticos 
recogidos en el anexo de esta orden cuando sea necesario para garantizar la prestación de 
los servicios incluidos en este artículo, de acuerdo a la petición realizada por el 
departamento ministerial correspondiente.

[ . . . ]

ANEXO

Alojamientos turísticos declarados servicio esencial

Comunidad Autónoma Provincia Localidad Nombre del establecimiento
Andalucía. Almería. Alhama de Almería. Balneario San Nicolás.
Andalucía. Almería. Almería. Avenida Hotel.
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Comunidad Autónoma Provincia Localidad Nombre del establecimiento
Andalucía. Almería. Almería. Hotel Catedral.
Andalucía. Almería. Laujar de Andarax. Hotel Almirez.
Andalucía. Cádiz. Algeciras. Hotel María Luisa.
Andalucía. Cádiz. Algeciras. Hotel Mercure Algeciras.
Andalucía. Cádiz. Arcos de la frontera. La Fonda Califa.
Andalucía. Cádiz. Cádiz. Las Cortes de Cádiz.
Andalucía. Cádiz. Conil. Almadraba Conil.
Andalucía. Cádiz. El Puerto de Santamaría. Alhaja Playa.
Andalucía. Cádiz. El Puerto de Santamaría. Hotel del Mar.
Andalucía. Cádiz. El Puerto de Santamaría. Las Dunas.
Andalucía. Cádiz. El Puerto de Santamaría. Los Cántaros.
Andalucía. Cádiz. Jerez de la Frontera. Hotel Chancillería.
Andalucía. Cádiz. Jerez de la Frontera. Life Apartments Guadalete.
Andalucía. Cádiz. Los Barrios. Hotel Montera Plaza.
Andalucía. Cádiz. Puerto Real. Hotel Ciudad del Sur.
Andalucía. Cádiz. Rota. Hostal Boutique La Española.
Andalucía. Cádiz. Rota. Life Apartments Costa Ballena.
Andalucía. Cádiz. Sanlúcar. Guadalquivir.
Andalucía. Cádiz. Sanlúcar. Palacio Arizón.
Andalucía. Córdoba. Almodóvar. Hostal San Luis.
Andalucía. Córdoba. Córdoba. Apartamentos Barroso.
Andalucía. Córdoba. Córdoba. Apartamentos Monteras Córdoba Centro.
Andalucía. Córdoba. Córdoba. La Llave de la Judería.
Andalucía. Córdoba. Montoro. Mirador de Montoro.
Andalucía. Córdoba. Vva de Córdoba. Hotel Las Monteras.
Andalucía. Granada. Granada. Gran Hotel Luna de Granada.
Andalucía. Granada. Granada. Hotel Dauro.
Andalucía. Granada. Granada. Room Mate Leo.
Andalucía. Huelva. Huelva. Sercotel Familia Conde.
Andalucía. Huelva. Huelva. Hotel Marina.
Andalucía. Huelva. Punta Umbría. Apartamento LEO.
Andalucía. Jaén. Jaén. Hotel Condestable.
Andalucía. Jaén. Linares. Hotel Cervantes.
Andalucía. Málaga. Antequera. Antequera Golf.
Andalucía. Málaga. Antequera. Los Dólmenes.
Andalucía. Málaga. Málaga. Ilunion Málaga.
Andalucía. Málaga. Málaga. Soho Málaga.
Andalucía. Málaga. Málaga. Angel Suites.
Andalucía. Málaga. Málaga. Atarazanas.
Andalucía. Málaga. Marbella. BuleBay Banus.
Andalucía. Málaga. Mijas. La Cala Resort.
Andalucía. Málaga. Nerja. Marina Turquesa.
Andalucía. Málaga. Nerja. MB Boutique.
Andalucía. Sevilla. Sevilla. Hostal Avenida Andalucía.
Andalucía. Sevilla. Sevilla. Apartur Aljarafe.
Andalucía. Sevilla. Sevilla. Hotel Bellavista Sevilla.
Andalucía. Sevilla. Sevilla. NH Viapol.
Andalucía. Sevilla. Sevilla. Hostal El Cruce.
Aragón. Huesca. Huesca. Aparthotel Huesca.
Aragón. Huesca. Huesca. Hostal Rugaca.
Aragón. Huesca. Jaca. Hotel A Boira.
Aragón. Huesca. Tramacastilla de Tena. Hotel El Privilegio de Tena.
Aragón. Teruel. Alcañiz. Aparthotel Meseguer.
Aragón. Teruel. Alcañiz. Camping La Estanca.
Aragón. Teruel. Alcañiz. Hotel Guadalope.
Aragón. Teruel. Andorra. Hotel Santa Bárbara.
Aragón. Teruel. Berge. Casa Rural Torre Piquer.
Aragón. Teruel. Rubielos de Mora. Hotel Montaña Rubielos.
Aragón. Teruel. Teruel. Hotel Isabel de Segura.
Aragón. Teruel. Teruel. Hotel Mudayyan.
Aragón. Teruel. Teruel. Hotel Reina Cristina.
Aragón. Zaragoza. Cariñena. Hotel del Vino.
Aragón. Zaragoza. Casetas. Hostal San Miguel.
Aragón. Zaragoza. Ejea de los Caballeros. Hotel Salvevir.
Aragón. Zaragoza. Épila. Hotel Carrasco.
Aragón. Zaragoza. Quinto de Ebro. Pensión Quinto.
Aragón. Zaragoza. Zaragoza. Albergue de Zaragoza.
Aragón. Zaragoza. Zaragoza. Apartamentos Augusta.
Aragón. Zaragoza. Zaragoza. Aparthotel Los Girasoles.
Aragón. Zaragoza. Zaragoza. Hotel Gran Vía.
Aragón. Zaragoza. Zaragoza. Hotel NH Ciudad de Zaragoza.
Aragón. Zaragoza. Zaragoza. Hotel París Centro.
Aragón. Zaragoza. Zaragoza. Hotel Villa Gomá.
Asturias. Asturias. Avilés. Hotel Oca Villa de Avilés.
Asturias. Asturias. Cabañaquinta. Apartamentos Llana.
Asturias. Asturias. Cangas de Narcea. Apartamentos Legazpi.
Asturias. Asturias. Cangas de Onís. Apartamentos La Candaliega.
Asturias. Asturias. Cangas del Narcea. Apartamentos Casa Baratura.
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Comunidad Autónoma Provincia Localidad Nombre del establecimiento
Asturias. Asturias. El Pito. Apartamentos Cudillero.
Asturias. Asturias. Felechosa. Apart. Rural Felechosa.
Asturias. Asturias. Gijón. Hotel Los Campones.
Asturias. Asturias. Gijón. Apartamentos Capua.
Asturias. Asturias. Gijón. Apartamentos Espronceda.
Asturias. Asturias. Gijón. Pensión Life Magenta.
Asturias. Asturias. Gijón. Hotel Oca Palacio de la Llorea.
Asturias. Asturias. Gijón. Pensión Belmonte.
Asturias. Asturias. Grandas de Salime. Pensión A Reigada.
Asturias. Asturias. Lugones. Pensión Mencia.
Asturias. Asturias. Muros de Nalón. Apart. Rural, CA y Albergue La Huerta de Mingacho.
Asturias. Asturias. Navelgas. Pensión Casa Sole.
Asturias. Asturias. Navia. Pensión San Francisco.
Asturias. Asturias. Oviedo. Apartamentos Clarín.
Asturias. Asturias. Oviedo. Hotel Oca Santo Domingo Plaza.
Asturias. Asturias. Oviedo. Pensión Australia.
Asturias. Asturias. Oviedo. Pensión Oviedo.
Asturias. Asturias. San Cristóbal de Entrevina. Apartamentos Arias&Buria.
Asturias. Asturias. Santa María del Mar. Camping Las Gaviotas.
Asturias. Asturias. Santa María del Mar. Apartamentos Marina.
Asturias. Asturias. Villayón. Hotel El Torneiro.
Canarias. El Hierro. Valverde. Aptos. Boomerang.
Canarias. Fuerteventura. Antigua. Apartamentos Caleta Dorada.
Canarias. Fuerteventura. Puerto del Rosario. Hostal Tamasite.
Canarias. Fuerteventura.  Bungalows Fuertesol.
Canarias. La Gomera. Hermigua. Aptos. Los Telares.
Canarias. Lanzarote. Costa Teguise. Apartamentos El Guarapo.
Canarias. Lanzarote. Teguise. Bungalows Playa Famara.
Canarias. Las Palmas. Las Palmas de Gran Canaria. Hotel Cordial Vista Acuario.
Canarias. Las Palmas. Tauro (Mogán). Anfi Emerald Club.
Canarias. Tenerife. Arona. Aparthotel Marisol .
Canarias. Tenerife. Costa Adeje. Aparthotel Lagos de Fañabe.
Canarias. Tenerife. Costa Adeje. Aparthotel Los Olivos.
Canarias. Tenerife. Costa Adeje. Aparthotel Santa María.
Canarias. Tenerife. Santa Cruz de Tenerife. Apartamentos Brujas.
Cantabria. Santander. Galizano. Apartamentos Playa de Galizano.
Cantabria. Santander. Gornazo. El Mirador de Gornazo.
Cantabria. Santander. Guarnizo. Bahía de Boo.
Cantabria. Santander. Hoznayo. Los Pasiegos.
Cantabria. Santander. Noja. Apartamentos Pineda.
Cantabria. Santander. Ruente. Posada Casona de Ucieda.
Cantabria. Santander. Ruiseñada, Comillas. Apartamentos Corona.
Cantabria. Santander. Santander. Estudios Aránzazu.
Cantabria. Santander. Santander. Apartamentos Villa Chusi.
Cantabria. Santander. Santillana del Mar. Las Casitas de Santillana.
Cantabria. Santander. Santoña. Apartamentos La Tortuga.
Cantabria. Santander. Soto de la Marina. Apartamentos Costa Quebrada.
Cantabria. Santander. Torrelavega. Hotel Isla de Cuba.
Cantabria. Santander. Torrelavega. Hotel Marqués de Santillana.
Cantabria. Santander. Torrelavega. Hotel Regio.
Cantabria. Santander. Torrelavega. Pensión La Principal.
Castilla-La Mancha. Albacete. Albacete. Hostal Restaurante Las Perdices.
Castilla-La Mancha. Albacete. Albacete. Hotel Universidad.
Castilla-La Mancha. Albacete. Villarrobledo. Bodegas y Viñedos El Castillo Villarrobledo.
Castilla-La Mancha. Ciudad Real. Alcázar de San Juan. Hotel Hidalgo Quijada.
Castilla-La Mancha. Ciudad Real. Alcázar de San Juan. Hotel Intur.
Castilla-La Mancha. Ciudad Real. Alcázar de San Juan. Hostal Welcome2 Alcázar.
Castilla-La Mancha. Ciudad Real. Alcázar de San Juan. Hotel Ínsula Barataria.
Castilla-La Mancha. Ciudad Real. Alcázar de San Juan. Apartamentos Los Ángeles.
Castilla-La Mancha. Ciudad Real. Argamasilla de Calatrava. Complejo Hotelero Escuderos.
Castilla-La Mancha. Ciudad Real. Carrión de Calatrava. Hotel Rtte. Casa Pepe.
Castilla-La Mancha. Ciudad Real. Ciudad Real. Casa Rural Las Melias.
Castilla-La Mancha. Ciudad Real. Ciudad Real. Hostal La Frasca.
Castilla-La Mancha. Ciudad Real. Ciudad Real. Hotel NH Ciudad Real.
Castilla-La Mancha. Ciudad Real. Ciudad Real. Hotel Parque Real.
Castilla-La Mancha. Ciudad Real. Puertollano. Hotel Cabañas.
Castilla-La Mancha. Ciudad Real. Tomelloso. Hostal de Violeta.
Castilla-La Mancha. Ciudad Real. Tomelloso. Hotel Núñez.
Castilla-La Mancha. Ciudad Real. Valdepeñas. Hotel Entreviñas.
Castilla-La Mancha. Guadalajara. Cabanillas del Campo. Hotel Torcal.
Castilla-La Mancha. Guadalajara. Guadalajara. Hotel Iris Guadalajara.
Castilla-La Mancha. Toledo. Illescas. Hotel Real.
Castilla y León. Ávila. Arenas de San Pedro. Hostal Avenida.
Castilla y León. Ávila. Ávila. Hotel Cuatro Postes.
Castilla y León. Ávila. Piedralaves. Hostal Mainz.
Castilla y León. Burgos. Burgos. Hotel Centro Los Braseros Burgos.
Castilla y León. Burgos. Burgos. Hostal Sotopalacios.
Castilla y León. León. Astorga. Hotel Astur Plaza.
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Castilla y León. León. León. Hotel Tryp León.
Castilla y León. Palencia. Guardo. Hotel La Montaña Palentina.
Castilla y León. Palencia. Magaz de Pisuerga. Hostal Ceres.
Castilla y León. Palencia. Palencia. Hotel Alda Centro.
Castilla y León. Palencia. Santa María La Real. Aparthotel Dceres.
Castilla y León. Salamanca. Salamanca. Hotel Gabriel y Galán.
Castilla y León. Salamanca. Santa Marta. Hostal Caserón.
Castilla y León. Segovia. Cantalejo. Hostal Stop.
Castilla y León. Segovia. Madrona. Hostal Soto Palacio.
Castilla y León. Segovia. Sanchonuño. Hostal Mallorca.
Castilla y León. Segovia. Segovia. Apartamentos Real Segovia.
Castilla y León. Segovia. Segovia. Hostería Natura.
Castilla y León. Segovia. Valverde del Majano. Hotel La Trébede.
Castilla y León. Soria. Arcos de Jalón. Hotel Arcojalón.
Castilla y León. Soria. Ólvega. Hostal Los Infantes-Ólvega.
Castilla y León. Soria. San Esteban de Gormaz. Hotel Rivera del Duero.
Castilla y León. Soria. Soria. Hotel Alda Ciudad de Soria.
Castilla y León. Soria. Soria. Hostal R. Alda Río Duero.
Castilla y León. Soria. Soria. Hostal Alvi.
Castilla y León. Soria. Valdeavellano de Tera. Casa Rural Arrabal de Valdeavellano.
Castilla y León. Valladolid. Medina de Rioseco. Hotel Vittoria Colonna.
Castilla y León. Valladolid. Medina del Campo. Hotel Balneario Palacio de las Salinas.
Castilla y León. Valladolid. Medina del Campo. Hotel Residencia La Mota.
Castilla y León. Valladolid. Valladolid. Hostal Lima.
Castilla y León. Valladolid. Valladolid. Hostal de la Torre.
Castilla y León. Valladolid. Valladolid. Hotel Astorga.
Castilla y León. Zamora. Castro de Sanabria. Hotel Meleiros.
Castilla y León. Zamora. Fermoselle. Hostal Arribes del Duero.
Castilla y León. Zamora. Fermoselle. Casa Rural Dos Aguas Arribes.
Castilla y León. Zamora. Peñausende. Casa Rural La Becerra.
Cataluña. Barcelona. Barcelona. Atenea Barcelona Aparthotel.
Cataluña. Barcelona. Barcelona. Ronda Lesseps.
Cataluña. Barcelona. Barcelona. Hotel SB Zero.
Cataluña. Barcelona. Barcelona. Generator Barcelona.
Cataluña. Barcelona. Barcelona. Continental Palacete.
Cataluña. Barcelona. Barcelona. Hotel NH Sants Barcelona.
Cataluña. Barcelona. Castelldefels. Hotel Flora Parc.

Cataluña. El Prat de 
Llobregat. El Prat de Llobregat. Salles Hotel Ciutat del Prat.

Cataluña. Girona. Figueras. El Travé.
Cataluña. Girona. Girona. Hotel Europa.
Cataluña. Girona. La Junquera. Hotel Nacional.
Cataluña. Salou. Salou. Apartamento Los Peces.

Cataluña. Sant Julià de 
Ramis. Sant Julià de Ramis. Hotel Palau de Girona.

Cataluña. Barcelona. Barcelona. Hotel Torres.
Cataluña. Puigcerdà. Puigcerdà. Hotel Terminus.
Cataluña. Tarragona. Tarragona. Hotel SB Ciutat de Tarragona.

Cataluña. Tortosa 
(Tarragona). Tortosa (Tarragona). Hotel SB Corona de Tortosa.

Ceuta. Ceuta. Ceuta. EA Hostal.
Ceuta. Ceuta. Ceuta. Ulises Hotel Ceuta.
Comunidad Valenciana. Alicante. Alicante. Alicante Hills.
Comunidad Valenciana. Alicante. Alicante. Apartamentos El Plantío Golf Resort.
Comunidad Valenciana. Alicante. Guardamar del Segura. Apartamentos Europa House Sun Beach.
Comunidad Valenciana. Castellón. Castellón. Hotel Real de Castelló.
Comunidad Valenciana. Valencia. Cullera. Hotel Imperial.
Comunidad Valenciana. Valencia. Cullera. Hotel Imperial II.
Comunidad Valenciana. Castellón. Vila Real. Hotel Azul.
Comunidad Valenciana. Valencia. Valencia. NH Colon.
Extremadura. Badajoz. Acedera. Hotel Acueducto.
Extremadura. Badajoz. Azuaga. Hostal Jiménez.
Extremadura. Badajoz. Badajoz. Hotel Mercure Río.
Extremadura. Badajoz. Llerena. Hotel Isur.
Extremadura. Badajoz. Mérida. Hotel Romero.
Extremadura. Badajoz. Monesterio. Hotel Leo.
Extremadura. Badajoz. Ribera del Fresno. Hotel Bodega El Moral.
Extremadura. Badajoz. Zafra. Hotel Huerta Honda.
Extremadura. Cáceres. Belvis de Monroy. Hotel Alonso de Monroy.
Extremadura. Cáceres. Cáceres. Hotel Extremadura.
Extremadura. Cáceres. Carcaboso. Hostal Ciudad de Cáparra.
Extremadura. Cáceres. Ceclavín. Aptos. La Borrasca.
Extremadura. Cáceres. Millanes. Apto. Rural La Enramá del Cerrillo.
Extremadura. Cáceres. Navalmoral de la Mata. Hotel Moya.
Extremadura. Cáceres. Plasencia. La Despensa de Extremadura.
Galicia. A Coruña. A Coruña. EurostarsBlue.
Galicia. A Coruña. A Coruña. Brial.
Galicia. A Coruña. Boiro. Jopi-2.
Galicia. A Coruña. Arteixo. Hotel Alix.
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Galicia. A Coruña. Culleredo. Hotel Siglo XXI.
Galicia. A Coruña. Ferrol. Carrís Almirante.
Galicia. A Coruña. Ferrol. Hotel Alda El Suizo.
Galicia. A Coruña. Narón. Hotel Kensington.
Galicia. A Coruña. Sada. Marina Sada.
Galicia. A Coruña. Noia. Hotel Restaurante-Pesquería El Tambre.
Galicia. A Coruña. Santiago de Compostela. Hotel Congreso.
Galicia. A Coruña. Santiago de Compostela. Hotel Concheiros.
Galicia. A Coruña. Santiago de Compostela. Oca Puerta del Camino.
Galicia. A Coruña. Santiago de Compostela. Eurostars Gran Hotel Santiago.
Galicia. Lugo. Lugo Ciudade. Eurostars Gran Hotel.
Galicia. Lugo. Monforte de Lemos. Hotel Ribeira Sacra.
Galicia. Lugo. Monforte de Lemos. Conde de Lemos.
Galicia. Ourense. Boborás. Pazo da Almuzara.
Galicia. Ourense. Celanova. Hotel Celanova.
Galicia. Ourense. Ourense Cidade. Carris.
Galicia. Ourense. Ourense Cidade. Euroestars Auriense.
Galicia. Ourense. Ourense Cidade. Barceló Ourense.
Galicia. Ourense. Couso. Hotel Alto do Couso.
Galicia. Ourense. San Cibrao das Viñas. Miravalle.
Galicia. Ourense. Xinzo de Limia. Hotel Orly.
Galicia. Pontevedra. Campañó. Hotel Rural Campaniola.
Galicia. Pontevedra. Baiona. Hotel Arce.
Galicia. Pontevedra. Pontevedra. Galicia Palace.
Galicia. Pontevedra. Pontevedra. Room.
Galicia. Pontevedra. Vigo. Alda Estación // Apartamentos.
Galicia. Pontevedra. Vigo. Bahía de Vigo.
Galicia. Pontevedra. Vigo. Hotel del Mar.
Galicia. Pontevedra. Vigo. Ciudad de Vigo.
Galicia. Pontevedra. Vigo. Eurostars Mar de Vigo.
Galicia. Pontevedra. Vigo. Occidental Vigo.
Galicia. Pontevedra. Catoira. Motel Ábalo.
Galicia. A Coruña. Carballo. Hostal Río Sil.
Galicia. A Coruña. A Coruña. Hostal Hotil A Coruña.
Galicia. A Coruña. A Coruña. Adelia.
Galicia. A Coruña. A Coruña. Crisol de la Ronda.
Galicia. A Coruña. As Pontes. Pensión Residencia Silvia.
Galicia. Lugo. Burela. Rompeolas.
Galicia. Lugo. Sarria. Casa Matías.
Galicia. Ourense. Manzaneda. O Pendón.
Galicia. Ourense. Verín. A Morada do Cigarrón.
Galicia. Pontevedra. A Lanzada. A Lanzada.
Galicia. Ourense. A Gudiña. Pensión Oscar.
Galicia. Pontevedra. Armenteira. Armenteira.
Islas Baleares. Formentera. Formentera. Hotel Illes Pitiüses.
Islas Baleares. Ibiza. Ibiza. Apartamentos Duquesa Playa.
Islas Baleares. Ibiza. Playa d'en Bossa. Apartamentos Bonsol.
Islas Baleares. Ibiza. Sant Antonio de Portmany. Apartamentos San Francisco.
Islas Baleares. Ibiza. Sant Antonio de Portmany. Apartamentos Venus.
Islas Baleares. Mallorca. Palma de Mallorca. Catalonia Majorica.
Islas Baleares. Menorca. Ciutadella de Menorca. Menurka.
Islas Baleares. Menorca. Mahón. Apartamentos Royal Life.
Islas Baleares. Menorca. Sant Lluis. Prima Sud Suites.
Islas Baleares. Mallorca. Colonia de Sant Jordi. Bo.
Islas Baleares. Mallorca. Palma. Son Mas.
Islas Baleares. Mallorca. Porreres. Cas Guitarro.
Islas Baleares. Mallorca. Sencelles. Ca Na Pereta.
Islas Baleares. Mallorca. Valldemossa. Macarena's House.
La Rioja. Logroño. Hormilla. Hotel Hormilla.
La Rioja. Logroño. Logroño. Apartamentos Sercotel Logroño Suites.
La Rioja. Logroño. Logroño. Apartamentos Sagasta.
La Rioja. Logroño. Logroño. Hostal Rioja Condestable.
Madrid. Madrid. Becerril de La Sierra. Hotel Las Gacelas.
Madrid. Madrid. Las Matas. Hotel Apartahotel Las Matas Tartesos.
Madrid. Madrid. Las Rozas. Apartamentos TH Las Rozas.
Madrid. Madrid. Madrid. Apartahotel Jardines de Sabatini.
Madrid. Madrid. Madrid. NH Barajas.
Madrid. Madrid. Madrid. Tryp Alameda.
Madrid. Madrid. Madrid. Tryp Madrid Airport Suites.
Madrid. Madrid. Madrid. VP Madroño.
Madrid. Madrid. Madrid. Hotel Sancho.
Madrid. Madrid. Madrid. VP Jardín de Recoletos.
Madrid. Madrid. Madrid. Apartamentos Turísticos Compostela Suites.
Madrid. Madrid. Madrid. Apartamentos Suites Aeropuerto.
Madrid. Madrid. Madrid. Apartamentos Goya 75.
Madrid. Madrid. Madrid. Apartamentos Suites Florida.
Madrid. Madrid. Madrid. Colegio Mayor Argentino.
Madrid. Madrid. Madrid. Hostal Madrid Centro.
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Madrid. Madrid. Pinto. Apartamentos Plaza de Santiago.
Madrid. Madrid. Madrid. Apartamentos TH Aravaca.
Madrid. Madrid. Madrid. Apartamentos TH La Florida.
Murcia. Murcia. Águilas. Hostal Isla del Fraile.
Murcia. Murcia. Cartagena. Hotel Los Habaneros.
Murcia. Murcia. Murcia. Hotel El Churra.
Murcia. Murcia. Puerto Lumbreras. Hotel Riscal.
Murcia. Murcia. San Pedro de Pinatar. Apartamentos Apartahotel Bahía.
Navarra. Navarra. Buñuel. Restaurante Plaza-Hostal Villa de Buñuel.
Navarra. Navarra. Burlada. AH San Fermín Pamplona.
Navarra. Navarra. Larraga. Hotel Asador El Castillo.
Navarra. Navarra. Marcilla. Villamarcilla.
Navarra. Navarra. Noáin. Izaga.
Navarra. Navarra. Pamplona. Hostal Acella 4.
Navarra. Navarra. Pamplona. Landaben.
Navarra. Navarra. Pamplona. Mesón del Barro III.
Navarra. Navarra. Villafranca. Bardenas.
País Vasco. Alava. Vitoria. Apartamentos Diván.
País Vasco. Alava. Vitoria. Apartamentos Irenaz.
País Vasco. Alava. Vitoria. Gran Hotel Lakua.
País Vasco. Alava. Vitoria. Hotel Hito.
País Vasco. Bizkaia. Basauri. Hostal Ariz.
País Vasco. Bizkaia. Bilbao. Abba Suites Bilbao City Center.
País Vasco. Bizkaia. Bilbao. Apartamentos Turísticos Santiago.
País Vasco. Bizkaia. Bilbao. Gran Hotel Domine.
País Vasco. Bizkaia. Bilbao. NIX Hotel Bilbao.
País Vasco. Bizkaia. Bilbao. Bilbao Centric Apartment 1.
País Vasco. Bizkaia. Bilbao. Hotel Arriaga.
País Vasco. Bizkaia. Bilbao. Pensión de la Fuente.
País Vasco. Bizkaia. Gernika-Lumo. Hotel Boliña.
País Vasco. Bizkaia. Munguia. Hotel Palacio Urgoiti.
País Vasco. Bizkaia. Muskiz. Apartamentos Mugarri.
País Vasco. Bizkaia. Zierbena. Apartamentos La Arena.
País Vasco. Guipúzcoa. Astigarraga. Pensión Astigarraga.
País Vasco. Guipúzcoa. Beasain. Casa Rural Pagorriaga.
País Vasco. Guipúzcoa. Elgeta. Casa Rural Eguskitza.
País Vasco. Guipúzcoa. Eskoriatza. Gorosarri Landetxea.
País Vasco. Guipúzcoa. Getaria. Pensión Iribar.
País Vasco. Guipúzcoa. Hernani. Arrobi Ostatua.
País Vasco. Guipúzcoa. Irún. Hotel Alcázar Irún Centro Ciudad.
País Vasco. Guipúzcoa. Legazpi. Hostal Mauleon.
País Vasco. Guipúzcoa. Lezo. Casa Rural Endara.
País Vasco. Guipúzcoa. Mutriku. Casa Rural Pikua.
País Vasco. Guipúzcoa. Oñati. Hotel Torre Zumeltzegi.
País Vasco. Guipúzcoa. San Sebastián. Pensión Legazpi.
País Vasco. Guipúzcoa. San Sebastián. Atotxa Rooms.
País Vasco. Guipúzcoa. San Sebastián. Hotel Arrizul Beach*.
País Vasco. Guipúzcoa. San Sebastián. Hotel Distrito Oeste.
País Vasco. Guipúzcoa. San Sebastián. Irenaz Apartamentos.
País Vasco. Guipúzcoa. Usurbil. Hotel Atxega Jaureguia.
País Vasco. Guipúzcoa. Zarautz. Museum Zarautz Apartamentuak.
País Vasco. Guipúzcoa. Zarautz. Lazkano-Enea.
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§ 80

Orden INT/226/2020, de 15 de marzo, por la que se establecen 
criterios de actuación para las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad en 
relación con el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se 
declara el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis 

sanitaria ocasionada por el COVID-19. [Inclusión parcial]

Ministerio del Interior
«BOE» núm. 68, de 15 de marzo de 2020

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2020-3694

Cuarto.  Ejecución de medidas de seguridad con ocasión de la declaración del estado de 
alarma.

1. Medidas restrictivas de la libertad de circulación y en materia de transportes:

Los ciudadanos únicamente podrán circular por las vías de uso público para la 
realización de las siguientes actividades:

a) Adquisición de alimentos, productos farmacéuticos y de primera necesidad.
b) Asistencia a centros sanitarios.
c) Desplazamiento al lugar de trabajo para efectuar su prestación laboral, profesional o 

empresarial.
d) Retorno al lugar de residencia habitual.
e) Asistencia y cuidado a mayores, menores, dependientes, personas con discapacidad 

o personas especialmente vulnerables.
f) Desplazamiento a entidades financieras.
g) Por causa de fuerza mayor o situación de necesidad.
h) Cualquier otra actividad de análoga naturaleza debidamente justificada.

Igualmente, se permitirá la circulación de vehículos particulares por las vías de uso 
público para la realización de las actividades referidas o para el repostaje en gasolineras o 
estaciones de servicio. En todo caso, en cualquier desplazamiento deberán respetarse las 
recomendaciones y obligaciones dictadas por las autoridades sanitarias.

El titular del Ministerio del Interior, como Autoridad competente delegada, podrá acordar 
el cierre a la circulación de carreteras o tramos de ellas por razones de salud pública, 
seguridad o fluidez del tráfico o la restricción en ellas del acceso de determinados vehículos 
por los mismos motivos. Las autoridades estatales, autonómicas y locales competentes en 
materia de tráfico, circulación de vehículos y seguridad vial garantizarán la divulgación entre 
la población de las medidas que puedan afectar al tráfico rodado.

En relación con todos los medios de transporte, cualquiera que sea la Administración 
competente sobre los mismos, el Ministro de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana, podrá 
dictar los acuerdos, resoluciones y disposiciones necesarios para garantizar los servicios de 
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movilidad, ordinarios o extraordinarios, en orden a la protección de personas, bienes y 
lugares, atribuyéndosele la facultad de reducir la oferta total de operaciones en los servicios 
de transporte público de viajeros por carretera, ferroviarios, aéreo y marítimo en los términos 
establecidos en el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, así como para modificar los 
porcentajes o establecer condiciones específicas.

Las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad establecerán dispositivos de seguridad, fijos y 
móviles, tanto en las vías y espacios públicos como en la red de transporte, y en particular 
en aquellos lugares o franjas horarias que específicamente se vean afectados por las 
restricciones que se recogen a continuación, para asegurar la observancia de las medidas 
limitativas acordadas en el marco del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, comprobar su 
cumplimiento y, si procede, sancionar su infracción, pudiendo realizar a tal fin las 
comprobaciones personales y documentales necesarias al amparo de lo dispuesto en la Ley 
Orgánica 4/2015, de 30 de marzo, de protección de la seguridad ciudadana.

En todo caso, en la actuación de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad se tendrá en 
cuanta la necesidad de garantizar que los ciudadanos puedan acceder a sus puestos de 
trabajo y a los servicios básicos en caso necesario, así como la de permitir la movilidad del 
personal perteneciente a entidades dedicadas a la prestación de servicios esenciales o al 
abastecimiento y distribución de bienes y servicios de primera necesidad.

2. Medidas de apoyo a las autoridades sanitarias y a las disposiciones que éstas 
adopten para el aseguramiento del suministro de bienes y servicios necesarios para la 
protección de la salud pública:

El Ministro de Sanidad podrá impartir órdenes para asegurar el abastecimiento del 
mercado y el funcionamiento de los servicios de los centros de producción afectados por el 
desabastecimiento de productos necesarios para la protección de la salud pública, así como 
intervenir y ocupar transitoriamente industrias, fábricas, talleres, explotaciones o locales de 
cualquier naturaleza, incluidos los centros, servicios y establecimientos sanitarios de 
titularidad privada, así como la industria farmacéutica, y practicar requisas temporales de 
todo tipo de bienes e imponer prestaciones personales obligatorias, en aquellos casos en 
que resulte necesario para la adecuada protección de la salud pública, en el contexto de esta 
crisis sanitaria.

Por parte de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad se prestará el apoyo que se requiera 
para garantizar el ejercicio de sus competencias por parte de las Autoridades competentes 
en materia de salud pública.

Asimismo, se reforzarán las medidas policiales de seguridad tendentes a garantizar el 
normal funcionamiento de los centros sanitarios, ya sean permanentes o habilitados 
temporalmente para este fin, así como, en su caso, de establecimientos de elaboración, 
almacenamiento y distribución de productos farmacéuticos o sanitarios, y se intensificará el 
uso de la figura del «interlocutor policial sanitario» regulado en la Instrucción 3/2017 de la 
Secretaría de Estado de Seguridad, como cauce de comunicación permanente entre las 
Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y el sistema sanitario.

Cuando resulte necesario en atención a las circunstancias, se apoyarán los 
desplazamientos de los servicios sanitarios o de emergencias.

3. Apoyo a las medidas restrictivas en relación con la actividad comercial, apertura de 
establecimientos y actos de culto:

Se ha establecido la suspensión de la apertura al público de los locales y 
establecimientos minoristas, a excepción de los de alimentación y productos y bienes de 
primera necesidad recogidos en el Anexo del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, así 
como de cualquier otra actividad o establecimiento que a juicio de la autoridad competente 
pueda suponer un riesgo de contagio. La permanencia en los establecimientos cuya apertura 
esté permitida deberá ser la estrictamente necesaria para la adquisición de alimentos y 
productos de primera necesidad, quedando suspendida la posibilidad de consumo de 
productos en los propios establecimientos.

Asimismo se suspende la apertura al público de los locales y establecimientos en los que 
se desarrollen espectáculos públicos, las instalaciones culturales y artísticas y las 
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actividades deportivas y de ocio recogidos en el Anexo del Real Decreto 463/2020, de 14 de 
marzo.

Se suspenden asimismo las actividades de hostelería y restauración relacionadas en el 
Anexo del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo. Las cafeterías y restaurantes 
permanecerán cerrados al público, pudiendo prestar exclusivamente servicios de entrega a 
domicilio. También quedan suspendidas las verbenas, desfiles y fiestas populares.

La asistencia a los lugares de culto y las ceremonias civiles y religiosas, incluidas las 
fúnebres, queda condicionada a la adopción de medidas organizativas consistentes en evitar 
aglomeraciones de personas, en función de las dimensiones y características de los lugares, 
de tal manera que se garantice a los asistentes la posibilidad de respetar la distancia entre 
ellos de al menos un metro.

4. Apoyo a las medidas destinadas a garantizar el suministro alimentario, y de otros 
bienes y servicios:

Las autoridades competentes adoptarán las medidas necesarias para garantizar, cuando 
sea preciso:

a) El abastecimiento alimentario en los lugares de consumo y el funcionamiento de los 
servicios de los centros de producción, permitiendo la distribución de alimentos desde el 
origen hasta los establecimientos comerciales de venta al consumidor, incluyendo 
almacenes, centros logísticos y mercados en destino.

b) El establecimiento de corredores sanitarios para permitir la entrada y salida de 
personas, materias primas y productos elaborados con destino o procedentes de 
establecimientos en los que se produzcan alimentos, incluidas las granjas, fábricas de 
piensos para alimentación animal y los mataderos.

c) El suministro de energía eléctrica, de productos derivados del petróleo, así como de 
gas natural.

d) La intervención de empresas o servicios.

Los planes adoptados por las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado tendrán por 
objeto respaldar la actuación de las autoridades competentes en este ámbito y asegurar el 
buen funcionamiento de lo dispuesto en los puntos anteriores así como, en su caso, el 
abastecimiento de bienes de primera necesidad. En particular, cuando resulte necesario por 
razones de seguridad, se podrá acordar el acompañamiento de los vehículos que realicen el 
transporte de los bienes mencionados.

En los puntos de inspección fronteriza ubicados en puertos o aeropuertos se atenderá de 
manera prioritaria la importación de productos que sean de primera necesidad.

5. Medidas de apoyo a los operadores críticos y de servicios esenciales:

Por parte de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad se prestará el apoyo que se requiera 
para asegurar la prestación de los servicios esenciales para la sociedad por parte de 
aquellos operadores críticos identificados en aplicación de la Ley 8/2011, por la que se 
establecen medidas para la protección de las infraestructuras críticas.

Se reforzarán las medidas policiales de seguridad tendentes a garantizar el normal 
funcionamiento de las infraestructuras críticas, sobre la base de los correspondientes planes 
de apoyo operativo puestos en ejecución por el cuerpo policial responsable de la protección 
de la infraestructura de que se trate. Cuando resulte necesario en atención a las 
circunstancias, se podrán apoyar los servicios de seguridad propios de dichas instalaciones.

La Secretaría de Estado de Seguridad, a través del Centro Nacional de Protección de 
Infraestructuras y Ciberseguridad (CNPIC) recabará de los operadores críticos información 
del personal vinculado con las tareas necesarias de mantenimiento de sus servicios 
esenciales, y comunicará los datos correspondientes a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad 
para su consulta. El CNPIC emitirá las pertinentes acreditaciones a aquellas personas 
autorizadas para efectuar determinados desplazamientos, que deberán exhibirse cuando 
sean requeridas para ello por las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad.

Lo anteriormente previsto será extensible a otras organizaciones que, no siendo 
consideradas operadores críticos con arreglo a la Ley 8/2011 tengan, por las circunstancias 
especiales que concurren, una especial consideración, tales como cadenas de suministro 

COVID-19: COLECTIVOS VULNERABLES

§ 80  Criterios de actuación para las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad [parcial]

– 492 –



alimentario, de medicinas o artículos de primera necesidad, o servicios de emergencia o 
reparación urgente.

6. Medidas relativas al control de la entrada y salida de personas del territorio nacional:

Queda exceptuado de las limitaciones generales a la libertad de circulación el personal 
extranjero acreditado como miembro de las misiones diplomáticas, oficinas consulares y 
organismos internacionales sitos en España, tanto para desplazamientos dentro del territorio 
nacional, como a su país de origen o a terceros Estados, en los que se encuentre igualmente 
acreditado, siempre que se trate de desplazamientos vinculados con el desempeño de 
funciones oficiales.

7. Se preverá la disponibilidad de recursos para la ejecución o prestación del apoyo que 
resulte necesario por parte de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad en relación con las 
requisas temporales que puedan ordenarse por el Ministro del Interior o por otras 
Autoridades competentes de todo tipo de bienes necesarios para el cumplimiento de los 
fines previstos en el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, y en particular para la 
prestación de los servicios de seguridad o de los operadores críticos y esenciales.

8. Las actuaciones de prevención y protección previstas en los diferentes planes 
operativos que se desarrollen por las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad para apoyar la 
ejecución de las medidas previstas en los puntos anteriores se integrarán en los planes de 
contingencia elaborados por las mismas al objeto de evitar la dispersión de esfuerzos. En 
todos los dispositivos de seguridad se potenciará la colaboración y coordinación entre los 
Cuerpos policiales con competencia en cada ámbito territorial así como la coordinación del 
personal de seguridad privada que preste servicio en las instalaciones o servicios afectados 
por los mismos.

Por parte de los Cuerpos policiales actuantes y los centros competentes de la Secretaría 
de Estado de Seguridad se impartirán directrices para prevenir y minimizar los efectos de la 
desinformación, extremándose la vigilancia y monitorización de las redes y páginas web en 
las que se difundan mensajes e informaciones falsas orientadas a incrementar el estrés 
social, e instando en su caso las medidas de intervención previstas en la legislación 
aplicable.

De la activación de los planes y dispositivos correspondientes, así como de sus 
resultados e incidencias, se informará a la Secretaría de Estado de Seguridad conforme a lo 
previsto en el apartado primero, letra b) de la instrucción sexta, sin perjuicio de las 
comunicaciones que se deban mantener a nivel territorial.

[ . . . ]
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§ 81

Instrucción de 19 de marzo de 2020, del Ministerio de Sanidad, por la 
que se establecen criterios interpretativos para la gestión de la 
situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19. [Inclusión 

parcial]

Ministerio de Sanidad
«BOE» núm. 76, de 20 de marzo de 2020

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2020-3898

El Consejo de Ministros, con fecha 14 de marzo de 2020, ha aprobado el Real Decreto 
463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión de la 
situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, cuyo artículo 4 designa al Ministro 
de Sanidad como autoridad competente delegada en su área de responsabilidad, quedando 
habilitado para dictar las órdenes, resoluciones, disposiciones e instrucciones interpretativas 
que, en la esfera específica de su actuación, sean necesarios para garantizar la prestación 
de todos los servicios, ordinarios o extraordinarios, en orden a la protección de personas, 
bienes y lugares.

Asimismo, el citado artículo 4, en su apartado 3, establece que las medidas que se 
adopten podrán realizarse de oficio o a solicitud motivada de las autoridades autonómicas y 
locales competentes, de acuerdo con la legislación aplicable en cada caso y deberán prestar 
atención a las personas vulnerables.

La evolución de la crisis sanitaria que se desarrolla en el marco del estado de alarma, 
obliga a adaptar y concretar de manera continua las medidas adoptadas, para asegurar la 
eficiencia en la gestión de la crisis.

En este marco, y con el objeto de proteger a los colectivos más vulnerables, se hace 
preciso dictar una instrucción para aclarar que las personas con discapacidad, que tengan 
alteraciones conductuales, como por ejemplo personas con diagnóstico de espectro autista y 
conductas disruptivas, el cual se vea agravado por la situación de confinamiento derivada de 
la declaración del estado de alarma, puedan realizar los desplazamientos que sean 
necesarios, siempre y cuando se respeten las medidas necesarias para evitar el contagio.

En su virtud, resuelvo:

[ . . . ]

Segundo.  Criterios interpretativos.

La actividad de circulación por las vías de uso público permitida para la realización de 
actividades de asistencia y cuidado a mayores, menores, dependientes, personas con 
discapacidad o personas especialmente vulnerables de acuerdo con lo dispuesto en el 
artículo 7.1.e) del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado 
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de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, así 
como la realización de las actividades por causa de fuerza mayor o situación de necesidad 
previstas en el artículo 7.1.g) del citado real decreto, habilitan a las personas con 
discapacidad, que tengan alteraciones conductuales, como por ejemplo personas con 
diagnóstico de espectro autista y conductas disruptivas, el cual se vea agravado por la 
situación de confinamiento derivada de la declaración del estado de alarma, y a un 
acompañante, a circular por las vías de uso público, siempre y cuando se respeten las 
medidas necesarias para evitar el contagio.

[ . . . ]
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§ 82

Orden SND/380/2020, de 30 de abril, sobre las condiciones en las 
que se puede realizar actividad física no profesional al aire libre 

durante la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19

Ministerio de Sanidad
«BOE» núm. 121, de 1 de mayo de 2020
Última modificación: 9 de mayo de 2020

Referencia: BOE-A-2020-4767

Téngase en cuenta que no serán de aplicación las franjas horarias previstas en la presente Orden a los 
municipios y entes de ámbito territorial inferior al municipio que tengan menos de 10.001 habitantes y densidad 
de población inferior a 100 habitantes por kilómetro cuadrado, según establece el art. 3 de la Orden SND/
427/2020, de 21 de mayo. Ref. BOE-A-2020-5218, pudiéndose practicar las actividades previstas en la 
presente Orden en el término municipal o, en su defecto, a una distancia máxima de cinco kilómetros, 
incluyendo municipios adyacentes, siempre que se encuentren dentro del ámbito de aplicación de esta orden y 
pertenezcan a la misma unidad territorial de referencia.
Asimismo, no regirá limitación alguna respecto del número de veces al día en que se podrán realizar las 
actividades previstas en la presente Orden, en las unidades territoriales en fase 2, según establece la 
disposición adicional 5 de la Orden SND/414/2020, de 16 de mayo, añadida por el art. 2.2 de la Orden SND/
445/2020, de 26 de mayo. Ref. BOE-A-2020-5088

Debido a la rapidez en la evolución de la situación de emergencia de salud pública 
ocasionada por el COVID-19, a escala nacional e internacional, el Gobierno, al amparo de lo 
dispuesto en el artículo 4, apartados b) y d), de la Ley Orgánica 4/1981, de 1 de junio, de los 
estados de alarma, excepción y sitio, declaró, mediante el Real Decreto 463/2020, de 14 de 
marzo, el estado de alarma en todo el territorio nacional con el fin de afrontar la crisis 
sanitaria, el cual ha sido prorrogado en tres ocasiones, la última con ocasión del Real 
Decreto 492/2020, de 24 de abril, hasta las 00:00 horas del día 10 de mayo de 2020, en los 
términos expresados en dicha norma.

El artículo 4.2.d) del citado Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, determina que, para 
el ejercicio de las funciones previstas en el mismo y bajo la superior dirección del Presidente 
del Gobierno, el Ministro de Sanidad tendrá la condición de autoridad competente delegada, 
tanto en su propia área de responsabilidad como en las demás áreas que no recaigan en el 
ámbito específico de competencias de los demás Ministros designados como autoridad 
competente delegada a los efectos de este real decreto.

En concreto, de acuerdo con lo establecido en el artículo 4.3 del Real Decreto 463/2020, 
de 14 de marzo, el Ministro de Sanidad queda habilitado para dictar las órdenes, 
resoluciones, disposiciones e instrucciones interpretativas que, dentro de su ámbito de 
actuación como autoridad delegada, sean necesarias para garantizar la prestación de todos 
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los servicios, ordinarios o extraordinarios, en orden a la protección de personas, bienes y 
lugares, mediante la adopción de cualquiera de las medidas previstas en el artículo once de 
la Ley Orgánica 4/1981, de 1 de junio.

El artículo 7.1 del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, limita la libertad de 
circulación de las personas, previendo una serie de excepciones, tales como la asistencia y 
cuidado de personas mayores del párrafo e), la situación de necesidad, en su párrafo g), o 
cualquier otra actividad de análoga naturaleza del párrafo h).

Por otra parte, de acuerdo con el artículo 7.6 del citado real decreto, el Ministro de 
Sanidad podrá, en atención a la evolución de la emergencia sanitaria, dictar órdenes e 
instrucciones en relación con las actividades y desplazamientos a que se refieren los 
apartados primero a cuarto de este artículo, con el alcance y ámbito territorial que en 
aquellas se determine.

La evolución de la crisis sanitaria que se desarrolla en el marco del estado de alarma, 
obliga a adaptar y concretar de manera continua las medidas adoptadas, para asegurar la 
eficiencia en la gestión de la crisis. En este marco, se hace preciso dictar una orden para 
aclarar el modo en el que, respetando las necesarias medidas de prevención e higiene, las 
personas de 14 años en adelante pueden volver a realizar actividad física al aire libre.

A los efectos de lo previsto en esta orden, dicha actividad física comprende tanto la 
realización no profesional de actividades deportivas de carácter individual sin contacto, así 
como la realización de paseos diarios.

La práctica de actividad física y la reducción del sedentarismo son factores que tienen 
una influencia positiva en la mejora de la salud de las personas, en la prevención de las 
enfermedades crónicas y, por tanto, en la calidad y la esperanza de vida de la población. 
Así, la actividad física practicada con regularidad tiene múltiples beneficios, como, por 
ejemplo, la mejora del bienestar emocional, de la función inmunitaria, la reducción del riesgo 
de desarrollar ciertas enfermedades como diabetes tipo 2, enfermedades cardiovasculares y 
en general una mejora de la condición física. Asimismo, la práctica de actividad física al aire 
libre conlleva beneficios adicionales, como la exposición a la luz natural para la síntesis de 
vitamina D o beneficios sobre la salud mental.

Además de estos beneficios, para la población adulta mayor, la actividad física es 
también un factor clave para mantener una adecuada funcionalidad, un menor riesgo de 
caídas, unas funciones cognitivas mejor conservadas, y para prevenir posibles limitaciones 
funcionales moderadas y graves.

A su vez, permitir salidas para la práctica de actividad física es una medida de equidad, 
ya que las condiciones de las viviendas y los estilos de vida no son iguales en todos los 
hogares, por lo que la declaración del estado de alarma supone un impacto desigual en la 
población, afectando especialmente a aquellos hogares que viven en condiciones de vida de 
mayor vulnerabilidad.

No obstante los beneficios señalados, en el momento actual de la crisis sanitaria, y con 
el fin de proteger uno de los colectivos más vulnerables, en esta fase no se contempla la 
práctica de la actividad física prevista en esta orden por parte de los residentes en los 
centros sociosanitarios de mayores.

Teniendo en cuenta los beneficios asociados a la práctica de una actividad física, unidos 
a los efectos negativos asociados al sedentarismo derivado de la propia declaración del 
estado de alarma, se considera que existe una situación de necesidad que ampara, con 
arreglo a lo previsto en el artículo 7.1.g) del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, y en 
línea con la finalidad de su artículo 7.2, la posibilidad de que las personas de 14 años en 
adelante retomen la actividad física al aire libre, siempre que para ello se adopten las 
oportunas medidas de seguridad. Del mismo modo, las actividades permitidas por esta orden 
resultan necesarias para el bienestar físico y psíquico de la población, entendiéndose, por 
tanto, que se trata de una actividad de análoga naturaleza, de acuerdo con lo previsto en el 
artículo 7.1.h), a la asistencia y cuidado a determinados colectivos prevista en el párrafo e) 
de este mismo artículo.

En los desplazamientos autorizados por esta orden se ha tenido en cuenta la necesidad 
de evitar aglomeraciones, motivo por el cual se ha replanteado el uso del espacio público a 
favor de los que caminan y van en bicicleta, en ese orden de prioridad, al tiempo que se 
establecen distintos tramos horarios para la práctica de la actividad física. Estas medidas 
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facilitarían que se mantenga la distancia interpersonal recomendada y el contacto con la 
naturaleza y la vegetación, con un demostrado efecto beneficioso en la salud.

Igualmente, con este mismo fin, se modifica la franja horaria en la que estará permitido 
circular por las vías y espacios de uso público de acuerdo con lo previsto en la Orden SND/
370/2020, de 25 de abril, sobre las condiciones en las que deben desarrollarse los 
desplazamientos por parte de la población infantil durante la situación de crisis sanitaria 
ocasionada por el COVID-19, disponiéndose que podrá llevarse a cabo dicha actividad entre 
las 12:00 horas y las 19:00 horas.

Asimismo, la recomendación para población adulta es realizar al menos 150 minutos de 
actividad moderada a la semana o 75 minutos de actividad vigorosa o una combinación 
equivalente de las anteriores, dándose cumplimiento a dicha recomendación con los límites 
establecidos en la presente orden.

Por todo ello, se hace preciso dictar una orden para interpretar y concretar, con arreglo a 
las facultades previstas en los artículos 4.3 y 7.6 del Real Decreto 463/2020, de 14 de 
marzo, en qué casos está permitido, de acuerdo a lo previsto en el artículo 7.1, párrafos e), 
g) y h), del mencionado real decreto, la práctica de la actividad física no profesional al aire 
libre, y bajo qué condiciones de seguridad debe realizarse para que no repercuta 
negativamente en la evolución de la epidemia, al tiempo que la población obtenga el máximo 
beneficio para su salud física y mental.

En su virtud, dispongo:

Artículo 1.  Objeto.

Esta orden tiene por objeto establecer las condiciones en las que las personas de 14 
años en adelante podrán realizar actividad física no profesional al aire libre durante la 
vigencia del estado de alarma.

Artículo 2.  Desplazamientos permitidos para la práctica de actividad física.

1. Se habilita a las personas de 14 años en adelante, a circular por las vías o espacios 
de uso público para la práctica de las actividades físicas permitidas por esta orden, de 
acuerdo con lo previsto en el artículo 7.1, párrafos e), g) y h), del Real Decreto 463/2020, de 
14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión de la situación de 
crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19.

2. A los efectos de lo previsto en esta orden, queda permitida la práctica no profesional 
de los deportes individuales que no requieran contacto con terceros, así como los paseos. 
Dichas actividades se podrán realizar una vez al día y durante las franjas horarias previstas 
en el artículo 5.

No se encuentra comprendida dentro de esta habilitación la práctica de la pesca y caza 
deportiva.

3. Durante los paseos se podrá salir acompañado de una sola persona conviviente. No 
obstante, aquellas personas que por necesidad tengan que salir acompañadas podrán 
hacerlo también por una persona empleada de hogar a cargo o persona cuidadora habitual.

La práctica no profesional de cualquier deporte individual que no requiera contacto solo 
se podrá realizar de manera individual. No obstante, aquellas personas que por necesidad 
tengan que salir acompañadas podrán hacerlo por una persona conviviente, una persona 
empleada de hogar a cargo o persona cuidadora habitual.

Téngase en cuenta que, en todas las unidades territoriales en fase I y posteriores, no será 
de aplicación a la práctica de la actividad física no profesional la limitación prevista en el 
apartado 3, debiendo sujetarse la práctica de dichas actividades a lo establecido en el artículo 
7.2 de la Orden SND/399/2020, de 9 de mayo, según establece la disposición adicional 4 de la 
misma, Ref. BOE-A-2020-4911, añadida por el art. 3.7 de la Orden SND/440/2020, de 23 de 
mayo. Ref. BOE-A-2020-5265
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4. Los paseos se realizarán con una distancia no superior a un kilómetro con respecto al 
domicilio. Dicha limitación no será aplicable a la práctica no profesional de cualquier deporte 
individual, estando ésta permitida dentro del municipio donde se reside.

Téngase en cuenta que, en las unidades territoriales en fase 2, no serán de aplicación a la 
práctica de la actividad física no profesional las franjas y limitaciones previstas en el apartado 
4, ni regirá limitación alguna respecto del número de veces al día, debiendo sujetarse su 
práctica a lo establecido en el art. 7 de la Orden SND/414/2020, de 16 de mayo, según 
establece la disposición adicional 5 de la citada Orden, añadida por el art. 2.2 de la Orden SND/
445/2020, de 26 de mayo. Ref. BOE-A-2020-5088

5. No podrán hacer uso de la habilitación contenida en el apartado 1 las personas que 
presenten síntomas o estén en aislamiento domiciliario debido a un diagnóstico por 
COVID-19, o que se encuentren en período de cuarentena domiciliaria por haber tenido 
contacto con alguna persona con síntomas o diagnosticado de COVID-19. Asimismo, 
tampoco podrán hacer uso de dicha habilitación los residentes en centros sociosanitarios de 
mayores.

6. Los desplazamientos a los que se refiere este artículo se entienden sin perjuicio de los 
permitidos con carácter general en el artículo 7 del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, 
así como por la Orden SND/370/2020, de 25 de abril, sobre las condiciones en las que 
deben desarrollarse los desplazamientos por parte de la población infantil durante la 
situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, pudiendo ser estos acumulativos.

Artículo 3.  Requisitos para evitar el contagio.

1. Durante la práctica de las actividades físicas autorizadas por esta orden deberá 
mantenerse una distancia interpersonal con terceros de al menos dos metros.

2. Se deben evitar los espacios concurridos, así como aquellos lugares donde puedan 
existir aglomeraciones.

3. En la medida de lo posible, la actividad física permitida por esta orden debe realizarse 
de manera continuada evitando paradas innecesarias en las vías o espacios de uso público. 
Cuando en atención a las condiciones físicas de la persona que está realizando la actividad 
sea necesario hacer una parada en las vías o espacios de uso público, la misma se llevará a 
cabo por el tiempo estrictamente necesario.

4. Deberá cumplirse con las medidas de prevención e higiene frente al COVID-19 
indicadas por las autoridades sanitarias.

5. Para posibilitar que se mantenga la distancia de seguridad las entidades locales 
facilitarán el reparto del espacio público a favor de los que caminan y de los que van en 
bicicleta, en ese orden de prioridad.

Artículo 4.  Lugares permitidos.

1. Se podrá circular por cualquier vía o espacio de uso público, incluidos los espacios 
naturales y zonas verdes autorizadas, siempre que se respeten los límites establecidos en 
esta orden.

2. No estará permitido el acceso a instalaciones deportivas cerradas para la práctica de 
las actividades previstas en esta orden.

3. No se podrá hacer uso de vehículo motorizado o del transporte público para 
desplazarse a vías o espacios de uso público con el fin de practicar la actividad física 
prevista en esta orden.

Artículo 5.  Franjas horarias.

1. Se establecen las siguientes franjas horarias para la realización de las actividades 
previstas en el artículo 2.2:

a) La práctica de deporte individual y los paseos solo podrán llevarse a cabo entre las 
6:00 horas y las 10:00 horas y entre las 20:00 horas y las 23:00 horas.
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b) Aquellas personas que requieran salir acompañadas por motivos de necesidad y las 
personas mayores de 70 de años podrán practicar deporte individual y pasear entre las 
10:00 horas y las 12:00 horas y entre las 19:00 horas y las 20:00 horas. Las personas 
mayores de 70 años podrán salir acompañadas de una persona conviviente de entre 14 y 70 
años.

2. Las comunidades autónomas y ciudades autónomas podrán acordar que en su ámbito 
territorial las franjas horarias previstas en este artículo comiencen hasta dos horas antes y 
terminen hasta dos horas después, siempre y cuando no se incremente la duración total de 
dichas franjas.

Las franjas horarias previstas en este artículo no serán de aplicación a aquellos 
municipios y entes de ámbito territorial inferior al municipio que administren núcleos de 
población separados con una población igual o inferior a 5.000 habitantes, en los que la 
práctica de las actividades permitidas por esta orden se podrá llevar a cabo entre las 6:00 
horas y las 23:00 horas.

3. Excepcionalmente, estas franjas horarias podrán no ser de aplicación en aquellos 
casos en los que por razones médicas debidamente acreditadas se recomiende la práctica 
de la actividad física fuera de las franjas establecidas, así como por motivos de conciliación 
justificados de los acompañantes de las personas mayores, menores o con discapacidad.

Disposición adicional única.  Medidas en relación con los centros sociales de carácter 
residencial u otros servicios residenciales análogos.

Las comunidades autónomas, respetando en todo caso lo regulado en esta orden, 
podrán, en el ejercicio de sus competencias, adoptar las medidas necesarias para adecuar la 
aplicación de lo dispuesto en la misma, en relación con las personas que residan en centros 
sociales de carácter residencial u otros servicios residenciales análogos.

Disposición final primera.  Modificación de la Orden SND/370/2020, de 25 de abril, sobre 
las condiciones en las que deben desarrollarse los desplazamientos por parte de la 
población infantil durante la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19.

Se modifica el apartado 1 del artículo 2 de la Orden SND/370/2020, de 25 de abril, sobre 
las condiciones en las que deben desarrollarse los desplazamientos por parte de la 
población infantil durante la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, que 
queda redactado en los siguientes términos:

«1. Se habilita a los niños y niñas, y a un adulto responsable, a circular por las 
vías o espacios de uso público, de acuerdo con lo previsto en el artículo 7.1, párrafos 
e), g) y h), del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el 
estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el 
COVID-19, respecto a la circulación permitida por causas de asistencia y cuidado de 
personas menores, situación de necesidad y cualquier otra actividad de análoga 
naturaleza, siempre y cuando se respeten los requisitos establecidos en esta orden 
para evitar el contagio.

Dicha circulación queda limitada a la realización de un paseo diario, de máximo 
una hora de duración y a una distancia no superior a un kilómetro con respecto al 
domicilio del menor, entre las 12:00 horas y las 19:00 horas.»

Disposición final segunda.  Régimen de recursos.

Contra la presente orden, se podrá interponer recurso contencioso-administrativo en el 
plazo de dos meses a partir del día siguiente al de su publicación ante la Sala de lo 
Contencioso-administrativo del Tribunal Supremo, de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 12 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-
administrativa.
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Disposición final tercera.  Efectos y vigencia.

La presente orden surtirá plenos efectos desde las 00:00 horas del día 2 de mayo de 
2020 y mantendrá su eficacia durante toda la vigencia del estado de alarma y sus posibles 
prórrogas.
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§ 83

Orden SND/427/2020, de 21 de mayo, por la que se flexibilizan 
ciertas restricciones derivadas de la emergencia sanitaria provocada 
por el COVID-19 a pequeños municipios y a entes locales de ámbito 

territorial inferior

Ministerio de Sanidad
«BOE» núm. 144, de 22 de mayo de 2020

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2020-5218

I

Debido a la rapidez en la evolución de la situación de emergencia de salud pública 
ocasionada por el COVID-19, a escala nacional e internacional, el Gobierno, al amparo de lo 
dispuesto en el artículo cuatro, apartados b) y d), de la Ley Orgánica 4/1981, de 1 de junio, 
de los Estados de Alarma, Excepción y Sitio, declaró, mediante el Real Decreto 463/2020, de 
14 de marzo, el estado de alarma en todo el territorio nacional con el fin de afrontar la crisis 
sanitaria, el cual ha sido prorrogado en cuatro ocasiones, la última con ocasión del Real 
Decreto 514/2020, de 8 de mayo, hasta las 00:00 horas del día 24 de mayo de 2020, en los 
términos expresados en dicha norma.

El artículo 4.2.d) del citado Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, determina que, para 
el ejercicio de las funciones previstas en el mismo y bajo la superior dirección del Presidente 
del Gobierno, el Ministro de Sanidad tendrá la condición de autoridad competente delegada, 
tanto en su propia área de responsabilidad como en las demás áreas que no recaigan en el 
ámbito específico de competencias de los demás Ministros designados como autoridad 
competente delegada a los efectos de este real decreto.

En concreto, de acuerdo con lo establecido en el artículo 4.3 del Real Decreto 463/2020, 
de 14 de marzo, el Ministro de Sanidad queda habilitado para dictar las órdenes, 
resoluciones, disposiciones e instrucciones interpretativas que, dentro de su ámbito de 
actuación como autoridad delegada, sean necesarias para garantizar la prestación de todos 
los servicios, ordinarios o extraordinarios, en orden a la protección de personas, bienes y 
lugares, mediante la adopción de cualquiera de las medidas previstas en el artículo once de 
la Ley Orgánica 4/1981, de 1 de junio.

Por su parte, el artículo 7.1 del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, limita la libertad 
de circulación de las personas a determinados supuestos, contemplando en su apartado 6 
que el Ministro de Sanidad pueda, en atención a la evolución de la emergencia sanitaria, 
dictar órdenes e instrucciones en relación con las actividades y desplazamientos a que se 
refieren los apartados 1 a 4 de ese artículo, con el alcance y ámbito territorial que en 
aquellas se determine.
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II

En el momento actual, España ha iniciado un proceso de reducción gradual de las 
medidas extraordinarias de restricción de la movilidad y del contacto social establecidas 
mediante el citado Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo. El pasado 28 de abril de 2020 el 
Consejo de Ministros adoptó el Plan para la transición hacia una nueva normalidad que 
establece los principales parámetros e instrumentos para la consecución de la normalidad. 
Este proceso articulado en cuatro fases, desde la fase 0 a la fase 3, pretende ser gradual, 
dinámico y territorialmente asimétrico.

España ha de afrontar este proceso teniendo en cuenta sus retos demográficos, en lo 
que se refiere a su pirámide demográfica y su distribución territorial, con una fuerte 
concentración poblacional en los grandes municipios y, asimismo, áreas afectadas 
severamente por la despoblación y el declive territorial. Según los últimos datos del INE, más 
de la mitad de la población reside en 149 municipios de más de 50.000 habitantes, mientras 
que el noventa por ciento de los municipios tiene una población inferior a 10.001 habitantes, 
y en ellos solo reside un veinte por ciento de la población, de acuerdo con el Padrón 
Municipal de Habitantes. Estos municipios configuran la mayor parte del medio rural del país, 
y se caracterizan por tener una baja densidad de población, que la Ley 45/2007, de 13 de 
diciembre, para el desarrollo sostenible del medio rural, establece en el umbral de menos de 
100 habitantes por kilómetro cuadrado.

Desde el punto de vista de nuestra estructura demográfica, también hay que tener en 
cuenta la vulnerabilidad de los núcleos de menor densidad poblacional y menor número de 
habitantes, por razón de su mayor envejecimiento demográfico, en virtud de una creciente 
esperanza de vida. En los municipios con menos de 10.001 habitantes, casi uno de cada 
cuatro habitantes es mayor de 65 años -lo que supone 2,1 millones de personas en total-, y, 
más aún, en los 5.000 municipios con menos de 1.000 habitantes, en los que el treinta y uno 
por ciento de las personas tienen más de 65 años. De ahí que todas las medidas hayan de 
valorarse de acuerdo con la situación de cada municipio, debiendo primar el principio de 
precaución.

Si el reto demográfico supone un desafío para la sostenibilidad de nuestro Estado del 
Bienestar, al afectar a la cohesión social, la vertebración territorial y el modelo de 
convivencia, la pandemia y sus efectos sociales y económicos hacen que este desafío sea 
aún más intenso y urgente para una gran parte de nuestro país.

Hay que tener presente que los municipios de menor tamaño y baja densidad de 
población, ya antes de la crisis sanitaria, se encontraban, en su gran mayoría, en una 
situación de declive demográfico, caracterizado por un crecimiento vegetativo negativo y la 
salida de la población, especialmente de jóvenes y mujeres, así como con una fuerte 
necesidad de reforzar un tejido socioeconómico excesivamente débil a fin de fijar y atraer 
población mediante actividades diversas, provisión de bienes y servicios, y generación de 
empleos estables y de calidad.

Ciertamente, la fragilidad socioeconómica es un factor de vulnerabilidad de estos 
territorios, que ahora se ha visto agravado por el impacto que las restricciones a la movilidad 
y a la apertura de determinadas actividades económicas han tenido sobre el consumo y los 
sectores productivos.

En este sentido, resulta oportuno adaptar la estrategia de desescalada a las 
particularidades de estos municipios, para poder atender con flexibilidad a la singularidad de 
poblaciones rurales que, por razón de su dispersión, reducido tamaño o baja densidad 
poblacional, y que, a diferencia de núcleos urbanos con alta concentración de personas, 
permiten la realización de actividades que entrañan un menor riesgo derivado de 
aglomeraciones o del uso intensivo de los medios de transporte colectivo.

Por todo lo anterior, en atención a la mejora de la situación epidemiológica, se pretende 
flexibilizar alguna de las restricciones aprobadas en distintas órdenes ministeriales para 
estos municipios de menor población y densidad, de modo que los municipios que se 
encuentren en unidades territoriales en fase 0 y 1 puedan acogerse a algunas de las 
medidas previstas para la fase 2, lo que sin duda contribuirá a que recuperen paulatinamente 
la vida cotidiana y la actividad económica.

Aun cuando los indicadores epidemiológicos señalen una menor incidencia de la 
pandemia en los pequeños municipios, cualquier medida que flexibilice las condiciones en 
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estos núcleos ha de tener en cuenta el mayor riesgo en caso de que se produzcan rebrotes, 
por el superior envejecimiento demográfico y por la estructura de los servicios básicos 
disponibles, tanto públicos como privados.

En su virtud, dispongo:

Artículo 1.  Objeto.

Esta orden tiene por objeto flexibilizar ciertas restricciones en los municipios de menor 
tamaño que aún se encuentran en Fase 0 y Fase 1 del Plan de transición hacia una nueva 
normalidad.

En dichos municipios será de aplicación la normativa correspondiente a la fase del Plan 
en la que se encuentre la unidad territorial en la que se encuentren, salvo en los aspectos 
expresamente regulados por esta orden.

Artículo 2.  Ámbito de aplicación.

1. Esta orden será de aplicación tanto a los municipios como a los entes de ámbito 
territorial inferior al municipio recogidos en el artículo 24 bis de la Ley 7/1985, de 2 de abril, 
Reguladora de las Bases del Régimen Local, cuando tengan menos de 10.001 habitantes y 
densidad de población inferior a 100 habitantes por kilómetro cuadrado.

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en materia de movilidad para cada fase, se podrán 
beneficiar de las medidas contenidas en esta orden aquellos residentes que figuren 
empadronados en el municipio o ente de ámbito territorial inferior al municipio, así como 
aquellas personas que hayan permanecido en los últimos catorce días en el municipio o ente 
de ámbito territorial inferior al municipio.

3. No podrán hacer uso de las habilitaciones de esta orden las personas que presenten 
síntomas o estén en aislamiento domiciliario debido a un diagnóstico por COVID-19, o que 
se encuentren en periodo de cuarentena domiciliaria por haber tenido contacto estrecho con 
alguna persona con síntomas o diagnosticada de COVID-19.

Las personas vulnerables al COVID-19 también podrán hacer uso de las habilitaciones 
previstas en esta orden, siempre que su condición clínica esté controlada y lo permita, y que 
mantengan rigurosas medidas de protección.

Artículo 3.  Desplazamiento de la población infantil y práctica de actividad física no 
profesional.

1. No serán de aplicación las franjas horarias previstas en la Orden SND/370/2020, de 
25 de abril, sobre las condiciones en las que deben desarrollarse los desplazamientos por 
parte de la población infantil durante la situación de crisis sanitaria ocasionada por el 
COVID-19, y la Orden SND/380/2020, de 30 de abril, sobre las condiciones en que se puede 
realizar actividad física no profesional al aire libre durante la situación de crisis ocasionada 
por el COVID-19.

2. En el caso de los desplazamientos por parte de los menores de 14 años, no será de 
aplicación el límite de un adulto responsable y hasta tres niños recogido en el artículo 3.1 de 
la Orden SND/370/2020, de 25 de abril, sobre las condiciones en las que deben 
desarrollarse los desplazamientos por parte de la población infantil durante la situación de 
crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, pudiendo realizar dichos desplazamientos todos 
los convivientes en un mismo domicilio.

3. Dicha actividad se podrá practicar en el término municipal o, en su defecto, a una 
distancia máxima de cinco kilómetros, incluyendo municipios adyacentes, siempre que se 
encuentren dentro del ámbito de aplicación de esta orden y pertenezcan a la misma unidad 
territorial de referencia.

Artículo 4.  Medidas en materia de higiene y prevención.

La apertura de cualquiera de los establecimientos citados en esta orden estará 
condicionada al cumplimiento de las medidas generales y específicas en materia de higiene 
y prevención recogidas en la Orden SND/414/2020, de 16 de mayo.
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Artículo 5.  Mercados al aire libre o de venta no sedentaria.

Cuando así lo decidan los Ayuntamientos u órganos de gobierno de los entes locales de 
ámbito territorial inferior al municipio, los mercados que desarrollan su actividad al aire libre o 
de venta no sedentaria en la vía pública, comúnmente denominados mercadillos, podrán 
proceder a su reapertura, dando preferencia a aquellos de productos alimentarios y de 
primera necesidad, y procurando que sobre los productos comercializados en los mismos se 
garantice su no manipulación por parte de los consumidores.

Los Ayuntamientos y los órganos de gobierno de los entes locales de ámbito territorial 
inferior al municipio, según corresponda, establecerán los requisitos de distanciamiento entre 
puestos y las condiciones de delimitación del mercado con el objetivo de garantizar la 
seguridad y distancia entre trabajadores, clientes y viandantes.

En todo caso, se garantizará la aplicación de las limitaciones establecidas en la Orden 
SND/414/2020, de 16 de mayo.

Artículo 6.  Establecimientos de hostelería y restauración.

1. Podrá procederse a la reapertura al público de los establecimientos de hostelería y 
restauración para consumo en el local, salvo los locales de discotecas y bares de ocio 
nocturno, según lo establecido en el capítulo IV de la Orden SND/414/2020, de 16 de mayo.

2. La prestación del servicio en las terrazas al aire libre de los establecimientos de 
hostelería y restauración se realizará conforme a lo previsto en la Orden SND/399/2020, de 9 
de mayo.

Artículo 7.  Servicios y prestaciones en materia de servicios sociales.

1. Los municipios y los entes de ámbito territorial inferior al municipio velarán por que se 
garantice, en el ámbito de sus competencias, la prestación efectiva de todos los servicios y 
prestaciones recogidos en el Catálogo de Referencia de Servicios Sociales aprobado por el 
Consejo Territorial de Servicios Sociales y del Sistema para la Autonomía y la Atención a la 
Dependencia, de acuerdo con lo indicado en la Orden SND/399/2020, de 9 de mayo.

2. Los municipios y los entes de ámbito territorial inferior al municipio facilitarán, en la 
medida de lo posible y en el ámbito de sus competencias, el transporte a los usuarios de los 
servicios a que se refiere el apartado anterior. Los desplazamientos, en el caso de ser 
colectivos, se realizarán guardando las distancias interpersonales y con mascarillas, y, en 
todo caso, de acuerdo con el artículo 2 de la Orden TMA/384/2020, de 3 de mayo, por la que 
se dictan instrucciones sobre la utilización de mascarillas en los distintos medios de 
transporte y se fijan requisitos para garantizar una movilidad segura de conformidad con el 
plan para la transición hacia una nueva normalidad.

Artículo 8.  Flexibilización de otras restricciones.

1. En materia de libertad de circulación, será de aplicación lo previsto en el artículo 7 de 
la Orden SND/414/2020, de 16 de mayo, a los municipios y a los entes locales de ámbito 
territorial inferior al municipio que se hallen en unidades territoriales que se encuentran en 
fase 1, salvo lo referido a las franjas horarias previstas en el párrafo segundo del apartado 1 
del citado artículo 7.

2. Será de aplicación lo previsto en los artículos 8, 9, 24 y capítulo IX de la Orden SND/
414/2020, de 16 de mayo, en materia de velatorios y entierros, lugares de culto, bibliotecas y 
actividad deportiva, respectivamente. Asimismo, también será de aplicación lo dispuesto en 
el artículo 41 de la Orden SND/399/2020, de 9 de mayo, en materia de apertura de 
instalaciones deportivas al aire libre.

Artículo 9.  Cogobernanza con las comunidades autónomas.

1. Las comunidades autónomas, los municipios y los entes locales de ámbito territorial 
inferior al municipio podrán solicitar al Ministerio de Sanidad la suspensión de la aplicación 
de esta orden cuando se considere que existe una situación de riesgo para la población o 
cuando el número de casos de COVID-19 hubiera crecido de forma sostenida durante las 
dos semanas anteriores a la solicitud, en aplicación de lo previsto en el artículo 4.3 del Real 
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Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión 
de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19.

2. De manera excepcional, cuando las particularidades del municipio o del ente local de 
ámbito territorial inferior al municipio así lo aconsejen, la comunidad autónoma podrá solicitar 
la flexibilización de otras medidas. Dicha solicitud deberá ajustarse a lo dispuesto en la 
Orden SND/387/2020, de 3 de mayo, por la que se regula el proceso de cogobernanza con 
las comunidades autónomas y ciudades de Ceuta y Melilla para la transición a una nueva 
normalidad.

3. El Ministerio de Sanidad y las comunidades autónomas realizarán un seguimiento de 
la aplicación de esta orden en el marco del Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de 
Salud.

Artículo 10.  Adaptación funcional.

Para garantizar el cumplimiento de lo previsto en esta orden, así como para posibilitar su 
adaptación a fases posteriores del Plan de transición a una nueva normalidad, los 
ayuntamientos y órganos de gobierno de los entes locales de ámbito territorial inferior al 
municipio, en colaboración con las diputaciones, cabildos insulares y/o autoridades 
comarcales, y bajo la coordinación de las comunidades autónomas, elaborarán y aprobarán 
planes de adecuación de los espacios públicos.

En particular, y de acuerdo con las características particulares de los municipios y entes 
locales de ámbito territorial inferior al municipio objeto de esta orden, se podrá ordenar el uso 
del espacio público a través de medidas como la ampliación de zonas peatonales; la 
recuperación y adaptación de zonas verdes y otros espacios libres, incluidos montes 
comunales o municipales; la definición de viales para bicicletas, patinetes y vehículos 
similares, y para viandantes; el acceso a la ordenación de la circulación en sentidos únicos; 
la zonificación de las zonas de baño público en playas, ríos o lagos cuando esté permitido, o 
el empleo de mobiliario semipermanente que permita una distribución horaria del espacio 
público.

Igualmente, y de acuerdo con la legislación sectorial aplicable, los municipios y entes 
locales de ámbito territorial inferior al mismo podrán adoptar medidas restrictivas en el 
acceso a los espacios naturales de su competencia cuando consideren que existe riesgo de 
formación de aglomeraciones. Dichas medidas incluirán, entre otras, el control del aforo de 
los aparcamientos y de las sendas de acceso, así como el reforzamiento de la vigilancia en 
materia de protección del medio natural.

Disposición adicional única.  Municipios o entes locales colindantes.

Quedan excluidos del ámbito de aplicación de esta orden aquellos municipios o entes 
locales de ámbito territorial inferior al municipio cuyo casco urbano consolidado colinde con 
el casco urbano de otro municipio o ente local de ámbito territorial inferior al municipio cuyo 
número de habitantes o densidad de población exceda lo establecido en el artículo 2.1, o 
cuando la suma de los habitantes de sus respectivos cascos urbanos consolidados exceda 
el número de habitantes o densidad de población establecido en el citado artículo 2.1.

Disposición final primera.  Régimen de recursos.

Contra esta orden se podrá interponer recurso contencioso-administrativo en el plazo de 
dos meses a partir del día siguiente al de su publicación, ante la Sala de lo Contencioso-
Administrativo del Tribunal Supremo, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 12 de la 
Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Disposición final segunda.  Efectos y vigencia.

Esta orden producirá efectos desde el mismo día de su publicación en el «Boletín Oficial 
del Estado» en los términos y condiciones previstos en el artículo 1, y mantendrá su vigencia 
hasta el momento en que a las unidades territoriales en las que se ubican los municipios y 
los entes locales de ámbito territorial inferior al municipio afectados por la misma les sean de 
aplicación medidas de carácter más flexible que las contenidas en esta orden.
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§ 84

Real Decreto-ley 16/2020, de 28 de abril, de medidas procesales y 
organizativas para hacer frente al COVID-19 en el ámbito de la 

Administración de Justicia. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 119, de 29 de abril de 2020
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2020-4705

CAPÍTULO I

Medidas procesales urgentes

Artículo 1.  Habilitación de días a efectos procesales.

1. Se declaran hábiles para todas las actuaciones judiciales, que a efectos del artículo 
183 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, se declaran urgentes, los 
días 11 a 31 del mes de agosto del 2020. Se exceptúan de esta previsión los sábados, 
domingos y festivos, salvo para aquellas actuaciones judiciales para las que estos días sean 
ya hábiles conforme a las leyes procesales.

2. Para garantizar el cumplimiento de lo dispuesto en el apartado anterior y la eficacia de 
la medida, el Consejo General del Poder Judicial, la Fiscalía General del Estado, el 
Ministerio de Justicia y las comunidades autónomas con competencias en materia de 
Justicia adoptarán de forma coordinada, en sus respectivos ámbitos de competencia, las 
medidas necesarias para la distribución de las vacaciones de Jueces, Magistrados, 
miembros del Ministerio Fiscal, Letrados de la Administración de Justicia y demás personal 
funcionario al servicio de la Administración de Justicia.

Artículo 2.  Cómputo de plazos procesales y ampliación del plazo para recurrir.

1. Los términos y plazos previstos en las leyes procesales que hubieran quedado 
suspendidos por aplicación de lo establecido en la disposición adicional segunda del Real 
Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión 
de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, volverán a computarse desde 
su inicio, siendo por tanto el primer día del cómputo el siguiente hábil a aquel en el que deje 
de tener efecto la suspensión del procedimiento correspondiente.

2. Los plazos para el anuncio, preparación, formalización e interposición de recursos 
contra sentencias y demás resoluciones que, conforme a las leyes procesales, pongan fin al 
procedimiento y que sean notificadas durante la suspensión de plazos establecida en el Real 
Decreto 463/2020, de 14 de marzo, así como las que sean notificadas dentro de los veinte 
días hábiles siguientes al levantamiento de la suspensión de los plazos procesales 
suspendidos, quedarán ampliados por un plazo igual al previsto para el anuncio, 
preparación, formalización o interposición del recurso en su correspondiente ley reguladora.
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Lo dispuesto en el párrafo anterior no se aplicará a los procedimientos cuyos plazos 
fueron exceptuados de la suspensión de acuerdo con lo establecido en la disposición 
adicional segunda del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo.

Artículo 3.  Ámbito del procedimiento especial y sumario en materia de familia.

Durante la vigencia del estado de alarma y hasta tres meses después de su finalización, 
se decidirán a través del procedimiento especial y sumario regulado en los artículos 3 a 5 del 
presente real decreto-ley las siguientes demandas:

a) Las que versen sobre pretensiones relativas al restablecimiento del equilibrio en el 
régimen de visitas o custodia compartida cuando uno de los progenitores no haya podido 
atender en sus estrictos términos el régimen establecido y, en su caso, custodia compartida 
vigente, como consecuencia de las medidas adoptadas por el Gobierno y las demás 
autoridades sanitarias con el objeto de evitar la propagación del COVID-19.

b) Las que tengan por objeto solicitar la revisión de las medidas definitivas sobre cargas 
del matrimonio, pensiones económicas entre cónyuges y alimentos reconocidos a los hijos, 
adoptadas en aplicación de lo dispuesto en el artículo 774 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, 
de Enjuiciamiento Civil, cuando la revisión tenga como fundamento haber variado 
sustancialmente las circunstancias económicas de cónyuges y progenitores como 
consecuencia de la crisis sanitaria producida por el COVID-19.

c) Las que pretendan el establecimiento o la revisión de la obligación de prestar 
alimentos, cuando dichas pretensiones tengan como fundamento haber variado 
sustancialmente las circunstancias económicas del pariente obligado a dicha prestación 
alimenticia como consecuencia de la crisis sanitaria producida por el COVID-19.

Artículo 4.  Competencia.

1. Será competente para conocer de los procedimientos a que se refieren los párrafos a) 
y b) del artículo anterior el juzgado que hubiera resuelto sobre el régimen de visitas o 
custodia compartida cuyo reequilibrio se inste o que hubiera acordado las medidas 
definitivas cuya revisión se pretenda.

2. Será competente para conocer del procedimiento previsto en el párrafo c) del artículo 
anterior, el juzgado señalado en el artículo 769.3 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, cuando se 
trate del establecimiento de la prestación de alimentos reclamados por un progenitor contra 
el otro en nombre de los hijos menores, y el juzgado que resulte competente en aplicación 
de las reglas generales del artículo 50 de la citada Ley 1/2000, de 7 de enero, cuando se 
trate de la prestación de alimentos en favor de cualquier otro alimentista. Cuando la 
demanda verse sobre la revisión de la prestación de alimentos, será competente el juzgado 
que hubiera resuelto en su día sobre la misma.

Artículo 5.  Tramitación.

1. El procedimiento principiará por demanda, con el contenido y forma propios del juicio 
ordinario.

La demanda a que se refieren los párrafos b) y c) del artículo 3 deberá ir acompañada de 
un principio de prueba documental que consistirá en la aportación del certificado expedido 
por la entidad gestora de las prestaciones en el que figure la cuantía mensual percibida en 
concepto de prestaciones o subsidios de desempleo, en caso de situación legal de 
desempleo, o bien el certificado expedido por la Agencia Estatal de Administración Tributaria 
o por las administraciones tributarias competentes de la Comunidad Foral de Navarra o de 
los Territorios Históricos del País Vasco, sobre la base de la declaración de cese de 
actividad declarada por el interesado que acredite el cese de actividad o disminución de 
ingresos, en el caso de trabajadores por cuenta propia.

2. El Letrado de la Administración de Justicia, examinada la demanda, la admitirá por 
decreto o, cuando estime que puede haber falta de jurisdicción o competencia, dará cuenta 
al juez para que resuelva en este caso sobre su admisión.

3. Admitida a trámite la demanda, el Letrado de la Administración de Justicia acordará 
que se cite a las partes y al Ministerio Fiscal cuando proceda, a una vista, que deberá 
celebrarse dentro de los diez días hábiles siguientes a la fecha de admisión de la demanda.
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4. Con carácter previo a la celebración de la vista se podrá intentar que las partes 
lleguen a un acuerdo, que será homologado judicialmente. En caso de que haya algún 
menor interesado en el objeto del procedimiento, este acuerdo solo podrá ser homologado 
considerando el interés superior del menor.

Asimismo, previamente a la celebración de la vista, en los procedimientos iniciados 
mediante la demanda a que se refiere el párrafo a) del artículo 3, se dará audiencia de 
manera reservada a los hijos menores si el tribunal lo considerara necesario y, en todo caso, 
a los mayores de doce años.

5. La vista comenzará dándose la palabra a la parte demandante, para que ratifique la 
demanda o la amplíe sin realizar variaciones sustanciales, y acto seguido a la parte 
demandada para que conteste a la demanda, pudiéndose solicitar el recibimiento del pleito a 
prueba. Igualmente podrá formularse reconvención.

Las partes podrán solicitar, al menos con cinco días de antelación a la fecha de la vista, 
aquellas pruebas que, habiendo de practicarse en la misma, requieran de citación o 
requerimiento, o que se soliciten aquellos documentos, que posean instituciones públicas o 
privadas, y que no estén a su disposición.

Las partes tendrán que asistir al acto con las pruebas de que intenten valerse, debiendo 
practicarse dichas pruebas, así como las que pueda acordar de oficio el juez, en el mismo 
acto de la vista. Si ello fuera imposible en relación con alguna de las pruebas, estas deberán 
practicarse en el plazo que señale el juez, que no podrá exceder de quince días.

6. Practicadas las pruebas, se podrá conceder a las partes un turno de palabra para 
formular oralmente conclusiones.

7. Finalizada la vista, el órgano judicial podrá dictar resolución, en forma de sentencia o 
auto según corresponda, oralmente o bien por escrito en el plazo de tres días hábiles. En 
caso de que se dicte resolución oralmente, esta se documentará con expresión del fallo y de 
una sucinta motivación.

Pronunciada oralmente una resolución, si todas las personas que fueran parte en el 
proceso estuvieran presentes en el acto por sí o debidamente representadas y expresaren 
su decisión de no recurrir, se declarará, en el mismo acto, la firmeza de la resolución.

Fuera de este caso, el plazo para recurrir comenzará a contar desde la notificación de la 
resolución debidamente redactada.

8. Contra la resolución que ponga fin al procedimiento podrá interponerse recurso de 
apelación.

9. En todo lo no previsto en este artículo será de aplicación supletoria lo dispuesto en la 
Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, para la tramitación del juicio verbal.

Artículo 6.  Tramitación de la impugnación de expedientes de regulación temporal de 
empleo a que se refiere el artículo 23 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de 
medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del 
COVID-19.

1. Se tramitarán conforme a la modalidad procesal de conflicto colectivo, las demandas 
presentadas por los sujetos legitimados a los que se refiere el apartado 2 de este artículo, 
cuando versen sobre las suspensiones y reducciones de jornada adoptadas en aplicación de 
lo previsto en el artículo 23 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, y dichas medidas 
afecten a más de cinco trabajadores.

2. Además de los sujetos legitimados conforme al artículo 154 de la Ley 36/2011, de 10 
de octubre, reguladora de la jurisdicción social, estará igualmente legitimada para promover 
el citado procedimiento de conflicto colectivo la comisión representativa prevista en la 
normativa laboral dictada para paliar los efectos derivados del COVID-19 en relación con los 
expedientes de regulación temporal de empleo a que se refiere este artículo.

Artículo 7.  Tramitación preferente de determinados procedimientos.

1. Durante el periodo que transcurra desde el levantamiento de la suspensión de los 
plazos procesales declarada por el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, y hasta el 31 de 
diciembre de 2020, se tramitarán con preferencia los siguientes expedientes y 
procedimientos:

COVID-19: COLECTIVOS VULNERABLES

§ 84  Real Decreto-ley 16/2020, de medidas procesales y organizativas  [parcial]

– 509 –



a) Los procesos o expedientes de jurisdicción voluntaria en los que se adopten las 
medidas a que se refiere el artículo 158 del Código Civil, así como el procedimiento especial 
y sumario previsto en los artículos 3 a 5 del presente real decreto-ley.

b) En el orden jurisdiccional civil, los procesos derivados de la falta de reconocimiento 
por la entidad acreedora de la moratoria legal en las hipotecas de vivienda habitual y de 
inmuebles afectos a la actividad económica, los procesos derivados de cualesquiera 
reclamaciones que pudieran plantear los arrendatarios por falta de aplicación de la moratoria 
prevista legalmente o de la prórroga obligatoria del contrato, así como los procedimientos 
concursales de deudores que sean personas naturales y que no tengan la condición de 
empresarios.

c) En el orden jurisdiccional contencioso-administrativo, los recursos que se interpongan 
contra los actos y resoluciones de las Administraciones Públicas por los que se deniegue la 
aplicación de ayudas y medidas previstas legalmente para paliar los efectos económicos de 
la crisis sanitaria producida por el COVID-19.

d) En el orden jurisdiccional social, tendrán carácter urgente y preferente los procesos 
por despido o extinción de contrato, los derivados del procedimiento para declarar el deber y 
forma de recuperación de las horas de trabajo no prestadas durante el permiso retribuido 
previsto en el Real Decreto-ley 10/2020, de 29 de marzo, por el que se regula un permiso 
retribuido recuperable para las personas trabajadoras por cuenta ajena que no presten 
servicios esenciales, con el fin de reducir la movilidad de la población en el contexto de la 
lucha contra el COVID-19; los procedimientos por aplicación del plan MECUIDA del artículo 
6 del Real Decreto-Ley 8/2020, de 17 de marzo; los procedimientos para la impugnación 
individual, colectiva o de oficio de los expedientes de regulación temporal de empleo por las 
causas reguladas en los artículos 22 y 23 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo; y los 
que se sustancien para hacer efectiva la modalidad de trabajo a distancia o la adecuación de 
las condiciones de trabajo previstas en el artículo 5 del mismo.

2. Lo dispuesto en el apartado anterior se entiende sin perjuicio del carácter preferente 
que tengan reconocido otros procedimientos de acuerdo con las leyes procesales.

No obstante, en el orden jurisdiccional social, los procedimientos para la impugnación 
individual o colectiva de los expedientes de regulación temporal de empleo por las causas 
reguladas en los artículos 22 y 23 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo; los que se 
sustancien para hacer efectiva la modalidad de trabajo a distancia o la adecuación de las 
condiciones de trabajo previstas en el artículo 5 de este y los procedimientos para la 
aplicación del plan MECUIDA establecidos en el artículo 6 del mencionado Real Decreto- ley 
8/2020, de 17 de marzo, tendrán carácter urgente a todos los efectos y serán preferentes 
respecto de todos los que se tramiten en el juzgado, salvo los que tengan por objeto la tutela 
de los derechos fundamentales y libertades públicas.

[ . . . ]

Disposición adicional primera.  Ampliación de plazos en el ámbito del Registro Civil.

1. En los expedientes de autorización para contraer matrimonio en los que hubiera 
recaído resolución estimatoria se concederá automáticamente un plazo de un año para la 
celebración del matrimonio, a computar desde la finalización del estado de alarma.

2. Lo dispuesto en el artículo anterior se aplicará igualmente a aquellos expedientes en 
los que no hubiera transcurrido el plazo de un año desde la publicación de edictos, de su 
dispensa o de las diligencias sustitutorias que prevé el artículo 248 del Reglamento de la Ley 
del Registro Civil, aprobado por Decreto de 14 de noviembre de 1958.

3. Durante la vigencia del estado de alarma y hasta tres meses después de su 
finalización se ampliará a cinco días naturales el plazo de 72 horas que el artículo 46.1 de la 
Ley 20/2011, de 21 de julio, del Registro Civil, establece para que la dirección de hospitales, 
clínicas y establecimientos sanitarios comuniquen a la Oficina del Registro Civil que 
corresponda cada uno de los nacimientos que hayan tenido lugar en el centro sanitario.

[ . . . ]
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Información relacionada

• El Real Decreto-ley 16/2020, de 28 de abril, ha sido convalidado por Acuerdo del Congreso de 
los Diputados, publicado por Resolución de 13 de mayo de 2020. Ref. BOE-A-2020-5052
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	[Articulos]
	Artículo 1. Prórroga del estado de alarma.
	Artículo 2. Duración de la prórroga.

	[Disposiciones finales]
	Disposición final primera. Modificación del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19.
	Disposición final segunda. Entrada en vigor.
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	Artículo 1. Prórroga del estado de alarma.
	Artículo 2. Duración de la prórroga.

	[Disposiciones finales]
	Disposición final única. Entrada en vigor.
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	[Preámbulo]
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	Artículo 1. Prórroga del estado de alarma.
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	Disposición adicional única. Enclaves.
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	Disposición final primera. Modificación del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19.
	Disposición final segunda. Entrada en vigor.
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	[Disposiciones derogatorias]
	Disposición derogatoria única. Derogación normativa.

	[Disposiciones finales]
	Disposición final única. Entrada en vigor.
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	Artículo 1. Prórroga del estado de alarma.
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	Artículo 3. Procedimiento para la desescalada.
	Artículo 4. Acuerdos con las comunidades autónomas y tratamiento de los enclaves.
	Artículo 5. Pérdida de efectos de las medidas derivadas de la declaración del estado de alarma.
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	[Disposiciones finales]
	Disposición final única. Entrada en vigor.


	§ 13. Medidas complementarias en el ámbito laboral
	[Preámbulo]
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	[Disposiciones adicionales]
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	Disposición final primera. Modificación del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del COVID-19.
	Disposición final segunda. Modificación del artículo 16 del Real Decreto-ley 7/2020, de 12 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes para responder al impacto económico del COVID-19.
	Disposición final tercera. Entrada en vigor y vigencia.
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	Artículo 8. Firma digitalizada o con datos biométricos.
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	Artículo 10. Entidades de formación y destinatarios.
	Artículo 11. Comunicación del inicio de la formación.

	CAPÍTULO III. Oferta formativa para personas trabajadoras ocupadas
	Artículo 12. Participación en programas formativos.
	Artículo 13. Financiación.

	[Disposiciones adicionales]
	Disposición adicional primera. Suspensión de los permisos individuales de formación.
	Disposición adicional segunda. Ampliación del plazo de ejecución de programas y planes formativos.
	Disposición adicional tercera. Convocatoria de planes de formación de ámbito estatal dirigidos a la capacitación para el desarrollo de las funciones relacionadas con la negociación colectiva y el dialogo social.

	[Disposiciones finales]
	Disposición final única. Entrada en vigor.

	ANEXO. Resoluciones del Servicio Público de Empleo Estatal

	§ 15. Criterios interpretativos para la gestión de actividades de asistencia a colectivos vulnerables
	[Preámbulo]
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	Primero. Objeto.
	Segundo. Criterios interpretativos.
	Tercero. Vigencia.


	§ 16. Permiso retribuido recuperable para trabajadores que no presten servicios esenciales
	[Preámbulo]
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	Artículo 1. Ámbito subjetivo de aplicación.
	Artículo 2. Permiso retribuido.
	Artículo 3. Recuperación de las horas de trabajo no prestadas durante el permiso retribuido.
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	Disposición transitoria segunda. Continuidad de los servicios de transporte.

	[Disposiciones adicionales]
	Disposición adicional primera. Empleados públicos.
	Disposición adicional segunda. Personal con legislación específica propia.
	Disposición adicional tercera. Servicios esenciales en la Administración de Justicia.
	Disposición adicional cuarta. Continuación de actividad.
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	[Disposiciones finales]
	Disposición final única. Entrada en vigor.
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	§ 17. Derecho de adaptación del horario y reducción de jornada [parcial]
	III
	Artículo 6. Plan MECUIDA.


	§ 18. Subsidio extraordinario Sistema Especial de Empleados de Hogar  [parcial]
	VI
	Artículo 30. Beneficiarios del subsidio extraordinario por falta de actividad para las personas integradas en el Sistema Especial de Empleados de Hogar del Régimen General de la Seguridad Social.
	Artículo 31. Cuantía del subsidio.
	Artículo 32. Compatibilidades e incompatibilidades del subsidio extraordinario.
	Disposición transitoria tercera. Carácter retroactivo y tramitación del subsidio extraordinario por falta de actividad de las personas integradas en el Sistema Especial de Empleados del Hogar y del subsidio de desempleo excepcional por fin de contrato temporal.


	§ 19. Procedimiento para la tramitación de solicitudes del subsidio extraordinario 
	[Preámbulo]
	[Articulos]
	Primera. Objeto de la resolución.
	Segunda. Ámbito subjetivo de aplicación y hecho causante.
	Tercera. Solicitud del subsidio extraordinario y plazo de presentación.
	Cuarta. Documentación a acompañar y acreditación del hecho causante.
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	§ 20. Subsidio de desempleo excepcional por fin de contrato temporal [parcial]
	VI
	Artículo 33. Subsidio de desempleo excepcional por fin de contrato temporal.
	Disposición transitoria tercera. Carácter retroactivo y tramitación del subsidio extraordinario por falta de actividad de las personas integradas en el Sistema Especial de Empleados del Hogar y del subsidio de desempleo excepcional por fin de contrato temporal.


	§ 21. Procedimiento para la tramitación de solicitudes del subsidio excepcional por desempleo 
	[Preámbulo]
	[Articulos]
	Primera. Objeto y ámbito de aplicación.
	Segunda. Procedimiento para la tramitación de solicitudes del subsidio excepcional por desempleo por fin de contrato temporal. Formulario. Plazo.
	Tercera. Nacimiento del derecho. Duración. Cuantía. Pago.


	§ 22. Consideración excepcional como situación asimilada a accidente de trabajo [parcial]
	CAPÍTULO II. Medidas para la protección de la salud pública
	Artículo quinto. Consideración excepcional como situación asimilada a accidente de trabajo de los periodos de aislamiento, contagio o restricción en las salidas del municipio donde tengan el domicilio de las personas trabajadoras como consecuencia del virus COVID-19.


	§ 23. Desempleo por extinción de la relación laboral en el período de prueba [parcial]
	CAPÍTULO V. Medidas de protección de los ciudadanos
	Artículo 22. Situación legal de desempleo por extinción de la relación laboral en el período de prueba producida durante la vigencia del estado de alarma.

	Información relacionada

	§ 24. Prestación por desempleo de los artistas en espectáculos públicos [parcial]
	[Preámbulo]
	CAPÍTULO I. Medidas para facilitar la financiación del sector cultural y de apoyo a sus trabajadores
	Artículo 2. Acceso extraordinario a la prestación por desempleo de los artistas en espectáculos públicos que no se encuentren afectados por procedimientos de suspensión de contratos y reducción de jornada reguladas por el Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del COVID-19.

	Información relacionada

	§ 25. Medidas de flexibilización de los mecanismos de ajuste temporal de actividad  [parcial]
	VII
	CAPÍTULO II. Medidas de flexibilización de los mecanismos de ajuste temporal de actividad para evitar despidos
	Artículo 22. Medidas excepcionales en relación con los procedimientos de suspensión de contratos y reducción de jornada por causa de fuerza mayor.
	Artículo 23. Medidas excepcionales en relación con los procedimientos de suspensión y reducción de jornada por causa económica, técnica, organizativa y de producción.
	Artículo 24. Medidas extraordinarias en materia de cotización en relación con los procedimientos de suspensión de contratos y reducción de jornada por fuerza mayor relacionados con el COVID-19.
	Artículo 25. Medidas extraordinarias en materia de protección por desempleo en aplicación de los procedimientos referidos en los artículos 22 y 23.
	Artículo 26. Limitación temporal de los efectos de la presentación extemporánea de solicitudes de prestaciones por desempleo.
	Artículo 27. Medidas extraordinarias relativas a la prórroga del subsidio por desempleo y a la declaración anual de rentas.
	Artículo 28. Plazo de duración de las medidas previstas en el Capítulo II.

	[Disposiciones transitorias]
	Disposición transitoria primera. Limitación a la aplicación a los expedientes de regulación de empleo.


	§ 26. Medidas sociales en defensa del empleo. [parcial]
	[Preámbulo]
	[Articulos]
	Artículo 1. Especialidades aplicables a los expedientes de regulación temporal de empleo basados en las causas recogidas en el artículo 22 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del COVID-19 durante el desconfinamiento.
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	Disposición adicional primera. Extensión de los expedientes de regulación temporal de empleo basados en la causa prevista en el artículo 22 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, y de las medidas extraordinarias en materia de protección por desempleo y de cotización.
	Disposición adicional segunda. Comisión de Seguimiento tripartita laboral.
	Disposición final tercera. Entrada en vigor.
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	Disposición adicional segunda. Régimen aplicable a los jóvenes, nacionales de terceros países, que se encuentren en situación regular de entre los 18 y los 21 años que hayan sido empleados en el sector agrario con base en el Real Decreto-ley 13/2020, de 7 de abril, por el que se adoptan determinadas medidas urgentes en materia de empleo agrario, cuando finalice su vigencia.
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	§ 31. Prórroga extraordinaria de los contratos de arrendamiento [parcial]
	[Articulos]
	Artículo 2. Prórroga extraordinaria de los contratos de arrendamiento de vivienda habitual.


	§ 32. Moratoria de deuda arrendaticia [parcial]
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	Artículo 3. Moratoria de deuda arrendaticia.
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	§ 33. Límite máximo de la línea de avales financiación a arrendatarios [parcial]
	[Articulos]
	Disposición adicional tercera. Límite máximo de la línea de avales para la cobertura por cuenta del Estado de la financiación a arrendatarios en situación de vulnerabilidad social y económica, aprobada en el artículo 9 del Real Decreto Ley 11/2020 de 31 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico para hacer frente al COVID-19.
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	[Preámbulo]
	[Articulos]
	Artículo 1. Objeto y ámbito.
	Artículo 2. Régimen jurídico.
	Artículo 3. Características y compatibilidad de los préstamos avalados y subvencionados por el Estado.
	Artículo 4. Condiciones subjetivas de los arrendatarios.
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	Artículo 12. Infracciones y sanciones.
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	[Disposiciones finales]
	Disposición final. Entrada en vigor.

	ANEXO I. Formulario de solicitud de préstamo
	ANEXO II. Formulario de concesión del préstamo

	§ 35. Convenio para la gestión "Línea de avales de arrendamiento COVID-19"
	[Parte dispositiva]
	ANEXO
	ANEXO I. Condiciones de elegibilidad y documentación acreditativa.
	ANEXO II. Formulario de concesión del préstamo

	§ 36. Definición de vulnerabilidad económica a los efectos de la moratoria hipotecaria [parcial]
	Sección 1.ª Medidas dirigidas a familias y colectivos vulnerables
	II
	Artículo 16. Definición de vulnerabilidad económica a los efectos de la moratoria hipotecaria y del crédito de financiación no hipotecaria.
	Artículo 17. Acreditación de las condiciones subjetivas.
	Artículo 18. Definición de la situación de vulnerabilidad económica y acreditación derivadas de los contratos de crédito sin garantía hipotecaria.

	III
	Artículo 19. Moratoria de deuda hipotecaria.


	§ 37. Protección a los deudores hipotecarios de
especial vulnerabilidad  [parcial]
	CAPÍTULO I. Medidas en materia económica
	Artículo segundo. Modificación de la Ley 1/2013, de 14 de mayo, de medidas para reforzar la protección a los deudores hipotecarios, reestructuración de deuda y alquiler social.


	§ 38. Moratoria de la deuda hipotecaria [parcial]
	IV
	Artículo 7. Moratoria de deuda hipotecaria.
	Artículo 8. Ámbito de aplicación de la moratoria de deuda hipotecaria.
	Artículo 9. Definición de la situación de vulnerabilidad económica.
	Artículo 10. Fiadores, avalistas e hipotecantes no deudores.
	Artículo 11. Acreditación de las condiciones subjetivas.
	Artículo 12. Solicitud de moratoria.
	Artículo 13. Concesión de la moratoria.
	Artículo 14. Efectos de la moratoria.
	Artículo 15. Inaplicación de intereses moratorios.
	Artículo 16. Consecuencias de la aplicación indebida por el deudor de las medidas para la reestructuración de la deuda hipotecaria inmobiliaria.
	Artículo 16 bis. Régimen de supervisión y sanción.
	Artículo 16 ter. Formalización en escritura pública de la moratoria hipotecaria.


	§ 39. Instrumentos notariales formalización ampliación plazo
derivada de la moratoria  [parcial]
	[Articulos]
	Disposición adicional decimoquinta. Otorgamiento unilateral por el acreedor de los instrumentos notariales en que se formaliza la ampliación de plazo derivada de la moratoria legal de los préstamos o créditos garantizados con hipoteca o mediante otro derecho inscribible distinto.

	Información relacionada

	§ 40. Modelos solicitud para hacer constar en Registro de Bienes Muebles la moratoria hipotecaria
	[Parte dispositiva]
	ANEXO 1. Modelo de solicitud, ante el Registro de Bienes Muebles de la constancia de moratoria para varios contratatos
	ANEXO 2. Modelo de solicitud, ante el Registro de Bienes Muebles de la constancia de moratoria para un único contrato

	§ 41. Garantía de suministro de agua y energía a consumidores vulnerables [parcial]
	II
	Artículo 4. Garantía de suministro de agua y energía a consumidores vulnerables.


	§ 42. Garantía de suministro de energía eléctrica, gas natural y agua [parcial]
	Sección 1.ª Medidas dirigidas a familias y colectivos vulnerables
	I
	V
	Artículo 29. Garantía de suministro de energía eléctrica, productos derivados del petróleo, gas natural y agua.


	§ 43. Medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico [parcial]
	Sección 1.ª Medidas dirigidas a familias y colectivos vulnerables
	I
	Artículo 10. Nuevo programa de ayudas para contribuir a minimizar el impacto económico y social del COVID-19 en los alquileres de vivienda habitual.
	Artículo 11. Sustitución del programa de ayuda a las personas en situación de desahucio o lanzamiento de su vivienda habitual por el nuevo programa de ayuda a las víctimas de violencia de género, personas objeto de desahucio de su vivienda habitual, personas sin hogar y otras personas especialmente vulnerables regulado en artículo siguiente.
	Artículo 12. Modificación del programa de fomento del parque de vivienda en alquiler.
	Artículo 13. Autorización para transferir anticipadamente a las Comunidades Autónomas y a las Ciudades de Ceuta y de Melilla los fondos comprometidos por el Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana en los convenios suscritos para la ejecución del Plan Estatal de Vivienda 2018-2021.
	Artículo 14. Autorización para la disposición inmediata de los fondos aún no comprometidos por las Comunidades Autónomas y las Ciudades de Ceuta y de Melilla para la concesión de ayudas al alquiler, mediante adjudicación directa, en aplicación del nuevo programa de ayudas para contribuir a minimizar el impacto económico y social del COVID-19 en los alquileres de vivienda habitual.
	Artículo 15. No sujeción del nuevo programa de ayudas para contribuir a minimizar el impacto económico y social del COVID-19 en los alquileres de vivienda habitual a la cofinanciación autonómica establecida en el artículo 6 del Real Decreto 106/2018, de 9 de marzo, por el que se regula el Plan Estatal de Vivienda 2018-2021.
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	Disposición adicional tercera. Incorporación de nuevos programas de ayuda a los convenios suscritos entre el entonces Ministerio de Fomento y las Comunidades Autónomas y las Ciudades de Ceuta y Melilla para la ejecución del Plan Estatal de Vivienda 2018-2021.
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	Disposición adicional quinta. Comprobación de requisitos para la concesión de ayudas al alquiler del Plan Estatal de Vivienda 2018-2021.

	[Disposiciones transitorias]
	Disposición transitoria primera. Régimen transitorio aplicable al programa de ayuda a las personas en situación de desahucio o lanzamiento de la vivienda.
	Disposición final novena. Aportación financiera estatal adicional al Plan Estatal de Vivienda 2018-2021.
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	Disposición final decimotercera. Entrada en vigor.


	§ 44. Medidas urgentes complementarias para apoyar la economía y el empleo [parcial]
	[Articulos]
	Disposición final décima. Modificación del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico para hacer frente al COVID-19.
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	Artículo 1. Adquisición de mascarillas por el Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana.
	Artículo 2. Destinatarios finales de dicha adquisición.
	Artículo 3. Procedimiento de adquisición.
	Artículo 4. Entrega y recepción.
	Artículo 5. Procedimiento de distribución.
	Artículo 6. Financiación.

	[Disposiciones finales]
	Disposición final primera. Habilitación para la aprobación de instrucciones.
	Disposición final segunda. Vigencia.


	§ 46. Medidas relativas a las residencias de personas mayores y centros socio-sanitarios
	[Preámbulo]
	[Articulos]
	Primero. Medidas relativas a todo el personal, sanitario y no sanitario, que preste servicio en las residencias de mayores y otros centros sociosanitarios.
	Segundo. Medidas relativas a la ubicación y aislamiento de pacientes COVID-19 en las residencias de mayores y otros centros sociosanitarios.
	Tercero. Medidas relativas a la limpieza en las residencias de mayores y otros centros sociosanitarios.
	Cuarto. Medidas relativas a los profesionales sanitarios en relación con la atención sanitaria en las residencias de mayores y otros centros sociosanitarios.
	Quinto. Medidas de coordinación para el diagnóstico, seguimiento y derivación COVID-19 en residencias de mayores y otros centros sociosanitarios y el Sistema Nacional de Salud.
	Sexto. Seguimiento de casos.
	Séptimo. Desarrollo y ejecución.
	Octavo. Efectos.
	Noveno. Temporalidad de las medidas.
	Décimo. Ciudades autónomas de Ceuta y Melilla.
	Undécimo. Régimen de recursos.


	§ 47. Medidas para asegurar el acceso a la prestación farmacéutica del Sistema Nacional de Salud
	[Preámbulo]
	[Articulos]
	Primero.
	Segundo.
	Tercero.
	Cuarto.
	Quinto.


	§ 48. Medidas complementarias de carácter organizativo, así como de suministro de información
	[Preámbulo]
	[Articulos]
	Primero. Objeto y ámbito de aplicación.
	Segundo. Medidas aplicables en los centros de servicios sociales de carácter residencial.
	Tercero. Medidas de Intervención.
	Cuarto. Inspección sanitaria.
	Quinto. Concurrencia de situaciones excepcionales.
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	Séptimo. Desarrollo y ejecución.
	Octavo. Incumplimiento.
	Noveno. Vigencia.
	Décimo. Efectos.
	Undécimo. Régimen de recursos.

	ANEXO. Información sobre actuaciones en centros de servicios sociales de carácter residencial en relación con la crisis sanitaria por el COVID-19

	§ 49. Acreditación para garantizar la calidad de los centros y servicios a la Dependencia
	[Parte dispositiva]
	ANEXO. Acuerdo de 20 de marzo de 2020, del Consejo Territorial de Servicios Sociales y del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia, por el que se autoriza a la Secretaría de Estado de Derechos Sociales para modificar, por razones de urgencia y de forma temporal, el Acuerdo de 27 de noviembre de 2008, del Consejo Territorial de Servicios Sociales y del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia, sobre criterios comunes de acreditación para garantizar la calidad de los centros y servicios del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia, con el fin de flexibilizar la acreditación y funcionamiento de los servicios mientras persista la situación de crisis COVID-19

	§ 50. Medidas en materia de recursos humanos en el ámbito de los servicios sociales 
	[Preámbulo]
	[Articulos]
	Primero. Objeto.
	Segundo. Ámbito de aplicación.
	Tercero. Régimen de prestación de servicios.
	Cuarto. Medidas excepcionales para la contratación o reincorporación de personal.
	Quinto. Vigencia.
	Sexto. Régimen sancionador.
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	Noveno. Efectos.
	Décimo. Régimen de recursos.


	§ 51. Servicios esenciales de determinados centros, servicios y establecimientos sanitarios
	[Preámbulo]
	[Articulos]
	Artículo 1. Objeto.
	Artículo 2. Centros, servicios y establecimientos sanitarios de carácter esencial.
	Artículo 3. Centros, servicios y establecimientos sanitarios de carácter no esencial.
	Artículo 4. Permiso retribuido.

	[Disposiciones finales]
	Disposición final primera. Habilitación.
	Disposición final segunda. Entrada en vigor.

	ANEXO. Relación de centros, servicios y establecimientos sanitarios que se determinan como servicios esenciales

	§ 52. Nuevas medidas para atender necesidades urgentes de carácter social o sanitario
	[Preámbulo]
	[Articulos]
	Primero. Modificación de la Orden SND/275/2020, de 23 de marzo, por la que se establecen medidas complementarias de carácter organizativo, así como de suministro de información en el ámbito de los centros de servicios sociales de carácter residencial en relación con la gestión de la crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19.
	Segundo. Modificación de la Orden SND/295/2020, de 26 de marzo, por la que se adoptan medidas en materia de recursos humanos en el ámbito de los servicios sociales ante la situación de crisis ocasionada por el COVID-19.
	Tercero. Recuperación de la dispensa por la realización de funciones sindicales.
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	Quinto. Recursos necesarios.
	Sexto. Devolución de las instalaciones.
	Séptimo. Puesta a disposición de los empleados públicos del IMSERSO.
	Octavo. Efectos.
	Noveno. Régimen de recursos.


	§ 53. Interrupción de la realización de cualquier actividad de turismo social de mayores
	[Preámbulo]
	[Articulos]
	Primero. Objeto.
	Segundo. Prórroga del programa de turismo social del Imserso.
	Tercero. Efectos.
	Cuarto. Régimen de recursos.


	§ 54. Medidas excepcionales para garantizar el acceso a los productos de prevención de contagios
	§ 55. Importes máximos de venta al público productos de uso recomendado como medidas higiénicas
	[Parte dispositiva]
	ANEXO. Acuerdo por el que se establecen importes máximos de venta al público en aplicación de lo previsto en la Orden SND/354/2020, de 19 de abril, por la que se establecen medidas excepcionales para garantizar el acceso de la población a los productos de uso recomendados como medidas higiénicas para la prevención de contagios por el COVID-19

	§ 56. Condiciones para el uso obligatorio de mascarilla durante la situación de crisis sanitaria 
	[Preámbulo]
	[Articulos]
	Artículo 1. Objeto.
	Artículo 2. Sujetos obligados.
	Artículo 3. Espacios en los que resulta obligatorio el uso de mascarilla.

	[Disposiciones finales]
	Disposición final primera. Régimen de recursos.
	Disposición final segunda. Efectos y vigencia.


	§ 57. Medidas urgentes complementarios de protección de consumidores [parcial]
	II
	Artículo 16. Definición de vulnerabilidad económica a los efectos de la moratoria hipotecaria y del crédito de financiación no hipotecaria.
	Artículo 17. Acreditación de las condiciones subjetivas.
	Artículo 18. Definición de la situación de vulnerabilidad económica y acreditación derivadas de los contratos de crédito sin garantía hipotecaria.

	Sección 3.ª Medidas de protección de consumidores
	Artículo 36. Derecho de resolución de determinados contratos sin penalización por parte de los consumidores y usuarios.
	Artículo 37. Medidas de restricción a las comunicaciones comerciales de las entidades que realicen una actividad de juego regulada en la Ley 13/2011, de 27 de mayo, de regulación del juego.


	§ 58.  Interrupción del plazo para la devolución de productos  [parcial]
	VII
	Artículo 21. Interrupción del plazo para la devolución de productos durante vigencia del estado de alarma.


	§ 59. Suspensión obligaciones derivadas de los contratos de crédito sin garantía hipotecaria [parcial]
	IV
	Artículo 21. Suspensión de las obligaciones derivadas de los contratos de crédito sin garantía hipotecaria.
	Artículo 22. Fiadores o avalistas.
	Artículo 23. Solicitud de la suspensión.
	Artículo 24. Concesión de la suspensión.
	Artículo 25. Efectos de la suspensión.
	Artículo 26. Consecuencias de la actuación fraudulenta del deudor en relación con la suspensión de las obligaciones derivadas de los contratos de crédito sin garantía hipotecaria.


	§ 60. Moratorias convencionales suscritas al amparo de un Acuerdo marco sectorial [parcial]
	[Articulos]
	Artículo 6. Acuerdos marco sectoriales promovidos por las asociaciones representativas de entidades financieras sobre aplazamiento de operaciones de financiación de clientes afectados por la crisis del coronavirus.
	Artículo 7. Disposiciones generales sobre las moratorias convencionales suscritas al amparo de un Acuerdo marco sectorial.
	Artículo 8. Régimen excepcional de formalización de las moratorias convencionales suscritas al amparo de Acuerdos marco sectoriales adoptados como consecuencia de la crisis sanitaria provocada por la COVID-19.

	[Disposiciones transitorias]
	Disposición transitoria primera. Moratorias acogidas a un Acuerdo marco sectorial y suscritas con anterioridad a la entrada en vigor esta norma.


	§ 61. Garantía en el mantenimiento de los servicios de comunicaciones electrónicas [parcial]
	VI
	Artículo 18. Garantía en el mantenimiento de los servicios de comunicaciones electrónicas y la conectividad de banda ancha.
	Artículo 19. Garantía en la prestación del servicio universal de telecomunicaciones.
	Artículo 20. Suspensión de la portabilidad.


	§ 62. Fraccionamiento y aplazamiento de deudas servicios de comunicaciones electrónicas [parcial]
	[Articulos]
	Artículo 3. Fraccionamiento y aplazamiento de deudas en los servicios de comunicaciones electrónicas.


	§ 63.  Disponibilidad de los planes de pensiones en caso de desempleo o cese de actividad [parcial]
	[Articulos]
	Disposición adicional vigésima. Disponibilidad de los planes de pensiones en caso de desempleo o cese de actividad derivados de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19.


	§ 64. Normas sobre disponibilidad excepcional de los planes de pensiones [parcial]
	CAPÍTULO V. Medidas de protección de los ciudadanos
	Artículo 23. Normas sobre disponibilidad excepcional de los planes de pensiones en situaciones derivadas de la crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19.

	Información relacionada

	§ 65. Bono social por parte de trabajadores autónomos que hayan cesado su actividad
	[Preámbulo]
	[Articulos]
	Artículo 1. Normativa aplicable y plazos de subsanación y comunicación para la aplicación, en su caso, del bono social previsto en el artículo 28 del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo.
	Artículo 2. Modificación del modelo de solicitud del bono social para trabajadores autónomos que hayan visto afectada su actividad como consecuencia del COVID-19 establecido en el anexo IV del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico para hacer frente al COVID-19.

	[Disposiciones transitorias]
	Disposición transitoria primera. Adaptación de la plataforma informática y plazo de comunicación a los solicitantes.
	Disposición transitoria segunda. Solicitudes presentadas conforme al modelo que se establece en el anexo IV del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo.

	[Disposiciones finales]
	Disposición final única. Entrada en vigor.

	ANEXO

	§ 66. Medidas urgentes para responder al impacto económico del Covid-19 [parcial]
	CAPÍTULO II. Medidas de apoyo a las familias
	Artículo 8. Derecho básico de alimentación de niños y niñas en situación de vulnerabilidad que se encuentran afectados por el cierre de centros educativos.
	Artículo 9. Concesión de un suplemento de crédito en el Presupuesto del Ministerio de Derechos Sociales y Agenda 2030 para financiar los programas de servicios sociales de las comunidades autónomas.


	§ 67. Disposiciones aplicables a determinados préstamos universitarios [parcial]
	[Articulos]
	Disposición transitoria cuarta. Disposiciones aplicables a determinados préstamos universitarios.

	Información relacionada

	§ 68. Flexibilización de determinadas restricciones en aplicación de la fase 2
	[Preámbulo]
	CAPÍTULO I. Disposiciones generales
	Sección 1.ª Objeto y ámbito de aplicación
	Artículo 1. Objeto.
	Artículo 2. Ámbito de aplicación.

	Sección 2.ª Medidas de higiene y prevención
	Artículo 3. Fomento de los medios no presenciales de trabajo.
	Artículo 4. Medidas de higiene y prevención para el personal trabajador de los sectores de actividad previstos en esta orden.
	Artículo 5. Medidas para prevenir el riesgo de coincidencia masiva de personas en el ámbito laboral.
	Artículo 6. Medidas de higiene exigibles a las actividades previstas en esta orden.

	CAPÍTULO II. Flexibilización de medidas de carácter social
	Artículo 7. Libertad de circulación.
	Artículo 8. Velatorios y entierros.
	Artículo 9. Lugares de culto.
	Artículo 10. Ceremonias nupciales.

	CAPÍTULO III. Condiciones para el desarrollo de la actividad en establecimientos y locales comerciales minoristas y de prestación de servicios asimilados
	Artículo 11. Condiciones para la reapertura al público de establecimientos y locales comerciales minoristas que no tengan la condición de centros y parques comerciales.
	Artículo 12. Condiciones para la reapertura al público de centros y parques comerciales.
	Artículo 13. Medidas de higiene exigibles a los establecimientos y locales con apertura al público.
	Artículo 14. Medidas de higiene y prevención para el personal trabajador de los establecimientos y locales que abran al público.
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	Artículo 17. Medidas aplicables a centros comerciales y parques comerciales.

	CAPÍTULO IV. Condiciones para la prestación del servicio en los establecimientos de hostelería y restauración
	Artículo 18. Reapertura de locales de hostelería y restauración para consumo en el local.
	Artículo 19. Medidas de higiene y prevención en la prestación del servicio en el local.

	CAPÍTULO V. De las viviendas tuteladas, centros residenciales de personas con discapacidad y centros residenciales de personas mayores
	Artículo 20. Visitas a viviendas tuteladas, centros residenciales de personas con discapacidad y centros residenciales de personas mayores.

	CAPÍTULO VI. Condiciones para la reapertura de las residencias para investigadores
	Artículo 21. Apertura de residencias para investigadores.

	CAPÍTULO VII. Condiciones para la reapertura de las zonas comunes de hoteles y alojamientos turísticos
	Artículo 22. Reapertura de zonas comunes de hoteles y alojamientos turísticos.
	Artículo 23. Medidas de higiene y prevención exigibles a las zonas comunes de los hoteles y alojamientos turísticos.

	CAPÍTULO VIII. Medidas de flexibilización en el ámbito de la cultura
	Sección 1.ª Condiciones en que debe desarrollarse la actividad de las bibliotecas
	Artículo 24. Servicios autorizados en las bibliotecas.
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